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PROLOGO 



El deseo de cumplir con un deber sagrado y corresponder dignamente hasta donde 
alcanzaran mis fuerzas á la confianza con que me honró el Gobierno nombrándome car 
tedrátíco propietario de derecho público español y de Indias y administrativo de la Real 
Universidad de esta Capital al plantearse su reforma en 1842 me obligó á publicar esta 
obra con el fin de que sirviera, como ha servido de texto para la enseñanza de la última 
asignatura, nueva en el pais. Los tratados que acerca de tan importante ramo de la ju- 
risprudencia habían visto la luz pública en la Península, algunos de indisputable mérito, 
no llenaban las condiciones necesarias para aquel objeto, aunque no fuese sino, por no 
habarae ocupado de nuestro derecho ultramarino y especial de esta Isla que constituye 
usa parte de la asignatura. De manera que esta obra fue impulsada por una necesidad 
perentoria é indeclinable. 

Aspirando constantemente la Administración á la mejora y<perfeccionamiento y & 
la mas cumplida satisfacción de las necesidades de la sociedad, es consiguiente que sus 
providencias ajustándose á la ley del progreso que domina- en el siglo diez y nueve sean 
de suyo variables. Así ha sucedido en España; pues en estos últimos años ha venido 
dictándose una serie 4b disposiciones en armonía con los adelantos en las ciencias mora- 
les y polítisas que guian los Gobiernos por la senda de la prosperidad de los pueblos; por 
lo que aun no habian trascurrido largos años después de publicada esta obra, cuando se 
hizo manifiesta la necesidad de una segunda edición que abarcara aquellas nuevas dispo- 
siciones. 

Emprendí desde luego este trabajo; malí no me fué dable llevarlo á su conclusión tan 
pronto como me había propuesto, porque las reformas que se iban planteando presagia- 
ban otras que habian de alterar esencialmente el régimen administrativo. Dimanó de 
aquí haber tenido que esperar, sino á que terminara totalmente la egecucion del plan de 
mejoras que en particular en esta Isla había inaugurado el Gobierno, al menos á que se 
efectuara el arreglo de los principales ramos de la Administración civil. Habiendo lle- 
gado en mi concepto esta oportunidad, he creído que no debia diferir por mas tiempo la 
publicación de la segunda edición, tanto mas, cuanto que las bien meditadas reformas 
ya planteadas en lo gubernativo, en el régimen municipal, en el de Hacienda pública. 
beneficencia y otra 3 dependenoias, han inutilizado la anterior edición respecto á aquellas 
materias. 

Una de esas mejoras ha sido el establecimiento en esta Antilla y en las demás po- 
sesiones de Ultramar de los Consejos de Administración, quo á semejanza de los provin 
dales en la Península, no solamente son cuerpos consultivos del Gobernador Superior 
civil, sino que una de sus secciones conoce de lo contencioso-adminis trativo. 
Tan útil y necesaria institución abre un ancho campo al estudio de aquella 
jurisdicción especial, absolutamente indispensable tanto á los funcionarios que han de 
egeroerla ó tener algún roce con aquel Tribunal, como á los letrados y aun á las partes 
que se vean en el caso de entablar recursos y sostener las pretensiones que en tales con- 
troversias se debaten. De esta parte interesante de nuestro dereoho administrativo, nuevo 
en Ultramar, se necesita un conocimiento profundo, que solamente puede adquirirse, no 



estudiándolo de paso ó superficialmente cuando llega el caso de ventilar ó despachar al- 
gún negocio; sino con detenimiento para penetrarse bien de bus principios fundamentales 
y <Je las reglas que han de observarse. A fin de que esto pueda conseguirse he procura- 
do dilucidar la materia con precisión y sencillez que facilite la suficiente instrucción y se 
eviten los graves inconvenientes que su falta habría de acarrear. 

Y no tan solo ha sido notablemente alterado después de la primera edición de esta 
obra el régimen administrativo en esta Isla; sino que también se han hecho reformas im- 
portantes en los distintos ramos de la Administración del Reino, como respecto á la ge- 
neral, la contenida en la última ley orgánica del Consejo dé Estado, la de instruocion 
pública, la de la industria minera, la de prisiones, la de establecimientos de corrección y 
otras y en lo concerniente á la provincial y local, la ley sobre el gobierno de las provin- 
cias, en la cual se comprenden las Diputaciones y los Consejos provinciales y algunas 
otras, alteraciones todas de que no podía prescindirse en este tratado, si había de cor- 
responder á su objeto. 

Por lo tanto muy bien puede decirse que, aunque la presente se titula segunda edición, 
es una obra distinta de la anterior y casi nueva; pues hasta en lo meramente doctrinal ha 
sido indispensable hacer algunas variaciones, conforme á los últimos adelantos en la 
cienoia administrativa. 

Además, deseando dar á conocer mas á fondo la administración especial de esta 
Isla y que pueda debidamente apreciarse la grande influencia que tanto las providencias 
parciales, como el sistema general de legislación han ejercido en el desarrollo de la rique- 
za y en la prosperidad del pais, he redactado una reseña histórica ó bosquejo de las dúk 
posiciones y actos mas importantes de la administración desde la conquista hasta uno de 
los últimos- gobiernos, su objeto y resultado con algunas consideraciones á que esas mis- 
mas disposiciones y actos dan lugar, haciendo aplicación de los prinoipios de la cienoia 
administrativa y de la económica. La mayor parte ó casi todos estos hechos, si bien se 
encuentran referidos en las pocas obras que tratan de la historia general de la Isla, en 
el trabajo que ahora publico me he propuesto presentar en relieve las disposiciones y 
actos mas trascendentales del gobierno y los acontecimientos que con ellos guarden 
un enlace directo, desembarazados de los ocurridos dentro y fuera de la Isla que 
detallan los historiadores por tener con estos alguna relación, aunque remota ó por am- 
pliar mas la narración. Este trabajo no es mas que un compendio razonado cuanto basta 
para el fin que me he propuesto de dar á conocer lo mejor posible la administración de 
esta Isla. De otra manera dándole mas ostensión no hubiera correspondido á ese fin; ni 
merecería ocupar un lugar en esta obra. 

Ya lo he dicho al principio: desde que abracé la distinguida carrera del profesorado, 
mi constante anhelo ha sido proporcionar con esta obra á la estudiosa juventud el medio 
de conseguir los conocimientos necesarios del derecho administrativo á los que se consa- 
gran á la noble profesión de la abogacía y al mismo tiempo que tanto los funcionarios pú- 
blicos, como las personas particulares tengan un prontuario donde se. impongan de lo 
mas esencial de esa parte de nuestra jurisprudencia. El decidido empeño que siempre 
me ha animado por difundir esos conocimientos y mi entusiasmo por la enseñanza me 
hubieran hecho permanecer dedicado á ella toda mi vida, á no haberme separado por 
acudir al honroso llamamiento que me hizo el Gobierno á servir una plaza en la magis- 
tratura en mi pais natal al tiempo de su reincorporación á España. Y ni aun esa sepa- 
ración ha podido desviarme de mi propósito de procurar la propagación de aquellos cono- 
cimientos, publicando esta segunda edición, si bien con suma desconfianza de que satis- 
faga mis deseos, correspondiendo la obra á su objeto y de que obtenga la aceptación del 
público ilustrado. 



NOCIONES PRELIMINARES. 



Simwio.— Soeiabilidad natural del hombre. — De las leyes.— Ciencia de la Admi- 
nistración. — Poderes del Estado y su división en legislativo y ejecutivo. — Subdivisión de 
este en administrativo y judicial. — Del derecho y sus diferentes objetos y clases. — Dife- 
rencia entre el poder administrativo y el judicial. — De la Administración y del Gobier- 
no. — Centralización. — Derecho administrativo. — Partes en qne está dividido. — Fuentes 
del derecho administrativo general del Reino. — ídem del especial de la Isla de Cuba. 

El hombre ha sido creado, no para vivir solo y vagando en los bos- 
ques, sino en sociedad con sus semejantes: consecuencia necesaria de 
esta condición esencial de su naturaleza es que las agrupaciones de 
hombres, ora escasas en su número y sin la cultura de la inteligencia, 
como los aduares de los salvajes, ora numerosas ocupando vastos terri- 
torios y ostentando una civilización avanzada, como las naciones ricas y 
potentes que hoy pueblan la Europa y otros puntos del globo, todas han 
tenido y tienen reglas mas ó menos ajustadas álos principios de la jus- 
tada y á la general conveniencia que sirvan de norma á la conducta de 
loa asociados y personas que revestidas de suficiente poder cuiden de 
ponerlas en práctica para la conservación y bien de la comunidad. 

La dilatada esperiencia de los siglos y los adelantos en las ciencias 
morales y políticas han sujerido principios luminosos de legislación y 
gobierno para el mas acertado arreglo de los poderes sociales, dividién- 
dolos en distintas ramas y encomendándolos á funcionarios de diferen- 
te orden y categoría. 

El Poder legislativo, supremo por excelencia, es la voluntad que 
quiere y manda lo que, después de madura discusión en cuerpos deli- 
berantes, estima mas conveniente al bien general, acordando las reglas 
6 leyes á que todos han de sujetarse. 

El que hace ejecutar estas leyes y cuida de la conservación y me- 
jora de la sociedad es el poder ejecutivo, que compete al Rey en las mo- 
narquías moderadas, como la nuestra, y comprende el administrativo ó 
ejecutivo propiamente dicho, que tiene las importantes atribuciones ya 
espresadas, y el judicial cometido á los Tribunales para la recta aplica- 
ción de las leyes civiles y penales bajo la inspeocion del Jefe supremo. 

Las leyes tienen por objeto primario las relaciones privadas de los 
individuos, en euyo caso, su conjunto se llama derecho civil, ó castigar 
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sus acciones culpables, que es el penal ó se propone inmediatamente el 
bien de la sociedad y su colección constituye el derecho público. La par-* 
te de este que trata de las relaciones de una nación con las demás, res- 
petando los principios que la razón universal tiene admitidos en la prác- 
tica, ó sujetándose á los tratados que hayan celebrado, compone el de- 
recho internacional. El que establece la forma de gobierno y fija las a- 
tribuciones de los altos poderes del Estado y los derechos y deberes de 
los ciudadanos para con el mismo Estado, es el derecho político; y el 
que regula el ejercicio del poder ejecutivo para el régimen interior y 
fomento de la nación es el derecho administrativo. 

Ciencia de la administración es la que estudia las relaciones entre 
los individuos y la sociedad, ensena los medios de conservarlos, satisfa- 
ciendo las necesidades de la misma sociedad y procura su mejora y 
perfeccionamiento. También se da el nombre de administración al con- 
junto de autoridades y funcionarios establecido bajo un orden gerarqui- 
co encargados de hacer cumplir las leyes de interés general y de viji- 
lar por el bien de la comunidad. 

Asi es que el poder ejecutivo propiamente dicho 6 el administrati- 
vo no solo hace ejecutar aquellas leyes, sino que cuida de desarrollar su 
pensamiento y las altas miras que envuelven, suple el silencio del legis- 
lador y se desvela incesantemente por el procomunal. 

No es posible confundir las atribuciones de este poder con las del 
judicial; porque el primero ejecuta las disposiciones generales dictadas 
para el réjimen interior del Estado, procede expontanea y discrecio- 
nalmente, y sus resoluciones son variables por la sencilla razón de as- 
pirar siempre á la mejora y progreso; y el segundo, ejercido por los 
Tribunales, aplica las prevenciones del derecho civil y penal d los casos 
que se le someten, teniendo que sujetarse á determinada tramitación y 
dando sus decisiones definitivas derechos inviolables que no admiten 
alteración. Aunque independientes entre sí estos poderes, deben sin 
embargo prestarse mutuo ausilio. 

A la administración en un sentido lato, incluyendo en su facultad 
la de cooperar á la formación de las leyes, ademas de hacerlas ejecutar, 
ha solido llamársele Gobierno y viceversa; mas conviene fijar el signifi- 
cado estricto de estas palabras. Por Gobierno se entiende la acción de 
todos los poderes constituidos, obrando cada uno dentro de los límites 
de sus atribuciones. En este concepto el Gobierno facilita al poder 
lejislativo el libre uso de sus funciones, convoca, abre y cierra las Cor- 
tes, compuestas del Senado y del congreso de Diputados, ejerce la ini- 
ciativa para la formación de la ley (1) y la sanciona, ocupándose de 
todo lo relativo é la política interior y exterior, así como de las altas 
atribuciones del Gefe del Estado sobre la administración de justicia. 
Por administración en el sentido estricto se entiende la acción exclusi- 
va del poder ejecutivo y de los demás poderes locales del mismo gene- 

■ ■ ■ - ■ ■■ i .... i . I I ■■ «.i +.m. ■ — 

(1) Dr. Vicente y CaraYantei, Febrero adicionado tomo 6, titulo preliminar, sección 3. * 
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ro en toda la extensión dé sus atribuciones. (1) Esta acción ejercida 
constantemente hace sentir su benéfica influencia en toda la nación, 
siendo amplísima la esfera en que obra y crecido el número de loa ob- 
jetos que abraza, debiendo prever, vijilar, proveer y gestionar. 

La administración procede de distintos modos: ora manda y ejecu- 
ta," ora discute y delibera, ó ya remueve los obstáculos que lasjpreten- 
siones individuales oponen á su marcha, decidiéndolas conforme á la 
equidad, y sin perder de vista la pública conveniencia; por lo cual la 
administración es activa, deliberante ó consultiva y contenciosa. 

Administración activa es la que obra ó ejecuta, ejerciendo actos 
llamados de mero imperio, ordenando y haciendo cumplir las leyes y 
sus propias disposiciones ó medicas. 

La deliberante y consultiva discute los puntos que se la someten 
y acerca de ellos acuerda y emite su dictamen fundado. 

Axioma es generalmente admitido que ejecutar debe ser obra de 
uno solo para que haya unidad, prontitud y energía en la acción, y de- 
liberar propio de cuerpos colectivos á fin de lograr el acierto en las re- 
soluciones, fruto de la madura reflexión que pesa las razones en pro y en 
contra de los distintos pareceres de personas entendidas y experimen- 
tados. De aquí es que la autoridad de la administración activa está 
confiada en sus diferentes grados á un solo funcionario; pero asistido 
de corporaciones que lo ilustran y dirijen con sus consejos. 

Es contenciosa la administración cuando oye y decide en forma 
de juicio las reclamaciones de ios particulares ó corporaciones contra el 
Estado ó algunas de sus fracciones, reclamaciones que sarjen de las 
medidas de la administración activa: en semenjantes contiendas, que 
no pueden ser sometidas al poder judicial sin ofender la independen- 
cia del administrativo, ejerce este actos de verdadera jurisdicción. 

Para que la acción de la administración sea rápida y eficaz, ha de 
estar prudentemente centralizada. Centralización es la reunión de lo6 
poderes y fuerza pública en una autoridad suprema; y unidad la 
igualdad de leyes y la convergencia de miras en un plan uniforme. 

La centralización presupone la unidad, y sus ventajas son mani- 
fiestas. El poder centralizado es vigoroso y pronto, é inmediatamente 
se palpan los buenos resultados que se propone [2]. Sin embargo la 
centralización excesiva acarrea inconvenientes que deben evitarse. 
La regla mas acertada es que los negocios de interés general y todos 
los de mas gravedad se resuelvan por la Administración central: que los 
de menos importancia de interés de las provincias queden á cargo de 
sus respectivas autoridades y los de mero interés local que afecten ex- 
clusivamente á los pueblos se dejen á sus propios ajentes. Siguiendo 
esta máxima todos los asuntos serán mejor despachados, y ni experi- 

(1) La administración es el Gobierno del pais, menos la formación de las leyes y la ac- 
ción de la justicia entre ion particulares, Pradier Foderé, Compendio del derecho administra- 
tivo. 

(2) Véase a Mr. Comenin en la introduooion 4 su obra de derecho administrativo. 

2 
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¡Dentarán perjuicios las localidades, ni habrá entorpecimientos ni se 
verá abrumada de trabajo la Administración central. 

Reconocida una autoridad suprema que dirija la acción adminis- 
trativa y la trasmita á ciertos ajentes situados en distintos puntos 6 
centros subalternos, es consiguiente la necesidad de la división del ter- 
ritorio en determinadas secciones y que la administración se divida en 
suprema ó central, que situada en la Corte ejerce en todo el reino sus 
altas atribuciones; en provincial que desempeña las suyas en cada de- 
marcación 6 provincia; y la circunscrita á ciertos pueblos y sus respec- 
tivos distritos llamada municipal. 

En la constitución de estos funcionarios ha prevalecido el princi- 
pio ya sentado de que la autoridad encargada de la administración acti- 
va sea unipersonal, auxiliada de cuerpos deliberantes y consultivos que 
con sus dictámenes razonados la aconsejen y le sirvan de guia para el 
acierto de sus resoluciones, sin cohartarle por ello su facultad, que se 
le deja libre para que determine por sí y en su caso pueda hacerse e- 
fectiva la responsabilidad. 

El Rey es por lo tanto el único Jefe de la Administración suprema 
6 central, asistido de loa cuerpos colejisladores, del consejo de Minis- 
tros, del Consejo de Estado y de otras corporaciones: el Gobernador tie- 
ne á su cargo la administración superior de su respectiva provincia 
auxiliado del Consejo y de la diputación provincial, como también de 
otras juntas; y el alcalde que está al frente de cada pueblo 6 territorio 
municipal, con el Ayuntamiento y otras corporaciones locales. 

La administración se divide asimismo en civil ú ordinaria, que es 
la fundamental que cuida de la conservación y mejora de la sociedad y 
del bienestar de sus individuos, y en administraciones especiales ó pro- 
fesionales, que marchando paralelamente á ella, la sirven de auxiliares, 
como son las de justicia, de la fuerza armada, de la Hacienda &c. (1) 
Cuando se dice simplemente Administración se entiende por autonoma- 
sia la civil, la cual es el objeto principal de este tratado. 

Derecho administrativo es el conjunto de las leyes y demás dispo- 
siciones que prefijan las relaciones de la administración con los adminis- 
trados y los medios de conservarlas en bien de la comunidad. 

Estas leyes establecen las autoridades y demás funcionarios de la * 
administración bajo cierto orden ó escala gerarquica, determinando *us 
respectivas atribuciones y deberes; y como esas autoridades y funciona- 
rios son los verdaderos órganos de la administración, á esta parte, que es 
la primera del derecho administrativo, se le dá el nombre de organiza- 
ción, repartida en las tres secciones que abraza la división territorial, en 
oada una de las cuales se tratará, ademas de los Jefes y empleados de ac- 
ción, de las principales corporaciones que les consultan. 

Las mismas leyes tienen por objeto también las necesidades de los 
pueblos, ya sean de su vida social, de la moral é intelectual y de la ma- 

(1) Saltar Oliran, tratado da adminiatraoioOL 
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ferial; de aquí es que tales objetos constituyen las materias adminis- 
trativas 6 la segunda parte de este derecho dividida en tres secciones, 
cada una de ellas dedicada 4 los respectivos intereses ya espresados. 

Aquellas disposiciones por último han establecido tribunales espe- 
ciales, y dictado leyes para el procedimiento y resolución de las recla- 
maciones dimanadas de los actos de la administración, ó lo que es lo 
mismo* para el ejercicio de la jurisdicción administrativa, en cuya ex- 
planación se ocupa la tercera parte. 

Así es que el derecho administrativo general del Reino del cual 
se trata en el primer tomo, consta de tres partes á saber; organización, 
materias y jurisdicción administrativa. 

La organización subordinada á las divisiones de la administración, 
según las porciones del territorio en que han de ejercer su acción los 
respectivos funcionarios, se compone de la administración suprema ó 
central, de la provincial y de la municipal ó local. 

La primera, que comprende toda la extensión del Reino, trata del 
Rey, Jefe Supremo del Estado y de la administración; de los ministros 
sus consejeros y auxiliares inmediatos y del Consejo de Estado alto 
cuerpo consultivo con otros de la misma índole. 

La provincial, que abraza la demarcación del territorio llamado 
provincia, se ocupa de los Gobernadores y de sus consultores los con- 
sejos y las diputaciones provinciales, las que también tienen algunas a- 
tribuciones de la administración activa. Y la local, circunscrita á cier- 
tos pueblos y su distrito municipal, se halla á cargo de los alcaldes res- 
pectivos. 

La segunda parte contiene las materias administrativas ó sean los 
intereses sociales ó necesidades de los pueblos que tienden mas inme- 
diatamente á conservar la sociedad; por lo cual les hemos dado el nom- 
bre de sociales ó conservadores, los morales é intelectuales y los mate- 
riales ó sean los relativos á la vida material del cuerpo social. 

En los primeros se enumeran el orden público y la policía de segu- 
ridad, la policia urbana y rural, las contribuciones, la Beneficencia, la 
salubridad pública, las cárceles y los establecimientos de corrección. 

Constituyen los segundos la religión y la moral pública, la ins- 
trucción pública, la imprenta y la propiedad literaria. 

Los intereses materiales son la propiedad, la agricultura, la indus- 
tria, el comercio y la minería. 

Y finalmente la jurisdicción administrativa se ejerce por los tri- 
bunales de primera y segunda instancia y con arreglo á determinado 
procedimiento. 

Las fuentes de nuestro derecho administrativo general del Reino 
son las leyes. Reales decretos, órdenes y reglamentos recopiladas ya 
en nuestros códigos y ya en diferentes colecciones y otras que no lo es- 
tán, y también existen disposiciones particulares circunscritas á cier- 
tas localidades, como son las ordenanzas municipales de los Ayunta- 
mientos, los bandos de buen gobierno y otras. 
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Ademas, con motivo del descubrimiento, pacificación é incorpora- 
ción que nuestros Monarcas hicieron á la Corona de Castilla de las ex- 
tensas posesiones de Indias, para gobernarlas en paz y justicia, se fue- 
ron expidiendo Reales Cédulas, Provisiones, Ordenanzas y otras pres- 
cripciones, las cuales se recopilaron por mandato del Sr. D. Felipe II y 
se publicaron con la sanción y bajo el Reinado del Sr. D. Carlos II con 
el título de Recopilación de las leyes de Indias. Publicáronse después 
las ordenanzas de Intendentes de Nueva España en 1786 reformadas 
por las de 1803, mandadas cumplir aquellas en la Isla de Cuba en lo 
adoptable, de las cuales se hayan en observancia muy corto número de 
artículos, los mas de ellos relativos á la Real Hacienda: sucesivamen- 
te se han venido dictando otras disposiciones, según lo han exijido las 
nesesidades locales de los respectivos ramos, de las cuales publicó una 
compilación el Iltmo. Sr. Rejente D. José María Zamora con el título 
de Biblioteca de lejislacion Ultramarina y después otra como continua- 
ción de la Biblioteca con el 'dp Anales de la Isla de Cuba el Sr. Oidor 
D. Félix Erenchum, Asi es que las leyes de Indias, las ordenan/.as de 
Intendentes en cuanto estén en uso, las municipales de Jos cabildos, co- 
mo también las leyes, Reales Cédulas y otras soberanas resoluciones 
que se han ido comunicando posteriormente y los bandos de buen go- 
bierno y órdenes de los Capitanes Generales, y otras autoridades supe- 
riores constituyen nuestro derecho administrativo especial objeto del 
segundo tomo de esta obra, dividida su esposicion en las mismas partes 
y secciones que la del derecho general del Reino, con alguna excepción 
que ha sido indispensable. 
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Dfi Ll MIHTIUCION SÜPREHl ÍRNTIUL. 

CAPITULO I. 

BRl REY JIR SUPRIMO H I8TAM T N LA ADXIN1STRAC10N. 

Sumario. — Atribuciones que competen al Rey. — Participación en el poder legislativo. 
— Atribuciones como Jefe del Estado. — ídem del poder judicial. — ídem del ejecutivo ó 
administrativo. 

La índole y esencia de los gobiernos monárquicos, como el de Es- 
paña, exijen que haya una persona elevada sobre todas las demás, re- 
vestida del poder legitimo y de toda la autoridad necesaria para hacer 
cumplir las leyes, mantener el orden público, proveer á todas las nece- 
sidades de la nación, y en suma, que cpmo su Jefe Supremo esté á su 
cabeza, vijüfe por su conservación y defensa, y procure su prosperidad. 
Este Jefe Supremo es el Rey, que no solo tiene aquellas importantes 
atribuciones, sino que se halla rodeado de todo el prestigio y esplen- 
dor inherentes á tan alta dignidad, lo que le granjea el respeto y vene- 
ración debidas, y lo pone á cubierto de los tiros que pudieran asestár- 
sele. Su persona es sagrada é inviolable, y no está sujeta á responsabi- 
lidad; 

£1 Rey participa del poder legislativo, y en este concepto le com- 
pete convocar, abrir, suspender y cerrar las Cortes, el nombramiento 
de senadores, la iniciativa y la sanción de la ley. 

Gomo Gteíe supremo del Estado le corresponde atender á su seguri- 
dad interior, y á su defensa del exterior, para lo cual tiene el mando de 
la ftierza armada; declara la guerra; hace los tratados de paz, dando des* 
pues cuenta documentada á las Cortes; dirige las relaciones diplomáti- 
cas y comerciales con las demás potencias; cuida de la fabricación de la 
moneda, en la que se pone su busto y nombre, y es Patrono de todas 
las iglesias de España, teniendo ademas otras prerrogativas. 
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Como fuente de toda justicia compete al Rey la alta policía judicial 
ó sea la vijilanoia para que aquella se administre pronta y cumplidamen- 
te en todo el Reino, el nombramiento de los majistrados, jueces y de- 
mas empleados del ramo judicial, mandar formar causa 6 permitir se for- 
me á ciertos funcionarios, é indultar á los delincuentes. La justicia se 
administra por delegación y en nombre de S. M. 

Pero lo que mas cumple al objeto de esta obra es considerar al Rey 
con el alto carácter de Gefe supremo de la administración activa ó como 
revestido del poder ejecutivo. 

Al Rey compete por la ley fundamental l 9 La potestad de hacer 
ejecutar las leyes, la cual se estiende á todo cuanto conduce á la con- 
servación del orden público y seguridad del Estado. 2 9 Espedir los de- 
cretos, reglamentos, instrucciones y órdenes para esta ejecución y para 
el desempeño de todas las demás funciones de su autoridad suprema. 
3 9 Decretar la inversión de todos los fondos destinados á cada uno de 
los ramos de la administración pública con arreglo á los presupuestos. 
4.° Nombrar todos los empleados públicos y conceder honores y conde- 
coraciones de todas clases. 5° Nombrar y separar libremente á los mi- 
nistros. 

En la potestad que tiene el Rey de hacer ejecutar las leyes y de 
proveer cuanto conduzca á la seguridad del Estado están comprendidas 
todas las atribuciones de la Administración. Siendo las miras del lejisla- 
dor el bien de la Nación, el poder encargado de poner en práctica las 
disposiciones legales, claro está que debe ocurrir á todas las necesidades 
del servicio público, allanar las dificultades que se le opongan y 
procurar la prosperidad general. 

Para la ejecución de las leyes es necesaria su promulgación, que 
corresponde al Rey. Promulgar la ley es hacerla notoria á los ciudada- 
nos para quo llegue á su noticia, sin lo cual no pueden cumplirla. Todas 
las disposiciones generales son obligatorias desde que se publican en la 
Gaceta 6 en el Boletín oficial con este carácter. (1) 

Las leyes no contienen mas que reglas ó prevenciones generales y 
no se contraen á pormenor es de ejecución; mas la unidad que debe pre- 
sidir la marcha de la Administración no permite que estos pormenores 
se dejen al arbitrio de los ajentes de orden secundario é inferior que han 
de ejecutar las leyes; indispensable es por lo tanto que el Jefe supremo 
del Estado, usando del poder ejecutivo prescriba el modo y forma en que 
han de ejecutarse. 

Ademas ya se ha visto que las atenciones del Gobierno y de la Ad- 
ministración suprema son muchasy de distinto género, pues tiene á su 
cargo la política interior y exterior, la Administración civil en toda su 
estension y las especiales, la protección ó tutela de toda la comunidad, 
y de los pueblos considerados en las distintas demarcaciones en que es- 
tá repartido el territorio; de aquí la necesidad de que el Rey tenga la fa- 



(1) Reales órdenes de 22 de Setiembre do 1886 y 4 de Mayo de 1888. 
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cuitad de dictar disposiciones generales para los distintos ramos del ser- 
vicio público y resoluciones para casos particulares. Así es que espide 
decretos, reglamentos ó instrucciones, circulares y órdenes, que aunque 
se diferencian en la forma, son todas prevenciones del poder ejecutivo 
y deben ser acatadas y cumplidas. 

El Real Decreto emana directamente de la voluntad del Rey que 
lo rubrica y remite al Ministro respectivo: la Real Cédula es un despa- 
cho que tiene este encabezamiento "El Rey" y lo firma S. M. usán- 
dose para comunicar ciertas disposiciones acordadas á consulta de algún 
alto cuerpo de la administración ó de los tribunales supremos. Reglamen- 
tos, Instrucciones ú ordenanzas, son actos de la potestad reglamentaria, y 
contienen prescripciones generales, así para los pormenores de ejecución 
de alguna ley ó Real Decreto, como para regularizar cualquier ramo del 
servicio ó alguna institución pública, y las Reales órdenes ó Circulares 
son disposiciones que espiden los Ministros para las demás atenciones 
del gobierno y de la Administración. 

A esta le compete la gestión de los caudales del Estado, de las pro- 
vincias y pueblos, debiendo ordenar y hacer efectivas las contribuciones 
destinadas á las necesidades del servicio. En cuanto á la administración 
central las Cortes han de aprobar los presupuestos de ingresos y gastos 
en cada ano, y el Gobierno hace la aplicación á los ramos respectivos; y 
por lo tocante á la provincial y local los Jefes de cada una de ellas, de- 
legados de la autoridad suprema practican la distribución, sujetándose á 
los presupuestos aprobados por las Diputaciones provinciales y por los 
Ayuntamientos, y en algunos casos por el Supremo Gobierno. 

Para que el Rey ejerza el poder ejecutivo ha de tener ausiliares es- 
tablecidos conforme á cierta escala ó gerarquía y en quienes concurran 
las demás circunstancias que se requieren para el buen desempeño. Por 
consecuencia deben ser de su elección para procurar que reúnan aque- 
llas cualidades, y que pueda lograr su objeto la administración; pues el 
que tiene á su cargo una obra debe escojor los aj entes de que ha de va- 
lerse; á lo que se agrega que no habría justicia para ecsijir la responsa- 
bilidad al Gobierno por la conducta de funcionarios que no elijiera, ni 
pudiese separar. 

La concecion de honores y condecoraciones es otra prerrogativa del 
Monarca para que pueda premiar los buenos servicios de los empleados 
y estimularlos por este medio á que desplieguen el mayor celo en el 
cumplimiento de sus deberes. 

Por último el Rey nombra y separa libremente á los Ministros. Es- 
tos funcionarios como sus inmediatos ajentes deben obtener toda su con- 
fianza para ejercer un cargo tan elevado; y por lo tanto es indispensable 
que el Rey los nombre y los destituya cuando lo crea conveniente. 
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CAPITULO II. 

DI IOS EMPLEADOS DI LA ADUN1STR1C10R. 

Sumario. — Necesidad y cualidades de los empleados. — Residencia. — Capacidad.— 
Dependencia. — Responsabilidad. — Categorías de los empleados. — Reglas para su ingreso 
y ascensos. 

liase dicho que no puede ejercer sus vastas atribuciones la Admi- 
nistración, ni conseguir el grandioso objeto que se propone sin autorida- 
des y otros funcionarios públicos encargados de hacer cumplir las leyes 
y del gobierno de la nación, y hase visto también que para que tenga 
unidad y vigor el poder administrativo debe residir en una sola persona, 
que es el Rey, Jefe ó cabeza del Estado. En el capítulo precedente se 
han enumerado las importantes prerrogativas y funciones de su autori- 
dad Real y se ha indicado que siendo tantas, tan arduas y complicadas 
y tan estenso el circulo que ha de abrazar su vijüancia, no le es posible 
ni decoroso ejercerlas todas por sí. De aquí la necesidad de valerse de 
ajenies ó delegados que lo ausilien y entre quienes reparta tan serias y 
multiplicadas atencicnes. .Estos aj entes son los empleados por el Gobier- 
no para el servicio del Estado, así en la administración civil como en las 
especiales. 

Interesa tanto al bien general, y es tan necesario que los empleados 
administrativos cumplan fiel y esactamente sus respectivas obligaciones, 
que de este desempeño depende que la Administración logre su impor- 
tante objeto. Inútil sería concebir los planes mejor combinados para la 
pública felicidad, é inútil dictar las medidas mas conducentes para lle- 
varlos á cabo, si los funcionarios no. secundan franca y eficazmente el 
pensamiento del gobierno, ni contribuyen á su esacta ejecución y com- 
pleto desarrollo. Por esto han de estar adornados de ciertas cualidades 
indispensables y sujetarse á las condiciones que demanda el servicio de 
la nación á que se consagran. 

Estas condiciones esenciales son la residenoia, capacidad, depen- 
dencia y responsabilidad. 

El empleado en la Administración ha de residir en el lugar donde 
tiene su destino; pues no permaneciendo allí no podrá cumplir con el 
servicio á que se ha constituido. Por esto no puede ausentarse sino con 
licencia de su Jefe, que solamente debe concederla con justa causa. 

La capacidad consiste en estar dotado el empleado de la instrucción 
necesaria para el buen desempeño desús obligaciones; porque no siendo 
idóneo para cumplirlas de una manera satisfactoria, se esperimentarán 
trastornos en el servicio público en daño del Estado que harían indispen- 
sable su separación. Bebe también tener moralidad que lo estimule á 
proceder con celo y pundonor. 
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En virtud de la dependencia cada empleado ha de reconocer un su* 
perior inmediato, al que debe estarle subordinado, á fin dé que haya 
brevedad y concierto en Inacción administrativa que partiendo del cen- 
tro hacia los distintos puntos del territorio requiere un nuevo impulso y 
cooperación. En esta subordinación, y en su esactitud en obedecer las 
órdenes que por el conducto debido se les comuniquen, está cifrado su 
buen éxito, resultando de otro modo ilusorias en perjuicio de la nación 
y desaire de la autoridad, sin que en niiigun caso incurra el empleado 
en responsabilidad por su obediencia. 

Pero, ¿ habrá de ser enteramente pasiva ? ¿ Se pondrá al empleado 
administrativo en el conflicto de ejecutar una orden que está convencido 
es desacertada y habrá de acarrear inconvenientes y perjuicios ? Sobre 
tan delicada cuestión consideramos muy fundada la opinión de un pro- 
fesor acreditado (1) que da por sentado que la obediencia gerárquica es 
un deber riguroso en la Administración, sí bien no tan estrecho como en 
la milicia; pues nunca llega á ser una obediencia puramente pasiva; por- 
que la variedad de circunstancias y da intereses locales reclama á menu- 
do ciertos cambios que no están al alcance de la administración central 
ó provincial. En seguida dice : "En casos semejantes el funcionario pú- 
blico se haya colocado entre dos deberes, el de una obediencia estricta, 
y el de ilustrará la autoridad superior acerca de la necesidad ó conve- 
niencia de atender á estas ecsijencias locales. El mejor medio que se 
ofrece de conciliar ambos estremos, es acordar la ejecución provisional y 
representar exponiendo las dificultades ó peligros de aquella disposición; 
mas si déla ejecución, aunque momentánea, pudiesen resultar graves per- 
juicios de naturaleza irreparable, no repugna la doctrina que aconseja 
suspender la ejecución ilustrando á la autoridad superior en punto á los 
motivos que provocan tal acuerdo. Esta es una cuestión de prudencia y 
de celo, que jamás podrá resolverse por principios generales." Y conclu- 
ye fundándose en el Real decreto sobre la administración central y pro- 
vincial de Hacienda que autoriza á los administradores para suspen_ 
der la ejecución de las órdenes del Intendente, si contrarían á las esta-" 
Mecidas para el servicio, haciéndolos responsables si no le manifestaren 
los perjuicicios que puedan producir sus providencias. 

Una garantía de la subordinación y buen desempeño délos empleados 
es la responsabilidad á que están sujetos, haciéndoseles cargo, 6 corri- 
jiéndolos y castigándolos por las faltas ó abusos que cometan en el ejer- 
cicio de sus funciones. Todos los empleados en la administración son a- 
movibles á voluntad del Jefe supremo; pero podrá ser tan grave el es- 
ceso que se haga forzoso someter 1 03 á un juicio, para lo cual es necesa- 
ria la autorización del superior respectivo, que es el que puede apreciar 
debidamente las operaciones de los que le están subordinados; bien que 
á los Ministros se les' ecsije la responsabilidad ante las Cortes. 

Al Gobierno supremo compete el nombramiento y remoción de los 

(1) Doctor Colmeiro, Derecho administrativo espafiol, libro 8? titulo 7 capitulo 1? núm. 141 

3 
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empleados administrativos y para el mas acertado ejercicio de esta ía- 
feftltad, $e han determinado las categorías de aquellos funcionarios y dic- 
tado las reglas para su ingreso en el servicio, sus escensos y sueldos. (1) 

Los empleados en la administración activa se dividen en las catego- 
rías siguientes : 1* Jefes superiores. 2^ Jefes de administración 3* Jefes 
de negociado. 4? Oficiales. 5^ Aspirantes á oficiales. 

Lob funcionarios de la primera categoría tienen el mismo tratamien- 
to que los Consejeros Reales, usan el uniforme de los Ministros del es- 
tinguido Consejo de Hacienda: los de la segunda el tratamiento de Se- 
ñoría y el uniforme correspondiente á Oficiales de la Secretaría del Des- 
pacho, que eran al propio tiempo Secretarios de S. M.: los de la tercera 
el de meros oficiales de la propia Secretaría; los de la cuarta el de Ofi- 
ciales de archivo de los Ministerios y los de la quinta el de Subalternos, 
que no usarán mas uniforme que el que está señalado por el servicio 
oficial que presten. 

También se han fijado reglas para los ascensos; y para ser aspi- 
rante á oficial ha de tener el pretendiente diez y seis años cumplidos, 
acreditar buena conducta moral y poseer título académico ó diploma que 
presuponga estudios y la conveniente preparación 6 haber obtenido ca- 
lificación favorable - xámen público. 



CAPITULO III. 

DEJOS MINISTROS. 

Sumario. — De los Ministros en general. — Presidente del Consejo de Ministros. — A- 
tribuciones de estos funcionarios. — Consejo de Ministros. — De las diferentes Secretarías 
y negocios correspondientes á, cada una. — Subsecretarios. — Directores. — (refes de Sec- 
ción. — Oficiales y otros Subalternos. 

Ministros, que también se titulan secretarios de Estado y del des- 
pacho, son los ajentes de primer orden de la Administración que ausilian 
al Gcfe Supremo en el ejercicio de su potestad Real. Un Ministro es un 
funcionario responsable á quien el Rey dispensa su confianza, que le 
aconseja sobre todos los negocios del Estado, se encarga en particular de 
uno ó mas ramos de la administración; le da cuenta de los de su depar- 
tamento, recibe las órdenes que S. M. dicta y las comunica á quien corres- 
ponda para su cumplimiento, firmando todos los decretos y Reales Or- 
denes, sin cuyo requisito no pueden llevarse á ejecución. Esto se ha 
dispuesto para que se haga efectiva su responsabilidad, que nunca ha de 
recaer sobre el Rey; pero no es de inferirse de aquí que el Ministro pue- 

(1) Beal Decreto de 18 de Junio de 2852. 
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de obrar en las materias de su atribución sin ser autorizado por S. M- 
de quien es solamente el órgano, porque siempre es el Rey quien BWHr 
da y el Ministro su ájente, aunque no un ájente meramente pasivo. (1) 
Sin embargo en la práctica vemos que no se ecsije una autorización es- 
pecial para cada uno de los negocios, lo que sería muy embarazoso; sino 
que el Monarca delega en él hasta cierto punto sus altas prerrogativas. 

Como los Ministros han de obtener la absoluta confianza del Rey, 
es consiguiente la facultad que tiene de nombrarlos y separarlos libre- 
mente, libertad, que aunque absoluta de derecho,, está restrinjida amo- 
ralmente por la necesidad que en general tienen aquellos de atemperar 
su marcha á las opiniones de los cuerpos colejisladores por el bien del 
pais y por la capacidad que cada Ministro en su ramo necesita. (2) 

Estos altos funcionarios tienen atribuciones consultivas en Consejo 
de Ministros bajo la presidencia del Rey ó del que S. M. nombre Presi- 
dente: las tienen de administración activa en su Departamento particu- 
lar y toman parte en lo deliberativo y consultivo en el Consejo de Esh 
tado. 

El Presidente del Consejo de Ministros es el Get'e del gabinete, 
cuyo cargo puede conferirse á un Ministro sin cartera ó que no esté en- 
cargado de ninguno de los ministerios establecidos, es el representante 
del pensamiento político 6 del plan que adopte el mismo gabinete, al 
cual da su nombre. Por. lo regular el elejido es el que forma el ministe- 
rio, proponiendo á S. M. los demás individuos que han de componerlo. 
No concurriendo el Presidente, hace sus veces el que le sigue según el 
orden de su respeetiva precedencia. 

El Consejo de ministros delibera sobre los negocios mas arduos de 
gobierno 6 de política, así interior como esterior y de la Administración 
Suprema, sobre el mantenimiento de las prerogativas de la Corona y 
ejercicio del poder ejecutivo, proyectos de ley que han de proponerse á 
los cuerpos colejisladores, sanción de los ya aprobados y decisión de las 
dudas mas graves; haciendo ejecutar cada nr " ••' ^ en su ramo lo que 
acuerda el Consejo. Sus deliberaciones solamente se llevan á efecto «i ob- 
tienen la aprobación Real. Ademas, cuando el Rey se imposibilita para 
ejercer su antoridad 6 recayese en él la Corona siendo de menor edad, 4 
falta de pariente del Rey á quien de derecho corresponda la Rejencia, 
gobierna provisionalmente el reino el Consejo de Ministros, hasta que 
las Cortes nombren la Rejencia. 

Los Ministros en su ramo particular proceden de dos modos: 1° Au- 
torizando lo que el Rey dispone en uso de sus prerrogativas. 2 o Deter- 
minando por sí en virtud de la delegación que reciben al ser investidos 
del carácter de Ministros; si bien usan siempre de la fórmula de Beol 
orden, para indicar el orijen de su autoridad delegada. 

Autorizan lo que el Rey hace cuando transcriben los Reales De- 



(1) Jaumeandreiu Derecho público, pajina 326. 

(2) Sr. Gomes de la Serna, instituciones de derecho administrativo, tomo 1° paj. 45. 
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cretos en que el Rey habla, y que solo se expiden para asuntos de gra- 
ve interés público 6 para nombrar funcionarios de alta categoría- 

"Loa Ministros determinan en Virtud de la delegación cuando ex- 
piden, oon la cláusula dicha, Reales órdenes para los diferentes asuntos 
del servicio público, lo cual verifican: 1.° Vijilando la ejecución de las 
leyes y formando y expidiendo los oportunos reglamentos al efecto. 2.° 
Dando órdenes é instrucciones á Lis ajentes administrativos que de ellos 
dependen, censurando ó premiando su conducta. 3:° Ordenando los pre- 
supuestos de la nación, disponiendo á su tenor la inversión de fondos, 
y haciendo contratos en nombre del Estado. 4.° Ejerciendo el derecho 
supremo de tutela sobre las provincias, pueblos y establecimientos 
públicos. 5.° Teniendo una autoridad sobre los particulares por medidas 
reglamentarias 6 por disposiciones individuales/' [1] 

Siendo distintos y complicados los ramos que comprende la admi- 
nistración no podia bastar para su despacho un solo ministro; fué por 
lo tatito necesario crear distintos ministerios ó secretarías para la mas 
fácil, breve y metódica expedición de los negocios y designar á cada 
una los que le son propios, á los cuales debe limitarse, y cuyo arreglo 
es de la incumbencia del Monarca. 

Hoy existen ocho ministerios ó secretarias á saber- la de Estado, 
la de Gracia y Justicia, la de la Guerra, la de Hacienda, la de Marina, 
la de Gobernación, la de Fomento y la de Ultramar. 

« Corresponden al Ministerio de Estado: 1.° La correspondencia con 
las cortes estranjeras. 2.° El nombramiento de embajadores, plenipoten- 
ciarios, enviados estraordinarios, ministros residentes y cónsules que 
representan nuestra nación cerca de las demás. 3.° Los tratados inter- 
nacionales. 4.° Las pretensiones de los estranjeros en materias de Esta- 
do ó regalías. 5 9 Los decretos para gastos del ramo ó pago de depen- 
dientes. 6 9 La correspondencia con las personas de la Real familia. 7 9 
Las concesiones de las Grandezas de España, sus honores y declaración 
ó habilitación de sus clases. 8.° Todo lo perteneciente á la insigne orden 
del Toisón de oro y alas Cruces de Carlos 3.° y de la americana de 
Isabel la Católica, como también la autorización para usar condecoracio- 
nes estranjeras. 9.° El tribunal déla Rota con la ajencia general de pre- 
ces á Roma. 10.° La secretaría de la interpretación de lenguas. 11.° El 
refrendo de todos los documentos y pasaportes para el estranjero. 12.° 
Y finalmente le corresponden todas las resoluciones de las consultas so- 
bre estas materias y la expedición de los decretos y órdenes acerca de 
ellas. [2] 

A la de Gracia y Justicia incumbe: l 9 Todo lo concerniente al Go- 
bierno de tribunales, nombramiento de majistrados, jueces y demás em- 
pleados en la administración dejusticia. 2.° Lo relativo al Real Patrona- 
to, representación páralos arzobispados, obispados, piezas eclesiásticas 
y demás beneficios, así como lo perteneciente apuntos de religión, de re- 



fí] 



Sr. Gómez de la Serna en la obra oitada, tomo 1.° pajina 60. 

Ley 7 titulo 6 libro 8.° Novísima Recopilación y otras disposiciones posteriores. 
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forma y de disciplina eclesiástica. 3 9 Los seminarios conciliares, los es- 
tablecimientos de casas de comunidades relijiosas, el vicariato general 
castrense en sus altas relaciones eclesiásticas, las juntas investigadoras 
de memorias y obras-pías; la obra-pía de Jerusalem, y el nombramiento 
de eclesiásticos para los establecimientos de Beneficencia ú otros cos- 
teados por el Estado. 5 9 Las Mercedes de títulos de Castilla y provisión 
de las encomiendas militares. 6 9 Y por último, el Ministro de Gracia y 
Justicia es Notario mayor de los Reinos, y con este carácter interviene 
en los matrimonios, nacimientos y defunciones de las personas Reales y 
todos los actos de cesiones, obligaciones y poderes de las mismas; lega- 
liza los testimonios de documentos públicos que han de hacerse valer an- 
te los tribunales estranjeros y presenta á la sanción Real todos los proyec- 
tos de ley aprobados por las Cortes, cualquiera que sep, el ministerio 
á que correspondan. (1) 

Por el Ministerio de la Guerra se despachan: l 9 Los asuntos mili- 
tares y la correspondencia con los Capitanes Generales de Ejército y 
Provincia, con los Directores generales y cuerpo de inválidos. 2 9 Todo 
lo relativo á la organización, conservación, aumento y disminución del 
ejército de todas armas y lo coveniente á su servicio, réjimen, marcha y 
subsistencia, vestuarios, víveres, cuarteles ó itinerarios. 3 9 La concesio^ 
de empleos, grados, honores y condecoraciones por servicios de guerra. 
4 9 La suprema vigilancia sobre la administración de justicia en el ramo 
militar, nombramiento dé ministros que le corresponden en el tribunal 
Supremo de Guerra y Marina, Auditores y Fiscales de Guerra. 5 9 Todo 
lo relativo á la Hacienda militar, nombramientos de Intendentes milita- 
res, Comisarios ordenadores y de guerra y demás empleados de esta de- 
pendencia. 6 9 El cuerpo de sanidad militar. 7 9 El vicariato castrense y 
capellanías que de él dependen y el servicio presidial de las plazas me- 
nores de África. 

Son asuntos de la Secretaría de Hacienda: L° La imposición, reparti- 
miento, cobranza y distribución de las contribuciones ordinarias y estra- 
ordinarias. 2P Los negocios de la casa de moneda. 3 9 Lo relativo á las mi- 
nas reservadas al Estado. 4 o Las fábricas de tabacos y lo concerniente á 
otros efectos estancados, o 9 Los resguardos de mar y tierra. 6 9 La viji- 
lancia sobre todas las oficinas de cuenta y razony administración de la Ha- 
cienda pública. 7 o La administración de los bienes mostrencos y naciona- 
les ó rentas y arbitrios de la amortización de la deuda pública. 8 9 Las lo- 
terías y todos los demás derechos y efectos de Hacienda, su liquidación y 
pago. 9 o Los empréstitos á nombre del Estado. 10° El nombramiento de 
Ministros del Tribunal de cuentas del Reino, Directores de Rentas, In- 
tendentes, Asesores y demás Jefes subalternos del Ramo. El Ministro de 
Hacienda como Jefe superior del ramo es el Superintendente General. 

Al Ministerio de Marina compete: I o Todo lo concerniente á la or- 

(1) Ley S título 6 libro 3. ° de la Novísima Recopilación y Reales Decretos de 10 de Junio, 20 
de Octubre y 16 de Diciembre de 1851, citados por el Dr. Colmeiro en su obra de derecho admi- 
nistrativo de las contribuciones. 
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ganizacion, distribución y gobierno de la Armada, construcción de ba- 
jeles, armamentos, espediciones, mando y empleo de las fuerzas nava- 
les, matrículas de la gente de mar, pesca, naufragios y presas. 2 9 Lo 
relativo á la jurisdicción de Marina, á la Junta de Almirantazgo, al 
tribunal supremo de Guerra y Marina en la parte que le incumbe, nom- 
bramiento de Generales dé Departamento, Comandantes de tercios na- 
vales y demás empleados del ramo. 3 o El colejio naval militar, la escue- 
la de condestables, el observatorio astronómico de San Fernando y el 
depósito Hidrográfico. 

El Ministro de la Gobernación del Reino tiene á su cargo: l 9 El 
gobierno y administración civil de la Península é Islas adyacentes ejer- 
ciendo la suprema ó central, teniendo bajo su dependencia la Provin- 
cial y Municipal. 2 o Las relaciones con el Consejo de Estado, con los 
consejos provinciales y ayuntamientos, los propios ó comunes de los 
pueblos y los pósitos. 3 9 La policía, administrativa en todos sus ramos, 
como la seguridad pública y personal, la guardia civil y municipal, los 
espectáculos y las reuniones públicas y la policía Urbana. 4 o Las 
quintas, alojamientos bagages, y servicios públicos. 5 o Los disensos, 
secuestros, indemnizaciones, conservación y obras de los cuerpos colegis- 
ladores. 6 o La beneficencia pública, y por consiguiente los hospitales } r 
demás establecimientos piadosos, limosnas y socorros públicos y cajas de 
ahorro. 7 o La estadística general, la división territorial, cartas geográfi- 
cas y topográficas- 8 o Los establecimientos de corrección, como cárce- 
les, presidios y demás de esta clase. 9 o La sanidad y policía sanitaria. 
10? Lo relativo á la libertad de imprenta. 

A la de Fomento pertenecen los negocios de comercio, instrucción 
y obras públicas, agricultura y minas. 

Por el ramo de comercio son de su cargo todos los asuntos y es- 
tablecimientos relativos á éste, lo co cerniente al aumento ó reducción 
de derechos de importación y exportación y el recargo ó supresión, 
de arbitrios, cuya decisión en último resultado corresponde al Ministe- 
rio de Hacienda, el arreglo de pesas y medidas, las ferias y mercados, 
los expediente» gubernativos sobre el cumplimiento del código de co- 
mercio y ley de enjuiciamiento, las casas-lonjas ó bolsas de comercio 
y las consultas del Ministerio de Estado sobre los tratados de comer- 
cio é incidencias del ramo con las demás naciones. 

La instrucción pública; y en este concepto, las universidades ins- 
titutos de segunda enseñanza y colegios de humanidades, la primera- 
enseñanza, los colegios de sordos mudos y de ciegos, los de Santelmo de 
Málaga y Sevilla, las escuelas de veterinaria, las academias y demás 
sociedades científicas y literarias, escuelas de bellas artes y las especia- 
les de injenieros de caminos, canales, puertos y de minas, como también 
de comercio é institutos industriales, las bibliotecas, archivos, museos, 
conservatorio de artes, de música y de declamación, propiedad literaria 
premios á sabios ó literatos y artistas y comisión de monumentos histó^ 
ricos y artísticos. 
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En cuanto á las obras públicas, son de la atribución de dicha Se- 
cretaria las carreteras y ferro-carriles, los caminos provinciales y su po- 
licía, los canales de navegación y de riego, acequias, obras públicas y 
privadas de los ríos navegables y flotantes; el desahogo de lagunas y 
pantanos; las obras de mar, faros y todas las accesorias de los puertos; 
bu limpia y conservación, fosos, boyas y balizas, los portazgos, barca- 
jes aranceles y tarifas de peaje y de toda vía pública; monumentos y 
edificios costeados por el Estado, el cuerpo de injenieros civiles y su 
escuela especial. 

La protección y fomento de los diversos ramos de la agricultura; 
los proyectos de ley para su mejora y desarrollo; la enseñanza y per- 
fección de los procedimientos agrícolas; la instrucción de nuevos y úti- 
les cultivos; las escuelas especiales de agronomía; la destrucción de las 
plagas del campo, premios y recompensas de los cultivadores, usos y 
aprovechamiento de los productos rurales, ganadería lanar, cria caballar 
y acotamientos; los montes baldíos y su disfrute y la policía rural. 

La industria en general, su protección y fomento, la conservación 
de privilejios de invención y perfección y la dirección del ramo especial 
de minería. (1) 

Al Ministerio de Ultramar (2) corresponde el despacho de todos 
los asuntos de estas provincias á escepcion de los pertenecientes á los 
de Estado, Guerra y Marina que han continuado dependiendo de los 
mismos. 

Hay también otros empleados que ausilian á los Ministros, y bajo 
su dirección se reparten los trabajos de las Secretarías. 

Los primeros son los Subsecretarios que nombra el Rey á pro- 
puesta del ministro respectivo para que sirvan á sus órdenes inmedia- 
tas: firman las providencias preparatorias relativas á la instrucción de 
los expedientes; mas la resolución definitiva la autoriza el ministro y la 
comunicación principal; y el Sub-secretario los traslados y duplicados. 
Los Sub-secretarios en cada Ministerio tienen además algunas atribu- 
ciones especiales, como el de la Gobernación, que es Inspector general 
del cuerpo de la administración civil y otras. 

Siguen los Directores. Estos son como los Sub-secretarios aj entes 
axiliares y órganos de instrucción y comunicación : su utilidad es mani- 
fiesta; pues no solo contribuyen á ejecutar las órdenes superiores; sino 
que preparan los negocios dictando disposiciones relativas á la instruc- 
ción de los expedientes, declaran dudas, piden datos á las autoridades, 
vijilan el cumplimiento de las leyes y reglamentos administrativos y 
proponen las mejoras convenientes, estando autorizados para expedir 
la resolución en determinados casos. Cada Secretaria tiene cierto nú- 
mero de directores para distintos ramos. 

Por último hay Jefes de Sección y otros dependientes que se 

[1] Doctor Colmeiro en la obra citada. 

[2] Creado este Ministerio en Real Decreto de 20 de Mayo de 1863, en el cual se mandó su- 
primir la Dirección de ultramar. 
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ocupan en los trabajos de estas oficinas, los cuales para el mejor des- 
pacho están distribuidos en secciones, negociados y mesas. 



CAPITULO IV. 

DEL CONSEJO BE ESTADO. 

Sumario. — Parte histórica. — Objeto del Consejo. — Su organización. — Secciones en 
que se divide. — Negocios en que debe ser consultado en pleno. — ídem en Secciones. — 
Negocios en que puede ser consultado: ya sea en pleno ó ya en secciones. 

Desde época remota conocióse en España el Consejo Real, cuya 
creación se atribuye con probabilidad á D. Juan I, habiéndose hecho en 
esta respetable corporación diferentes reformas hasta quedar el Conse- 
jo de Castilla dividido en dos secciones, una que entendia en la Admi- 
nistración de Justicia y otra destinada mas particularmente á consultar 
al Monarca y presentarle propuestas para los empleos civiles y para 
las dignidades y beneficios eclesiásticos, cuya sección se titulaba el 
Consejo de la Cámara. Después se estableció con igual división el 
Consejo de Indias páralos negocios de estas posesiones hasta que uno y 
otro fueron suprimidos por el réjimen constitucional de 1812, creándose 
el Supremo Tribunal de Justicia para el ramo judicial y el Consejo de 
Estado, cuyas corporaciones fueron estinguidas con aquel réjimen. Es- 
tablecióse posteriormente el Consejo Real de España é Indias que tam- 
bién fué extinguido, restableciéndose en 1850 el Consejo de Estado que 
hoy existe aunque con distinta organización y alguna alteración en sus 
atribuciones. (1) 

El Consejo tiene dos distintos caracteres : es un cuerpo consultor 
del Gobierno para la mejor administración y al mismo tiempo, ya en 
pleno solo, ya en la Sala de lo contencioso conoce como Tribunal de las 
cuestiones contencioso-administrativas, instruyendo los espedientes y 
proponiendo al Gobierno la resolución que á su juicio deba dictarse. 

En este lugar solamente trataremos del Consejo de Estado como 
cuerpo consultivo de la Administración Suprema ó central, siendo inne- 
gables sus ventajas para facilitar á aquella el acierto en sus disposi- 
ciones; reservando para su oportunidad contraernos á sus atribuciones 
como Tribunal en ejercicio de la jurisdieccion contencioso-administrativa. 

El Consejo de Estado se compone de los Ministros de la Corona, de 
un Presidente, de treinta y dos Consejeros, de un Fiscal y de dos te- 
nientes-fiscales de lo contencioso, de un Secretario y de oficiales auxi- 
liares, cuyo número no puede exceder de cuarenta, 

(1) La ley de 17 de Agosto de 1850 contiene la actual organización del Consejo. 
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El Rey nombra los consejeros á propuesta del Consejo de Minis- 
tras, debiendo el nombrado ser esp. í y haber cumplido la edad de 
35 años. 

Veinte y cuatro nombramientos han de recaer en personas que es- 
tén ó hayan estado comprendidas en las .clases siguientes. Presidente 
de alguno de los cuerpos colejisladores, Ministro de la Corona, Arzo- 
bispo ú Obispo, Capitán General de Ejército ó armada, Vicepresiden- 
te del Consejo Real, Embajador, Presidente del Tribunal Supremo de 
justicia, del de Guerra y Marina ó del de Cuentas. 

También pueden ser nombrados en estas veinte y cuatro plazas los 
que hayan egercido en propiedad durante dos años algunos de los em- 
pleos ó cargos siguientes. Teniente General de Egército y armada, 
Consejero Real ordinario ó de Estado, Ministro ó Fiscal de algunos de 
los tribunales espresados en el párrafo anterior, Ministro Plenipoten- 
ciario con misión en una Corte extranjera, Fiscal del Consejo de Esta- 
do ó del antiguo Real, Auditor del número ó Fiscal del Tribunal de 
la Rota, Decano, Ministro ó Fiscal del Tribunal de las órdenes militares, 
Rejente de la Audiencia de la Habana, Ministro ó Fiscal del Tribunal 
Supremo contencioeo-administrativo. 

Ocho plazas del Consejo pueden proveerse en personas que aun 
cuando no se hallen comprendidas en la clase de empleos 6 cargos que 
quedan enumerados, se hayan distinguido notablemente por su capaci- 
dad y servicios. 

El Gobierno, siempre que lo estime conveniente, puede autorizar 
para que asista al Consejo con voto un comisario que sea Jefe Superior 
de Administración. 

El consejo conoce de los negocios de su competencia en pleno, en 
la Sala de lo contencioso (1) y en secciones. 

El pleno no puede deliberar sin la concurrencia de 17 consejeros, 
entre los cuales se comprenderá siempre la mayoría de la sección que 
haya preparado el dictamen. 

Las secciones del Consejo son seis, á saber: la de Estado, Gracia y 
Justicia, en la que tres de los Consejeros han de ser letrados: la de Ha- 
cienda, en la que habrá uno también letrado; la de la Gobernación y Fo- 
mento, que tendrá dos; la de Ultramar que tendrá igual número, de- 
biendo dos haber servido en estas posesiones y fet de lo contencioso en 
que todos serán letrados. 

Siempre que asistan los ministros presidirá el Consejo de Estado 
el Presidente y en su defecto el ministro á quien corresponda por el or- 
den dq, los respectivos ministerios. Lo mismo se practica en las secciones. 

Cada una de estas tiene también un presidente nombrado por el Go- 
bierno, y por su falta preside el consejero mas antiguo y en caso de i- 
gual antigüedad, el mas anciano. 

Cuando no asista al consejo pleno el Presidente lo reemplazará el 

(l) De la sala de lo contencioso y del Consejo de Estado como tribunal también de lo oon- 
tenetoip-adminiatratiYO le tratara al ocuparnos de la jurisdieeion administratiya. 

4 
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Presidente de sección mas antiguo, y en caso de haber dos ó mas de igual 
antigüedad, el mas anciano. En su defecto el consejero mas antiguo y 
entre iguales el de mas edad. 

El Consejo debe ser oido necesariamente y en pleno l 9 Sobre los re- 
glamentos é instrucciones generales para la aplicación de las leyes y cual- 
quiera alteración que en ellos haya de hacerse. En estas disposiciones es 
manifiesta la necesidad de que prevalezca la unidad y de que no queden 
la intelijencia y ejecución de las leyes y parte reglamentaria á la volun- 
tad ú opinión particular de cada ministro. 

2° Sobre el pase y retención de las bulas y rescriptos pontificios y de 
las preces para obtenerlos. Al Rey compete la facultad de hacer ecsami- 
nar aquellos despachos y preces (1) á fin de precaverlos inconvenientes 
que pudieran surjir en el caso de que fueran contrarios á las regalías de 
la Corona, á los concordatos, á las costumbres, fueros y derechos de la 
nación ó que introduzcan novedades peligrosas, gravamen público ó de 
tercero; y siendo estos puntos de gravedad, como que afectan al orden 
público y á la conciencia de los particulares, con razón se han sometido 
al maduro ecsámen del Consejo de Estado. 

3r Sobre todos los asuntos concernientes al Real Patronato de España 
é Indias y sobre los recursos de protección y fuerza, d escepdon de los con- 
signados en la ley de enjuiciamiento civil como propios de los Tribunales. 
En este obran los mismos fundamentos que en el párrafo anterior. El 
conocimiento de estos asuntos estaba sometido antes al consejo de la Cá- 
mara de Castilla y de Indias y después al Supremo tribunal de justicia; 
mas creado el consejo de Estado no ha podido menos de asignársele esta 
atribución como mas propia de su competencia. 

4? — Sobre la intelijencia y cumplimiento de los concordatos celebrados 
con la Santa Sede. Gravísimas pueden ser las dificultades que en estos ca- 
sos se presenten, y para resolverlas el Gobierno con acierto se ha esti- 
mado conveniente someterlas á la deliberación del Consejo de Estado. 

5 o — Sobre las mercedes de grandezas y títulos, á no estar abordadas 
en Consejo de Ministros. La importancia de estos asuntos se conoce á 
primera vista. 

6 9 — Sobre los tratados de Comercio y navegación. La influencia de 
estos tratados en la riqueza y prosperidad pública requiere que en su 
aprobación se proceda con madurez. 

7 9 — Sobre los indultos generales. También ecsije la concesión de es- 
tos se proceda con la mayor circunspección. 

8* — Sobre la validez de las presas marítimas. Tales cuestiones son 
delicadas, como que nó solo interesará los naturales y estranjeros, sino 
que tienen grave trascendencia y pueden alterar las buenas relaciones 
con las otras potencias, hasta el caso de acarrear una guerra. 

9 o — Sobre la competencia positiva 6 negativa de jurisdicción y atri- 
buciones entre las autoridades judiciales y las administrativas, y sobre los 

[1] Leyes 9 y 12 libro 2 titulo 3 de la NoYÍsima Recopilación. 
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conflictos que se suscitan entre los ministerios, autoridades y ajenies de la 
administración, 

10. — Sobre los recursos de abusos de poder ó de imcompetencia que 
elevan al Gobierno las autoridades del orden judicial contra las administra- 
tivas. La gravedad de las cuestiones que pueden ocurrir con motivo de 
los puntos que en este número y el anterior se refieren está bien pa- 
tente. 

11. — Sobre la autorización que con arreglo á las leyes debe el Go- 
. bienio conceder para encausar á las autoridades y funcionarios superiores 
administrativos por abuso cometidos en el ejercicio de sus funciones. Pa- 
ra determinar si un empleado de esta clase ha de ser sometido ó no á la 
acción de los tribunales, por sus actos oficiales es necesario ecsaminar 
los antecedentes, á fin de discernir si ha procedido á impulsos de un ce- 
lo quizás laudable con sujeción á las instrucciones que se le tenían co- 
municadas, en cuyo caso al ministro lo escuda su responsabilidad. Es muy 
conveniente preceda el maduro acuerdo del conáejo para que no deje de 
ser efectiva aquella garantía concedida á dichos empleados superiores, 
ni queden exentos de responsabilidad si realmente han incurrido en ella. 

12. — Sobre suplementos de créditos, créditos extraordinarios 6 tras- 
ferencias de créditos, cuando no se hallen reunidas las Cortes. El pre- 
supuesto, después de aprobado es la única pauta que debe regir en los 
gastos públicos; sin embargo pueden sobrevenir casos especiales, en 
que por motivos poderosos haya que hacer las alteraciones ó modifica- 
ciones espresadas, sobre cuya calificación debe oirse al consejo. 

13. — Sobre cualquier innovación en las leyes, ordenanzas y reglamen- 
tos generales de las provincias de Ultramar. Como estas innovaciones 
pueden ser de gran trascendencia en estas provincias con razón se ha 
dispuesto informe acerca de ellos el consejo. 

14. — Sobre la provisión de las plazas de Magistrados y .Jueces y 
presentación para los beneficios eclesiásticos del Patronato Real según de- 
terminen la ley de organización judicial ú otras disposiciones. Interesa so- 
bre manera el acierto en la elección de los funcionarios del orden judi- 
cial para la buena administración de justicia, lo mismo que en la provi- 
sión de las prelacias y piezas eclesiásticas para el buen régimen de la 
Iglesia. Gon este objeto se ha dispuesto la consulta del Consejo de 
Estado, cuando lo prevenga la ley, y así se practicaba antes presentán- 
dose las propuestas por la Cámara de Castilla y de Indias. 

El consejo debe ser oido en secciones l 9 Sobre los indultos parti- 
culares que no se han acordado en consejo de ministros. 2 9 Sobre la na- 
turalización de extranjeros. 3° Sobre autorización para litigar que de- 
ba ser acordada por el Gobierno. 4.° Sobre las autorizaciones que de- 
ba el Gobierno conceder para encausar por abusos cometidos en el eger- 
cicio de sus encargos á los empleados públicos que no ejercen autoridad 
superior; pues respecto á los que la ejercen, para formarles causa debe 
ser oido el Consejo pleno. 5.° Sobre la admisión ó denegación de la via 
contenciosa contra las resoluciones de los Ministros de la Corona ó de 
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los Direotores génettles de los diferentes ramos de la Administración 
que causen estado. 

En estos casos, que no son de tanta gravedad como los atribuidos 
al consejo pleno se consulta solamente á las secciones. Sin embargo el 
Gobierno puede oir el dictamen del mismo Consejo pleno sobre los ne- 
gocios enumerados en el párrafo anterior como de la atribución de las 
secciones. 

Puede el Gobierno oir al consejo en pleno ó en secciones cuando lo 
lo estime conveniente. 1.° Sobre los proyectos de ley que han de pre- 
sentarse á las Cortes. 2.° Sobre los tratados con las Potencias extran- 
geras. 3.° Sobre los concordatos que hayan de celebrarse con la Santa 
Sede. 4 9 Sobre cualquier otro punto grave que ocurra en el gobierno 
y administración del Estado. También se ha dejado á la discreción de 
los ministros calificar si debe ó no oírse al Consejo en estos casos según 
su gravedad y urgencia. 

Cada sección instruye los expedientes relativos á los negocios que 
proceden del ministerio ó ministros cuyo nombre llevan y acuerda los 
informes que sobre ellos deba dar al Gobierno, instruyendo también los 
expedientes que hayan de informarse en pleno y formulando el proyec- 
to de consulta. 

Sin embargo la sección de Estado y Gracia y Justicia despacha los 
negocios correspondientes á indultos generales y particulares, autoriza- 
ciones para litigar, competencias de jurisdicción, recursos de abusos de 
poder ó de incompetencia elevados por las autoridades judiciales contra 
la administración y autorizaciones para encausar empleados públicos. 

La de Ultramar entiende en todo lo relativo á .estas provincias y 
su régimen especial. 

Las sesiones del Consejo como cuerpo consultivo son secretas. 
Ningún negocio sobre que haya dado su parecer en consejo pleno puede 
remitirse á informe de ningún cuerpo ni oficio del Estado. En las des- 
pachadas por las Secciones solo podrá ser oido el Consejo en pleno. 

El Secretario del Consejo y los de las secciones desempeñan res- 
pectivamente las funciones de este empleo dando cuenta de los expe- 
dientes y estendiendo las resoluciones. 

Los auxiliares se ocupan en la instrucción de los expedientes y 
demás trabajos del Consejo. 
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DE U ADMINISTRACIÓN PROVIMIIL. 

CAPITULO I. 

H U DIVISIÓN TERRITORIAL 

Sumario. — Necesidad y ventajas de la división .territorial. — Sus bases. — Divi- 
sión político-administrativa. — Id. en distritos municipales. — Id. Judicial. — Militar. — 
Marítima. — Eclesiástica. 

Para que la acción de la Administración sea igualmente eficaz, rá- 
pida y simultánea en todo el territorio de un Estado, necesario es divi- 
dirlo en determinadas porciones á fin de colocar en ellas empleados ó 
agentes, de manera que bajo la dependencia del Gobierno Supremo ejer- 
zan la inmediata vigilancia en sus respectivas demarcaciones y cooperen 
á la prosperidad de los administrados con propio conocimiento de sus 
necesidades y medios de satisfacerlas. 

"Las bases de una buena» división nacen de un principio sencillo: 
la mejor división es la que mas se acerque á producir la utilidad del 
pais. Los términos no deben ser ni demasiado grandes, porque la in- 
fluencia de la administración no se extenderla con igual vigor ni enerjía 
en todas las partes del territorio, ni tendría la fuerza suficiente para 
hacerse sentir en los pueblos; ni demasiado pequeños, porque entonces 
la administración cargada de negocios, abrumada con el inmenso cúmu- 
lo de funcionarios que necesitaría tener para atender á tantas partes, se 
vena embarazada en su marcha, y lejos de encontrar facilidad, encon- 
traría obstáculos en la misma división. Esta debe acomodarse á los há- 
bitos y costumbres del pais, en que se ha de hacer, procurando también 
contemplar sus intereses y hasta sus preocupaciones." (1) 

Ha de ser ademas, igual en lo posible y proporcionada para el maa 
espedí to ejercicio de la autoridad, en bien de los administrados; regla 
que conviene así mismo tener presente en la designación de las capi- 
tales. 

¿Pero habrá de atenderse solo á la estension del territorio para di- 
vidirlo en porciones iguales, ó á la riqueza y población únicamente? 
Adoptar por base esclusiva cualquiera de estos dos principios ofrecería 
graves inconvenientes y para esquivarlos, es de opinión el autor ya ci- 
tado, que son de tomarse en consideración uno y otro; es decir, tanto 

(1) Sr. Posada Herrera, Lecciones de Administración, tomo 1? lección 6* 
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la ostensión del terreno, como la población y riqueza, y respetar hasta 
doade se pueda, las antiguas demarcaciones para no chocar con los há- 
bitos é intereses que ligan á pueblos que han estado por largo tiempo 
unidos. 

La división territorial considerada con relación á su objeto es po- 
lítica, administrativa, judicial, militar, marítima, eclesiástica &c. 

En el orden político y administrativo se funda la división en la de 
la Administración en general, provincial y municipal. 

La primera comprende todo el Reino, y los que la ejercen que* 
son el Rey, que está á su cabeza como Jefe Supremo, los Ministros pus 
primeros agentes, Subsecretarios y otros funcionarios, inclusas las cor- 
poraciones consultivas, como el Consejo de Estado y varias juntas es- 
peciales, tienen su residencia en la Corte, por lo cual á esta Adminis- 
tración se le titula también central. En ella residen ademas las autori- 
dades supremas de todos los otros ramos, como las Cortes, qué con el 
Monarca obtienen el poder legislativo, el Su \ «remo Tribunal de Justicia, 
que está al frente del judicial y los demás Jefes de la mas alta catego- 
ría de las Admistraciones especiales. 

]Ja división de todo el territorio peninsular é Islas adyacentes es- 
tá hecha en 49 provincias por el Real Decreto de 30 de Noviembre de 
1833, división que á la vez es politica y administrativa. 

Y constituyen la tercera la subdivisión de cada provincia en dis- 
tritos municipales que pasan de 9.000, eñ cada uno de los cuales hay 
un Ayuntamiento con el Alcalde que los preside, y qué es el Jefe de 
esta Administración que también se llama local. 

En el orden judicial el expresado territorio está repartido en 15 
Audiencias, comprendiendo la demarcación de cada una cierto número 
de provincias y siendo Tribunal Superior de su respectiva demarca- 
ción. Las provincias se subdividen en partidos judiciales con sus juz- 
gados, cada uno á cargo de un juez de primera instancia. 

En cuanto al ramo de Guerra la división Territorial está hecha en 
14 distritos militares, á cuyo frente hay establecida una Gapitania Ge- 
neral, repartidos estos en provincias, cada una de las cuales forma una 
Comandancia General y estas provincias se hallan subdivididas en Co- 
mandancias de armas ó de Cantón. 

Según la división marítima el territorio consta de tres departamen- 
tos, el de Cádiz, el del Ferrol y el de Cartagena: cad-t Departamento 
tiene una Comandancia general, subdividida la demarcación de cada una 
en tercios navales y comandancias de provincias, no siendo estas las mis- 
mas establecidas en la orden civil y militar. 

En el eclesiástico se divide el territorio en 52 diócesis, de las cua- 
les 9 son Arzobispados y 43 Obispados sufragáneos. Cada diócesis ú 
Obispado en un gran número de Curatos parroquiales (1). 

(1) Diccionario manual de derecho administrativo español, por los Sres. Cos Gayón y 
Cánovas del Castillo en la palabra división territorial, donde no solo se espresan los nombres 
de las provincias y diócesis sino que se trata de las divisiones especiales con relación al orden 
político 6 electoral, al de la Enseñanza, Obras públicas y al rentístico, aduanero &. 
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CAPITULO II. 

ÜK LOS DBERNADORES DE LAS PROVINCIAS. 

Sumario. — Necesidad y corm niencia de estos Jefes de administración activa. — Su 
nombramiento y separación. — Empleados que dependen de ellos. — Sus atribuciones y fa- 
cultades. — Autorización del Gobierno necesaria para formárseles causa, y casos de es- 
cepcion. — Funcionarios que reemplazan á los Gobernadores en las vacantes 6 impedi- 
mentos. 

Por grande que sea la inteligencia y actividad del Gobierno Supre- 
mo y multiplicados auxiliares con que cuente en la Capital del Reino, 
nunca podría atender desde ella á todos los puntos del territorio, ni 
conseguir su objeto la Administración sin valerse de ajentes ó delega- 
dos convenientemente distribuidos en las provincias para que den nue- 
vo impulso á la acción central, y bajo su dependencia con esacto cono- 
cimiento de las circunstancias locales tengan á su cargo la administra- 
ción de su respectiva demarcación. En todos tiempos y en todas las 
naciones se ha reconocido esta necesidad, y en España ha habido Je- 
fes Superiores de Administración activa puestos en cada una de las 
provincias que las gobiernan con los nombres de Adelantados, Correji- 
dores, Intendentes, Delegados de Fomento ó Jefes políticos; bien que 
hasta que se adoptó el principio de la división de poderes no fueron 
perfectamente deslindadas ó determinadas sus atribuciones. 

En el dia se titulan Gobernadores de Provincia establecidos en cada 
una de las cuarenta y nueve en que está dividido el territorio de España 
é islas adyacentes, cuyo nombramiento, así como su separación, sé hace 
en virtud de Real Decreto acordado en Consejo de Ministros y refrenda- 
do por su Presidente. 

El Gobernador es la Autoridad superior en el orden administrativo 
y económico de cada provincia, estando en ella á sus inmediatas órdenes 
el Secretario del Gobierno, los Jefes de Hacienda, el de la sección de 
fomento y todos los demás de la administración, lo cual se entiende sin 
perjuicio de las atribuciones propias determinadas en los reglamentos de 
los respectivos ramos; bien que en todos los casos deben obedecer y 
cumplir las disposiciones de los Gobernadores, cuando éstos bajo su 
responsabilidad así se lo prevengan, después que dichos funcionarios hu- 
bieren expuesto lo que hayan considerado conveniente. También están 
á las órdenes del Gobernador los demás empleados/ y subalternos de 
aquellos ramos en la provincia. 

El desempeño del empleo de Gobernador es incompatible con el 
ejercicio de cualquier mando militar, escepto en los casos extraordina- 
rios previstos por las leyes. 

Estos jefes son los representantes del gobierno supremo en sus pro- 
vincias, y en los diferentes ramos de la administración que dependan 
de su autoridad se entienden con los ministros respectivos, salvos los 
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casos en que está dispuesto que lo hagan con los jefes y corporaciones 
superiores de la Administración. 

Corresponde^ Gobernador de la provincia: l 9 Publicar, cuidando 
que se inserten en el Boletin oficial, circular, ejecutar y hacer que se 
ejecuten en la provincia de su mando, acompañando al comunicar las 
instrucciones claras y metódicas que faciliten su ejecución, las leyes, 
decretos, órdenes y disposiciones que al efecto les comunique el Go- 
bierno, y las de observancia general que se inserten en la Gaceta de 
Madrid. 2P Mantener bajo su responsabilidad el orden público y prote- 
jer las personas y las propiedades. 3 o Reprimir los actos contrarios á 
la relijion, á la moral ó á la decencia pública, las faltas de obediencia ó 
de respeto á su autoridad, las que cometan los funcionarios y corpora- 
ciones dependientes de la misma en el ejercicio de sus cargos y las in- 
fraccciones en que incurran las sociedades ó empresas mercantiles ó in- 
dustriales que están sujetas á la inspección administrativa. 4 9 Propo- 
ner al Gobierno todo lo que pueda contribuir al adelantamiento y de- 
sarrollo moral é intelectual de la provincia y al fomento de sus inte re- 
res materiales en cuanto no alcancen sus facultades. 5 o Cuidar de todo 
lo concerniente á la sanidad en la forma en que prevengan las leyes y 
reglamentos y dictar en casos imprevistos y urjentes de epidemia 6 en- 
fermedad contajiosa las providencias que la necesidad reclame, dando 
inmediatamente cuenta al Gobierno. 6 o Ejercer respecto de los ramos 
de Gobernación, Hacienda y Fomento la autoridad que determinan las 
leyes y reglamentos y en la administración económica provincial y mu- 
nicipal las atribuciones contenidas en la ley sobre el gobierno de las 
provincias, y en general por cualesquiera otras leyes, decretos, órdenes 
y disposiciones del gobierno. 7 9 Vijilar todos los ramos de administra- 
ción pública en su territorio. 8 o Conceder ó negar en el término de un 
mes, contado desde el dia en que se solicite, oyendo previamente al Con- 
sejo provincia], la autorización para procesar á todos los empleados y 
corporaciones de todos los ramos de administración civil ó económica 
de la provincia por abusos perpetrados en el ejercicio de funciones ad- 
ministrativas, salvos los casos de escepcion que mas adelante se espre- 
sarán, debiendo en estos espedientes observarse la tramitación preveni- 
da en los artículos 30 y siguientes del reglamento para la ejecución de 
la ley sobre el gobierno de las provincias. 9 o Provocar y sostener en 
la forma prevenida competencias á los tribunales y juzgados cuando es- 
tos invadan las atribuciones de la administración* 

Para el buen desempeño de bus funciones debe el Gobernador* I o 
Publicar los bandos de buen gobierno y disposiciones generales que 
sean necesarias para el cumplimiento de las leyes y reglamentos, ajus- 
tándose en las correcciones que en ellas se establezcan á lo prescrito en 
el artículo 505 del Código Penal. 2° Suspender, modificar ó revocar, 
conforme á las facultades que para cada caso le confieran las leyes, los 
actos de las corporaciones, autoridades ó ajentes que de él dependan. 3P 
Reclamar el apoyo de la fuerza armada que necesite. 4 o Instruir por sí 
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iiiismo ó por sus delegados las primeras diligencias en aquellos delitos 
cuyo descubrimiento se deba á sus disposiciones ó ajemos, entregando 
en el término de tres dias al Tribunal competente los detenidos ó presos 
con las fliKjencias que 'hubiere practicado. 5 9 Imponer multas discre- 
cionales, cuyo mácshno sea de 1000 reales de vellón únicamente á los 
individuos, funcionarios y corporaciones dependientes de su autoridad 
que sin cometer delitos incurran en las faltas é infracciones siguientes: 
actos contrarios á la relijion, ala moral, ala decencia pública; faltas de 
obediencia ó de respeto á su autoridad: faltas á los funcionarios y cor- 
poraciones dependientes de la misma autoridad en el ejercicio de sus 
cargos é infracciones en que incurran las sociedades y empresas mer- 
cantiles é industriales sujetas á la inspección administrativa, debiendo 
abstenerse los gobernadores de imponer multas direccionales á los que 
cometan falta ó infracción distinta de las que van espresadas; pues en 
cuanto á los que incurrieren en otras faltas 6 delitos Iob someterán á 
la acción de los tribunales, á lo» que también quedan sqjetospor los de- 
litos oficiales 6 por aquellos abusos en que no se necesita automación 
del Gobernador para proceder dichos tribunales: pueden también los 
Gobernadores imponer multas mayores cuando estén apresamente au- 
torizados para ello por las leyes y reglamentos; pero en estos casos de- 
berán dar ladrden por escrito citando el artículo de Ja ley ó reglamen- 
to en virtud del cual procedieren. 6 9 Aplicar en defecto de pago de las 
multas que impongan en uso de sus facultades él arresto supletorio en 
la proporción fijada por el articulo 504 del Código penal basta el mác- 
simun de 30 dias. T Suspender en casos urjentes á cualquier empleado 
de Gobernación, Hacienda 6 Fomento, dando cuentasmmediaftamente 
al Ministro respectivo. 8 ? Enviar de entre los Diputados y Consejeros 
provinciales y empleados civiles de Real nombramiento delegados tem- 
porales á los pueblos de la provincia con el fin de conservar el orden 
público ó inspeccionar sin facultad resolutiva la administración munici- 
pal y cualquier otro ramo dependiente de su autoridad, cuando tuviere 
noticia de «busos graves que en aquellos ó en estos se cometan, no pu- 
diendo dichos delegados gravar el presupuesto municipal, ni él provin- 
cial con sueldos ni dieta?, ni residir en el pueblo mas de 60 dias, cuyas 
delegaciones no tendrán lugar durante las elecciones, ni en los 40 dias 
anteriores á las mismas, á no ser en casos de epidemia declarada ó de 
haber estallado algün desorden público de gravedad. 9 o Dar ó negar per- 
miso para las funciones públicas de recreo que hayan de celebrarse en el 
punto de su residencia y presidir estos actos cuando le estime conveniente. 
10 Presidir cuando lo orea oportuno todas las corporaciones cuya inspec- 
ción y vijilancia se le encargue por las leyes. 11 Dictarlas disposiciones 
que considere oportunas dentro del circulo de su autoridad para el cum- 
plimiento de las órdenes superiores y para la buena administración y 
gobierno de los pueblos. 

A fin de mantener el orden público y proteger las personas y las 
propiedades deben los Gobernadores: I o Adoptar las medidas que estén 

5 
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al alcance de su autoridad para evitar en cuanto fuere posible la per- 
petración de delitos en las provincias de su cargo. 2 o Procurar el des- 
cubrimiento y aprehensión de los autores de cualquier hecho criminal, 
entregando los que fueren habidos á los tribunales correspondientes. 
3 o Facilitar á los jueces los datos y antecedentes que puedan conve* 
nir para la mejor administración de justicia. 4 o Acudir sin demora per- 
sonalmente 6 por medio de sus subordinados, según las circunstancias 
á cualquier punto de la provincia en que ocurrieren desórdenes 6 se 
hallase amenazada la tranquilidad pública, ó sucesos graves y estraor- 
dinarios, ó la aparición de cualquier calamidad hicieren necesaria su pre- 
sencia. 

Los Gobernadores pueden modificar 6 revocar sus providencias y 
las de sus antecesores, escepto cuando hayan sido confirmadas por el 
Ministro respectivo ó sean declaratorias de derechos ó que hayan ser- 
vido de base á alguna sentencia judicial. Tampoco pueden modificar ó 
revocar por sí mismos las resoluciones que hayan dictado acerca de su 
competencia y concediendo ó negando autorización para procesar. La 
alteración ó derogación de los bandos de los Gobernadores solamente 
puede hacerse por la vía gubernativa y con aprobación del Gobierno 
Supremo, pudiendo ser revocadas ó modificadas por el Ministro respec- 
tivo todas las decisiones que versen sobre las demás materias, salvo 
cuando obren en virtud de delegación especial de las leyes ó reglamen- 
tos, en cuyo casó se ultiman ante las mismas autoridades. 

Las reclamaciones contra lo resuelto por los Gobernadores por in- 
competencia 6 esceso de atribuciones deben decidirse siempre por el Go- 
bierno Supremo, oído el Consejo de Estado. 

Las providencias que aquellos jefes dicten sobre materias que pue- 
dan ser objeto de la vía contencioso-administrativa ante los Consejos 
provinciales, solamente son reclamables ante estos. 

Los Gobernadores bajo su responsabilidad están obligados á obe- 
decer las disposiciones y órdenes del Gobierno que al efecto se les co- 
muniquen por el conducto debido, sin que puedan ser responsables de 
su obediencia, lo cual se entiende con los empleados ó ajentes inferio- 
res respecto de los Gobernadores. 

Estos se sujetarán á las prescripciones del reglamento en los des- 
lindes de términos de las provincias y pueblos. 

Es un deber de los Gobernadores en el mes de febrero de ca< *\?/ 
ño, y en vista de los datos previamente reunidos, dar cuenta á los Mi- 
nisterios respectivos del estado moral, intelectual y económico de la 
provincia, del resultado de los servicios en el año anterior y de las re- 
formas y mejoras de que sean susceptibles los ramos sujetos á su inspec- 
ción y vijilancia; todo sin perjuicio de proponer y dar cuenta en todo 
tiempo de lo que se ha referido antes y de cuanto mas consideren digno 
de atención y remedio. 

No puede formarse causa al mismo Gobernador por sus actos, co- 
mo tal funcionario público, sin previa autorización acordada en Consejo 
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de Ministros á propuesta del de la Gobrnaeion, cuya autorización no es 
necesaria para los delitos de imposición de castigo equivalente á pena 
personal arrogándose facultades judiciales, exacción ilegal, falsedad en 
las listas electorales y percepción de multas en dinero; no siendo tam- 
poco necesaria dicha autorización para proceder contra aquellos cuando 
no entreguen á los tribunales competentes en el término de ocho dias 
las personas detenidas de su orden con las dilijencias que hubiere prac- 
ticado; entendiéndose concedida la autorización cuando el Gobierno de 
S. M. oido el Consejo de Estado, remita el tanto de culpa al Tribunal 
Supremo de Justicia para que proceda contra el Gobernador. 

£1 mismo Tribunal Supremo es el competente para juzgar á los 
Gobernadores por todos los delitos que cometieren como funcionarios 
públicos; y pedida por aquel Tribunal la autorización para encausar á 
un Gobernador de provincia, el Ministro de la Gobernación debe acusar 
el recibo y pasar el espediente á informe del Consejo de Estado, el que 
evacuará krconsulta en el término de dos meses; sin que por esto deje 
el Tribunal de practicar las dilijencias necesarias para la averiguación 
del delito; pero sin dirijir las actuaciones contra el Gobernador, sea 
decretando su arresto ó prisión, sea de otro modo que le caracterice 
presunto reo. Pasados tres meses sin que el Gobierno haya negado la 
autorización, se entiende concedida y podrá el Tribunal dirijir las ac- 
tuaciones contra el Gobernador. 

La autorización que á este compete conceder ó negar para procesar 
á los empleados y corporaciones de todos los ramos de la administración 
civil y económica en su provincia por abusos cometidos en el ejercicio 
de sus funciones administrativas, no es necesaria en los mismos casos de 
escepcion respecto á la formación de causa al Gobernador, y cuando sin 
orden espresa de este detengan alguna persona y no la entreguen en el 
término de tres dias al Tribunal competente con las dilijencias que hu- 
bieren practicado. Dicha autorización se entiende concedida cuando el 
Gobernador con audiencia del Consejo provincial remite el tanto de 
culpa al Juzgado para que proceda contra algún empleado ó corporación 
y cuando pasado un mes después de pedida no la haya negado. { 

Si la denegare deberá inmediatamente dar cuenta documentada al 
Gobierno para que dicte la resolución que corresponda, oido el Consejo 
de Estado, sin que se coarte nunca la acción de los tribunales, los cua- 
les podrán practicar en cualquier tiempo las dilijencias necesarias para 
la averiguación del delito; pero sin dirijir sus actuaciones inmediata- 
mente contra el funcionario ó corporación, sea decretando su arresto ó 
prisión, sea de otro modo que le caracterice de presunto reo. 

Cuando el Gobernador se ausentare de la provincia 6 se imposibili- 
tare para ejercer su cargo, le reemplazará interinamente la persona de- 
signada por Real orden espedida por el Ministerio déla Gobernación, y en 
los casos de urjencia y en los que el Ministerio no hubiere usado de esta 
facultad, el Secretario del Gobierno; los Jefes de Hacienda y el de la 
sección de Fomento desempeñarán accidentalmente en el orden en que 
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van espesados el gobierno de la provincia. Pero si la ausencia fuexe úni- 
camente de la. capital, continúa el Gobernador en el ejercicio de todas 
sus atribuciones desde el puntó en que se hallare; sin perjuicio de que 
el Secretaria del Gobierno en. 1a parte política y administrativa, el Ad • 
minisátrador y Contador de rentas en la económica y el jefe de Fomen- 
to en su ramo despachen y firmen todo lo que sea de mera tramitación, 
entendiéndose directamente con loa Ministros cuando la urjencia y pe- 
rentoriedad del asunto lo hicieren necesario. 

El que sustituye accidentalmente al Gobernador no puede presidir 
ni la Diputación ni el Consejo provincial. 



CAPITULO III. • 

il IOS 8ÜB-G0B§miK)RBS 

Sumario. — Nombramiento de estos Jefes. — Sus deberes y atribuciones. — Funciona- 
rios que los suplen en ausencias y enfermedades. 

El Gobierno se halla autorizado por la ley, cuando, por la demasia- 
da ostensión de una provincia ó por la posición topográfica de los pue- 
blos lo considere conveniente al mejor servicio, para crear subgobierños 
en la demarcación que hará de cierto número de pueblos, señalando el 
de la residencia de los subgobernadores. Son estos unos Jefes de go- 
bierno y administración en sus territorios que ejercen en ellos sus atri- 
buciones bajo la autoridad superior de los respectivos Gobernadores. 

Luego que reciban el nombramiento que les hará S. M. deberán 
presentarse al Gobernador de quien dependan para recibir las instruc- 
ciones que este tenga á bien camanicarles: también habrán de prestar 
juramento de su leal desempeño ante el que estuviere ejerciendo este 
cargo interinamente y si fuere de nueva creación, ante el alcalde de la 
cabezai de la demarcación. 

Competen al Subgobernador las atribuciones siguientes: l 9 Comu- 
nicar á quien corresponda las leyes, órdenes, decretos y disposiciones 
que al efecto le dirija el Gobernador de la provincia, ejecutándolas, y ha- 
ciendo q<ue se ejecuten en la demarcación de su mando, como también 
las de observancia general que se publiquen en el Boletín oficial de la 
provincia correspondientes á los ramos que requieran su autoridad, 2.° 
Mantener b^jo su responsabilidad el orden público y pro tejer las per- 
sonsa y lfds propiedades. 3 9 Reprimir los actos contrarios á la religión, 
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& ladral y á, la decencia pública, las faltas de obediencia ó de res- 
peto a su autoridad, las que cometan los funciouqrips y corporaciones 
dependientes de 1^ misma en el ejercicio de sus cargos y las infracciones 
en que incurran las sociedades y empresas mercantiles 6 industriales, 
sujetas á la inspección administrativa. 4 9 Proponer al Gobernador todo 
lo que pueda contribuir al adelantamiento intelectual y moral de los 
puebjos de su demarcación y al fomento de sus intereses materiales. 5 o 
Cuidar de todo lo concerniente á la sanidad en la forma que prevengan 
las leyes y reglamentos y dictar en casos imprevistos y urjentes de e- 
pidemia ó enfermedad contajiosa las providencias que la necesidad re- 
clwne dando cuenta inmediatamente al Gobernador. 6 o Ejercer la auto- 
ridad y desempeñar las funciones que se deterntfnen por las leyes, de- 
cretos, órdenes y disposiciones del Gobierno en la parte que requieran 
su intervención. 

Para el buen desempeño de su autoridad deberá el Sub-gobernador 
I o Publicar, previa la aprobación del Gobernador, los bandos que creye- 
re conducentes ai ejercicio de su cargo, pudiendo llevarlos á ejecución 
sin. aquel requisito en los ca^os urjentes; y sin perjuicio de lo que re- 
suelva el Gobernador. 2 o Adoptar las medidas que estén al alcance 
de su autoridad para evitar cuanto fuere posible, la perpetración de 
los delitos, y procurar su descubrimiento y aprehensión de los auto- 
res de cupJq^ier hecho criminal. 3 o Instruir por sí mismo 6 por sus 
delegados las prüpej^s dilij.en.cias en aquellos delitos, cuyo descubri- 
miento se debe á sus disposiciones ó ajentes, entregando en el término 
de tres dias al tribunal competente los detenidos con las dilij encías que 
hubiere platicado. 4 o Acudir sin demora, dando parte al Gobernador, 
á cualquier punto.de la demarcación en que ocurrieren desórdenes ó se 
hallare amenaga4& la tranquilidad pública ó sucesos graves y estraordi- 
narios ó la aparición de alguna calamidad hicieren necesaria la acción 
inmediata de la autoridad. 5 o Reclamar el apoyo de la fuerza armada 
que uecwitftt 6 o Imponer multas discrecionales que no escedan de 1000 
reales vellón únicamente á los individuos, funcionarios y corporaciones 
que sin cometer, delitos, incurran en las faltas ó infracciones siguientes: 
I o Actos contrarios á la relijion, á la moral ó á la decencia pública. 2* 
Faltas de obediencia ó respeto á la autoridad de los mismos Sub-gober- 
nadores. 3 o Falt^ que cometan los funcionarios y dependientes de di- 
cha autoridad en el ejercicio de sus cargos. 4 o Infracciones en que incur- 
ran las sociedades y empresas mercantiles ó industriales sujetas á la 
inspecccion administrativa; debiendo abstenerse de imponer multas dis- 
crecionales á los que incurran en cualquier falta ó infracción distintas 
de las ya espresadas. 7 o Aplicar en defecto del pago de las multas que 
imponga en uso de sus facultades el arresto supletorio en la proporción 
fijada en el artículo 504 del Código penal hasta el mácsimo de un mes. 
8 o Presidir, cuando lo crea oportuno, todas las corporaciones, cuya ins- 
pección y vijilancia les está encargada por las leyes; bien que en los ca- 
sos en que asista á las sesiones de los Ayuntamientos no podrá tomar 



— 38 — 
parte en las deliberaciones de estos cuerpos, ni en sus acuerdos, limitán- 
dose á conservar el orden y dirijir la discucion. 9° Dictar las disposicio- 
nes que considere oportunas dentro del circulo de su autoridad para el 
cumplimiento de las órdenes superiores y para la buena administración 
y gobierno de los pueblos. 

Los Sub-gobernadores instruirán con arreglo á las comunicaciones 
ú órdenes del Gobernador los espedientes en que este debe oir á los 
Consejos provinciales, correspondiendo á la autoridad de dicho jefe la 
resolución. 

Habrán de abstenerse de ejecutar acto alguno por el cual puedan 
considerarse invadidas las atribuciones correspondientes á los alcaldes 
según la ley de Ayuntamientos como administradores de los pue- 
blos; pero expondrán al Gobernador cuanto juzguen conveniente so- 
bre las disposiciones que en aquel concepto adopten las autoridades lo- 
cales. 

Así mismo darán á los Gobernadores* en los periodos que estos de- 
terminen ó inmediatamente cuando el caso lo exija, noticia de todos los 
sucesos que afecten al orden, salubridad y bien r estar de los pueblos 
y del estado en que se hallen los diferentes ramos de lá adminis- 
tración. 

Aunque por regla general está prohibido á estos jefes comunicarse 
directamente con los ministerios, pueden sin embargo hacerlo en casos 
muy urjentes, dando cuenta al mismo tiempo á los Gobernadores, y en 
los demás casos de escepcion que tenga á bien establecer el Go- 
bierno. 

Todas las disposiciones de los Sub-gobernadores pueden ser modi- 
ficadas ó revocadas por los Gobernadores, salvos los casos en que por 
razón de ley ó de la materia á que se refieran las providencias lo sean 
ante otras autoridades 6 en otra forma. 

Los Sub-gobernadores son superiores inmediatos de los alcaldes de 
la demarcación y el conducto por donde estos se comuniquen con el Go- 
bernador de la provincia. 

Ejercerá el cargo de Secretario del Sub-gobierno el oficial de admi- 
nistración que nombre el Gobernador. 

En las ausencias y enfermedades del Sub-gobernador desempeñará 
interinamente sus funciones el oficial secretario ó la persona que se de- 
signe de Real orden por el Ministerio de la Gobernación. (1) 



(1) Todo lo espnesto en este capítulo es conforme al reglamento aprobado por S. M. en 26 de 
Diciembre de 1863, sobre la ejecución de la ley para el Gobierno de las prorinoias en lo tocan! e 
á los Sub-gobernadores. 
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CAPITULO IV. 

W US DIPUTACIONES PROVINCIALES 

Sumario. — Su organización. — Cargo de Diputado provincial. — Elecciones. — Sesio- 
nes de la Corporación. — Sus atribuciones. — Ejecución y suspensión de sus acuerdos 
por el Gobernador y declaratoria de nulidad por el Gobierno. — Suspensión y diso- 
lución de las diputaciones provinciales. 

Las diputaciones provinciales son corporaciones económico-admi- 
nistrativas que cooperan al buen régimen de la provincia, y en este 
concepto tienen las atribuciones y ejercen las funciones que les señala 
la ley vijente de 25 de Setiembre de 1863, sobre el Gobierno de las 
provincias, conforme á la cual espondremos todo lo concerniente á es- 
tos cuerpos, cuya utilidad es manifiesta en beneficio de la administra- 
ción provincial. 

Por cada uno de los partidos judiciales de la provincia se nombra 
un diputado provincial, elijiendo dos los que excedan de 30.000 almas 
y los de mas población, cuando el número de los partidos no llegue á 
siete, para completar este número de Diputados. 

Este cargo es gratuito, honorífico y obligatorio; dura cuatro años, 
renovándose por mitad cada dos años. 

Es apto para ejercer dicho cargo todo español mayor de 25 años 
que se halle en alguno de los tres casos siguientes: 1.° Tener una renta, 
anual procedente de bienes propios de 6.000 reales de vellón á lo me- 
nos y residir y llevar á lo menos dos años de vecindad en la provincia. 
2.° Pagar desde 1.° de Enero del año anterior por contribución directa 
una cuota que no baje de 600 reales y llevar á lo menos dos años dé 
vecindad en la provincia. 3.° Poseer en ella propiedades por la que se 
paguen 1.000 reales de contribución directa, aunque no se resida ni se 
tenga vecindad en la misma. [1] 

Para computarla renta o contribución se consideran bienes pro- 
pios de los maridos los de sus mujeres, mientras subsista la sociedad 
conyugal; de los padres, los de los hijos, mientras sean sus legítimos ad- 
ministradores, y de los hijos los suyos propios que por cualquier con- 
cepto usufructúen sus padres. 

No pueden ser diputados provinciales: 1.° Los que al tiempo de 
hacerse la elección se hallen procesados criminalmente, si hubiere re- 
caído contra ellos auto de prisión. 2.° Los que por sentencia judicial 
hayan sufrido penas aflictivas, correccionales ó inabilitacion para cargos 
públicos, sino se hallaren rehabilitados. 3.° Los que están bajo inter- 

(1) Reglamento aprobado por S. M. en 26 de Setiembre de 1808 para la ejecución de la 
ley sobre el gobierno y administración de las provincias. 
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dicción judicial. 4.° Los que estuvieren fallidos 6 en suspensión de pa- 
gos ó tengan intervenidos sus bienes. 5.° Los que estén apremiados 
como deudores á los caudales públicos en concepto de segundos contri- 
buyentes. 6.° Los administradores ó arrendatarios de fincas de las 
provincias ó sus fiadores. 7.° Los ordenados m sacris. 8.° Los Alcal- 
des. 9.° Los empleados públicos en activo servicio. 10.° Los Senado- 
res y Diputados á Cortes. 11.° Los que reciben sueldo ó retribución de 
los fondos municipales. 12.° Los contratistas de obras públicas en la 
provincia. 13.° Los recaudadores che contribuciones. 14.° Los arrenda- 
tarios de derechos de consumo en la provincia y sus fiadores. 

Probado en cualquier tiempo que un Diputado se halla comprendi- 
do en alguno de los casos de las precedentes prohibiciones, debe iproce- 
derse á declarar su incapacidad legal para el ejercicio 4.e dicho cargo, 
verificándose nueva elección para su reemplazo. Uespeíjto al alcalde y 
demás individuos de Ayuntamiento cesarán en estos cargos en el día 
en que por haber sido elejidos Diputados provinciales entren á ejercer 
este nuevo destino. 

Pueden excusarse de aceptarlo: 1.° Los que habiendo cesado en él ? 
fueren nuevamente elegidos, no mediando dos años. 2.° Los sexajenarios 
ó ftsicameute imposibilitados. 3,° Los Jueces de paz. 4 o Los que al 
tiempo de la elección no se hallen avecindados en la provincia donde fue- 
ron elejidos. 

Las elecciones se hacen conforme al método adoptado y por las listas 
de electores ultimadas para elejir los Diputados á Cortes; pero con su- 
jeción también á la forma especial determinada para eátos casos en el 
reglamento para la ejecución de la .ley sobre el gobierno y administra- 
ción de las provincias; incurriéndose en nulidad de la elección en que 
no haya tomado parte La mayoría absoluta de los electores del partido. 

Las diputaciones deben celebrar anualmente dos reuniones ordina- 
rias, que durarán los días necesarios para el despacho de los negocios 
que la misma corporación señala en la primera sesión. 

También se celebran reuniones extraordinarias en los casos y para 
los objetos textualmente prevenidos por las leyes. 

Toda reunión de la Diputación provincial fuera de los casos expre- 
sados ó que tuviere un objeto distinto del que estuviere legalmente pre- 
fijado, es ilegal, nulo y de ningún valor cuanto en ella se acordase, 
sin perjuicio de la responsabilidad á que queden siqetos los Diputados. 

El Gobernador preside la Diputación siempre que asista; y si se ha- 
llare en la provincia deberá concurrir precisamente á la primera y últi- 
ma de las sesiones de cada reunión ordinaria. 

La corporación en el primer dia de cada reunión debe nombrar en- 
tre sus individuos un Presidente, y por su falta presidirá el Diputado 
de mas edad. 

Nombra también un diputado que represente en juicio á la pro- 
vincia y en los demás actos en que lo determinan las leyes y regla" 
mentos. 
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Así mismo tiene la Corporación un Secretario, licenciado en leyes 
ó en Administración 6 abogado, que será también secretario del Conse- 
jo provincial, designando aquella de entre los empleados, cuyos sueldos 
se paguen de los fondos provinciales, los que hayan de auxiliar al Se- 
cretario. 

Para formar acuerdo se necesita que esté presente la mitad mas 
uno de los diputados, pero si esta mayoría no existiese después de la 
tercera citación á los que dejaron de concurrir, despacharán los nego- 
cios urgentes los que hubieren asistido. 

Las sesiones se celebrarán á puerta cerrada, escepto en casos es- 
peciales determinados por las leyes, pudiendo nombrarse en los nego- 
cios que lo requieran una comisión ó Diputado Ponente que propongan 
la resolución que proceda. 

Las votaciones se hacen por mayoría absoluta de votos, sin poder 
abstenerse ningún Diputado de votar, pero sí salvar su voto, haciéndolo 
constar en el acta en las primeras 24 horas. 

En caso de empate se repetirá la votación en la sesión inmediata, 
y si tampoco en esta resultare mayoría decidirá el voto del que presi- 
da la sesión. 

La votación se hará por escrutinio secreto, siempre que lo pidan 
los Diputados ó recaiga sobre personas. 

Todos los concurrentes firman los acuerdos, no pudiendo publicar- 
se sino con la anuencia del Gobernador; pero si este se opusiere, debe- 
rá consultar al Gobierno dentro de 15 dias. 

Solo por conducto del Gobernador podrá comunicarse la Corpora- 
ción con el Gobierno, con las autoridades y con los particulares, excepto 
cuando tenga que elevad sus quejas contra el mismo Gobernador. 

La ejecución de los acuerdos corresponde siempre al Gobernador, 
que no podrá alterarlos ni variarlos, y si solo suspenderlos, bajo su res- 
ponsabilidad, bien sea de oficio 6 á instancia de parte, cuando en ellos 
se infrinjan las leyes, reglamentos ó disposiciones generales para su 
ejecución, dando cuenta inmediatamente al Gobierno para que éste re- 
suelva, oyendo al Consejo de Estado. 

La diputación con vista de las actas de elecciones que debe pre- 
sentar cada Diputado resuelve sobre la validez 6 nulidad de las mismas 
elecciones y sobre la aptitud de los elegidos, de cuya resolución puede 
reclamarse al Gobierno presentando el recurso al Gobernador de la pro- 
vincia en el término de 15 dias, quien en los 8 siguientes lo remitirá 
con su informe y todos los datos necesarios al Ministro de la Goberna- 
ción, llevándose á efecto el acuerdo, salvo si el Gobernador creyere que 
en este se han infringido las leyes, en cuyo caso podrá suspender su 
ejecución de oficio ó á instancia de parte, dando cuenta al Gobierno en el 
término de 8 dias con remisión de todos los antecedentes, para que oyen- 
do al Consejo de Estado resuelva lo que proceda en el término de dos 
meses, pasado cuyo término sin recibir la resolución, hará cumplir el 
acuerdo de la diputación provincial. 
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Corresponde á estas Corporacipnes, arreglándose á lo que determi- 
ne la ley de presupuestos y contabilidad provincial: 1.° Discutir y votar 
el presupuesto de la provincia. 2.° Proponer al Gobierno los recaigas 
sobre las contribuciones, los ai bi trios y empréstitos que fueren necesa- 
rios para cualquier objeto de interés de la provincia. 

Asimismo les compete, conformándose con lo que determinen las 
leyes y reglamentos: 1.° Repartir entre los Ayuntamientos de la pro- 
vincia las contribuciones generales del Estado. 2.° Señalarles el número 
de hombres que corresponden á sus respectivos pueblos para el reem- 
plazo del ejército, y decidir en las primeras sesiones y antes de proce- 
der á nuevos repartimientos las reclamaciones que se hicieren contra los 
anteriores. 3.° Nombrar y separar á los empleados y dependientes que 
estén al inmediato servicio de la Diputación y del Consejo provincial, 
cuyos sueldos ó gratificación no exceda de 6.000 reales al año. 4.° Pro- 
poner en terna para las vacantes de los cargos da Consejoro provincial 
y para todos los demás que se paguen de los fondos provinciales y no 
se hallen comprendidos en el número precedente; no pudiendo incluirse 
en ninguna propuesta á los Diputados provinciales, y continuando los 
cargos que deben proveerse por oposición ó concurso llenándose del 
mismo modo sin necesidad de propuesta. 5.° Nombrar individuos de su 
seno, que sin estipendio visiten todos los establecimientos sostenidos en 
todo ó parte por los fondos provinciales y obnas que se construyan del 
mismo modo, dando cuenta estas comisiones á la Corporación para que 
acuerde lo conveniente ó reclame donde corresponda ante el Gobierno ó 
autoridades competentes. 

Las diputaciones provinciales acuerdan: 1.° £1 modo de adminis- 
trar las propiedades que tenga la provincia, y condiciones de los arrien- 
dos. 2.° La compra, venta y cambio de propiedades de la misma. 3.° El 
uso ó destino de los edificios de la provincia. 4.° La creación ó supre- 
sión de los establecimientos provinciales que no estén determinados por 
las leyes. 5.* La construcción de carreteras que se costeen del presu- 
puesto provincial. 6.° La construcción de cualquiera otra obra de carác- 
ter provincial. 7.° Las cantidades con que determinen subvencionar 
cualquier obra pública. 8,° Cualquier cantidad que estimen conveniente 
asignar papa objetos de interés provincial. 9.° Los litigios que en repre- 
sentación de la provincia convenga intentar ó sostener. 10 La acepta- 
ción de donativos, mandas ó legados hechos á algunos fondos provincia- 
les. 11 Los establecimientos de ferias y mercados. 12 Las exposiciones 
que crea oportuno dirigir al Rey y á las cortes sobre asuntos de utili- 
dad de las provinoias, debiendo hacerlo por conducto del Gobernador. 
13 Sobre todos los demás asuntos en que las leyes les concedan el de 
recho de acordar. 

Necesitan la aprobación del Gobierno: 1.° £1 presupuesto de la 
provincia. 2.° La compra, venta y cambio de propiedades, cuyo valor 
exceda de 200.000 reales. 3.° Las obras provinciales, cuyo presupuesto 
exceda de 500.000 reales. 4.° El establecimiento de recargos ó arbitrios 
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y la subvención para obras públicas que la Corporación haya determi- 
nado subvencionar. 

Es necesaria la aprobación del Gobernador: 1.° Para las obras 
provinciales, cuyo presupuesto exceda de 200.000 reales y no llegue 
& 500.000, así como para la aceptación de donativos ó legados que lle- 
ven consigo alguna carga, y para el establecimiento de ferias y mer- 
cados. 

La autorización para contratar empréstitos provinciales será objeto 
de una ley. 

Debe oírse el informe de estas corporaciones; 1.° Sobre la forma- 
ción de nuevos Ayuntamientos, supresión de los antiguo?, unión y se- 
gregación de pueblos, ensanche de sus términos y división de bienes y 
aprovechamientos comunes. 3.° Sobre la demarcación de limites de la 
provincia, partidos y Ayuntamientos y señalamiento de capitales y ca- 
bezas de partido y de Ayuntamiento. 3.° Sobre la creación, supresión 
ó reforma de establecimientos de Beneficencia é Instrucción pública y 
otros cualesquiera determinados por las leyes, siempre que sean en todo 
6 parte costeados por la provincia. 4.° Sobre la necesidad ó conveniencia 
de ejecutar obras públicas determinadas por las leyes, que no siendo del 
cargo del Estado ó de los Ayuntamientos hayan de costearse en parte 
por los fondos provinciales 6 por los Ayuntamientos, como igualmente 
sobre toda cuestión relativa á estas obras. Y por último sobre cualquier 
otro objeto que determinen las leyes. 

Las diputaciones provinciales no pueden deliberar sobre otros a- 
suntos que los comprendidos en la ley, que son los que quedan espresa- 
dos, ni hacer por sí, ni apoyar ni dar curso á esposiciones sobre nego- 
cios políticos, ni publicar, sino de acuerdo con el Gobernador, las espo- 
sicioues que hicieren dentro del círculo de sus atribuciones, como tam- 
poco ningún otro documento, sea de la clase que fuere; pero cuando el 
Gobernador se oponga á la publicación de las esposiciones de la dipu- 
tación habrá de dar cuenta al Gobierno dentro de 15 días. 

Este, oído el Consejo de Estado, declarará nulos los acuerdos de a- 
quellas Corporaciones sobre materias que no sean de su atribución y los 
que perjudiquen al interés general del Estado. 

Las diputaciones deben dirijir todos los anos al Gobierno por con- 
ducto del Gobernador una memoria sobre el estado que tengan en la 
provincia los diferentes ramos de la Administración y las mejoras de 
que sean susceptibles, y el Gobierno antes que se reúna de nuevo la 
diputación provincial contestará dictando las resoluciones convenientes. 

El Gobernador puede en casos muy graves suspender las sesiones 
de la diputación, asi como alguno 6 algunos de los individuos, dando 
sin demora cuenta al Gobierno con el expediente; debiendo sin embar- 
go, si el caso no fuere de urjencia, consultar previamente al Gobierno, 
el que puede también suspender dichas sesiones por motivos justifica- 
dos; pero tanto en este caso, como cuando el Gobernador haya dispues- 
to la suspensión, no pasará esta de 60 días, transcurrido cuyo término, 
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volverá la corporación al ejercicio de sus funciones, si el Gobierno no 
hubiese actfrdado su disolución 6 la instrucción de causa. 

También puede el Gobierno por causas graves y justificadas disol- 
ver estos cuerpos, sin perjuicio de pasar luego, si lo creyese necesario, 
noticia de los hechos al Juez ó Tribunal competente para la oportuna 
formación de causa. Para acordar la disolución se oye previamente al 
Consejo de Estado; pero en casos urjentes podrá adoptarse esta medida 
directamente en Consejo de Ministros, aunque con obligación de dar 
cuenta documentada á las Cortes. 

También puede suspender ó separar á uno ó mas Diputados, pa- 
sando inmediatamente el tanto de culpa, al Tribunal competente para 
el fallo que corresponda, y recayendo sentencia absolutoria de todo 
cargo, serán reintegrados en el ejercicio de sus funciones. 

Disuelta una diputación, debe convocarse á nueva elección para 
su reemplazo en el término de dos me3es, no pudiendo ser reelejidos los 
individuos definitivamente separados por consecuencia de un fallo judi- 
cial hasta pasados dos añes; bien que no serán comprendidos en esta re- 
gla los que no hubiesen tomado parte en los actos que dieron motivo á 
la disolución. 



CAPITULO V. 

DE LOS CONSEJOS PROVINCIALES. 

Sumario. — Su organización. — Circunstancias necesarias para obtener este empleo. — ' 
Atribuciones del consejo. — Número de consejeros necesarios para los acuerdos. — Prohi- 
biciones impuestas & estos cuerpos. 

El Consejo provincial es una de aquellas corporaciones estableci- 
das en cada capital de provincia, para informar ó consultar al Gober- 
nador de la misma y para tomar parte en ciertos ramos de su adminis- 
tración. También es Tribunal de primera instancia en lo contencioso 
administrativo. En este capítulo solo se tratará del Consejo en el pri- 
mer concepto. 

Se compone de tres consejeros en las provincias que no lleguen á 
300.000 almas y de cinco en las demás. El Gobierno nombra los con- 
sejeros á propuesta en terna de la Diputación provincial respectiva; 
siendo remunerados con uu sueldo de los fondos provinciales. 
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Cuando el Gobernador lo considere oportuno ó el Gobierno lo 
reclame, por exigirlo así la índole especial de los negocios, podrán 
asistir también á las sesiones, pero sin voto, el Secretario del Gobier- 
no de la provincia, los Jefes de Hacienda pública, el de la sección Fo- 
mento, los ingenieros de caminos, de minas y montes y el arquitecto 
provincial. 

Para reemplazar á los consejeros en ausencias, enfermedades, re- 
cusaciones y separaciones el Gobierno puede nombrar, á propuesta en 
lista triple de la diputación provincial, un número de consejeros super- 
numerarios igual al de los efectivos; estando facultados dichos supernu- 
merarios para asistir a las sesiones; pero sin voz, ni voto, excepto cuando 
entren en ejercicio. 

El presidente de la corporación es de nombramiento del Gobierno; 
debiendo recaer en uno de los consejeros. Sin embargo, el Gobernador 
presidirá el consejo siempre que lo tenga por conveniente. A falta de 
presidente desempeña sus funciones el consejero mas antiguo en el or- 
den de nombramientos, y si éstos fueren de la misma fecha el de mas 
edad. 

El conseje tiene también un Secretario que lo es al mismo tiempo 
de la diputación provincial, y ademas los empleados subalternos nece- 
sarios. 

Para ser Consejero pro vi acial ó supernumerario se necesita ser es- 
pañol, tener 30 años de edad y alguna de las siguientes circunstancias: 
1* Pagar en la provincia 800 reales de contríbucian territorial desde 
l 9 de Enaro del año anterior á su nombramiento, considerándose para 
computar la contribución como bienes propios los mismos espresa- 
dos respecto á los Diputados provinciales. 2* Ser abogado con cuatro 
años de estudio abierto y pagar en este concepto desde l 9 de Enero del 
año anterior una cantidad superior á la cuota media que se satisfaga en 
el colegio á que corresponda ó 400 reales por contribución territorial; 
considerándose para el cómputo de ésta como bienes propios los expre- 
sados en el número anterior. 3* Haber servido cuatro años en la car-, 
rera judicial ó fiscal* 4* Haber servido cuatro años en la carrera admi- 
nistrativa con título de licenciado en leyes ó administración, disfrutan- 
do por el mismo tiempo 12.000 reales á lo menos de sueldo anual. 5. a 
Haber servido seis años cualquiera cargo de administración pública con 
el sueldo mínimo de 1*600 reales, ó haber desempeñado la plaza de Se- 
cretario de un Consejo de provincia por el mismo tiempo. 6. a Haber 
servido, previa oposición, la plaza de aspirante del Consejo de Estado 
durante seis años. 7. a Haber ejercido el cargo de Consejero provincial 
numerario por tiempo de dos años. 8. a Haber desempeñado el cargo de 
Diptado provincial. 

La mayoría de los Consejeros provinciales efectivos y la de los su- 
pernumerarios debe componerse proporcionalmente de letrados. 

Los Consejeros habrán de fijar su residencia en la capital de 
la provincia. Este cargo es incompatible con cualquiera otro em- 
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pleo público en activo servicio en la provincia donde lo ejercen, no 
pudiesdb ser elejidos individuos de Ayuntamientos ni Diputados á Cor- 
tes. 

No pueden ser nombrados consejeros: l 9 Los arrendatarios de ar- 
bitrios y contratistas de obras públicas provinciales ó municipales y sus 
fiadores. 2.° Los deudores á fondos del Estado, provinciales ó munici- 
pales como segundos contribuyentes. 3.° Los recaudadores de las con- 
tribuciones generales del Estado. 4 9 Los incapacitados legalmente para 
servir destinos públicos. 

Los consejos provinciales deben ser siempre consultados. 1.° Sobre 
la autorización ó negativa para procesar á los empleados y corporacio- 
nes de la administración de la provincia. 2? Sobre la providencia de- 
clarando la competencia ó incompetencia en los conflictos de jurisdic- 
ción y atribuciones entre la Administración y los Tribunales. 3 o Sobre 
las autorizaciones que soliciten los Ayuntamientos para adquirir ó ena- 
jenar bienes muebles é inmuebles, redimir censos, levantar emprésti- 
tos, hacer transacciones de cualquiera clase, aceptar donaciones ó lega- 
dos que se hicieren al común 6 á algún establecimiento municipal y en- 
tablar y sostener litigios en nombre del Municipio. 4.° Sobre nulidad 
de las reuniones y de los acuerdos del Ayuntamiento. 5.° Sobre vali- 
dez ó nulidad de las elecciones municipales y sobre aptitud legal para 
ejercer los cargos de individuos de Ayuntamiento. 6.° Sobre la apro- 
bación de los presupuestos municipales que excedan de 100.000 reales. 
7.° Sobre la imposición de servidumbres temporales que exijan las 
obras públicas provinciales ó municipales. 8.° Sobre la necesidad de 
ocupar temporalmente las fincas ó aprovechar los materiales contiguos 
á una obra de utilidad pública, cuando los propietarios no se confor- 
men con el parecer del Ingeniero. 9.° Sobre la declaración de utilidad 
. pública de una obra y expropiación forzosa á que diere lugar. 10. So- 
bre conceder 6 negar autorización para nuevos riegos y demás obras 
que la necesiten en el cauce ó márjen de los ríos. 11 ,° Sobre el esta- 
blecimiento de fábricas, talleres ú oficios insalubres y peligrosos en los 
casos en que determinen los reglamentos. 12.° Para los negocios en los 
cuales sea legalmente necesario el voto ó informe de la diputación pro- 
vincial, siempre que por la naturaleza ó urjencia del asunto no pueda 
esperarse á la reunión de esta, debiendo asistir en tales casos los dipu- 
tados provinciales que se hallen en la capital. La diputación en su pri- 
mera reunión acordará lo que estime para que recaiga en el expediente 
la resolución definitiva. 13.° Sobre aquellos asuntos en que por las le- 
yes anteriores debían ser oidas las diputaciones provinciales, no hallán- 
dose confirmada esta prevención en la ley vigente en la actualidad. 
14.° En todos los demás casos en que determinen las leyes y regla- 
mentos. 

Deben ademas informar los consejos sobre todos los negocios que 
el Gobernador les consulte. 

Los consejeros que hayan emitido su ditámen en los negocios gu- 
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bernativos pueden, si llegan á ser contenciosos, conocer y fallar como 
vocales del Tribunal. 

Los consejos por último están facultados para decidir: 1.° Sobre 
las reclamaciones interpuestas ante ellos con arreglo á lo prevenido en 
la ley de reemplazó del ejército. 2. La aprobación definitiva de las 
cuentas municipales, cuyos presupuestos hayan sido aprobados por el 
Gobernador de la provincia, debiendo terminar estos espedientes en el 
término de un año, contando desde el dia que se presenten en su Se* 
cretaria. De las apelaciones que se interpongan en los fallos de los con- 
sejos en los espedientes sobre cuentas municipales conoce el Tribunal 
de cuentas del Reino. 

Para acordar los consejos, tanto en lo consultivo como en los nego- 
cios cuya decisión les corresponde, deben, concurrir tres consejeros, en- 
tre ellos uno por lo meno* Letrado. En caso de empate el voto del pre- 
sidente será decisivo. En sus informes deberán citar la ley ó disposi- 
ciones, ó expresar las razones en que se funden. 

Estas corporaciones celebran sus sesiones á puerta cerrada, salvo 
los casos en que las leyes determinen lo contrario. Y no pueden apo- 
yar ni elevar pretensión alguna de cualquiera especie que sea al Go- 
bierno ni á las Cortes, ni publicar sus acuerdos sin permiso del Gober- 
nador de la provincia 6 del Gobierno. 

[1] Ley de 25 de Octubre de 1863 sobre el gobierno de las .provincias. 
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ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL. 

CAPITULO I. 

PE LOS ALCALDES, TENIENTES M ALCALDE, ALCALDES PEDÁNEOS Y OTROS B1PLEADOS. 

Sumario. — Subdivisión de las provincias en pueblos. — Idea de estos ¿ cuya ¿¡abeza 
está el Alcalde. — Atribuciones de este como delegado del Gobierno. — ídem como admi- 
nistrador del pueblo. — ídem judiciales. — Recursos contra las providencias de los Alcal- 
des. — Tenientes de Alcalde. — Alcaldes Pedáneos. — Comisarios de policía, inspectores 
de diferentes ramos, celadores y otros empleados. 

£1 territorio de cada provincia se halla dividido en pueblos con 
sus correspondientes distritos. "Para formar idea exacta dftl pueblo, 
sea villa 6 ciudad, es preciso ver en él un todo y la parte de un todo 
al mismo tiempo, es decir, una familia ó corporación particular y un 
miembro de la familia ó corporación general. Considerado bajo el pri- 
mer aspecto, tiene el pueblo una existencia colectiva, independiente, 
intereses aislados y un gobierno peculiar, con la sola limitación de re- 
conocer la supremacía del poder Soberano y acomodarse en la gestión 
de sus negocios privativos á las leyes y reglamentos. Bajo el segundo 
concepto sacrifica sus intereses de corporación al bien del Estado, res- 
peta sus leyes, obedece á sus autoridades y en suma, pierde todo ca- 
rácter de personalidad y confunde su vida propia con la vida social." [1] 

De aqui nace que el Alcalde que se baila á la cabeza del pueblo 
tenga dos caracteres con las funciones propias de cada uno, á saber, 
como delegado del Gobierno y como administrador del pueblo. 

Además/ como los Alcaldes ejercieron en toda su extencion la ju- 
risdicción ordinaria en primera instancia, no obstante habérseles privado 
de ella, les han quedado algunas atribuciones judiciales. 

[1] Dr. Colmeiro, derecho uduiinistratÍYo, segunda ediciou, tomo 1.°, capítulo 8.° página 149, 

7 
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El Rey nombra el Alcalde entre los Concejales elegidos para com- 
poner el Ayuntamiento en las capitales de provincia (1) y cabezas de 
partido, cuyo vecindario llegue L 2000 vecinos, y en los demás hace el 
nombramiento el Gobernador (te la provincia también entre los Conce- 
jales. 

Como delegado del Gobierno corresponde al Alcalde, bajo la au- 
toridad inmediata del Gobernador; l. 9 Publicar, ejecutar y hacer eje- 
cutar las leyes, reglamentos, Reales órdenes y disposiciones de la Ad- 
ministración superior. 2*»' Adoptar, donde no hubiere delegado del 
Gobierno para este objeto, como Gobernador, Alcalde Corregidor ó 
Subgobernador, todas las medidas protectoras de la seguridad personal, 
de la propiedad y de la tranquilidad pública con arreglo á las leyes y 
disposiciones de las autoridadas superiores; pudiendo requerir á este 
efecto de quien corresponda el auxilio de la fuerza armada. 3.° Ac- 
tivar y auxiliar el cobro de las contribuciones, prestando el 
apoyo de su autoridad á los recaudadores. 4 9 Desempeñar to- 
das las funciones que le señalen las leyes, reglamentos y Reales órdenes 
sobre reemplazos del ejército, Beneficencia, instrucción pública, esta- 
dística y demás ramos de la Administración. o.° Suministrar á las tro- 
pas nacionales los bagajes con arreglo á las leyes. 6.° Publicar los ban- 
dos que creyere conducentes al ejercicio de sus atribuciones; pero de los 
que dicte relativos á intereses permanentes ó de observancia constante 
pasgrá copia al Gobernador para su aprobación. (2) 

Por lo espuesto se comprende que estos jefes locajes desempe- 
ñan en sus distritos las funciones de gobierno y administración activa 
en todos sus ramos, bien que subordinados á la autoridad superior del 
Gobernador, con cuyas atribuciones guardan analogía las de aquel fun- 
cionario, á pesar de no haberse expresado todas en la ley general. Por 
lo cual nos contraeremos á algunos de dichos ramos en particular. 

Respecto á la Hacienda pública no solo tienen que cooperar, como 
se ha dicho, á la recaudación de las contribuciones y demás ingreses 
del Estado, sino que como jefes locales habrán de cumplirlos deberes 
de inspección y celo por el cumplimiento de las leyes y reglamentos, 
bneu manejo y arreglada distribución de estos caudales. 

Sobre la imprenta les incumbe ejercer la vigilancia y las demás 
atribuciones de los Gobernadores donde no los baila para evitar abusos 
perjudiciales. [3] 

En cuanto á la Sanidad, además de cumplir los Alcaldes los de- 
beres que espresa mente les imponen las leyes y reglamentos, es de su 
cargo en las ciudades en que no hay Gobernadores suplirlos en lo relativo 
á adoptar las medidas convenientes á este importante objeto, especial- 
mente en los casos de epidemia ú otros de urjeneia. 

[1] S. M. puedo nombrar libremente un Alcalde Corregidor en lugar del ordinario ó muni- 
cipal en la población donde lo juxgue conveniente, lo que regularmente practica en la» capita- 
les de provincia. Artículo 10 de la ley de 8 de Enero de 1846. 

Articulo 37 de la ley de 8 de Enero de 1845. 

Diccionario de derecho administrativo de loa Sr«a. Coa, Gayón y Cano va» del CaatiUo. 
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En los ramos de instrucción pública fcon presidentes natos de la 
junta local de primera ensefianza, en cuyo concepto es de su cargo la 
inspección principalmente de los establecimientos escuelas costeado» 
por los fondos del coman, debiendo lo mismo que los Gobernadores, vi- 
gilar por el cumplimiento de las leyes y reglamentos; pero sin mezclar- 
se en el régimen interior de aquellos, ni en la parte literaria y adminis- 
trativa, limitándose á, dar cuenta á los rectores 6 al Gobierno de cuan- 
to adviertan digno de corrección 6 reforma. (1) 

Por lo que toca á las cárceles, la ley orgánica de ellas les concede 
cierta intervención en sü régimen interior ó sea lo concerniente á su 
seguridad, salubridad y comodidad, su policía y disciplina, la distri- 
bución de los presos y su tratamiento. 

£1 Alcalde propone al Gobernador pare la plaza de alcaide, nom- 
bra los empleados subalternos, debe practicar cuantas visitas de ins- 
pección sean necesarias y precisamente una cada semana. 

Y sobre la ganadería también tiene el Alcalde asi mismo funcio- 
nes especiales que le están encomendadas, entre otras, (2) la presi- 
dencia de \n& juntas de ganaderos y la vigilancia para el fomento de es- 
ta parte de la policfa rural. 

Como administrador del pueblo corresponde al Alcalde, bajo la 
vigilancia de la administración superior: l 9 Ejecutar y hacer ejecutar 
loa acuerdos y deliberaciones de los Ayuntamiento» cuando tengan le- 
gamente el carácter de ejecutorios. Si recayeren sobre asuntos ágenos 
de la competencia de aquella corporación, que puedan ocasionar per- 
juicios públicos deberá suspender ru ejecución consultando inmediata- 
mente al Gobernador de la provincia. 2. 9 Procurar la conservación de 
las fincas pertenecientes al comnn. 3.° Vigilar y activar las obras pú- 
blicas que se costeen de los fondos municipales, 4.° Presidir las subas- 
tas y remates públicos de ventas y arrendamientos de bienes propios. 
arbitrios y derechos del común con asistencia del Síndico y otorgar 
las escrituras de compras, ventas y demás para que se halle autorizado 
por el Ayuntamiento. 5.° Cuidar de todo lo relativo á la policía urbana 
y rara!, conforme á las leyes, reglamentos y disposiciones de la auto- 
ridad superior y ordenanzas municipales. 6.° Nombrar á propuesta en 
terna hecha por el *Ay untamiento todos los dependientes de policía ur- 
bana y rural para quienes no se haya establecido un medio especial de 
nombramiento, suspenderlos y destituirlos. 7.° Velar sobre el buen des- 
empeño de los administradores y empleados de la recaudación é inter- 
vención de los fondos comunes. 8.° Dirigir los establecimientos munici 
palea de instrucción pública, Beneficencia y demás sostenidos por los 
fondo* del común con sujeción á los reglamentos especiales de estos 
establecimientos. 9.° Conceder y negar el permiso para toda clase de 
diversiones públicas y presidirlas cuando no lo haga el Gobernador. 10 
Representar enjuicio al pueblo ó distrito municipal, ya sea como actor 
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Artículo 298 de la ley de 9 de Setiembre de 1857. 

Pueden yene en el mismo diccionario en la palabra Alcaldit. 
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ó ya como demandado, cuando estuviere competentemente autorizado 
para litigar. Puede sin embargo en casos urgentes presentarse desde 
luego enjuicio, dando cuenta al Gobernador para obtener la correspon- 
diente autorización. II 9 Elevar á dicho Gobernador, y en su caso al Go- 
bierno por conducto del mismo jefe las exposiciones ó reclamaciones que 
el Ayuntamiento acuerde sobre asuntos propios desús atribuciones. 12 9 
Corresponderse con los Alcaldes de otros pueblos 6 distritos en la mis- 
ma provincia, cuando fuese necesario para arreglar intereses comunales 
6 para el mejor desempeño de sus atribuciones particulares. (1) 

Los Alcaldes además conforme á la ley orgánica de los Ayunta- 
mientos pueden aplicar gubernativamente las penas señaladas en las 
leyes y reglamentos de policía y en las ordenanzas municipales é impo- 
ner y exigir multas en papel sellado con las siguientes limitaciones. 
Hasta 100 reales vellón en los pueblos que no lleguen á oOO vecinos: 
hasta 300 en los que no lleguen á 5000 y hasta 500 en los restantes. 
Si la infracción ó falta mereciese por su naturaleza penas mas severas 
deberán instruir la correspondiente sumaria y pasarla al juez ó tribu- 
nal competente; siendo de advertir que habiendo ocurrido la duda con 
motivo de» la publicación del código penal sobre si aquellos como fun- 
cionarios administrativos podrían continuar imponiendo multas, se re- 
solvió afirmativamente; pero sujetándose en el tanto de la multa á lo 
dispuesto en el mismo código respecto á la corrección de las faltas. [2] 

Estando subordinados los Alcaldes al Gobernador de la provin- 
cia, pueden ocurrir á este los que se sientan agraviados de las provi- 
dencias de aquellos en los asuntos político-gubernativos para que re- 
suelva lo que estime justo y 'conveniente. 

Si un Alcalde dejase de ejecutar algún acto prescrito por la ley. 
el Gobernador, después de haberlo requerido oficialmente para su eje- 
cución, deberá proceder á su cumplimiento ya por si. ya por medio de 
comisionados, dando en seguida parte al Gobierno para la resolución 
que corresponda. [3] 

También puede el Gobernador, en caso de falta grave del Alcalde, 
suspenderlo, dando cuenta al Gobierno y pasando, si lo creyese necesa- 
rio, noticia de los hechos al Tribunal competente para que proceda con 
arreglo á derecho á la averiguación y castigo del culpable. 

El Alcalde podrá señalar á los tenientes de Alcalde los ramos de 
administración comunal que deban cuidar en todo ó en parte, y las atri- 
buciones que tenga por conveniente delegar en ellos. 

También está obligado á dar un parte semanal al Gobernador so- 
bre el orden público y sanidad [4] y á remitirle anualmente un estado 
de las prisiones hechas y de las penas impuestas gubernativamente por 
el mismo Alcalde ó sus tenientes: otro de los que habiendo cumplido 

(1) Artículo 74 de la citada ley de 8 de Enero de 1845. 

[2] Real orden de 11 de Marzo de 1850. 

[3] Artículo 76 de la ley de 8 de Enero de 1845 y 70 del reglamento. 

[4] Reales órdenes de 22 de lebrero y 3 de Mayo de 185*5 y otras anteriores. 
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sus condenas hayan quedado sujetos á la vijilancia de las Autoridades; 
una nota de la existencia de cereales, consumo y expui tacion¿ y por úl- 
timo, enviar á la Administración de Rentis en los primeros dias de ca- 
da mes un estado de las multas cobradas durante el mismo. [1] 

El Alcalde ha de valerse del secretario del Ayuntamiento, excepto 
en las poblaciones en que el Gobierno disponga que tenga uno particu- 
lar, en cuyo caso será nombrade por el mismo Alcalde, como igual- 
mente los dependientes de la secretaría. 

Las atribuciones judiciales que competen á los Alcaldes y á sus 
tenientes son: 1.° Instruir las primeras diligencias de oficio ó á instan- 
cia de. parte para la averiguación de los delitos perpetrados fen su de- 
marcación, arrestando á los que aparezcan culpables, recibiéndoles la 
declaración indagatoria, si dentro de veinte y cuatro horas no hubieren 
podido remitir lo obrado al Juez del partido, como deben verificarlo sin 
demora y haciéndole la correspondiente participación del procedimiento 
desde que dicten el auto de oficio. 2.° Presidir y determinrr los juicios de 
faltas de que trata el código penal, arreglándose á sus disposiciones en 
cuanto á las correcciones que impongan y sobre el orden de proceder á lo 
dispuesto en la ley provisional reformada para la aplicación a) mismo có- 
digo, oyendo las apelaciones para ante los jueces del partido. 3.° Desem- 
peñar las funciones que determinan las leyes y evacuar las diligencias y 
comisiones que le confiereb, asi en lo criminal, como en lo civil los antedi- 
chos jueces de partido; adtuando en todos estos casos por ante escribano 
y estando sujetos á la autoridad judicial superior. 

TIMliffilS II ALCALDE. 

Los tenientes de Alcalde son nombrados del mismo modo que los 
Alcaldes; su número es proporcionado á la población y sus funciones las 
mismas de los regidores y además, como se ha dicho, puede el alcalde se- 
ñalarles los ramos de la administración municipal de que deban cuidar 
y las tribuciones que tenga por conveniente delegar en ellos, (2) des- 
empeñando también las judiciales que se les cometan por la autoridad 
competente 6 les concedan las leyes y reglamentos. 

ALCALH8 HIANM8. 

Cuando el distrito de un Ayuntamiento se compusiere de varias 
parroquias ó feligresías apartadas entre sí, se nombra por el Gobernador 
de la provincia á propuesta del Alcalde respectivo, de entre les electo- 
res de la misma población, un Alcalde pedáneo para cada una de ellas, 
si no residiere un Teniente [3] Los Alcaldes pedáneos como delegados 

O) Articulo 54 de la instrucción de 1? de Octubre de 18ot. 

(1) Articulo 86 de la ley citada de Ayuntamientos de 8 de Enero de 1845. 

'3) Articulo 11 de la citada ley. 
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del Alcalde ejercen fea fondones que éste les señale y asiste» ai Ayua* 
tamienta siempre que se trate de asuntos de interés especial de en de- 
marcación Jara dar los informes que se les pidan; pero sin voto. 
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Hay también en las poblaciones otros empleados de la administra- 
ción que son ajantes de ejecución. Estos son los comisarios encargados 
de ejecutar las leyes concernientes al buen orden y de dispensar pro- 
tección y velar por la seguridad de las personas y propiedades, estando 
bajo las inmediatas órdenes de los Gobernadores en las capitales de 
provincia. 

Asi mismo hly celadores distribuidos en los barrios en que est£n 
divididas las poblaciones, encargados de las mismas funciones en cada 
uno de ellos. 

Igualmente hay inspectores de Administración de diferentes ra- 
mos, como son de instruocion pública, de Aduanas, oomisarios de mon- 
tes, subdelegado» de Sanidad* ingenieros de caminos, directores de ca- 
minos vecinales y otros, 

Los empleados en la secretaria del Gobierno provincial, de las al- 
caldías y otras ofiónasjmstrayen los expedientes preparando la acer- 
tada resolución para el mejor servicio. 



CAPÍTULO n. 

ttiMAtintTilttims. 

Sumario. — Definición de los AyattAttiénto*.— Su origen. ^-Su organización. — Sus 
Atribuciones. , 

Aytintaihieatto es la junta ó corporación compuesta de cierto nú- 
mero de funcioharieb vecinos y presidida por la primera autoridad local 
administrativa pare, cooperar a la adiiinistracion interior 6 municipal 
de cada pueblo. LlámáJse también Cabildo, Concejo y Municipalidad. 

Muy antigua es en España la institución de los Ayuntamientos. 
El fuero de León dado por Alonso Y. en 1020, es el primer monumen- 
to histórico en que se hace referencia de estas corporaciones suponién- 



— 66=- 
dotes y¿ exiatwWe. Qréeee «09 fimdlJ&ettto que tuvieron m origen 
eg los aciagos tiempos de las guerra oohIqs wrriiow^ydel&udalv^ 
para Ja defensa y ceftservfrcio» ¿0 los pueble y para el cuidado de loa 
freses .comunales, wte e», de 1a policía w**ua y ruraJL, de *us aguas, 
de 943 pwta?, de «us terrenos ee&cqüe* y de todo Jo que no era de fe 
jupien *n general, ni de ningún individuo en particular <^q few&ad de 
mueblar loe ofiwtfes subalternos, <e«no eseribeae, id almotacén y 
otros. Crearon estos cuerpos nuestros Monarcas ¿lo* aprobaron, dandi) 
mas ensencbe 4 sus facultades, y permitiéndole* w aójente el go- 
bierno ecopémico de cada localidad, sino el gemelo de la jurisdicción 
civil y criminal que ejercían loa AteakJee, oon otr*i prerogativ», 

Para la doteeóon de los oficies eufealterwe, aeateuiroieiLto y de- 
coro de la corporación, obras pública* y demás gastes de loa pueblos 
tenían los Ayuntamientos biwep raicea, fe»dee <í heredado* iaageaables, 
llamados propios, y cuya admwistmeáo» siempre ha estado 4 ¡su cargo. 
A falte de propios se impusiere* arbitrios ó derechos sobre ciertos ra- 
mos, especialmente de ccpisumo. 

Muy diversa ha sido la organización de las municipalidades. £1 
vpto de líos vecinos elogia al principio, y también se sacaban por suerte 
los concejales: époeas hubo en que llegaron estos oficios 4 vincularan 
en la nobleza; y otras en que se proveían por las Audiencias 4 pro- 
puesta en tema de la corporación, b^sta que íntimamente se les res- 
tituyó su primitiva forma de constituirse por medio de la elección. 

En la calidad y ostensión de sus atribuciones tampoco hubo ¿uni- 
formidad; pues además del cuidado de Jos intereses locales, obtuvieren 
grande influencia en el gobierno político de todo el Reino» 

Sin detenernos w la prolija historia de las municipalidades, dare- 
mos una sucinte idea <de su actual organización y de las atribuciones 
que les corresponden y determina la ley vigente [X] como las m4s 
análogas 4 su índole y naturaleza. 

Compónense los Ayuntamientos de un Alcalde que los preside, de 
cierto números de Regidores, fijado en proporción 4 la poblemctt, y del 
Sindico, sacados todos entre los concejales elejidos poar les rocino* mas 
pudientes mayores de 25 años y por los demás á quienes eaütá conce- 
dida esta facultad y son: los individúe de las Academia* Sspa&ola, 
de la Histeria y de San Femando; los doctores y licenciados, lee indi- 
viduos de los cabildos eclesiásticos, los curas párrocos y sus tenientes, 
los magistrados, jueces de primera instancia y promotores fiáosles, los 
empleados, cuyo sueldo llague 4 diez mil reales anuales, los «oficiales 
retirados del ejército y armada, los abogadee, médico* y cjiítywo* eon 
dos años de ejercicio, los exquiteetes, pintores y escultores con título 
de académicos en alguna de las academias de uofrles antee, y los ¡pro- 
fesores y maestros de cualquier establecimiento de enseñanza costeado 
de los fondos de propios. 

No pueden ser electores log que se hallen procesados oriminalmen- 

(1) . J+j or¡¿*i*» 4e loa Ayt»*fna*nto8 d* S d*.$nw> * ^SéT \ ~" 



— 56^ 
te, los que por sentencia judicial hayan sufrido penas corporales aflic- 
tivas ó infamatorias y no hayan obtenido reabilitacion: los que se ha- 
llen bajo la interdicción judicial por incapacidad física ó moral: los que 
estuviesen fallidos 6 en suspensión de pagos, 6 con sus bienes interve- 
nidos, los que se hallen apremiados como deudores á los fondos del Es- 
tado 6 a los comunes de los pueblos en calidad de segundos contribu- 
yentes y los que en virtud de sentencia judicial se hallen bajo la vigi- 
lancia de las autoridades. 

En los pueblos que no pasan de sesenta vecinos todos los electo- 
res son elegibles. En los demás lo son los principales contribuyentes, 
exceptuando á los que les está prohibido, á saber, los ordenados in sa- 
cris, los empleados en activo servicio, los que perciben sueldo de los 
fondos municipales ó provinciales, los arrendatarios de los propios, ar- 
bitrios y abastos de los pueblos y sus ñadores. 

El cargo de concejal es gratuito, honorífico y obligatorio. Pueden 
sin embargo excusarse de servirlo los mayores de sesenta años, los físi- 
camente impedidos y los diputados á Cortes y de provincia, hasta un 
año después .de haber cesado. 

El número de concejales está fijado en proporción á la población, 
no pudiendo bajar de cuatro ni exceder de treinta y ocho, escepto en 
Madrid, que son cuarenta y ocho, y se renuevan cada dos años por mitad. 

Practicada la elección en la forma que previene la ley, la aprueba 
el Gobernador déla provincia, decide las reclamaciones contra la elec- 
ción y sobre las escusas y nombra en su caso el Alcalde y también los 
tenientes. Los demás se titulan Regidores, y en la primera sesión elige la 
corporación entre estos últimos el que en aquel año ha de desempeñar las 
funciones de Síndico, y 4 quien se oye por escrito y de palabra en los 
negocios en qeu entiende la corporación. El mismo Gobernador puede 
presidir las sesiones de los Ayuntamientos de su provincia. 

Las atribuciones privativas de los Ayuntamientos son: 1.* Nom- 
brar bajo su responsabilidad los depositarios y encargados de la inter- 
vención de los fondos del común donde sean necesarios, y exijirles las 
competentes fianzas. 2.* Admitir, bajo las condiciones prescritas en las 
leyes 6 reglamentos, los facultativos de medicina, cingla, farmacia y 
veterinaria, los maestros de primeras letras o los de otras enseñanzas 
que se paguen de los fondos del común. 3.* Nombrar lo* empleados y 
dependientes de su inmediato servicio. 

También les compete arreglar por medio de acuerdos, conformán- 
dose con las leyes y reglamentos: l. 9 El sistema de administración de 
los prppios, arbitrios y demás fondos del común. 2.° El disfrute de los 
pastos y demás aprovechamientos comunes, en donde no haya un régi- 
men especial legítimamente autorizado. 3. 9 El cuidado, conservación y 
reparación de los caminos y veredas, puentes y pontones vecinales. 4. u 
Las mejoras materiales de que sea susceptible el pueblo, cuando su 
costo no pnse de doscientos reales de vellón en los pueblos de menos de 
d oscientos vecinos, de quinientos, en los de doscientos á mil vecinos, y 






de dos mil en los restantes. 5.° La repartición de granos de los pósi- 
tos y la administración y fomento de estos establecimientos. 

Los acuerdos tomados por los Ayuntamientos sobre cualesquiera 
de estos objetos, son ejecutorios. Sin embargo, el Gobernador Civil 
puede de oficio ó á instancia de parte, acordar su suspensión, si los 
hallare contrarios á las leyes, reglamentos ó reales órdenes, dictando 
en su conformidad, y oído previamente el consejo provincial, las provi- 
dencias oportunas. 

Deliberan los cuerpos municipales sujetándose 4 las leyes y regla- 
mentos: 1.° Sobre la formación de las ordenanzas municipales y regla- 
mentos de policía urbana y rural. 2.° Sobre las obras de utilidad pública 
que se costeen de los fondos del común. 3.° Sobre las mejoras materia- 
les de que sea susceptible el pueblo, cuando su costo pase de las canti- 
dades señaladas. 4.° Sobre la formación y alineación de las calles, pa- 
sadizos y plazas. 5.° Sobre los arrendamientos de fincas, arbitrios y 
otros bienes del común. 6 9 Sobre el plantío, cuidado y aprovechamien- 
to de los bosques y montes del común, y la corta, poda y beneficio 
de sus maderas y lenas. 7.° Sobre la supresión, reforma, sustitu- 
ción y creación de arbitrios, repartimientos ó derechos municipales, y 
modo de su recaudación. 8.° Sobre los establecimientos municipales que 
convenga crear ó suprimir. 9.° Sobre la enagenacion de bienes, mue- 
bles é inmuebles y sus adquisiciones, redención de censos, préstamos 
y transacciones de cualquier especie que tuviere que hacer el común. 
10. Sobre el establecimiento, supresión ó traslación de ferias y merca- 
dos. 11. Sobre la aceptación de las donaciones ó legados que se hicieren 
al común, ó á algún establecimiento especial. 12 Sobre entablar algún 
pleito en nombre de la municipalidad. 13 Sobre conceder socorros ó 
pensiones individuales á los empleados de la misma corporación, en re- 
compensa de sus buenos servicios, é igualmente á sus viudas y huér- 
fanos. Sobre los demás asuntos y objetos que las leyes y reglamentos 
determinen; pero estos acuerdos deben comunicarse al Gobernador de 
la provincia, sin cuya aprobación ó la del Gobierno, en su caso, no pue- 
den llevarse á efecto. 

En el repartimiento de las contribuciones y en las quintas tienen 
los Ayuntamientos la intervención que les señalan las leyes; y en los 
casos que estas lo previenen, y cuando lo disponga el Gobernador ó los 
Alcaldes, evacúan las consultas ó informes que les pidan; pero no pue- 
den deliberar sobre mas asuntos que los ya esplicados, ó sobre los que 
en adelante se les señalen, ni hacer por sí, ni prohijar ni dar curso á ex- 
posiciones sobre negocios políticos, ni publicar sin permiso de aquellos 
jefes las exposiciones que hicieren dentro del círculo de sus atribucio- 
nes ni otro pppel alguno. 

El Gobernador Civil puede, en caso de falta grave, suspender al 
Ayuntamiento, al Alcalde y cualquiera de los concejales, dando en se- 
guida cuenta al Gobierno, y éste, mediando justa causa, puede desti- 
tuir k un Alcalde, Teniente ó Regidor y aun disolver un Ayuntamien- 

8 
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tü ? páSándb, si» Wtitte'üéééfetóí^ aktóciá; de I<te hecWotf al Tribunal 
competente jA*tt^ü« l £ftCé&'€Wh 'sttfgM'&'aaréch» étoaverfgü&cíoft y 
c&stfgfl dfe loB ctffya«tó; y d&rótádá lá'dSsülütíon debe ptfbcedlerse á 
nuévá' elWétotf, pttdietidó el ; Gobierno n(rta&tttf dé lótf concejales de 
l¿s tíñoS anteriores, tí dé' 16i? vecinos elé^Mé*' lis que htfni de cotá^ner 
el' Aytfntatóíetató interihó. 

A los Ayuntáíhilentos compete la administración dé loa propios; 
que son, como se dijo al principio, las heredades, casas y otros cuales- 
quiera bienes que tienen líls ciudades y pueblos para 16* gasto* de la 
localidad y dé \k misma corporación; y á falta de ellos, se acude á los 
arbitrios o derecfros impuestos con la competente autorización. 
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CAPICULO I. 
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decidas las leyes y demfis disposiciones dictadas con este objeto y res- 
petada la autoridad protectora de la misma sociedad y de los individuos 
que la componen. 

Al Gobierno incum.be esta vigilancia en todo el reino estando á car- 
go principalmente del noinisterio de la Gobernación, y en las provincias 
y pueblos al de los Gobernadores y Alcaldes, vigilancia que deben ejer- 
cer constantemente cada uno en su demarcación respectiva, ora por sí 
' mismos, ora por medio de los demás funcionarios - del ramo, cuidando 
que no se perturbe el sosiego público, ni sufran ofensa alguna los indivi- 
duos en sus personas ni en sus derechos é intereses. 

Para esto están divididas los poblaciones en cuarteles ó barrios, y 
encargado el celo en particular de cada uno de ellos á uno de los Regi- 
dores y á los comisarios ó celadores de policía. Estos deben rondar en 
su demarcación durante la noche auxiliados de la fuerza armada, y en 
caso necesario de los vecinos, fijando mas particularmente su atención 
en las fondas, café,* y en los demás establecimientos y lugares donde 
haya concurrencia de gente, á fin de atajar cualquier desorden, hacer 
dispersar toda reunión perjudicial, valiéndose de los medios convenien- 
tes, que se cumplan los bandos de buen gobierno y arrestar á los per- 
turbadores, á las personas que infundan sospecha y á las escandalosas. 
Este servicio también lo prestan en los pueblos de considerable vecin- 
dario los serenos durante la noche y en los campos las partidas de se- 
guridad y los agentes de la administración. De todo lo cual sé colije 
que el objeto de la policia de seguridad es refrenar el crimen y que la 
inocencia viva t ranquila. 

Los demás deberes propios de dicha policía son, entre otras: l 9 
Formar padrones exactos de los vecinos de cada pueblo con espresion 
de la edad, sexo, estado, profesión y naturaleza. 2- Expedir y visar con 
arreglo á las disposiciones vijentes los pasaportes y cédulas de vecin- 
dad á los que viajen. 3? Conceder permiso para establecimientos de po- 
sadas, fondas, cafés, billares, tiendas de comestibles, para vender mer- 
cancías por las calles, como también para toda clase de diversiones, y 
cuidar que en todos estos lugares no se altere él orden y que en ellos 
se observen los bandos y reglamentos, exigiendo las multas y aplican- 
do las correcciones que en ellos se imponen á los contraventores. 4 9 Re- 
cojer los hijos de familia prófugos de la casa paterna, entregándolos á 
sus padres con prevención de que los destinen inmediatamente á un 
oficio ú ocupación honesta. 5 9 Arrestar á los que profieran expresiones 
subversivas, á los ebrios, á los vagos, á los indiciados en cualquier de- 
lito, á los jugadores de oficio y mal entretenidos, para que en su caso pro- 
ceda contra elloíj la autoridad judicial; y con el mismo fin perseguir á los 
ladrones de los pueblos y caminos y acordar recompensas á los aprehen- 
sores cuando se estime conveniente. 6 9 Impedir las reuniones tumultua- 
rías que amenacen la tranquilidad de las poblaciones, de los campos y 
caminos y las coaliciones de jornaleros para hacer subir los precios de los 
jornales, y en suma, velar por el orden público y que el territorio de 
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su demarcación no sufra trastorno, ni la menor perturbación, y que 
puesto el criminal á disposición de la justicia sufra el tnerecido castigo. 

No menos importantes son para la conservación del orden las dis- 
posiciones ó medidas adoptadas para contener los bullicios ó motines, ó 
sean las reuniones de personas armadas para negar la obediencia á las 
leyes y á las autoridades, turbando la tranquilidad y sosiego público. 
En estos casos todos quedan sujetos á las providencias que expida la 
autoridad administrativa, sin que valga fuero alguno especial. (1) 

Como estos bullicios suelen prepararse con pasquines y otros pape- 
lea sediciosos, fijándolos en puestos públicos ó distribuyéndolos, la mis- 
ma autoridad ha de estar muy vigilante para precaver y cortar sus con- 
secuencias procediendo al arresto de los expendedores y cómplices, 
entendiéndose por tales los que los copiaren, leyeren ú oyeren leer sin 
denunciarlos prontamente. 

Advertido el bullicio ó resistencia de muchos á los majistrados pa- 
ra faltarle á la obediencia ó impedir la ejecución de las órdenes, ó dis- 
posiciones generales ó particulares, la autoridad superior gubernativa 
debe hacer publicar un bando para que incontinenti se separen las gen- 
tes que hagan el bullicio, apercibiéndolas de que en caso de no cum- 
plirlo, se les castigará con las penas legales, y declarando qué serán 
tratados como reos y autores del motín todos los que se encuentren 
reunidos en número de diez personas. También se prevendrá se retiren 
á sus casas cuantos se hallen en las calles con «cualquiera motivo, y que 
de lo contrario serán tratados como inobedientes al bando, que se fijará 
en los sitios públicos, y los que obedecieren retirándose pacificamente 
á sus habitaciones serán indultados, á menos que resulten autores del 
bullicio, igualmente se ordenará que se cierren todas las tabernas, ca- 
sas de juego y oficinas públicas, y para evitar que los revoltosos se 
apoderen de las campanas y toquen á rebato, debe la autoridad civil de 
acuerdo con la eclesiástica, hacer que se resguarden los campanarios, y 
que se cierren las puertas de las iglesias para evitar irreverencias, tam- 
bién se han de asegurar las cárceles, presidios y casas de corrección, á 
fin de que no haya violencias y evitar que dando libertad á los 
presos y reclusos, se aumente el número dé los amotinados. Con el au- 
xilio de la fuerza pública se hará que las patrullas recorran las calles, 
que se ilumine la población, si fuere de noche, y se adoptarán todas las 
medidas conducentes al restablecimiento del orden. 

Si todo esto no fuere suficiente para lograrlo, se procederá por me- 
dio de la tropa á aprender á los bulliciosos e inobedientes que perma- 
nezcan en su criminal propósito inquietando el vecindario, y si hicieren 
resistencia, se usará contra ellos de la fuerza hasta reducirlos á la obe- 
diencia, cuidando de que no haya confusión y de separar los vecinos 
honrados de los culpables, contra quienes se instruirá y determinará la 
causa con arreglo á derecho. 

Por último, está declarado que las concesiones hechas por via de 

(1) Lejes 4. * y 5. * , titulo 11, libro 12 Novísima Recopilación. 
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«onada ó <wMnacrori son nulas con pvohüieion los bulliciosas de tener 
representación mientras peroamegcán inobedienffces, y de capitular con 
la autoridad ni de admitirles exposiciones, ni' de enviar mensajes, los 
cuales nadie deberá aceptar; mas luego se separen y obedezcan, se oirán 
sus quejas y se pondrá pronto remedio en lo qjue fueare arreglado y 
justo. (1) 

Si la conmoción tuviere por objeto trastornar el orden de gobierno 
establecido, se publicará «1 bando, y pasado el corto término señalado 
en él para la dispersión y sumisión de los amotinados, se hará uso de la 
fuerza armada, quedando todos los culpables sujetas á ser juzgados mi- 
litarmente, (2) por ser esjte u^o de los delitos mas graves. 

En los bullicios ó tumultos populares y en las revoluciones es 
cuando los jefes encargados de la, seguridad y orden publico han de 
emplear mas su prudencia, celo, energía y valor; pues hacer conservar 
este orden y la obediencia á las leyes es su primer deber y el mayor 
servicio que pueden prestar al astado. 

Deben finalmente ser objeto de los. acuerdos y vigilancia de Ja Ad- 
ministración, ademas de las medidas de seguridad ya expuestas. 1* Las 
reglas oportunas sobre el domicilio y conducta de los vecinos, la .prohi- 
bición de la embriaguez y todos los excesos- capaces de turbar el orden. 
2* La fijación de las horas en que deben cerrarse las casas públicas y 
de pasatiempo. 8* Las precauciones necesarias para evitar los daños 
que puedan hacer alias personas los carruages, las bestias y los anima- 
les nocivos que transitan por las poblaciones. 4* Las prescripciones di- 
rigidas á precaverlos incendios que puedan ocasionar los depósitos de 
pólvora y las materias combustibles mal colocadas, los hornos, fábri- 
cas &c. y en el caso de experimentarse esa calamidad por cualquier 
motivo, ya sea en las poblaciones ó en los campos, las medidas condu- 
centes á utilizar los esfuerzos comunes. del vecindario, de loe bomberos 
donde los hubiere y de la fuerza armada para atajar los progresos del 
incendio, evitar desórdenes, protejer las personas é. intereses y dismi- 
nuir en cuanto sea posible las desgracias. 5* Las disposiciones que tien- 
dan á impedir el abuso de las armas, especialmente de las prohibidas. 
6* Las que tengan por objeto pro venir los daños que puedan ocasionar' 
las obras publícasela colocación de^ndamios y la apertura de zanjas ó 
pozos &c. 7* Las que igualmente se dirijan «á evitar los. per juicios posi- 
bles por la colocación de objetos 4fe»ai voseen parajes -públicos, asi como 
los que puedan e*breveitii>¡& ciertas 4i versiones,, como: fuegos artificia- 
les, cencerradas y m6soara^d4isfr»ces, todas laa cuales, por regla gene- 
ral están prohibidas, penüitiéndoseiSOlamente > qon Jas* debidas precau- 
ciones, y en suma/ todas ks conducentes á/ mantener eL orden y *1 so- 
siego publico y á evitar toda 4kse de peijtttcios , al vecindario, ouyas 
prevenciones en su mayor parte están contenidas, en las ordenanzas i 
nicipales y en los bandos gubernativos. 

(1) .Ley 5. * , titulo 11, libro 12 Novísima Recopilación ya citada. 
(2) Uj de 17 de Abril de 1821 resabíemela en 1835. 
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PASAPOOTK Y CIICLAS H TKHMI. 



£1 buen orden y la policía do seguridad requieren que las personas 
que vienen del extranjero ó que viajan dentro del país sean conocidas de 
los encargados de la administración, á fin de protejer á las que fueren 
honradas, perseguir á los criminales y vigilar á los que infundan sospe- 
cha^ para lo cual se ha establecido el uso de los pasaportes y cédulas 
de vecindad. 

Los pasaportes son unos documentos que acreditan que los porta- 
dores de ellos son merecedores de la protección de las autoridades, y 
ningún individuo, ya sea español ó extranjero, puede viajar sin llevar 
este documento despachado, por la autoridad competente conforme áks 
reglas siguientes: 1* Es privativo del ministerio de Estado el expedir 
los pasaportes de los Principes, Embajadores, Ministros y otros cuales- 
quiera agentes diplomáticos nacionales y extranjeros, de los encargados 
de comisiones del Gobierno fuera do tíspa2a y délos correos para el ex- 
tranjero. 2* Se despachan por los demás ministerios los délas primeras 
dignidades de cada ramo; siendo de advertir qtie los expedidos por un 
Ministro Secretario del despachó, no necesitan las señas del portador, 
ni el refrendo de la autoridad del pueblo donde el viajero pernocte. 3* 
Los demás pasaportes, excepto los de los militares que deberán ser des- 
pachados por los jefes respectivos, se dan por los Alcaldes dé cada pue- 
blo, 1 menos en los casos que corresponda á los Gobernadores de provin- 
cia, y son los que se expiden en las provincias litorales y á los que va- 
yan ó procedan de país extranjero, pudiendo también expedirlos y vi- 
sarlos á los que los pidan para fuera de la misma provincia. 

Ningún pasaporte -puede ser refrendado cumplido el término que en 
él se exprese, y el que ío tuviere cumplido será considerado como si no 
lo llevase. 5* Los estranjerosno pueden viajar sin pasaporte refrendado 
por los agentes consulares ó diplomáticos de España en los paises de 
donde procedan, <S por las autoridades españolas, si el pasaporté hubie- 
re sido dado por los agentes consulares ó diplomático^ del extranjero 
residentes en España. Los que fueren hallados viajando con pasaporte 
falto de este requisito, deberán ser detenidos dándose parte al Gobierno 
6 á la autoridad que corresponda; si hubiesen llegado por mar sin pasa- 
porte 6 no lo tuvieren en los términos indicados, no podrán desembarcar 
nuestro territorio, y si lo hicieren se les expulsará inmediatamente. 6* 
Tampoco podrá desembarcar ningún espaaol que no esté provisto de él 
exceptó los individuos de la tripulación, á quienes basta estar incluidos 
en el rol ó matrícula que lleva el capitán del buque. 7* Y por último, 
los extranjeros procedentes de Madrid deberán llevar precisamente pa- 
saporte de los Embajadores de su nación ó de los que hicieren sus ve- 
ces, visados por el ministerio de Estado, sin cuyo requisito no podrá 
hacerlo la autoridad civil; y el refrendó de los pasaportes de los extran- 
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jeros transeúntes corresponde á los Capitanes Generales y en su de- 
fecto á los Alcaldes. (1) 

Para viajar de un pueblo á otro de la Península é islas adyacentes 
se han suprimido los pasaportes; en lugar de estos documentos los viaje- 
ros deberán llevar cédulas de vecindad despachadas con vista de los pa- 
drones de cada pueblo, sin necesidad de presentarlas, como no sean pe- 
didas en nombre de la autoridad. 

Las cédulas se reparten á domicilio á todo el que estuviere empa- 
dronado, despachándolas los Gobernadores, los Alcaldes y los Comisa- 
rios de vigilancia; dejbiendo renovarse en Enero de cada ano. 

Las cédulas son de cuatro clases: 1 .* Para las personas acomoda- 
das cabezas de familia.. 2* Para las cabezas de familia pobres y otras 
personas exceptuadas de pago. 3* Para los de diez años arriba depen- 
dientes de cabezas de familia. Y 4* Para los sirvientes. 

No se expide cédula á los que no estén empadronados, ni á los que 
no obtengan la anuencia de los padres ó cabezas de familia de quienes 
dependan, ni á los que en virtud de disposiciones de los Tribunales de- 
ban residir en un punto determinado. v 

Los Gobernadores y las autoridades inferiores pueden negar 6 re- 
cojer las cédulas en pasos especiales, y cuando lo hagan estas últimas 
deberán dar parte para su aprobación. A los extranjeros transeúntes les 
sirven de cédulas sus pasaportes; pero habrán de sacarlos los domicilia- 
dos en España, los cuales se titulan de residencia con expresión de la 
naturalidad del interesado. 

La falta de cédula es causa legal para la detención de los que no 
la tengan y para la imposición de las penas establecidas á los que no 
estén empadronados en los pueblos de sti residencia y carecían de pa- 
saporte cuando se despachaban estos documentos. 

Además, todo el que llegue á un pueblo sin cédula de vecindad y 
no se presente dentro de dos dias, y en la corte en el de tres, al Alcal- 
de ó Comisario á explicar satisfactoriamente aquella falta, debe ser de- 
tenido y calificado como vago, á no ser que dos vecinos honrados y bien 
acomodados respondan de su conducta y que en un término prudencial 
justifique su procedencia. (2) 

PIR8ECÜ8I0N BE VAGOS Y IKIMWS. 

La ociosidad, siendo habitual hace al hombre inútil para sí, y gra- 
voso al Estado, como que se halla predispuesto á delinquir. Con razón 
han tratado las leyes de castigarla previniendo la persecución y pronto 
destino de esta clase de culpables. 

Son vagos los que no poseen bienes ó rentas, ni ejercen habitual- 
mente profesión, arte ú oficio, ni tienen empleo, destino, industria, ocu- 

[11 Beal orden de 12 de Agosto de 1828. 

[21 Heal decreto de 16 de Febrero de 1864 é instrucción t>m la ejecución. Real orden 
de 26 de Enero de 1867, 
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paciop lícjta ó ^Igup ojro me4¡o legitimo y conocido de subsistencia, 
aun cuando sean casados y tengan domicilio. 

El vago cjfltip ser castigado con arresto mayor á prisión correc- 
cional y sujeción á ty vigilancia de ty autoridad, según el grado de 
culpa. [1] 

£a men4jci4ad sin Ja correspondiente licencia se equipara á la 
yagapcia y ppgvdifia á ios verdaderos indíjentes. No se consicíera que 
realmente es pobre pl que no obtiene aquel permiso, <pie solo se conce- 
de £ Jps impedido? ^ trabajar cuando no existan estabi^cimjenios de 

fel es <ju$ pl que ^actualmente pide limosna sin dicho permiso 
debe ^ewó^pWo & la$ penas de arresto rn^yor y sujeción á la vigilan- 
cia ,d? Uy^tQrid^. [£j « 

Cuando el mendigq pu^ierp proporcionarse el sustento con su tra,- 
b^ó fuese mepor #e cftpjpe años, la^toridad administrativa tp.márá 
las proyiáenci^s cvnflucente^ para proporcionárselo. 

JUICOS FRMUBIMS. 

Corresponde á la policía £e orden la persecución de loa juegos de 
envite y azar, á fin de precaver las funestas consecuencia* que a Jfp 
familias y á la sociedad acarrea este vicio por la ruiqa de k$ fortuna, 
repugnancia al trabaje, y por los otros delitos á que realmente da 
ocasión. ' 

Los banqueros y dueños de casas de jifego de suerte, eftvitgj&agar 
y I09 empresarios y expendedores de billetes de rifas np antojadas 
son castigados con las penas de arresto mayor y multa da 2ff 4 2QQ pe- 
sos, y en caso de reincidencia con las de prisión CQrreaciqnaly dpbte g&jl- 
ta. Los jugadores que concurren á aquellas casas son penaos con ar- 
resto mayor y multa de 10 á 100 pesos, Y los que en el juego. 9WP 
medios fraudulentos para asegurar la suerte son castigados como esta- 
fadores. Los muebles de la habitación y los instruv&^fóp, ojotos y 
útiles destinados al juego ó rifq caerán en comiso. [3] 



CAPITULO II. 
M LA P6LKIA (MARÁ W A&A8WS T ETOAL 

Policía urbana es el conjunto de las disposiciones 4¡fltftda& para la 
comodidad, aaeo y ornato de los pueblos y para prepayer dallos 4 *us 
habitantes. Este ramo está al cuidado de los jefes, y empleado» a&ní- 

mistrativos con auxilio de los ayuntamientos. Las previdencias que con 

— — — — — — — — —— — — •■'■■■ ■ » ..... i.... » — 1 ■■ — 

íl) Artículos '68 y siguientes hasta el 61 del código penal. 

{tí Artículo £<& del mismo código. 

' v 8) Artículos 267 y 268 del citado código penaL 

y 
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aquel objeto se expiden comprenden á todos los vecinos y transeúntes 
sin excepción de clases ni fueros, hallándose las prescripciones genera- 
les en las leyes y Reales decretos, y mas particularmente en las orde- 
nanzas municipales y bandos gubernativos de cada provincia. Expon- 
dremos de dichas reglas generales las mas importantes. 

No debe permitirse la desproporción en las fábricas de las casas y 
de otros edificios que nuevamente se construyen para evitar la defor- 
midad, particularmente en las ciudades y villas populosas. 

Si las casas y demás edificios amenazaren ruina, se ha de obligar 
á sus dueños á demolerlos ó á repararlos dentro del término proporcio- 
nado que se les fije, y no verifioándolo se mandará ejecutar á su costa 
ó se les compelerá á que vendan los solares de las arruinadas á justa 
tasación paira que los compradores las edifiquen; sin que obste que per- 
tenezcan á mayorazgos, capellanía ú otras fundaciones perpetuas, de- 
positándose el precio hasta nueva imposición. Si fueren edificios públi- 
cos, la autoridad dispondrá la demolición haciendo, mientras no se efec- 
túe, se apuntalen las fábricas antiguas que lo necesiten para que no 
causen daño. 

También ha de disponerse se fabrique en los solares yermos, y no 
pudiendó hacerlo 6 negándose á ello su? dueños, los enagenen á perso- 
nas que los edifiquen. 

En la delineacion de las calles ha de procurarse que estas sean 
rectas y anchas. En las poblaciones nuevas, como los edificios se le- 
vantan con sujeción á un plano, no puede omitirse la observancia de 
esta regla; pero en la reedificación de las antiguas solo tendrá lugar en 
cuanto sea compatible con el interés de los propietarios. Con este ob- 
jeto no se puede dar principio á ninguna fábrica de las ciudades 7 pue- 
blos sin que preceda el acordelamiento del solar, que ha de hacer el 
maestro mayor áfi obras con intervención de funcionarios municipa- 
les; y si para reformar imperfecciones en la linea tuvieren los dueños 
que dejar expedita alguna porción de terreno, se les indemnizará su 
valor, así como tendrán que pagar la que tomaren con el propio objeto 
del terreno de la ciudad. 

Puede excitarse á los individuos á que en sus fábricas contribu- 
yan al buen aspecto público, pero dejándoles la justa libertad inheren- 
te al dominio, sin compelerlos á que emprendan obras y hagan eroga- 
ciones costosas, ni á que cedan sus propiedades con motivo del ornato 
público sin que precedan la indemnización y demás requisitos preve- 
nidos en la ley de expropiación forzosa. 

Las calles han de tener sus nombres, siendo mas conveniente con- 
servar los antiguos, por ser ya conocidos, los cuales se espresarán en 
targetas que se fijen en las esquinas. 

Las casas han de estar numeradas y las aceras embaldosadas, y 
al reedificarse las casas no se permitirá desigualdad contra las reglas 
del arte y (tal buen gusto, ni el demasiado vuelo de las ventanas, ni ■ 
los pasadizos ni saledizos que embaracen el tránsito por las calles. Es- 
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tas conviene que estén empedradas siempre que lo permitan los fon- 
dos de propios ó las circunstancias de cada población. 

La limpieza de las calles, plazas y otros sitios públicos es igual- 
mente indispensable conforme á las reglas de policía urbana y salubri- 
dad, y los ayuntamientos deben adoptar para ello, de acuerdo con la 
autoridad administrativa, las providencias oportunas, costeando los 
gastos á falta de propios los dueños de las casas por repartos propor- 
cionados. 

Otra medida muy conveniente es el alumbrado público que debe 
haber en las capitales de provincia y procurarse en las demás pobla- 
cionesen que los vecinos puedan costearlos; siendo de cargo de la cor- 
poración municipal arbitrar los medios conque haya de sostenerse, que 
sean menos gravosos, elegir la clase de alumbrado y disponer y arre- 
glar todo lo conducente al sostenimiento de una medida tan útil y ge- 
neralmente admitida- 

Deben así mismo conservarse todas las obras públicas de utilidad, 
comodidad y ornato, como son los muros, manteniendo francas las en- 
tradas, las albóndigas, hospitales, alamedas, paseos, arbolados, fuentes, 
acueductos y todas aquellas del uso común y recreo de los vecinos, las 
cuales, ademas de proporcionar ventajas y goces á estos y á los tran- 
seúntes, ofrecen una idea favorable de la cultura del pais y del celo de 
sus autoridades, las que harán cuanto esté de su parte para que se cons- 
truyan do nuevo esas mismas obras donde no las haya y para que se 
conserven los monumentos y antigüedades. 

POLICÍA U ABASTOS. 

Deber importantísimo de la Administración, y particularmente 
de los Ayuntamientos es procurar que los pueblos estén bien abasteci- 
dos de mantenimientos sanos y de que se observen en su expendicion la 
legalidad en las pesas y medidas y las reglas sobre el aseo y comodidad. 

En tiempos pasados se creía que el medio mas conveniente de 
proveer al abasto público era conceder privilegios exclusivos y sugetar 
las ventas de los comestibles y demás artículos de consumo á una tasa; 
pero los adelantos en la ciencia económica confirmados por lajexperien- 
cia han demostrado lo absurdo de este sistema, y que la libertad en la 
producción y en el tráfico, dando lugar á la concurrencia, proporcio- 
nan la abundancia y la baratura. Por lo tanto está permitido hoy el 
libre tráfico, comercio y venta de los objetos de comer, beber y arder 
[1] pagándose los derechos é impuestos establecidos, debiendo los 
Ayuntamientos sin contravenir á esta disposición, dictar las providen- 
cias conducentes al abasto público. 

En todas las poblaciones, y especialmente en las de crecido vecin- 

[1] Retí decreto de 20 de Suero de 1834. De esta franquicia se exceptuaron el pan y los 
licores encomiados. 
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dario, deben señalarse uno ó toas sitios {>ará el mercado, á fin dé qué 

Eueda hacerse la eiptéridiciou confórtate á U& bkstíá establecidas y bajo 
i inmediata vigilancia dé tino ó mas indi vi daba dd la municipalidad. 
A éstos funcionarios incumbe cuidar dé la buena calidad de los co- 
mestibles f demás artículos de consumo párd qué no se Vendan los cor- 
rompidos y nocivos á la ¿alud; de la exactitud de las pesas y medidas, 
haciendo repesar en caso dé reclamación y aun de ofico cuando se esti- 
me conveniente los artículos vendidos; obligar á los abastecedores al 
cumplimiento dé las medidas de aseo y buen orden prescritas éti el re- 
glamento ¡íét kercado y eñ las ordenanzas municipales, é imponer las 
multas y otrta correcciones que estab determinen. 

Por fótííhó, na dé nábér rastros convenientemente situádtá:, con 
la ¿üjlciehtó píóVisíon dé agua para la limpieza, donde ¿e matéli láa re- 
ges. De éáU modd sé facilita lá observancia dé las medidas de «Übbri 
dad, la recaudación de los arbitrios impuestos á esté género dé ittdus- 
tíriá y ^de ¿é ctaáplah las demás disposiciones expedida sobré lá ma- 
teria. 

NUCÍA U WKAL. 

El objeto de ésta es la protección de los ganados y de los produo 
tos del caippo, su conservación y traslación. Comprende las disposicio- 
nes dictadas en favor de la agricultura, como son la , destrueccion de 
las plagas del campo y de animales dañinos, las dictadas sobre manco- 
munidad de pastos, conservación y entretenimiento de montes y arbo- 
lados, las que protejen la ganadería, la cria caballar, la cabana de car- 
reteros, las reglas sobre el uso y aprovechamiento de las aguas y m sobre 
la caza y pezca. 



CAPITULO III. 
U M¿ ÍMRisbS Y GASTOS ItlL ftfAM I IB LA AlMlSTRAClóil 

Stíéaaifíó.— N¿ceiid¿d j objeto de las contribuciones. — Presupuestos genérales del 
Eátiritó— Ifl. éé lk Adnrroistraciotí provincial. — td. de la municipal. 

Para la existencia do la sociedad es indispensable que haya fuficioÁa- 
rios que cuiden de su conservación por medio del cumplimiento de las 
leyes y demás medidas convenientes, y. si para ello ¿a de naber una 
fiíerza pública que mantenga el orden interior y sirva para la defensa 
de cualquiera agresión estertor, ocasionando todo esto y los otros ser- 
vicios públicos cuantiosas erogaciones, nada tan justo y natural cono 
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qaé los administrados reporten unO0gfc&tó& qtife báll flié tbduadar tk m 
bfttféfició. Con lis c 6 ti tribu don es áségütá bádá dfcfd áü trattqtáttdad, 
sus propiedades, su bienestar y aun su vida; f par tintó débé ^testan» 
gustbáo á uti Sacrificio que lautas ventaja» le gráhgaá. 

Lad cohtribüciones qué forman las ftfitas del Estado deben ser ge- 
nettlés,- y que no admitan excepción; proporcionadas, esto es, que sé 
repartan entré los individuos segUn kus haberes; y sencillas, que cues- 
ta poco recaudarlas; y no brijitiCh ¿in necesidad vejamen ni ttiortifiéaoioti. 
[1] La ciehciá económica sütirihistra doctrlhás luminosas Sobre las con- 
tribuciones que dfebetí préféfíteé cótúó rilónos perjudiciales y die mas 
expedita recAudacioti; siendo tiíá dé la* principales teclea pVócnrar en 
cuanto sea posible se paguen de las rentas y no del capital de los con- 
tribuyentes. 

La justicia y el buen orden éu la exacción de las contribuciones y 
recaudación de las demás rentas públicas, así como el arreglado mane- 
jo de los caudales del Estado y su distribución en los distintos ramos 
del servicio exijen lá formación dé presupuestos anuales de ingresos y 
gastos competentemente aprobados, previo un detenido examen. 
Estos preaupdefctós son £eneráleá, provinciales y municipales. 
En cuááto á íds [Mineros bada iüMstéHtt fortña el de lotf gtótbsde 
su respectivo ráitoo cMtóifibados por capitales y Id pasa ál dé Haciéhdá, 
el que después de üh arreglo ^énéMl dé acuerdo con los détnas niiüte* 
tros, los presenta á las Cortes, acompañando él 9e ingresos que Contie- 
ne ademas la propuesta dé loa méflíbs con qué han dé cübrirfed todas las 
obligaciones é impartida lá aftfob'acibri p6f ifhbtíi fcuétpd* COI ég i fiado- 
res se ponen eu observancia. 

No se estima tigente ningún presupuesto ¿uto Ütiíántfe el año á que 
córreápoiida; siendo nulos los terédifete dB qtt¿ en éSté pévíodo no se 
hubiere hecho uso, á rió ser qué lá ley átttbriág 8ii petdtatiétidia; bien 
que para concluir las operaciones dé cob&tizáy Iiqtlidácibn y pago de 
obligaciones por servicios hechos en ti& año, Su pfrebüptiéito sé cdhser- 
va abierto hasta fin de Junio déí áhof Inmediato sigtíiéhté. 

i Ocurriendo gastos de imprescindible nrgériciá tití ctíriipreAdidos en 

el presupuesto, el Rey por Real decreto ácótdttdcf étt Gbtoséjo de mi- 
nistros twgb la responsabilidad del ministerio, concede fcá Btaplembnib de 
crédito, si dichos gastos correspóhden & férvidos ééptéflSdos étt el pre- 
supuesto, y ño estáttdolo ufl enditó eátftióMihárib dfe 1&¿ cantidades 
necesarias, considerándose estos créditos provisional^ haStó que sean 
aprobados por una ley, para lo cual deberán presentarle á lá legislatura 
mas próxima él proyecto coa los docüméfatéW justificativos 

i ; AprbbádoS los presupuestos se hace la recaudación de las réfit»& 

I áé\ ítetadél por Iob empleados de H&éiérfldfr, cuyo ranto ¿ Según qtiedá di- 
cho, está á cargo en las provincias de sus Gobernadores, auxiliando á 
lü idióiriisttetcibn central en el repartimiento dé las contribuciones las 

¡ Diputaciones provinciales en los respectivos territo rios. Los mismos 

[1] Sr. Olivan, tratado de Administración. 
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empleados de Hacienda destinados á diferentes oficinas ó dependencias 
llevan la contabilidad y se ocupan en la distribución de los fondos con 
sujeción á las leyes y reglamentos. 

Los presupuestos generales contienen el del Ministerio de la Go- 
bernación y de Fomento comprensivo de los gastos de la Administra- 
ción suprema. Esta cuenta con varios arbitrios, entre otros, el 20 por 
100 de los propios y multas, los de las Direcciones generales de estu- 
dios, de minas, caminos y canales, correos presidios ó corrección, de 
sanidad y otros, que aunque son especiales para ciertos ramos de la 
Administración Suprema, se hayan sujetos á la centralización de fon- 
dos y contabilidad imprescindibles en buena administración. 



IMI8M T CASTOS BI LA ADMINISTRACIÓN PROVINCIAL. 

Para las atenciones de oada provincia tienen estas sus fondos que 
se recaudan, conservan y distribuyen bajo la autoridad del Gobernador 
y la inspección de la Diputación provincial, con cuyo acuerdo se invier- 
ten en los objetos de interés de la misma provincia con sujeción á un 
presupuesto y á las leyes y reglamentos. 

Aquel jefe forma el presupuesto de ingresos y gastos y lo presen- 
ta á la mencionada Diputación, la que con su censura lo somete á la 
aprobación del Gobierno. 

Los gastos que comprende el presupuesto son obligatorios ó volun- 
tarios. Los primeros son los que no pueden omitirse, por ser de absolu- 
ta necesidad, y estar espresamente ordenados en las leyes y otras dis- 
posiciones. Los demás son voluntarios* 

No bastando el producto de los ingresos á cubrir el presupuesto 
de los gastos obligatorios, se llena el déficit por medio de una derrama 
entre los pueblos de la provincia ó bien aumentando las contribuciones 
directas correspondientes á la misma, cuyos arbitrios han de aprobarse 
por él Gobierno á propuesta de la Diputación, necesitándose los mis- 
mos requisitos para contratar empréstitos. 

Los fondos provinciales se custodian con separación de cuales- 
quiera otros, y el depositario no puede hacer pago alguno sino en virtud 
de libramiento del Gobernador. 

Las cuentas que éste ha de rendir anualmente son glosadas por la 
Diputación provincial, y con su aprobación ó reparos se pasan al Go- 
bierno, publicándose dichas cuentas y el presupuesto en el Boletín 
Oficial. [1] 

Las juntas ó corporaciones provinciales tienen sus arbitrios y fon- 
dos particulares destinados al objeto especial de cada una, como son las 

[1] Ley orgánica de las diputaciones provinciales. 



— 71 — 
de Beneficencia, instrucción pública, de presidios, de sanidad y otras 
que se gobiernan conforme á los reglamentos respectivos; pero bajo la 
autoridad del Gobernador y algunas con sujeción á la censura de la Di* 
putacion provincial. 

mnm y gastas »b los runos m rhm o municipales 

-Ya seha dicho que los pueblos tienen sus propios, que son las he- 
redades, Casas, censos y otros bienes para los gastos de la localidad y 
del Ayuntamiento, y que á falta de estos se establecen arbitrios 6 de- 
reches que se imponen sobre ciertos ramos, y especialmente sobre artí- 
culos de consumo. 

La administración de estos fondos está á cargo del Ayuntamiento 
de cada pueblo bajo la autoridad del Alcalde. Este redacta el presu- 
puesto de ingresos y gastos para cada año, y la corporación lo discute 
y vota, aumentándolo ó disminuyéndolo. 

Los gastos inclusos en el presupuesto son obligatorios ó volunta- 
rios. Obligatorios son: I o Los necesarios para conservar las fincas del co- 
mún y reparos ordinarios de la Casa Consistorial ó pago de su alquiler. 
2 9 Los gastos de oficina y los sueldos de los empleados y dependientes 
que los cobran de estos fondos. 3.° La suscricion al Boletín Oficial, de 
la provincia. 4.° Los gastos que ocasionen la enseñanza, los estableci- 
mientos locales de Beneficencia, las quintas, las cuentas del común y 
erogaciones para el mantenimiento de los presos pobres. 5 9 El pago 
de deudas y réditos de censos. G 9 Todos los otros gastos prescritos por 
laa leyes. Los demás gastos son voluntarios. 

Los ingresos se dividen en ordinarios y extraordinarios. Ordina- 
rios son l 9 Los productos de los propios, arbitrios y derechos de toda 
especie legal mente establecidos. 2 9 Los réditos de censos 6 de capita- 
les á intereses y los del papel ( del Estado. 3P La parte que las leyes y 
las ordenanzas municipales conceden á los Ayuntamientos en las mul- 
tas. 4 9 Todo derecho ó percepción autorizado por las leyes. 

Son ingresos extraordinarios: l 9 Los repartimientos vecinales he- 
chos legalmente. 2? El producto de los empréstitos. 3.° El precio de 
predios rústicos ó urbanos que se enagenen. 4.° El capital de censos 
que se rediman y el valor del papel del Estado que se enajene. 5? Los 
rendimientos de cortas extraordinarias de toda clase de arbolados. 6.° 
Y finalmente cualquier otro ingreso accidental. 

Si aprobado un presupuesto, ya sea provincial ó municipal, hubie- 
se necesidad de un aumento de gastos, se formará un presupuesto adi- 
cional por los mismos trámites que el ordinario. 

Para los recargos y arbitrios cuando no alcanzan los ingresos ordi- 
narios, asi para los gastos de la provincia, como para \ób del Ayunta- 
miento se necesita la aprobación del Gobierno, y para dichos arbitrios 
se requiere que sean acordadas por la Corporación municipal asociada 
de un número doble, de sus vocales de mayores contribuyentes. 



. i 
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Loa pagos de la* cantidades epatabas en el presupuesto dpben 
bacerse en virtud de librewipaio? formajes, siepdo responsable el de- 
positario ó mayordomo de lo qw pagare sin este req^sítp; detyem} 
observarse en la administración y enagenacion de estos bjpnes las for- 
malidades prescritas por las leyes. 

El Alcalde y el mayordomo ban dp presppt&r al Ayuntamiento 
sus cuentas cada año, el cual las remite con su censura al Gobernador 
para su ultimación en ql Consejo provincial. Si el presupuesto no pasa 
de 200.000 reales de vellón ó al Gobierno si epceta est^ suma. 

Resultando alcance del examen de las cuentas.* debe pagarse inme- 
diatamente, y si el interesado reclamase, se le oiri en el Consejo pro- 
vincial, previo depósito del alcance, con apelación al Tribunal de cuen- 
tas del Reino. 



CAPÍTULO IV. 
IK lá FOUCIA SlllfillA. 

Quinario. — Objeto de la Policía sanitaria. — Autoridades y funcionarios encarga- 
dos de ella. — Ministró dé la 'Gobernación. — Dirección general dé sanidad. — Consejo de 
sanidad. — Juntas provinciales, municipales y Je partido. — Medidas sobre la Policía sa- 
nitaria interior. — Id. acerca de la exterior. 

La policía d$ salubridad <S hijiéne pública tipa?, por, objeto, la con- 
servaciqn fisica dql hombrp co#$ífleradQ, no como un ín^iyiduo aislado, 
sino, en la reunión con sus gemg'anifs, ó sea en el eatfu^o social 

En e$te r^mp se' cp^prp^^n togas (a? medide^ wp^cpntea £ P™~ 
caver las enfermedades, prinp^pi^^ l*q epidéguctyf 6 p^lenciales, 
atajar m progresq y dismww ^ in(msi4f4 o°ft puwM*> ; WV P ueda 
ccfttribuir 4 1* conseryaciop 4 e ta ^Jwi públjpja; por 1$ <m\ W PM de 
lo¿ mas impQrtantq? de la ^djj^ini^acion. 

Nu$fftfo qisteiga «pmitftwq i» #vi4q ?n interior ó forrare y ?P 
exteripr ó marítimo, 3J mmm tfm fa 1* Pfllwi* s^ÍWÍ* í»taW r 
de las poblaciones y el spg^do d^J r^fgrwr^O 4p lft sajgfl <jfi !« ¡V 
porjt»cijQQ>es ppv qpr. 

El ramo ^sfó 4 cwgo, dgl m^stecip fa 1* QqtoWQÑffl R ^ c 9°" 
ducto de la Dirección gpty?wl 4<> $W$& J¡ QwtfffiMflA- 

tüyr iw cpnfl&q dft wrii&tf 99* <Mv¿qPtt mjWMPWta po/isulti- 
va*, esceptoen loa casfts esped^ft ?n qjjp el Qobie$np se, 1^ contra 
de otra ol^sp. Compórtese dipbo Qqnflejp d$\ Ministro, 4e la Gobernad 
en calidad dp Presidente, d$ w Vicp-Presiden^ d^jl Disector. »»eral, 
de los Directoras Geniales dp sanidad militar de gército y, tracto, 
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de un jefe de la misma armada, de un agente diplomático, de un juris- 
consulto, de dos agentes consulares, de cinco profesores de medicina, 
tres de farmacia, un catedrático del colegio de veterinaria, un ingenie- 
ro civil y de nn profesor académico de agricultura. Los consejeros son 
de nombramiento Real á propuesta del Ministro. 

El consejo deberá ser precisamente consultado: l 9 Sobre la forma- 
ción de reglamentos para el régimen de las Juntas de Sanidad y de 
los subdelegados de la misma. 2 9 Sobre el abondono de los pueblos 
de su residencia por los facultativos titulares en épocas de epidemia 6 
contagio. 3P Sobre los casos en que los facultativos pueden tener dere- 
cho & pensiones por haberse inutilizado en el servicio. 4 9 Acerca del 
reglamento de jurados médicos. 5° Sobre las recompensas que proponga 
la academia de medicina y cirujia en favor del inventor de un medica- 
mento cuando este no se contente con el juicio de aqueSa Cor- 
poración. 6° Sobre el reglamento para el régimen y gobierno de los es- 
tablecimientos de baños y aguas minerales. 7 9 Sobre los que se redacten 
en materia de higiene pública. [1] 8 9 Sobre las mejoras 6 reformas en 
la organización y servicio déla policía sanitaria exterior especialmente la 
marítima. 9° Sobre el establecimiento de un sistema de policía sanitaria 
interior para la preservación de contagios, epidemias y epizootias y 
conservación de la salud pública y represión de las infracciones de las 
leyes y demás disposiciones del ramo. 10 Sobre todo lo relativo al 
ejercicio de los diversos ramos de la ciencia de curar y establecimientos 
de aguas minerales. 11 Sobre la importación, elaboración y venta de 
las sustancias venenosas y medicinales [2] 

Puede ser consultado el consejo en todos los demás asuntos que 
tengan relación con la sanidad pública. 

También está facultado este cuerpo para elevar al Gobierno las 
exposiciones que estime convenientes sobre las reformas ó mejoras en 
los diferentes servicios del ramo sanitario. [3] 

Y finalmente corresponde al consejo la propuesta de los delegados 
facultativos que haya de nombrar el Gobierno para girar visitas de ins- 
pección, y para otros empleos. 

En ¿as provincias está la policía sanitaria á cargo de los respecti- 
vos Gobernadores y en los pueblos al de los alcaldes como delegados de 
la Administración general. 

Para consultar á los dichos Gobernadores y proponerles todas las 
medidas concernientes á la salud pública, hay juntas provinciales de Sani- 
dad, de Jas cuales son aquellos presidentes, compuestas de cierto nú- 
mero de facultativos médicos, de Regidores del Ayuntamiento y de ve- 
cinos nombrados por los presidentes. 

Así mismo existen juntas Municipales organizadas de un modo 
análogo á las provinciales, pero con menor número de vocales, pre- 
sididas por el Alcalde. 

ni Ley de 28 de Noviembre de 1866. '. " ' 

m Real decreto de 17 de Marzo de 1847. 
[8] Real decreto citado. 

10 
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Por último, hay juntas de partido. 

Todas estas corporaciones han sido establecidas para auxiliar á la 
autoridad administrativa en los negocios de la policía sanitaria. 

Las disposiciones que se han dictado acerca de dicha policía pue- 
den ser para velar sobre la salud interior ó sobre la exterior. 

Se ejerce la vijilancia sobre la primera: [l] 1.° Dando salida alas 
aguas estancadas, cuyas mefíticas exhalaciones alterando el aire pro- 
ducen calenturas* 2.° Procurando que los establecimientos públicos y 
privados de enseñanza, los hospicios, los hospitales, las cárceles, los 
establecimientos de corrección, los teatros y en general las reuniones 
numerosas ocupen edificios salubres y se sometan á un régimen hi- 
giénico muy severo, adoptándose en estos establecimientos las 
precauciones que cada uno exija por su índole particular. 3.° Gene- 
ralizando los beneficios de la vacuna. 4.° Dictando las medidas conve- 
nientes para la inhumación y exhumación de los cadáveres, á fin de 
que no se perjudique la salud pública, haciendo que los cementerios es- 
tén situados fuera de las poblaciones en lugares en que sus emanaciones 
no causen daño. 5.° Prohibiendo en los pueblos el establecimiento de 
fábricas, talleres, laboratorios, almacenes ó depósitos insalubres. 6° 
Cuidando de la policía de los baños minerales. 7.° Dictando providen- 
cias para evitar la propagación de las enfermedades contagiosas y epi- 
démicas, y luego que se hayan presentado, adoptar las convenientes pa- 
ra extirparlas, atajar su progreso ó disminuir su intensidad. [2] Y por 
último, determinando las reglas para el ejercicio de las ciencias mé- 
dicas. 

La policía sanitaria exterior, como queda dicho, se propone evitar 
la introducción de las enfermedades pestilenciales por las costas y 
puertos 

Al efecto se ha dispuesto la visita de los buques que llegan por la 
Sanidad, el examen de las patentes, que son unos atextados de la Au- 
toridad de cada puerto con intervención de la sanidad sobre el estado 
de la salubridad de aquel punto, para no admitir á libre pláctica las 
personas que vengan de países infestados examen de los pasajeros y 
de la gente de la tripulación, por si hubiere enfermos 6 por si ocurrie- 
sen motivos justos para no permitir el desembarque y poner el buque y 
los que han llegado en él en observación por un término prudencial, en 
un lazareto, espurgándose sus ropas y efectos; todo para precaver el 
contagio ó propagación de las enfermedades. 



H 



Doctor Colmeiro. Dereoho administrativo, tomo II, pagina 818. 
Eitas providencias se verán en el 2.° tomo. 
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CAPITULO V. 

BE LA BENEFICENCIA 

Sumario. — Necesidades y ventajas de la Beneficencia. — Oríjen de las instituciones 
del ramo. — Dos sistemas, el de caridad legal y el de Beneficencia pública. — Ley y regla- 
mento del ramo. — Autoridades encargadas de la dirección y gobierno del mismo.. — Jun- 
ta general de Beneficencia. — Juntas provinciales. — Id. municipales. — Id. parroquiales. — 
Id. de Señoras. — Clasificación de los establecimientos. — Sus obligaciones. — Sus derechos. 
— Administración de bienes y rentas, presupuestos y contabilidad. 

Si la conservación de la sociedad y el bienestar de sus individuos 
es el primordial objeto de los desvelos de la Administración, ¿cómo no 
han de merecerla una esmerada solicitud aquellas personas indigentes, 
desvalidas y que carecen de medios con que proveer á su subsistencia y 
al remedio ó atenuación de sus males? ¿Qué ventajas habrían alcanzado 
la ciencia económica y la administrativa en favor del bien general, y d e 
la humaniaad, si el anciano achacoso, el huérfano desamparado, si el en- 
fermo impedido de trabajar y demás menesterosos no encontrasen en la 
administración una mano protectora que socorra sus necesidades, alivie 
sus padecimientos y liberte á los mas de una muerte cruel y segura? La 
Beneficencia es incuestionablemente un deber de los que están á la ca- 
beza del cuerpo social; mas al ejercer su acción consoladora, el mismo 
interés general exije que no se prodiguen socorros indiscretos á todo el 
que los demande ó se presente con las exterioridades de la miseria: ne- 
cesario es averiguar si la necesidad es verdadera ó si proviene de repug- 
nancia al trabajo, para no protejer la vagancia y la mendiguez culpa- 
bles, privando de los socorros debidos á los qu« en realidad los nece- 
sitan. 

En la antigüedad no se conocieron leyes sobre la Beneficencia, ni 
establecimientos públicos destinados al socorro de los pobres y demás 
clases desvalidas. No hubo estas instituciones en Grecia, á pesar de sus 
adelantos en las ciencias: Boma, que tanto descolló por la sabiduría de 
sus leyes y perfeccionamiento en otros ramos, tampoco legisló sobre la 
Beneficencia pública/ bien que los repartimientos de granos que se ha- 
dan al pueblo prevenían la indigencia en los ciudadanos, no cuidándose 
de la suerte de los demás por su estado de esclavitud que los colocaba ba- 
jo dependencia de sus amos. La Religión santa de Jesucristo, una de 
cuyas máximas fundamentales es el ejercicio de la caridad, fué la que 
abrió el camino al alivio de los menesterosos; pues á la constante predi- 
dicacion de nuestros primeros padres y mártires de la Iglesia y al ejem- 
plo de algunos que vendieron sus bienes para alimentar á los pobres se 
debió la protección y amparo que les dispensaban los Obispos, y el fa- 
vor con que los primeros cristianos contribuían periódicamente para tan 
piadoso objeto, destinándose á él una parte de los fondos de la comu- 
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ni dad que formaban entonces los fieles; todo esto hizo que se reputara 
entonces como nna obligación estricta aquella sublime virtud, obligación 
que no pudieron menos que reconocer los que se hallaban al frente de 
los Estados ó encargados de su gobierno. (1) 

Considerada ahora la Beneficencia como un punto del mas elevado 
interés de las ciencias morales y políticas, se hallan divididas las opi- 
niones de los escritores acerca de este deber de la sociedad y sobre la 
manera de cumplirlo, que viene á spr la solución de la intrincada cues- 
tión del pauperismo; habiendo algunos, como el profundo Malthus, que 
creen que nada absolutamente deben hacer los Gobiernos para el alivio 
del menesteroso. 

Dos son los principales sistemas propuestos; uno basado en el de- 
ber de justicia, y otro en el de caridad. En el primero se reconoce á 
los pobres rigoroso derecho á exigir su socorro por medio de un im- 
puesto, lo cual constituye una Verdadera participación obligatoria en 
los bienes de los demás, como una deuda déla sociedad: á este sistema 
adoptado en la Gran Bretaña para sostener á mas de tres millones de 
individuos, se dá el nombre de «caridad legal.' 9 Según el segundo, el so- 
correr á las clases menesterosas, es una obra expontánea de caridad, 
sin acción ó derecho perfecto á exigirla; [2] no dejando por esto dt 
reconocerse que la sociedad no debe desatender aquellas clases dignas 
de compasión, y si procurar su alivio, ora reglamentando este ramo, 
poniéndose á su frente para dirigirlo y proporcionar algunas sumas di- 
rectamente fijándolas en los presupuestos ó por medio de arbitrios que 
establezca; ora estimulando á los individuos á esta virtud evangélica y 
social, á fin de que los pobres é inválidos sean socorridos, y se les haga 
soportable su existencia. Este método observado en España y en lo ge- 
neral en las otras naciones se llama de Beneficencia pública, el cual se 
rige por la ley de 20 de Junio de 1849 y reglamento para su ejecución 
de 14 de Mayo de 1852; además de otras muchas disposiciones parti- 
culares. En el presente capítulo se expondrán las prevenciones de mas 
interés de dicha ley y reglamento y demás disposiciones. 

Como las necesidades de los menesterosos son de distinta índole, 
según su posición respectiva* diferentes debían ser también los institu- 
tos destinados á socorrerlos, y análogas á la clase á que pertenecen los 
que han de ser socorridos. 

Asi es que hay hospitales para la asistencia y curación de los en- 
fermos que no pueden ser auxiliados en sus oasas, y también existen 
hospitales de enfermedades incurables donde se procura aliviar en lo 
posible la situación de los pacientes. 

Se han establecido ademas casas de expósitos 6 niños abandona- 
dos por sus padres, seres desgraciados é inocentes, en cuyo favor cla- 
man los sentimientos de humanidad y el interés social- En estos esta- 

(1) Sres. Cos Gayón y Cánovas del Castillo. Diccionario manual de derecho adnúnifttratfro 
español. 

(2) Mr. Laferriere. Derecho público administrativo. 
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blecimientos y aun en los hospitales de enfermos se admiten mugares 
parturientas que han concebido ilegítimamente y son socorridas en su 
alumbramiento en un departamento particular. 

Hay así mismo establecimientos especiales destinados al mismo 
objeto, titulados casas de maternidad, pues aunque á primera vista pa- 
rezca que el proporcionar auxilios á estas mugeres sea favorecer la in- 
moralidad, su desgracia las hace dignas de compasión, y por la acogi- 
da que se les dá puede conseguirse que no haciéndose pública su des- 
honra vuelvan algunas al buen sendere, y también evitar el crimen de 
infanticidio. 

Los hospitales de dementes son institutos cuya necesidad é impor- 
tancia son manifiestas, por que la situación lastimosa de aquellos de- 
manda una esmerada asistencia y que sea indispensable mantenerlos 
en seguridad para precaver los daños que pudieran causar por eí tras- 
torno de sus facultades mentales. 

Los Colegios de sordo-mudos y de jóvenes ciegos se han erigido 
para el socorro de los que por aquellas dolencias no pueden ganar su 
subsistencia, y además por medio de la enseñanza, en cuanto su deplo- 
rable posición lo permite, se les hace útiles á ellos mismos y á la socie- 
dad. Én los hospicios ó refugios se suministran igualmente auxilios á 
los pobres desvalidos, y se dá ocupación á los que se hallan en aptitud 
de trabajar. 

Por último, hay asilos ú hospicios de mugeres para preservarlas 
de la mendicidad y de la corrupción, y también hospicios de párvulos 
menores de seis años donde se les recoje durante el dia, se les alimen- 
ta y enseña. 

ABMKUáNB IMANABAS BE LA BttMIW T WMttM BUL RAIO. 

La dirección superior de la Beneficencia compete al Gobierno por 
conducto del Ministerio de la Gobernación, el que delega en el Direc- 
tor de Beneficencia y Sanidad las atribuciones convenientes, pudiendo 
igualmente delegar las que tenga á bien en las juntas generales, en las 
provinciales y municipales; sin perjuicio de las que la ley concede á 
estas corporaciones. 

Al Gobierno corresponde l 9 el nombramiento de los vocales de la 
Junta general que no lo sean por razón de sus oficios. 2? La destitución 
y nombramiento consiguiente de cualquier patrono de establecimientos 
de Beneficencia; así como la suspensión délos do establecimientos gene- 
rales que hubiese acordado el Presidente de la Junta general, oida esta: 
3 9 La creación ó supresión de establecimientos; la agregación ó segre- 
gación de sus rentas en todo ó en parte, previa consulta del Consejo de 
Estado y deliberaciones de las Juntas Generales, provincialesómunicipa- 
les, según la calidad de dichos establecimientos, teniendo iguales facul- 
tades el Gobierno respecto á los particulares cuyo objeto haya caducado 
ó no pueda llenarse cumplidamente por disminución de sus rentas, oyen- 
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do 6 los interesados. La supresión de cualquier establecimiento público 
6 particular supone siempre la incorporación de sus bienes 6 rentas á 
otros establecimientos de Beneficencia. 

A los Gobernadores en sus provincias incumbe como delegados del 
Gobierno, como Presidentes de las juntas provinciales y como Autori- 
dades superiores administrativas de las mismas provincias inspeccionar 
todos los establecimientos situados en ellas de cualquier clase que sean; 
estando sujetos á esta autoridad de inspección los Patronos de los mis- 
mos establecimientos. Asi es que vienen á ser los jefes del ramo en sus 
provincias con otras atribuciones que detallan la ley y el regla- 
mento. 

Los alcaldes lo son también en sus distritos como Presidentes de 
la Junta municipal de él, y como autoridades locales, con facultad de 
visitar los establecimientos municipales públicos y particulares, estando 
sujetos á esta facultad de inspeccionlos Patronos de los últimos: vigilan 
asimismo los alcaldes todas las operaciones de la Beneficencia domici- 
liaria, y tienen otras funciones. 



JUNTAS DI BENEFICENCIA. 

Las obligaciones comunes á todas estas corporaciones, que han sido 
establecidas para auxiliar al Gobierno en este importante, ramo son: 
1.° Hacer observar la ley y el reglamento, las órdienes del Gobierno y 
de las mismas juntas á los directores, administradores y demás emplea- 
dos de los establecimientos de Beneficencia. 2.° Deliberar é informar 
sobre la necesidad de aumentar, suprimir ó arreglar cualquiera de di- 
chos establecimientos. 3.° Proponer medios y recursos para su dota- 
ción. 4.° Recibir las cuentas de los administradores de dichos estableci- 
mientos, y examinadas y reparadas, pasarlas al Gobernador las munici- 
pales y provinciales y al Gobierno las de la junta general. 5.° Cuidar de 
la buena administración de los establecimienros de su cargo, estable- 
ciendo la mas escrupulosa economía en la inversión de los fondos y, 
claridad en las cuentas. 6.° Vigilar por el buen desempeño en las res- 
pectivas obligaciones de cada empleado, dando cuenta al Gebernador 
de la provincia las municipales y provinciales, y al Gobierno la gene- 
ral si notase en alguno poco celo y actividad, y suspendiendo en el acto 
sea á los presidentes ó á cualquiera otros por sospechas fundadas de 
tortuosos manejos, 6 por otro motivo grave. 8.° Formar anualmente un 
presupuesto de gastos para el año próximo y la estadística de la Bene- 
ficencia en lo correspondiente á su incumbe ncia. 

El cargo de vocal de estas Juntas es gratuito y temporal. Las 
Juntas deben hallarse organizadas en tres secciones asrber : de Gobier- 
no, de Administración y de Estadística. 

La primera ó sea la de Gobierno tiene á su cargo entender en to- 
do lo que diga relación con las personas, la educación, la higiene, el 
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cuidado de los enfermos, la admisión y despedida de toda clase de me- 
nesterosos, empleados y dependientes. 

La 2^ ó sea la de Administración se ocupa de las cosas, ¿ saber: 
los edificios, bienes, rentas, efectos, presupuestos y contabilidad. 

La 3* ó sea de Estadística ha de ocuparse en examinar las funda- 
ciones, origen y vicisitudes de los establecimientos, bienes, ó rentas, 
que han tenido, conservan, ó pueden reclamar; atenciones á que han 
estado ó están consignados, y número clasificado de pobres socorridos. 

Hay una Junta general, juntas provinciales, municipales, ademas 
de las parroquiales en cada población y las de barrio de Beneficencia 
domiciliaria. 

JUNTA GENERAL. 

Para auxiliar al Gobierno en todo lo concerniente al ramo se ha es- 
tablecido en Madrid una Junta general de Beneficencia, la cual com- 
ponen un Presidente de nombramiento del Gobierno, el Arzobispo de 
Toledo. — Vice- presidente, el Patriarca délas Indias y el Comisario ge- 
geral de Cruzada como individuos natos; un Consejero de Estado de la 
sección de Gobernación y otro de la de lo Contencioso; un Consejero 
de instrucción pública, otro de Sanidad que sea médico y seis vocales 
mas nombrados todos por el Gobierno, y por último el Patrono de un 
establecimiento general que se halle domiciliado en Madrid y si hu- 
biese varios, dos, de la elección del Gobierno. . » 

El Presidente de la Junta es amovible y la duración del cargo de 
los vocales de nombramiento del Gobierno es de cuatro años; siendo uuas 
y otras funciones honoríficas y gratuitas. 

JUMAS PMV1HCULRS. 

Componense estas Juntas del Gobernador de la Provincia Presi- 
dente, del Prelado Diocesano ó del que haga sus veces, vice-presidente; 
de dos Capitulares propuestos por el Cabildo eclesiástico al Gobierno, 
y donde no haya catedral, dé dos eclesiásticos que proponga el Prelado, 
de un diputado y de un Consejero Provincial, de un médico, de dos 
vocales mas; todos domiciliados en la Capital y nombrados por el Go- 
bierno, á propuesta del Gobernador; del Patrono de un establecimiento 
provincial, y si fueren varios, de dos á propuesta del Gobernador. 
La duración de estos cargos se ha fijado en dos años.. 

Estas juntas tienen á su inmediato cuidado, como auxiliares del Go- 
bierno, los establecimientos provinciales de Beneficencia, no pasando 
su autoridad de los límites de la provincia. Los individuos de su seno 
pueden encargarse por nombramiento de las mismas de la visita espe- 
cial de cada uno de los establecimientos provinciales situados en la ca- 
pital de la provincia; y también están facultadas estas Juntas para 
cometer el cargo de visitador, en los distritos en donde exista algún es- 
tablecimiento provincial, en la persona que considere mas apropósito. 
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JUNTAS MUNICIPALES. 



Constitúyenlas el Alcalde ó quien haga sus veces en calidad de 
Presidente, un cura párroco en los pueblos donde no haya mas de cua- 
tro parroquias, y de dos donde pase de éste número; de dos Regidores, 
del médico titular, y en su defecto de un médico domiciliado en el mis- 
mo pueblo; de un vocal mas, si los vecinos del pueblo no llegan á 200, 
y de dos si exceden de este número, y del patrono de un establecimien- 
to que se halle destín .do á socorrer á hijos del pueblo domiciliado en 
el mismo, y si fueren varios, de dos de nombramiento del Gobernador, 
lo mismo que los demás vocales á propuesta del Alcalde. 

Dichas juntas tienen á su inmediato cargo, como auxiliares del 
Gobierno los establecimientos municipales de recepción y traslación de 
enfermos pobres y menesterosos, y la Beneficencia domiciliaria. 

Los curas párrocos se hallan por razón de su ministerio al frente 
de las Juntas parroquiales y al de cada Junta de barrio ó subalterna 
un eclesiástico nombrado por el Alcalde á propuesta de la Junta mu- 
nicipal. 

JUNTAS DI SESMAS. 

Su organización está confiada á las Juntas provinciales. Su ob- 
jeto es, en concepto de delegadas de las Juntas, cuidar de las casas de 
expósitos, procurando que la lactancia de estos se verifique en el do- 
micilio de las amas; de las de maternidad, de las de párvulos, ó de 
cualquiera otro establecimiento de Beneficencia que se considere análo- 
go á las condiciones de su sexo. 

CLASIFICACIÓN DE LOS ESTABLECIMIENTOS. 

Los establecimientos de Beneficencia se dividen en particulares y 
públicos. Los primeros son los que se mantienen esclusivamente con bie- 
nes propios, sin ser socorridos con fondos del Gobierno, de la provincia 
ó de la municipalidad, cumpliendo con el objeto de su fundación ó con el 
que han tenido desde tiempo inmemorial, y cuya dirección está á cargo 
de corporaciones autorizadas por el Gobierno al efecto, 6 de patronos 
designados por el fundador. Los demás establecimientos dirigidos y 
administrados por las autoridades, y que no son mantenidos de fondos 
particulares, son públicos. 

Estos se subdividen en generales, provinciales y municipales: los 
generales son aquellos que exclusivamente se hallan* destinados á satis- 
facer necesidades permanentes ó que reclaman una atención especial, 
como los de dementes, ciegos, sordo-mutios y otros: provinciales son los 
que tienen por objeto el alivio de la humanidad doliente en enfermeda- 
des comunes, la admisión de menesterosos incapaces de un trabajo per- 
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sonal suficiente para la subsistenpia; el amparo y educación de los que 
carecen de la protección de su» familias, á cuyo número pertenecen los 
hospitales de enfermos, las casas de misericordia, las de maternidad y 
expósitos, las de huérfanos y desamparados; y municipales son los esta- 
blecimientos destinados á socorrer enfermedades accidentales, á condu- 
cir á los generales ó provinciales á los pobres de su respectiva demar- 
cación, y & proporcionar á Iqe menesterosos en el hogar doméstico los 
alivios que reclamen sus dolencias, ó una pobreza inculpable. A esta 
clase pertenecen las casas de Refugio y hospitalidad pasajera y la Be- 
neficencia domiciliaria. 

La ley ha dictado regias para la clasificación de los establecimien- 
tos, fijando el número fo ellos y su situación. En cada capital de pro- 
vincia debe procurarse que- baya por lo menos un hospital de enfermos, 
una casa de Misericordia, otra de huérfanos y desamparados, y otra de 
Maternidad y expósitos. 

OBLIGACIONES U LOS flUlUUIHNB. 

Ningún establecimiento de Beneficencia puede excusarse de reci- 
bir á pobre alguno ó menesteroso de la clase á que se haya destinado, 
obligación que se estiende aún á los de distinta clase de las que forman 
el objeto especial de su instituto en los casos de no haber en la pobla- 
ción establecimiento para la dolencia ó necesidad que padezca el pobre, 
siempre que por circunstancias especiales no se prefiera ó convenga 
prestarle socorros domiciliarios. 

El Estado abona los gastos de traslación de los pobres destinados 
á establecimientos generales desde el hospital provincial que lo haya 
recojido. 

La admisión de pobres incapaces de un trabajo suficiente para ga- 
nar su subsistencia y que constituye el objeto de las casas de Misericor- 
dia, y la educación de los huérfanos y desamparados, corresponde ex- 
clusivamente á la provincia de donde sean naturales, á menos que ellos 
ó sus padres se hubiesen avecindado en aquella donde reclaman el so- 
corro. No mediando esta circuntanoia, la provincia á que pertenezcan 
abona los gastos de traslación y las estancias desde el día en que la 
junta provincial que los hubiere acogido haga la reclamación á la pro- 
vincial correspondiente. 

Es obligación de toda casa ó establecimiento municipal recibir y 
trasladar al hospital del distrito más inmediato toda clase de pobres ó 
menesterosos que se acojan á él. N 

Deben ser admitidas en las casas de maternidad todas las miyeres 
que habiendo concebido ilegítimamente se hallen en la precisión de re- 
clamar este socorrí), en la intelijencia de que el descubrimiento de al- 
guna mujer en estas casas no podrá servir de prueba legal contra ella. 

Asi mismo serán recogidos en las casas de expósitos para su ali- 
mentación y cuidado los entregados á mano, ó que fueren colocados en 
el torno de estos establecimientos. 

11 
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Ninguna persona pública ni privada puede detener, examinar ni 
molestar en manera alguna á los que lleven niños para entregarlos en 
dicho establecimiento, 6 en los municipales. 

DERECHOS DE LOS II8M08 ESTABLECIMIENTOS. 

Todos los establecimientos de Beneficencia se hallan autorizados 
para admitir pensiones y socorros en favor de personas determinadas; pe- 
ro los convenios que al efecto celebren, deben ser aprobados por la jun- 
ta á que se halle sometido el establecimiento. . 

Al Gobernador corresponde representar en juicio á los estableci- 
mientos provinciales en los litigios que establezcan ó sostengan, previa 
la competente autorización, y en cuanto á los municipales el Alcalde es 
quien lleva la representación, con la debida autorización. Todos los es- 
tablecimientos son defendidos por pobres en sus litigios; y además hay 
letrados, titulados defensores de Beneficencia que se hacen cargo de 
patrocinar dichos establecimientos gratuitamente. 

ABIIN1STRACI0N DI BIENES T RENTAS, PRESUPUESTOS T COHABlLID.lft. 

Son bienes de la Beneficencia todos los que poseían los estableci- 
mientos existentes á la promulgación de la ley del ramo, los que se les 
consignen por las Cortes en los presupuestos generales y por las Diputa- 
ciones y Ayuntamientos respectivos en los provinciales ó municipales; 
las limosnas que se colecten con aquel destino, y los que adquieran con 
arreglo alas leyes los mismos establecimientos. 

Cada junta tiene una depositaría donde se reúnen los fondos de 
todos los ingresos que no tengan aplicación determinada. 

Estos deben tener un director, un secretario-contador y un admi- 
nistrador; estando sujetos k fianza los dos últimos. 

Los administradores celebran los contratos sobre arriendos y alqui- 
leres de los bienes bajo su responsabilidad; pero no pueden llevarse á 
efecto sin la aprobación de la junta, á cuyo cargo estuviere el estable- 
cimiento; y también hacer la recaudación con arreglo & los mismos con- 
tratos, & las imposiciones y á los demás títulos constitutivos de las obli- 
gaciones. 

Los directores forman los presupuestos de ingresos y gastos para 
cada año, remitiéndolo á la junta general, á la provincial o á la munici- 
pal, según que el establecimiento corresponda á una ú otra de estas 
clases: dichas juntas los reasumen en uno general, insertando en él las 
rentas y obligaciones: perciben los ingresos y hacen los gastos inmedia- 
tamente sus propios depositarios, para que el presupuesto de cada junta 
presente el cómputo completo de entradas y gastos. La general remite 
el suyo al Ministro de la Gobernación, las provinciales al Gobernador 
para que los incluya en los de la provincia, y las municipales á los Al- 
caldes para que hagan lo mismo agregándolos á los de los Ayuntamien- 
tos, todas para la correspondiente aprobación 6 reforma. 
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Cada establecimiento ha de producir tres cuentas: el director dará 
la del presupuesto en que figure con la conveniente clasificación de in- 
gresos y la de gastos; explicando las causas de la diferencia que apa- 
rezca entre la cuenta y el presupuesto. El administrador ha de rendir 
las otras dos cuentas: la una en que se cargue las cantidades que haya 
recaudado por todos conceptos, y datándose todos los pagos que haya 
hecho, y la otra de la administración de todas las fincas, censos, con- 
signaciones y rentas fijas que haya manejado por cuenta de cada esta- 
blecimiento. 

Los depositarios de las Juntas deben producir también la cuenta 
de todo lo ingresado directamente en su poder. 

Para la presentación y ultimación de las cuentas se observa el 
mismo orden que para los presupuestos. 



CAPITULO VI. 

U LAS CARCHIS 

Sumario. — Atribuciones de 1m autoridades administrativas. — Cárceles de Audiencia, 
de partido v depósitos municipales. — Obligaciones del alcaide. — Id. del médico. — Cape- 
llán. — Régimen interior. — Atribuciones de las autoridades judiciales. — Conducción de 
presos. 

La Administración está encargada no solamente de prevenir los 
delitos para la conservación del orden y la seguridad de las personas y 
bienes, sino que cuando por desgracia llegan aquellos á cometerse en- 
trega los presuntos reos á la justicia, cuida de la custodia en las Cár- 
celes ó prisiones para que no eludan las penas que se les impongan, de 
su subsistencia y moralidad. 

También le corresponde la policía interior de las Cárceles, en que 
se comprende la construcción y distribución de los edificios, el modo 
de alojar los presos, el arreglo de laa ocupaciones, las precauciones ne- 
cesarias para su guarda, los medios para su manutención y cuanto no 
diga relación al motivo de su encarcelamiento, y á los trámites de las 
causas, que son atribuciones privativas de la autoridad judicial. [1] 

La ley de 26 de Julio de 1849 sobre prisiones contiene las dispo- 
siciones fundamentales sobre esta materia, de las cuales daremos idea 
de lo mas interesante. . 

Todas las prisiones civiles en cuanto á su régimen interior y ad- 
ministración económica están bajo la dependencia del ministro de la 



bre 



[1] Articulo 47 de la Beal instrucción para los subdelegados de fomento de 30 de NoTienv 
de 1833. 
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Gobernación, comprendiéndose en dicho régimen todo lo concerniente 
á su seguridad, salubridad y comodidad, su policía y disciplina, la dis- 
tribución de los presos en sus correspondientes localidades y el tra- 
truniento que se les dá. 

En cada provincia están las Cárceles bajo la autoridad del Go- 
bernador respectivo y en los pueblos bajo la del alcalde. 

Para auxiliar al Gobernador en las capitales en que residen las 
Audiencias en las atribuciones que le competen sobre el régimen in- 
terior y administración económica de las prisiones en dichas capitales 
hay una Junta titulada de Cárceles compuesta del mismo Gobernador 
en calidad de Presidente, de un Magistrado de la Audiencia, designado 
por su sala de Gobierno vico-Presidente; un Consejero provincial de 
nombramiento del Gobernador, y de un eclesiástico de la capital elejido 
por el Diocesano. 

Las cárceles son de Audiencia, de partido y depósitos municipa- 
les en cada distrito de ésta clase. Las últimas se destinan para los sen- 
tenciados á las penas de arresto menor y para los procesados ínterin 
se les traslada ala de partido, las cuales así como las de las Audien- 
cias sirven para la custodia de los presos con causa pendiente y para 
cumplir las penas de arresto mayor y otras correccionales con arreglo 
al código penal. Para la construcción de estas cárceles se han dictado 
laK reglas convenientes. 

En todas las cárceles ha de haber departamentos diferentes para 
hombres y mujeres, y en el de eada sexo se tendrán con separación los 
varones menores de diez y ocho atfos y las mujeres menores de quince 
de las que hubiesen cumplido esta edad. 

El gobierno interior de las cárceles está á cargo de un alcaide que 
deberá vivir en ella, cuyo nombramiento en las capitales de provincia 
corresponde al Gobierno á propuesta del Gobernador respeotivo, 
nombrando estos los de los demás pueblos á propuesta de los Alcal- 
des, quienes elijan los subalternos en su distrito y los Gobernadores en 
la capital. 

£1 alcaide reúne el doble carácter de agente de la administración 
y dependiente de la autoridad judioial. 

En el primer concepto es responsable asi de la incomunicación y 
seguridad de los encarcelados, como de la exacta observancia de cnan- 
to en el reglamento se le previene, sin disfrutar fuero, si fuere militar 
eo ningún acto ni oaso en íjue se interese el servicio de la cároeL 

Como dependiente de la autoridad judicial está obligado á cum- 
plir las órdenes de los Tribunales y jueces respectivos en lo concernien- 
te á la prisión, incomunicación y soltura de los presos con causa pon- 
diente. 

Los deberes de los alcaides son: l 9 No admitir preso sin orden es- 
crita de la autoridad competente en que se exprese el nombre, apelli- 
do, profesión y vecindad del reo, y el motivo de su prisión ó arresto, 
cuyas ordene» conservará, así como las de soltura, y si fáltate cnal^uie- 
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ra de estos requisitos, detendrá la admisión del preso jr dará cuenta al 
Gobernador ó al juez ú autoridad de quien la órdeá proceda, 2* Dar 
parte diario al Gobernador de las capitales de las novedades que ocur- 
ran en el establecimiento y de los presos que rediba* 3 9 Visitar una vez 
al dia, por lo menos, los preses para consolarlos, oir sus reclamaciones 
en cuanto al comportamiento de los empleados subalternos y siendo 
fondadas, proceder á su remedio, debiendo acompañarse de la inspec- 
tora para la visita de las mujeres presas. 4 9 Llevar dos libros en papel 
sellado de oficio, rubricados por la autoridad política local, uno desti- 
nado á los presos con causa pendiente, y el otro para los que sean con- 
denados á las penas de arresto mayor y menor, cuyos libros se presen- 
tarán en las visitas, y tendrá además otro libro con las mismas forma- 
lidades en que anotará las observaciones que haga respecto de cada uno 
de los presos para informar sobre su conducta. Los alcaides no pueden 
agravar los presos con encierros, ni con grillos y cadenas sin que para 
ello preceda orden de la autoridad competente, salvo el caso de que 
para la seguridad de su custodia sea indispensable tomar inmediatamen- 
te algunas de estas medidas dando cuenta en el acto á la misma. Tam- 
bién le está prohibido asi como á los demás empleados recibir dádivas 
de los presos, ni retribución de ningún género; ni comprar, vender, cam- 
biar cosas de en uso 6 servicio particular. 

Las cárceles deben tener un facultativo médico r oirujáno. Sus de- 
beres son: l 9 Cuidar de que no pasen á la enfermería sino los presos 
que realmente lo necesiten, y de que no permanezcan más tiempo 
que el indispensable para recobrar su salud. 2? Visitar á todos los 
presos una vez al dia y dos á los enfermos, y tan luego como observe 
en alguno síntomas sospechosos de contagio, dar cuenta al alcaide; de- 
biendo también hacerlo del estado de salubridad en que se enouentre el 
establecimiento, y llevar un libro de la propiedad de este en que anote 
las enfermedades más frecuentes, los remedios de que se ha valido y el 
resultado. 

Ha de haber igualmente un capellán que celebre misa en la capi- 
lla de la cárcel los días festivos! haga por las tardes una plática á los 
presos *obre el evangelio del dia con su esplicacion moral.- ejercite á 
loe jóvenes en la doctrina cristiana, y visite los enfermos para suminis- 
trarles, los auxilios espirituales y les administre los Sacramentos cuan- 
do el facultativo lo juzgue conveniente. 

Las cárceles tienen una inspectora para que vigile las presas de su 
sexo y las haga guardar la compostura y el orden debidos; como asi mis- 
mo otros dependientes para el servicio de estos establecimientos bajo 
las árdenos del alcaide. 

Se han dictado reglas sobre el régimen interior, sobre el aseo y 
limpieza, hora del rancho y del trabajo en los talleres, distribución de 
los productos, comunicación de los presos con los defensores, parientes 
y demás personas que obtengan permiso para ello y para actos religio- 
sos. £or último, se han dictado medidas de policía, de salubridad, se- 
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garidad y de orden, determinándose las correcciones que pueden impo- 
nerse á los encarcelados con autoridad competente. 

El mantenimiento de los presos pobres está á cargo de los Ay un 
tamientos respectivos; debiendo incluirse este gasto en el presupuesto 
municipal. 



CAPITULO VII. 
DI US FRUIMOS. 

'I 

Sumario. — Objeto de estos establecimientos. — Su dependencia del ministerio de k 
Gobernación. — Atribuciones de los Gobernadores de provincia como jefes de loa presi- 
dios. — ídem de los Gobernadores militares en los de África. — Junta económica. — Co- 
mandante.-— Mayor ayudante. — Capellán.— Médico-cirujano.— Empleados subalternos. — 
Presidios peninsulares. — ídem de África. — Cumplimiento de las condenas. — Licencia i 
los cumplidos. — Aviso & las autoridades & cuya vigilancia quedan aquellos rojetos. 

Los presidios son los establecimientos penales en que los sen ten- 
ciados por los tribunales cumplen sus condenas. 

El ramo de presidios en su organización depende del ministerio de 
la Gobernación por medio de la Dirección general de establecimientos 
penales, que es su centro directivo superior. 

Los Gobernadores son en sus respectivas provincias los jefes supe- 
riores de los establecimientos penales existentes en ellas, como también 
de los destacamentos de confinados que accidentalmente se bailen en 
su territorio, y les corresponde: 1° Ejercer el protectorado é inspec- 
ción de dichos establecimientos, debiendo sus comandantes y demás 
empleados respetarlos y obedecerlos. 2? Visitar los presidios con fre- 
cuencia en el acto de pasar la visita de comisario, en el de comer el ran- 
cho, en las horas de instrucción práctica y religiosa y en las de descanso, 
sin perjuicio de hacerlo en las cuatro épocas del año en que las autorida- 
des judiciales ejecutan las visitas generales de cárceles y en los dias de la 
Reina. 3? Solicitar del Capitán general la fuerza armada necesaria pa- 
ra seguridad de los presidiarios acerca del buen régimen y demás que 
convenga para evitar abusos. 

También ha de haber un Mayor ayudante en cada establecimiento 
presidia!; un capellán para que los penados desempeñen los deberes y 
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ejercicios de cristianos, é imbuirlos especialmente k los jóvenes en las 
máximas de religión y moral, y un médico cirujano que atienda á la 
curación de los enfermos y proponga al Comandante las medidas higié- 
nicas que estime convenientes para la salubridad del establecimiento. 

Por ultimo, hay en ellos capataces, cabos y otros subalternos, es- 
tando todos los empleados sujetos á la Dirección general bajo las inme- 
diatas órdenes del Comandante, que vigila el exacto cumplimiento de 
los deberes de cada uno. 

Los presidios son de dos clases: los establecidos en ciertos puntos 
de la península, en las islas Baleares y Canarias, y los de África. En los 
primeros, ó sean los peninsulares y de las islas adyacentes extinguen 
sus condenas los sentenciados á reclusión perpetua, á presidio mayor, 
menor y correccional, y en ellos se ocupan los penados en los talleres 
de los respectivos establecimientos: en los segundos, ó sean los de Áfri- 
ca, cumplen sus condenas los rematados á quienes se ha impuesto las 
penas de cadena perpetua y temporal, destinándoseles á los trabajos de 
estos presidios. [1] 

ínterin se plantean los establecimientos para mujeres ingresan las 
penadas en las casas de corrección oue actualmente existen, como se 
prescribe en el Código penal, con la limitación de que las sentenciadas 
á arresto mayor ó menor estingan sus condenas en las cárceles, ó en los 
depósitos municipales. [2] 

Los confinados en los presidios deben irremisiblemente cumplir 
sus condenas. No puede por consiguiente haber presidiarios rebajados, 
ni destinados al servicio doméstico, ni morar fuera del establecimiento, 
bajo pena de destitución á los empleados que consientan este abuso. En 
ciertos casos pueden destinarse los penados á los trabajos ú obras públi- 
cas y aun de empresas particulares, pero con las condiciones requeridas 
en las disposiciones legales. 

Ningún jefe tiene facultad para conceder por sí rebajo de ninguna 
clase del tiempo señalado, ni indulto con mutación de pena, ó licen- 
cia temporal, ni aun á pretesto de imposibilidad de trabajar ó falta de 
salud, y solamente en algún caso raro de locura permanente, decrepi- 
tud estremada, ceguedad ú otro semejante puede hacerse alguna gracia 
l"»r el Gobierno á propuesta del Gobernador. Sin embargo, por el mérito 
particular de algún presidiario, ó por trabajo extraordinario üuede el 
mismo Gobierno á propuesta de aquel jefe conceder alguna rebaja, que 
no esceda de la tercera parte del tiempo al que haya cumplido sin nota 
la mitad de éL 

En el mismo dia en que se cumpla el término de la condena ha de 
darse indefectiblemente á los presidarios su licencia, sin expresar en 
ella los delitos que motivaron dicha condena, pasándose aviso á la auto- 
ridad á quien corresponda ejercer la vigilancia á que quedan sujetos con 
arreglo al Código penal los rematados ó por toda su vida si lo fueron á 

[11 Artículos 28, y 26 de la ley de 26 de Julio de 1849. 
[2] Articulo 24 de la misma ley. 
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cadena perpetua y obtuvieron indulto, ó por otro tanto mas del tiempo 
dé la condena, si se impuso la pena de cadena temporal ó presidio ma- 
yor, menor y correccional 

La ley ya citada de 26 de Julio de 1849, y varios reglamentos y 
Reales órdenes contienen otras disposiciones y detalles importantes, 
entre otras la que ordena la separación de los penados según su edad y 
clase de las condenas, así como todo lo demás conducente á esta mate- 
ria cuyas disposiciones se insertan á'la letra 6 en es tracto en el dic- 
cionario Manual de derecho administrativo español de los señores Cob, 
Gayón y Cánovas del Castillo. 



SECCIÓN SEGUNDA. 



INTBKESEü mum B lílíBLBGTMLBS. 

CAPITULO I. 

M LA RELIGIÓN Y H LA MORAL PUBLICA. 

Samario.< — La religión católica es la de la nación española. — Esta sostiene al culto y 
clero. — Veneración debida a los templos, á los actos religiosos y a sus ministros. — Corcc- 
cion & los que faltan á esta obligación. — Moral y decencia pública. — Autoridades ad- 
ministrativas encargadas de vigilar por la religión y moral pública. 

No se limita la administración á procurar la conservación de la so- 
ciedad y de sus individuos; aspira aun á mas, á su progreso y perfección 
por medio del desarrollo moral é inteleccual y á su riqueza y bienestar 
con el fomento de los intereses materiales. 

La religión santa de Jesucristo, este don del cielo, vinculo de uni- 
dad nacional para los españoles y enseña portentosa en su prolon- 
gada lucha con los sarracenos y en sus proezas en el nuevo mundo, 
tiene tan hondas raices entre nosotros, que bien puede decirse que está 
íntimamente ligada á nuestra existencia social. La religión, guiándonos 
por el sendero de la salvación eterna, nos inculca el ejercicio de las vir- 
tudes, cifrado en el desempeño de nuestras obligaciones públicas y pri- 
vadas: es por consiguiente la base firmísima de la moral de los pueblos 
y un poderoso elemento de mejora y civilización. 

La religión Católica A. R. como la verdadera, es la única de la 
nación española; su culto y sus ministros deben ser mantenidos por el 
Estado, [1] siendo ademas un deber del gobierno protejer su ejercicio, 
conservarla en toda su pureza é impedir y castigar la profanación de 
sus augustas ceremonias y prácticas. 



[1] Los gastos del sostenimiento del culto y clero se incluyen en los presupuestos genera- 
les. Los diezmos en India» pertenecen & la corona por concesión de la Santa Sedo, con obligación 
de mantener el culto y clero. Ley 1? titulo 1C, libro 1? Recopilación de Indina. Lo cual se verifi- 
ca en la Isla de Cuba por la Hacienda, que perefte los diezmos como (malquiera otra renta del 
litado. Decreto de 9 de Setiembre de 1842. 

12 
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Glorianse con razón nuestros monarcas del timbre de católicos. 
Constantemente han prestado el mas decidido apoyo y procurado la con- 
servación de nuestra divina creencia, y su propagación en las vastas re- 
giones de la América: han promovido el culto con el celo mas ferviente, 
levantando templos, haciendo cuantiosas donaciones, y empeñándose 
en su mayor auge y esplendor. Tienen el patronato de las iglesias de 
España é Indias: encomendada les está la protección del Concilio de 
Trento y de la disciplina eclesiástica, y en virtud de esta y de otras 
regalías inherentes á la corona para el bien de la Iglesia y del Estado 
se han desvelado siempre en conservar la sana disciplina y evitar abu- 
sos en su perjuicio. 

En nuestras leyes y disposiciones generales, y en las municipa- 
les está prevenido que en los templos y actos, religiosos se guarde 
la debida moderación y compostura, prohibiéndose todo género de 
irreverencias, bajo penas correccionales, y aun mas graves según el 
tamaño del exceso. Que se. guarden las fiestas de precepto. Que al en- 
contrar al Viático ó la Divina Afagestad en la calle se arrodillen todos 
los transeúntes. Que desde las diez de la mañana del jueves santo has- 
ta el sábado al toque dé aleluya no ruedq carruage de ninguna especie 
por las calles, ni estén abiertos los cafés, vinaterías, hosterías y demás 
tiendas en que se vendan licores, ni ios billares y otras casas en que 
haya juegos públicos. 

Debe celebrarse con la decencia posible la festividad del Santísi- 
mo Corpus Christi, y la del Santo Patrono de cada población, asistiendo 
la autoridad local administrativa con el Ayuntamiento y á las otras fes- 
tividades que lo tuvieren de costumbre para dar buen ejemplo con este 
público testimonio de religiosidad. 

A los padres y maestros está ordenado empleen toda su eficacia 
é influencia en inspirar á los niños las máximas de nuestra religión, y 
lo mismo álos amos con respecto á sus sierros, á quienes han de en- 
señar cuanto exige la Iglesia para recibir los sacramentos. 

A los Alcaldes, Gobernadores y demás autoridades administrativas 
se ha prevenido cuiden con el mayor celo de reprimir todo desacato á 
la religión, á sus ministros y á la moral pública, procurando que nin- 
guna persona muestre ni venda libros irreligiosos é inmorales ú otros 
efectos que contengan pinturas deshonestas, ni profieran blasfemias 6 
maldiciones, y espresiones obcenas, ó ejecuten actos de ninguna clase 
que ofendan el pudor y las buenas costumbres. Los contraventores se- 
rán corregidos gubernativamente con multas .6 arrestos; pero si el ex- 
ceso fuere grave y escandaloso, intruido el oportuno procedimiento, ha- 
rán se -aplique al culpable un escarmiento proporcionado, [l] En todo 
esto, y en el auxilio que demanda la autoridad eclesiástica para el ejer- 
cicio de sus funciones pastorales, han de proceder aquéllos funcionarios 
con suma prudencia y circunspección. 

[1] El titulo 1? libro 2 del Código penal determina las penas conque deben castigarse los 
delitos contra la religión. 
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CAPÍTULO II. 

DI LA ffiSTKüCCW» PUBLICA. 

Sumario. — Necesidad y ventajas de la instrucción pública. — Funcionarios encar- 
gados del ramo respecto á. la administraecton suprema. — Ministro de Fomento. — Con- 
sejo Real de instaiiocion pública.— Director general. — Enseñanzas primera, segunda, su- 
perior y profesional. — Gobernadores de provincia y sus atribuciones.— «Juntas provincia- 
les. — Rectores de las Universidades. — Alcaldes.— Juntas locales. — Estudios, exámenes 
&c. de las enseñanzas superiores y de facultades. 

Una de las pruebas de la sociabilidad del hombre es la inestima- 
ble facultad de la inteligencia ó de adquirir y adelantar sus conocimien- 
tos en las ciencias y en las artes, ventajas que no alcanzarla, 6 que le 
serian casi inútiles fuera del estado s ó dial. Y no solamente se perfeccio- 
nan con la educación y el estudio las facultades intelectuales; diño que 
por medio del cultiva de estas se mejoran las costumbres, cofióóe cada 
uno sus deberes públicos y privados y se presta expon tan eamebte y 
por convicción á cumplirlos. La instrucción de ía juventud es por tan- 
to uno de aquellos intereses intelectuales y morales que reclañían los 
cuidados de un Gobierno sóbió y previsor, por la grande influencia que 
ejerce en la civilización y en la prosperidad dé los pueblos- 

Propagar y dirigir ía instrucción es un deber preferente déla Ad- 
ministración. Tan interesante objeto no puede abandonarse al arbitrio de 
los particulares, ya pQrque no siempre conocen su utilidad, ni tienen 
los medios necesarios para conseguirlo, y ya por los graves abusos que 
produciría esta ilimitada libertad por la falta de conocimientos y mora- 
lidad en los maestros. Para precaver estos males, y enderezar la ense- 
ñanza conforme á lo que exigen la moral y la pública conveniencia, la 
administración ejerce la inspección del ramo con el auxilio de l&s auto- 
ridades y corporaciones encargadas de él; y con sujeccion á las leyes y 
reglamentos. 

Dicho ramo en lo relativo á la administración suprema está á car- 
jo del Ministro de Fomento, al que como jefe superior le corresponde 
Presidir cuando asista las sesiones del Real Consejo de instrucción 
pública y los actos solemnes de los establecimientos. 2.° Conferir el grado 
de Doctor. 3.° Espedirlos títulos de Catedrático y de Doctor, así como 
los de los funcionarios administrativos, cuya dotación lo exige. 4.° De- 
legar para la investidura del doctorado al Director General del ramo, á 
los individuos del Real Consejo del mismo ó al Rector de la Universi- 
dad Central. 

Para el mejor desempeño auxilia á la administración Central el 
coúséjo Real de instrucción pública, el cual se compone de treinta in- 
dividuos y un Presidente de Real nombramiento, hallándose dividido 
en cinco secciones, la 1* de primera enseñanza; la 2* de segunda ense- 
ñanza, bellas artes, Filosofía y letras; la 3* de enseñanzas superiores y 
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profesionales, y de ciencias exactas físicas y naturales; la 4* de ciencias 
médicas, y la 5 a de ciencias eclesiásticas y derecho. 

El Gobierno deberá oir al Consejo I o En la formación de los re- 
glamentos especiales sobre el cumplimiento de la ley de autorización 
otorgada al mismo Gobierno de 17 de Julio de 1857 y sobre toda mo- 
dificación que haya de hacerse en ellos. 2 o En la creación ó supresión 
de cualquier establecimiento público y en las autorizaciones para los 
privados; exceptuándose en la creación de escuelas de primera ense- 
ñanza. 3.° En la creación ó supresión de cátedras. 4.° En los espedientes 
de provisión de cátedras y en los de clasificación, antigüedad, categoría, 
jubilación y separación de los profesores. 5 o En la revisión de progra- 
mas de enseñanza y sus modificaciones. 6 o En la designación de libros 
de texto. 7 o En los demás casos prevenidos en la ley y en el reglamen- 
to, consultando también al Gobierno en pleno ó por secciones siempre 
que así lo estime conveniente en los casos de duda 6 de importancia. 

También hay un Director general de instrucción pública, cuyas 
atribuciones son: l 9 Trasladar las Reales ordenes y reglamentos y dar 
instrucciones para su ejecución. 2.° Dirigir la instrucción de los espe- 
dientes que hayan de decidirse por real orden. 3 o Resolver las consul- 
tas de las autoridades subordinadas á la misma Dirección cuando no 
haya que alterar reales disposiciones. 4 o Proponer al Ministerio las me- 
didas que considere provechosas y no estén en sus atribuciones. 5° Pro- 
veer á la necesidad de la enseñanza nombrando personas que la desem- 
peñen provisionalmente cuando las cátedras estén vacantes y no haya 
quien deba sustituirlas. 6.° Nombrar, suspender y separará los emplea- 
dos administrativos del ramo, cuya dotación no llegue á 6000 reales ni 
baje de 4000 y & los dependientes en todos los establecimientos de que 
los Rectores son jefes superiores, cuyo sueldo llegue á 400O reales. 
7 o Conceder licencia, por un mes á los profesores, y hasta por dos meses 
á los jefes y empleados. 8 o Firmará nombre del Ministro los títulos 
de licenciado y demás de las carreras superiores y profesionales y ex- 
pedir los de los empleados facultativos y de los destinos administrati- 
vos, cuyo nombramiento le corresponda y los de los maestros de prime- 
ra enseñanza nombrados de Real orden. 9.° Formar la estadística ge- 
neral del ramo. 10. Ejercer las demás atribuciones señaladas en las 
disposiciones vigentes. 

La enseñanza es publica ó privada: el Gobierno dirije la primera, 
y en la segunda tiene la intervención determinada por la ley. 

También se divide en tres períodos; la primera que comprende las 
nociones elementales de mas general aplicación á los usos de la vida: 
la segunda los conocimientos que ampUan la primera y también prepa- 
ra para el ingreso al estudio de las carreras literarias, y en enseñanza 
superior, que habilita para el ejercicio de. determinadas profesiones, la 
cual no se adquiere, sino en los establecimientos públicos: los ramos 
que abraza cada una están espresados en la ley. 

Los establecimientos públicos de instrucción son costeados de sus 
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rentas, de las retribuciones que satisfagan los que la reciban y de lo 
que -deban percibir de los presupuestos municipales, provinciales ó del 
Estado, recayendo esta última obligación en los pueblos, por lo que 
respeta á la primera enseñanza; en las provincias en lo relativo á la se- 
guada y alas escuelas normales, y en el Estado en cuanto á las Uni- 
versidades y 4 las escuelas superiores. 

La enseñanza pública primera es gratuita para los que no puedan 
pagarla y obligatoria para todos. 

La Administración local del ramo está á cargo de los rectores de las 
Universidades, que son jefes de sus respectivos distritos universitarios. 

A los Gobernadores como delegados del Gobierno en sus provincias 
les corresponde: l 9 Promover en ellas la creación y fomento de las es- 
cuelas, institutos y bibliotecas públicas, así como de cualesquiera otros 
establecimientos, y vigilar por el cumplimiento de las leyes y regla- 
mentos; poniendo en conocimiento del Gobierno cuanto adviertan dig- 
no de corrección ó reforma. 2? Cuidar que en los presupuestos provin- 
ciales y municipales se incluyan como gastos obligatorios la suma nece- 
saria para la intruccioñ pública. 

También hay una junta provincial para atender al ramo, compues- 
ta del Gobernador presidente, de un Diputado y un Consejero provin- 
cial, de un individuo de la comisión provincial de estadística de la pro- 
vincia, un catedrático del Instituto, dos ó más. padres de familia; todos 
estos vocales son de nombramiento del Gobernador y de un eclesiástico 
delegado del Diocesano. A estas juntas incumbe: l 9 Informar al Gobier- 
no en los casos previstos por la ley y demás que se les consulte. 2 9 Pro- 
mover las mejoras y adelantos de los establecimientos de primera y se- 
gunda enseñanza. 3° Vigilar sobre la buena administración de los fon- 
dos de los mismos establecimientos. 4.° Dar cuenta al Rector, y en su 
caso al Gobierno de las faltas que advirtieren en la enseñanza y régimen 
de los institutos y escuelas puestas á su cuidado. , 

En lo relativo á la administración es obligación de los Alcaldes 1.° 
Promover los establecimientos de las enseñanzas que deba haber en sus 
distritos y de cualesquiera otros que convenga crear, velando para que 
en ellos y en las escuelas privadas se cumplan las disposiciones supe- 
riores. 2? Cuidar que en el presupuesto municipal se incluya la suma 
necesaria para las obligaciones del ramo. 

También hay en cada distrito municipal una junta compuesta del 
Alcalde presidente, de un Regidor y dé tres 6 mas padres de familia, 
todos éstos de nombramiento del Gobernador respectivo, á propuesta 
del Alcalde y de un eclesiástico, designado por el Diocesano. A esta 
junta corresponde: 1.° Visitar frecuentemente las escuelas, así públicas 
como privadas, y presidir sus exámenes anuales. 2.° Promover la crea- 
ción de las que falten para que la primera educación esté atendida en 
su distrito, como previene la ley. 3.° Dar cuenta á la junta provincial 
en Enero y Julio de cada año délos trabajos hechos y resultados obte- 
nidos en el semestre anterior. 4.° Desempeñar en los pueblos, que no 
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iien&o capitales de provincia tengan Institutos, la» atribnoiimcS indita- 
el** conforme al artículo 290 de la ley de 9 de Setiembre de 1857, la 
cual explica la mañera de practicarse, los exámenos y visitas. 

Dichas juntas locales además tienen respecto de las escuelas de era 
pueblo las mismas atribuciones de inspección que la ley seSab á las 
juntas provinciales sobre los establecimientos en suárt. 286, con la di- 
ferencia de que las locales dirigirán sus comunicaciones á las provincia- 
les en lugar de hacerlo al Rector ó al Gobierno. 

En todo pueblo de 800 almas ha de haber tina escuela 'pública ele- 
mental de niños y otra de niñas, aunque sea incompleta^ en lo* que lle- 
guen á 2.000 almas dos escuela» completad de niños y otras dfa de ni- 
ñas, tres en los que tengan 4000 almas, y asi sucesivamente, aumen- 
tándose una escuela de cada sexo por cada 2.000 habitantes, fin cada 
capital de provincia y en las poblaciones que lleguen á 10.000 ha de ha- 
ber una escuela de párvulos, y de noche, 6 en los domingos, como tam- 
bién una de enseñanza superior y una clase de dibujo lineal y de ador- 
no con aplicación á lar artes mecánicas. 

Respecto á la segunda enseñanza la ley ha señalado los estudios 
que comprende, la edad necesaria para matricularse los alumnos, la du- 
ración de los cursos y todo lo concerniente á esta materia. 

Para que los que intenten dedicarse al magisterio de primera en- 
señanza puedan adquirir la instrucción necesaria, hay una escuela nor- 
mal en cada capital de provincia costeada por esta,- y otra central en 
Madrid cuyos gastos satisface el Estado; debiendo tener agregada' una 
escuela práctica. 

Componen la enseñanza superior la de facultades y la profesional, 
como queda dicho, cuyos estudios habilitan para el ejercicio de deter- 
minadas profesiones. 

Las facultades son seis; á saber: de filosofía y letras, de ciencias 
exactas físicas y naturales: de farmacia: de medicina, de derecho y de 
teología: Estos estudios se hacen en la Universidad central y en las 
nueve de distrito; siendo necesario para matricularse en dichas faculta- 
des haber obtenido el grado de bachiller en letras. 

Los reglamentos universitarios determinan los estudios de cada fa- 
cultad que habilitan para los tres grados académicos de bachiller, li- 
cenciado y doctor, asi como todo lo concomiente al régimen interior de 
las mismas Universidades. 

Las enseñanzas profesionales son: la de ingenieros de minas, la 
de ingenieros de montes, la de ingenieros agrónomos, la. de ingenieros 
industriales, la de bellas artes, la de diplomática y la del notariado, 
detallándose en la ley ya citada todo lo conducente á estas enseñanzas 
como son: su duración, ejercicios &b. hasta la conclusión de las respecti- 
vas carreras y habilitación para desempeñar dich as profesiones. [1] 

[í] Lo expuesto en este capitulo se contiene en la ley de 9 de Setiembre de 1867 promulga- 
da por el Gobierno en virtud de amtoriíaoion que al efeoto le <Ü6 la de 17 de Julio del mismo 
afio; en el reglamento general para la instrucción pública aprobado en Real decreto de 20 de Ju- 
lio de 1869 por los de 26 de Agosto, 11 y 20 de Setiembre de 1858 y en Real decreto dt 22 de 
Mayo de 1859. 
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. CAPITULO III. 

U LA PROPIEDAD LITERARIA. 

Sumario. — Definición de la propiedad literaria y sus ventaja*. — Autores de obras 
originales. — Traductores. — Autores de sermones, alegatos, íeociones, discursos, artículos y 
poesías. — Compositores de cartas geográficas; de música, calígrafos y dibujantes. — Pin- 
tores y escultores. — Editores de diferentes clases. — Autores de obras dramática*, y mu- 
sicales. — 'Depósito de dos ejemplares de cada obra. — Efectos de esta propiedad y su tras- 
misión. — Ulteriores traducciones. — Extractos. — Documen tos oficíale? . — Penas. — Jueces 
competentes. — Tratado? con otras potencias para precaver fraudes »;n países extranjeros. 

Por propiedad literaria se entiende el derecho exclusivo que con- 
cede la ley á los autores, traductores y editores de las obras, escritos y 
ciertos trabajos literarios ó artísticos para reproducir 6 autorizar su re- 
producción, por medio de copias manuscritas, impresas, litografiadas ó 
por cualquier otro semejante. 

El reconocimiento y garantía de este derecho estriba en las mis- 
mas bases que el de la propiedad industrial; pues nada es tan justo co- 
mo que cada uno se aproveche del fruto de sus fatigas; si bien las re- 
glas que se han adoptado difieren de las de aquella propiedad en consi- 
deración á que pueden perderse las obras para el Estado por faltar 
sus autores 6 herederos; por lo cual se ha fijado un término largo para 
el disfrute. Este derecho exclusivo reconocido en la época presente en 
casi todos los pueblos cultos estimula los talentos para que se dediquen 
á propagar la ilustración y favorece el desarrollo intelectual de la na- 
ción. 

Según la ley, [1] ¿los autores dé escritos originales compete la pro- 
piedad durante su viaay se trasmite á sus herederos' lejítim os 6 testa- 
mentarios por el término de 50 años. 

Igualmente compete: 1° A los traductores en verso de obras escri- 
tas en lenguas vivas* 2? A los traductores en verso ó prosa de las es- 
critas en lenguas muertas. 3° A los autores y álos editores uando estos- 
eBcritos sean anónimos, de sermones, alegatos, lecciones ú otros discursos 
pronunciados en público y á los artículos y poesías originales aunque no 
se hayan reunido en colección dichos escritos. [2] 4 9 A los compositores 
de cartas geográficas y de música, á los calígrafos y dibujantes, salvo 
los dibujos que hubieren de emplearse en tejidos, muebles y otros artí- 
culos de uso común, los cuales quedan sujetos á las reglas establecidas 
ó que se establecieren para la propiedad industrial. 5 9 A los pintores y 
escultores respecto á la reproducción de sua obras por el grabado ú otro 
cualquier medio. 

[1] Ley de 10 de Junio de 1847 comunicada & la isla de Cuba de Real orden mandada cum- 
plir por el Gobierno Superior, en 2 de Junio de 1866. Tomo 3.°, página 36 de loe autos acordados 
de la Real Audiencia, pretorial dé la Habana, 

(2) Real orden de 11 de Octubre de 1868. 
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Los traductores en prosa de obras escritas en lenguas vivas, obtie- 
nen la propiedad y la trasmiten á sus herederos solamente por 25 años. 
Estos traductores no pueden impedir la publicación de otras distintas 
traducciones de la misma obra; y si el de la primera reclamase contra 
una nueva traducción, alegando ser una reproducción de la suya con 
ligeras variaciones y no un nuevo trabajo hecho sobre el original, el 
Juez ante quien se acuda debe admitir la reclamación y fallarla, oido 
el informe de dos peritos nombrados por las partes y tercero en caso 
de discordia. 

Considérase como traducción la edición que haga en castellano un 
autor extranjero de una obra original que haya publicado en su país en 
su propio idioma. 

Tienen además la propiedad durante 50 años, contados desde el 
dia de la publicación los que dieren á luz por primera vez un códice 
manuscrito, mapa, dibujo, muestra de letra ó composición musical de 
que sean legítimos poseedores ó que hayan sacado de alguna biblioteca 
pública con la debida autorización. 

Los editores de las obras anónimas ó seudónimas gozan de los 
mismos derechos que los autores; pero si en cualquier período del dis- 
frute probasen estos ó sus herederos que les pertenece la propiedad, en- 
trarán en su entero y pleno goce por el tiempo que les falte para com- 
pletar el plazo respectivo. 

Las obras dramáticas tienen dos existencias distintas, una, por la 
imprenta, como los demás escritos, y otra por el teatro donde se repre- 
sentan. En cuanto á la primera, los autores y traductores gozan de 
los mismos derechos que los de cualquiera otra obra. Y por lo que res- 
pecta á la' segunda, ninguna composición dramática puede representarse 
en los teatros públicos sin el previo consentimiento de su autor, cuyo 
derecho dura toda la vida de éste y se trasmite á sus herederos por 25 
años. Esto mismo debe observarse en cuanto á las composiciones musi- 
cales. 

Para adquirir la propiedad literaria debe depositarse un ejemplar 
de cada obra, escrito ó composición en la Biblioteca nacional y otra en 
,el ministerio de Instrucción pública antes de anunciarse la venta con 
la nota de la propiedad; pudiendo practicarse la entrega al Gobernador 
de la provincia de las obras publicadas fuera de Madrid para que las 
remita á aquel ministerio y á la Biblioteca nacional. (1) 

Siendo las obras, escritos, ó composiciones postumas, la duración 
de los términos fijados empieza á contarse desde el dia en que por pri- 
mera vez hayan salido á luz. 

Los que tienen la propiedad ó derecho exclusivo de reproducir 
una obra, pueden enagenarlo y trasmitirlo por los medios légales. A na- 
die se permite reproducir una obra ajena con pre testo de anotarla ni 

[1] La Real orden de 1.° de Marzo do 1866 previene se acompañe una nota conforme al mo- 
delo inserto en ella y contiene otras disposiciones sobre el destino de los escritos, sobre la for- 
ma de eBtoe espedientes y sobre otro9 particulares relativos al mismo asunto. 
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comentarla, adicionar ó mejorar la edición sin permiso del autor; mas 
el que lo fuere de adiciones ó anotaciones puede darlas á luz por sepa- 
rado, en cuyo caso se le considerará como propietario. 

Tampoco es licito, sin consentimiento del autor, ó dueño, hacer un 
extracto ó compendio de la obra. Sin embargo, si este trabajo fuere de 
tal mérito que constituyese una obra nueva ó proporcionase una uti- 
lidad general, puede autorizar el Gobierno su impresión, previa la 
audiencia de los interesados y de tres peritos que nombre, y de la in- 
demnización al autor de la obra primitiva, la cual se fijará en la decla- 
ratoria que se haga. 

Las leyes, decretos, Reales ordenes, reglamentos y demás docu- 
mentos que publique el Gobierno en los papeles oficiales pueden inser- 
tarse en los demás periódicos y en otras obras, en que por su natura- 
leza convenga citarlos, comentarlos ó copiarlos á la letra; pero nadie 
podrá imprimirlos en colección sin autorización expresa del Gobierno. 
No se pierde el derecho de propiedad por haber publicado el au- 
tor español una obra fuera del Reino por primera vez. Para introdu- 
cirse en él estas obras se necesita permiso del Gobierno, que no lo con- 
cederá sino cuando sean de utilidad 6 importancia conocidas, solamente 
para 600 ejemplares á lo mas y con sujeción á la ley de aduanas. 

Fenecido el término que debe durar la propiedad literaria conce- 
dida á los autores ó editores ó á sus herederos ó derecho habientes ó 
que no conste el dueño ó propietario de una obra, inclusas las dramá- 
ticas y composiciones musicales, entrará en el dominio público, conser- 
vando su derecho los que de antemano lo tenían hasta el completo del 
plazo señalado. 

Para garantir la propiedad literaria se establecen penas contra 
los que no la respeten 6 traten de usurparla. Todo el que reproduzca 
una obra ajena, sin el consentimiento del lejitimo propietario, perderá 
los ejemplares que se le encuentren de la obra impresa fraudulenta- 
mente, los cuales se entregarán al dueño, quedando sujeto á la indem- 
nización de los daños y perjuicios que hubiere sufrido, la cual no podrá 
bajar del valor de dos mil ejemplares. Si se probare que la edición 
fraudulenta ha llegado á este número, no bajará del valor de tres mil, 
y asi sucesivamente, entendiéndose siempre por valor del ejemplar el 
precio de venta de la edición lejitima. Por la primera reincidencia se 
le añade una multa que no baje de dos mil reales ni exceda de cuatro 
mil y por la ulterior uno ó dos años de prisión correccional. 

A las mismas penas quedan sujetos: 1/ Los que reproduzcan las 
obras de propiedad particular impresas en español en pais extrangero; 
2.' Los autores de estas obras que las introduzcan en los dominios es- 
pañoles, sin permiso del Gobierno ó en mayor número de ejemplares 
que los permitidos. 3. a El impresor que falsifique *1 titulo ó portada de 
una obra ó que estampe en ella con falsedad haberse hecho la edición 
en España. 4/ El propietario de un periódico que usurpe un articulo 
de otro periódico existente; siendo de advertir que en el caso de que no 

13 
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aparezca el autor fraudulento de una obra ó de que por muerte, insol- 
vencia ú otra causa no puedan hacerse efectivas estas penas, recaerán 
ellas sobre el impresor, á quien ademas se cerrarán sus establecimien- 
tos, si por tercera vez incurriere en la misma falta. 

En todos estos juicios son competentes los jueces de primera ins- 
tancia con apelación á los tribunales superiores de la jurisdicion or- 
dinaria y derogación de cualquier fuero privilejiado. Y cuando el autor 
ó propietario de una obra, con noticia de que se está imprimiendo efec- 
tivamente, pidiere ante el Juez del partido ó distrito en que se comete 
el fraude que se prohiba desde luego la impresión ó expendicion, deberá 
acceder á ello el juez en los términos y por los trámites de derecho. 

Los que hayan comprado al dueño la propiedad de una obra, go- 
zarán de ella durante ei termino señalado en las disposiciones que antes 
rejian, pero al cumplirse este plazo volverá la propiedad al que la ena- 
jenó y la disfrutará por el tiempo que falte para completar el que se le 
ha fijado en la ley novísima, cuyos efectos y beneficios comprende á to- 
das las obras que no hayan entrado en el dominio público. 

Para mayor garantía de la propiedad literaria y precaver los fraudes 
que pueden cometerse fuera del Reino, el Gobierno habrá de procurar 
celebrar tratado? ó convenios con las potencias extrangeras que se pres- 
ten á concurrir al mismo fin de impedir reciprocamente que en los res- 
pectivos países se publiquen ó impriman obras escritas en otra nación, 
sin previo conocimiento de sus autores ó legítimos dueños. 

En su consecuencia se han celebrado tratados para garantir la 
propiedad literaria con la Francia en 15 de Noviembre de 1853, con 
Inglaterra en 7 de Junio de 1857, con Cerdena en 9 de Febrero de 
1860 y con Portugal, ratificado el último por los respectivos Monarcas 
en 23 y 30 de Marzo de 1861. 
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I)E LOS 1NTBRBSBS M1TBRI1LBS. 

CAPITULO I. 

DI U PROPIEDAD. 

Sumario. — De la propiedad en general y sus división es — Bienes vacantes y mostren- 
co*. — Expropiación forzosa por causa de utilidad publica. 

Intereses materiales son los que constituyen la riqueza y demás 
elementos conducentes, no solo á la satisfacción de las necesidades de la 
vida material de la sociedad y de sus individuos, sino también á propor- 
cionarles la abundancia, el bienestar y la prosperidad. Entre estos inte- 
reses obtiene el primer lugar la propiedad, sin la'cual no habría verdade- 
ra riqueza, no habría estímulos eficaces para producirla ni medios de 
elevar los pueblos á su engrandecimiento. 

Por demás seria detenernos en una investigación prolija sobre el 
origen y fundamento de la propiedad. Escritores profundos [1] han de- 
mostrado, y es ya de innegable verdad que la propiedad es una conse- 
cuencia precisa de la sociabilidad del hombre, impelido por su natu- 
raleza á apropiarse las cosas que ha menester para sus necesida- 
des y goces, y á procurar su aumento y perfección por medio del tra- 
bajo. 

La posesión y disfrute en absoluta comunidad no es compatible con 
la existencia y progreso de una sociedad regularmente organizada, y el go- 
ce privativo de lo que cada uno produce ó adquiere, sin usurparlo ó arre- 
batarlo á otro, es un hecho quizás tan antiguo como el hombre; es un 
poderoso aliciente para el trabajo y un germen fecundo de la riqueza pú- 
blica y privada. 

[1] Comte, Tratado de la propiedad. Molinier, Ensayo sobre la propiedad. 



./,.;• — 102 — 

tada que se hallen en terrenos pertenecientes al Estado; y si se hallaren 
en terrenos- j3¿ 'propiedad particular, si fuere por el mismo dueño, le cor- 
responde ipíégro, y si fuere otra persona se dividirá de por mitad, mo- 
nos cua^.de-'se busque de intento, en cuyo caso todo pertenece al dueño 
del terreno, conforme á la ley 45, titulo 28, partida 3*; pero las minas 
están" sujetas á la legislación especial del ramo. S 9 Corresponden asimis- 
mo ^1 Estado ios bienes de los que mueran intestados, sin dejar perso- 
gas capaces de sucederles con arreglo á las leyes. G 9 También le perte- 
necen los bienes detentados ó poseídos sin titulo legítimo, los cuales 
podrán ser reivindicados con arreglo á las leyes comunes; mas en esta 
reivindicación incumbe al Estado probar que no es dueño legítimo el po- 
seedor ó detentador, sin poder ser estos competidos á la exhibición de 
títulos, ni inquietados en la posecion hasta ser vencidos en juicio. 

Todos estos bienes declarados de la propiedad del Estado, puede 
éste por medio de la acción competente reclamarlos como suyos de 
cualquier particular ó corporación en cuyo poder se hallen y donde quie- 
ra que estuvieren; y aquellos que por no poseerlos ni detentarlos per- 
sona ni corporación alguna carezcan de dueño conocido, deben ocupar- 
se desde luego á nombre del Estado, pidiendo la posesión real corporal 
ante el juez competente que la ha de mandar dar en la forma ordinaria, 
y también serán ocupados los buques que naufragaren, sus cargamentos 
y cuanto en ellos se encontrare sin dueño conocido y las cosas que el mar 
arroja sobre las playas en los términos ya dichos, entregándose, previo 
inventario y justiprecio de todo,- y quedando responsable el Estado á 
las reclamaciones de tercero, sin perjuicio de la recompensa ó derechos 
correspondientes, según las disposiciones legales á los que contribuyen 
al salvamento del buque ó mercaderías. 

La sucesión intestada á favor del Estado se abre por la muerte na- 
tural; y aun odrá abrirse por la muerte civil, si esta pena con todas sus 
consecuencias llegare á adoptarse en nuestras leyes. Y cuando la suce- 
sión interesada pertenezca al Estado [1], el representante de éste puede 
pedir ante el Juez competente la segura custodia, inventario y justipre- 
cio de los bienes y su posesión, la cual debe dársele en la forma ordi- 
naria, sin perjuicio de tercero, corriendo después el juicio universal sus 
ulteriores trámites. 

La prescripción con arreglo á las leyes comunes escluye las accio- 



[1] Por la novísima ley de mostrencos se amplió la sucesión infestada después de los des- 
cendientes y ascendientes y de los colaterales hasta el cuarto grado: 1? A los hijos naturales le- 
gamente reconocidos y sus descendientes por lo respectivo 4 la succesion del padre y sin per- 
juicio del derecho preferente que tienen los mismos para suceder á las madres. 2? Al cónyuge 
no separado por demanda de divorcio contentada al tiempo del fallecimiento con calidad de que 
á su muerte deberán volver los bienes raices de abolengo & los colaterales. 8° A los colaterales 
desde el 5 o hasta el décimo grado inclusive computado civilmente. Debe tenerse presente en 
cuanto a los estrangeros, que á los domiciliados y naturalizados en la Isla de Cuba que no ten- 
gan herederos forxozos ascendientes ó desendientes, se les permite instituir libremente á sus pa- 
rientes 6 estraños; y si muriesen sin testamento, los heredarán sus padres, madres, hermanos 6 
. parientes conforme á las leyes, aunque estén en otros paises. Real cédula de 21 de Octubre de 
1817. 
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nes del Estado y cierra la puerta á sus reclamaciones contra los bienes 
que van declarados de su pertenencia; pero también legitima irrevoca- 
blemente las adquisiciones hechas á su nombre. 

Todos los bienes adquiridos y que se adquieren como mostrencos 
han sido adjudicados al pago de la deuda pública, siendo uno de los ar- 
bitrios permanentes de la caja de amortización, á cuya Dirección cor- 
responde adoptar las medidas convenientes para promover su descu- 
brimiento, ocupación ó reclamación. La misma Dirección es responsa- 
ble á los gravámenes y obligaciones de justicia afectas á las fincas que 
adquiere el Estado, á las acciones que con arreglo á las leyes comunes 
se establecen contra los mismos bienes y, á la indemnización y sanea- 
miento á los compradores; mas esta responsabilidad no excederá de la 
cantidad líquida que hubiere ingresado en arcas. 

Todas las reclamaciones y adquisiciones á nombre del Estado están 
sujetas á los principios y formas del derecho común, bien sea por ocu- 
pación ó por acción deducida en los juicios universales de intestado, ó 
por reclamación contra ' los detentadores sin derecho. Los juicios so- 
bre esta materia son de la atribución y conocimiento de la jurisdicción 
Real ordinaria, debiendo intentarse las acciones ante el juez del partido 
donde se hallasen los bienes que se reclamen. 

Los promotores fiscales en primera instancia, y no persona alguna 
particular, y en las audiencias y tribunales supremos en las ulteriores 
los fiscales, de acuerdo con el Director del ramo de amortización 6 sus 
delegados, son los que deben sostener estas adquisiciones é incohar y 
proseguir las demandas de reivindicación y demás que correspondan 
al Estado; pudiendo los promotores continuar las accionos pendientes ó 
promover el sobreseimiento, si no encontraren mérito para la prosecu- 
ción; mas para esto se necesita la conformidad del fiscal de la Audiencia 
y del Director de los ramos de amortización, que han de manifestar por 
escrito. [1] 

El que encontrare bienes sin dueño conocido debe presentarlos á 
la justicia para que se proceda á la averiguación competente, pregonán- 
dose por un afio y dos meses, y si pasado ese término no pareciere su 
dueño, se rematan y aplica su producido al pago de la deuda del Estado. 
Los semovientes se rematan á los dos meses y se deposita su produci- 
do, por si pareciere su dueño^ántes del afio y dos meses designados. 
Ley 6, título 22 libro 10, Novísima Recopilación. 



[1] Ley de 16 de Mayo de 1835 comunicada & la Isla de Cuba. 
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IXPBtfPIáCION F0R108A POK CAUSA M UTILIDAD PUBUCA. 



La inviolabilidad dé la propiedad está garantida por las leyes, de- 
clarándose en la fundamental que ninguno puede ser privado de su 
propiedad, sino por causa justificada de utilidad común, j previa 
la correspondiente indemnización, porque el bien general es prefe- 
rible al particular, habiéndose consignado el mismo principio en el 
Código úe las Partí das .JÜJMas para llevar á efecto la expropiación- se 
han determinado el modo de instruirse los expedientes, los requisitos 
que deben concurrir y la autoridad que ha de hacer la declaratoria. 

No se puede obligar á ningún particular, corporación ó estableci- 
miento á que ceda ó énagene lo que sea de su propiedad para obras de 
interés público sin que precedan : l 9 Una declaración solemne de que 
la obra proyectada es en efecto de utilidad pública, y que para ejecu- 
tarla es indispensable la cesión y enagenacion del todo ó parte de di- 
cha propiedad. 2.° El permiso competente para la obra. 3.° El justipre- 
cio de lo que haya de cederse ó enagenarse. 4.° El pago del precio y de 
la indemnización. 

Se entiende por obra» de utilidad pública las que tienen por ob- 
jeto directo proporcionar al Estado en general, á una ó mas provincias 
ó á uno ó mas pueblos cualesquiera usos ó disfrutes de beneficio co- 
mún, bien sean ejecutados por cuenta del Estado ó de la provincia ó 
pueblos, bien por compañías ó empresas particulares autorizadas compe- 
tentemente. 

La declaración de que una obra es de utilidad pública y el permi- 
so para emprenderla deben ser objeto de una ley, siempre que para 
ejecutarla haya que imponer una contribución que grave á una ó mas 
provincias. En los. demás casos será objeto de una Real orden, debien- 
do preceder á su expedición los requisitos siguientes: l 9 Publicación en 
el Boletín oficial . respectivo, dando un tiempo proporcionado para que 
los habitantes de cada pueblo o pueblos que se supongan interesados 
puedan hacer presente al Gobernador de la provincia lo que se les 
ofrezca y parezca. Y 2r Que la diputación provincial, oyendo á los 
Ayuntamientos del pueblo ó pueblos interesados exprese su dictamen 
y lo remita á la superioridad por mano de su presidente. 

Dicho Gobernador en unión con la misma Diputación, oyendo ins- 
tructivamente á los interesados dentro del término discrecional que se 
considere suficiente, defcide sobre la necesidad de que el todo ó parte de 
una propiedad deba ser cedida para la ejecución de una obra declarada 
ya de utilidad pública y habilitada con el correspondiente permiso, y no 
conformándole el dueño de la propiedad tiene lugar el recurso en la via 
contoncioso-administrativa ante el Consejo de Estado, como también 
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contra la decisión, sí contiene faltas contrariad á las leyes y reglamento^ 
que minoren el valor que los dueños atribuyan á su propiedad. [1] 

Declarada la necesidad de ocupar el todo 6 parte de una propie- 
dad, se procede á justipreciar el valor de ella y el de los daños y per- 
juicios que pueda causar á su dueño la expropiación, á juicio de peri- 
tos nombrados uno por cada parte ó tercero en discordia por ambas, y 
no conviniéndose á cerca de este nombramiento, lo hará el juez del par- 
tido procediendo de oficio, sin causar costas, en cuyo caso pueden los 
interesados recusar hasta dos veces el nombrado; y el precio íntegro de 
la tasación $on el 3 por 100 debe satisfacerse al interesado con antici- 
pación á su desahucio ó depositarse) si hubiere reclamación de tercero 
por razón de enfiteusis, servidumbre, hipoteca, arriendo ó cualquiera 
otro gravamen que afecte la finca, dejando á los tribunales ordinarios 
competentes la declaración de los derechos respectivos. 

Los tutores, maridos, poseedores de vínculos y demás personas que 
tienen impedimento legal para vender los bienes que administran, están 
autorizados para ejecutarlo en los casos en que con arreglo á lo que se 
ha explicado tenga lugar la enagenacion forzosa, sin perjuicio de ase- 
gurar con arreglo á las leyes las cantidades que reciban por precio de 
indemnización en favor de sus menores ó representados. 

Las rentas y contribuciones correspondientes á los bienes enage- 
nados forzosamente para obras de interés público se admiten durante un 
año subsiguiente á la fecha de la enagenacion en prueba de la aptitud 
del expropiado para el ejercicio de los derechos que puedan corres- 
ponderé. 

En el caso de no efectuarse la obra que dio lugar á la expropia- 
ción, si el Gobierno ó el empresario resolvieren deshacerse del todo ó 
parte de la finca que se hubiere cedido, el respectivo dueño expropiado 
ha de ser preferido en igualdad de precio á otro cualquiera comprador. 

Todo lo expuesto no altera las disposiciones vigentes sobre minas, 
tránsito y aprovechamientos de aguas ú otra servidumbres rústicas ó 
urbanas. Al Gobierno está reservada la facultad de determinar los me- 
dios mas expeditos para aplicar lo prevenido sobre enagenacion forzosa 
á las obras de fortificación de las plazas de guerra, puertos y costas 
marítimas, dejando siempre para los casos de guerra ú otras circunstan- 
cias urgentes la latitud conveniente á los comandantes respectivos pa- 
ra atender de pronto á lo que exija la necesidad, salva siempre la sub- 
siguiente Real aprobación [2] 



(1) Artículo 26 y 26 del Beglamento de 27 de Julio de 1858. 

(2) Lo expuesto sobro enagenacion forzosa y trámites de los expedientes para llevarla á 
efecto es conforme á la ley de 14 de Julio de 1886. 

14 
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CAPÍTULO II. 

Bl 118 OBRAS PUBLICAS- 

Sumario. — Que se entiende por obras públicas. — Su división. — Obras del Estado. — 
id. provinciales. — Id. municipales, y requisitos para la construcción. 

Obras públicas son todas las de utilidad común que ejecuta la ad- 
ministración, como son los caminos de todas clases, I03 canales de na- 
vegación, de riego y de desagüe, los puertos de mar, los faros y el de- 
secamiento de lagunas y terrenos pantanosos en .que se interesen uno 6 
más pueblos para satisfacer objetos de necesidad ó de conveniencia ge* 
neral. Las obras públicas ejercen grande influencia en el fomento de los 
intereses materiales, ó sea en la riqueza y prosperidad de los pueblos. 

Divídense en obras del Estado, que llevan el carácter de utilidad 
nacional y se costean de los fondos del Tesoro público bajo la inmedia- 
ta inspección del Gobierno ó sus delegados, en provinciales, que son 
las que interesan á la generalidad de una provincia 6 & determinadas 
comarcas y pueblos, y municipales, las del interés común de un pueblo. 
Todas ellas se comprenden en la denominación de obras públicas. 

Este ramo corresponde al ministerio de Fomento, y se gobierna 
inmediatamente por la Dirección general del mismo ramo con auxilio 
del cuerpo de ingenieros de caminos, canales y puertos, interviniendo 
las autoridades administrativas, según la clase de obrap. 

Pueden dichas obras realizarse por empresa, por contrata ó por 
administración. 

En las obras por empresa la administración contrata con particu- 
lares su ejecución, cediéndoles en pago los productos y rendimientos 
de las ni ib mas; y cuando estas no sean suficientes, estipulando conce- 
siones en compensación de la industria de los empresarios 6 del capi- 
tal que adelanten, de lo cual resultará á su favor un privilegio por 
tiempo determinado. 

En las obras por contrata la administración satisface en plazos fi- 
jos las cantidades estipuladas por las que los contratistas se obliguen á 
ejecutar. 

En las obras por administración el Gobierno, tas provincias y los 
pueblos son los ejecutores encargados directamente de todas las opera- 
ciones, asi facultativas como económicas. 

Deben preferirse las contratas, siempre que baya fondos suficien- 
tes para satisfacer á los contratistas el importe de las obras que vayan 
ejecutando. 

Las empresas por particulares son aceptables cuando la importan- 
cia y vasta extensión de las obras proyectadas exijan considerables su- 
mas que la administración no pueda aprontar; pero que puede suplir 
con ventaja por medio de concesiones. 

La ejecución por empresa puede proponerse por empresarios, por 
compañías particulares y también por las provincias y pueblos; debiendo 
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en el primer caso acompañar los empresarios los planos genérales y 
particulares necesarios para la cabal inteligencia del proyecto, el pre- 
supuesto circunstanciado de su coste y una memoria facultativa del 
mismo proyecto con la descripción de las obras y aplicación 6 método 
de construcción que ha de emplearse, y la apreciación de las ventajas 
que deben resultar de la ejecución. 

Todas las obras que hubieren sido ordenada s por el Gobierno se 
considerarán con el mismo hecho declaradas de utilidad pública para 
los afectos marcados en la ley de enagenacion forzosa. 

Sin perjuicio de oir y resolver cualquiera reclamación que se presen- 
te, no se detendrá ni paralizará ninguna de las obras en curso de ejecu- 
ción por las oposiciones que sé intenten con motivo de daños y perjuicios 
que al construirse se ocasionen por la ocupación de terrenos o por otro 
motivo; debiendo promoverse la indemnización ante los respectivos Go- 
bernadores. 

Corresponde á los profesores de arquitectura proyectar y dirigir 
las obras de nueva planta de toda clase de edificios públicos y tam- 
bién de los particulares, la medida, tasación y reparación de las mis- 
mas obras y las visitas y reconocimientos que en ellos se ejecuten. 

Para los contratos sobre construcción de obras y toda clase de ser- 
vicios públicos han de observarse ciertas reglas dictadas [1] para evi- 
tar fraudes y abitóos en perjuicio de los intereses del Estado y de los 
pueblos. 

Estos contratos habrán de celebrarse, salvos los casos de excep- 
ción, por remate solemne y público, previa la correspondiente subasta, 
la cual se anunciará con treinta dias de anticipación por carteles y por 
medio de la Gaceta de Gobierno y de los Boletines oficiales de las pro- 
vincias donde haya de celebrarse, permitiéndose solo en casos urgentes 
acortar aquel término: al anuncio habrán de acompañarse los pliegos de 
condiciones, y no siendo esto posible se designará el sitio en que esta- 
rán de manifiesto, como también las relaciones, memorias, planos, mo- 
delos, muestras y demás objetos, cuyo conocimiento sea necesario, y se 
expresará la forma en que tendrá lugar la subasta, con el modelo de 
proposiciones por escrito en pliego cerrado, las condiciones ó garantías 
que se exijan de los Hcítadores, el lugar dia y hora y la autoridad ante 
la cual ha de verificarse el acto, y por último si en caso de igualdad de 
dos proposiciones se ha de verificar la adjudicación en el mismo acto, 6 
en otros sucesivos y en que forma. 

Así mismo habrá de insertarse en el pliego de condiciones el tipo 6 
precio del servicio que se contrate, bien que cuando conforme á las le- 
yes 6 por exigirlo las circunstancias especiales del servicio haya de re- 
servarse este precio, se consignará en un pliego cerrado y sellado por el 
Ministro respectivo y se entregará al que preside la subasta para su 
apertura después de leídos los pliegos de proposiciones á fin de que 

[I] Bü el Real decreto de 2? de Febrero de 1852. 



— 108 — 
tenga lugar la adjudicación si estuviesen arregladas á los que en el 
pliego se prescriba. 

El remate tendrá efecto sobre la proposición mas ventajosa, siem- 
pre que estuviese ajustada á la forma que se haya dispuesto. El Go- 
bierno y sus delegados aprobarán los remates cuando proceda, pero no 
podrán ser anulados sino por el Gobierno, oida la sección correspon- 
diente del Consejo de Estado. 

Si el rematante no cumpliese con las condiciones debidas para el 
otorgamiento de la escritura ó impidiese que esta se otorgue en el tér- 
mino señalado, se tendrá por rescindido el contrato á su perjuicio, cele- 
brándose nuevo remate con calidad de pagar aquel la diferencia de pre- 
cio con respecto al anterior, satisfaciendo los danos ocasionados al Es- 
tado por la demora en el servicio ú obra, para lo cual se retendrá la ga- 
rantía de la subasta, y no alcanzando se hará secuestro de sus bienes. 
En el caso de no presentarse proposición admisible se hará el servicio 
por cuenta de la Administración á perjuicio del rematante. 

Las providencias dictadas por la Administración por falta de 
cumplimiento de los «contratistas á las condiciones convenidas y al re- 
sarcimiento de perjuicios son efectivas quedándoles á salvo el derecho 
para establecer sus reclamaciones en la via contencioso administrativa. 

Las multas é indemnizaciones se harán efectivas gubernativamen- 
te. Sobre las sumas consignadas en garantía, sobre lo que constituyere 
la fianza y sobre los demás bienes de aquellos y de sus fiadores, pro* 
cediéndose en la ejecución y venta sumariamente y por la via de apre- 
mio. 

La entrega final de toda clase de obras se hará con la debida for- 
malidad, precediendo reconocimiento que practicará un ingeniero que 
no haya intervenido en ellas, para lo cual es necesario sean conformes 
á los modelos prescritos en la, instrucción aprobada por la Dirección 
general y cuerpo de ingenieros de caminos. 

OBRAS HL HTADO. 

Estas, que ya se ha dicho son las que hace ejecutar el Go- 
bierno para utilidad jeneral, ademas de arreglarse á las prevenciones 
que rijen para toda clase de obras, se sujetan á ciertas disposiciones 
especiales. 

Dichas obras están á cargo de la Dirección general del ramo y del 
cuerpo de ingenieros de caminos, canales y puertos bajo la dependen- 
cia del ministerio de Fomento. 

Corresponde á la Dirección de obras públicas 1.° Promover las 
obras que tengan por objeto la construcción, reparación y conservación 
de las carreteras y algunos caminos á cargo del Estado y las t nuevas 
que convenga ejecutar. 2.° Instruir los expedientes para graduar la im- 
portancia y necesidad de las mismas obras. 3.° Redactar las instruccio- 
nes á que deben sujetarse los injenieros, á fin de que los estudios y 
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presupuestos se arreglen al interés general y á las particulares conside- 
raciones económico-politicas. 4.° Examinar los presupuestos y pliegos 
de condiciones de las obras públicas y proponerlas á la Real aprobación, 
indicando el mejor método de llevarse á efecto. 5..° Practicar las gestio- 
nes necesarias para impulsar la construcción de las obras y vijilar su eje- 
cución por medio de los injenieros y demás ajentes del ramo 6.° Resolver- 
las dudas sobre la inteligencia de los proyectos y sus condiciones facul- 
tativas y cualesquiera otras dificultades que ocurran en el curso de 
las obras. 7.° Informar sobre las ampliaciones ó modificaciones que 
exijan los contratos celebrados, siempre que la necesidad de variar 
los proyectos aprobados produzca aumento ó disminución en el costo 
de las mismas obras. 8.° Formalizar la cuenta general y las parciales de 
todas las obras públicas nacionales y redactar la estadística general de 
ellas. 9.° Formar todos los años el plan general de las obras de cargo 
del Estado que hayan de ejecutarse en el siguiente y cuidar de 
qne todas las sumas destinadas para este ramo en el presupuesto se in- 
viertan con regularidad y justificación. 

Por la Dirección general se celebrarán en Madrid las subastas de 
estas obras y en las provincias por el Gobernador respectivo, fijándose 
de antemano las garantías, el orden de las pujas, los términos en que se 
verificará el remate, anunciándose todo anticipadamente en los periódi- 
dicos oficiales. 

OBRAS PROVINCIALES. 

A los Gobernadores y diputaciones provinciales corresponde con 
arreglo á las leyes y otras disposiciones promover estas obras, que por 
no ser de cargo del Estado ó de los ayuntamientos, se costean de los 
fondos provinciales; siendo de la atribución del Gobierno, previo el 
expediente que habrá de instruirse en cada caso, declarar las obras que 
se han de considerar como provinciales, disponiendo se formalicen los 
proyectos y presupuestos. 

Formalizados unos y otros juntamente con las condiciones faculta- 
tivas, y visados por el ingeniero en jefe del distrito, los presentará el 
Gobernador á la diputación provincial con el pliego de condiciones eco- 
nómicas para que emita su informe, elevándolo todo á la aprobación del 
Gobierno con su dictamen, espresando tanto este jefe, como la diputa 
cion al proponer los recursos para cubrir el aumento de gastos que oca- 
sionen las obras, la época mas oportuna para ejecutarlas y método que 
sea preferible. 

Aprobados los proyectos, y presupuestos y fondos con que han de 
ser costeadas, el Gobernador hará que se proceda á la ejecución de las 
obras, nombrando á propuesta del injeniero los celadores, aparejadores 
sobrestantes y demás empleados, según la ley vijente sobre el Gobierno 
de las provincias. 

Las diputaciones provinciales pueden acordar la ejecución de las 
obras de esta clase cuando el presupuesto ño exceda de 200,000 reales t 
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necesitándose para ello de la aprobación del Gobernador. [1] 

Este debe cuidar respecto de las obras provinciales lo que a cerca 
de las del Estado está á cargo de la Dirección general, excepto lo rela- 
tivo á la instrucción de los expedientes, examinar los proyectos, presu- 
puestos y pliego de condiciones, y resolver las dudas que ocurran sobre 
la inteligencia de los proyectos y de sus condiciones facultativas y cual- 
quiera dificultad que se ofrezca en el curso de la ejecución, todo lo 
cual corresponde á la misma Dirección para toda clase de obras, pero cor 
la modificación ya expresada. 

OBRAS iVXICIPAUS. 

El Gobernador y el Ayuntamiento han de promover estas obras 
que son del interés de uno ó mas pueblos, de una misma provincia, en 
el modo y forma establecida en las leyes orgánicas de aquellas corpo- 
raciones. 

Los proyectos y presupuestos deben ser formados por el injeniero 
de la provincia, y en su defacto por otro acreditado con aprobación de 
aquel. Previa esta formalidad, podran los Gobernadores autorizar la 
ejecución de las obras en casos urgentes, y siempre que su importe no 
exceda de 20,000 reales. Corresponde á los mismos aprobar los pro- 
yectos de obras, cuando los presupuestos no exceden de 100,000 rea- 
les, exceptuándose en uno y otro caso cuando aquellas exijan la ena- 
jenación forzosa. 

Y en cuanto á la ejecución deberán procurar dichos jefes se 
observen la tramitación y las reglas establecidas para las provincia- 
les. [2] 



CAPITULO III. 
DE LAS CARRETERAS. 

Sumario. — Ventajas de las carreteras. — Requisitos para su construcción. — Su di- 
visión en carreteras de 19 29 y 39 orden y su conservación. 

La necesidad y ventajas de la \Ia pública son manifiestas y de su- 
ma trascendencia, considerada bajo diferentes aspectos. El Gobierno ne- 
cesita vias breves y expeditas para ejercer sus funciones de trasmi- 
tir y hacer ejecutar y cumplir sus disposiciones y que sea eficaz su ac- 
ción protectora en todo el ámbito de la nación: al comercio que sostiene 
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Reglamento de 10 de Octubre de 1845. 
Reglamento citado de 10 de Octubre de 1845. 
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la agricultura y la industria son también necesarias y de notoria utili- 
dad, porque sin vias de comunicación fáciles y económicas no puede 
efectuarse el tráfico ni proveerse los pueblos de ios artículos de con- 
sumo á precios regulares y á los particulares conviene también tener 
relaciones unos con otros para auxiliarse mutuamente y para la propa- 
gación de las ideas y conocimientos que tanto influyen en la civiliza- 
ción. Es por consiguiente uno de los principales deberes de la adminis- 
tración la construcción y conservación de los caminos. 

La antigua división de los caminos en generales, provinciales y ve- 
cinales no ha prevalecido en la lejislacion actual. Según esta las vias de 
servicio público están clasificadas por el Gobierno en consideración á 
su importancia y utilidad respectiva en vias de primero, segundo y ter- 
cer orden. Son de primer orden las carreteras que de la Corte se di- 
rijen á las capitales de provincia, departamentos de marina ó puntos 
donde haya Aduanas para el comercio en general y los ramales que par- 
tiendo de un ferro-carril ó de una via de primer orden conduzcan á al- 
guno de aquellos puntos, como también los que enlacen dos ó mas ferro- 
carriles pasando por un pueblo que no baje de 15000 almas y los que 
unan dos 6 mas carreteras de primer orden pasando por alguna capital 
de provincia ó centro de gran población y tráfico, cuyo vecindario ex- 
ceda de 20,000 almas. Son de segundo orden las carreteras que pongan 
en comunicación dos capitales de provincia ó enlacen un ferro-carril 
con una carretera de primer orden, 6 que partiendo de alguna de estas 
dos vias terminen en un pueblo ó cabeza de partido 6 población de mas 
de 10,000 almas. Y de tercer orden son las que careciendo de las cir- 
cunstancias de los de I o . y 2 o . interesen á uno ó mas pueblos. 

La formación del plan general de carreteras es de cargo del mi- 
nistro de Fomento, oyendo á las ^ Diputaciones provinciales. Para la 
clasificación se necesita: 1.° Que él ingeniero encargado redacte el an- 
teproyecto y remita una copia al Gobernador, quien dispondrá se pu- 
blique en el Boletín oficial por el término de 30 dias para que los pue- 
blos, corporaciones ó personas interesadas y por donde pasa la carrete- 
ra, se enteren de él comunicándose las reclamaciones al que formó el 
ante proyecto para que exponga lo que tenga á bien, oyendo después al 
ingeniero jefe del distrito, á fin de que con vista de todo y del mismo 
terreno proponga la clasificación. 2.° Que el Gobernador oiga a! Con- 
sejo provincial para que el Gobierno, previo informe de la Junta con- 
sultiva de caminos, acuerde la clasificación de las carreteras en Consejo 
de Ministros, si ésta fuere de primer orden, y por el Ministro de Fo- 
mento si de segundo ó tercero. Practicada la clasificación se procede 
al proyecto definitivo. 

Las carreteras de servicio particular son las destinadas al uso 
de empresas 6 personas particulares como para explotación de mi- 
nas, canteras y montes ó de establecimientos industriales ó de otra 
clase. Estas carreteras pueden ser declaradas de utilidad pública si se 
acredita su importancia. 
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Ál Gobierno corresponde hacer construir las carreteras de pri- 
mer orden á expensas del Tesoro y bajo su inmediata vigilancia. 

Debe también el mismo Gobierno hacer que los propietarios colin- 
dantes con las carreteras las respeten, no cometiendo usurpaciones en 
sus pertenencias, ni practicando operaciones en los puntes inmediatos 
sino á la distancia señalada. 

Asi mismo es de su cargo evitar que aquellos propietarios y lo* 
transeúntes causen daño alguno ni desmejora, en los caminos, sujetán- 
dose á las precauciones dispuestas en el tránsito para precaver toda des- 
mejora, bajo las multas é indemnización establecidas en los regla- 
mentos. 

Los Alcaldes están obligados á cuidar que en sus respectivos ter-. 
ritorios se conserven libres y expeditos los caminos y sus márjenes, 
removiendo cualquier estorbo capaz de obstruir ó entorpecer el tránsito 
público, haciendo efectivas las penas correccionales impuestas á los con- 
traventores de los reglamentos. 

Los peones camineros son los agentes inmediatamente encargados, 
bajo la vigilancia de los celadores, de hacer cumplir aquellas reglas 
prestándoles los Alcaldes los auxilios necesarios. Dichos peones están 
sometidos á un régimen de fiscalización ejercida por los mismos tran- 
seúntes, para lo cual cada uno está provisto de un jalón que señala él 
número de la legua que le corresponde, y en cada parada de, posta hay 
un registro para que los viajeros puedan anotar las faltas que advir- 
tieren. 

Para cubrir los gastos de conservación y entretenimiento de los 
caminos están establecidos los derechos de portazgo y barcaje que de- 
ben satisfacerlos transeúntes, á no estar exceptuados en las respectivas 
ordenanzas, como los Gobernadores que viajan dentro de su provin- 
cia, los correos, los militares en activo servicio, los conductores de 
caudales y efectos del Estado y otros. 



CAPITULO IV. 
DE LA AGRICULTURA 

Sumario. — Influencia de la agricultura en la prosperidad pública.— Deberes de la 
administración. — Consejo Real de agricultura. — Juntas provinciales. — Medidas de pro- 
tección. — Baldíos. — Repartimientos de las tierras y pastos de propios. — Vias de comu- 
nicación. — Riegos. — Pósitos. — Bancos de labradores. — Cajas de ahorros. — Montes de 
Piedad. 

Una administración ilustrada no puede mirar con indiferencia 
la agricultura, esta reproducción continua de los frutos de la tierra, que 
facilitando los medios de subsistencia, acrecienta la población y sumi- 
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lustrando las primeras materias, presta abundante pábulo á la industria 
y al comercio y constituye un raudal perenne de riqueza. 

«Cuando las naciones fundan en la agricultura su bien estar, dice un 
escritor recomendable [1], cuando la prosperidad se arraiga mas bien 
en los productos de los campos del país que en los progresos de la indus- 
tria y los talleres, se halla menos expuesta 4 los vaivenes de la fortuna, 
y tienen sobre él menos influencia las guerras exteriores é interiores. 
La agricultura es importante para la sociedad en general y para los in- 
dividuos que á ella se dedican. Para toda la sociedad, porque es la ri- 
queza menos expuesta á vicisitudes, y aun los autores que han presen- 
tado como mas cierta teoría que el trabajo era el origen de toda rique- 
za, y que ésta en cualquier estado que se considerase, no era sino el re- 
sultado de mayor ó menor cantidad acumulada de trabajo, aun estos 
mismos, entre ellos Smith, sostienen la doctrina de que las naciones que 
quieran desarrollar con seguridad su prosperidad deben tomar por base 
los progresos de la agricultura. Esta influye mucho mas que nada en la 
suerte y bienestar de los individuos; porque si el hombre que vive ocu- 
pado en las faenas de las artes puede disfrutar de comodidades y de los 
goces y placeres que la civilización le ofrece, carece al mismo tiempo 
de la calma y tranquilidad de espíritu que se encuentra en los campos 
y lejos de las grandes poblaciones. Los individuos que se crian en el 
campo son por regla general mas robustos y al mismo tiempo mas vir- 
tuosos y mejores ciudadanos.» 

No es de extrañarse por tanto que los Gobiernos hayan procura- 
do fomentar, cuando lo ha permitido el terreno, esta arte útilísima é 
ingénita, por decirlo así, al hombre en todas las edades del mundo; y 
llamada á su ejercicio nuestra España por la fertilidad de su suelo, la 
industria agrícola y la pecuaria han merecido los cuidados de la supre- 
ma autoridad. 

Los deberes de una administración celosa se cifran en dispensar 
toda protección y conceder amplitud y discreta libertad á la agricultu* 
ra, cuyo adelantamiento se promueve, haciendo que haya el mayor nú- 
mero de propietarios posible; aliviando la suerte del cultivador, y que 
los intereses de este y los del dueño sean unos mismos; proporcionando 
la venta y libre circulación de los frutos, sin trabas ni restricciones ab- 
surdas, facilitando métodos sencillos y económicos, asi como el aprove- 
chamiento de las aguas para riegos y la desecación de pantanos, favo- 
reciendo cultivos especiales y concediendo franquicias ¿ los que se de- 
dican á ocupación tan necesaria; pero sin menoscabo de las demás in- 
dustrias. Con estas miras se han adoptado medidas oportunas que se 
expondrán brevemente. 

Para el fomento de este ramo existe el Consejo Real de agricul- 
tura compuesto del ministro de Fomento, á cuyo cargo está este nego- 
ciado, en calidad de Presidente y de catorce vocales de Real nombra- 



[1] Excmo. Sr. Posada Herrera. — Lecciones de administración tomo 2?» lección 32, pág. 164. 
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miento. Este Consejo emite su dictamen sobre todas las cuestiones pro- 
pias de su atribución que se le someten. [1] 

En cada capital de provincia hay también una junta de agricultu- 
ra (2), presidida por el Gobernador, quien nombra el Vice- presidente y 
Vocales; siéndolo natos el Alcalde primero y el Sindico. Las atribuciones 
de esta son evacuar los informes que le pida el Gobierno, el Consejo Real 
del ramo y el Gobernador de la provincia, pudiendo ser especialmente 
consultada sobre todo lo relativo á la agricultura. 

Los progresos de la economía política y una triste esperiencia de- 
mostraron que las trabas puestas al dominio y libre circulación de la 
propiedad territorial eran un grande obstáculo al desarrollo de la'agri- 
cultura, y por consiguiente al de la industria fabril y comercial. Resul- 
tado de esta convicción han sido las /leyes contra la amortización, tan- 
to civil como eclesiástica, que contribuyendo á repartir la propiedad 
entre manos activas y laboriosas han franquedo un manantial fecundo 
de riqueza. 

Además, se consideran cerradas y acotadas perpetuamente todas 
las dehesas, heredades y demás tierras pertenecientes á dominio parti- 
cular, con facultad sus dueños y poseedores de cercarlas, disfrutarlas li- 
bre y exclusivamente, arrendarlas como mejor les parezca ó destinarlas 
á labor, pastos ó plantíos. 

Los arrendamientos de cualesquiera finca de campo son también li- 
bres á voluntad de los contrayentes, y por el precio en que se conven- 
gan, sin poder el dueño ni el arrendatario pretender que el precio es- 
tipulado se reduzca á tasación, y si solo usar en su caso del remedio de 
la lesión y engaño con arreglo á las leyes. Los arrendamientos obligan 
igualmente á los herederos de ambas partes. Ninguna persona ni cor- 
poración puede bajo ningún pre testo alegar preferencia con respecto á 
otra que se haya convenido con el dueño. Durante el tiempo estipulado, 
éste no puede despedir al colono, ni aun á pretesto de necesitar las tier- 
nas para sí mismo; sino en los casos de no pagar la renta, tratar mal la fin- 
ca ó faltar á las condiciones ajustadas. Los arrendamientos sin tiempo 
determinado durarán á voluntad de las partes; pero cualquiera de ellas 
que quiera disolverlo, podrá hacerlo avisándolo un año antes para que 
tenga tiempo la una de buscar colono y la otra de proporcionarse he- 
redad. [3] 

Asi en las primeras ventas como en las posteriores ningún fruto, ni 
producto de la tierra, ni sus ganados ni esquilmos, ni los productos déla 
caza y pesca, ni las obras del trabajo y de la industria están sujetas á ta- 
sas ni posturas. Todo es permitido venderlo y revenderlo al precio que mas 
acomode á su dueño, con tal que no perjudique á la salud pública, que- 
dando enteramente libre y espedito el tráfico y comercio interior de gra- 

(1) Real decreto de í) de Abril de 1847. 

(2) Real decreto de G de Abril de 1848. 

(3) Decreto de Cortes de 8 de Junio de 1813, restablecido en G de Setiembre de 183G. Véanse 
las leyes 3, tít. 10, libro 10 Novísima Recopilación y 20, tít. 8, Partida 0* 
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nos y demás producciones de unas á otras provincias de la monarquía. [1] 

La venta del gran número do baldíos y realengos que hay en la Pe- 
nínsula constituye otro de los medios de fomentar la agricultura al mis- 
mo tiempo que un recurso rentístico. Datan ya de siglos los esfuerzos 
de la administración contra el interés individual y el de la ganadería 
para llevar á cabo una medida imperiosamente reclamada por la con- 
veniencia pública. Repetidas han sido las disposiciones dictadas pon 
ese objeto, y entra ellas las últimas y mas importante son el decreto 
de las Cortes de Cádiz de 4 de Enero de 181 3, que previno láven- 
la de la mitad de los baldíos, destinado su producido á la extinción de 
la deuda pública, y que la otra mitad se repartiese entre los oficiales 
y soldados que habían combatido en la guerra de la Independencia y 
el Real decreto de 31 de Diciembre de 1829 (2) en que se dispuso 
que la averiguación, declaración y enajenación de los baldíos cor- 
riese á cargo del ministerio de Hacienda* que se procediera á pu 
venta por expedientes gubernativos instruidos por los Intendentes; de- 
biendo hacerse gradualmente, y cuando esto no conviniera, que pudie- 
ran darse á censo, rifarse, sortearse ó ejecutarse otras operaciones úti- 
les, admitiéndose por precio en estos contratos las deudas contra el 
Estado sin interés. (3) m • 

El justo repartimiento de tierras y pastos de propios que corres- 
ponde á los Ayuntamientos contribuye al mayor ensanche de la agri- 
cultura. (4) La disposición fundamental sobre este punto es el Real de- 
creto de 13 de Mayo de 1837 que mandó repartirlos entre los vecinos; 
debiendo conservarse á los poseedores que los hubiesen mejorado plan- 
tando árboles ó viñas, siempre que paguen un moderado canon. (5) 

Las vías de comunicación mas expeditas y económicas son tam- 
bién muy conducentes al desarrollo de la agricultura, pues por medio 
de ellas se facilita al labrador el trasporte de su cosecha á los puntos 
que estime mas conveniente y se abarata al precio de los frutos. 

Coadyuva asi mismo al fomento de esta fuente de la producción el 
aprovechamiento de las aguas para riegos que fertilicen la tierra, (6) 
obras que debe promover la administrarían, ya emprendiéndolas por 
sí, ó ya excitando el interés de los particulares á que las construyan, 
lo mismo que la desecación de lagunas y pantanos que haga cultivables 
los terrenos inútiles y ofensivos á la salud pública, favorecer la gana- 
dería introduciendo mejoras progresivas, procurar la aplicación de nue- 
vos y mas ventajosos métodos y la conservación de los montes y arbo- 
lados, (7) dispensar una esmerada protección á ciertos cultivos espe- 

(1) Real decreto ja citado de 20 de Enero de 1834 comunicado á Ultramar. 

[2] Tomo 14 de la colección de decretos, pág. 856. 

(3) Si en estos terrenos hay arbolado se administran en la manera prescrita en la ordenanza 
de Montes, corriendo a cargo de los Alcaldes 6 autoridades especiales ^e este ramo. 

[4] Ley 17, tít. 25, libro 7, Novísima Rocopilacion. 

(5) Real decreto de 13 de Mayo de 1837. 

[6] Art. 48 de la instrucción de Corregidores inserto en la ley 27, título 11, lib. 7, Novísima 
Recopilación. Real instrucción para los delegados de fomento, 30 de Noviembre de 1837. 

[7] Real Ordenanza de montes y plantíos de 22 de Diciembre de 1838. 
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cíales de grande influencia en las otras industrias y en la riqueza pú- 
blica, tales como en nuestra Península el de la vid, de los linos y cá- 
ñamos, el de la seda y otros, y la aclimatación de plantas exóticas de 
conocida utilidad y facilitar el cultivo de aquellos que se han hecho 
indígenas. (1) 

Todo esto, unido á un buen régimen municipal en favor de la agri- 
cultura, que haga respetar la propiedad privada y arregle justa y equi- 
tativamente el uso de los pastos y aprovechamientos comunes, lo cual 
ha de ser objeto de las ordenanzas municipales, y el celo prudente de 
la administración local, son medios seguros de que floresca un ramo 
tan importante de riqueza. 

Los pósitos son unos repuestos de granos ó de dinero formados 
á expensas de los pueblos ó de personas caritativas para socorrer por 
un módico interés á los labradores necesitados; estos están á cargo 
de los Ayuntamientos y fueron de grande utilidad; pero en el dia 
se trata de convertirlos en bancos de labradores para auxiliar á estos 
de un modo mas seguro y al intento se han dictado oportunas dis- 
posiciones. [2] 

Además de los pósitos y bancos de labradores se han erigido en 
su beneficio y de las demás cla&s industriosas pobres, cajas de 
ahorros para que depositen en ellas sus economías devengando un mo- 
derado interés, y montes de piedad, en los cuales se dá ¿ñero á prés- 
tamo sobre prendas por un corto rédito, pero á condición de que no 
pagando al cumplimiento del plazo señalado, se rematen aquellas para 
el reintegro del capital é intereses. [3] Manifiestas son las ventajas de 
estos establecimientos en favor de las clases menesterosas, á quienes 
en las cajas de ahorros se proporcionan medios de conservar y aumen- 
tar el fruto de su trabajo, que de otro modo consumirían fácilmente, y 
en los montes de piedad se les franquean las sumas que necesitan para 
sus urjencias, sin ruinosos sacrificios. Para la mayor estabilidad de es- 
tas dos instituciones está mandado que se procure reunir los montes de 
piedad á las cajas de ahorro. [4] . 



Véase la Real instrucción de Subdelegados de fomento ya citada. 

Real resolución de 30 de Mayo de 1841. 

La caja de ahorros, depósitos y descuento de la Habana Be estableció en el afio de 1840. 
Admite & depósito cualquier cantidad desde 3 pesos para arriba, y cuando se hacen por tiempo 
determinado que no baje de seis meses se abona un interés. El moute de piedad establecido en 
la Habana en 1844 bajóla inspección del Supremo Gabierno y la protección inmediata de los 
jefes de Hacienda hace préstamos sobre alhajas de oro, plata ó joyerías con el interés de un 6 
por 100 anual, no pudiendo bajar el plazo de dos meses, ni exceder de seis. 
(4) Real orden de 17 de Abril de 1839. 
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CAPÍTULO V. 

DE LA 1MHJ8T1BA. 



Sumario. — Acepciones de esta palabra. — Ventajas de la industria. — Medidas en 
bu favor. — Exposiciones públicas de objetos de industria. — Privilegios de invención 6 
introducción de máquinas 6 instrumentos, procederes &c. 

Los economistas entienden por industria todas las operaciones que 
concurren á la producción de la riqueza; así es que á la agricultura la 
llaman industria agrícola; industria manufacturera al ejercicio de las 
artes y demás procederes mecánicos y comercial al comercio. Mas tam- 
bién se dá simplemente el nombre de industria á la segunda, que es 
el arte por el cual transforma el hombre y apropia á su uso las primeras 
materias que la naturaleza le ofrece y de que no podría servirse bajo la 
forma natural. En este sentido, que es en el que la tomamos en el 
presente capítulo ó sea la industria propiamente dicha, comprende las 
artes y procederes mecánicos que se multiplican á lo infinito, según las 
primeras materias que se exploten ó las necesidades que están destina- 
das á satisfacer. [1] 

La industria es otro de los intereses materiales de los pueblos tan 
digno de la atención de una buena administración como la agricultura. 
Esta, si bien proporciona los medios de subsistencia á todas las cla- 
ses y produce las primeras materias, necesita que el suelo se preste 
á su desarrollo y se halla circunscrita á límites que no es posible tras- 
pasar, mientras que la industria transforma las producciones de la natu- 
raleza á veces de una manera portentosa en objetos que sirven para 
nuestras necesidades, aumentan la comodidad y satisfacen hasta los ca- 
prichosos deseos de la vida social y de los adelantos de la civilización, 
constituyendo una fuente de riqueza inagotable, bastante por sí solapa- 
ra la prosperidad de un Estado, 

Para que floresca este importante ramo necesario es concederle 
protección, una discreta libertad en el ejercicio de las artes y oficios y de 
procurar con estímulos su adelanto y perfección. Con estas miras se han 
dictado medidas oportunas que han mejorado notablemente la industria 
española y ofrecen alhagüeñas esperanzas para el porvenir. 

MEDIDAS Kl FAVOR N LA INDUSTRIA. 

Estas medidas generales "de 'proteccion*de , k*]¡industri a pertenecen 
& la administración suprema; pero á la de las provincias toca averi- 
guar qué género de fábricas posee cada una, de qué especie ó calidad 
son sus prod uctos, de que naturaleza su método, de qué «extensión sus 

(1) Mr. Bouület. Diccionario de ciencias, letras y artes. 
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consumos, en qué términos y hasta qué cantidad necesita de los pro- 
ductos de las provincias vecinas ó lejanas, nacionales ó extranjeras, qué 
obstáculos se oponen á la perfección de las industrias establecidas ó á 
la introducción de otras nuevas; qué capitales alimentan las unas, qué 
anticipación necesitarían las otras, y demás que concierna á la 
adapción de providencias propias para el fomento de estos intereses, 
informar de todo al Gobierno con datos suficientes; pero por su parte 
deben los jefes de las provincias generalizar el conocimier to de los mé- 
todos y máquinas ya conocidos ó que se inventaren, promover las en- 
señanzas análogas y popularizar la industria como medios seguros de 
obtener sus beneficios. (1) 

Al ejercicio de las artes, industria y artefactos se ha dispensado 
toda protección y libertad posibles, promoviéndose al mismo tiempo el 
espíritu de asociación, y removiéndose cuantas trabas y obstáculos pu- 
dieran oponerse á su total desarrollo por una serie de disposiones acer- 
tadas, de, las cuales las más importantes principiaron en el reinado del 
Sr. D. Garlos III, y han continuado hasta el presente. 

Preocupaciones funestas imprimían una fea mancha á los que se 
dedicaban á cierta clase de industrias, artes y oficios: errores perjudi- 
ciales y que se ha procurado desvanecer. En el dia está declarado que 
todos los oficios son honestos y honrados, y los que los ejercen por 
sí, ó por medio de otras personas, son dignos de estimación puesto que 
sirven útilmente al Estado y pueden ejercer Jtodos y cualesquiera car- 
gos municipales y empleos públicos. (2) 

Las restricciones de las ordenanzas de gremios, (3) aunque dic- 
tadas con la mas sana intención eran una barrera opuesta álos progre- 
sos de la industria por las trabas á que su ejercicio se sujetaba, mono- 
polizando el trabajo en favor de un número determinado de personas, 
é impidiendo la libre expendicion y circulación de sus productos. Con- 
forme á los principios consignados ya en la instrucción de los delega- 
dos de fomento se fijaron las bases de las ordenanzas de gremios, sien- 
do las principales: 1* Que no pudieran formarse para monopolizar el tra- 
bajo en favor de determinado número de personas, ni el tráfico de nin- 
gún artículo de comer y, beber. 2r Que en ellas se determinase la poli- 
cía del aprendizaje, haciendo compatible la instrucción del aprendiz 

1] Artículo 16 de la Real instrucción de delegados de fomento de 30 de Noviembre de 1833. 
2) Real decreto de 16 de Febrero de 1834 concordante con la ley 8*, tít. 23, lib. 8, Novísima 
Recopilación. El Sr. D. Carlos III entre otras gracias concedió á los artesanos la de no poder 
serpreso8 por deuda civil. Ley 19, título 31, libro 11, Novísima Recopilación. 

[3] El desarrollo de la industria ha 6Ído por largo tiempo muy limitado. Los antigüosla con- 
sideraban como una obra servil, y en efecto se había dejado á los esclavos. En la edad media, y 
hasta la revoluoionde (Francia) de 1789 se la agoviaba con lo mas pesado de los impuestos, ó 
bien bajo el pretexto de reglamentarla se le encadenó con mil trabas, como los privilegios, los 
títulos de maestro, gremios &c. Por otra parte las máquinas eran desconocidas, el trabajo no se 
ejecutaba sino en pequeBo por medio de procederes imperfectos y por obreros aislados. En los 
tiempos modernos ó de un Biglo á la época presente, todo ha cambiado. La industria se ha 
emancipado, sus procederes han sido mejorados, y merced ala división del trabajo, todo se hace 
mejor y mas pronto. El vapor ha venido á centuplicar las fuerzas de las máquinas, y les ha da- 
do un pod^r ai» tes incalculable. Además diversas asociaciones creadas en los últimos Cien años 
para el estímulo y perfeccionamiento do la industria ordenadas por los Gobiernos han contri- 
buido poderosamente á los rápidos progresos de ella. Mr. Bouillet obra citada. 
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con los derechos del maestro y con las garantías de orden público á 
que éste se halla obligado^ pudiendo cualquiera presentarse á examen 
de oficial y maestro, aun cuando hubiese hecho su aprendizaje en el es- 
tranjero 6 privadamente. 3* Que todo individuo pueda ejercer simultá- 
neamente cuantas industrias posea, inscribiéndose en los gremios res- 
pectivos á ellas, asi como trasladar en los mismos términos su indus- 
tria á cualquier punto que le acomode. 4. a Que estas asociaciones no 
gocen de fuero privilegiado, quedando sujetas ala autoridad munici- 
pal y debiendo sus ordenanzas someterse á la r Real aprobación, que no 
se concede no estando conforme con estas reglas. (1) 

Mayor amplitud se dispensó posteriormente, permitiéndose á to- 
tos los españoles y estrangeros avecindados ó que se avecinden en Es- 
paña establecer libremente las fábricas y artefactos de cualquiera clase 
. que les acomode, sin necesidad de permiso ni licencia alguna, con tal 
que se sugeten á las reglas de policia y salubridad, como también ejer- 
cer libremente cualquier industria ú oficio útil sin necesidad de examen, 
título ó incorporación en los gremios respectivos, cuyas ordenanzas en 
esta parte fueron derogados, declarándose libres de tasas y posturas las 
obras de la industria y del trabajo. [2] 

A la autoridad administrativa corresponde excitar á los artesanos 
á que formen asociaciones para fomentar la industria, ilustrarse y socor- 
rerse mutuamente. Estas asociaciones deben presentar al Gobernador 
de la provincia sus estatutos para corregirlos en cuanto no estén con- 
fqrmes á las leyes, darle conocimiento de las personas que dirijan la 
asociación ó administren sus fondos, y avisar á la autoridad local el dia, 
hora y lugar en que celebren sus juntas generales para que las presi- 
da. [3] 

En estas y otras acertadas disposiciones se concede la mayor am- 
plitud posible al libre ejercicio de las artes, oficios y manufacturas tanto 
á los naturales como á los estrangeros domiciliados en España: los que 
no lo estuvieren ni quisieren fijar su domicilio en el pais necesitan per- 
miso del Gobernador de la provincia. 

Sin embargo, la conveniencia pública ha hecho necesarias las si- 
guientes precauciones: I a Los plateros deben sujetar sus obras á la ley 
y marcas de los metales, una pública y otra particular del artífice, y á 
las reglas contenidas en el arancel vigente de ensayadores. 2 a Aunque 
' cualquier inteligente puede ensayar los metales y dar su opinión parti- 
cular, solamente los ensayadores fieles contrastes están autorizados para 
estas operaciones, cuyo oficio es un cargo público y se necesita para 
ejercerlo obtener títulos de la autoridad competente, previo examen. 

1] Real decreto de 20 de Enero de 1884. 

[2] Decreto de Cortes de 8 de Junio de 1818 restablecido en 2 de Diciembre de 1836. 

3] Real órder de 28 de Febrero de 1839. En Indias ninguna corporación, cofradía 6 her- 
mandad cualquiera que sea puede instalarse sin la Real aprobación de sus estatutos, y la del 
diocesano, si fuere para objetos piadosos: ni pueden celebrar junta 6 sesión sin que presida la 
autoridad gu bernati?a. Ley 26 titulo 4, libro 1? Recopilación de Indias, artículo 13 de la Orde- 
nanza de Intendentes de lt>86 y Real orden de 8 de Marzo de 1792. 



— 120 — 
& Los agrimensores, aforadores, y arquitectos están igualmente suje- 
tos á estos requisitos. 

Nuestro ilustrado Gobierno ha favorecido ademas de otro modo las 
artes é industrias facilitando su mas completa perfección. El conserva-. 
torio de artes, los privilegios de invención, y las exposiciones públicas 
de objetos de industria son otros tantos estímulos fecundos en felices 
resultados. 

También se han dictado medidas para la conservación de los mo- 
numentos y otgetos artísticos de los suprimidos conventos. 

CONSERVATORIO SE ARTES. 

En el conservatorio de artes establecido en la Corte [1] se han 
reunido y se manifiestan al público colecciones completas de máquinas 
de agricultura, hilados y de otras muchas operaciones, modelos de má- 
quinas é instrumentos científicos, dibujos de construcción y diseños de 
aparatos usuales en procederes químicos, agrícolas y fabriles, deposi- 
tándose todos los disenos ó descripciones de los que obtienen privile- 
gios de invento; y no solo se hace esta manifestación de todo lo expues- 
to para facilitar la perfección de las artes; sino que cualquier artesano 
con casa abierta puede comunicarse desde cualquier punto del Reino 
con el director del conservatorio, á fin de averiguar lo que necesite sobre 
estos objetos, sin retribución alguna. [2] En el conservatorio hay ade- 
mas, cátedras, cuyo principal instituto es propagar los conocimientos 
de la geometría, física y química que puedan servir para mejorar y ade- 
lantar las artes y fábricas, inclusa la agricultura; bien que no pudiendo 
aspirarse en tales estudios á enseñar la práctica de las artes, ni las apli- 
caciones de los principios, se limitan á lo mas general y necesario para 
poner á los oyentes en estado de juzgar y de aprender por si mismos en 
los libros, en los talleres y en las fábricas, y á los artesanos y fabrican- 
tes en disposición de que puedan igualmente aplicar los principios y re- 
glas á las operaciones á que se dedican, á cuyo fin se cuidan de contraer 
las aplicaciones á circunstancias, datos y hechos del pais. 

EXPOSICIONES PUBLICAS BE OBJETOS IB INDUSTRIA. 

Las exposiciones públicas, que se celebren cada tres anos en la 
Corte [3] de objetos artísticos, industriales ó fabriles, son un aliciente 
en favor de la industria; pues ademas de reportar sus autores la ventaja 
de que sus obras sean mas conocidas y tengan mejor venta, se les pre- 
mia con distinciones honoríficas. 

Todo el que quiera exponer algún objeto industrial de su propie- 
dad, cualquiera que sea, debe presentar oportunamente las muestras 
que basten para ser conocidos al Gobernador de la provincia, si fuere en 

Íl] Por Real decreto de 18 de Agosto de 1824. 
2] Real orden de 13 de Junio de 1835. 
3 j Real decreto de 5 de Setiembre de 1837. 
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la Capital, ó al alcalde en los demás pueblos. Estos funcionarios deben 
hacer reconocer los objetos presentados, marcar y sellar la caja ó plie- 
go que los contenga y devolverlos al dueño con una certificación expre- 
siva de los artículos contenidos y de haberse elaborado en el mismo 
pueblo, de la cual se remite copia al director del conservatorio de artes, 
verificándolo el alcalde por medio del Gobernador, añadiendo el precio 
corriente del articulo, y si es de mucho ó de poco despacho en la provin- 
cia ó fuera de ella. 

Llevado á Madrid á costa del interesado, se pone de manifiesto 
con todos los demás presentados, cada uno con un rótulo del nombre del 
dueño y del pueblo donde fué elaborado; y cumplido el término de la 
exposición se procede á calificar los objetos, y graduar los premios; para 
lo cual ha de atenderse que los objetos presentados sean de uso y despa- 
cho en el comercio; su buena calidad y cómodo precio; que eviten la en- 
trada de productos estrangeros de igual naturaleza; su buena construc- 
ción, si fueren instrumentos, máquinas ó herramientas que contribuyan 
á aumentar, abaratar ó mejorar los productos, y los medios de ejecución 
siendo preferibles los que brinden mas estensa utilidad. (1) 

PRIVILEGIOS n HYIKCION E INTRODUCCIÓN. 

Asi como para el adelanto de las ciencias y recompensa del talento 
y de los trabajos literarios, se ha asegurado á los autores la propiedad 
de sus obras, de la misma manera para estimular la industria, el pro- 
greso y perfección de las artes se han concedido premios á los invento- 
res de máquinas, instrumentos, artefacto^ y métodos científicos y mecá- 
nicos, como también á los introductores. Pero no ha sido posible adoptar 
unas mismas reglas, por ser distintas las circunstancias de una obra que 
no hay temor de que impida la publicación de otras ni se inutilice para 
el Estado, mientras viva su autor ó sus herederos y de un invento que 
monopolizado para siempre, no solamente se gravaría el público, sino 
podría perderse y obstruir los adelantos que de él dimanaran. Si el in- 
ventor tiene derecho á ser recompensado de sus fatigas y gastos eroga- 
dos en un descubrimiento útil, la sociedad también lo tiene á aprove- 
charse de él, y por esto se ha estimado conveniente conceder á los in- 
ventores un privilegio temporal para que exclusivamente disfrute de 
aquel invento. 

A toda persona natural 6 estrangera que establezca máquina, apa- 
rato, instrumento, proceder ú operación mecánica 6 química, que en to- 
do 6 en parte sean nuevos, y no estén establecidos del mismo modo y 
forma en el Reino concede la ley su uso y propiedad en el todo 6 en 
la parte que no se practicase, y debe expedírsele Real cédula del pri- 
vilegio por cinco, diez ó quince años, á voluntad del interesado, si fue- 
re de invención, y de cinco si de introducción, pudiendo prorogarse con 

[1] Real decreto de 80 de Marzo de 1826 é instrucción de 4 de Dioiembre del mismo afio, to- 
no 11 de Reales decretos, páginas 97 j 218. 

16 
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justa óáusá Ibs que sé obtimetáñ por cuneo* y diez afiois, mfes nó lo¡* 
de quince. (1). 

Se considera materia dé privilegio de invenfcfoií 16 qtte no se haya 
practicado en España, ni én países estranjeros; pero lo qúfc en és*os 
estuviere adoptado será objeto de privilegio dé introduccíotaf; bíen qué 
todo aquello dé que existan modelóá ó descripciones eú castellano én 
el Real Conservatorio de artes, y én Indias en los Ayuntamientos, Jun- 
tas de comercio, sociedades económicas 6 archivos de gobierno respec- 
tivos, rio podrá ser materia dé privilegio, sino déppues dé pasádóá tres 
años desde su entrada, sin que se haya puesto eii práctica, en cayo 
caso se concederá privilegio de introducción solamente po* chico 
afios. 

Én euañto á éstos debe advertirse, que no son para traerse de 
fuera máquinas, instrumentos, herramientas y demás objetos de esta 
clase, si tío para la ejecución dé ellas en el Reino, 6 en sus posesiones 
ultramarinas donde sé solicitéis recayendo únicamente el privilegio en 
la parte ó medio que rio estuviere practicado: sin perjuicio del que 
empleare otro medio én Id sucesivo y de lá fticült&d dé introducir cual- 
quiera del estranjero las máquinas, instrumentos y demás, cuya en- 
trada no está prohibida por los aranceles y Reales órdenes. [2] 

Los interesados han de solicitar la Real cédula de privilegio, por 
sí ó por medio dé apoderado en memorial presentado al Gobernador déla 
provincia dé su residencia ó dé la dé Madrid, debiendo acompañar tina 
representación á S. M. én papel del sello cuarto mayor [3] én que se 
expresen el objeto del privilegio; si es de invención ó de introducción, 
y el término que ha de durar,- no pudiendo incluirse en dicha represen- 
tación mas que un objeto. También habrá de acompafirse un plano 6 
modeló con la descripción y explicación del objeto, especificando cual 
es el mecanismo ó proceder, y á continuación una nota en que Ha de 
manifestar clara, distinta y únicamente cual és la parte, pieza, movi- 
miento, mecanismo, materia, operación ó proceder qne presenta para 
que sea objeto del privilegio, el cual solo recaerá sobre el contenido de 
esta nota. [4] Los modeló^ tíe ¿an dé presentar en una caja cerrada y 
sellada, y 16 mismo los planos, descripciones y pliegos de explicación, 
ó bien en papel y sellados con un rótulo. [5] 

El Jefe político pondrá debajo del rotulo: Presentado, haciendo 
sellar la caja ó pliego, y dando á los interesados certificado dé la pre- 
sentación y el oficio con que lo remita al Ministerio de Fomento, quien 

(1) Artículos 1?, 3? y 4.° del Real decreto de 27 de Mano de 1826, tomo 11 de la Colección 
de Reales decretos, página 86. 

(2) Articulo 3.° del citado Real decreto de 27 de Mano de 1826 y aclaraciones hechas en los 
artículos 1.° y 2.° de la Real orden de 14 de Junio de 1829, inserto en la página 41, tomo 6. 
Biblioteca de legislación ultramarina. 

Í3) Conforme á los modelos número 1? y 2? que se verán al final del capítulo. 

(4) Artículo 7 del mismo Real decreto y 1 y 2 de las aclaraciones déla Real orden de 23 de 
Diciembre de 1829. Véase el último, en la página 41, tomo 5 de la Biblioteca de legislación ul- 
tramaaina. 

(6) Modelo número 3? 
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lo pasa todo al Director del Conservatorio de artes, y cpn su informe 

de hallarse completos y arreglados los documentos, htfyo el pago de 
los derechos asignados [1] se despacha sin previo examen, la cédula 
de privilegio,. [2] con'la expresa cláusula de que la gracia es y se en- 
tiende [3] sin perjuicio de tercero, en el caso de que éste pruebe en los 
tribunales establecidos ser falsos los datos en qne se apoyó el intere- 
sado para conseguirlo. Los documentos quedan (depositados, cerrados 
y sellados en el Conservatorio de artes, y no se abren sino en el caso 
de litigio ó de haberse cymjplido el término del privilegio, y allí se lleva 
un regido de las cédulas que se expiden qon toda especificación, el 
cual se manifestará á todo el que lo solicite. Los privilegios se publi- 
can en la Gaceta de J^adrid. £4], 

El poseedor <Íq1 privilegio goza del uso y propiedad del objeto que 
lo motn$, y nacjie puede ejecutarlo; ¿i ponerlp en práctica sin su co- 
nocimiento. JLa propiedad se cuenta desde el <jia y <hor& de la presen- 
tación de los documentos al Gobernador: e9 caso de haber solicitado 
dos 6 mas personas privilegio para el mismo objeto, solo será válido el 
de aquella que haya presentado primero los documentos, [5] y sí á un 
misjpo .tiempo ocurrieren dos 6 mas interesados á solicitarlo, unos en la 
Península é islas adyacentes y otros en la islas <He Cuba y Puerto- 
Rico, verificando con solo el intervalo Óe un upes lft presentación á los 
Gobernadores y Tenientes gobernadores respeotivos, y en Filipinas de 
cuatro mes$£, gozarán todos del privilegio; y si fuere con mayor dife- 
rencia lo gozará exclusivamente el primero que se hubiere presen- 
tado. [6.] 

El uso del privilegio puede cederse ó disponerle de él como de 
cualquiera otra propiedad; pero toda ceáion ha de hacerse por escritu- 
ra pública expresándose si el privilegio se cede para ejecutarlo en tocio 
el reino ó en el distrito de una ó mas provincias ó en determinados pue- 
blos ó parajes: si la cesión ó renuncia es absoluta ó con reserva tam- 
bién de su uso: si es en calidad de poderla traspasar ó no; y si el posee- 
dor lo tiene cedido antes á una ó mas personas. De la escritura ha de 
presentarse testimonio al Gobernador ante quien se hubiere hecho la 
solicitud del privilegio: el primero hará que se tome razón en el Con- 
servatorio. La escritura e£ qu}$ si po ,sje p^^tyta el t estimonio dentro 
de 30 dias. 



(1) TARIFA DE DERECHOS. 

* r ' Beatos vellón. 



Pqr el privilegio de oinco años 1000 

Por el de die* ajos 2^00 

Por el de quince atíos 0000 

Por el de introduccipn , 3Q00 

I (2) Conforme al modelo número 4.° al final. 



Real orden de 18 de Agosto de 18*2. 

Artículos del 6 al 11 del citado Real decreto de 27 de Marzo de 1836. 
Artículos 15 y 16 del mismo Real decreto. 
(6) Artículo 18 del Reaf decreto de 80 de Julio de 1883. 
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Cesan los efectos de la gracia, y queda esta ineficaz: 1.° Guando 
se ha cumplido el término de la concesión, que empieza á correr desde 
su fecha. 2.° Cuando el interesado no se presenta á sacar la Real Cé- 
dula dentro de los tres meses siguientes á la presentación de su solici- 
tud. 3 k ° Cuando por si ó por otra persona no ha puesto en práctica el 
objeto de su privilegio en un año y undia. 4.° Cuando el interesado 
lo abandona, lo cual se entiende cuando se deja de poner en práctica el 
objeto privilegiado durante igual tiempo sin interrupción. 5.° Cuando 
se prueba que el objeto privilegiado como de introducción está en prác- 
tica en cualquier parte de la Península é Islas adyacentes ó descrito 
en libros impresos ó en láminas, estampas 6 modelos, planos ó descrip- 
ciones que haya en el Conservatorio y no hayan pasado tres años sin 
haberse puesto en práctica. (x° Cuando habiéndolo presentado el inte- 
resado como nuevo y suyo propio, se averigua que Be ejecuta ó se haya 
establecido en cualquier parte de España o de sus posesiones ultrama- 
rinas ó en el estrangero. (1) 

El Gobierno declara la cesación del privilegio por haberse cumpli- 
do el término en virtud de aviso del Director del Conservatorio. 

En los demás casos se procede por él Juez competente á petición 
departe á justificar el hecho, y probado que sea se determinará la 
cesación, verificado lo cual por cualquier motivo, se practica la aper- 
tura de la caja ó pliego de los documentos depositados, y se pone todo á 
la vista del público, anunciándose además en la Gaceta de Madrid. 

El poseedor de un privilegio obtenido por cualquier titulo tiene de- 
recho á perseguir al que le usurpe su propiedad; y justificada la deman- 
da, debe condenarse al reo en la pérdida de todas las máquinas, apara- 
tos, utensilios y artefactos, y al pago de tres tantos mas del valor de 
ellos, apreciándose por peritos, y aplicándose uno y otro al poseedor del 
privilegio. De estas demandas conocen los jueces ordinarios. 



MODELO NUMERO 1.* 
¡Sr. Gobernador de la provincia de 

N. vecino [ó residente] de [aquí se añadirá la profesión, ejer- 
cicio ó destino del interesado] á Y. 8. con el debido respeto espongo: 
que á fin de asegurar la propiedad de una máquina, [instrumento, apa- 
rato, proceder ú operación, según sea] que he inventado ó introducido 
de otro pais, para (aquí se espresará el objeto de la máquina &c.,) ar- 
reglándome á lo que S. M. tiene mandado en esta materia, presento á 

(1) Artículos 19, 20 y 21 del Real decreto ya citado de 1826 y 23 del de 1883. 
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V. S. el correspondiente memorial para S. M. y un pliego (ó caja bí lo 
fuese) cerrado, sellado y rotulado en esta forma (aquí se copiará el ró- 
tulo del pliego ó caja); y por tanto: 

A V. S. suplico se sirva poner en dicho pliego (ó caja si lo fuese) 
el Presentado, expedirme la correspondiente certificación, y entregar- 
me el correspondiente oficio para el Excmo. Sr. Secretario de Estado 
y del despacho de Fomento, á fin de pasarlo todo á sus manos, conforme 
está prevenido. (Aquí se pondrá el nombre del pueblo, el dia, mes 
y año.) 

Firma del interesado 6 de su apoderado. 



MODELO NUMERO 2.° 
Señora: 

N. Vecino de (ó residente) (aquí se añadirá la profesión; ejer- 
cicio ó destino del interesado) con el mayor respeto á V. M. espone: 
que á fin de asegurar la propiedad de una máquina [instrumento, apa- 
rato, proceder ú operación, según fuese] que ha inventado [ó introdu- 
cido de otro pais) para (aquí se espresa el objeto de la máquina, ins- 
trumento y se añadirá clara, distinta y únicamente, cual es la parte, 
pieza, movimiento, mecanismo, materia, operación ó proceder, &c.,) 
conforme á lo que V. M. tiene mandado en esta materia, por tanto: 

A V, M. suplica se digne mandar se le expida la Real cédula corres- 
pondiente de privilegio por tantos años. 

[Aquí el pueblo, el dia, mes y año.] 

SeSora: 
Firma del interesado 6 de su apoderado. 



MODELO NUMERO 3.° 

Solicitud de Real cédula de privilegio que N. vecino de tal parte 
presenta al Sr. Gobernador de la provincia de para tal objeto [es- 



— 126— 
presará cual es á la letra, según lo diga en el memorial para S. M.] 
hoy tantos de tal mes, de tal año, á tal hora. 

Firma del interesado ó de su apoderado. 

Aquí pondrá el Gobernador 

Presentado. 
Y lo rubricará. 



MODELO NUMERO N. 4° 

Doña Isabel II, por la gracia de Dios, &c. &c. Por cuanto N. 
[aquí se pondrá el nombre, apellido, profesión y residencia del intere- 
sado.] Me ha hecho presente en memorial de de de que á 

fio de asegurar la propiedad de una máquina [instrumento, aparato, 
proceder ú operación] que ha inventado (ó ha introducido de otro pais) 
para [aquí se pondrá el objeto según lo taya espresado el interesado 
en su memorial á la letra,) conforme á lo que está mandado en esta ma- 
teria, me dignase concederle mi Real cédula de privilegio para ello; y 
habiéndose cumplido con las formalidades establecidas. Por tanto, por 
esta Mi cédula de privilegio, concedo á N. la propiedad exclusiva para 
que pueda usar, fabricar ó vender el mencionado [invento é introduc- 
ción] contada desde él dia (aquí la fecha del Presentado al Gobernador 
hasta tal dia en que concluirá (según el tiempo porque hubiere pedido la 
cédula), cuya gracia es y se entiende sin perjuicio (le tercero, en el ca- 
so de que este pruebe en los tribunales establecidos ser falsos los datos 
en que se apoyó el interesado para conseguirla; pudiendo ceder, per- 
mutar, vender ó de otra cualquiera manera enagenar por contrato ó por 
última voluntad, en todo ó en parte el derecho exclusivo que se le ase- 
gura por esta Mi Real cédula, en los términos mandados en la ley de 
esta materia: prohibo á toda persona que no sea el referido N. 6 los que 
de él tuvieren derecho, el uso y ejercicio del objeto anunciado en esta 
Mi Real cédula bajo las penas establecidas: la cual mando se registre 
en el Conservatorio de artes, poniéndose la correspondiente toma de 

razón de haber pagado los derechos establecidos. Dada en á 

de de 
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CAPITULO VI. 
m COIBRCIO. 

Sumario. — Sus ventajas. — Sus divisiones. — Medidas de protección y garantías de 
orden. — Compañías de crédito por acciones. — Bancos. — Aranceles de Aduanas. — De la 
moneda. — Medidas y pesas. 

A la agricultura é industria sigue necesariamente el comercio, sin 
el cual no pudieran subsistir ni fomentarse aquellos ramos de la pro- 
ducción, penqué ni el labrador sembraría sino lo» indispensable para sü' 
alimento, ni los qtíe se dedican á la industria tendrían estímulo si no 
contaran con lá seguridad de cambiar el fruto dé fatigas. El comercio 
es efecto de la división del trabajó; pues los comerciantes se encargan 
e presentar los productos de las demás industrias á los consumidores 
para su venta ó permuta, trasportándolos donde mejor convenga y aco- 
modándolos á sus necesidades y deseos, lo cual seria embarazoso á los 
productores. Por este medio cambian unas naciones con otras los so- 
brantes de sus producciones, con utilidad recíproca y ventajas para la 
comunidad y para los particulares; siendo una de las causas primarias 
de la riqueza, civilización y prosperidad de los pueblos. El comercio 
es por consecuencia uno de aquellos ramos que reclama los cuidados de 
la Administración y se ha confiado al Ministerio de Fomento, de Agri- 
cultura, Instrucción y Obras públicas. 

El comercio, según los lugares, la forma y objetos en qué se haga, . 
puede ser terrestre ó marítimo, exterior ó interior, de importación ó 
exportación, de fletes 6 sea de trasporte y de neutraldad ó habilitación 
de bandera ó asilo, para trasladar mercaderías á una nación con la que 
no haya comunicación directa por medio de buques neutrales; por ma- 
yor, si se hacen las ventas por cargas, quintales ú otras medidas mayo- 
res ó al pormenor si se practican por varas, libras, onzas ú otros pesos 
ó medidas menores. Y por último, el comercio puede ser de mercade- 
rías, de dinero; esto es, prestándolo á interés ó celebrando otras nego- 
ciaciones semejantes; 6 en papel en que se ocupan los bancos y otros 
establecimientos, en el descuento y giro de letras, pagarés y toda clase 
de documentos de giro, así con el Gobierno como con los particulares. 
Por papel de crédito 6 efectos públicos se entiende toda institución y 
títulos de crédito, cuya creación y circulación se halle legalmente auto- 
rizada. 

Como medida eficaz de protección se ha concedido al comercio un 
código especial que determina las circunstancias que han de tener los 
que se dedican á esta profesión, el arreglo de los contratos y negocia- 
ciones mercantiles, la forma en que han de llevarse la contabilidad y 
la correspondencia, los deberes de los oficios auxiliares, con otras ga- 
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rantías de orden para precaver abusos, y una ley orgánica de los juicios 
mercantiles que fija la manera breve y sencilla de sustanciarlos y deci- 
dirlos ante tribunales privativos compuestos de comerciantes en la pri- 
mera instancia. 

La administración considera principalmente el comercio en su in- 
mediata relación con la sociedad como un poderoso ájente de la circu- 
lación y consiguiente aumento de la riqueza, y bajo este concepto dicta 
medidas conducentes á su extensión y mas completo desarrollo, como ha- 
bilitar los puertos para el comercio marítimo; favorecer la marina na- 
cional mercante; procurar ventajosos tratados con otras potencias; con- 
ceder garantías; permitir y arreglar las ferias y mercados, declarando 
permitidos en todos los pueblos, el tráfico, comercio y venta de todos 
los objetos de consumo y facilitar las comunicaciones por caminos y ca- 
nales para el tráfico interior; aliviándolo del pago de derechos; remover 
cuantos obstáculos se opongan á la espedita circulación de los frutos y 
mercaderías; establecer bolsas en que se verifiquen las negociaciones y 
crear juntas consultivas que con sus conocimientos la ilustren sobre los 
medios mas acertados de elevar este ramo al mayor grado posible de 
prosperidad, sin desatender la agricultura y la industria. 

COMPAÑÍAS di eran. 

Las ventajas de la asociación se hacen mas palpables en la aplica- 
ción de los capitales y la industria al comercio ó á grandes empresas 
de conocida utilidad. Para todas las compañías mercantiles se han es- 
tablecido en el código ciertas garantías; pero las requieren mas especia- 
les y una esmerada vijilancia de parte de la Autoridad, las anónimas y 
las en comandita por acciones para evitar los gravísimos perjuicios que 
suelen acarrear la imprevisión ó la inmoralidad y los abusos que fácil- 
mente pueden cometerse en estas negociaciones, alucinándose á perso- 
nas incautas con alhagüeñas promesas de grandes ganancias que no se 
realizan.' 

Las compañías anónimas y las en comandita por acciones no pue- 
den constituirse sino en virtud de una ley ó de un Real Decreto. 

Es necesario una ley l 9 Cuando la compañía tenga por objeto el 
establecimiento de bancos de emisión y cajas subalternas de estos ó la 
construcción de carreteras generales, canales de navegación y caminos 
de hierro. 2.° Cualquiera empresa que siendo de interés público pida 
algún privilegio exclusivo, que no sea de los industriales de invención 
ó introducción. 

En los demás casos se necesita la aprobación del Gobierno en for- 
ma de Real Decreto, la cual solamente podrá concederse á las compa- 
ñías cuyo objeto sea de utilidad pública, y de ninguna manera á las que 
se dirijan á monopolizar subsistencias ú otros artículos de primera necesi- 
dad. 
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Las compañías habrán de constituirse precisamente para objetos 
determinados y con un capital proporcionado al fin de su establecimien- 
to, debiendo para impetrarse la Real aprobación constar la suscricion, 
cuando menos de la mitad del capital de la Compañía, bien sea por ha- 
berse distribuido esta suma del valor de las acciones entre los otorgan- 
tes antes de la escritura social ó bien por las cartas de pedidos de accio- 
nes, las cuales obligan á hacer efectivo su importe. 

A la solicitud en que se pida la Real autorización, deberá acompa- 
ñarse la lista de los suscritores que se propusieren formar la compañía, 
las cartas de pedidos de acciones, la escritura social y todos los estatu- 
tos y reglamentos que han de rejir para la administración de aquella a- 
probados en junta general de suscritores. 

La escritura social debe contener: 1.° Los nombres, apellidos y 
vecindad de los otorgantes: 2.° El domicilio de la compañía: 3,° Su ob- 
jeto ó ramo exclusivo de comercio ó industria: 4.° La denominación 
ó razón comercial que ha de guardar en conformidad con dicho ob- 
jeto: 5 9 El plazo fijo de su duración: 6.° El capital social: 7 9 El nú- 
mero de acciones y cuotas de cada una: 8.° La forma y plazos en 
que ha de hacerse efectivo el importe de las acciones: 9.° El régimen 
administrativo: 10. Las obligaciones de los administradores é inspec- 
tores: 

Aprobados los estatutos y la escritura social, el Gobierno deter- 
mina la parte del capital que la compañía ha de hacer efectiva antes de 
obtener la autorización, cuya parte no podrá esceder del 35 por ciento 
del capital. 

Hasta que se haya declarado constituida la compañía, no se podrá 
emitir ningún título de las acciones, las cuales se cotizarán como valo- 
res comunes de comercio. 

Con parte de las ganancias debe formarse un fondo de reserva has- 
ta completar el 10 por 100 del capital. 

Estas compañías están bajo la inspección del Gobierno y de los 
Gobernadores de las provincias de su domicilio en cuanto á su régimen 
administrativo y á la exacta observancia de sus estatutos y reglamen- 
tos; pudiendo el Gobierno con conocimiento de causa, y oido el Consejo 
de Estado, suspender ó anular la autorización de las compañías que en 
sus operaciones ó en el orden de su administración falten al cumpli- 
miento de las disposiciones legales y de sus estatutos. También se 
nombran delegados ó inspectores para las mismas. 

Están igualmente obligadas á presentar al Gobierno y publicar 
mensualmente en la Gaceta un estado de su situación y remitirle, siem- 
pre que el Gobierno lo pida, estados de caja, cartera y resumen de sus 
operaciones. 

Deben las compañías anualmente formalizar un balance general de 
su situación comprehensivo de todas las operaciones practicadas en el 
aSo, sus resultados y el estado de su activo y pasivo, cuyos balances 
aprobados en Junta general de accionistas, se remiten al Gobierno y 

17 
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comprobados con los libros se publican en el Boletín oficial y se comuni- 
can al Tribunal de comercio. [1] 

Asimismo se han determinado las atribuciones de los Gobernado- 
res de provincia en la instrucción de los expedientes para la constitución 
de estas sociedades, en los cuales deben informar, así como para ejercer 
la vigilancia sobre su régimen para precaver abusos. [2] 

1» IOS BASCOS. 

Aunque el crédito no es capital, bien manejado hace sus veces 
como agente eficaz de la producción; siendo manifiestas sus ventajas, 
así porque á la moneda metálica sustituye el papel, mas cómodo para 
la circulación, como por las ganancias que se obtienen en beneficio de 
los accionistas y aumento de la riqueza pública y privada. Pudiendo 
sin embargo, cometerse abusos perjudiciales, los bancos 6 estableci- 
mientos de crédito están sujetos á ciertas reglas y á la vigilancia de la 
autoridad administrativa. Estas reglas y medidas precautorias están 
determinadas en la ley [3] y se expondrán brevemente. 

Para establecerse un banco por una compañía ó particular debe so- 
licitarse autorización del Gobierno, que se otorga en Keal decreto acor- 
dado en Consejo de ministros, oido el de Estado y previa aprobación y 
publicación de los estatutos en la Gaceta de Gobierno. En cada pueblo 
no puede haber mas que un establecimiento de emisión. 

Las acciones serán de 2000 reales cada una, debiendo hacerse 
efectivo el capital de los bancos para au constitución y no respondiendo 
los accionistas sino del importe de sus acciones. 

Los estranjeros pueden ser accionistas; pero no obtener cargo de 
Administrador, si no se hallan domiciliados en España y tienen carta 
de naturaleza. Sus fondos existentes en los bancos no están sujetos á 
represalias en casos de guerra con sus respectivas naciones. 

La concesión caduca á los tres años desde su fecha, si no se hu- 
biere realizado su establecimiento. 

Se han de ocupar los bancos en descontar, girar, prestar, llevar 
cuentas corrientes, ejecutar cobranzas, recibir depósitos, contratar con 
el Gobierno y sus dependientes, competentemente autorizados, sin que 
quede nunca en descubierto. No pueden hacer préstamos bajo la ga- 
rantía de sus propias acciones, ni negociar en efectos públicos, ni anti- 
cipar al Tesoro sin garantías sólidas y de fácil realización una suma 
mayor que la de su capital efectivo. 

Las juntas generales de accionistas nombran el Consejo de gobierno, 
el cual debe cuidar de que constantemente existan en caja y cartera 



[1] Todo lo expuesto está ordenado en U ley de 28 de Enero de 1848 y reglamento par» su 
ejecución de 17 de Febrero del mismo año. 

Real orden de 12 de Diciembre de 1857. 
Ley de 28 deBnero de 1866. 
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metálico y valores realizables, cuyo plazo no exceda de 90 días bastan- 
tes á cubrir sus compromisos. 

Los bancos deben tener un fondo de reserva equivalente al 10 
por 100 de su capital formado con la mitad de los beneficios líquidos 
que produzcan sus operaciones, hasta el completo de aquella suma, 
aplicándose la otra mitad ¿ los accionistas. 

Los establecimientos de emisión están obligados á publicar men- 
sualmente en la Gaceta de Gobierno el estado de su situación. 

£1 banco de España, fundado en 1782 con el nombre de Banco de 
San Carlos, fué reorganizado en 1829 con el de San Fernando: está 
sujeto á las reglas que quedan expresadas, y á sus estatutos, con facul- 
tad para establecer sucursales; existiendo ademas en la Península algu- 
nos bancos provisionales en algunas capitales. 

ÁRAMELES DE ADUANAS 

Por mas que la economía política ha demostrado con argumentos 
convincentes y con datos palpables las ventajas de la absoluta libertad 
de comercio, sin trabas ni restricciones, lo cual abriría un ancho cam- 
po á la producción á que mejor se prestara por sus especiales circuns- 
tancias <»da loeaüdad; y por mas que los defensores del sistema restric- 
tivo 6 de loe derechos protectores de la industria nacional reconocen 
como una verdad teórica el Ubre cambie,, los gobiernos no se han deci- 
dido á adaptarlo en £& práctica; si bien ed alivio de aquellos derechos 
ha veaido consignándose en las refovmas de loe aranceles, como un me- 
dio de. preparar la transición á mayor amputad. 

La exacción de derechos en las Aduanas, por ta importación y 
exportados de géneros es muy antigua; aunque en su prmdpo no se 
llevaron otras miras que las de establecer un arbitrio rentístico paralas 
atencáoHee del Estado. Pero e» la bicha; de intereses que boy agita á 
tefes las naciones, eaipefiaáa cada una en proporcionar mercados á sus 
productos y man#dM¡was, y las represalias <p»tra¡ea consigo las prohi- 
biciones y restriocÍ0Bfi& han dado oeaáion á tratados, de comercio en 
que regularmente ]& mas poderosa ha sacado el miejor partida Todo es- 
to, y la necesidad de procura* cada, gobierno, la utilidad de sus subditos, 
hace que el arreglo de les arai^cetesde aduanafc sea vm de los puntos 
mas arduos é impostantes por la difteutóad de eo&eiliar tactos y tan 
opuestos intereses, y porque en la buena aplicación 4o los principios eoe* 
nómicos y en ol aeierto de la ley deaduaínas y aranceles está cifrado en 
gran parte oi engrandecimiento ó ruina del comercio y de lafe industrias 
agrícola, fabril y manufacturera. 

En las bases adoptadas para los aranceles,, atendiendo & & oonve- 
vmm <te protejo* la industria nacional, se fijólos derechos do «ñapo** 
tacion y exportación, prohibiéndose intwdnci* y extraer titees,, «rawjoft 
en corto número, por la consideración ya expuesta. 
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Las materias primeras similares á las que se produzcan abundante- 
mente en España, los agentes de producción que se hayan en el mismo 
caso, como el carbón de piedra y el coke y los artículos de manufacturas 
extranjeras capaces de hacer concurrencia á otros iguales de actual fabri- 
cación nacional, adeudan á su importación del 25 al 50 por ciento sobre 
su valor. Los artículos estranjeros que la industria nacional no produ- 
ce, pagan el 15 por ciento, que en algún caso excepcional podrá aumen- 
tarse hasta el 20. Y satisfacen del 1 al 14 por ciento las máquinas é 
instrumentos que se importen con destino á las industrias agrícola, mi- 
nera y fabril, las materias primeras que no se produzcan abundantemen- 
te en España y que sirvan para el trabajo de la industria nacional, in- 
clusa la madera para la arboladura de buques. 

A los géneros coloniales que sean productos de países estranjeros 
se ha impuesto un recargo y se ha establecido un derecho módico al 
azúcar, café y algún otro producto de las posesiones españolas, de Ama- 
ncay Asia. 

Está prohibida en el Reino la entrada de armas de guerra, proyec- 
tiles, municiones y toda clase de pólvora; el azogue, las cartas hidro- 
gráficas publicadas por el Depósito de marina y reproducidas en el es- 
tranjero, los mapas y planos de autores españoles que conserven en 
ellos el derecho de propiedad; el cinabrio; las embarcaciones que midan 
menos de 400 toneladas, los granos, harinas, pan y pasta para sopa, 
siempre que no esté permitida expresamente su entrada por la ley de 
cereales; los misales, breviarios, diurnos y demás libros litúrgicos; las 
pinturas, figuras y cualquiera otros objetos que ofendan la moral ó ridi- 
culicen la religión católica, la sal común con ciertas excepciones, el cal- 
zado y la ropa hecha, que no lleven los viajeros para su uso particular. 
En cuanto á los algodones hay establecidos ciertos derechos especia- 
les y son pocas las telas de este género, cuya introducción está prohi- 
bida. 

La exportación en lo general es libre; pero está gravada con dere- 
chos módicos sobre un corto número de artículos, á saber: el alcohol, ó 
galeno argentífero; el cobre negro en estado de primera fundición; el li- 
targirio de menos de una onza de plata por quintal; el plomo en galá- 
pagos; la seda en capullo y la madera para la construcción de buques. 

Finalmente está prohibida la extracción del corcho en tablas ó par 
nes de la provincia de Gerona; litargirio que contenga una onza ó mas 
de plata por quintal; galeno argentífero; plomo que contenga veinte y 
cuatro adarmes mas de plata por quintal; los trapos de algodón, cáñamo 
y lino, como también los efectos de estas dos materias ya usados. 

El Gobierno está autorizado por la ley para la habilitación de los 
puertos, según lo estime conveniente. 

También se permite en algunos de los mismos puertos depositar 
los efectos mediante un módico derecho para reexportarlos ó introducirlos 
á consumo, abonándose en este último caso los derechos fijados en el 
arancel. 
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BE LA 10NEDA. 



La necesidad de facilitar los cambios por medio de una mercancía 
universal, que sea al mismo tiempo la medida ó represente el valor de 
todas las cosas, introdujo el uso de la moneda, y su acuñación, la fija- 
ción de su precio en proporción al valor intrínseco de los metales res- 
pectivos y á los gastos de su fabricación son atribuciones de la Suprema 
Potestad que garantiza con su sello la legalidad de las monedas. 

Según una ley reciente [1] en todos los dominios españoles será 
la unidad monetaria el escudo, moneda efectiva de plata peso de 12 gra- 
mos 980 miligramos á la ley de 900 milésimas de fino. 

Se habrán de acuñar las monedas de oro, plata y bronce cuya deno- 
minación y peso será el siguiente: 



DENOMINACIÓN. 



ORO. 

Doblón de Isabel 

ídem de cuatro escudos 
ídem de dos escudos 

PLATA. 

Duro 

Escudo 

Peseta 

Media peseta 

Real 

BRONCE. 

Medio real 

Cuartillo 

Décima 

Media décima 



Valor en 
escudos. 



10 
4 
2 



2 

1 

0,40 

0,^0 

0,10 



0,05 
0,025 
0,01 
0,005 



Peso á la ley 
monetaria. 



8,387 
3,354 
1,667 



25, 960 

12, 980 

5,192 

2,596 

1,298 



12, 500 
6,250 
2,500 
1,250 



Las monedas de oro de diez, cuatro y dos escudos, serán lo mismo 
que las de plata de dos escudos de 900 milésimas de ley. Las de plata 
de 0,40-0,20-0,10 de escudo tendrán la ley de 810 milésimas. Las 
de bronce se compondrán de 95 partes de cobre, cuatro de estaño y una 
de zinc. 

fl) De 26 de Junio de 1864. 
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El permiso de ley, en mas ó menos, será de dos milésimas en el 
oro y tres en la plata, y en la moneda de bronce 1 por ciento de cobre, 
y medio por ciento de cada uno de los demás metales. 

El permiso de peso, en mas ó menos, para la aprobación de las la- 
bores de las casas de moneda, por cada kilogramo de moneda será el si- 
guiente: 



ORO. 



Doblón de Isabel 

ídem de cuatro escudos, 
ídem de dos escudos.... 



PLATA. 



Duró 

Escudo...; 

Peseta 

Media peseta. 
Real 



BRONCE. 



Medio real 

Cuartillo 

Décima 

Media décima. 




Con respecto álos particulares, y. á fin de admitir ó rehusar le- 
galmente las monedas, el permiso será: 



ORO. 

Doblón de Isabel 

ídem de cuatro escudos 

ídem de dos escudos , 

PLATA. 

Duro 

Escudo 

Peseta ) 

Media peseta ) 

Real 
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£1 orden de la contabilidad para las oficinas del Estado y docu- 
mentos públicos es el siguiente: 



Doblón de Isabel. 


Escudos. 


Reales. 


Décimas. 


1 vale 


10 
1 vale 


100 - 
10 
1 vale 


1000 

100 

10 



Los doblones de cuatro y dos escudos; los duros, pesetas y medias 
pesetas; el medio real, cuartillo y las medias décimas serán monedas 
auxiliares. 

Todas las monedas llevarán el busto y nombre del Monarca, y la 
leyenda de «Por la gracia de Dios y la Constitución.» 

Las monedas de oro de diez escudos, y las de plata de dos y un 
escudo, se acuñarán con virola abierta, con el lema de «Ley, patria y 
Rey:» para las demás monedas se empleará virola cerrada, debiendo ser 
acanalada para las de plata y lisa para las de bronce. 

Las demás condiciones de la estampa y el diámetro se fijarán por 
medio de un Real Decreto refrendado por el ministro de Hacienda, cui- 
dando de que las Reales efigies y demás emblemas sean diferentes en 
cada clase de moneda. 

Se acuñarán en moneda de oro de diez, cuatro y dos escudos, y 
de plata de dos y un escudo las pastas que presenten de su cuenta los 
particulares sin exijirles descuento ni retenida alguna por gastos de fa- 
bricación, siempre que aquellas reúnan la ductíbüidad y demás condi- 
ciones necesarias, y puedan alearse á la ley monetaria sin necesidad de 
incorporar oro ni plata fina. 

Los gastos de afinación y apartado en las pastas, cuya amonedación 
exija tales manipulaciones, los satisfarán los particulares con arreglo á 
un tipo uniforme y en armonía con el costo de dichas operaciones, si 
poseyendo los medios necesarios las casas de moneda del Reino, el Go- 
bierno conceptuase conveniente autorizarlo. 

Las monedas de plata y bronce inferiores al escudo se acuñarán 
esclusivamente por cuenta del Estado, y no se entregarán por las cajas 
públicas ni tendrán curso forzoso entre los particulares en cantidad que 
exceda de 10 escudos en las de plata y dos escudos en las de bronce. 
Esto no obstante en los pagos que se verifiquen por ventas, tributos y 
demás operaciones con el Tesoro público se admitirán dichas monedas 
en la proporción de 10 y 5 por ciento respectivamente cuando el importe 
del pago exceda de los limites designados para su admisión forzosa. 

La proporción en que deban acuñarsse las diferentes clases de mo- 
neda se fijará por el Ministro de Hacienda, según las necesidades de la 
circulación. 
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Las monedas de oro, pla.ta y cobre circulantes que difieran de los 
nuevos tipos serán refundidas á medida que ingresen en las arcas del 
Tesoro y lo permitan las obligaciones de éste, para cuyo objeto se com- 
prenderán en los presupuestos anuales hasta terminar la refundición, las 
cantidades necesarias. 

La exención de derechos á los particulares empezará á regir desde 
l 9 dfr Julio de'l865. 

IEIIIA8 T PESAS. 

Es un deber de la Administración el arreglo de las medidas y pe- 
sas indispensables para las transacciones mercantiles y aun para el uso 
general. La ley, y á veces la costumbre han fijado el tipo, sin el 
cual no pudiera observarse la conveniente regularidad que demandan 
la exactitud y buena fé tan necesarias en todas las negociaciones. Al 
efecto nada es mas apropósito que la mas completa uniformidad de las 
medidas y pesas en todo el Reino, en el cual por las distintas domina- 
ciones á que estuvo sujeto, y por el origen de sus provincias que cons- 
tituyeron diversos estados, ha habido notable variedad hasta ahora en 
que hace algunos años se ha declarado obligatorio para toda la Monar- 
quía, inclusas las provincias de Ultramar, en todas las dependencias 
del Estado y de la administración provincial, en la redacción de las sen- 
tencias y de los contratos públicos, el sistema métrico-decimal con su 
nomenclatura científica, tan fácil para los cálculos, como ventajosa en 
todos sentido, si bien ha sido forzoso el transcurso de algún tiempo para 
preparar los pueblos á un cambio de tanta trascendencia en sus anti- 
guos hábitos. (1) 

La unidad fundamental de ese sistema es igual en lonjitud á la 
diez millonésima parte del arco del meridiano que va del polo Norte al 
ecuador y se llama metro. 

El patrón de este metro, hecho de platina, que fué calculado por 
D. Gabriel Ciscar, y construido y ajustado por el mismo y por D. Agus- 
tín Pedrayes, está declarado Patrón prototipo y legal, y con arreglo á 
él se han ajustado todos los del Reino. El Gobierno sin embargo se de- 
be asegurar previa y nuevamente de la exactitud de este patrón prototipo 
el cual se ha de conservar depositado en el archivo nacional de Siman- 
cas. 



(1) La ley de 19 de Junio de 1849 dispuso la adopción del nuevo sistema, y contiene la espo- 
sicion del mismo que insertamos. Para preparar los pueblos á su uso se mandó en el artioulo 7.° 
verificar las relaciones de las medidas y pesas ordinariamente usadas en los diversos puntos de 
la monarquía con las nuevas y publicar los equivalentes de aquellas en medidas de estas, y asi se 
hizo por el Ministro de Fomento en 9 de Diciembre de 1852 con las tablas de correspondencia, 
las cuales pueden verse en el Diccionario administrativo de los Sres. Coa, Gayón y Cánovas del 
Castillo, página 727. 
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Las unidades de medida y peso se forman del metro, según se vé 
en el siguiente cuadro. 



MEDIDAS LONGITUDINALES. 

UNIDAD USUAL. 



El metro, igual á la diez millonésima parte de un cuadrante del 
meridiano desde el polo Norte al Ecuador. 



SUS MÚLTIPLOS. 



El decámetro diez metros. 

El hectómetro....!, cien mptros. 

El kilómetro mil metros. 

El miriámetro diez mil metros. 



SUS DIVISORES. 



El decímetro Un décimo de metro 

El centímetro Un centesimo de metro. 

El milímetro Un milésimo de metro. (1) 



MEDIDAS SUPERFICIALES. 

UNIDAD USUAL. 

El área igual á un cuadrado de diez metros de lado ó sean cien me- 
tros cuadrados. 

SUS MÚLTIPLOS. 

La hectárea 6 cien áreas, igual á diez mil metros cuadrados. 

(1) Para la mas fácil inteligencia de este sistema conviene tener preséntela siguiente nomen- 
I datura y sus valores. 

. MÚLTIPLOS. 

! Decá significa diez veces la unidad. 

Hecto cien veces la unidad. 

Kilo mil veces Ir unidad. 

Miria dnz mil veces la unidad. 

DIVISIÓN DE LA UNIDAD. 

Deei significa un décimo de la unidad. 

Centi * un centesimo de la unidad. 

Mili un milésimo de la unidad. 

Los múltiplos del metro, decámetro, hectómetro, kilómetro y miriámetro se usan comun- 
mente en las operaciones que se hacen sobre el terreno 6 en las medidas itinerarias y no en los 
demás usos comunes: así es que no se dirá un decámetro, un kilómetro de tela sino 10 metros, 
1000 metros de tela. Sr. D. José María de la Torre, en su libro titulado «El Indispensable 6 noti- 
cias de pesos y medidas,» páginas 64 y 57. 

18 
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SUS DIVISORES. 

La centárea ó el centesimo del área, igual al metro cuadrado. 
MEDIDAS DE CAPACIDAD Y ARQUEO PARA ÁRIDOS Y LÍQUIDOS. 

UNIDAD USUAL. 

El litro igual al volumen del decímetro cúbico. 

SUS MÚLTIPLOS. 

El decalitro diez litros. 

El hectolitro ; cien litros. 

El kilólitro mil litros ó una tonelada de arqueo. 

sus DIVISORES. 

El decilitro un décimo de litro. 

El centilitro un centesimo de litro. 



MEDIDAS CUBICAS O DE SOLIDOS.— Medidas ponderables. 



UNIDAD USUAL. 



El kilogramo ó mil gramos, igual al peso en el vacío de un decí- 
metro cúbico ó sea un litro de agua destilada y á la temperatura de 
cuatro grados centígrados. 



SUS MÚLTIPLOS. 

Quintal métrico Cien mil gramos. 

Tonelada de peso l Un miUon d ? S ramos > [ & ulú al l ,es0 

F ('del metro cúbico de agua. 

SUS DIVISIONES. 

Hectógramo. . . . Cien gramos. 

Decágramo Diez gramos. 

p í Peso de un centímetro cúbico, 6 

ramo ( sea de un milímetro de agua. 

Decigramo Un décimo de gramo. 

Miligramo Un milésimo de gramo. 
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CAPÍTULO VII. 

DI Li INDUSTRIA IISERl 

Sumario. — Utilidad de esta industria. — Propiedad do las minas. — Jefe y funciona- 
riüB del ramo. — Permiso para la explotación de las producciones minerales silíceas, cal- 
cáreas, margas y otras de naturaleza terrosa. — Calicatas. — Pertenencias mineras. — Peti- 
ciones de estas pertenencias, investigación y registro.— Demarcaciones. — Concesiones de 
propiedad. — Galerías generales de investigación, desagüe y trasporte. — Concesión de 
terreros y escoriales. — Condiciones generales de la minería. — Cancelación de expedien- 
tes, caducidad de concesiones y nueva adjudicación. — Oficinas de beneficio. — Autoridad 
y jurisdicción en minería, y casos en que se ejerce. — Cuerpo de Ingenieros de minas y 
Junta consultiva. 

La actividad del hombre no se limita solamente al cultivo, de los 
campos para'alimentarse con sus frutos, ni á trasformar estos y demás 
producciones de la naturaleza por medio de la industria en objetos ca- 
paces de satisfacer nuestras necesidades y caprichos, ni á trasportarlos 
de un lugar á otro, como lo practica el comercio para facilitar los cam- 
bios y consumos: su espíritu emprendedor y de especulación lo hace 
descender hasta las entrañas de la tierra, para extraer de ellas y bene- 
ficiar las preciosas sustancias minerales que encierra. Este género de 
industria, manantial inagotable de riquezas, á que convida la abundan- 
cia de minas en la Península, se ha desarrollado en ella bastante en po- 
cos años, y comienza á propagarse en la Isla de Cuba, gracias á la es- 
merada protección que nuestro Gobierno la ha dispensado por medio de 
disposiciones y reglas especiales. [1] 

Aunque algunos han sustentado que la propiedad y aprovecha- 
miento de los minerales debe corresponder al dueño de los terrenos que 
los contiene, como una^einanacion natural de su dominio, considerando 
este beneficio basado en la justicia y que debe ser ilimitado sobre todos 
los productos de los mismos terrenos; sin embargo, la generalidad de 
los publicistas y jurisconsultos convienen en que la propiedad minera 
es de diversa índole, se funda en distintos principios y debe ser gober- 
nada por reglas también diferentes. , 

¿Cuáles han sido los primordiales fundamentos de la propiedad 
territorial? La ocupación del suelo y el trabajo emprendido en el des- 
monte y cultivoj su principal objeto, en provecho, no solo del cultivador, 
sino también de la sociedad, que en estas faenas agrícolas reportaba 
grandes ventajas, como observan escritores de merecida nombradla. [2] 
Y si estas razones, que abonan la adquisición esclusiva de la parte 

[1] • Estas disposiciones son la ley de 6 de Octubre de 1859 con el reglamento de la misma fe- 
cha, reformado en parte éste por el de 25 de Febrero de 1868; h la ley de Sociedades mineras de la 
misma fecha que aquella y el reglamento de Ingenieros de minas de 2 do Febrero de 1859 y 
4e 21 de Setiembre del propio año. 

[2] Turgot, tomo 4? página 406.— Comte, tratado de la propiedad tomo 1? capítulo 22. 
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externa de la tierra, no obran respecto de la riqueza mineral contenida 
en sus profundidades, claro está que en cuanto á ella desaparecen los 
principales fundamentos del dominio. El dueño de la superficie no ha 
ocupado los espacios subterráneos; muchas veces no querrá explotar la 
riqueza mineral que encierran; otras no le será posible practicarlo, ora 
por falta de los capitales ó de los conocimientos necesarios, ora por com- 
prender una sola mina porciones correspondientes á distintos propieta- 
rios del suelo. ¿Y habrán de quedarse perdidas y sin utilidad alguna 
para el Estado en general y para sus individuos las grandes riquezas 
que comprende el reino mineral? ¿Daríase lugar á tan enormes perjui- 
cios soIq por sostener una mera teoría, un derecho estéril ó infructuoso? 
Innegable es por tanto que la justicia y la pública conveniencia están 
de acuerdo en separar la propiedad de la superficie de la del subsuelo que 
contiene los minerales, para que de este modo puedan ser explotados 
por todo el que lo pretenda y cuente con los elementos necesarios, ha- 
ciéndolo conforme á las reglas del arte, y se aprovechen tantas rique- 
zas en beneficio de los hombres industriosos y de toda la nación. 

Conforme á estas máximas generalmente admitidas, el señorío y 
dominio supremo de las. minas pertenecen en España al Estado, y nadie 
tiene facultad de beneficiarlas, sino aquellas personas 6 compañías que 
las hayan adquirido por especial concesión del Gobierno, y las demás 
que las obtengan por los medios establecidos por la ley. 

Las autoridades y funcionarios, á cuyo cargo está la industria mi- 
nera, son respecto á la Administración activa Central, el Ministro de 
Fomento auxiliado de la Junta facultativa de ingenieros de minas: en 
las provincias los Gobernadores de ellas y en los distritos municipales 
los Alcaldes, estos últimos en determinados casos; unos y otros oyendo 
el informe de los ingenieros de minas, que también intervienen y están 
autorizados para ciertos actos ó diligencias. La parte consultiva y la 
contenciosa están á cargo del Consejo de Estado y de los provin- 
ciales. 

Son objeto especial del ramo de minería todas las sustancias inor- 
gánicas, metalíferas, combustibles, salinas, fosfatos y calizas cuando se 
presenten en filones ó en cualesquiera otra forma que exijan operacio- 
nes mineras, y las piedras preciosas que en la superficie ó en el interior 
de la tierra se presten á la explotación. 

Las producciones minerales, silíceas y calcáreas, las arenas, tes 
tierras arcillosas, magnesianas y ferruginosas, las margas y las demás 
sustancias de esta clase aplicables á la construcción, á la agricultura 6 
á las artes, son de aprovechamiento común cuando se hallen en terre- 
nos del Estado 6 de los pueblos, y de explotación particular cuando el 
terreno sea de propiedad privada, y aunque dichas sustancias no se 
hallen sujetas á las formalidades, ni á las cargas de la ley de minas, 
están bajo la vigilancia de la Administración en cuanto á la policía y 
seguridad de las labores; necesitándose para sij explotación el permiso 
especial del dueño. 
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Pero si se destinasen las mismas sustancias á la vasijeria de alfar, 
fabricación de loza ó porcelana, de ladrillos refractarios, cristal ó vidrio 
ú otro ramo de industria fabril, el Gobierno concede autorización .para 
explotarlas á cualquiera que la solicite. Para esta concesión el Gober- 
nador de la provincia instruye expediente con audiencia del dueño del 
terreno é informe del Ingeniero de minas; bien que si el dueño se obliga 
á hacer por sí la explotación dentro del plazo que el Gobernador le se- 
ñale, que no bajará de tres meses, será preferido. 

Obtenida por un estraño la correspondiente autorización para ex- 
plotar las sustancias espresadas, debe indemnizarse al dueño de la finca 
del valor del terreno que haya de ocuparle y una quinta parte mas, y 
satisfacer el menoscabo ó demérito que la misma finca esperimentare, 
prestando ademas fianza para responder de los ulteriores danos y per- 
juicios que pudiere ocasionarle en lo sucesivo. La autorización caduca 
si el que la obtuvo dejare transcurrir un ano sin verificar la explo- 
tación. 

Las arenas auríferas y estanníferas ú otras producciones minerales 
de los ríos y placeres son de libre aprovechamiento, y solamente se ne- 
cesita autorización ó licencia cuando se beneficiaren en establecimien- 
tos fijos, formándose pertenencias de minas, que deberán constar de 
60,000 metros cuadrados ó superficiales. 

Las tierras ferruginosas, como ocres y almagres son también de 
aprovechamiento común; pero si la metalurgia del hierro las reclamare 
como primeras materias, constituirán pertenencias mineras de 500 me- 
tros de lado sobre 300. 

CALICATAS. 

Así se llaman las escavacioncs ó labores someras para descubrir 
las sustancias minerales, que conforme á lo que queda dicho, son objeto 
del ramo de minería. Estas labores no podran exceder de una escava- 
cion de dos metros lineales en cuadro y uno de profundidad. 

Todo español ó estranjero puede hacer libremente calicatas en 
cualquiera terreno, acotado ó no,- que estuviere dedicado al cultivo; 
pero en terrenos de secano, que contengan arbolado ó viñedo 6 estén de- 
dicados á pastos ó labor es necesaria la licencia del dueño; debiendo el 
solicitante ponerlo en conocimiento del Alcalde del territorio donde se 
hallaren. En caso de negarse esta licencia, ó si transcurriesen dos me- 
ses sin otorgarse, podrá el que la hubiere solicitado ocurrir al Gober- 
nador respectivo, quien la concederá ó negará, oyendo á los interesados 
y al Consejo provincial, y si lo juzga oportuno ó lo pide alguna de las 
partes, á un Ingeniero de minas. Contra la resolución del Gobernador, 
en que conceda ó niegue el permiso, puede representarse por conducto 
del mismo al Ministerio de Fomento, sin permitirse ulterior recurso de 
lo que este Ministerio determine. 

En jardines, huertas y cualesquiera fincas de regadío, únicamente 
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el dueño es quien puede conceder licencia para calicatas, sin que se ad- 
mita reclamación ni recurso alguno contra su negativa. 

Siempre que el dueño del terreno lo exigiere, tendrá el explora- 
dor la obligación de constituir previamente la fianza para indemnizarlo 
del deterioro que la» calicata pudiere producir, según convenio ó tasa- 
ción, quedando ademas sujeto al abono de los daños y perjuicios que en 
lo adelante ocasionare á la finca. La fianza ó depósito para indemniza- 
ciones s<xrá á satisfacción del Gobernador que haya concedido la licen- 
cia para la calicata. 

No pueden abrirse estas, ni otras labores mineras á menos distancia 
de 40 metros de un edificio, camino de hierro, carretera, canal, fuente, 
abrevadero ú otra servidumbre pública y de 1400 de los puntos fortifica- 
dos; á menos que en este último caso se obtenga licencia de la autoridad 
militar; y en los demás, del Gobierno, si se trata de servicios ó servi- 
dumbres públicas, ó del dueño si de edificios de propiedad particular. Con- 
tra la negativa del permiso, ya sea de la autoridad militar, ya del Go- 
bernador ó del dueño, no se admite recurso alguno. 

Todo el que hubiere abierto una calicata y la abandonare está 
obligado á rellenarla, pudiendo ser compelido á ello por el Alcalde 
del pueblo 6 por el dueño del terreno. 

> 
PERTENENCIAS DE UNAS. 

Pertenencia es el espacio que comprende una mina de que se con- 
cede la propiedad, la cual puede ser completa ó incompleta. La perte- 
nencia completa 6 común, consta de un sólido de base rectangular de 
300 metros de largo por 200 de anoho horizontalmente medidos al 
rumbo que designe el interesado, y áp profundidad vertical indefinida. 
La cara superior ó parte superficial permanece de la propiedad del due- 
ño del terreno. En las minas de hierro, carbón de piedra, antracita, 
lignito, turba, asfalto, arsillas bituminosas ó carbonosas, sulfato de sosa 
y sal gemma debe tener cada pertenencia .500 metros de lado so- 
bre 300. 

En las arenas auríferas, estanníferas y otras producciones minera- 
les de los rios ó placeres, la pertenencia comprenderá 60.000 metros 
cuadrados como en las comunes, pudiendo estar formada, bien por un 
rectángulo, bien por un cuadrado, ó por una reunión de cuadrados de 20 
metros al menos de lado cada uno, adaptados entre sí, según conven- 
ga al registrador; pero sin dejar claros ó vacíos intermedios. 

Cuando entre dos pertenencias resultare una faja, y entre tres ó 
mas un espacio franco en que pueda tomarse un rectángulo, cuya su- 
perficie horizontal no sea menor de los dos tercios de una pertenencia de 
su propia clase, y cuyo lado mayor no exceda de 300 metros en las per- 
tenencias comunes ó de 500 en las que tienen este número de metros 
sobre 300, se formará i¡na pertenencia incompleta y se adjudicará & 
quien la solicitare. 
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Si este espacio que mediare entre dos 6 mas pertenencias no diere 
lugar á la colocación de una pertenencia incompleta, conforme á lo que 
se ha dicho en el párrafo precedente, sera considerada como demasía y 
se adjudicará al dueño de la mina mas antigua de , las colindantes, y 
por su renuncia expresa á los que sigan en orden de prioridad; pero 
esta demasía, cualquiera que sea su figura, no podrá extenderse á ma- 
yor superficie que las dos terceras partes de una pertenencia completa 
de su clase; pues si sobrare terreno se constituirán dos ó mas demasías, 
no pudiendo adjudicarse á cada mina mas que una demasía. Cuando hu- 
biere mas, se haiá su adjudicación sucesivamente por orden de priori- 
dad á las minas colindantes. 

Los particulares y las empresas podrán obtener el número de per- 
tenencias que estimen conveniente, siempre que no se pidan en una soli- 
citud mas de dos por una persona, cuatro por una compañía y el doble 
respectivamente en Jas minas de hierro, carbón de piedra y demás sus- 
tancias, cuya pertenencia sea de 500 metros sobre 300. 

También podrán constituir, á voluntad de los interesados, gran- 
des grupos 6 cotos mineros, sin perjuicio de la división de las respecti- 
vas demarcaciones- 

La extensión comprendida en una sola pertenencia es indivisible; 
pero en el caso de que la concesión sea de dos ó mas pertenencias, 
podrán estas separarse en virtud de aprobación del Gobierno. 

Todo individuo ó compañía puede legalmente adquirir por compra 
ó por otro medio legal, cualquier número de pertenencias mineras, an- 
tes ó después de expedido el Real título de propiedad; pero las compa- 
ñías adquirentes no tendrán en cada caso más derechos que sus cau- 
santes, ni podrán pretender como tales compañías aumento de perte- 
nencias á no existir terreno franco. 

PETICIÓN H PERTENENCIAS MINERAS; INVESTIGACIÓN Y REGISTRO. 

No puede obtenerse . la propiedad de las pertenencias mineras 
sino por medio de la investigación ó por el registro. 

La solicitud ele investigación, se hace cuando no se ha descubierto 
el mineral; pero el pretendiente presume que lo encontrará, recono- 
ciendo ó explorando el terreno por labores mas extensas que las cali- 
catas. 

La petición de registro se presenta, cuando descubierto el mine- 
ral, con calicata ó sin ella, puede desde luego empezar la tramitación 
fegular del expediente para la concesión del título de propiedad y con- 
siguiente posesión de la. mina. 

Asi qn la investigación, como en el registro la prioridad en la 
solicitud confiere derecho preferente á la concesión y propiedad. Am- 
bas solicitudes se presentan al Gobernador, conforme á los respectivas 
modelos que se hallan al final de la ley, pudiendo establecerse sin con- 
sentimiento ni conocimiento del dueño del terreno, haya ó no calica- 
ta; pero no pueden comenzarse las labores sino con los mismos requi- 



i 
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sitos necesarios para las calicatas, que ya se han expresado; exhibién- 
dose además los 300 reales vellón, según está prevenido, para gastos 
del expediente. También debe acompañarse simultáneamente la desig- 
nación de la pertenencia ó pertenencias, y presentarse dentro de vein- 
te dias el plano del terreno ó certificación del Alcalde respectivo que 
acredite tener el interesado amojonado de una manera perceptible todo 
el espacio comprendido en su investigación ó registro. 

El Gobernador decretará acto continuo la admisión, salvo mejor 
derecho, de una ú otra solicitud, las cuales serán numeradas, anotán- 
dose con letras el año, el mes, (lia, hora y minutos de su presentación 
en libros talonarios, que se llevarán separadamente pjLra investigación 
y para registro, donde firmará cada interesado, entregándose á estos, 
sin levantar mano, el resguardo suficientemente autorizado por el Jefe 
del negociado de minas, con expresión del número de orden que hubie- 
re tocado á la solicitud; debiendo á cada mina dársele un nombré que 
no sea ofensivo ni mal sonante. 

Debe también el Gobernador mandar que dentro de tercero dia se 
publique la investigación 6 registro con sus designaciones en la tabla 
de anuncios y en el Boletín oficial y que se remitan edictos para su fija- 
ción al Alcalde del pueblo donde se hallen los terrenos solicitados, y 
dentro de 60 dias después de la publicación habrán de presentar al Go- 
bernador sus oposiciones los que se consideren con derecho al todo ó 
parte del mismo terreno 6 los dueños de la finca que tuvieren que re- 
clamar; en el concepto de que trascurrido ese término no serán admi- 
tidas. De estas oposiciones se dá vista al investigador, ó registrador, 
quien deberá contestar en el plazo de seis dias; luego informará dentro 
de veinte el Consejo provincial uniéndose todo al expediente. 

El permiso para investigación es de la atribución del Gobernador, y 
para ello dispondrá que un ingeniero de minas examine, compruebe y 
siendo necesario, rectifique la designación, y en vista de su informe y 
con apreciación de las oposiciones que hubiere, decidirá dentro de cinco 
meses contados desde la presentación de la solicitud. De la resolución 
del Gobernador concediendo ó negando el permiso para la investigación, 
se admite recurso para ante el Ministerio de Fomento, debiendo interpo- 
nerse dentro de treinta dias por el que se considere agraviado, bien 
sea el solicitante 6 algunos de los oponentes; quedando firme la reso- 
lución, si no se interpusiere recurso alguno en aquel término. 

El antedicho permiso para la investigación será por término de 
seis años, siempre que durante este tiempo cumplan los solicitantes las 
condiciones y formalidades legales; bien que si al terminar este plazo 
la investigación continuare á mucha profundidad, el Ministerio, con 
• vista de los informes del ingeniero respectivo y del Gobernador de la 
provincia podrá prorogar el permiso por otros seis años, siempre que 
la próroga se pida dentro del primer término. 

' Aun antes de obtener el permiso puede el investigador hacer la 
labor legal; pero si no la. ha hecho, está obligado á emprenderla den- 
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tro de cuatro meses; debiendo ser la labor de diez metros, sea en pro- 
fundidad por pozo, sea en lonjiiud por socavón, desmonte ó zanja. 

£1 expediente para el registro se instruye por los mismos trá- 
mites que el de la investigación, pudiendo el registrador aspirar á con- 
vertir en investigación su -registro antes 6 después de concluida la lar 
bor legal. 

MARCACIONES ¥ COMISIONES U PBOPIM». 

Dentro de cuatro meses después de la presentación y admisión de 
un registro, pedirá el registrador la demarcación de su pertenencia ó 
pertenencias, excepto en el caso de que el registro sea por caducidad, 
sopeña de que no haciéndolo así, queda el expediente sin curso y fene- 
cido; no pudiendo practicarse dicha demarcación sin que aparezca des- 
cubierto algún mineral de los que ya se ha visto que son objeto espe- 
cial de la legislación del ramo, ó arenas auríferas, estanníferas ú otras 
producciones minerales de los rios y placeres ó tierras ferruginosas; y 
si hubiese de comprender jardines, huertas 6 fincas de regadío, prece- 
derá el permiso del dueño y en su defecto el del Gobernador. 

El investigador que en cualquiera tiempo hallare minerales de las 
clases expresadas, puede solicitar la demarcación, acompañando las 
muestras de él. 

El Gobernador deberá ordenar el reconocimiento y en su caso la 
demarcación por un ingeniero, verificándose ésta con aviso previo á los 
interesados y citación á los dueños de las minas colindantes del dia en 
que haya de practicarse la demarcion, debiendo seguirse el orden de 
preferencia de los expedientes con relación á su prioridad, contada des- 
de la fecha de la presentación de la solicitud y levantándose dos planos 
topográficos. 

No concurriendo á la demarcación los dueños de las minas ó pro- 
moventes de investigaciones, registros y demás trabajos mineros colin- 
dantes 6 sus representantes, los ingenieros requerirán sobre el terreno 
á los capataces 6 encargados de dichos trabajos, sostuvieren en ellos, 
. y esta circunstancia del requerimiento y la ausencia ó presencia de los 
interesados se hará constar firmando los concurrentes que sepan. 

Resultando del reconocimiento que se halla habilitada la labor le- 
gal, haber terreno franco y estar descubierto el mineral, procederá el 
ingeniero acto continuo á demarcar la pertenencia ó pertenencias, con- 
forme á la designación; recogiendo muestras del mineral y fijando los 
puntos en que han de colocarse los hitos ó mojones, los cuales serán 
firmes, duraderos y bien perceptibles, determinando, si se pudiere, la 
posición de la boca-mina y de la labor legal, con respecto á objetos fijos 
y perceptibles del terreno, obligando á los mineros á conservar en el 
mejor estado posible sus mojoneras. 

En el caso de hallarse defectuosa la designación por inexactitud de 
las medidas ó por superposición de alguna parte de pertenencias 
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ajenas, las rectificará el ingeniero al hacer la demarcación de acuerdo 
con el interesado, si hubiere terreno franco. 

Si del reconocimiento de un registro pata demarcación resultare no 
haber mineral descubierto de algunas de las clases ya espresadas, el 
Gobernador declarará anulado ó fenecido el registro, á menos que 
el registrador hubiere acudido 6 acudiere dentro de los ocho dias des- 
pués del reconocimiento en solicitud del permiso para investigación en 
el mismo sitio, en cuyo caso se observará lo dispuesto para esta clase 
de expedientes. 

Así las pertenencias completas como las incompletas, las dema- 
sías, los grupos 6 cotos mineros, las galerías generales, los terreros y 
los escoriales se demarcarán según sus condiciones respectivas. 

Practicada la demarcación, remitirá el Gobernador el expediente 
dentro de 30 dias con las oposiciones, si las hubiere, al Ministro para la 
Real resolución. Cuando haya oposición oirá el Ministro al Consejo de 
Estado en sección de fomento, y antes á la junta superior facultativa 
de minas, si hubiere dudas sobre puntos puramente periciales. 

Otorgada la concesión, se expedirá al interesado el Real titulo de 
propiedad de la mina, en el cual se es presarán las condiciones genera- 
les de ley y de reglamento, y las especiales que por la conveniencia 
pública en razón de la naturaleza del mineral ó de las circunstancias 
de la empresa se hubieren determinado. Si fuere resistida alguna de es- 
tas condiciones, no podrá hacerse . concesión de aquella pertenencia á 
otra empresa ó persona, sino con las mismas condiciones, á no renun- 
ciar voluntariamente y por escrito su preferente derecho la primera 
concesionaria. 

Luego que el Gobernador reciba del Ministro el Real título de 
propiedad, dispondrá su inmediata entrega al concesionario y comisio- 
nará al Alcalde respectivo para que en el término preciso de dos me- 
ses ponga en posesión de la pertenencia ó pertenencias al ya dueño de 
ellas por ante escribano ó secretario del Avuntamiento. 

Las concesiones de pertenencias de minas son por tiempo ilimita- 
do, mientras los mineros cumplan con las condiciones de la ley del ra- 
mo y las especiales contenidas en el Real título de propiedad. 

GALERÍAS CENSUALES DE INVESTIGACIÓN, DESAGÜE ¥ TRASPORTE. 

£1 que intente la apertura de un socavón ó galería en terreno franco 
puede solicitar la concesión de un grupo 6 coto minero con sujeción en 
cuanto al número de ellos á lo dispuesto sobre las pertenencias. 

No habiendo espacio franco, por deber atravesar la galería terre- 
nos ocupados en todo ó en parte por minas ya concedidas ó en in- 
vestigación, el empresario habrá de celebrar conciertos previamente con 
los interesados, acompañando testimonio en forma de ellos con la solici- 
tud, la cual no podrá admitirse sin este requisito. 

Presentada esta al Gobernador con el plano de la obra proyecta- 
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da, firmado por un ingeniero, se dispondrá enseguida la publicación en 
el orden explicado respecto á las solicitudes de registro 6 investiga- 
ción, asi como las notificaeiones personales á los dueños de las minas 
é interesados en los registros que hubieren de comprenderse en el es- 
pacio que recorra la galería; admitiéndose las oposiciones que se inten- 
taren dentro de 60 dias, oyendo al empresario acerca de ellas en el 
término de 10 y el informe del Consejo provincial, y observándose en 
todo lo demás lo dispuesto para las calicatas y concesiones de pro- 
piedad. 

Al empresario de una galería general puede concederse la re- 
serva de un número determinado de pertenencias señaladas por él en- 
tre las libres ó francas sobre el terreno de sus labores, ó en su proxi- 
midad al alcance prudencial de sus desagúes, debiendo solicitar dicha 
reserva cuando pretenda la autorización para ejecutar los trabajos, es- N 
presando el número de pertenencias, designándolas y haciendo que 
aparezcan trazadas en el plano, cuyas pertenencias las hará objeto de in- 
vestigación ó registro con arreglo á la ley, á medida que sus trabajos 
subterráneos avancen hasta rebasarlas, con facultad de desechar las 
que viere no convenirle. 

Los trabajos de las galerías generales deben seguir la línea ó lí- 
neas señaladas en la concesión: y si en algún caso conviniere al empre- 
sario variarlas, lo solicitará y podrá alcanzarlo, previo el oportuno ex- 
pediente. 

Es obligación de toda pertenencia minera permitir el paso á una 
galería general y respetar la fortificación de la misma, absteniéndose 
de arrancar minerales en términos que queden sin paredes Con menos 
de dos metros de espesor, á no ser que las fortifiquen en toda regla á 
su costa. 

El precio de los servicios de desagüe, ventilación y extracción, 
prestados por el empresario del socavón ó galería al minero, se arre- 
glará por convenio de los interesados, y en su defecto por tasación de 
peritos nombrados por aquellos y tercero de la elección del Goberna- 
dor, quien resolverá con vista dol dictamen de los peritos y apreciación 
de las circunstancias de cada caso. 

Por su parte el empresario de la galería no podrá arrancar mas 
mineral que el que encuentre estrictamente en su labor de perforación, 
siendo de su cuenta el extraerlo, y si lo hubiese hallado debajo de la 
pertenencia demarcada, se dividirá por mitad su producto entre el em- 
presario de la galería y el dueño 6 demarcador de la mina, sino se hu- 
biese arreglado este punto por estipulaciones. 

En cuanto á lo demás, la instrucción de estos expedientes se suje- 
tará alas reglas ya esplicadas, con las notificaciones y anuncios corres- 
pondientes y ulteriores trámites marcados en la ley y en el reglamento. 
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mam n hkbbnb y whiaik. 

Terreros son los lugares donde se han trabajado minas; y escoria- 
les aquellos en que ha habido oficinas para beneficio de minerales. Pa- 
ra que sean objeto de concesión por el Gobierno, han de estar unos y 
otros abandonados. La solicitud debe presentarse al Gobernador res- 
pectivo, acompañada de la designación y de un plano firmado por un 
ingeniero. 

La labor legal consistirá en tres pozos ó zanjas en diferentes pun- 
tos del manchón, con las dimensiones necesarias para poner de mani- 
fiesto la naturaleza y circunstancias del escorial ó terrero. 

Serán de figura poligonal rectilínea las designaciones y demarca- 
ciones, según señalare el peticionario; pero su extencion superficial 
no excederá del doble de una pertenencia minera. 

La tramitación de estos expedientes y la posesión se verificarán 
en la misma forma establecida para los registros. 

Cuando un estraño solicitare labrar una mina en la pertenencia de- 
marcada de un escorial 6 terrero, el dueño de estos tendrá la preferen- 
cia si le conviniere, manifestándolo asi en el término de 30 dias des- 
pués de la notificación, y no haciéndolo en ese término, se entenderá 
que renuncia su derecho de preferencia. 

CMMCIOJB GENERALES VI li «NINA. 

Los dueños de minas y los investigadores deben laborearlas con- 
forme á las reglas del arte, cumpliendo las disposiciones de seguridad 
y policía prevenidas en el reglamento y las particulares que en ca- 
da caso especial se les exijan, las cuales se expresarán en el tí- 
tulo de propiedad y en las autorizaciones, cuidando de que las minas 
estén limpias, desaguadas y bien ventiladas. Se reputa contraria á la 
ley toda explotación codiciosa en que, además de no fortificarse, ni 
asegurarse la mina, se dificulte el ulterioT aprovechamiento y se com- 
prometa la vida de lo» operados; siendo también obligación de los mi- 
neros la conservación de los hitos 6 mojones que se fijen al demarcar 
las pertenencias y el cumplimiento de las reglas, que tanto sobre 
la fortificación, como sobre policía y salubridad contengan las disposi- 
ciones del ramo, como las que en cada caso particular prescriban los 
ingenieros y las dictadas sobre la salubridad por las autoridades lo- 
cales. 

Las faltas habrán de ser penadas con multas, que no excedan de 
1000 reales de vellón, ni de 2000 en caso de reincidencia; si ademas 
hubiere delito, será castigado con arreglo á las leyes comunes. 

Cuando los mineros encontraren en sus labrados otro ú otros \ mi- 
nerales beneficiables, distintos del que fué objeto de su concesión 6 ex- 
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ploraciones deben ponerlo en conocimiento del Gobernador de la pro- 
vincia como dato para la estadística minera. 

Desde la toma de posesión de las pertenencias mineras, escoriales 
y terreros, en virtud de Real título y de la concesión de las investiga- 
ciones, se establecerán en unos y otros parages labores formales, que 
por lo menos ban de sostenerse 183 dias alano. Para que se conside- 
ren pobladas ó en actividad las minas, escoriales, temeros é investiga- 
ciones han de tener cuatro operarios por razón de cada pertenencia du- 
rante la mitad del año. 

En los socavones ó galerías generales se exige desde la toma de 
posesión el mismo tiempo de labores que para las minas, debiendo ser 
su pueble ordinario cuando menos el de una pertenencia minera, sin 
que para aquel sea indispensable estén los trabajadores distribuidos en 
todas las pertenencias, sino que en cada una acudirán á donde mas 
conviniere á la empresa; tomándose en cuenta en el conjunto del nuevo 
pueble la fuerza mecánica que se empleare. Y cuando se demuestre la 
dificultad de beneficiar y utilizar los productos de una mina, escorial 6 
terrero podrá, después de* oida la Junta consultiva del ramo, redu 
cirse por Real orden el pueble á la mitad correspondiente. 

Durante la tramitación de los expedientes, pueden los. registrado- 
res adelantar las labores de minería; mas habiendo oposición, se sus- 
penderán los trabajos, á no prestarse fianza suficiente á juicio del Go- 
bernador de la provincia. 

La labor minera que anualmente ha de resultar hecha en cada 
pertenencia, como prueba de haber estado poblada la mina, se fijará por 
los ingenieros en cada caso, y previo el informe de estos, y á instancia 
de parte, el Gobernador señalará el plazo mas breve dentro del cual 
hayan de achicarse las aguas acumuladas en las minas. 

Los ingenieros una vez al año, cuando menos, girarán visitas á las 
minas y harán constar en una acta que estenderán en el libro que para 
el efecto deben llevar los mineros, foliado y rubricado por el Alcalde, 
conforme á lo prevenido por el reglamento, el estado en que aquellas se 
hallaren y los defectos que observen en sus labores, y fijarán las reglas 
oportunas, así sobre el método que ha de observarse en éstas, como en 
lo relativo á la policía y salubridad y á cuanto sea necesario para el 
adelanto de la industria y legítimo beneficio de los explotadores, dando 
los avisos necesarios al Gobernador sobre las fajas y espacios francos 
que encuentren sin la estension requerida para formar pertenencias y 
acerca del sobrante que quede en las galerías y no quiera aprovechar 
el empresario de ellas. En otro libro, que se líevará en la oficina del 
Jefe de cada distrito, consignarán igualmente los ingenieros por diligen- 
cia autorizada por el Superior el resultado de cada visita, como también 
las reglas ó advertencias que hayan debido anotarse en el libro de la 
mina. 

Todo minero accederá á facilitar la ventilación de las minas colin- 
dantes, permitiendo, si hubiere lugar, bajo indemnización, el paso sub- 
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terráneo al agua de las minas con dirección al desagüe general, y con- 
sentirá por la superficie de las pertenencias el tránsito necesario para el 
servicio de las agenas. 

También es obligación de los mineros indemnizar por convenio pri- 
vado ó por tasación de peritos, con sujeción á las leyes comunes, los 
daños y perjuicios que de cualquiera manera ocasionen en otras minas. 
Tanto en estos casos, como en el de tener que indemnizar al dueño del 
terreno, si se declarare legalmente la insolvencia de aquellos, se repu- 
tarán dañadores voluntarios para los efectos legales. 

Los mineros pueden obtener el libre y pleno disfrute del todo 6 
parte de la superficie de sus pertenencias para almacenes, talleres, lava- 
deros, oficinas de beneficio, depósito de escombros ó escorias, caminos 
y otros usos análogos, todo dentro dé las necesidades de la industria 
minera. 

A falta de convenio con los dueños de los terrenos, solicitarán los 
mineros del Gobernador de la provincia la inmediata aplicación de la ley 
de expropiación forzosa por causa de utilidad pública, que en estos ca- 
sos procede, mediante la indemnización prevenida. Si los caminos hu- 
bieren de estenderse ó abrirse fuera de las pertenencias, se sujetarán á 
las disposiciones generales de la materia. 

Los mineros son considerados como vecinos de los pueblos en cu- 
yos términos estén situadas sus minas en cuanto al uso de las aguas, 
montes, dehesas, pastos y demás aprovechamientos comunes en lo re- 
lativo á su industria, sometiéndose á la observancia de las ordenanzas 
municipales respectivas. 

Asi mismo pueden aquellos disponer libremente, como de cualquie- 
ra otra propiedad, de cuantos derechos se les aseguran por la ley del 
ramo; exceptuándose los productos de minerales estancados, sobre cu- 
yos artículos se observarán las disposiciones generales sobre la mate- 
ria; pero para disponer de los minerales es preciso que el minero haya 
obtenido el Real título de propiedad de sus pertenencias; bien que cuan- 
do las minas hubiesen sido denunciadas sin oposición, pueden los Go- 
bernadores conceder autorización para la venta del mineral, dando cuen- 
ta al Ministerio y quedando sujeto el interesado á las contribuciones 
impuestas á esta clase de industria. 

El registrador ó investigador que desistiere de su empresa lo par- 
ticipará al Gobernador con quince dias de anticipación, cerrando sus po- 
zos, bajo una multa que no pasará de mil reales de vellón. 

El propietario de mina que quiera retirarse de sus labores y aban- 
donarlas cerrará también sus pozos y lo pondrá en conocimiento del 
Gobernador con la anticipación de un mes, bajo una multa igual á la del 
investigador que desiste sin la debida participación.. El Gobernador dis- 
pondrá que un ingeniero reconozca los labores y certifique el estado re- 
gular de fortificación y de hallarse cerrados los pozos. Y hasta esta par- 
ticipación quedan sujetos todos los que se dedican á la industria minera, 
á las prescripciones y cargas de la ley. 
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CAMBAMOS ti EXPEDIENTES, CABÜCIBAD N INCISIONES T NU1VA AM9HSMNS. 

Los expedientes de minas, escoriales y terreros quedan sin curso: 
l 9 Cuando previo requerimiento se faltare á cualquiera de los requisi- 
tos establecidos en la ley para los registradores, á saber: consignar la 
cantidad fijada para gastos oficiales y título de propiedad; acompa- 
ñar al registro la designación; presentar el plano del terreno ó certifica- 
ción de haberlo amojonado; habilitar la labor legal; solicitar la demarca- 
ción dentro del plazo señalado, y cuando apremiado al pago del canon 
fijo resultare insolvente. 

En los expedientes de permiso para investigación se procede de un 
modo análogo, solo que no es obligatoria la labor legal; pero sí la peti- 
ción de demarcación en la manera ya espresada luego que se descubra 
el mineral, según los artículos 4, 6 y 7 de la ley. 

2.° También quedarán los expedientes sin curso y fenecidos cuando 
alguno de los registradores acudiere al Gobernador por escrito desistien- 
do de su propósito. 

En todos los casos que se han esplicado declarará el Gobernador 
por los trámites establecidos fenecido ó cancelado el expediente y franco 
el terreno de las pertenencias de minas, terreros y escoriales. 

Caduca y se pierde la propiedad en las minas, pertenencias, terre- 
ros y escoriales y se hará la declaración por el Gobernador, previo expe- 
diente instructivo, ya de oficio ó ya á instancia de parte por medio de 
registro: 1.° Cuando no se cumplen las condiciones de la concesión con- 
signadas en el Real título de propiedad. 2.° Cuando por mala dirección 
ó ejecución amenacen ruina las labores, siempre que requerido no las 
fortifique en el término y forma que se le señale y según las instruccio- 
nes del ingeniero. 3.° Cuándo faltándose al pago del canon fijo desig- 
nado, y apremiado el deudor, resultare insolvente. 4? Por abandono sin 
guardar las reglas establecidas. 5. 9 Por renuncia, haciéndose dejación 
de la pertenencia en la forma dispuesta. 

Los que hubiesen obtenido permiso para investigación no podrán 
ser desposeídos sino por alguna de las causas espresadas, y con las mis- 
mas formalidades, trámites y recursos. 

En los casos de falta de cumplimiento á las condiciones y de aban- 
dono se admiten como escepciones la guerra, el hambre y la peste en el 
radio de 60 kilómetros, el incendio, la inundación,. el terremoto y el 
temporal que impida el laboreo, y siempre la fuerza mayor comprobada 
en debida forma. 

De las resoluciones de los Gobernadores decretando de oficio sin 
curso y fenecidos los expedientes en tramitación en los casos espresados, 
pueden los interesados, conforme al artículo 88 de la ley, reclamar al 
Ministerio dentro de 30 dias posteriones á la notificación. 

Los registros de las minas que hubieren sido labradas en lo an- 
tiguo, ú obtenido título de propiedad en los tiempos modernos, se re- 
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(lucirán á . la petición de formación de expedientes para que en cual- 
quiera de los dos casos de declararse la caducidad ó en el de estar ya 
declarada, se adjudique la mina al peticionario; debiendo este acom- 
pañar al registro la designación, y después de declarada la caducidad, 
solicitará la demarcación sin estar obligado á la labor legal. 

El concesianario que por consecuencia de tales registros ó por el 
procedimiento de oficio se considere lastimado en sus derechos por la 
declaratoria de caducidad, podrá recurrir por la via contenciosa al 
Consejo provincial en el término de treinta días, y del fallo que expi- 
diere podrá apelarse al Consejo de Estado; pudiendo el registrador mos- 
trarse parte como coadyuvante de la Administración. 

Ejecutoriada la caducidad por cualquiera de las causales expues- 
tas 6 pronunciado el fenecimiento del expediente de registro, se decla- 
ran libremente registrables los terrenos, anunciándose al público é in- 
sertándose en el Boletín oficial cada semestre las listas de estas pertenen- 
cias y terrenos registrables. El registrador tiene la preferencia para la 
demarcación y sucesiva posesión, si la caducidad se hubiese declarado 
por causa de un registro. 

Si al nuevo registrador le conviniere utilizar los edificios de la 
pertenencia ó pertenencias caducadas ó servirse de las máquinas que 
hubiere en ellas, tendrá derecho á la expropiación forzosa. 

En las pertenencias abandonadas por sus dueños por espacio de 
diez años sin registrarse ni laborearse nuevamente los terrenos que fue- 
ron ocupados para atenciones y servidumbres mineras, y los solares ya 
inservibles para su primitivo objeto, revertirán llanamente al dueño de 
la finca. 

onciHig u nuncio. 

Todo beneficiador de minerales en establecimientos fijos disfruta 
los derechos y está sujeto á las obligaciones é indemnizaciones expli- 
cadas en el párrafo que trata de las pertenencias de minas, siempre 
que sea aplicable á la fabricación. 

Cuando el fabricante no se aviniere con el dueño del terreno don- 
de intente plantear su oficina de beneficio, acudirá al Gobernador para 
la aplicación de la ley de expropiación forzosa, previa declaratoria de 
si es ó no de utilidad pública el establecimiento; pudiendo reclamar 
cualquiera de los interesados ante el Ministerio, cuya resolución será 
definitiva é inapelable. 

Para los altos hornos ú otra cualquiera oficina que requiera com- 
bustible vejetal ó salto de agua, es necesaria la autorización del. Mi- 
nistro, previo expediente instruido por el Gobernador; que no lo dilata- 
rá por mas de seis meses, oyendo á los interesados, al ingeniero de mi- 
nas, al de montes, al Alcalde del pueblo respectivo y al Consejo pro- 
vincial. 

En todo lo relativo á oficinas de beneficio, que no estuviere deter- 
minado en las disposiciones especiales del ramo, se observarán las re- 
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glas del derecho común aplicables á los establecimientos industríale^ 
asi como á los reglamentos ,y órdenes de salubridad y policía. 

kmWO Y IflBiSNCCIOJ IH HMMA. 

Todos los expedientes para obtener concesiones en minería son pa- 
ramente gubernativos y se resuelven en definitiva por Reales órdenes 
que expide el Ministerio de Fomento» 

Los Gobernadores ante quienes se instruyan dichos expedientes 
deberán oir á los Consejos provinciales, no solamente en los casos ex- 
presados, sino siempre que lo creyeren oportuno, uniendo á ellos los 
informes de aquellas corporaciones. 

El Ministro oirá al Consejo de Estado cuando lo estime convenien- 
te, y siempre que en los expedientes instruidos para concesión de pro- 
piedad hubiere oposición, cuidando, si pudieran llegar á ser contencio- 
sos, que informe solamente la Sección de Fomento del mismo Consejo. 

De toda disposición ó medida, adoptada por los Gobernadores pue- 
de representarse gubernativamente al Ministerio por la parte que se 
coosidere perjudicada, pero la representación deberá dirigirse por con- 
ducto del Gobernador respectivo, quien la acompañará con su informe. 
Se exceptúan las declaratorias de caducidad por las causas referidas, 
en las cuales, como ya se ha dicho, procede el recurso en la vía con- 
tencioso -administrativa ante el Consejo provincial con apelación al de 
Estado por el antiguo concesionario, debiendo interponerse ambos re- 
cursos en el término de 30 días. 

Contra las Reales órdenes cabe el recurso por la via contencioso-ad- 
ministrativa dentro de 30 dias para ante el Consejo de Estado: l 9 Con- 
tra las resoluciones en que se conceda ó se desestime el permiso para 
la investigación y para abrir socavón ó galerías generales. 2° Contra 
las resoluciones finales en que se oonceda ó niegue la propiedad de las 
minas, escoriales, terreros ó galerías generales; pero habrán de ser inten- 
tados dichos recursos conforme á la ley y al reglamento, por los intere- 
sados á quienes se negase ó concediese la investigación ó explotación mi- 
nera; por los que hubiesen intentado en tiempo hábil sus oposiciones; por 
los que en el acto de las demarcaciones hubieren protestado contra ellas; 
por los concesionarios en cuyos terrenos, ignorándose el derecho que pue- 
da asistirles, se hubiere otorgado nuevamente otra concesión; por los con- 
cesionarios que resistieren las condiciones particulares ó que promovie- 
ran cuestiones sobre la inteligencia y cumplimiento de las establecidas 
en la concesión, siempre que estas cuestiones se hubiesen ya resuelto 
definitivamente en la via gubernativa. 

Además de los casos mencionados en que se concede el recurso an- 
te el Consejó de Estado contra las Reales órdenes, en que definitiva- 
mente se resuelvan los expedientes, se admite también con arreglo á los 
artículos 26 y 26 del reglamento de 27 de Julio de 1853 para la ejecu- 
ción de la ley de enajenación forzosa por causa de utilidad pública en 
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las cuestiones que se susciten por inconformidad de los interesados con 
las tasaciones de indemnización de que se hp tratado. 

Todo el que promoviere expediente de minería 6 metalurgia ten- 
drá un apoderado en la capital de las respectivas provincias y á falta 
de éste ó del principal interesado, la publicación de una providencia en 
el Boletín oficial producirá los mismos efectos legales que la notificación 
personal. 

Los tribunales ordinarios conocen de todas las cuestiones que sobre 
las minas, esooriales, terreros, socavones 6 galerías y oficinas de bene- 
ficio se promuevan entre partes, sobre propiedad cuando se haya he- 
cho la oportuna concesión, y sobre participación y deudas; pero si se 
tratase de juicios acerca del mejor derecho no otorgado todavía por la 
administración, los tribunales por sus fallos no podrán declarar mas de- 
rechos que los que oportunamente llegue á conferir la misma adminis- 
tración. 

La intervención de dichos tribunales en los casos en que son com- 
petentes, no entorpecerá la tramitación administrativa en los expedien- 
tes ni la marcha de las labores. 

En las demandas contra dichos establecimientos por deudas podrá 
decretarse el embargo de todo ó parte de los productos, y también, se- 
gún los casos, la ejecución y venta de los mismos establecimientos; pe- 
ro sin que el procedimiento judicial infiera perjuicio al laboreo, fortifi- 
cación, desagüe y ventilación de laá minas demandadas, ni de las colin- 
dantes, sobre lo cual ejercerá su vigilancia el Gobernador. 

, Los tribunales comunes conocen de los delitos cometidos en los es- 
tablecimientos mineros y sus dependencias. 

Los tribunales competentes para entender en las causas de fraude 
contra los intereses de la Hacienda pública, lo son igualmente para 
conocer de las defraudaciones en el pago de los impuestos de las mi- 
nas (1) y en las de circulación de minerales sin la correspondiente 
guia. 



(1) CONTRIBUCIONES DEL RAMO. 

Rb. ?n. 

Por cada pertenencia minera de las dimensiones expresadas en el primer párrafo 
en que se trata de ellas, debe satisfacerse anualmente por el canon fijo de 3000 

Por las del párrafo segundo se pagarán M 2000 

Por los escoriales y terreros se satisfará el canon anual por cada 40.000 metros 
de superficie •. 400 

Por las incompletas y demasías se pagará con proporción á la superficie respec- 
tiva. 

Por los permisos para investigacian se pagarán al año 200 

Por las galerías generales se abonará el canon corrrespondiente á las pertenencias que es- 
tuviesen reherradas. 

Las pertenencias d* minerales de hierro continúan exentas del canon anual por 20 afios 
contados desde la publicación de la ley del ramo. 

Todos los minerales y metales pueden exportarse alestranjero pagándose los derechos esta- 
blecidos en el arancel de aduanas, en el cual se fijan los de importación del carbón de piedra j 
demás produotot minerales estranjeros. 



#• 
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CÜIRN H INGENIEROS DE UNAS T JUSf 4 CMSUITNA. 

Esté Cuerpo está encargado de la dirección facultativa de los esta- 
blecimientos mineros reservados al Estado, y de las comisiones cientí- 
ficas propias de su profesión con las demás atribuciones y obligaciones 
que le corresponden por la ley del ramo y le están señaladas detalla- 
damente en los reglamentos, auxiliándolo para las operaciones mate- 
riales un cuerpo de oficiales. 

Hay una junta facultativa de minas, la cual se compone de los 
Inspectores generales, de los de distrito y del Director de la escuela 
especial de minas. Esta junta informa al Ministerio, siempre que fuere 
consultada en los expedientes del ramo y sobre cuanto pueda contri- 
buir á promover y perfeccionar la industria minera. 

Toda explotación de carbón de piedra ó de antracita será dirigida 
por un ingeniero ó facultativo autorizado que cuide del buen orden y 
seguridad de las labores; pero en los demás establecimientos podrán los 
dueños valerse de los facultativos 6 peritos quemas les conviniere, ex- 
ceptuándose de una y otra obligación los establecimientos de carbón de 
piedra ó antracita en pequeña escala para usos locales. 

En todas las minas y establecimientos ejerce el Gobierno por me- 
dio del cuerpo de ingenieros del ramo la vigilancia ó inspección nece- 
saria al cumplimiento de la ley y. de los reglamentos. 



Ademas se pagará el 3 por 100 de los produotos totales, sin deducción de costos de ninguna 
elue, exceptuándose por espacio de 20 aff os desde la publioaoion de la citada ley los combusti- 
bles, fósiles, la mena de hierro, la calamina, la blenda y sus produotos, hierro, cok y sino. 

Las industrias mineras y metalúrgicas no podrán ser recargadas con contribución alguna, 
ni con otros impuestos que los que quedan fijados. 

Tampoco se exigirá derecho ni impuesto de ninguna otra clase á la circulación de los mine- 
rales en el interior del Reino, nial trasporte por cabotaje; pero serán decomisados cuando fuesen 
conducidos sin la guia que acredite su procedencia. 
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CAPITULO VIII. 

BE LA BUMHMi. 

Estadística es la ciencia que enseña á conocer en una época dada 
á un Estado en sus relaciones de estensión, población, agricultura, in- 
dustria, comercio y demás necesario para su buen gobierno y admi- 
nistración. (1) 

Se llama también estadística el resultado de las operaciones pre- 
sentado en tablas metódicas para obtener aquel conocimiento. En es- 
te sentido la estadística puede ser particular de una provincia ó limitar 
da solamente á un determinado ramo, y general la que abraza el con- 
junto de todo un Estado 6 con relación á todos ó sus principales ramos 
de población, riqueza &c. 

Las ventajas y la necesidad de la estadística, son manifiestas* Sin 
iú auxilio no podría la Administración proceder con acierto en sus dis- 
posiciones en la senda de la prosperidad y progreso de los pueblos en 
los distintos ramos á que tiene que atender. % * 

Bien persuadido nuestro Gobierno de la importancia y necesidad 
de la estadística, ha diotado en diferentes épocas las medidas con- 
ducentes para su mejor ejecución. Asi es que reconociéndose que los 
trabajos anteriores habían sido imperfectos, se creó (2) una comisión 
constituido su Presidente el del Consejo de Ministros compuesta de 
personas competentes, á cuyo cargo se puso la publicación de la esta- 
dística general del Reino, la del itinerario estadístico que comprendiese 
el resultado de los trabajos generales y documentos de esta clase y de 
un Boletín especial. 

Dicha comisión fué dividida en cuatro secciones, correspondiendo 
á Ja 1* la carta geográfica- de España, los planos topográficos para su 
aplicación catastral y la geológica, la viabilidad pública terrestre, flu- 
vial y marítima, descripción de costas y fronteras: á la 2* el censo ge- 
neral de población con las condiciones sociales de los habitantes del 
Reino y movimiento anual de su estado civil, las fuerzas militares de 
mar y tierra, la estadística de instrucción pública, Beneficencia, la 
criminal, la de costumbres políticas y la de seguridad: á la 3* el ca- 
tastro de la riqueza territorial rústica y urbana, la producción ter- 
ritorial y los consumos generales, la estadística pecuaria, 'la fabril y 
comercial, los medios de trasportes terrestres, fluviales y marítimos y el 
cuadro general del comercio de importación y exportación de cabotaje é 
iaterior; y á la & el registro del personal activo y pasivo de la adminis- 
tración pública, las rentas é impuestos públicos y su recaudación y los 



(I) ttohft definido pQt Mr. Moreau de Jomes: la ciencia de los hechos sociales espresados 
aarisnes. 
Por Real decreto de 8 de Noviembre de 1860 y reglamento del 28 del mismo meey afio» 



agua 
(2) 
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gastos reproductivos. Por esta enumeración se comprende todo lo que 
debe abrazar la estadística. (1) 

Posteriormente en 1861 se introdujeron reformas en la organiza- 
ción de esta comisión la que había de tomar la denominación de Junta 
General de Estadística, fijar los sistemas y aprobar sus planes, ocu- 
pándose de asuntos generales: las secciones se redujeron á dos; debien- 
do determinar la marcha mas competente para las operaciones y se 
nombraron los vocales, siéndolo natos algunos por razón de sus em- 



(1) POBLACIÓN DE ESPAÑA. HABITANTES. 

En 1822 11.661,865 

En 1826 13.940,284 

En 1882 11.168,274 

En 1857 15.464,840 

TERRITORIO. 

El territorio tiene 16.356 leguas cuadradas 6 sean 50.730,600 hectáreas que son 78.787,699 
fanegas. 

TERRENO CULTIVABLE. 

Tiene 43.430,089 fanegas. 

Mina» en explotación en Diciembre de 1859. 

Ascendían a 4.447 de las cuales 1.122 se hallan en la provincia de]Almeritf.— Anuario esta- 
dístico de España de 1859 a 1860 publicado por la Comisión de Estadística. 



PARTE TERCERA, 

JURISDICCIÓN ADMINISTRATIVA. 

SECCIÓN ÚNICA. 

DB LA ADMINISTRACIÓN CONTENCIOSA. 

CAPÍTULO I. 

DE LA JURISDICCIÓN ADMINISTRATIVA EN GENERAL. 

Sumario. — Jurisdicción voluntaria y contenciosa de la administración. — Actos de pu- 
ro mando ó de facultad discrecional. — Casos en que procede la vía contencioso-adminis- 
tiativa, y requisitos que han de concurrir. — Casos en que esta contienda no tiene lugar. 
—Diferencia entre las providencias de la administración y los fallos de los tribunales 
comunes. — Jurisdicción administrativa ordinaria. — ídem extraordinaria. — ídem' escep- 
cional 

Díjose al principio que la administración es activa cuando procede 
á ejecutar las leyes de interés general, y á dictar y poner en obser- 
vancia los reglamentos y disposiciones que expide: que es consultiva 
la que se compone de corporaciones que aconsejan á los Jefes de ac- 
ción y* contenciosa cuando decide en forma de juicio las reclamaciones 
de los particulares contra los intereses generales. Habiéndose tratado 
de la primera y segunda, es ya tiempo de esplanar sobre la tercera las 
doctrinas y reglas de la jurisprudencia administrativa emanada de las 
leyes, de los principios de la ciencia, de las decisiones del Consejo de 
Estado y demás disposiciones vigentes. 

Expedir decretos y reglamentos para el exacto cumplimiento de 
las leyes, y dictar resoluciones y órdenes con el objeto de satisfacerlas 
necesidades colectivas de la comunidad, procurándole todo el bien po- 
sible, asi como llenar las demás atenciones de la administración, son 
actos de puro mando, en los cuales el poder ejecutivo tiene facultad 
amplia y discreccional, y en aquellos casos en que oye y decide ins- 
tructivamente ó en forma de juicio las reclamaciones de los partícula* 
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res contra las medidas administrativas y dirime las competencias entre 
las autoridades, ejerce jurisdicción, la cual puede ser voluntaria ó con- 
tenciosa. 

Cuando la administración usa de la facultad reglamentaria 6 provee 
lo conveniente para suplir el silencio de la ley, ejerce potestad legisla- 
tiva, y las reclamaciones intentadas contra sus prescripciones no po- 
drían someterse á ningún otro poder. Si sus resoluciones ó providen- 
cias han sido decretadas para la ejecución de las leyes, para el desem- 
peño de sus vastas atribuciones y continuar su marcha la misma admi- 
nistración, aunque ofendan los intereses de los particulares, no es dado 
sujetarlas á un debate judicial. Asi es que, ora haga uso la autoridad 
administrativa del poder reglamentario, ora ejerza actos de puro mando 
ó de la facultad discrecional, contra sus disposiciones, aun habiéndo- 
las expedido en aplicación de las leyes y reglamentos vijentes, y aun 
siendo perjudiciales á las personas, de aquellas determinaciones no ca- 
be recurso, sino á la misma autoridad que las dictó. 

Sentado el principio de la división é independencia de los poderes 
del Estado que constituye la base de los gobiernos representativos, no 
seria posible someter las reclamaciones á un poder estraño sin erijirlo 
en superior de la potestad administrativa, con infracción de aquel prin- 
cipio, haciéndose impracticable la marcha regular de la administración; 
ni los trámites solemnes de un juicio, siquiera especial, se avienen con 
la brevedad que requieren las medidas de la administración, la cual, si 
bien ha de fundarse en la equidad al resolver las pretensiones de los 
particulares, no puede perder de vista la conveniencia pública. 

Compréndese además fácilmente que seria embarazoso y contra to- 
das las máximas constitucionales que los artículos de un reglamento 
administrativo fuesen objeto de una contienda judicial, y pudiesen ser 
enmendados por los tribunales. 

Dictada una providencia gubernativa, por ejemplo, para la inme- 
diata separación ó traslación de un empleado de la administración, por 
exijirlo el mejor servicio, no se concibe que estuviese en arbitrio de es- 
te empleado impedir sus efectos, impugnando la providencia ante la au- 
toridad judicial. También seria un absurdo que se suspendieran* las 
medidas adoptadas por la administración para impedir ó dispersar una 
reunión tumultuosa ó atajar los estragos de la avenida extraordinaria 
de un rio, por oponerse á ellas un individuo alegando que irrogaban de- 
trimento á sus intereses y provocando el conocimiento y fallo de los 
tribunales; pues cuando estos litigios llegaran á su término, ya los da- 
ños á la causa pública, que se trataban de evitar ó contener, serian de 
suma tracendencia ó irremediables. Por la mera voluntad de los parti- 
culares no debe permitirse el entorpecimiento de la acción administra- 
tiva, que ha de ser rápida é infalible para que produzca sus benéficos 
resultados en favor de la sociedad. Y por mas que se arguya que á los 
particulares irrogan quebranto las providencias á que hemos aludido, 
esto no puede autorizar la provocación de un debate, ni la suspensión 
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de las mismas providencias, porque los intereses individuales están su- 
bordinados á los generales de la comunidad, y la justa apreciación de 
estos es uno de los principales ó mas importantes deberes de la adminis- 
tración. Se permite, sin embargo, la reclamación del que se estime per- 
judicado por estas providencias ante el mismo poder administrativo, 
que sin sujetarse á determinada tramitación, y con solo un conocimiento 
instructivo podrá tomar en consideración las razones alegadas y refor- 
mar ó modificar sus providencias, si lo tuviere á bien en uso de la ju- 
risdicción voluntaria, y sin lugar á ulterior recurso en caso de ne- 
gativa. 

Empero, si las providencias ó actos de la administración en la apli- 
cación de las leyes, reglamentos y otras disposiciones ofendieren, no 
ja el mero interés de las personas, sino un derecho preexistente, per- 
fecto y que haya obligación de respetar, (1) entonces la reclamación 
del interesado debe ser oida ante los tribunales especiales administra- 
tivos en forma de juicio con determinada tramitación; 6 en otros tér- 
minos, en esos casos tiene lugar la via contencioso-administrativa. 

De lo que acaba de esponerse se colige, primero: que la adminis- 
tración procede con facultades legislativas por la autorización de este 
poder cuando dicta disposiciones generales para suplir su silencio en 
casos imprevistos. Segundo: que ejerce imperio y usa de la potestad 
discrecional cuando expide los decretos generales ó individuales que 
estima convenientes en virtud de sus atribuciones. Tercero: que cuando 
en la via gubernativa trata de informarse y oye las pretensiones de los 
administrados acerca de estas providencias para sostenerlas ó enmen- 
darlas, según lo crea conveniente, obra en uso de la jurisdicción volun- 
taria. Y cuarto: que la jurisdicción contencioso-administrativa se ejerce 
siempre que son reclamadas las providencias ó actos en que se apli- 
quen las disposiciones vigentes, por haberse arrostrado un derecho que 
debia respetar la administración. 

Por consiguiente para que tenga lugar la via contencioso-adminis- 
trativa, es necesario que dé motivo á la reclamación por la pugna 6 co- 
lisión entre el interés particular y el público, una providencia ó acto 
administrativo que no haya sido de puro mando 6 de facultad discre- 
cional; sino dictado en aplicación de las leyes, reglamentos ú otras dis- 
posiciones. Se requiere igualmente que la reclamación se funde en un 
derecho violado por aquel acto y preexistente al mismo, cuyo derecho 
verse sobre materia administrativa, como también que la resolución 

(V) aLa administración contenciosa es la que juzga las cuestiones que se ligan & la adminis- 
tración activa. Lo contencioso-adminietrativo se compone de todas las reclamaciones fundadas 
«obre la violación de obligaciones impuestas á la administración por las leyes y reglamentos qu« 
la gobiernan ó por los contratos que ella celebra. Nace del ejercicio del poder ejecutivo que afec- 
ta a un derecho adquirido. Cuando el acto no ofende mas que a los intereses, las reclamaciones 
fio están sujetas Bino á la jurisdicción voluntaria. En efecto; la administración -tiene dos pode- 
res: el uno discrecional, inteligente y libre; el otro arreglado, sujeto y dominado por la ley, 
el decreto, reglamento 6 contrato que lo rije. Los actos de este último poder son los qne dan lu- 
gar á lo contencioso-administrativo.v-Mr.Pradier Foderé. -Compendio de derecho administrati-, 
to segunda parte, capitulo primero de la administración contenciosa, página 201. 
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sea, definitiva, ó que ¡cause estado; y por último que se ¿aya agotado Ja 
¿oa ^gubernativa reclamándose contra aquella ante el superior y aun oon- 
vendrá que en esta via se haya pedido la reforma ante la misma autori- 
dad administrativa, si fuere la superior la que dictó la providencia, y 
no se/haya obtenido; pues mientras haya aptitud para que la adminis- 
tración enmiende su providencia no debe considerarse ésta existente 
.paca el efecto de admitir la contienda administrativa, la cual podría 
evitarse si la administración accede á la reforma. 

33s de advertir que el derecho que se atropello por la administra- 
ción en la providencia impugnada ha de ser perfecto, aunque lo haya 
concedido el mismo poder, pues está en la obligación de respetarlo, no 
.entendiéndose por derecho el mero interés 6 ventaja del individuo, co- 
mo se ha indicado. 

«Lo contencioso-administrativo, dice un sabio publicista, se com- 
pone de todas las reclamaciones que se fundan en la violación de obli- 
gaciones impuestas á la administración por las leyes y reglamentos que 
la norman ó por contratos que suscribe: asi 'toda ley que establece una 
competencia y traza una forma de instrucción ó que pone una regla de 
deqision puede dar lugar á un debate contencioso, si se alega que la 
competencia se ha trocado, que la forma no ha sido observada ó que se 
ha quebrantado la regla. Todo contrato hecho por la administración 
produce el mismo efecto, si su sentido ó ejecución son disputados. El 
conjunto de estos debates, considerados en masa, constituye lo conten- 
cioso-administrativo; se compone pues de una clase de cuestiones bien 
diferentes como se vé, de lo contencioso-judicial y de la administración 
pura.» [l] 

No tiene lugar lo contencioso-administrativo 1.° En las cuestiones 
correspondientes ala esfera de una autoridad de orden distinto del ad- 
ministrativo, eomo de política interior ó exterior, [2] á menos que en al- 
gún caso especial por excepción permita la ley la contención y la so- 
meta al tribunal administrativo. 2.° En los litijios sobre el estado de 
las personas y sobre los derechos de familia. 3.° Tampoco la admiten 
las relativas al dominio y sus desmembraciones, como servidumbres [3] 
y otras; los que emanan de las donaciones y de los contratos, como 
igualmente las contiendas que versan sobre derechos privados, todos 
los cuales se sujetan por lo regular únicamente á la ley civil, aunque 
sean con el Estado, con las provincias y pueblos, considerados como per- 
sonas morales, hábiles para adquirir y que no tengan trascendencia di- 
recta á la causa pública. 4.° En la parte penal compete á la administra- 
ción imponer ciertas correcciones, como multa ó prisión temporal por 

[11 Mr. VWicn. Estudios administrativos, tomo 1.° pág. 102, de la traducción al castellano. 
2] No teniendo por objeto lo contencioso-administrativo sino las contestaciones que surjen 
con motiyo de un derecho consignado ya sea en las leyes que rigen la administración 6 ya en 
los oontratos que suscribe, le son estraff os la política, las medidas diplomáticas, los actos de 
gobierne, las cuestiones judiciales, las puramente administrativas y los actos legislativos. [Mr. 
Pradier Foderé.]— Obra citada, página 208. 
[8] Real orden de veinte de Setiembre de 1862. 
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infracción de los reglamentos y órdenes vijentes para darfep ma? Vigor, 
y en estos casos procede la via contencioso-adminis&ativa; pero sFsé 4 
hubiere cometido un verdadero delito, el conocimiento y fltífo es déla 
competencia de los tribunales ordinarios. [1] Por lo que respecta tos 
empleados-, como se hallan sujetos á la autoridad disciplinaria de la admi- 
nistración, puede ésta correjirlos gubernativamente por las Mtes en 
que incurran en el ejereicio de su cargo, sino tienen el carácter de un 
delito, en cuyo caso corresponde su castigo á la autoridad judicial, ne- 
cesitándose el permiso de la administración para procesarlos^ 

Aunque por regla general no corresponde álá jurisdicción ordina- 
ria administrativa el conocimiento y decisión de las cuestiones* suscita- 
das entre los particulares y la administración ó gestionando esta en 
nombre del Estado, en el de las provincia? 6 pueblos sobre el dominio 
y sus desmembraciones, sobre cumplimiento de contratos y otras de la 
esfera de derecho civil, que son de la competencia del poder judicial; 
sin embargo, las leyes le han sustraído ciertas cuestiones^ atribuídolas 
á los tribunales administrativos para que no se entorpezca la acción de 
la administración y por otras razones de pública conveniencia. Tales 
son las contiendas promovidas sobre contratos que aquella celebra di- 
rectamente para un servicio público, las relativas arlos montes del Es- 
tado y á los de las provincias y pueblos en cuanto á la posesión y aun 
algunas cuestiones que se rozan con la política, como las procedentes 
de las ventas 6 adjudicaciones de bienes nacionales en cuanto al acto 
primitivo de adquisición y otras. En estos casos la jurisdicción atribui- 
da á los tribunales administrativos por la voluntad expresa del lejisla- 
dor y por motivos poderosos de interés general, es extraordinaria. 

Toda jurisdicción compete al Bey, la cual se divide en delegada, 
que es la concedida á los tribunales administrativos para conocer y fa- 
llar, tales como los consejos provinciales y retenida, que ha conservado 
el Monarca para ejercerla conauxilio ó por medio de los Ministros £2]j 
por lo cual los acuerdos del Consejo de Estado sobre las contiendas con 
la administración, como ya se ha dicho, no son mas que proyectos de 
sentencia, adquiriendo la calidad de tales luego que S. M* les imparte 
su aprobación en uso de esta misma jurisdicción, y como moderador su- 
premo de todos los poderes dirime asi mismo las competencias suscita- 
das entre los distintos funcionarios de la administración y las que sur- 
jen entre estos y tos del poder judicial. 

Se diferencian las decisiones de la jurisdicción administrativa de 
los fallos de los tribunales, en que, cuando estos han pasado en cosa juz- 
gada, obtienen un carácter de perpetuidad que los hace irrevocables y 
contra las resoluciones administrativas que no están ajustadas á la 
equidad pueden los agraviados ocurrir á las Cortes para que se exíjala 
responsabilidad á los ministros que las expidieron. 

La jurisdicción contencioso-administrativa es ordinaria ó común si 

[1] Decisión del Consejo Real de 4 de Julio de* 1847; 

[2] Dr. Colmeiro, derecho administratiTO espaffo); tomo 2.° y página 298, (segundfc edición) 
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la ejercen las autoridades á las cuales de ordinario compete el conoci- 
miento ó en los negocios propios ae su atribución, y extraordinaria si 
conoce de las que ya se ha visto se le han concedido por razones espe- 
ciales; y cuando se somete á otros funcionarios que los que regularmen- 
te conocen de estas controversias, se llama excepcional. (1) . 

Ejercen la jurisdicción común en primera instancia los Consejos 
provinciales y en segunda el Consejo de Estado, y en ciertos casos en 
primera y única instancia (2) y la excepcional en determinados nego- 
cios los Gobernadores, los alcaldes municipales, algunos tribunales es- 
peciales, como el de cuentas y otros empleados, por disposición expresa 
de la ley. 



CAPITULO II. 

W LOS CONSEJOS FROTnCIiUB COIO TRIBUNALES DE 10 C0NTENC10S0-ADMINISTEATIV0 EN PUDRA INSTANCIA 

Sumario. — Negocios en que conocen los Consejos en uso de la jurisdicción ordinaria.— 
Negocios en que entienden por virtud de la extraordinaria -Preparación de la via conten- 
cioso-administrativa. — Procedimiento ante el Consejo. — ídem en rebeldía. — Recursos 
contra las sentencias de interpretación, de apelación y de nulidad. 

Háse visto en el precedente capítulo que en lo contencioso-admi- 
nistrativo la jurisdicción se ejerce por los tribunales especiales, me- 
diante una tramitación adecuada á la índole de los negocios. £1 de pri- 
mera instancia para conocer y fallar en cada provincia aquellas contien- 
das es el Consejo provincial con el carácter de tribunal <¡le lo contencioso- 
administrativo, con apelación al Consejo de Estado. 

En tal concepto entienden y determinan dichos consejos las cues- 
tiones que conforme á las reglas sentadas tienen el carácter de conten- 
cioso-administrativas expresadas en la ley que trata de aquellos cuer- 
pos, cuyas cuestiones provienen de las reclamaciones instauradas con- 
tra las providencias dictadas por los Gobernadores en aplicación de las 
leyes, ordenanzas, reglamentos y otras disposiciones, administrativas, 
cuando pasan á la esfera de contenciosas. 

De esta clase son las relativas: 1.° Al uso y distribución de los 
bienes y aprovechamientos provinciales y comunales: 2.° Al reparti- 
miento y exacción individual de toda especie de cargas generales, pro- 
vinciales 6 municipales: 3° A la cuota con que corresponda contribuir 
á cada pueblo para los caminos, en cuya construcción ó conservación se 
hayan declarado interesados dos ó mas de dichos pueblos, así como so- 
bre reparación de los danos que se causen en estos mismos caminos: 4 ? 
A las intrusiones y usurpaciones en los caminos y vias públicas y ser- 
vidumbres pecuarias de todas clases: 5 9 Al resarcimiento de los danos 
y perjuicios ocasionados por las obras públicas: 6? Al deslinde de los 

(1) Dr. Colmeiro, Derecho administrativo español, tomo 2? pág. 298. 

(2) Dr. Vicente y Caravantea. Febrero reformado, tomo 6.° página 581. 
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términos correspondientes á los pueblos y ayuntamientos, cuando estas 
cuestiones proceden de una disposición administrativa: 7.° Al curso, 
navegación y flote de los nos, obras hechas en sus cauces y márgenes 
y primera distribución de sus aguas para riegos y otros usos: 8 9 A la 
insalubridad, peligro ó incomodidad de las fábricas, talleres, máquinas 
ú oficios, y su remoción á otros puntos: 9.° A la caducidad de las per- 
tenencias de minas, escoriales y terreros: 10.° A la demolición y repar 
ración de edificios ruinosos, alineación y altura de los que se constru- 
yan de nuevo, cuando la ley y los reglamentos del ramo declaren pro- 
cedente la via contenciosa: 11.° A la inclusión ó exclusión de electores 
y elegibles para ayuntamientos y para sindicatos de riego: 12 9 A los 
agravios en la formación definitiva del registro estadístico de fincas: 
13.° A la represión de las contravenciones á los reglamentos de cami- 
nos, navegación y riego, construcción urbana 6 rural, policía de tránsito, 
caza y pesca, montes y plantíos. 

Se ha hecho estensiva la jurisdicción de los Consejos provinciales, 
conforme á las dotrinas esplicadas, á las cuestiones que se hagan con- 
tenciosas relativas: 1.° Al cumplimiento, inteligencia, recision y efec- 
tos de los contratos y remates celebrados con la administración pro- 
vincial para toda especie de servicios y obras públicas, ya sean del Esta- 
do, provinciales ó municipales: 2.° Al deslinde y amonojamiento de 
los montes pertenecientes al Estado, á los pueblos ó álos establecimien- 
tos públicos, reservando las demás cuestiones de derecho civil á los 
tribunales competentes: 3.° A la validez, inteligencia y cumplimiento 
de los arriendos y ventas celebradas por la Administración provincial 
de propiedades y derechos del Estado y actos posteriores que de aque- 
llos se deriven hasta que el comprador ó adjudicatario sea puesto defi- 
nitivamente en posesión de dichos bienes. 

No puede establecerse ninguna demanda ante el consejo sin que el 
Gobernador haya dictado su determinación en el asunto que se ventile, 
' salvo cuando por la ley especial se ordene otra cosa. 

En estos juicios representan á la Hacienda pública el Promotor fis- 
cal de la misma; á los demás ramos de la Administración central, el le- 
trado que el Gobernador señale en cada caso; á la provincia, el diputa- 
do á quien la Diputación haya elegido para que la represente en juicio; 
y á los ayuntamientos un letrado de su elección. Los particulares inte- 
resados son representados y defendidos por los abogados que designen. 

Las demandas deben presentarse en el término improrrogable de 
30dias, que empieza á contarse, respecto de los particulares y corpo- 
raciones desde el siguiente al de la notificación administrativa de la pro- 
videncia reclamable; y respecto de la Administración dentro de un año, 
contado desde la fecha de la comunicación al interesado. 

El Consejo, en vista de la demanda, con copia de ella consulta al 
Gobernador si procede ó no la via contenciosa. Este dentro de tercero 
día deberá resolver lo que estime conveniente, y si la resolución fuere 
que no procede la via contenciosa y el demandante no se conformare, 
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puede recurrir al ministro del ramo respectivo, quien decidirá, oido el 
Consejo de Estado; advirtiéndose que en el caso de estimarse la proce- 
dencia de la demanda, no deja de ser competente el Consejo provincial 
para conocer de ella y fallarla. 

Cuando lá via contenciosa se intenta por la Administración con el 
carácter de parte el procedimiento comienza por un escrito ó memoria 
documentada, firmada por el Gobernador ó por el encargado del ramo 
respectivo con su V° B 9 , la que el mismo Gobernador manda pasar al 
Consejo. Mas si aquella via se establece á instancia de particulares 6 
corporaciones, prin^pia la discusión escrita por demanda firmada por 
el actor ó por su apoderado entregada á la secretaría de gobierno, de- 
biendo ser extendida dicha demanda y los demaaf escritos en párrafos 
numerados, resumiendo con claridad y precisión los puntos de hecho 
y de derecho. 

De la misma demanda ó memoria se instruye al demandado por 
medio de cédula ó emplazamiento. En la contestación no pueden opo- 
nerse mas que dos excepciones dilatorias, que son la de incompetencia 
del Tribunal y la de falta de personalidad en el demandante, sin exce- 
der de dos á seis dias el término para la contestaoion; y evacuada esta, 
6 se recibe el negocio á prueba, si fuere procedente, ó se fijará dia para 
la vista, la cual debe ser pública, á menos que por considerarse que la 
publicidad dé ocasión á que se perturbe el orden, acordase el Consejo 
que sea á puerta cerrada. 

En seguida se procede á la votación para la sentencia, necesitán- 
dose para esta la concurrencia de tres consejeros, uno de ellos letrado, 
debiendo dictarse dentro de siete dias por mayoría de votos y fundarse; 
no habiendo facultad en el Consejo para reformarla. 

Si alguna parte debidamente emplazada ó citada no compareciese 
á alegar su defensa, el Consejo, á instancia de los demás interesados, 
decide el asunto en rebeldía, la cual puede acusarse por escrito 6 de par 
labra extendiendo la última el Secretario por diligencia firmada por la 
parte. Acusada la rebeldía, el Consejo procede á fallar el pleito; pudien- 
do sin embargo para mejor proveer, mandar practicar de oficio la prueba 
que estime conveniente, como no sea la de testigos. 

La sentencia dictada en rebeldía, ademas de notificarse por cé- 
dula ó despacho, cuando sea posible, se fija en la Sala del Tribunal 
y se inserta en el Boletín oficial de la Provincia. Contra estas senten- 
cias tiene lugar el recurso de rescisión, que puede interponerse ante el 
mismo Consejo dentro de quince dias contados desde el siguiente á la 
publicación, acreditando que no ha podido tener noticia de la demanda ni 
de la sentencia, ó por impedimento de comparecer por ausencia, enferme- 
dad grave ú otro accidente semejante; no debiendo admitirse apelación 
iii otro recurso hasta que se resuelva aquel, ni suspenderse la ejecución 
de la sentencia, á no haberse ordenado así en ella. Resuelta favorable- 
mente la rescisión se oyen las defensas y justificaciones al reclamante 
por la mitad del término ordinario* En caso de ausencia pruede conce- 
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derse en la sentencia mayor término de quince dias para solicitar ía 
rescisión. 

Los recursos que pueden instaurarse contra los fallos de los Con- 
sejos son tres, á saber: el de interpretación ante el mismo Consejo y los 
de apelación y nulidad para ante el Consejo de Estado. 

Tiene lugar el de interpretación cuando la parte dispositiva de la 
sentencia fuese contradictoria, ambigua ú oscura en sus cláusulas; debien- 
do interponerse dentro de cinco dias después de notificada la mismas en- 
tencia, cuya ejecución no se suspende si así no se previene en ella. El 
Consejo, oídas las partes, si juzga procedente la interpretación, admite 
el recurso y dirime la contradicción ó disipa la ambigüedad ú oscuridad 
de la sentencia dentro de tercero dia; no teniendo lugar la interpreta- 
ción respecto de la sentencia una vez interpretada, ni de la providencia 
en que se hace la misma interpretación. 

El recurso de apelación para ante el Consejó de Estado puede 
interponerse dentro de diez dias contados desde la notificación de la 
sentencia, pudiendo adherirse las otras partes hasta el dia de la vista. 
Este recurso no impide el cumplimiento de la sentencia si en ella no se 
ordenase asi expresamente. Cuando los folios recayeren sobre cuentas 
municipales, la apelación procede para ante el Tribunal de Cuentas del 
Reino. Para que este recurso sea admisible, es indispensable 1° Que el 
interés del litigio capaz de sujetarse á una apreciación material llegue 
á 2.000 reales vellón. Y 2.° que las providencias no sean interlocu- 
torias. 

El recurso de nulidad debe interponerse dentro del mismo término 
y en igual forma que el de apelación para ante el Consejo de Estado. 
Dicho recurso procede: 1.° Cuando el asunto no fuere de la competen- 
cia de la jurisíüccion administrativa: 2 9 Cuando no hubiese dictado la 
sentencia el número necesario de Consejeros: 3.° Cuando la sentencia 
fuere contraría en su tenor al texto expreso de las leyes, Reales decre- 
tos y órdenes vigentes: 4.° Cuando alguna de las partes careciese de 
poder bastante ó de capacidad para litigar: 5 9 Cuando no se hubiere 
citado á alguna de las partes para prueba ó para sentencia: 6 9 Cuando 
se hubiese denegado la prueba necesaria para dictar un fallo justo; 
siendo de advertir que será improcedente el recurso, aunque la actua- 
ción adolezca de los vicios referidos en los cuatro últimos casos, si el 
agraviado no hubiese sostenido sobre estos defectos su derecho por las 
vías legales en la primera instancia; pues por su silencio se estima que 
la consintió. En los negocios de menor cuantía no tiene lugar el recur- 
so, conforme á lo que queda indicado respecto á la apelación. 

La ejecución de los fallos corresponde á los agentes de la Adminis- 
tración, pero si hubiese de procederse por remate ó venta, su ejecución, 
asi como la decisión de las cuestiones que sobrevengan corresponde á los 
tribunales ordinarios, fuera de los casos expresados en las leyes y regla- 
mentos para la cobranza de las contribuciones. 

Estos son los trámites á que deben sugetarse los Consejos provin- 
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cíales en la sustanciacion de los negocios de su competencia. En los in- 
cidentes y en los casos no previstos habrán de atemperarse á la legisla- 
ción y jurisprudencia comunes, en cuanto su aplicación sea compatible 
con el rápido curso de las cuestiones contencioso-administrativas y 
con el espíritu de sus leyes y reglamentos. 



CAPITULO III. 

Vtl CONSBJO H BIAM Y SALA DE 10 C0NTENCI0S0-AD1INISTRATIV0 COMO TRIBUNAL ESPECIAL M 
RAIO DE PRIMERA Y ÚNICA Y BE SEGUNDA INSTANCIA. 

Sumario. — Carácter de este cuerpo de tribunal de lo contencioso-administrativo — 
Negocios en que conoce en pleno. — ídem correspondientes & la sala de lo contencioso.— 
Secciones. — Negocios contencioso-administrativos, y casos en que conoce el Consejo co- 
mo tribunal de primera y única instancia. — ídem por apelación y nulidad. — Fiscal y 
tenientes Fiscales y casos en que se oye & este ministerio. 

El Consejo de Estado, ademas de acordar los informes que le pide 
el Gobierno en los negocios que quedan expresados, previa la instruc- 
ción de los expedientes, es también Tribunal especial de primera y úni- 
ca instancia y de segunda ó por apelación en lo contencioso-administra- 
tivo, consultando al mismo Gobierno la resolución que proceda. 

El Consejo pleno se constituye en la sala de lo contencioso para la 
resolución final de los negocios contencioso-administrativos sobre que 
haya informado también en pleno y de los que se lleven á él por re- 
curso de revisión; siendo necesario para que haya acuerdo la asisten- 
cia de diez y siete consejeros. 

Para la resolución final de los demás negocios de la misma índole 
forman la sala de lo contencioso la sección de este nombre, dos conse- 
jeros por turno de la que entienda especialmente en los asuntos del 
ministerio á que corresponda la reclamación y otro igualmente por 
turno de cada una de las demás secciones, no pudiendo haber acuerdo 
sin la asistencia de nueve consejeros, debiendo ser siempre impar el 
número de los que constituyen la sala. 

El Consejo constituido en la sala de lo contencioso del modo ya 
expuesto debe ser oido en única instancia sobre la resolución final de 
los asuntos de la administración central, cuando pasen á ser contencio- 
sos, y señaladamente! 1.° — Respecto al cumplimiento, inteligencia, re- 
cision y efectos de los remates y contratos celebrados directamente por 
el Gobierno ó por las Direcciones generales de los diferentes ramos de 
la administración civil ó militar del Estado para toda especie de servi- 
cios y obras públicas: 2? Acerca de las reclamaciones á que den lugar 
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ka resoluciones particulares de los ministros en los negocios de la Pe- 
nínsula y de Ultramar: 3.° Sobre los recursos de reposición, aclara- 
ción y revisión de las providencias y resoluciones del mismo Consejo. 

Este cuerpo asi mismo debe ser oído sobre la resolución final en 
toda última instancia de los negocios contencioso -administraros, y se- 
ñaladamente en los recursos de apelación, nulidad ó queja que se inter- 
ponga contra cualquiera resolución del Gobierno 6 acerca de los dere- 
chos de las clases pasivas civiles, contra los fallos de los consejos de 
provincia y contara los del tribunal de cuentas del Reino y los de Ultra- 
mar en los recursos de casación de que tratan las leyes especiales de 
estos cuerpos. 

El consejo tiene un fiscal para lo contencioso, que debe ser letra- 
do, haber cumplido treinta años de edad y hallarse en alguno de los cfr» 
sos espresados en la ley orgánica; A sus órdenes hay dos tenientes 
fiscales también letrados. 

El fiscal representa y defiende por escrito y de palabra á la admi- 
nistración en los negocios contenciosos, y aun cuando no sea parte en 
ellos debe ser oído siempre que lo determinen lbs leyes ó el reglamento 
ó lo estime la Sala 6 la Sección de lo contencioso. (1) 



CAPIÍÜLO IV. 

H m RMSBH1MNS AME ¡A, «MSKN M ESTÁN CU» fl»UHAL M DNICA 
Y COM W ULTIMA INSTANCIA. 

Sumario. — Preparación de la vía contenciosa. — Demanda. — Citación. — Prueba. — 
Sentencia.-— Recursos contra ella. — Aclaración. — Retiskm. — Tramitación de la segunda 
instancia, 6 de 'la apelación y nulidad. 

El que se sintiere agraviado en sus derechos por alguna resolución 
del Gobierno ó de las Direcciones generales que causen estado podrá 
reclamar contra ella en la vía contenciosa, siempre que concurran los 
demás requisitos necesarios para dar entrada á esta vía, proponiendo su 
demanda ante el Consejo de Estado» 

La Sección de lo contencioso, á la que pasará la demanda, acuerda 
desde luego que procede la vía contenciosa ó que su procedencia ó im- 
procedencia necesita mayor examen. En el primer caso remite sü dic- 
tamen con copia autorizada de la demanda al ministro á quien corres- 
ponda el negocio. En el segundó, esto es, si cree la Sección que necesi- 
ta mayor examen y que la procedencia ó improcedencia de la vía con- 
tenciosa debe ser objeto de discusión, comunica la demanda al fiscal por 

(1} Ley de 17 de Agosto de 1860 sobre organización y atribuciones del Consejo de Estado y 
adición de 19 de Octubre siguiente al reglamento sobre los procedimientos en el Consejo en los 
jwtoeioa wnte*cw$0-ad»inistratiYW. 
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via de instrucción, señalando dia parala vista en la Sala de lo conten- 
cioso y citando á las partes.' 

Si al declarar concluida la discusión escrita, creyere conveniente 
que en la vista se trate algún punto que no lo haya sido antes en el 
pleito, lo hará poner en conocimiento de las partes al citarlas para h 
vista. 

Celebrada esta ó concluida la discusión oral, la Sala formulará la 
consulta correspondiente y la remitirá al Gobierno. Si este no se .con- 
formare con ella, publicará su resolución motivada en la Gaceta de Ma- 
drid dentro de un mes, insertando la referida consulta. Si fuere de con- 
formidad con esta, se publicará también la sentencia dentro del mis- 
mo término. Y si transcurrido ese término no hubiere publicado -el 
Gobierno decreto alguno, el Consejo de Estado dispone se haga sa- 
ber á las partes el proyecto consultado como resolución del punto pen- 
diente. 

En cuanto á los requisitos que ha de contener la demanda, la ci- 
tación y emplazamiento á la parte demandada, excepciones que pueden 
oponerse, pruebas que hayan de evacuarse, vista del proceso en la Sala 
de lo contencioso con informe verbal y demás procedimientos, inclusos 
los seguidos en rebeldía, en todo esto es sustancialmente conforme el 
orden de proceder, al que se observa ante los consejos de administra- 
ción en Ultramar; que se verán al tratarse de estos cuerpos, no cabiendo 
mas recurso de las definitivas que el de aclaración y revisión y pudien- 
do instaurarse el de reposición de las providencias interlocutorias. 

El recurso de revisión que deberá interponerse dentro de dos me- 
ses contra las difinivas, tiene lugar: 1.° Si hubiere contrariedad en sus 
disposiciones: 2.° Si hubiere recaído sobre cosas no pedidas: 3 9 Si en 
ellas se hubiere omitido proveer sobre alguno de los capítulos conteni- 
dos en la demanda: 4.° Si se hubiere dictado por menor número de 
consejeros de los que para su validez requiere el reglamento: 5 9 Cuan- 
do el Consejo hubiere dictado resoluciones contrarias entre si respecto 
á los mismos litigantes sobre el propio objeto y en fuerza de idénticos 
fundamentos: 6.° Cuando se hubieren dictado en virtud de confesiones 
y allanamientos hechos sin poder 6 autorización suficientes por los de- 
fensores de las partes en estrados ó por escrito, si hubiesen sido con- 
tradichos por los interesados y demostrado su falsedad: 7? Si después 
de pronunciadas se recobraren documentos decisivos detenidos por fuer* 
za mayor 6 por obra de la parte en cuyo favor se hubieren dictado: 8.° 
Si hubieren recaído en virtud de documentos que al tiempo de dictarse 
ignoraba una de las partes haber sido reconocidos y declarados falsos 6 
cuya falsedad se reconociera ó declarara después: 9.° Si habiéndose dic- 
tado la definitiva en virtud de prueba testifical 6 de posiciones, uno 6 
muchos testigos ó la parte jurante fueren condenados como falsarios en 
sus declaraciones: 10. Si hubiere ganado en virtud de cualquiera otra 
sorpresa ó maquinación fraudulenta; y por último si hubieren sido dic- 
tadas en perjuicio de menores de edad ó sujetos á entredicho de admi- 
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lustrar sus bienes, cuando sus tutores ó curadores se hubieren descui- 
dado en presentar á su favor documentos decisivos. 

La demanda de revisión se instruirá por los mismos trámites que 
cualquiera otra, y no suspenderá la ejecución de la sentencia, á menos 
que el Consejo asi lo determine, exijiendo fianza á la parte que activan 
la ejecución. 

De las resoluciones dictadas por los Consejos de provincia procede 
el recurso de apelación para ante el Consejo de Estado, debiendo con 
la demanda de agravios presentar el apelante certificacioa de haber in- 
terpuesto el recurso, notificado en tiempo y forma, copia certificada con , 
citación contraria de la sentencia apelada y probanzas producidas, asi 
como de la demanda contestación y demás escritos. 

En los negocios contenciosos la apelación por lo regular se admi- 
te solo en el efecto devolutivo ; pero bien puede acordar el Tribunal 
Superior la suspensión del fallo cuando concurran causas graves y ur- 
jentes. 

No se admite en la segunda instancia pretensión ni excepción nue- 
va, á no ser de aquellas que no hubieren podido proponerse en la ante- 
rior instancia, lo mismo que sobre capítulos no contenidos en la deman- 
da, á menos que fuere compensación por causa posterior al fallo apelado 
6 por daños y perjuicios causados después de su pronunciamiento. 

El recurso de nulidad tiene lugar no solo de las resoluciones de los 
Consejos provinciales, sino también de las del tribunal de cuentas del 
Reino y de las provincias de Ultramar, observándose el mismo orden 
de proceder en la sustanciacion de la alzada. Aquel recurso procede : 
1 ? Por no haber dictado la sentencia el número necesario de conseje- 
ros provinciales ó vocales del tribunal de cuentas. 2? Por ser contraria 
al texto expreso de las leyes, en cuyo caso el Consejo falla en definiti- 
va. 3? Por incompetencia del Consejo provincial ó tribunal de cuentas, 
en virtud de la cual se previene á las partes acudan donde corresponda. 
T 4? Por incapacidad de los litigantes ú omisión de emplazamiento ó 
citación para prueba ó sentencia ó denegación de probanza; debiendo 
mandar el Consejo en cualquiera de estos casos, excepto el segundo, se 
reponga el proceso al estado que tenia antes de la nulidad para que el 
inferior lo continúe y sustancie con arreglo á las leyes. 

Por último puede intentarse reclamación ante el Consejo contra 
cualquiera resolución del Gobierno acerca de los derechos de las clases 
! pasivas, no obstante que haya sido dictada con consulta del mismo 
Consejo (1). 



(1) Ley de 17 de Agosto de 1860. 
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CAPITULO V. 

DE LAS COMPETENCIAS. 

Sumario. — Su definición. — Diferentes clases de competencias, — A quien corresponde 
promoverla*,— Forro» de instruirlas.-r-Su cjecision, 

Competencia es la contienda entre dos ó mas autoridades que pre- 
tenden conocer 6 no conocer de un mismo negocio. En el primer caso 
se llama la competenpia positiva, y en el segundo negativa. 

Las competencias pueden ser de jurisdicción ó de atribuciones. Si 
la controversia se sostiene entre autoridades ó cuerpos de un mismo 
ramo, como entre dos audiencias 6 entre dos Gobernadores de provin- 
cia, la competencia se llama de jurisdicción, y de atribución es cuando 
tiene lugar entre autoridades ó cuerpos dependientes de distinto poder 
ó de diferente naturaleza como si una fuese del orden judicial y otra del 
administrativo. 

Los actos de instrucción y decisión de las competencias de juris- 
dicción no corresponden estrictamente á lo contencioso sino á la admi- 
nistración activa, por ser de interés general mantener á cada una délas 
autoridades dentro de los límites que les están prescritos, y aunque se 
oye á las partes por el interés que tienen en que haya quien decida sus 
litigios, estos quedan intactos. Sin embargo, atendiendo á la forma del 
procedimiento y pretensiones contrarias de los funoionarios que sostie- 
nen la controversia, se consideran de naturaleza mixta ó asuntos cuati 
eofliewrioaos, dándoseles por lo tanto cabida en esta sección. 

Al Superior común délas autoridades contendientes corresponde la 
decisión de las competencias, de donde se colije que siendo' distintos é 
independientes entre sí el poder judicial y el administrativo, ninguno de 
los funcionarios ó corporaciones de uno de aquellos poderes podría diri- 
mir las oontiendas de jurisdicción suscitadas entre los mismos. Esta po- 
testad compete únicamente al Rey como Superior común de la Admi- 
nistrariea y de la Justicia, Jefe Supremo del Estado y regulador de to- 
dos lop poderes. (1) 

Solamente los Gobernadores de provincia pueden promover con- 
tiendas de competencia de jurisdicción y atribuciones para reclamar los 
negocios cuyo conocimiento les corresponda, ó bien á las autoridades 
que de ellos dependan ó á la Administración civil en general. De ma> , 
ñera que no es lícito á los demás empleados ni Cuerpos administrativos, 
ni á los de la autoridad judicial, suscitar competencias. Está prohibido 
á esta última á pretesto de los interdictos posesorios de amparo y res- 
titución contrariar las providencias expedidas por los Ayuntamientos y 
Diputaciones provinciales que causan estado, (2) lo cual se estiende 
también á las medidas de todas las autoridades administrativas. 

(1) Real decreto de 4 de Junio de 1847. 

(2) Real orden de S de Majo de 1889 j decisiones del Consejo Real. 
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No pueden los Gobernadores Civiles intentar competencia: 1* En 
los juicios orijninales, excepto cuando la corrección de los funcionarios 
administrativos sea de su atribución, ó si la administración tuviere que 
resolver alguna cuestión previa al fallo de los Tribunales: 2.° En los 
pleitos de cofneroio eu la pritpera instancia y en los juicios que se si- 
guen ante los jueces de paz: 3.° En los pleitos fenecidos por sentencia 
pasada en Riiforidad de cosa juzgada: 4. p Tampoco puede suscitarla á 
la autoridad judicial que conozca de alguna causa seguida contra emplea- 
dos de la Administración bajo pretexto de no haberle acordado la au- 
torización de esta, ni de faltar este requisito en los pleitos que sigan 
los pueblos: 5.° Cuando el pleito no recae sobre atribuciones contencio- 
sas, sino sobre las meramente gubernativas. (1) 

El orden de la instrucción de las competencias es el siguiente: 

Interpuesta por el Ministerio público la declinatoria ante el Tri- 
bunal 6 juzgado que á su juicio conozca de un negocio de la atribución 
del poder administrativo y que hubiese sido desechada, el mismo Mi- 
nisterio pasa copia literal al Gobernador y éste, si lo estiiña procedente, 
la trasmite al Tribunal 6 juzgado espresando las razones y citando el 
texto en que funda su reclamación. El requerido instruye al Ministerio, 
y á la parte y señalado día para la vista resuelve el artículo. Si se de- 
clara incompetente remite su actuación al Gobernador, y si decide que 
es competente, libra exhorto al Gobernador para que se inhiba y le deje 
espedita su jurisdicción, ó de lo contrario tenga por bien formada la com- 
petencia^ el Gobernador, oido el Consejo provincial, le contesta 6 bien 
desistiendo de su primer requerimiento, lo cual deja concluida la con- 
tienda ó insistiendo, en cuyo caso ambas autoridades remiten al 
Ministro de la Gobernación su respetivo expediente pasándose mutuo 
aviso. El Ministro los dirige al Consejo de Estado, el que, oido el 
dictamen de la secion de Gracia y Justicia, consulta al Rey la decisión 
fundada, acompañándola con todas las actuaciones por medio del mismo 
Ministro, remitiéndole copia de su dictamen al Ministro ó Ministros de 
quienes dependen las otras autoridades con las cuales se haya seguido 
la competencia. Si el Ministro de la Gobernación ó cualquiera otro 
de los interesados en la contienda no estuviesen conformes con la de- 
cisión propuesta, la someterá al Consejo de Ministros para la resolución 
definitiva; pero no manifestada la inconformidad dentro de once dias se 
entiende que se adhieren á la, consulta del Consejo de Estado, la cual 
aprobada por el Bey queda firme y se comunica á los contendientes. 

Si en la sustanciacion de la competencia se hubiese omitido algún 
requisito esencial, como establecerse la declinatoria ó no haberse oido al 
Consejo provincial ó incurridose en otras faltas semejantes, daría esto 
logar á nulidad y á declararse no haber lugar á decidir la competencia 
por mal formada, siendo de advertir que ningún Tribunal ó autoridad 
requerida de inhibición puede dejar de sobreseer en el conocimiento de 
l o principal, y que la sumisión de las partes nada influye en la con- 

(íj Decisión deíConsejo Real de 12 de Julio de 1849. 
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tienda, ni puede menoscabar la jurisdicción de loe funcionarios, que es 
de orden público y no de interés privado; por lo cual aunque se sosten- 
ga & instancia de los particulares ó se les oiga, no procede en estos ex- 
pedientes condenación de costas. 

Para la competencia negativa se requiere que las respectivas au- 
toridades se inhiban de conocer en un negocio entre las mismas partes. 
En este caso debe acudir el interesado al Superior por queja ó opelacion 
para que compela al que sea competente á entender en el asunto, si 
perteneciesen 4 un mismo ramo, y de no al Rey para que como supe- 
rior común revoque las declaratorias de incompetencia en caso de ser 
improcedentes. 

Es un deber de los jueces y tribunales, oido el Ministerio Fiscal, 
y de los Gobernadores civiles con vista del dictamen de los Consejos 
provinciales, declararse incompetentes, aun sin reclamación de otra au- 
toridad, siempre que se someta á su decisión algún negocio cuyo cono- 
cimiento no le corresponda. 
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ADVERTENCIA. 



1 En la primera edición de esta obra tratamos con entera separación de la Adminis- 

tración general del Reino lo concerniente á la organización administrativa de la Isla de 
\ Cuba, y á la agricultura, comerccio y otros intereses materiales; pues en cuanto á lo de- 
I más expusimos lo relativo á esta Isla en adiciones á. cada capítulo 6 por notas. Mas con 
1 la extensión que abora se ha dado á ese derecho especial hemos creido que el buen mé- 
todo y la claridad exigian que todo se explanase con absoluta separación del general del 
Reino, lo cual hizo necesaria la formación de un tomo aparte. 

De esta nueva coordinación dimanó que siendo unas mismas las disposiciones de 
aquel derecho general y las que rigen en esta Antilla respecto á. algunos capítulos, haya 
sido indispensable su omisión en este segundo tomo para no repetirlos. Tales son los que 
tratan de la religión y moral pública, de la propiedad en general y bienes vacantes y 
mostrencos y de la propiedad literaria, refiriéndonos á lo expuesto en el primero cuando 
la igualdad de uno y otro régimen es solo parcial, como sucede con frecuencia. 

También debemos consignar que, ya que por falta de todos los datos necesarios, no 
nos ha sido posible redactar, según lo deseábamos, 'un tratado completo del Derecho ad- 
ministrativo de las demás posesiones de Ultramar, como quiera que' su sistema adminis- 
trativo sea idéntico al de esta Isla en algunas materias, las presentamos como correspon- 
dientes á todas las posesiones ultramarinas. En este caso se encuentran los capítulos so- 
bre la Administración Suprema, sobre los Jefes superiores de provincia, sobre los Con- 
sejos de Administración con todo lo relativo á la jurisdicción conten cioso-administrati va 
y sobre la imprenta, introducción y circulación de libros y papeles impresos; siendo tam- 
bién enteramente iguales las disposiciones vigentes en estos dominios alas de la Península 
sóbrela religión y moral pública, sobre la propiedad en general y la literaria. 

En esto nos proponemos que nuestra obra sea de alguna utilidad, siquiera en cuanto 
á estas materias, á los que deseen conocer el derecho administrativo de las referidas po- 
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Aunque la Administración como una consecuencia de la sociabilidad del hombre in- 
herente á su naturaleza y de la necesidad de conservar las relaciones entre el cuerpo so- 
• cial y sus individuos, sea tan antigua como la especie humana, estaba reservado á la cla- 
ra inteligencia de Mr. Bonnin demostrar en los primeros años del presente siglo que aque- 
llas relaciones se hallaban sujetas á principios fijos emanados de las leyes naturales é 
inmutables como su Autor supremo, impuestas por su sabiduría infinita á las sociedades, 
y que el conjunto de estos principios constituía una verdadera ciencia, tanto mas fecun- 
da en bienes, cuanto que de su estudio y aplicación práctica habian de brotar la ventura 
y engrandecimiento de las naciones. Asi es que entre las ciencias morales y políticas, la 
administrativa, según se encuentra hoy formulada, es una de las mas modernas; por lo 
cual se ha dicho que la Administración no tiene historia. 

Pero también se ha dado el nombre de Administración al Poder legal encargado 
del régimen interior de los pueblos: los' actos de este Poder son hechos ostensibles y sa- 
I bido es que los hechos caen de lleno bajo el dominio de la historia, y por remota que ha- 
j ya sido la época en que tuvieron lugar, oasi siempre ofrecen provechosas enseñanzas ob- 
servados á la luz de las máximas ó doctrinas de la ciencia. ¿Ni cómo es posible descono- 
cer la conveniencia y aun la necesidad de estar al corriente de la época, de las circuns- 
tancias y de los motivos que impulsaron las disposiciones dictadas y de sus resultados pa- 
ra comprenderlas mejor, penetrar en su espiritu y proceder con acierto en su ejecución? 
Quién negará tampoco las ventajas de encontrar robustecida con los hechos la exactitud 
de aquellos principios fundamentales? 
1 «La historia del derecho, según un acreditado jurisconsulto, (1) estudia en la reali- 

dad la práctica de la ciencia, verifica la naturaleza del derecho por sus aplicaciones, reco- 
noce el destino é influencia que ha ejercido en la humanidad y en la historia individual de 
los pueblos; lo ve mezclado en todas las cosas de este mundo y lo encuentra en todos los 
i destinos y en todas las proporciones del orden social.» 

! Además, «el servicio mas importante, ha dicho otro sabio publicista, que so puede 

: prestar á la ciencia consiste en exponer á la vista de todos la administración misma, los 
I elementos que la constituyen, las obras que realiza.» (2) 

: La historia de la administración de la Isla de Cuba y aun la de los demás aconteci- 

¡ mientes de que ha sido teatro después de la conquista no ofrece, como la de los demás 
j pueblos grandes vicisitudes ó hechos variados ó de colosal magnitud, es decir, revolucio- 
> ues, guerras encarnizadas ni otras peripecias sociales, lo que Burjiere una idea favorable 
' déla sensatez de sus habitantes, á quienes debe ser lisonjero que por su constante adhe- 
sión á la Metrópoli hayan sabido preservarse de los sacudimientos políticos y de los males 
gravísimos que traen consigo tan lamentables trastornos. 

(1) Mr. Lerminier en ia Introducción á 1» historia del derecho. 

(2) Mr, Virlen, EitndJot adminiítratiYoa en el prefacio. 
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De aquí es que la exposición que á grandes rasgos vamos á presentar, siguiendo los 
historiadores (1) y conforme á datos y noticias que tenemos por fidedignas, de los principales 
actos gubernativos, si bien no brinda una lectura amena ó recreativa, contribuirá sin duda al 
mejor conocimiento de nuestro derecho administrativo especial y por otra parte no dejará de 
inspirar interés la ordenada serie de las mas importantes disposiciones de la Autoridad y 
de los acontecimientos, á cuyas causas combinadas debe esta privilegiada Antilla el de- 
sarrollo de su riqueza, su civilización y su actual engrandecimiento, habiéndonos consi- 
derado ademas en el deber de consignar algunas ligeras observaciones acerca de las me- 
didas mas influyentes en aquel alhagüeño estado de prosperidad haciendo la conveniente 
aplicación de los principios y doctrinas de la ciencia administrativa y de la económica 
su auxiliar inseparable, sin pretender en manera alguna que á nuestra^ apreciaciones se 
dé otro valor que el de las razones en que se funden. 

1. 

Basta hojear las primeras pajinas de la historia de la Isla de Cuba para saber que 
el inmortal descubridor del nuevo mundo la visitó dos veces, y que teniendo noticia de 
ella su hijo D. Diego Colon, que en 1511 gobernaba la Española ó de Santo Domingo, 
se propuso emprender su conquista, organizando una expedición de 300 voluntarios bajo' 
el mando de Diego Velazquez. 

Esta desembarcó en el puerto de las Palmas, llamado también Puerto Santo, dando 
feliz cima á la empresa con la mayor facilidad y en breve tiempo; pues los conquistado- 
res no encontraron mas oposición abierta que la que les hizo un corto número de indíje- 
nas, unidos con unos cuantos, que huyendo de la Española de los trabajos á que estaban 
destinados los de su raza, habían pasado á Cuba y capitaneados por uno de ellos, el 
Cacique Hatuey, los acometieron con flechas y piedras; pero fueron prontamente derrota- 
dos y dispersos, cayendo prisionero aquel jefe, que pagó con la vida su temeridad. Hu- 
bo también mas adelante varios encuentros parciales de poca importancia entre naturales 
y españoles resultando siempre vencidos los primeros, que acudieron presurosos á some- 
terse al vencedor. 

En una población de aboríjenes en Puerto Santo ó rio de las Palmas al norte de la 
Isla levantó el Adelantado Velazquez la primera fundación con el título de villa de Ntra. 
Señora de la Asunción de Baracoa, que aun subsiste, dando preferencia á este punto co- 
mo cercano á la vecina Antilla, de cuyo gobierno dependía, y de donde habian de enviár- 
sele los auxilios ulteriores y venir loa nuevos pobladores, como en efecto llegaron muchos 
españoles á la reciente colonia, entre ellos Panfilo de Narvaez. 

A este encomendó Velazquez la exploración del resto de la Isla, y en varias escur- 
siones logró sin grande esfuerzo, reducir los naturales á la obediencia del nuevo Gobier- 
no, auxiliado del venerable apóstol de las Indias Fr. Bartolomé de las Casas y fundó 
varias poblaciones en los antiguos distritos de los Indios, á saber, las de Santiago de Cu- 
ba, Bayámo, Puerto-Prínicpe, Santi-Spíritus, Trinidad y San Juan de los Remedios, 
estableciéndose mas tarde hacia la desembocadura del rio de Güines ó Mayabeque al 
Sur la villa de San Cristóbal de la Habana, que trasladada en 1519 á la inmediación 
del puerto de Carenas al norte, tan ventajoso al comercio y navegación, vino á ser la 
capital de la Isla. 

Velazquez pasó la residencia del Gobierno á Santiago de Cuba, que obtuvo título y 
armas de ciudad en 1523, y mas adelante la creación de un Obispado y Catedral. 

También repartió terrenos á los recien llegados colonos, trató con humanidad á los 
naturales, dictando reglas para que las faenas que se les impusieran no excedieran de sus 
fuerzas, procurando así la conservación de la raza, y se opuso con enerjía al proyecto de 
trasladar 300 indíjenas á la Española ó Santo Domingo con destino á los trabajos agrí- 
colas y mineros. 

Estimuló al mismo tiempo á los nuevos pobladores, á quienes se habian repartido 

(1) Hemos seguido principalmente el Ensayo Histórico y el Diccionario Geográfico Estadístico Históri- 
co del Sr. D. Jacobo de la Pezuela, obras excelentes, las mas completas sobre la, materia que han visto I» 
luz pública y cuyo estudio es indispensable ul que desee adquirir un conocimiento profundo de la Isla bajo aquellos di- 
ferentes aspectos. Por no hacer demasiado embarazosa la lectura de esta resella con la repetición de citas, por lur^ 
guiar las haremos tan solo cuando transcribamos textualmente las palabras del Autor. También nos han servido el inte- 
< rosante Manual de la Isla de Cuba por D. José García Arboleya, algunos otros escritos, papeles públicos y otros datos. 
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terrenos á dedicarse á su cultura. Trájose de Santo Domingo la caña de azúcar y de Es- 
paña multitud de semillas preciosas, aclimatándose los ganados de Europa, los que se 
reprodujeron con tanta fecundidad que en 1514 se contaban ya en la Isla sobre 20,000 
cerdos. (1) Al aumento del cultivo de la caña contribuyó la benéfica disposición del 
Emperador Carlos V. para que se hicieran anticipaciones del Erario á los que quisieran 
fomentar injenios, dando fianza del oportuno reintegro; obteniéndose de tan eficaz auxilio 
los felices resultados que eran de esperarse. 

Igualmente adoptó el Adelantado otras varias medidas para el bienestar de los 'co- 
lonos y desarrollo de la riqueza de la Isla, á la cual se estendieron las franquicias conce- 
didas á la Española. 

Y por último se llevaron á efecto las órdenes del Supremo Gobierno relativas al 
arreglo del culto, pasto espiritual y enseñanza de los indios en los dogmas y prácticas de 
nuestra santa relijion. 

Despréndese de lo espuesto que la administración del conquistador y Adelantado 
Diego Velazqnez en lo general fué buena. Bajo su mando quedó sometida la Isla al go- 
bierno de Ja Metrópoli: se fundaron siete poblaciones: la agricultura y la crianza de ganados 
tuvieron adelantos: contribuyó en cuanto estuvo á su alcance á la conservación de la raza indí- 
gena, tratándola con benignidad, y sus esfuerzos en beneficio de los nuevos pobladores no de- 
jaron de producir favorables resultados, tomando la colonia regular incremento. Mayor 
Imbiera sido éste; pero la salida de gente y capitales que tuvo lugar con motivo de las 
expediciones de Grijalba, Hernán Cortés y Panfilo de Narvaez al opulento imperio de 
Moctezuma, amenguaron en gran parte los recursos y la población de la Isla, distrajeron 
& Velazquez de sus principales atenciones, y exacerbando su ánimo sus contiendas con 
Hernán Cortés, llenaron de inquietud y amargura los últimos años de su vida y no le 
permitieron quizás consagrarse con el afán que antes lo hiciera al adelantamiento de la 
Isla. Velazquez falleció en 1524. 

A su muerte recayó el gobierno en Manuel de Boj as Alcalde Ordinario de Santiago 
de Cuba y en Gonzalo Guzman, ambos en interinidad; habiéndolo ejercido en la Habana 
en la misma forma Pedro de Barba teniente del Adelantado. 

En esta época se efectuó la primera introducción en la Isla de esclavos africanos en 
número de 300 por especuladores flamencos con permiso del Emperador. 

El ante dicho Bojas procuró aquietar los naturales que hablan fugado á los montes á 
causa del trabajo, é inculcó á los colonos el buen tratamiento de la raza. 

Así mismo obtuvo el gobierno interinamente el Licenciado Juan Altamirano, ha- 
biéndolo desempeñado poco mas de un año de 1525 á 1526, quién vino también comisio- 
nado para la residencia postuma del Adelantado Velazquez. 

II. 

Concedióse en propiedad el mando de la Isla al referido Gonzalo de Guzman. 

En su tiempo hubo alzamientos y persecuciones de indios, desórdenes en la adminis- 
tración délas rentas públicas, discordias y acusaciones de los empleados y vecinos entre sí. 

Fué residenciado por el Ledo. Juan Vadillo Oidor de Santo Domingo, quién lo Ye- 
mitió preso á Sevilla por orden del Consejo de Indias; mas habiendo sido absuelto de la 
mayor parte de los cargos, se le repuso en el gobierno. 

Durante la causa lo obtuvieron interinamente el mismo Oidor Vadillo y Ma- 
nuel de Bojas, que trató de introducir arreglos en la administración y en las enco- 
miendas de indios. 

III. 

En 1538 llegó á Santiago de Cuba el Adelantado Hernando de Soto, nombrado 
Jefe de una fuerte expedición contra la Florida; habiendo solicitado y obtenido el go- 
bierne de esta Isla como un medio de organizar mejor los preparativos y lograr el buen 
éxito de la empresa de hacer desalojar á los franceses de aquella parte del continente 
americano. Así es que no residió en la Isla, delegando su autoridad al tiempo de partir 

(1) Arboleya. Manual de la Isla de Ouba. 
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en D* babel de Bobadilla su esposa y por bu teniente en la Habana & Juan de Hojas j 
en Santiago de Cuba á Bartolomé Ortiz, quienes ejercieron realmente la autoridad. 

Aquella espedicion, que al principio auguraba un resultado favorable, frasease por 
los enormes estragos que causaron en las tropas las fiebres endémicas del país, habiendo 
sido una de las victimas el mismo Adelantado Soto y retirádose á Méjico con sus capi- 
tales los restos. del ejército que mandaba, procedente en parte de la Isla de Cuba a k 
que le fué muy perjudicial este desastre por la pérdida de gente y de dinero que le 
ocasionó. 

IV. 

En 1544 se encargó del gobierno de la Isla en propiedad el Ledo. Juan de Avik d 
Juanes Dávila, que lo desempeñó basta Junio de 1546. 

Trajo las nuevas ordenanzas de Indias para publicarlas y hacerlas cumplir, y sí bien 
se mostró al principio rígido observador de ellas, luego se dejó seducir por los colonos, 
que conservaron casi todos los indios que mantenían en encomiendas, no obstante estar 
abolidas por aquellas leyes, de cuyo código nos ocuparemos mas adelante. 

Recorrió la Isla, y en la Habana fundó el primer hospital, y por la falta de aguas 
potables se propuso proveer esta ciudad de ellas por medio de uaa zanja desde el río de 
la Chorrera, y sin embargo de haber aprobado el proyecto el Ayuntamiento, que al in- 
tento estableció el arbitrio denominado Sisa de la Zanja, no se llevó á ejecución hasta 
algunos afios después. 

Por el decaimiento de la agricultura, á causa de la escasez de brazos, se dedicaron 
los habitantes con preferencia & la crianza de ganados. 

El Ledo. Antonio Chaves ejerció interinamente el mando de 1546 4 1550. 

Trajo la comisión de prender y residenciar á Juan de Avila y hacer cumplir las 
mencionadas ordenanzas, hizo justicia y se esforzó en remediar los desórdenes, lo que le 
produjo descontentos, suscitándosele muchas acusación as, habiendo sido residenciado 
por su sucesor. 

V. 

Este lo fué el Dr. Gonzalo Pérez Ángulo, que se posesionó del gobierno en 1550, 
habiendo sido el primer Gobernador que fijó definitivamente su residencia en la Haba- 
na, ya fuese por la superioridad que comenzaba á adquirir sobre Santiago de Cuba, ó ya 
por la excelencia de su puerto, donde concurría mayor número de buques, por haberse 
dispuesto que todos los que se dirijieran á Méjico hicieran escala en la Habana. 

En 1555 se apoderó de esta ciudad el corsario francés Sores con 200 hombres, sa- 
queó los templos y las casas causando muertes en el vecindario, sin mas resistencia que 
la que le opuso el Castellano de la Fuerza Juan Lobera; pues el Gobernador abandonó la 
ciudad, siguiéndole muchas personas, y habiendo entrado después y acometido y muerto 
con su gente á algunos piratas que encontró en la misma ciudad desprevenidos, se atrajo 
la venganza del que los mandaba con sangrientos estragos en los vecinos. 

A consecuencia de gran número de quejas producidas contra este Gobernador ante 
el Rey y ante la Audiencia del territorio por sus desmanes, fué residenciado. 

VI. 

En el afio de 1556 comenzó el gobierno del Capitán Diego de Mazariegos, quién reves- 
tido del carácter de juez de residencia de su antecesor, reasumió y ejerció tooa la juris- 
dicción, privando de ella al Cabildo, como también de la facultad de elegir los alcaldes, 
2ue eran jueces ordinarios; por lo cual aquella corporación se quejó á la Audiencia de 
anto Domingo. 

Hizo reunir este Gobernador los restos de la rasa indíjena, y que fijasen su residen- 
cia en la Villa de Guañabacoa, donde permanecieron, mejorada su situación con el di* 
frute de las tierras que se les concedieron. 

Mazariegos fué relevado por Garoía Osorio, quién desempeñó su empleo menos de 
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un año; y por los obstáculos que opuso á la expedición contra la Florida al mando de 
Pe<Jro Menendez Aviles que tuvo tan buen resultado, fué sometido ajuicio y depuesto. 

VII. 

En 1565 obtuvo el mando de la Isla Pedro Menendez Aviles, nombrado también 
Adelantado de la Florida con encargo de espulsar á los franceses de eBte territorio, como 
lo verificó, alcanzando gloriosos triunfos y permaneciendo allí, desde dónde atendía al 
mismo tiempo al gobierno de la Isla, que se le habia conferido con el objeto de que ésta 
sirviese de ponto de apoyo á aquella empresa; así es que en los puertos de Cuba se repa- 
raban sus naves, se curaban los heridos en la guerra en el primer hospital que se habia 
fundado en la Habana titulado de San Felipe y Santiago, que después se destinó para 
los enfernós pobres; y de la Isla se le remitían los auxilios necesarios. 

Dicho Jefe nombró por sus tenientes en ella, uno después de otro al Dr. D. Fran- 
cisco de Zayas, Diego de Rivero, Pedro Menendez Márquez, Juan Alonso de Návia y 
Sancho Pardo Osorio. • 

En este tiempo se plantearon algunas reformas adminstrativas, constituyéndose los 
ayuntamientos con arreglo á las disposiciones, que después se insertaron en la Recopila- 
ción de las leyes de Indias, cuyas corporaciones tenían ciertas facultades gubernativas, á 
las cuales se les agregó después la de hacer concesiones de tierras llamadas mercedes. 

Hay fundamento para creer que algunas de estas reformas se debieron al Oidor de 
la Real Audiencia de Santo Domingo Dr. D. Alonso Casares, quién con el carácter de 
Visitador y Juez de residencia del Gobernador Menendez de Aviles, y sus Tenientes se 
hallaba en la Isla á la conclusión del gobierno de aquel, y fué quién formó las ordenan- 
zas municipales de los Cabildos en 1574, de las cuales aparece en su introducción que 
dada cuenta al Cabildo de la Habana, siendo Gobernador, Sancho Pardo Osorio, se con- 
formó con ellas dicha Corporación, habiendo sido aprobadas con algunas modificaciones 
por la citada Real Audiencia en el mismo año y por S. M. en 1640. 

Conviene observar que con el cambio de costumbres en el largo período trauscurri- 
desde aquella época y con las alteraciones hechas en las leyes y disposiciones posteriores, 
especialmente en el bando de Gobernación y Policía, en las últimas ordenanzas munici- 
pales de 1855 y en el Real decreto orgánico de los ayuntamientos, muy pocas son las 
prescripciones de aquellas antiguas ordenanzas que han quedado en el dia en observan- 
cia, tales como la que designa el viernes para las Sesiones ordinarias de los menciona- 
dos cuerpos, la que dispone se deputé todos los meses por turno un regidor que asista á 
los rastros y mercados para cuidar en ellos de la buena policía, la preventiva de las visitas 
de tiendas y otros establecimientos para el examen de las pesas y medidas, y algu- 
na otra. 

VIII. 

En los gobiernos de D. Gabriel Montalvo, Francisco Carrefio, Gaspar de Torres, 
García Hernández de Torquemada y Gabriel de Lujan, cuyos Jefes gobernaron la Isla 
de 1574 á 1589, sucesivamente, tan solo se adoptaron dignas de ntencionarse como con- 
ducentes á nuestro propósito las medidas siguientes: 

Para la represión de la piratería y costo de las embarcaciones necesarias al efecto se 
estableció la contribución llamada de la Sisa de la piragua. 

Se cree que en tiempo del Gobernador Montalvo se erigió en esta Isla la Delega- 
ción del Tribunal de la Inquisición que residía en Cartagena; siendo esta la oposición 
del historiador Sr. Pezuela. Felizmente no hubo en la Isla desmanes que lamentar de 
esta terrible institución. 

Ya en 1582 la Habana habia adquirido grande incremento; pues en ella residian 
8000 habitantes de los 15000 que componíanla población de Isla. 

IX. 

En 1589 se posesionó del gobierno el Maese de Campo Juan de Tejeda. 

En esta época se mejoraron las fortificacionas de la Habana, construyéndose los 
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castillos del Morro y el de la Punta bajo la dirección del ingeniero Antonelli, sofragaido 
las cajas de Méjico los costos de estas obras. 

También se concedió á. la Habana el titulo de ciudad, que bien merecía, como ca- 
pital de la Isla que era ya de hecho. La Real Cédula de concesión se despachó por el 
Sr. D. Felipe II, en 20 de Diciembre de 1592. (1) 



En 1602 tuvo principio el mando de D. Pedro Val dea. 

En 8 de Octubre del siguiente se despachó la Real Cédula erigiéndose en la Isla la 
Capitanía general y dividiéndose su territorio en dos distritos, el de la Habana, consti- 
tuida capital, que se extendía desde el Cabo de San Antonio hasta 130 leguas al Este 
y el de Santiago de Cuba desde la jurisdicción de Puerto-Príncipe hasta la punta de 
Maisí. 

Esta división subsistió hasta el gobierno del General V ive%, en que se repartió el 
territorio en tres departamentos; mas últimamente ha prevalecido la primordial en dos 
departamentos, el Occidental que llega hasta Santi-Espíritus y el Oriental que se extiende 
hasta la punta de Maisí. La misma división fué adoptada en lo eclesiástico cuando se 
creó el Obispado de la Habana. 

XI. 

Casi ningún interés ofrecen para el presente bosquejo los gobiernos del siglo diex 
y siete. Este largo espacio se hizo notable por las repetidas invasiones de los piratas lla- 
mados filibusteros, que tenían en continua zozobra á los habitantes y les causaban ter- 
ribles estragos. (2} 

A mediados ae este siglo ana especie de fiebre pútrida importada del continente 
americano destruyó la tercera parte de la población; pérdida que puede darse por re- 
parada con la emigración de mas de 30,000 personas que vinieron de Jamaica, posesión 
española de que se apoderó por sorpresa la Inglaterra. 

XII. 

En 1708 principió el gobierno del Coronel D. Laureano d^ Torres y Avala, Mar- 
uéá de Casa Torres, el cual suspenso por una causa que se le siguió, fué repues- 
o en 1713. «Esta época fué señalada por haberse comprado en la Isla por cuenta de la 
qReal Hacienda la mayor parte de las cosechas de tabaco, operación que produjo con su 
1 tventa en España tantos beneficios al Erario que fué Torres agraciado con el título de Mar- 
qués de Casa Torres (3). Esto probablemente surgir ió el pensamiento del estanco del 
tabaco, dispuesto poco después. 

En este tiempo se fundó la ciudad de Santiago del ttejucal: erijióse él Protomedica- 
to que ya habían hecho necesario los abusos de los compí ricos; y por el celo eficacísimo 
del sabio y virtuoso Diocesano D. Gerónimo Valdés y con los auxilios del vecindario se 
estableció en la Habana el hospicio para niños expósitos ó Casa-Cuna incorporada hoy á 
la de Beneficencia. 

XIII. 

Sucedió & aquel Gobernador el Mariscal de ('ampo D. Vicente de Raja en 1716. 
Habiendo tenido que cumplir la orden de estancar la mayor parte del tabaco, casi todos 

(1) En el gobierno de D. Manuel Maldonado Barrionuevo que reemplazó A Tejeda en 1506 nada ocurrió que condutt» al 
al objeto de esta resena. _. 

(2) Las principales invasiones fueron las del francés G «liberto Girón. que en 1602 hi«o prisionero al Prelado Dioce- 
sano D. Juan de las CabeBas Altamirano, la de 800 filibusteros que sufrió Santiago de Cuba en 1662, de cuya ciudad * 
apoderaron y saquearon, destruyendo el castillo del Morro, incendiando la catedral y causando muchas muertes; la del 
pirata L'Ollonois, que con los suyos entró en San Juan de los Remedio* en 1667, dando mueite 4 losireclnos que encontra- 
ron y 4 la tripulación de dos galeras guarda-costas; y la de Puerto-Principe donde en el afio siguiente el pirata Enrriqve 
Morgan, 4 pesar de la heroica resistencia de los moradores, entrando 4 saco, los encerró en la iglesia parroquial hasta <¡a* 
le entregaron el dinero y alhajas que suponía haber ocultado, pereciendo algunos de hambre; y por último en lora 
atacaron por segunda vez 4 Puerto Principo por el surgidero do Ouanaja; pero fueron valerosamente rechazados. 

(3) Diccionario ya citado del Sr. Peínela tomo L° pagina 187. 



XIII 
los labradores de la jurisdicción de la Habana se sublevaron contra esta medida y obliga- 
ron al Gobernador & resignar el mando en el Teniente Rey D. Gómez de Meraver, logran- 
do aquel embarcarse con dificultad. 

Meraver sin fuerza ni poder tuvo que sujetarse al infiujo de los regidores y otras 
personas notables que dírijian á los amotinados; volviendo éstos á sus casas por los respe- 
tos del Diocesano y de otro Prelado que habia venido de Santo Domingo á consagrarse. 

XIV. 

El Brigadier D. Gregorio Guazo Calderón entró á, ejercer el gobierno en 1718. 
Habiendo traido fuerza suficiente para hacer respetar la autoridad, depuso á Meraver y 
reinstaló la Factoría de tabacos con los mismos empleados que habían sido expulsados en 
el. año anterior, librándose del castigo los promovedores del motin ya referido en virtud 
de ReaVindulto. Volvieron á sublevarse los vegueros, porque la Factoría no les abonaba 
por sus cocechas los precios que querían: el Gobernador envió contra ellos una compañía 
de caballería y habiéndole hecho fuego los amotinados, aquella fuerza los dispersó con 
solo uno carga, aprehendiendo doce de los sublevados que de orden del Gobernador expia- 
ron su crimen ahorcados en las arboledas de Jesús del Monte. 

XV. 

El Brigadier D. Francisco Martínez de la Vega se posesionó del gobierno en 29 de 
Setiembre de 1T24. 

Persiguió con rigor, como lo habia hecho su antecesor, el comercio con los estranje- 
ros, estrictamente prohibido, sin lograr extirparlo. 

En esta época el benéfico Obispo Sr. Valdés continuó promoviendo varias fundacio- 
nes, entre otras la del Colegio Seminario de San Carlos y la Universidad de la Habana 
primer plantel de enseñanza de diferentes ciencias y cuna de la ilustración en la Isla, ha- 
biéndose erijido á solicitud de los Padres Predicadores en su convento de la Habana (1) 
Este Gobernador hizo arreglar el hastillero, habiéndose construido en su tiempo 20 
i buques- de guerra. Puso también grande esmero en la fortificación y defensa de la Ha- 
bana. 
, Por Real cédula de 23 de Noviembre de 1727 se privó & los ayuntamientos de la fa- 

cultad de otorgar mercedes de tierras. 
| Hubo algunas sediciones de negradas, las cuales fueron reprimidas eon ejem- 

i piares castigos. 

XVI. 

En 1734 comenzó el gobierno del Mariscal de Campo D. Francisco Gúeuies Horca 8 i_ 
| Us, después Teniente General, Conde de Revillagigedo y Virrey de Méjico. 
| «Güemes hizo observar con la mayor severidad la ley que regia suprimiendo la fa- 

cdtad de mercedar tierras los ayuntamientos; castigó rigorosamente algunos excosos y 
áWueros que cometían en las pueblos sus mismas Justicias; estableció Tcnientes-aguerra 
! de * confianza en todos elllos; dio algunas providencias sobre abastos y limpieza pública 
! en lacapital; promovió mucho la construcción de un arsenal que reemplazó al hastillero, 

y pusial país en un completo estado de defensa Tan acertado anduvo Güemes que en 

su tienoo fueron los ingleses rechazados en todas sus agresiones». (2) 

Esq Jefe en 1739 aconsejó la formación de la llamada Real Compañía del comer- 
cio de h. Habana, institución odiosa y perjudicial á la riqueza publica y privada, como 
todo montx)lio, por lo cual después fué suprimida. 

Se grngeó la mala voluntad del vecindario, por algunos atropellos. Sin embargo, sus 



(1) Cbncedió»i a autorización para 1a Universidad por la Santidad de Inocencio xrai en su breve de 12 de Diciembre 
«1*1721, confirmas la fundación en Roal Cédula do 23 de Setiembre de 1728. Ambos documentos se hallan insertos en la 
interesante obra d< s r . Bachiller y Morales titulada "Apuntes para la historia de las letras* y de la instrucción publica 
deis Isla de Cuba%>mo n páginas 193 y 195. 

(2) Diccionario ftadistico Histórico do la Isla de Oaba del Sr. Peruela tomo I página 191. 
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dotes como Jefe militar eran innegables, habiendo sido gloriosa su época para la 
nación. (1) 

XVII. 

En el corto período del mando del Mariscal de Campo D. Juan de Prado Portocarre- 
ro, iniciado en 1760 lo que ocurrió de interesante y de doloroso recuerdopara la Habana, 
fué la invasión y posesión de esta plaza por una formidable escuadra y numeroso ejército 
inglés al mando del Almirante Sir Jorje Pockoc y del Conde Abelmarle que se apodera- 
ron de dicha capital & despecho de la buena disposición y ardor demostrado por la guar- 
nición y el vecindario y déla resistencia posible. 

Ageno es de nuestro propósito ocuparnos en detalles sobre los hechos de armas que 
tuvieion lugar por consecuencia de aquel lementable suceso, é investigar y decidir si los 
medios de defensa adoptados por el Capitán General y por la opinión de los Jefes que 
le aconsejaron fueron ó no acertados, ni si hubo de su parte debilidad ó falta de ener- 
gía. (2) Lo que cumple al objeto de esta reseña es exponer en resumen cual fu¿ la ad- 
ministración inglesa en los once meses que duró la ocupación de la Habana y su influen- 
cia en la Isla. 

Conforme á los artículos 6, 11, 12 y 13 de la capitulación firmada en 12 de Agosto 
de 1762, en virtud de la cual fué entregada la plaza al gobierno británico, los habitantes 
conservarían la relijion Católica, Apostólica Romana, quedando las corporaciones ecle- 
siásticas en el pleno goce de sus prerrogativas, y los mismos empleados y habitantes todos 
con sus derechos, privilejios y libre disposición y administración de sus bienes; debiendo 
ser gobernados en nombre de aquel Monarca por las mismas leyes, administración de 
justicia y condiciones que lo habian sido bajo la potestad del Rey de España en todo sen- 
tido, nombrando sus jueces y ministros de justicia, según habia sido uso y costumbre, y 
pudiendo los vecinos permanecer conservando sus empleos de propiedad ó salir de la Isla, 
llevándose sus caspitales. 

«En virtud de estos pactos, dice el historiador Pezuela (3), la nueva administración 
no alteró el réjimen gubernativo de la población, ni se cambió el ayuntamiento, ni fueron 
separados los empleados civiles; al contrario, Abermale nombró por su teniente Goberna- 
dor civil al Rejidor D. Sebastian Peña! ver, abogado de conocida ilustración, por suplente 
de este al Alférez Real D. Gonzalo Oquendo y por alcalde ordinario al Alguacil Mayor 
D. Pedro Calvo de la Puerta, dignísimos municipales que con su cordura, desinterés é 
imparcialidad hicieron menos pesado el yugo estranjero. Apesar de las pruebas que die- 
ron Abermale y el contra-almirante Keppler de sus rectas intenciones, no se calmó la 
aversión profunda y muy marcada á la dominación inglesa en todas las clases. La mayor 
parte á quienes su posición y fortuna permitían ausentarse, fijaron su residencia en sus 
haciendas. Los guajiros y vendedores de los artículos del diario consumo se retraían de 
acudir al mercado, y muchas veces las tropas invasores tuvieron que racionarse con sulh 
sistencias enviadas de Charleston y Jamaica.» 

En cuanto á las pérdidas de las mismas tropas en la invasión, el citado historiador 
las calcula en mas de 1500 hombres, entre muertos y heridos de gravedad, y en el duplc 
el de los muertos por el vómito negro, que en el año anterior se habia experimentado pe* 
primera vez en la Habana. 

Inmenso fué el botin que obtuvo la Gran Bretaña con la posesión de la Habana ¿1 
cual en buques, tabaco, existencias en metálico, exacciones pecuniarias y otros efe-tos 
ascendió á catorce millones de pesos. Al Reverendo Obispo D. Pedro Agustin Mor'H de 
Santa Cruz exigió el conquistador una exhorbitante cantidad, que por no poder envegar 
le acarreó el destierro á la Florida, de donde no se le permitió volver á su dióces* hasta 
que la hizo efectiva. 

Fácil es comprender por lo expuesto cuan enorme seria el atraso déla riqíeza en la 
Isla con esta pérdida y la de los particulares, experimentando ademas grave Ano el co- 
mercio nacional con la cuantiosa introducción de manufacturas inglesas. 

(1) En los gobiernos del Mariscal do Campo D. Juan Antonio Tinco, que apenas duró tres meses y d» interino Brigs 
dies D. Diego Peflalosa nada notable ocurrió. 

(2) El Mariscal de campo D. Juan de Prado sometido A un consejo de guerra bajo la presi^cia del Conde 
de Anuida fué sentenciado A la pena capital; pero la magnanimidad del Sr. D. Carlos in suavizó tan rprosacondenacon- 
mutAndola en confinamiento y destitución de sn« empleos. 

(3) Ensayo histórico de Cuba página 221. 



Sin embargo, debe reconocerse que las introducciones repetidas de esclavos africanos que 
hicieron en la Isla los enemigos, ascendiendo en 1 7 63 á mas de sesenta mil el total de los exig- 
entes en ella, contribuyeron mucho al fomento de la agricultura, aumentándose ademas la 
población con la venida de españoles y franceses de la Florida á fijar aquí su domicilio con mo- 
tivo de la cesión que de aquel y de otros territorios se hicieron á la Gran Bretaña en el tratado 
de 1763, para recuperar España lo conquistado por aquella Potencia en esta Antilla. 

Desde la abundante introducción de telas y otros géneros, que hicieron los ingleses du- 
rante la ocupación de la Habana, data la afición en ella al lujo, según los historiadores. 

Por consecuencia de aquel tratado nombró S. M. Capitán General de la Isla al Te- 
niente General Conde de Riela; debiendo en su nombre tomar posesión de lo ocupado por 
la Inglaterra. 

El desastre de la capital de la Grande Antilla hizo que el Supremo Gobierno fija- 
ra en ella particularmente su atención, manifestando el mas vivo interés por su defensa. 
El nuevo Capitán General trajo mas de dos mil hombres de tropa, tren de artillería y per- 
trechos de guerra. Al mismo tiempo se le encargó se dedicase con empeño & hacer continuar 
todas las obras necesarias de fortificación de la plaza, para lo cual se comunicaron órdenes 
a Méjico á fin que de allí se enviasen todos los caudales necesarios para dichas obras. 

A la vez se dio comisión al Mariscal de Campo D. Alejandro O-Reilly para que de 
acuerdo con el Capitán General, llevase á cabo la organización de las tropas y milicias y 
cooperase á la construcción de las citadas obras, auxiliado de los Brigadieres de ingenie- 
ros Alarcon y Jimenes de Cisneros y para el arreglo de todo lo demás concerniente al 
ramo de guerra. . 

XVIII. 

El Conde de Riela se posesionó de la plaza de la Habana en nombre de S. M. en 
6 de Julio y al mismo tiempo del mando déla Isla. Como Jefe celoso é incansable, en el 
servicio, llenó con exactitud las miras del Supremo Gobierno; asi es que en su época 
quedó reconstruido con mas solidez y extensión el castillo del Morro y muy adelantadas 
las obras del de la Cabana y las murallas de la ciudad: se arreglaron los hospitales y otros 
edificios militares; de manera que la Habana quedó elevada á la categoría de una de las 
plazas mas fuertes de America; siendo este otro de los resultados de la invasión inglesa. 
El Arsenal destruido por los ingleses, fué reparado por la actividad de los jefes ¡de mari- 
na y en disposición de volver á construirse en él toda clase de buques. 

En el mismo año de 63 publicó el Capitán General un reglamento de policía urbana 
y rural que mereció la aprobación Soberana. 

El General O-Reilly desempeñó también con lealtad é inteligencia su importante mi- 
sión, pues en menos de un año fueron organizadas las tropas de línea de todas armas, las 
milicias del pais y los otros ramos militares que le fueron encomendados. 

No se limitó el empeño del Supremo Gobierno al aumento de la guarnición y de 
fuerzas en el personal y material y demás reformas en lo concerniente al ramo de guerra 
que quedan leferidas, sino que se propuso también la organización del de Hacienda, del 
que hasta entonces no se habia ocupado con detenimiento. En 31 de Octubre de 1764 se 
publicó la Real Cédula creando en esta Isla una intendencia de ejército y provincia, ex- 
pidiéndose una instrucción inserta en la colección del Sr. Rejente Zamora para la recau- 
dación y manejo de las rentas y arreglo de todo lo concerniente al mismo ramo; habiendo 
sido nombrado primer Intendente D. Miguel Altarriba, empleado celoso. 

Planteada la Intendencia se llevó & efecto el nuevo arreglo de la Hacienda: creá- 
ronse la Tesorería y Contaduría, las Administraciones generales en la Habana y las loca- 
les en cada partido para la percepción de los derechos é impuestos, los cuales fueron di- 
vididos en dos clases, poniéndose los de recaudación á cargo de la Administración gene- 
ral de la Habana y al de las Subdelegacionos receptorías en las otras poblaciones, y asig- 
nándose los demás i la Tesorería para su percibo. (1) 

(1) £1 Tribunal de Cuentas se habia erigido desde el año de 1784. En Real Cédala de 13 de Noviembre de 1800 se 
niandO establecer en la Habana la Junta superior Directiva de Hacienda; pero no vino a insta rlarse hasta 11 de Abril de 
1*07 según consta de la primera acta do esta Corporación esa fecha. Colección de Acuordos de la misma Junta, pnblica- 
¿M de orden de la Superintendencia en 1846 página 309. Por aquella misma época es creíble se estableciera la Junt a Su- 
perior de lo Contencioso para fallar en segunda instancia en los pleitos y causas de Hacienda, la que cesS por virtud de la 
Beal Cédula de 80 do Enero de 1855 quo atribuyó el conocimiento de estos pleitos y causas 4 la&eal Audiencia Pretorial 
tU la Habana. 
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Asimismo se facultó al Intendente para el nombramiento de Subdelegados de Ha- 
cienda en las poblaciones en que fuera necesario. 

XIX. 

Sin detenernos en el mando del Majiscal de Campo D. Diego Antonio Manrique en 
1765, por haber terminado al mes con su fallecimiento, desempeñando con este motivo 
interinamente el Brigadier Jiménez de Cisneros, nos ocuparemos de lo ocurrido en el 
gobierno del Teniente General Baylio Frei D. Antonio María Bucarelly, que comentó 
en el siguniente año. 

Santiago de Cuba sufrid fuertes terremotos que destruyeron gran parte de los edifi- 
cios, sepultando bajo sus ruinas mas de cien personas. 

En el año de 68 se esperimentó en el distrito de la Habana un violento huracán, 
que arrasó con todos los plantíos con pérdida de las cosechas, causando enormes estrago» 
en los edificios, y sufriendo también graves perjuicios las clases menesterosas. Distinguió- 
se en esta ocasión el Sr. Bucarelly por su carácter bondadoso y humanitario; pues tizólos 
mayores* esfuerzos por reparar aquellos daños, demostrando esas mismas cualidades en la 
ejecución del Real Decreto de expulsión de los Padres Jesuítas, cuya suerte suavizó en 
cuanto fué compatible con su deber. 

Dedicóse así mismo á procurar la avenencia de los litigios, tan perjudiciales á la* 
familias por los abusos del foro. 

A propuesta de aquel Jefe se dio principio á la obra del castillo del Príncipe, y en 
su época se construyeron en el Arsenal dies y siete buque de guerra. 

Publicó un bando de buen gobierno, en el que se fijaron las atribuciones de los ca- 
pitanes de partido, y un reglamento sobre el buen trato de los esclavos, el cual fué cum- 
plido de buen grado por los vecinos, propensos siempre á la humanidad con sus siervos. 

En conclusión, el mando de este digno Jefe fué tan templado, que tuvo la satisfac- 
ción que el Supremo Gobierno le manifestase que ni una sola queja se habia producido 
contra él. 

XX. 

Ha llegado la oportunidad de bosquejar la Administración de un Gobernador, que 
por la bondad y firmeza de su carácter, por el acierto desús disposicionesyactividadensu 
ejecución ha obtenido un lugar distinguido en la historia. Este Jefe es el Marqués de la 
Torre, que se hizo cargo del gobierno en 1772. 

Es de recordarse que en este tiempo empuñaba el cetro de España el Sr. D. Car- 
los III, Monarca ilustrado que inauguró en el reino un sistema de reformas planteado con 
el éxito mas brillante. Ciertamente que este sabio gobierno no pudo haber escogido mas 
fiel intérprete de sus benéficas miras en favor de la prosperidad de la Isla que al ante 
dicho Marqués de la Torre, 

Mas antes de referir el conjunto de medidas adoptadas por este' ilustre administra- 
dor, necesario es dar una idea del aspecto que presentaban la Isla y la capital en esa época 
para poder apreciar debidamente el mérito de aquellas providencias. 

El aspecto de la Habana no podia ser mas triste, así por el mal estado del caserío de 
sus calles y plazas y falta de policía urbana, como por el atraso de la población; siendo 
este mayor en los campos. 

Ademas, á la llegada de aquel Gobernador, el contrabando, consecuencia inmediata 
de las restricciones á que se hallaba sujeto el comercio, se habia arraigado y adquirido 
crecidas proporciones en las costas de la Isla; por lo" cual sus primeras providencias se en- 
caminaron á reprimir tan perjudicial abufip, ordenando su persecusion en dos buques lije- 
ros, lográndose, si no su extinción, al menos su disminución en cuanto era dable. 

Habiendo encontrado en la Habana 1500 presidiarios de los destinados á las gran- 
diosas obras de fortificación levantadas en los precedentes gobiernos, se propuso aprove- 
char estos brazos en la construcción de edificios públicos de notable utilidad, que ya re- 
clamaba la capital de la Grande Antilla; pero se necesitaban fondos para esas obras, y la 
inteligencia del infatigable Gobernador supo encontrarlos. Hacia como dos siglos que se 
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habia establecido en la Habana el arbitrio conocido con el nombre de Sisa de la zanja, 
como ya se ha dicho, para proveer de agua la capital del rio Almeadares por el punto 
llamado la Chorr era: El Marqués de la Torre elevó súplica á S. M. pidiéndole mandara 
reintegrar á la ciudad de mas de 60,000 pesos que en los últimos años habian quedado 
«obrantes de aquel y otros arbitrios señalados de antemano, para destinar esas cantidades 
á la fábrica de las murallas y otras obras públicas que habia proyectado y elevado al Go- 
bierno las planos y diseños, á saber, del Palacio ó Casa de Gobierno, de ¡a Sala Consisto- 
rial con otros departamentos para oficinas y de la cárcel en la planta baja; de una alameda 
interior llamada de Paula, primer paseo público que tuvo la Habana, y otro extramuros, 
al que dio el nombre de Prado Nuevo, conocido hoy con el de Isabel II; de las Puentes 
grandes sobre Almendares y otros varios, ademas de la composición de las calles, reedifi- 
cación de cuarteles y de algunos templos. 

Manifestóse el sabio Gobierno del Sr. D. Carlos III en sentido favorable á estos 
útilísimos proyectos que aprobó y secundó; y auuque no lé fué posible al celoso Goberna- 
dor dar cima X todas esas obras, las que se terminaron y las que quedaron comenzadas 
bastan para califiicar su gobierno de uno de los mas beneficiosos. 

Para la construcción de dichas obras creó con la Soberana aprobación una junta denomi- 
nada de Policía, compuesta de personas d* acrisolada reputación, de probidad y desprendi- 
miento, lo que produjo la mas poderosa influuciaen el vecindario, que convencido de que 
susfondos eran administrados con honradoz.se prestaba gustoso 4 contribuir con franca mano 
para obras de utilidad general. Ocupóse también esta Junta del empedrado do la capital. 

Asimismo se construyeron doce pontones ó gánguiles para limpiar la bahia, opera- 
ción que por primera vez se practicaba en ella. 

Ya la Habana contaba en esa époc-i mas de 75.000 habitantes, y sin embargo parece 
increíble que no hubiese disfrutado hasta entonces el vecindario, tan propenso X diver- 
siones públicas, del agradable entretenimiento del teatro, que no solo es una recreación 
lícita sino al mismo tiempo un elemento de ilustración y adelanto. El ilustre General 
comprendió la necesidad de que la eapiíil de la Isla no continuase privada de aquellas 
ventajas, y desde luego so propuso la edificación de un coliseo que su posición exijia. 

Por este tiempo tratábase también del establecimiento de una casa de recojidas ó de 
corrección de mujeres para las que por sus malas costumbres necesitaban represión, y 
aquel Gobernador obtuvo por una sagaz combinación los medios para dos obras públicas, 
cuando no los habia ni aun para una. Convocó lomas granado de la ciudad por su cuna y 
riqueza á> una reunión, en la cual les demostró la necesidad urjente de aquellas dos em- 
presas, los grandes beneficios que con ellas alcanzaría el público y el honor y satisfac- 
ción que resultarán á los que contribuyeran á su ejecución. El plan consistía en levantar 
un empréstito para la construcción de un teatro, cuya propiedad fuese del establecimien- 
to de recojidas, y con cuyo alquiler se pudiese sostener éste, percibiéndolo luego que hu- 
biesen sido reintegrados los que hicieran las anticipaciones. Tan feliz y acertado pensa- 
miento, expresado en sentidas frases, produjo el efecto deseado, y la Habana, ademas de 
aquel instituto de correcion, tuvo un teatro, el cual subsistió hasta que fué destruido en 
gran parte por el huracán de 1844. 

Tampoco se habia logrado en los inmediatos gobiernos anteriores el censo de la po- 
blación de la Isla, el cual se realizó por orden del Marqués de la Torre en 1774, resultan- 
do ascender aquella á. 96.430 individuos blancos y 75.180 de color, con inclusión en este 
número de 44.(333 esclavos, ascendiendoel total a 171.610*mdividuos. Esto demostraba lo 
poco que habia aumentado la población desde la conquista, sucediendo lo mismo con los pmv 
blos, pues fueron en corto número los que se fundaron después de los establecidos en aque- 
lla época. 

Mostróse el Gobernador decidido y vigoroso con el de Santiago de Cuba Ayans de 
Ureta. El Gobierno Supremo, quizás por la mas inmediata comunicación con Santiago de 
Cuba, se entendía directamente con el Gobernador de esta ciudad, habiéndole otorgado 
la facultad de que en lo concerniente al Vi ce Real Patronato y al ejercicio de la jurisdic- 
ción contenciosa determinase por sí, sin ponerse de acuerdo con el Gobernador Superior de 
la Isla, lo cual en diferentes épocas dio lugar ;i desavenencias entre estas dos autoridades. 
Una de ellas fué la que surjió con motivo de haber destituido el referido Gobernador de 
Santiago de Cuba al comandante militar de Baracoa nombrado por el Capitán General. 

3 ♦ 
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Este reconvino al Gobernador por aquella providencia, quien en descargo se supuso reves- 
tido de facultades que no correspondían á su empleo. El Marqués de la Torre en una 
enérjica comunicación le intimó que estaba sujeto á su autoridad por la voluntad Sobe- 
rana, y que á no esperar que mudaría de resolución, haciéndolo reconocer asi, habría da- 
do cuenta á S. M. de una resistencia manifiesta á sus resoluciones Supremas. 

Por este suscinto relato del Gobierno del Marqués de la Torre se ve comprobada la 
opinión favorable que acerca de él hemos emitido, por patentizar en sus actos el Ilustre 
Jefe sus brillantes dotes administrativas y los bienes qué reportó la Isla, y particular- 
mente la capital durante su mando. Sino llevó á cabo por falta de fondos todas las obras 
públicas que emprendiera, esto ni le es imputable, ni le priva del mérito de la iniciativa 
y de haber heccho cuanto estaba á su alcance para terminar dichas obras. 

XXI. 

Entró ásueerderle' en 1777 el Mariscal de Campo D. Diego José Navarro García 
de Valladares. 

Consagróse este Jefe á remediar los abusos del foro, tan escandalosos ya que consu- 
mían los caudales mas pingües, con cuyo laudable objeto dictó algunas medidas, haciendo 
que un tasador redujera los derechos de los escritos, que no hubiese mas escribanos que 
los numerarios y obteniendo del Gobierno se prohibiese á algunos abogados el ejercicio 
de la noble profesión que deshonraban. 

De acuerdo con el Intendente hizo cambiar por moneda comente la llamada macu- 
quina, introducida en casi toda la América española, quedando prohibida su circulación. 

Llamó por este tiempo la atención de los ilustrados Consejeros del Sr. D. Car- 
los III que la Isla de Cuba de cerca de 4,000 leguas cuadradas de fértiles terrenos, 
abundante en diferentes producciones y con tantos puertos no produjese ni aun para los 
costos que ocasionaba su conservación. Esto consistía sin duda en lo poco conocidos que 
habían sido hasta entonces los sanos principios de la economía política, que por aquella 
época empezaba ya á dif^n^ir el célebre escocés Adam Smith. Hallábase el sistema res- 
trictivo en todo su ppojeo, estando enteramente cerradas las puertas al comercio estran- 
jero en la América, y aun al de la Metrópoli en estas posesiones, se le habian puesto tan- 
tas trabas, que hacían muy estrecho el círculo en que giraba; pues solamente podia tra- 
ncarse con las colonias por los puertos de Sevilla y Cádiz en dos expediciones anuales 6 
flotas, restricción dimanada de haber tenido el Sr. D. Carlos V. que otorgar privilejios a 
algunos comerciantes flamencos é italianos por las anticipaciones de fondos que aquellos le 
hacían para sus empresas guerreras; vinculándose de este modo en esas casas el exclusivo 
abastecimiento de las posesiones americanas; verdadero monopolio, que daba por resultado 
que los comerciantes concesionarios impusiesen la ley á los consumidores, vendiendo sus 
escasos géneros de mala calidad á precios exorbitantes, (1) lo que ademas daba lugar al 
contrabando con los extranjeros, abuso que por mas que se propusieron los Gobernadores 
desarraigar, nunca pudieron conseguirlo. 

A tantas restricciones del comercio era consiguiente que tampoco medrara la agricul- 
tura, otra de las fuentes de la riqueza que estaba llamada la Isla á explotar, por la ferti- 
lidad de sus terrenos y la excelencia de sus producciones tropicales, según queda indica- 
do; pues por no tener salida éstas faltaba el principal estímulo para el cultivo, haciéndo- 
se sentir en toda su extensión los funestos efectos del llamado sistema mercantil ó restric- 
tivo, que como es sabido, hacia consistir únicamente la riqueza en el numerario y meta- 
les preciosos, que se procuraba allegar por medio del laboreo de las minas y del tráfico de 
exportación al extranjero con menosprecio de las industrias manufacturera, agrícola j 
comercial de importación y al mismo tiempo de extracción, verdaderos manantiales de la 
riqueza. 

Para remedio de tan graves males, que aquejaban á toda la América, aquellos sabios 
consejeros de la Corona, después de un profundo estudio, y con presencia de las observa- 
ciones hechas por una comisión regia que vino á tomar el debido conocimiento de estos 
países, acordaron varias reformas, una de ellas la venida de dos'expediciones mensuales 
para la Habana y Puerto-Rico, habiéndose hecho en pocos años* palpable el buen resul- 

(1) P«*u*U. Sniayo histórico ya citado. 
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tado de esta medida con el fomento de la Isla y mayor ascendencia de las entradas de la 
Hacienda de cerca de 700.000 pesos en 1777. 

Ademas publicáronse en el siguiente año, durante el ministerio del ilustrado D.José 
de G-alvezfos ordenanzas para el libre comercio con las colonias (1) que, si bien conte- 
nían no pocas restricciones, en cierto modo incompatibles con su título, el ensanche que 
por ellas se dio al comercio, permitiéndolo con los principales puertos de la Penínsnla, 
presajiaba prósperos resultados, que de pronto no pudieron conseguirse por la guerra que 
los monarcas de España y Francia unidos por el pacto de familia declararon enton- 
ces á la Gran Bretaña; no pudiendo negarse, como lo demostró después la esperiencia, 
que aquella amplitud, aunque parcial constituía ya un verdadero adelanto. En otro lugar 
dedicaremos algunas consideraciones á ésta medida económica. 

El General Navarro fué relevado en 1781 por el Teniente General D. 31anuel de 
Cajigal, que partió á atacar y conquistó las Isla de Baháma; habiendo sido llamado á la 
Corte á su regreso de esta expedición. 

XXII. 

Obtuvo, durante el viaje del Sr. Cajigal, el Gobierno de la Isla el Mariscal de Cam- 
po D. Lnis Unzaga en 1783. 

En este tiempo S. M. hizo donación en la Islas de varios terrenos á los Jefes y á las 
familias de los que mas se habian distinguido en la pasada guerra. 

Esta y la superioridad de la marina inglesa habian suspendido la introducccion de 
brazos africanos para el cultivo de los campos, y deseoso aquel Gobernador de darle im- 
pulso y contribuir a que fas ordenanzas para Ubre comercio produjeran sus felices resulta- 
dos, obtuvo del alto Gobierno se concediesen privilejios á comerciantes, españoles y fran- 
ceses para la introducción de negros de África, excediendo de 15.000 los que en esa épo- 
ca fueron importados. Sin embargo, este acmento de brazos fué en parte neutralizado por 
la disminución de mas de 5.000 personas, que habiendo venido de la Florida, se volvie- 
ron á su país natal por haber sido restituido á la dominación de España. 

En 1784 se ensayó en la Habana un pobre alumbrado, se edificó un nuevo cuartel 
para las milicias, y como un remedio que se consideró indispensable para los abusos del 
foro, se prohibieron los estudios y obtener título de abogado á los naturales de la Isla; 
mya prohibición como insostenible fué alzada mas adelante. 

XXIII. 

Por dimisión del Sr. Unzaga recayó el Gobierno.de la Iskcy el mando de la Florida' 
y la Luisiana en 1785 en el valiente Conde de Galvez, reconquistador de la Florida* 
que en esta gloriosa empresa vengó la invasión y toma de la llábana, mas Galvez fué & 
poco tiempo promovido para reemplazar á su ilustre padre en el Virreinato de Méjico, 
bien que por su sensible y prematura muerte tampoco llegó á desempeñar aquel impor- 
tante destino; quedando encargado de la Isla interinamente el Brigadier D. Bernardo 
Troncoso. 

A este Jefe sucedió el Brigadier D. José Espeleta de Veire, quién se hizo cargo del 
mando en Diciembre de 1785, y aunque interino, fué de larga duración y dio ventajosos 
resultados. 

En este tiempo con la paz floreció el comercio y se reanimó la agricultura, habiendo 
conseguido el Gobernador diferentes permisos para la introducción de brazos africanos. 

Reprodujo los ya olvidados bandos gubernativos de Riela y Bucarelly y publicó un 
reglamento de policía para los comisarios de barrio y para los pedáneos del campo, movi- 
lizando partidas de tropas para la persecución de los malhechores y contrabandistas. 

En cuanto á obras públicas dirijió una comnnicacion al Ayuntamiento de la capital, 
Haciéndole presente que no habia casa de gobierno, ni consistorial, que las calles y plazas 
se hallaban en mal estado, siendo pocas y estando desprovistas fas fuentes; el agua de la 
zanja sucia, y en malas condiciones el rastro, no habiendo pescadería. Algunas de estas s 

0.) Puede» verse en el Diccionario de Legislación Ultramarina del Sr. Regente Zamora. 
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se habían proyectado desde la época del Marqués de la Torre, y otras comenzadas no se 
continuaron ppr la guerra. 

El Gobernador Ezpeleta asignó para ellas un sobrante de los arbitrios para el vestua- 
rio y armamento de las milicias estableciendo sobre las harinas y bebidas que se impor- 
taran y de la extracción del azúcar; mas de estas obras, excepto la composición de las 
calles, unas se suspendieron y otras seguian con lentitud, por falta de fondos en el Ayun- 
tamiento y de facultades en el Gobernador para propocionarlos. 

Notando el mismo Gobernador que muchos terrenos permanecían incultos por falta 
de brazos, obtuvo permiso para nuevas introducciones de esclavos africanos. 

Por promoción de Ezpeleta, y gobernando interinamente el sub-inspector Cabello se 
practicó en 1789 la división eclesiástica de la Isla en dos diócesis; el obispado de Santia- 
go de Cuba que comprende el departamento oriental y el de la Habana en el occidental, 
con su catedral erigida en 24 de Noviembre de aquel ano. 

XXIV. 

Llegamos á un gobierno de los de mas feliz recuerdo en los fastos de la rica Antilla, 
por sü notable influencia en su prosperidad, engrandecimiento y civilización. Este fué el 
del Teniente General D. Luis de las Casas, jefe celoso, enérj ico, ilustrado y do un corazón 
lleno de bondad y animado de las mas rectas intenciones. 

El volcan revolucionario que estalló en Francia en 1789 se había trasmitido á la co- 
lonia francesa de Santo Domingo, amagando por su inmediación, á la Isla de Cuba; por 
lo cual necesitaba ésta un Gobernador experto y vigoroso que la preservara de aquel voraz 
incendio y que hiciera brotar los abundantes gérmenes de riqueza que encerraba susuelo. 
Tan digno jefe fué el ilustre las Casas que tomó posesión del mando en 8 de Julio de 1790. 

Verdad es que por este tiempo, merced á las repetidas introducciones de esclavos 
africanos, habia crecido el número y la importancia de los plantíos en proporción el au- 
mento de brazos, contribuyendo también á aquel incremento la autorización que el nue- 
vo Gobernador obtuvo para la entrada en la Isla de herramientas extranjeras con destino 
si la agricultura y de toda clase de maquinaria y utensilios para injenios. 

Con motivo de la revolución que ya hemos indicado en la vecina Isla de Santo Do- 
mingo, y 4 fin de precaver su propagación á esta Antilla, paso un especial cuidado en 
cortar ,toda comunicación con aquel desgraciado país, intimando la orden mas terminante 
al Gobernador de Santiago de Cuba para que no permitiera el desembarque en ese territo- 
rio de ningún individuo, cualquiera que fuese, procedente de la expresada Isla. 

Comprendiendo la urgente necesidad del aumento de la población blanca, cjue ade- 
más de emplearse en el cultivo de los campos, equilibrase á la raza de color, obtuvo del 
Gobierno la introducción de Canarios, conocidos por excelentes trabajadores, haciendo 
que vinieran, no solo hombres, sino también mujeres y padres con sus familias, los cua- 
les se repartieron en los campos y contribuyeron á formar nuevas poblaciones. Esta sola 
medida demuestra la sagaz previsión y buen deseo de su autor en favor de la Isla. 

Informado de lo poco que adelantaban los trabajos en las minas del cobre en el dis- 
trito de Santiago de Cuba, por disidencias y dificultades con los operarios, hizo formar un 
reglamento en que se fijasen convenientemente las horas de trabajo y otros particulares 
relativos á esta clase de empresas 

Practicóse el censo de población y ascendió á 272,301 individuos, de los cuales 
133,000 eran blancos, 54,152 libres de color y 84,590 esclavos; reuniendo también otros 
datos estadísticos importantes. 

En cuanto á obras públicas el General las Casas desplegó la mayor actividad, ener- 
jíay perseverancia con el mejor éxito. Para concluir las empezadas y otras de notoria 
utilidad aumentó los 40,000 pesos anuales sobrantes de los arbitrios ya mencionados con 
varias sumas de los productos generales de la Isla, y en poco tiempo se empedraron las 
calles; se acabaron de construir dos edificios hermosos, uno para Palacio de Gobierno y 
otro en la misma Plaza de Armas para casa de correos. El muelle se construyó de sillería; 
quedó limpia la zanja; se amplió el teatro; se mejoró la alameda de extramuros; se com- 
pusieron las calzadas del Horcón y de Guadalupe y las calles y plazas quedaron desemba- 
razadas de fardos, carruajes, rejas salientes y otros obstáculos. 
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No se había conocido mas alambrado que algunos faroles que ponían los particulares 
en las puertas de sus casas; pue* aunque en tiempos pasados se habia hecho un ensayo, 
fué abandonado; de modo que el vecindario sufría los inconvenientes de la oscuridad. El 
General las Casas las remedió en lo posible, estableciendo un alumbrado que consistía en 
un farol en cada esquina. 

Fomentó asimismo el caserío de extramuros haciendo, de acuerdo con el Intendente 
se vendiesen solares de la Hacienda pública á precios regulares, algunos de ellos á censo. 

Hizo levantar un pueblo (\ la orilla de la ensenada de Manzanillo al Sur en el de- 
partamento oriental, que habia servido de abrigo al contrabando, ascendiendo la pobla- 
ción en toda su jurisdicción, según el último censo de 1861 á mas de 25,000 almas y exis- 
tiendo en la cabecera 5,463: la agricultura y el comercio habían tomado allí bastante in- 
. cremento y siguen en progreso. 

Se reconstruyeron los puentes del Calabazar, Apolo, Gibaro, Maboa y el de Yumurí en 
Matanzas destruidos por el terrible huracán de 1791, é igualmente el caserío de Puen- 
tes Grandes, en cuanto se pudo, y habiendo empleado gran esfuerzo para la reparación 
de los demás estragos de dicho huracán en las casas, siembras &c. con sumas que pidió á 
la Hacienda, con una suscricion y con sus propios ahorros. 

Por este tiempo fué nombrado Intendente el Oidor de Méjico D. José Pablo Valien- 
te, que años atrás había sido comisionado por el gobierno para que averiguase la inver- 
sión de mas de treinta millones de pesos enviados para las expediciones del conde de Gal- 
vez y otros gastos de la guerra, que informase sobre el estado de las rentas y sobre los 
medios de extirpar los abusos del foro. 

Este ilustrado y celoso funcionario secundó eficazmente los acertados planes del Ge- 
neral las Casas. 

Habíase establecido en Santiago de Cuba desde 1787 la Sociedad Económica de 
Amigos del País, & solicitud del Gobernador D. Nicolás de Arredondo, de D. Francisco 
Mozo de la Torre, D. Francisco Griñan y D. Pedro Valiente á nombre de un gran nú- 
mero de vecinos celosos cjel bien de su país natal. El ilustre las Casas comprendió que 
mayores frutos daría en la capital esta útilísima institución, que los habia dado tan opi- 
mos en la madre patria, y por lo tanto se propuso plantearla en la Habana,* habiendo sido 
comisionados por la ciudad para elevar la solicitud al trono, apoyada con entusiasmo por 
aquel Capitán General, el Conde de Casa Montalvo, D. Juan Manuel de Ofarrill, D.José 
Basabé y D. Luis Peñalver y Cárdenas, á quienes se entregó la Real Cédula de conce- 
sión en 27 de Abril de 1791. 

Estos y otros vecinos respetables y amigos del patrio suelo fundaron la Sociedad 
Económica de la Habana, de la cual fueron los primeros directores los ilustres habane- 
ros Sres. D. Luis Pefíalver y Cárdenas Obispo de la Luisiana y Arzobispo de Guatemala 
y D. Francisco de Arango nombrado posteriormente del Supremo Consejo de Indias. 

Los inmensos beneficios que reportaron de tan respetable corporación las cieneias, 
las artes, la agricultura y economía rural, la industria popular, el comercio y en suma, 
la civilización de la Isla, lo atestiguan las memorias de la misma Sociedad en que han ve- 
nido publicándose sus interesantes trabajos y la notoriedad de los adelantos que en aque- 
llos ramos se han obtenido en todos tiempos. - 
| Uno de los primeros y mas valiosos frutos del instituto económico fué lu fundación 

i en la Habana de la casa de Beneficencia. 

El bondadoso las Casas formó el plan, habiendo sido poderosamente auxiliado por el 
Tilmo. Sr. Pefíalver y Cárdenas con el objeto filantrópico de dar asilo á los huérfanos de 
ambos sexos, proporcionarles educación cristiana, é imbuirlos en los rudimentos de la ense- 
ñanza primaria. Después se le ha unido la casa de maternidad con dos departamentos, uno pa- 
ra mujeres parturientas y otro para albergue y crianza de niños ex pósitoB, recibiendo en es- 
te establecimiento mas de 500 infelices los auxilios necesarios para su material subsistencia 
y su instrucción relijiosa y moral (1 ), prestando actualmente grandes servicios en el estable- 
cimiento y también en los hospitales y en los dos colejios de niñas las piadosas hijas de San 
í Vicente de Paul, que no hace muchos años vinieron de la Península. (2) 

(1) 8r. Pezuela, Ensayo Histórico, 

(2) Con el producto do un Basar promovido y llevado & cc*k> con infatigable celo por el Sr. D. Toma* Rey na Director 
de U Cana de Beneficencia, se trata de U ampliación del departainonte de varones y de la construcción de otro que sirva 
¡fe «fio 4 los pobres. En esta ocasión, asi en la capital como en algunos pueblos de la Isla todas las clases de la sociedad 
bao concurrido 4 obra tan piadosa con sos donativos, demostrando su generosidad y sentimientos humanitarios. 
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D. Nicolás Calvo introdujo útiles mejoras en el cultivo de la caña y ensayó varias 
aplicaciones químicas en la elaboración del azúcar, lo que dio por resultado ser preferido 
el de la Isla .en todos los mercados y haberse elevado el precio á dos quintos mas, produ- 
ciendo el capital un 30 por 100 y levantándose por consecuencia fortunas colosales. 

Del propio modo acordó el General las Casas con D. Francisco de Arango impetrar 
del Gobierno la creación de otra corporación para protejer exclusivamente la agricultura 
y el comercio, y que al mismo tiempo fuese un tribunal para los negocios mercantiles. 
Esta corporación fué el Real Consulado, que tan buenos resultados acarraeó á la Isla en 
los expresados ramos, constituyendo parte de aquella la Junta de Fomento de .agricultura 
y comercio compuesta de hacendados y comerciantes.de la Habana. Habiéndose organi- 
zado separadamente el tribunal de comercio por virtud del código especial publicado en 
1829, continuó la mencionada Junta prestando útilísimos servicios en la construcción de 
carreteras, de faros, limpia de la bahía y de otras obras, hasta que suprimida por el Real 
Decreto en que se creó el Consejo de Administración, se establecieron en su lugar jun- 
tas jurisdiccionales de agricultura, industria y comercio habiéndose antes segregado de 
la Junta de Fomento el ramo de obras públicas para ponerlo á cargo de la Dirección de 
ellas, incorporada hoy al Gobierno Superior Civil. 

Las Casas limpió la Isla de vagos y mal entretenidos con la leva que dispuso bajo 
el pretesto de la guerra con la Francia, destinando al servicio de las armas á mas de 700 
de aquellos hombres perjudiciales. 

La revolución de la parte francesa de Santo Domingo y la cesión de la España a la 
Francia impulsaron la emigración de mas de 12.000 familias á Venezuela, Puerto-Rico y 
Santiago de Cuba.. El Intendente Sr. Valiente acordó auxilios á los emigrados pobres, 
pues muchos se avecindaron en la Isla donde se les repartieron terrenos que fueron' culti- 
vados. 

La Sociedad Económica aprovechaba todas las ocasiones de introducir las luces y la 
civilización. A sus espensas, y por indicación del Capitán General su presidente, se ha- 
bía fundado en la Habana en 1793 una biblioteca, pública que aun se couserva y 
una publicación diaria titulada el Periódico, en el que el digno las Casas demostraba con 
razones convincentes la utilidad de las medidas que adoptaba. 

Tratóse de mejorar los anticuados métodos de la Universidad para que sirviesen de 
pauta á los demás establecimientos de instrucción. Se crearon en aquel instituto científi- 
co cátedras de Matemáticas, Física experimental, Química, Anatomía práctica, Geografía 
y Botánica, mejorándose también los métodos de enseñanza, reformas que no continuaron 
en los tiempos posteriores. 

Asimismo mejoró los camiuos, entre otros el de Güines á la Capital, acortándolo 
en cuatro leguas. Y para mayor expedición en el servicio aumentó el número de los ca- 
pitanes de partido. 

La población, de la que so hizo el censo al principio del gobierno del General las 
Casas, con las introducciones de africanos, inmigraciones de Canarias y de Santo Domin- 
go y con la reproducción natural durante el mismo gobierno, tuvo un incremento de 
140.000 almas. 

Con las concesiones de tierras, para las cuales fueron autorizadas los cabildos, se 
habían comenzado á fundar algunas poblaciones, mas éstas no habían progresado, como 
se consiguió en el mando de dicho General, fomentándose, entre otras, la Nueva Filipina 
hoy Pinar del Rio. 

La agricultura también tomó nuevo impulso: el atrasado método que se había usado des- 
de la época de la conquista en la elaboración del azúcar desapareció, sustituyéndose á los 
trapiches de bueyes y muías las ruedas hidráulicas ó trapiches de agua, adoptándose las 
calderas de vapor llamadas clarificadoras, arreglándose mejor los hornillos de rebervero 
y en suma se reformó con ventaja todo el mecanismo de aquella operación. 

No se hizo esperar mucho el buen éxsito de estas mejoras, pues no habiendo exce- 
dido la exportación- de 80.000 cajas en los años anteriores al de 1789, en 1797 llegó a 
119.000 el número de las extraídas solamente de la Habana, y además 30.000 exporta- 
das por otros puertos al precio de 50 y 60 pesos cada una: por consecuencia de este au- 
umento las rentas generales de la Isla, que en el referido año de 89 no pasaron de 
900.000 pesos, en el de 97 subieron á cerca de un millón trescientos mil pesos, exce- 
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diendo de doce millones el valor de lo importado solamente de España y de sus posesio- 
nes americanas. 

El comercio de la Isla con aquellos mercados favorecidos por las franquicias de las 
ordenanzas de 1778 era ya considerable; pero el aumento de la población y de. la riqueza 
demandaba campo mas vasto para acabar de desarrollarse, que eran los mercados extran- 
jeros, senda de prosperidad que permanecia obstruida á despecho de los principios de la 
ciencia económica y de la íntima convicción de los ilustrados General las Casas, Inten- 
dente Valiente y de D. Francisco de Arango, quienes conocedores de la situación venta-, 
josa y de la riqueza natural de esta Antilla, anhelaban aquel ensanche del tráfico mer- 
cantil. Asi es que en el año de 93 durante la guerra con la Francia, habiéndose experi- 
mentado en la Habana gran escasez de harinas, el Capitán General, comprometiendo su 
responsabilidad por el bien del pueblo y de la guarnición, no vaciló en permitir que se 
surtiese la plaza de aquel artículo de los mercados de la Union americana. 

En cuanto á los demás artículos de la producción agrícola, el café, cuyo cultivo ape- 
nas era conocido entonces en la Isla, rendía muy poco; siendo también escasa la del tabaco, 
sujeto al estanco; pero ya los cueros y las maderas comenzaban atener grandes salidas por 
la abundancia y la buena calidad de los pastos de Puerto Príncipe y otros puntos del inte- 
rior, y' la cera introducida de nuevo por el Obispo Morrelly sus familiares al regresar de su 
destierro ala Florida en la época de la invasión inglesa", se fomentó mucho; habiendo llegado 
la exportación en 1797 alas provincias de América, después de lo necesario para el consu- 
mo de los templos y de los particulares á más de 40,000 arrobas de escelente calidad á 8 ó 

9 pesos cada una. (1) 

A este aumento progresivo de la riqueza fué consiguiente que los hacendados que per- 
cibían pingües productos de sus fincas obtuvieran títulos de Castilla, existiendo ya en esa 
época once marqueses y diez condes. 

A vista de lo expuesto no puede menos de reconocerse que el asombroso estado de 
adelanto en que se encontraba la Isla, así respecto á los intereses materiales, como al des- 
arrollo moral é intelectual á la conclusión del Gobierno del General las Casas y en los años 
subsecuentes fué debido al acierto en sus providencias, á sus incansables desvelos y constan- 
te eficacia por el bien y progreso del país auxiliado por buenos é ilustrados patricios y se- 
cundado tan benéfico plan por el Supremo Gobierno, solícito siempre por la felicidad de esta 
Antilla. Mu\ grata debe ser á la Tsla de Cuba la raoinoria del General las Casas. 

XXV. 

El Teniente General Conde de Santa Clara, nombrado para reemplazar al ilustre 
las Casas, se encargó del gobierno en 7 de Diciembre de 179(5. Este fué de corta dura- 
ción y poco tendremos que notar acerca de él. 

Acababa de declararse nuevamente la guerra por España á la Gran Bretaña, lo 
que hizo temer una invasión en la Isla, principalmente por la parte oriental; por lo cual 
trató el Capitán General de hacer fortificar y poblar la espaciosa bahía de Guantánamo, 

10 que no tuvo efecto y se autorizó al Gobierno de Santiago de Cuba para que pudiese 
abastecer la plaza de harinas y otros artículos de necesario consumo de los puertos nor- 
te-americanos y franceses. 

Esta concesión, las quo anteriormente habia hecho el Gobernador las Casas y varias 
licencias acordadas por la Corte á particulares, mas bien por favor que como medidas ad- 
ministrativas entre otras, la muy notable otorgada al Conde de Jaruco y de Mopox para 
la extracción de azúcar* en buques neutrales, fueron dando entrada al comercio extranje- 
ro, que tan beneficioso habia de ser á la Isla, propendiendo á ello con empeño el celoso 
Intendente Sr. Valiente y el Sr. D. Francisco de Arango, apóstol incansable de la liber- 
tad del comercio y del desestanco del tabaco. 

Practicóse en esta época un reconocimiento de la Isla de Pinos, que hasta entonces 
solo habia sido habitada por unos miserables pescadores, y el informe que en consecuen- 
cia dio el comisionado reveló al Gobierno todas las ventajas que aquella Isla brindaba 
por su fertilidad, siendo apropósito para la cria de ganados y produciendo caobas, pinos, 
alquitrán, mármoles, y haciéndose en las costas la pesca del carey. Este reconocimiento 

(I) 8r. Perneta. Ensayo Histórico. 
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sugirió el proyecto realizado posteriormente de fomentar en aquella Isla la colonia titu- 
lada hoy de la Ecina Amalia. 

Fundáronse entonce» los pueblos de Madruga, notable por la bondad de sus aguas 
minerales, de Santa Ana, á tres leguas de Matanzas y de Nueva Paz ó los Palos. 

El Conde de Santa Clara llevó á cabo algunos proyectos que habían comenzado á 
plantearse en la anterior administración. Los mataderos, que estaban dentro de la capi- 
tal, insalubres por su pestilencia, fueron trasladados al extenso local que hoy ocupan eu 
el barrio del Horcón y se efectuaron otras medidas, entre ellas la reparación y amplia- 
ción del Hospital Militar de San Ambrosio, reformado por Valiente, la iglesia de Jesús 
María, levantada con recursos debidos á este Jefe y merced á la piedad de la Condesa de 
Santa Clara y de otras señoras se reparó el hospital de mugeres de San Francisco de 
Paula, que se hallaba en estado deplorable con alivio de la suerte de aquellas desgraciadas. 

XXVI. 

El Mariscal de Campo, Marqués de Someruelos, tomó posesión del gobierno en 13 
de Mayo de 1799. 

Habiéndose comunicado la Real orden de 20 de Abril del mismo año en que ,«e 
prohibia de nuevo todo comercio que no fuera directamente con la Metrópoli y sus do- 
minios, este Gobernador de acuerdo con el Sr. Valiente hizo presente al Gobierno los 
grandes beneficios que reportaría una colonia agricultora y comerciante de la entera li- 
bertad del tráfico y de que se habilitase el puerto de la Habana para la admisión de bu- 
ques extranjeros con víveres, ropa y otras mercancías, cuya medida fué aprobada; perú 
no duró mucho la franquicia; pues la citada Real orden de ¡áO de Abril se revocó en 8 de 
Enero de 1801, y reiterada la estricta prohibición de todo comercio extranjero por efec- 
to de las instancias de los comerciantes do Cádiz. 

La casa de Beneficencia mereció una especial protección del Sr. Someruelos. El 
aumento de los huérfanos que albergaba exigia mayores socorros, y aquel Jefe, excitan- 
do la caridad del vecindario y dando él mismo el ejemplo, hizo abrir una suscricion para 
tan piadoso objeto, la cual ascendió á más de 25,000 pesos. 

En su bando de buen gobierno no solo se reprodujeron las prescripciones de los an- 
teriores, sino que además se dictaron medidas de policía urbana, disponiéndose que los 
dueños de solares fabricasen en ellos casas altas y decentes, lo que hizo que el nuevo ca- 
serío guardase mas regularidad. 

También ordenó saliesen de la población los artesanos y agricultores, con miras de 
estimularlos de este modo al trabajo. 

En 30 de Julio de 1801 se instaló en Puerto-Príncipe la Real Audiencia trasladada 
de Santo Domingo con motivo de la cesión á la Francia de la parte española de aquella 
Isla, recayendo la presidencia de ese tribunal Superior en el Capitán General Goberna- 
dor Superior de esta Isla. 

En el mismo año se instalaron en la Habana la Admininistracion general de Reu- 
tas Marítimas y la de las Terrestres, deslindadas las atribuciones de una y otra. 

En esta época el filantrópico Obispo de la Habana D. Juan Díaz de Espada y Landa 
promovió la construcción del cementerio general fuera de la capital y barrios extramuros, 
prevenida por el Gobierno Supremo y altamente reclamada por la salubridad pública, que- 
dando terminada aquella obra en 1804. 

La enseñanza de la juventud se propagó rápidamente en Matanzas y en otras pobla- 
ciones en los tres primeros años del presente siglo por el celo y liberalidad de los indivi- 
duos de la Sociedad Económica, descollando por su actividad y desprendimiento el Señor 
Don Francisco de Arango. Pasaron de cuarenta las escuelas gratuitas fundadas en la 
diócesis de la Habana y se establecieron en esta ciudad dos colegios de humanidades di- 
rigidos por profesores venidos de Madrid y Cádiz á instancia del Capitán General Mar- 
qués de Someruelos y del Diocesano Sr. Espada. 

Para conocer la historia de la administración de un país se necesita tener en cuenta 
no solamente las providencias dictadas por los gobernantes, sino también los sucesos prós- 
peros ó adversos que hayan influido en la suerte del mismo país y en el desenvolvimien- 
to de su riqueza y progreso, dando lugar á providencias de la autoridad, cuyos actos, no 
es posible apreciar debidamente pin el conocimiento de aquellos sucesos. 



XXV 

Por esto no debemos omitir que la emigración 4 esta Isla de los habitantes de la de 
Santo Domingo, asi españoles como franceses, y mas particularmente estos últimos, con- 
tribuyó mucho al incremento de la población y consiguiente engrandecimiento de la 
Isla de Cuba. Be los primeros llegaron á la ocupación de la capital de la parte española 
por Toutasaint Lonverture mas de trescientas familias, y de los franceses un gran núme- 
ro, ascendiendo el aumento total de la población con este motivo & mas de 30.000 indi- 
viduos Siendo el trabajo del hombre k fuente principal de la riqueza, puede lógicamen- 
mente inferirse cuanto contribuirla a sn acrecentamiento este número tan considerable 
de personas hábiles para el trabajo. 

Y en efecto; extraordinario fué entonces el desarrollo de la agricultura en esta Isla, 

no menos que su progreso en la civilización, especialmente en el departamento oriental. 

Tanto españolas como franceses trajeron consigo los restos de sus arruinados capitales, 

y sus fuerzas individuales, comprendidas en ellas sus conocimientos y práctica en 

. el cultivo. 

En cuanto a los emigrados de la parte francesa de la vecina Isla es notorio, y lo re- 
fiere el historiador Pezuela, unos eran pobres otros con algunos restos de su fortuna pa- 
sada, pero agricultores ó industriosos todos trasladaron en 1803 & 1804 a los campos de 
la Grande Antilla su actividad y su industria. Algunos de ellos & su llegada á Santiago 
de Cuba adquirieron terrenos incultos en las inmediaciones de la ciudad, eonvurtiéndo- 
los en estancias productivas. Muchos sin mas recuraos que su trabajo personal marcharon 
a aplicarlo 4 las posesiones de Santa Catalina compradas por una sociedad de emigrados, 
y aquel departamento se hizo pronto floreciente y poblado de algodoneras, injenios y 
cafetales en todo semejantes & ks de la adelantada Isla de Santo Domingo. La misma 
asombrosa transformación se vio en las elevadas lomas de Sierra Maestra y las Dos Bocas 
donde se plantaron algodoneras y cafetales. 

De este modo con la extensión y mejora del cultivo del café se abrieron nuevos ve- 
neros & la riqueza de la Isla; la exportación de este grano, que antes no habia llegado á 
8.000 arrobas, á los dos años de la venida de los franceses de Santo Domingo pasó la co- 
secha de 80.000 al año, ascendiendo en los seis siguientes & mas de 300.000. 

• La ciudad de Santiago de Cuba recibió también mejoras y aumentos muy notables 
con la multitud de casas fabricadas de nuevo por los franceses emigrados, particular- 
mente en el barrio de la Marina, adelantando al mismo tiempo la civilización con el ejem- 
plo, las costumbres y trato con los huéspedes, quienes supieron pagar con usura la hospi- 
talidad y franca acojida que seles diera. 

En atención & tan palpables ventajas el Sr. D. Carlos IV autorizó al Capitán Gene- 
ral de la Isla para que concediera en su Real nombre cartas de naturaleza a los que qui- 
nasen fijar en ella su residencia, habiéndose despachado entonces un gran número de es- 
tas cartas á favor de emigrados franceses. 

Los lamentables sucesos ocurridos en la Corte en 1808, el viaje de la familia Real 
de España & Bayona y abdicación de los derechos al trono español en favor de Napoleón 
1.°, el glorioso levantamiento en masa de toda la Península con el usurpador iniciado he- 
roicamente en Madrid en 2 de Mayo, la proclamación del Sr. D. Fernando VII con los 
aprestos para una guerra con el Capitán del Siglo y creación de la Junta de Gobierno en 
8evilla, que se tituló Suprema, existiendo otras en algunas provincias, llegaron & cono- 
cimiento del Marqués de Someruelos.^ Este al principio tuvo el pensamiento de someter 
la lila 61a junta que se titulaba Suprema: algunas personas influyentes pretendían se 
ereara otra junta en la Habana, como se habia hecho en las demás provincias del reino; 
pero aquel jefe no se decidió por ninguna de estas medidas, considerando mas prudente 
esperar nuevas noticias. Sin pérdida de tiempo publicó una proclama exponiendo since- 
ramente los gTaves acontecimientos de la Metrópoli y exhortando al vecindario i perma- 
necer fiel & ésta. Reunidas las autoridades en la Sala Capitular con las primeras corpo- 
raciones en junta extraordinaria, todos los asistentes juraron mantenerse fieles al lejítimo 
Monarca y sacrificar hasta sus vidas, en caso necesario, para conservarle la Isla de Cuba. 

No habiendo tropas suficientes para la defensa de algún ataque exterior y para la 
conservación del orden interior, el Capitán General organizó en cada uno de los diez y seis 
barrios de que se compone la capital una compañía de vecinos honrados con el nombre de volun- 
tarios de Fernando* V II para que compartiesen sus servicios con las fuerzas de la guarnición. 

4 
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Creada la junta central en Madrid para gobernar el Reino en nombre del lejitimo 
Soberano durante su cautividad, el Marqués de Someruelos se prestó de buen grado a 
reconocer y acatar la Autoridad Suprema de dicba junta. 

Con motivo de la guerra con la Francia túvose por incompatible ó & lo menos por 
muy peligrosa á la seguridad de la Isla la permanencia en ella y necesaria la salida de los 
subditos de aquella potencia, que ya se ha visto componían un crecido número y que ha- 
bian cooperado con sus conocimientos agrónomos y su constancia en el trabajo al aumen- 
to de la riqueza que se disfrutaba. Surjió* de aquí un grave conflicto entre las exij encías 
de la política y consiguiente interés dé la tranquilidad pública y el bienestar y prosperi- 
dad del país unidos á los sentimientos de humanidad. Según las primeras no parecía 
prudente dejar unos individuos que debían considerarse enemigos de España, mientra 
que la justicia, la buena administración y el interés de la Isla aconsejaban su perma- 
nencia. 

En estas circunstancias el Capitán General se decidió por una medida conciliatoria, 
cual fué, que no se expulsaran los franceses que habían obtenido cartas de naturaleza, 
ni á los que por sus buenos antecedentes y arraigo no inspiraban recelo, creándose jun- 
tas en la& cabeceras de los distritos de gobierno, presididas por las autoridades locales y 
compuestas de funcionarios públicos para que determinasen sin apelación los que debían 
salir. Sin embargo, la historia, juez imparcial, no califica de justas todas las decisiones que 
recayeron sebre tan importante asunto, lo que no es de estrraftarse de la humana fla- 
queza, así como aplaude la cordura conque el Gobernador de Santiago de Cuba Brigadier 
Kindelan dulcificó el rigor de la expulsión. Sensible es ciertamente que con ella hubiese 
perdido la agricultura de la Isla mas de 6.000 habitante* laboriosos (1), y que en la Ca- 
pital hubiesen ocurrido desórdenes contra éstos, causados por la ínfima clase saqueando 
las casas de seis franceses, y privando de la vida á uno que intentó defender sus propie- 
dades. 

Por consecuencia de las vijentes prohibiciones de todo tráfico con el extranjero, que 
atrajeron la represalia de los Estados-Unidos y de la interrupción de las comunicacio- 
nes con la Península, cuyos puertos se hallaban casi todos ocupados por los franceses, 
no había importaciones en la Isla y sus frutos carecian de salida con notable detrimento 
del Erario, del comercio y de la agricultura, habiéndose demolido mas de 50 injenios. 
Resultó de esta situación una gran crisis que presajiaba mas grandes y trascendentales 
desastres, los cuales se hubieran realizado á no ser por la ilustrada entereza del Marqués 
de Someruelos y del Intendente Aguilar, quienes suprimieron los derechos de las escasas 
importaciones de la Península y permitieron las de las mercancías de los estados de la 
Union americana. Franquicias en favor del comercio y de la agricultura que fueron de 
utilidad para la Hacienda y al mismo tiempo contribuyeron á la riqueza de la Isla, ca- 
yos habitantes se habían hecho merecedores & aquellos beneficios. 

Notable fué y muy digno de elojio el entusiasmo desplegado por la Santa causa de 
la independencia nacional en que se veía empeñada la Metrópoli, haoiéndolo patente 
aquellos habitantes de todas las clases de la sociedad con socorros en alhajas, tabacos, y 
otros en efectos, condonación de créditos y sueldos y ascendido la suscricion solamente 
en numerario en 1808 á mas de 200.000 pesos. No ha sido esta la úuica vez que los ha- 
bitantes de la.grande Antilla han demostrado su amor y lealtad á la madre Patria; es- 
tando aun recientes las relevantes pruebas de estos nobles sentimientos con motivo de la 
guerra de África. 

Prudencia suma y la mas esquisita vijilancia necesitó emplear en los últimos afios 
de su gobierno aquel jefe. No podía ser mas crítica la situación: por un lado los 
partidarios del intruso José Bonaparte trabajaban por someter la Isla á su dominación 
harto odiosa, enviando al intento emisarios, uno de los cuales, Rodríguez Alemán, fué 
descubierto y ejecutado; y por otro la revolución que había estallado en algunas posesio- 
nes de la América española atrajo á la Habana muchos empleados de aquellos puntos 
que exijian socorro del Erario, habiendo emigrado también á la capital un crecido nú- 
mero de personas, algunas de ellas inoculadas con las ideas de independencia; y hasta en 
los esclavos se notaron síntomas de rebelión, descubriéndose la conspiración de Aponte, 
que con sus cómplices sufrió el condigno castigo. El celo del Capitán General salvó la 

(1) Ir. Pipoda, ¿te* (Utli&tBMBtt citada. 
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Ida de tan oomprometida situación; habiendo dorado su gobierno cerca de 13 años, y 
debiendo calificarse de beneficioso á la Isla, atendidas las circunstancias extraordinarias 
por las cuales atravesó, no siendo de censurarse por algunos desaciertos en que involun- 
tariamente incurriera, 

XXVII. 

Kl de su sucesor Teniente General del ejército y de la Armada D. Juan Ruii de 
Apodaca unido & la comandancia general de Marina, iniciado en 12 de Abril de 1812, 
casi nada ofrece importante á nuestro propósito; pues fueron pocas las disposiciones quo 
en su época se dictaron. 

En ella se publicó en la Habana la constitución política de 1812. fruto de las elu- 
cubraciones de las célebres Cortes de Cádiz. Este sistema produjo en la Isla malos resul- 
tados, asi por el desenfreno de la imprenta, que solo sirvió para dar pábulo á las pasio- 
nes, como por los disturbios ocurridos en las juntas electorales. Aquel sistema se suprimid 
durante el mismo gobierno. 

Aunque por la salida de los franceses babia decaído el cultivo del café, tomó tal in- 
cremento el de la caña que la exportación del azúcar, . que basta entonces solo babia 
llegado á cinco millones de pesos, se elevó considerablemente y creció también, como era 
natural, la importación de los artículos de consumo, apesar de las trabas que ligaban al 
comercio. 

XXVIII. 

El 2 de Julio de 1816 se hizo cargo del gobierno el Teniente General D. José Cien- 
fuegos y Jovellanos. 

A su ingreso llamó particularmente la atención de este jefe la policía de arden y 
seguridad pública. Tanto en las poblaciones, como en los campos había un gran número 
de personas sin arraigo, ni ocupación honesta, entregados á la vagancia, viviendo del 
juego que entonces era tolerado y público ó de otros medios reprobados, estando plagada 
la ¿la de ladrones y salteadores que hacian inseguro el tránsito por los campos. El Ge- 
neral Cienfuegos con el objeto de reprimir y extirpar crímenes tan escandalosos y resta- 
blecer la seguridad de las vidas y propiedades, dividió nuevamente la capital y los pue- 
blos en cuarteles ó barrios, constituyendo inspector de cada uno de éstos á un rejidor, 
poniendo á sus órdenes los comisarios y tenientes de policía y haciendo á dicho concejal 
responsable de los excesos que en su demarcación se cometieran; al mismo tiempo ordenó 
que una ronda recorriese las calles durante la noche para la debida vijilancia, compues- 
ta aquella ronda de vecinos honrados, sin que ni aun los de mas alta categoría pudieran 
eximirse de este servicio y aun el mismo Capitán General, apesar de sus graves atencio- 
nes, para dar ejemplo, concurría á las de su barrio. 

Respecto á los campos dispuso que los capitanes y tenientes de partido elijieran ca- 
bos de ronda jóvenes, que remunerados, mediante una contribución sobre la propiedad 
rural, formasen partidas para la constante persecución de los malhechores, dándoles ade- 
mas una cantidad por cada uno que aprehendieran. Estas providencias produjeron por lo 
general buenos resultados; si bien en algunos puntos esas mismas, partidas causaron tan- 
to daño como los criminales que estaban encargados de perseguir. ; Funesto resultado 
de la inmoralidad ! 

En el ramo de Hacienda, se establecieron dos mas intendencias de provincia, una 
en Puerto-Príncipe y otra en Santiago de Cuba, quedando la de la Habana unida 6 
la Superintendencia, que también se erijió como autoridad Superior de las dos espresa- 
das intendencias. El primer Superitendente fué el Sr. D. Alejandro Eamirez, empleado 
celosísimo de acrisolada probidad y dotado de profundos conocimientos en la ciencia 
económica. 

Hasta esa época la introducción de esclavos africanos habia sido el principal medio 
de surtirse de brazos para la agricultura en esta Isla; pero las grandes Potencias euro- 
peas no pudieron desconocer ni prescindir de la urjente necesidad de hacer desaparecer 
un tráfico tan contrario á los sentimientos de humanidad, á las máximas del cristianismo 
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y eVloe adelantos de la civilización, y en el tratado de París de 1614 ae estipuló en ex- 
tinción. Posteriormente por el celebrado en 30 de Mayo de 1817 entre el 8r. D. Ferata- 
VII y el Gobierno de la Oran Bretaña quedó abolida la trata en los dominios espaló- 
les, estableciéndose dos tribunales conocidos con el nombre de comisiones mixtas, uno en 
Sierra Leona posesión inglesa de África y otro en la Habana compuestos de jueces de una 
y otra Nación para conocer y fallar las causas de apresamiento de los africanos que ee 
trataran de introducir. 

Además del arreglo de la policía de seguridad dictó el General Cienfuegos otrt 
providencia muy beneficiosa. Este celoso Jefe y el Superitendente Ramiros, usando de 
k autorización de que los había revestido el Gobierno Supremo para procurar el incre- 
mento de la población blanca, acojieron el proyecto que les fué presentado por el corone] 
B. Luis De-Clouet, rico emigrado de la Luisiana, para colonizar á las marjenes de la es- 
paciosa bahía de Jágua, que forma uno de los mejores puertos de la Isla circundado de 
feraces terrenos a propósito para grandes establecimientos agrícolas y para fundar ubi 
población numerosa. La constancia del empresario justamente premiada con el titulo de 
Conde De-Clouet y la protección franca y decidida de aquellos dos Jefes tuvieron el mas feia 
éxito, siendo ese territorio uno de los mas ricos y continúan cada dia en mayor auje la 
agricultura, el comercio y la población, que en reconocimiento al Jefe que con tanto 
empello se consagró & su fomento lleva el nombre de Cienfuegos. 

Este mismo Capitán General protejió el adelanto de Nuevitas en la jurisdicción de 
Puerto-Príncipe, habiendo sido habilitado anteriormente aquel puerto, por donde ee 
exportan las producciones de ese territorio conocido desde la conquista con el nombre 
indíjeno de Camagüey. 

Coliiése de lo expuesto que el gobierno del General Cienfuegos, aunque breve, ee 
biso notable y produjo buenos resultados por su decidido celo por el orden público y po- 
licía de seguridad, así como por los adelantos de la Isla en la colonización. 

XXIX. 

Casi ningún interés ofrece para nuestro propósito el Gobierno del Teniente General 
D. Manuel de Cajigal, que en 29 de Agosto de 1819 tomó posesión de su empleo. 

Los primeros nueve meses transcurrieron sin que tuviese lugar hecho alguno im- 
pértante; pero en 1820 la noticia de la publicación en la Península de la constitución de 
1S18. propalada en la Habana dio m&rjen a que la guarnición secundada por «1 paisana- 
je indujeran al Capitán General, que se hallaba á la sazón enfermo, á que antes de reei- 
birse la comunicación oficial, se restableciese en la Isla aquel sistema de gobierno. 

Reprodujese entonces el desenfreno de la prensa, que se desató comodantes en dic- 
terios y calumnias contra las autoridades y personas mas respetables y volvieron las aji- 
taeieaes de la pasada época constitucional á consecuecia de las sociedades secretas que 
se instalaron y de algunos adictos a la independencia. 

XXX. 

fin 3 de Mano de 1821 se encargó del mando de la Isla el Teniente General D. 
Wieolás Mahy anciano Venerable, bien quisto y de suaves modales. 

a Conociendo k indisciplina del ejército, se propuso remediar tan grave mal é biso 
remitir & la Península con sus causas los jefes y oficiales procesados por aquella falta. 
He se le ocultaba tampoco el desorden de la milicia nacional, y al mismo tiempo que le 
most*e%a deferencia, le impuso un reglamento que determinaba la manera de hacerse el 
mnfeiaso eon vecinos acomodados y pacíficos y de practicarse la elección de los jefes y 
<dtaaW, declarando dicha milicia sujeta en los actos del servicio á las ordenauas del 
*j4r<*to. 

Harto crítica era en aquellas circunstancias la situación de la Isla. La revolución 
acababa de estallar en Méjico, siguiendo el ejemplo de las otras posesiones de la 
mériea española, hiao que vinieran á la Habana muchos empleados emigrados de aquel 
territorio, continuando la llegada de las otras provincias que traían el germen de las ideas 
revolucionarias, siendo quisas emisarios algunos de ellos. 
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Por otra parte el réjimen constitucional daba ocasión & que siguiesen los desórdenes 
j tumultos en las elecciones populares, loe abusos de la imprenta y las maquinaciones de las 
sociedades secretas. En medio de tantos peligros tuyo el General Mahy que valerse de 
toda su prudencia y firmeza para conservar el orden y la unión á la Metrópoli, sin em- 
bargo de c¿ue, según informó á S. M. la gran mayoría de los cubanos en proporción de 
un noventa por ciento eran leales y adictos al Trono. 

Concretados pues sus esfuerzos ¿ conservar el Gobierno español en la Isla en medio 
de tantos elementos contrarios, faltóle tiempo á este digno jefe para adoptar medidas 
administrativas, excepto las muy necesarias para reprimir los asesinatos y robos que se re- 
petían en la capital y en las poblaciones inmediatas, y no bastando las rondas estableci- 
das por su antecesor, creó el General Mahy la partida llamada de Armona. 

Dicho General falleció en la Habana el 22 de Julio de 1822. Su gobierno fué bue- 
no, pues prestó el importante servicio de mantener la Isla bajo la dependencia de Espa- 
ña en las comprometidas circunstancias ocurridas en su tiempo. 

Por muerte del General Mahy, recayó el mando interinamente en el Sub-inspector 
Segundo Cabo Brigadier D. Sebastian Kindelan, cuyo período de tiempo nada ofrece 
interesante & nuestro propósito; habiendo sido notable por un acalorado tumulto que sur- 
jió en las elecciones populares, en el cual estuvo próximo un rompimiento entre un bata- 
llón de la milicia nacional y otros cuerpos y paisanos armados, sin haberse podido resta- 
blecer el orden sino por medidas conciliatorias acordadas en una junta de comisiones de* 
los mismos cuerpos, i las cuales tuvo que sucumbir aquel jefe, no dejando quizas en buen 
lugar la autoridad en obsequio de la .tranquilidad de la Isla. 

XXXI. 

En 2 de Mayo de 1822 ingresó en el Gobierno superior y Capitanía General el Ma- 
riscal de Campo I). Francisco Dionisio Vives. 

. La Isla, aunque tranquila en la apariencia, abrigaba, como acabamos de ver, gran- 
des gérmenes de perturbación. La afición á las sociedades secretas se había propagado, 
principalmente en la Habana, existiendo además las de fracmasones, las políticas titula- 
das de aniüeros, de comuneros y de soles de Bolívar. El General Vives tuvo que vigilar- 
las & todas y en particular ú, esta última, que tenia por objeto la independencia; habien- 
do encargado & uno de los alcaldes de la capital, que tenia noticias del proyecto, la ave- 
riguación sumaria. Se descubrió un vasto plan de conspiración, á cuya cabeza estaba don 
Francisco Lemus, que fué preso y enviado á la Península con algunos de los otros cons- 
piradores, habiéndose constituido en la Habana una sala de la Real Audiencia de Puer- 
to-Príncipe prra conocer y fallar tan complicada causa, en la cual resultaron condenados 
varios de los procesados á prisión y muchos á estrañamiento de la Isla. Dos fueron prin- 
cipalmente los maliciosos pretestos urdidos para ganar prosélitos los conspiradores; el 
primero, la invasión de los franceses en la Península para derrocar la constitución de 
1812; y el segundo la noticia pérfidamente difundida de que la Isla habia sido vendida 
á la Inglaterra. Por la suma prudencia, actividad y acierto con que se manejó en esta 
ocasión el General Vives se logró sin medidas rigorosas sofocar este incendio que ama- 
gaba devorar la rica Antilla. (1) 

Igual circunspección observó en la ejecución del Real decreto que abolia la consti- 
tución, disponiendo que en el silencio y oscuridad de la noche anterior á la publicación 
del Real decreto fueran arrancadas de las plazas y otros sitios de la ciudad las lápidas 
alusivas á aquel régimen, lo cual, si se hubiera verificado á la luz del dia, hubiera dado 
lugar á desórdenes por la gente revoltosa. Merced a esta precaución, y á la sensatez del 
vecindario no se alteró entonces el sosiego público. 

Por este tiempo se adoptaron providencias con buen éxito paradla persecución de 
los corsarios colombianos que perjudicaban al comercio de la Isla. 

Establecióse también en la Habana la comisión militar ejecutiva permanente para 
conocer y fallar en las causas de conspiración y rebelión, como también en las de saltea- 
miento y robo en despoblado. 

Con el aumento de las fuerzas militares, la afluencia de empleados emigrados de di- 
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ferentes puntos de América y los auxilie* que se remitían á San Juan de Ulüa y á Puer- 
to Cabello «e interrumpió la regularidad en el desempeño de las cargas del Tesoro pú- 
blico debida al superintendente Ramírez. A su muerte obtuvo tan importante destino 
el Sr. D. Claudio Martínez de Pinillos, conde de Villanueva, quien en poco tiempo logró 
aumentar las rentas en cantidad suficiente para cubrir aquellas crecidas cargas, quedan- 
do un cuantioso sobrante. 

Llamó de preferencia la atención del General Vives la necesidad de elaborar un 
plan de fortificación y defensa de la Isla y la organización de un ejército respetable por 
su número y disciplina. 

Ambos proyectos fueron llevados á cabo; pues además de la tropa de línea hiio for- 
mar ocbo escuadrones de milicias de caballería. 

Y para el plan de fortificación reunió por medio de Jefes y Oficiales entendidos loa 
datos geográficos y demás noticias que se requerían para tan interesante obra, la cual tu- 
vo cumplida ejecución con una nueva división territorio en tres departamentos, que no 
ba subsistido, prevaleciendo la primitiva, hecha solame te en dos, que t»on el occidental 
y el oriental. 

Asimismo se dio á luz la gran carta geográfica de »a Isla, impresa en Barcelona, 
trabajo importante y necesario. 

Publicóse el censo de población practicado en 182' según el cual ascendió la totali- 
dad de ella á 704,487 individuos, siendo los blancos 31x,05i, libres de color 183,290 y 
esclavos 280,942. 

Se rundo por esta época la colonia nombrada de la Reina Amalia en la Isla de Pi- 
nos, dándose á la población el nombre de Nueva Gerona. Esta colonia no ha dejado de 
tomar algún incremento; siendo su territorio á propósito, según tenemos indicado, para 
la crianza de ganados y produciendo maderas, alquitrán y mármoles y pescándose en sos 
costas el carey. 

En el afío de 29 fué descubierta la conspiración del Águila Negra, última ten- 
tativa de los mejicanos para lograr la independencia de la Isla. El General Vives se 
mostró en esta ocasión tan humano como en la de los Soles de Bolívar; pues habiendo 
sido condenados á muerte algunos de los procesados y otros á distintas penas, obtuvo el 
indulto de todos de la clemencia soberana. 

Asimismo dispensó marcada protección á la casa de Beneficencia. 

Durante su administración se mejoraron los paseos y el teatro y se levan- 
tó el templete de la Plaza de Armas donde estaba una antigua ceiba, bajo cuya sombra 
han creído algunos se celebró por primera vez el Santo Sacrificio de la Misa á la llegada 
de los españoles á esta parte de la Isla. 

De lo referido acerca del gobierno del General Vives se deduce que este jefe se 
distinguió por su consumada prudencia, tino y eficaz actividad en sofocar el espíritu de 
partido y destruir los diferentes planes revolucionarios, manteniendo la unión de la rica 
Antilla á la Madre Patria, campeando siempre la benignidad de su carácter y marcada 
repugnancia á medidas de rigor; y que también prestó útiles servicios en los trabajos de 
fortificación, en los geográficos estadísticos, en la organización de un ejército y forma- 
ción de un plan de defensa general de la Isla, teniendo buenos resultados su gobierno; 
.si bien en lo concerniente al ramo de policía de seguridad, fuerza es lamentar los repeti- 
dos ataques contra la vida y propiedad do los vecinos, que en los últimos años de su go- 
bierno se experimentaron en la Habana y en sus inmediaciones, á despecho de la recti- 
tud de los principios de aquel digno jefe, de su moralidad y sanas intenciones. 

Al admitírsele la dimisión que ya habia hecho otras veces lo premió el Gobierno 
con el título de Conde de Cuba. 

XXXII. 

Al General Vives sucedió en el mando de la Isla en 1832 el Teniente General D. 
Mariano Ricafort. 

A su llegada la capital y los campos circunvecinos presentaban un triste cuadro por 
los robos y asesinatos <jue con frecuencia se perpetraban. Habiendo publicado el nuevo 
Capitán General una circular, en que adoptaba varias providencias para reprimir aque- 
llos excesos, no consiguió el objeto deseado, 
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En el mismo ano se emprendió por el Superitendente Conde de Villanueva y por la 
Junta de fomento de agricultura y comercio la importante obra del acueducto de Fernan- 
do VII para conducir á la Habana por cañerías de hierro las aguas del rio Almendares, 
llevándose á cumplida ejecución cod notoria utilidad del vecindario. 

El suceso mas notable y de triste recuerdo de esta época fué la invasión que en 
Febrero de 1 833 sufrió la Habana por primera vez de la terrible epidemia del cólera- 
morbo asiático, la cual se propagó en casi toda la Isla con pérdida de mas 30.000 indi- 
viduos, extendiéndose los estragos ¿ los injenios y cafetales con gravísimo menoscabo de 
la agricultura. El Ayuntamiento y el Consulado de comercio, á propuesta de las autori- 
dades, abrieron una suscricion para el socorro de los pobres en tan espantoso conflicto, 
aumentada por la Hacienda pública y con los expolios de tres últimos Prelados de la 
Isla. 

En el mismo año ocurrió la muerte del Sr. D. Fernando VII, suceso que ningún 
trastorno produjo en la Isla, en la cual fué proclamada por lejítima Soberana 8. M. D* 
Isabel II con 1 general entusiasmo. 

XXXIII. 

En 1.° de Junio de 1834 llegó á la Habana y comenzó á ejercer el mando el suce- 
sor del Sr. Ricafort Teniente General D. Miguel Tacón. 

En este tiempo y por orden de la Reina madre Gobernadora del Reino D$ Maria 
Cristina de Borbon fué promulgado el Estatuto Real, cuyo réjimen político se puso des- 
de luego en planta en esta Isla, nombrándose para el Senado los Proceres correspon- 
dientes á la misma, que lo fueron el Capitán General, los Condes de Villanueva, de Fer- 
nandina y de O-Reylli y el Marqués de la Candelaria de Yarayabo, y habiendo sido 
electos para el Estamento popular el Sr. D. Andrés de Arango, hoy Senador, D. Juan 
Montalvo y Castillo, D. José Serapio Mojarrieta, D. Prudencio de EchavarriayO-Gaban 
y D. Juan Kindelan. 

Hase indicado ya el estado deplorable en que se bailaban la capital, como también 
otras poblaciones y los campos en cuanto á la inseguridad de las vidas y propiedades de 
los habitantes. El perspicaz y recto General Tacón descubrió desde luego el oríjen y 
causa de tan graves males. <rNo bajaban de 12.000, se dice en la memoria publicada sobre 
su gobierno, las personas que sin bienes ni ocupación honesta vivían en la capital de las 
casas públicas de juego, asi blancos como libres de color y esclavos, y no pocos los que en- 
contraban medios de subsistencia en las estafas de todas especies y hasta en el mismo fo- 
ro, ejerciendo unfs veces las funciones de testigos falsos y otras la de alterar la paz de las 
familias, atacando á ciudadanos pacíficos que por no verse envueltos en los males irrepa- 
rables de un pleito destructor compraban de los agresores la tranquilidad á un gran 
precio.* 

«El no haber mas aj entes de policía, (continúa la memoria), que los comisarios de bar- 
río nombrados por los Ayuntamientos y aprobados por el Capitán General, dependientes 
estos ajentes de loe Regidores inspectores de cada barrio y el gran número de alguaciles 
comisionados de justicia, algunos de los cuales habían estado en presidio y que causaban 
«torsiones al vecindario, contrib'úa á aumentar el mal. A la voz de ladrones todo el 
mando cerraba sus puertas; nadi< se prestaba á declarar, aunque presenciara los hechos 
criminales por temor á los malva os, y los vecinos sufrían en silencio las estafas y per- 
juicios por este mismo temor ó p rque no esperaban él castigo de los culpables. También 
dentro y fuera de la capital abun< iban los perros, muriendo de hidrofobia en 1833 veinte 
y dos personas. Las gentes de á « aballo y volantes de alquiler atropellaban á los tran- 
seúntes; y los negros con el canto estrepitoso del peso del azúcar molestaban al vecinda- 
rio, escandalizando las blasfemias y palabras obscenas pronunciadas por las gentes de co- 
lor en las calles y plazas y aun á la entrada de los templos. Las plazas del mercado eran 
un hacinamiento de escombros y de basura, como también las calles llenas de inmundi- 
cias, resintiéndose la policía de alimentos del mayor abandono; y por último el furor por 
el juego de azar del monte, de roleta, de lotería en cartones, dados y otros, había llega- 
do al mas alto grado de desenfreno; en las casas particulares, en las calles y plazas con 
motivo de las llamadas ferias, y que eran las fiestas religiosas, se jugaba con toda publi- 
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cidad por los jóvenes, por la gente de color de todas clases y esclavos: en las casas públi- 
cas se jugaba á todas ñoras hasta con autorización del Gobierno (de la Isla) bajo el pro- 
testo de suministrar auxilios los empresarios para la casa de Beneficencia y contribuir á 
otras obras piadosas. Ya pueden considerarse las consecuencias desastrosas de este desen- 
freno, foco inmundo de vagancia y origen de toda clase de vicios, males tan arraigado? 
que se creían irremediables.» 

El General Tacón ofreció cortarlos de raiz, y el éxito demostró que no fué vana su 
promesa. 

Combatió aquellos males con inflexible tesón, y sin recurrir á providencias nuevas, 
sino haciendo cumplir con entereza las disposiciones legales, logró restablecer el orden j 
restituir al vecindario la seguridad de las personas y bienes, ventajas sociales de que an- 
teriormente se careciera. 

Nombró por sí mismo los Comisarios y Tenientes de policía, imponiéndoles la obli- 
gación de darle cuenta diariamente bajo su responsabilidad, de cuanto ocurriere en sn 
barrio digno de atención. 

Suprimió las partidas llamadas impropiamente de policía que desde la época del 
General Mahy se habían convertido sn encubridoras de delitos, disponiendo que los Co- 
misarios y Tenientes rondasen al amanecer, y desde el anochecer con soldados de los 
cuarteles inmediatos: estableció el cuerpo de serenos, institución desconocida hasta en- 
tonces en la Habana, compuesto dicho cuerpo de soldados licenciados del servicio mililar 
con buena nota, el cual inspiró gran confianza y produjo la tranquilidad en el vecindario, 
habiendo sido después adoptado en las principales poblaciones de la Isla. 

Ya hemos visto que el General Tacón cifró todo su empeño en el exacto cumpli- 
miento de lae leyes, recordando por medio de bandos y circulares las Reales pragmáti- 
cas sobre armas prohibidas, y sobre juegos de azar, y ordenando la persecución de los 
asesinos, ladrones y vagos, incluyendo en este nrúmero á los temibles picapleitos 6 pape- 
listas, que fomentando las discordias de las familias en el foro las arruinaban con litigios 
los mas injustos. Estableció un juzgado privativo de vagos, del cual se constituyó juez, 
nombrando delegados en las demás poblaciones. 

Infundió confianza en los que antes se retraian de comparecer en juicio á denun- 
ciar 6 declarar sobre los delitos que habían presenciado, á fin de que depusieran todo te- 
mor los ofendidos y ocurrieran á los tribunales á pedir el escarmiento de los criminales, 
en la seguridad de alcanzarlo, y hasta logró que los vecinos, haciendo causa común con- 
tra el malvado se opusieran á su fuga y los persiguieran de la manera que les era posible 
hasta conseguir su captura. 

Hizo procesar á algunos Jefes militares conocidos por sus malos antecedentes y con- 
finó en la Península cierto número de vagos y gentes de mal vivir. Estas medidas fueron 
censuradas por algunos y calificadas de arbitrarias; pero es lo cierto que el Supremo Go- 
bierno no las desaprobó, y que según la creencia general influyeron eficazmente en que 
desaparecieran los escándalos y renacieran la moralidad y el orden. 

En los día 17 y 19 de Junio de 1835 hubo levantamientos de esclavos en algunas 
fincas de campo, los cuales fueron prontamente sofocados y en 25 de Julio siguiente va- 
rios negros en el Barrio del Horcón extramuros de la Habana se sublevaron, cometiendo 
todo linaje de excesos; pero atacados y vencidos inmediatamente por un destacamento de 
lanceros y algunos paisanos, fueron aprehendidos y juzgados sin demora por la comisión 
militar, ejecutándose la sentencia de muerte de los culpables á los cuatro diás de perpe- 
trado el crimen. 

En 1836 los sucesos de la Península, donde había estallado la guerra civil desde h 
muerte del Sr. D. Fernando VII por las pretensiones al trono espaftol del ex-infante D. 
Carlos su hermano, anunciándose allí síntomas de un cambio político, siendo los princi- 
pales, los pronunciamientos en las provincias contra el Gobierno durante el ministerio 
del Conde de Torreno y el establecimiento de juntas revolucionarias precursoras del mo- 
vimiento de Aranjuez, cuyo resultado fué que la Reina Gobernadora restableciera en el 
mes de Agosto la constitución de 1812. 

. El General Tacón, que ya de antemano había mostrado su oposición 4 las re- 
formas iniciadas en la Metrópoli por el temor de que causarían perturbaciones trascen- 
dentales en la Isla, que al fin produjeran' la independencia, mal podría convenir 
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«n Me aquel réjimen mas amplio y con mas tendencias democráticas se plantease 
en ella. 

Empero el Mariscal de Campo D. Manuel Lorenzo, Comandante General del de- 
partamento Oriental y Gobernador de Santiago de Cuba, con la noticia que allí se tuvo 
del referido cambio político ocurrido eu la Península, hizo publicar en el territorio de su 
mando la constitución y restablecer la diputación provincial, el Ayuntamiento y todo lo 
concerniente á aquel réjimen y hasta se preparó para hacer resistencia al Capitán Gene- 
ral Tacón; que bien sabia no habia estar de acuerdo con el nuevo sistema dé go- 
bierno. 

No nos detendremos en los hechos consecuentes á tamaña novedad, ni consignare- 
mos aquí sus detalles, por ser ajeno de este trabajo, así como el ocuparnos de las medi- 
das adoptadas para sofocar ó impedir aquel movimiento, que el General Tacón estimo* de 
grave trascendencia en los destinos de la Isla. Por fortuna el nuevo orden de cosas ño 
encontró eco en la mayoría del vecindario de Santiago de Cuba, ni en su guarnición, 
que abiertamente manifestó que no se batiría con sus hermanos que componían la colum- 
na que preparaba el Capitán General para atacarlos. Todo esto obligó al General Loren- 
zo a entregar el mando al Brigadier D. Santiago Fortun, facultado por el General Tacón 
para encargarse de él, como lo hizo, partiendo Lorenzo de aquella ciudad con su* ma¿ 
acalorados parciales; de manera que las cosas habian ya vuelto á su estado normal cuando 
salió de la Rabana la mencionada expedición. 

desembarazado el General Tacón de las ocurrencias de Santiago de Cuba, siguió sü 
plan de reformas. ' 

Las calles de la capital fiíeron mejoradas por efecto de sus providencias con notable 
economía, empleándose los arbitrios de la marca de carruajes y de fajina: se empedraron 
lis calles, no con adoquines firmes, sino rellenándolas de menudas piedras, como venia 
practicándose de años atrás, hasta 185.000 varas cuadradas próximamente y se constru- 
yeron 3270 varas de cloacas. Asimismo se limpió el Puerto de la Habana, faciéronse su- 
mideros en el interior de las casas y se adoptaron otras medidas de aseo, influyentes en la 
salud jpública, pues, como se asegura en la memoria citada, disminuyó la mortalidad. 

También llevó á cabo este infatigable administrador un proyecto del cual se habian 
ocupado ya algunos de sus antecesores, que fué la construcción de una cárcel. 

Las piezas bajas del palacio de gobierno destinadas al efecto ofrecían gravísimos 
inconvenientes, tanto por hallarse en un punto céntrico de la ciudad, como por la estre- 
ches de aquellas piezas, donde hacinados los encarcelados en crecido número, hacían 
aquel lugar inmundo peligroso á la salud pública; siendo hasta impropio del objeto 
principal del edificio; habitación de la primera autoridad de la Isla, donde se hallaban 
también la Sala Consistorial y algunas oficinas públicas. Edificóse la nueva cárcel en un 
sitio apróposito por su aislamiento y por su proximidad al mar en el llamado Campo de 
la Punta, quedando eñ poco tiempo construida con solidez y elegancia en un paraleló- 
gramo de W varas de frente sobre 140 de fondo, al cual se agregaron dos cuarteles pa- 
ra el prendió; siendo este edificio por su capacidad uno de los mayores de la Isla, sir- 
viendo la parte alta de cuartel & un batallón y habiéndose trasladado en eldiaáeste mis- 
mo edificio provisolnálmente el Hospital de Caridad de San Juan de Dios. 

A la decisión y firmeza del General Tacón se debió la reforma del alimento dé ltó 
presos que reclamaban imperiosemente la justicia y la humanidad. El contratista, á 
quien se pasaban cuatro reales de vellón diarios por cabeza, por un sórdido interés apenas 
les suministraba por valor de un real. Aquel jefe hizo rescindir la contrata, impuso una 
nanita de 3.000 pesos al contratista, que tan mal habia cumplido su compromiso, y aún 
rebajando una cuarta parte de la cuota fijada; consiguió que á los infelices presos sé les 
diese un aliihento sano y suficiente. 

Hizo además construir eñ la capital, sin sacrificios de parte del Erario, varias obras 
públicas de gran importancia y que fuesen mejoradas otras. Se fabricó ün edificio para 
pescadería, bastante extenso, aseado y en un punto conveniente. 

El Gran teatro de Tacón, pues daba su nombre á las obras que hacia fabricar, para 
cuya construcción debida á su iniciativa, suministró brazos del presidio y otros auxilios, 
sin duda honra la memoria de tan actito Gobernador por la capacidad y hermosura del 
edificio, que no solo ' enrriqueció á la Habana con ese gran Coliseo, sino que el 
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barrio donde se construyó adquirid importancia por las magníficas casas que a sos inme- 
diaciones se han levantado. 

También se enrrejó y adornó en la misma línea de aquel teatro al costado del Pa- 
seo de Isabel II la extensa plaxa del Campo Militar con destinoá los ejercicios de las tro- 
pas. Hizo edificar extramuros el amplio mercado que lleva su nombre, circuido de esta- 
blecimientos de comercio é industria de diferentes clases. Concluyó un paseo al que igual- 
mente dio su nombre, en la prolongación de la antigua Calzada de San Luis Gonaága, hoy 
calle de la Reina, hasta las faldas del Castillo del Príncipe, y & la derecha la quinta de los 
Molinos para residencia de los Capitanes Generales en el verano é hizo también elevar 
un malecón que sirvióse de camino militar para el mencionado castillo; mas como por lo 
bajo del piso de aquella calle quedaban oscurecidas las casas y en parte obstruida la co- 
municación, a solicitud de los dueños de aquellas se mandó de Real Orden destruir el 
malecón. 

El antiguo mercado conocido con el nombre de la Plaza Vieja y el de la plaza del 
Santo Cristo, trasladado hoy al lugar en que estaba el polvorín cerca de la plazuela del 
Monserrate, fueron reconstruidos por contratas que produjeron muy buenos resultados 
tn la policía de abastos y salubridad, sobre cuyos ramos se dictaron las medidas mu 
oportunas. 

Y por último, los cuarteles y hospitales militares fueron mejorados, se abrió una de 
de las puertas de la Muralla, formándose la plazuela del Monserrate para la mas expedi- 
ta comunicación en el lugar que ocupaba la Ermita de este nombre, que con la misma 
advocación fué reemplazada después en el barrio de Colon, donde se erijió una parro- 
quia que ya el aumento del vecindario habia hecho necesaria. (1) 

A fin de Octubre de 1835 se terminó la cañería de hierro titulada de Fernando 
VII, que para surtirse de agua la capital habia emprendido el Superitendente Conde de 
Villanueva, de acuerdo con la Real Junta de Fomento de Agricultura y Comercio: se 
construyeron varios puentes públicos, se mejoraron algunos de los antiguos y se instala- 
ron ramales del nuevo acueducto para la distribución de las aguas en la ciudad. 

En 19 de Noviembre de 1837 se inauguró el camino de hierro de la Habana al 
Bejucal, y al cumplimiento del año siguiente se estendió hasta Güines y prolongado pos- 
teriormente hasta Matanzas y Cárdenas llega hoy ala Macagua. 

Al General Tacón & consecuencia de una desavenencia con el Superitendente, se- 
gún se cree, le fué admitida su dimisión; siendo patentes las muestras de singular apre- 
cio que se hicieron á su salida, principalmente el comercio de la Habana. S. M. premió 
sus eminentes servicios en el mando de la Isla con el Toisón de Oro y el título de Mar- 
qués, hoy Duquo de Cuba. 

En efecto, los servicios del General Tacón fueron eminentes y su gobierno uno de 
los mas beneficiosos á la Isla. La decisión, enerjía y dedicación incansable de este dig- 
nísimo jefe al mas exacto y leal desempeño de su elevado cargo son notorias, como igual- 
mente las grandes ventajas de distinto género que reportó el país de sus acertadas pro- 
videncias. Las leyes recobraron su imperio, la policía de orden y deseguridad de las per- 
sonas y propiedades se afianzaron, los crímenes fueron reprimidos, los vicios mas perju- 
diciales & la causa pública, como la vagancia y el juego se contuvieron y la moral se res- 
tableció, operándose un cambio radical en las costumbres: otros varios ramos de la admi- 
nistración recibieron reformas saludables, y en cuanto & mejoras materiales la Habana 
fué dotada de un considerable número de obras públicas de grande utilidad y ornato, 
que perpetuaran la memoria de este ilustre Gobernador, quien si en algunos caaos pudo 
proceder por informes siniestros ó equivocados ó incurrió en algún error, cuyas conse- 
cuencias no previera, no es posible desconocer la rectitud de sus intenciones encandilada* 
al cumplimiento de su deber y al bien de la Isla. En suma, este gobierno fué memorable 
y fecundo en distintas clases de mejoras. 

XXXIV. 

El Teniente General D. Joaquín de Espeleta, segundo Cabo déla Capitanía General 

(1) Bn U memoria citad* «carca del Gobierno del General Tacoo, pbedeft Teñe maa itonneodrea fcrÍBChwlsne&te joeie 
lejauM** matartalat. 
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de 1» Ida fué nombrado para suceder al General Tacón y tomó posesión el 16 de Abril 
de 1838. 

Lo mas notable ocurrido en este gobierno fué la instalación de la Real Audiencia 
Pretorial en la Habana para el departamento Occidental, quedando el Central que ha* 
bia entonces y el Oriental sujetos & la de Puerto-Principe, suprimida en 1853. 

XXXV, 

£1 10 de Enero de 1840 se encargó de la Capitanía General y Gobierno Superior 
el Teniente General D. Pedro Telles de Girón, Príncipe de Anglona y Marqués de Ja- 
▼mlquinto. 

Este jefe Be distinguió por la protección que dispensó & las artes: hizo donación & la 
Academia de dibujo de San Alejandro 'de una colección de hermosos cuadros de mucha 
estima y también favoreció la agricultura. 

Con su aprobación se estableció en la Habana la caja de ahorros, depósitos y des- 
cuentos por una sociedad anónima, primera de su clase en la Isla, institución que tuvo 
tan buena acojida del público que en los cinco primeros meses se depositaron en dicha 
caja 126.927 pesos por 175 depositantes. 

Se formó y publicó el censo de la población en 1841, dando un total 1.007,624 per* 
•onas, de las cuales eran 48.291 blancas, 152.838 libres de color y 436.495 esclavos, 
resultando un aumento en los catorce afios transcurridos después del anterior censo, de 
303.137 almas. 

Por este tiempo empezó & fomentarse el rico territorio de la Villa do Cárdenas, 
fundándose en él tan crecido número de injenios de primer orden: también se hicieron 
desde entonces mas frecuentes en la Isla los ensayos para la aplicación del vapor & la 
elaboración del azúcar; y por último se emprendieron mejoras en las principales pobla- 
ciones. 4 

XXXVI. 

En 6 de Marzo de 1841 aquel jefe fué relevado por el Teniente General D. Geróni- 
mo Valdés, nombrado por el Duque de la Victoria Bejente del Reino, quien además or- 
denó el revelo del Superitendente Conde de Villanueva, designando para sucederle 
D. Antonio La-Rua. 

Este jefe de Hacienda, de acuerdo con el Capitán General, llevó á cabo dos medidas 
trascendentales, una de ellas preparada ya por su antecesor. 

La primera fué el cambio de las pesetas IW»*^ sevillanas que corrían en la Isla 4 
dos reales fuertes ó sean 25 centavos de peso, cambio exijido ya con urjencia por la con- 
veniencia de reducir aquella clase de moneda & su verdadero ~a'or de veinte centavos de 
peso, y que por un abuso se habia introducido por el que entonóos tenia. 

Practicóse la operación de la manera mas conveniente, verificándose desde luego el 
cambio de partidas pequeñas y dándose cupones por las sumas mayores, que con el interés 
del seis por ciento fueron religiosamente reintegradas por medio de un impuesto en el dere- 
cho de importación. 

La segunda medida consistió en haberse encautado la Hacienda pública en esta Isla 
de loe bienes de las comunidades relijiosas de varones, suprimidas en virtud de un Real 
Decreto expedido hacia ya algún tiempo, y que no habia puesto en ejecución el Conde de 
Villanueva. 

En aquella disposición so consignó una pensión alimenticia & los religiosos exclaus- 
trados, y se destinó una cantidad mensuaTpara la conservación de los templos de los supri- 
midos conventos y sostenimiento en ellos del culto divino. Practicóse la venta de algunos 
de esos bienes con aplicación del producido & la Hacienda pública; pero la mayor parte que- 
dó sin enagenarse hasta que últimamente se ha dispuesto Ja venta de todos á plazos có- 
modos. 

Por orden del General Valdés, y con la cooperación del Real Acuerdo de la Au- 
diencia Pretorial, se formó, por una comisión y fué aprobado por el Gobierno un nuevo 
plan general de estudios en 1842 para esta Isla y la de Puerto-Rico, que introdujo no- 



tablea mejoras en la Universidad y en la enseñanza de los oolejios y escudas; cují* p¿an 
acaba de ser reformado con asimilación en lo posible a) vigente en la península en bene- 
neficio de la ilustración del país. 

También se publicó y puso en observancia con Real aprobación al bando de gober- 
nación y policía de 14 de Noviembre de 1842, que biso redactar aquel jefe, y se batta 
vigente con algunas modificaciones. 

El General Valdés fué generalmente apreciado y respetado por sus virtudes, resal- 
tando en él, entre otras, la rectitud, la moderación ) la generosidad. 

XXXVII. 

A consecuencia, de la caida del Duque de la Victoria el General Valdés y el Sune- 
ritendente La Rúa fueron relevados y repuesto en la Superitendencia el Conde de Vina- 
nueva. Encargóse del gobierno Superior de la Isla al Comandante General del agosta- 
dero I?. Francisco Javier - Ulloa, quien lo ejerció interinamente poco mas de un mes 
hártala llegada del Capitán General nombrado en propiedad Teniente General de. ejér- 
cito D. [Leopoldo O'Donnell Conde de Lucena, boy Duque de Xetuan y Capitán Gene- 
ral de ejército: aquel jefe tomó posesión en 20 de Octubre de 1849- 

A principios de esta época fueron rebajados los derechos de exportación al acucar 
y al cafe y se declaró libre la de la miel de purga y del aguardiente de caña. 

La ¿la sufrió varias calamidades, á las cuales supo hacer frente la administración 
aoertada y vigorosa del Capitán General O'Donnell; pues adoptó las medidas oportuna! 
que cada una requería. 

El afio d|6 1844 fué uno de los mas aciagos para esta Antilht. Una gran seca dismi- 
nuyó extraordinariamente las cosechas de azúcar: el cocus destruyó los naranjos en el de- 
partamento Occidental, y en el mes de Marzo se descubrió un vasto plan de conspira- 
ción de la gente de color en Matanzas, Cárdenas y otros puntos en que abundaban nu- 
merosas dotaciones de esclavos. Aquella trama, urdida á instigación de loe abolicionis- 
tas, tenia por objeto sublevarse los negros y mulatos contra la raza blanca, estando com- 
prendidos en la conspiración un crecido número de individuos de color libres, y figuran- 
do entre otros el poeta Gabriel de la Concepción Valdés, conocido por Plácido. Este con 
los otros cabecillas mas culpables fueron procesados, condenado? á muerte y ejecutados, 
y á un gran número de los demás se les sentenció á presidio y á extrañamiento de la 
181% con cuyo ejemplar castigo expiaron aquellos su crimen y se sofocaron las ideas y 
maquinaciones subversivas que se habia tratado de inculcar á esa clase de gente. De la- 
mentarse fué por una parte que la seguridad general y el cumplimiento de las leyes hu- 
biesen hecho necesarias las expresadas medidas de rigor y por la otra que sufriese menos- 
cabo ía producción agrícola por la falta de aquellos brazos. 

Además; en los 3ia4 y 5 de Octubre afligió á la parte Occidental de la Isla un terri- 
ble huracán qne ocasionó enormes estragos de todo género. Causó la muerte á mas de 
qen/rarónas y algunas quedaron heridas: en la bahía de la Habana se perdieron itó 
buqn^/ resultando 49 con averías: las casas y otros edificios de dicha capital y de las 
poblaciones inmediatas sufrieron grandes deterioros y se experimentó mucha pérdida de 
ganados y cosechas (1). Para reparar en cuanto fuese dable tantos daños, las autoridades 
Superiores declararon nbres de derechos de importación por seis meses varios comestibles, 
las tajbías, las alfajías y otros materiales de construcción, alzando la prohibición do reedi- 
ficar las casas de madera, y por medio de una suscricion se socorrió á los necesitados que 
mas habían padecido. 

En el mismo alo de 1844 se estableció en la Habana el Monte de Piedad por ini- 
ciativa del Suneritendente Conde de Yill*nueva. 

Las medidas mas notables adoptadas en 184$ fueron las siguientes. Se instaló en la 
capital el alumbrado de gas, que después se hizo estensrvo á las principales poblaciones de 
la Isla, de orearon las Tenencias de Gobierno de San Cristóbal, Sagua la Grande y San 
Antonio de los Baños, Se impuso la capitación sobre la servidumbre doméstica con el 
otjjeto de aumenta* pon estos fondos la población blanca. Se estableció en la Ha>ana la 
subasta 'ilel^ derecho de abastecer de carnes el mercado, acordándose la preferencia al que 

a) Arbofcya.Mum*ldekIíkdeOub*. 
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fe obligue & vender este artículo al precio mas bajo, cuyo método se llamó de alia y 
baja, el cual fué abandonado algunos años después. Se promulgó en 5 de Marzo la ley 
en que se determinaron las penas contra los culpables en el trafico de esclavos africanos, 
atribuyéndose el conocimiento y fallo de estas causas en primera y segunda instancia á 
las Reales Audiencias, Se erijieron en la Habana y en otras poblaciones las alcaldías 
majores, reforma importantísima de grande influencia en la buena administración de 
justicia, que mas adelante se hizo general en la Isla. Por último, fueron habilitados para 
el comercio los puertos del Mariel, Cárdenas y Sagua la Grande. 

En Matanzas ocurrió en el mismo afío de 46 un gran incendio, cuya pérdida en los 
edificiosy en frutos almacenados que fueron pábulo del voraz elemento se calculó en dos 
millonee de pesos. 

Además, un terrible huracán, cuyos enormes estragos se hicieron sentir principal- 
mente en la Habana y sus inmediaciones, derribó parte de la Iglesia del Santo Ángel, 
un crecido número de casas, quedando muchas deterioradas; habiéndose perdido mas de 
cien buques de cabotaje en la bahía y otros tantos de travesía, pereciendo ciento catorce 
personas y quedando heridas ciento cuarenta y ocho. Por medio de una suscricion que 
abrió la autoridad administrativa se socorrió á loe mas necesitados que habían sufrido 
pérdidas. (1) 

í¡n loa últimos años del gobierno del General O'Donnell se crearon otras tenencias 
de gobierno, se publicó una estadística, se dio principio á la construcción de faros, se re- 
construyó la torre del Morro en el puerto de la Habana, colocándose una nueva farola de 
excelente calidad, mucho mejor que la que existia, se hermoseó la alameda de Paula y 
ee hicieron varias reformas urbanas. 

También se introdujeron en beneficio de la agricultura dos expediciones de colonos 
asiáticos por cuenta de la Junta de Fomento de Agricultura y Comercio, los cuales fue- 
ron repartidos entre los hacendados á 70 pesos cada uno, y siendo temporal el com- 
promiso. 

Apesar de tantos sucesos adversos la administración del General O'Donnell fué ven- 
tajosa á la Isla, habiendo hecho este digno jefe cuanto estuvo á su alcance para el reme- 
tió ó atenuación de aquellos males. Conservó el orden y la tranquilidad pública, la agri- 
cultura y el comercio prosperaron y prestó francamente su apoyo á los proyectos útiles 
al país, el cual continuó en la vía del progreso en que se hallaba cuando se encargó del 
mando, y dejó la Isla en un estado floreciente. 

XXXVIII. 

Ka 29 de Febrero de 1848 entró á ejercer el gobierno Superior y Capitanía Gene- 
ral el Teniente General IX Federico Eoncali, Conde de Aleoy. 

Por esta época comentaron las maquinaciones y tentativas de los que pretendían la 
«sesión de esta riea Antilla álos Estados-Unidos de América: se instaló en Nueva- York 
la junta, cubana y pasó á dichos Estados el Mariscal de Campo D. Narciso López com- 
prometido en ese plan, habiendo sido sorprendidos y dispersos cierto número de anexio- 
nistas en Rode-Isfand por orden del Presidente de la Union americana, Mr. Taylor, quien 
declaró piratas y sin opción á los derechos de norte-americanos á los que hostilizasen la' 
Isla de. Cuba. En 19 de Marzo de 1850 tuvo efecto el desembarco de López en el puerto 
de Cárdenas á la cabeza de 500 hombres poco mas ó menos, la generalidad de ellos ex- 
tranjeros: fueron atacadas ó incendiadas las cuatro casas en que se habia atrincherado, la 
«ría guarnición del pueblo, haciéndose imposible continuar la resistencia. Los vecinos 
asyeron despavoridos: así es que desengañado aquel cabecilla y convencido de que no 
tema que esperar prosélitos en esta Isla y atacado por el Comandante de Guamaoaro con 
nénos de cien hombrease reembarcó con su gente en la tarde del mismo dia. 

Sn el propio año se desarrolló en la Habana por segunda vez la epidemia del cóle- 
ra-morbo; y, ya fuese por estar mas conocida esa terrible enfermedad, ya por ser menor 
ra intensidad ó por las acertadas medidas de salubridad adoptadas por las autoridades 
■as experimentadas que en la anterior invasión, los- estragos fueron muchosinénos, como 

fl) Arboliy», Ote» citad» 
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lo fué también 1a impresión de temor del vecindario; bien que en los campee hubo bas- 
tante merma en las dotaciones de las fincas. 

En 1848 se dictó* por las autoridades de la Isla una providencia de importancia, 
que fué el permiso concedido á los dueños de injenios para remunerar el privüejio que 
una ley de la Recopilación de Indias les concedía de no poder ser rematadas estas finca» 
por sus deudas, prohibiéndose en otra disposición del mismo Código renunciar esta gra- 
cia. En ese acuerdo se determinaron los requisitos necesarios para la renuncia, pero úl- 
timamente se dispuso en Real Cédula de 2 de Abril de 1852 que los injenios que se es- 
tablecieran en lo sucesivo en las Islas de Cuba y Puerto-Rico quedaran sujetos al dere- 
cho común, en el cual deberían entrar también desde primero de Enero de 1865 todos 
los que existían anteriormente. En su oportunidad nos ocuparemos de la justicia y con- 
veniencia de esta disposición. 

En dicho año las autoridades superiores bien persuadidas de los perjuicios é incon- 
venientes del método de licitación para el abasto de carnes que se había adoptado, lla- 
mado de alta y baja, lo suprimieron, permitiendo la libertad en la compra y venta, y dan- 
do lugar á la libre concurrencia de vendedores y compradores que produce la abundan- 
cia y la baratura. 

También se permitió la libre introducción de ganados de Yucatán, se rebajaron lo§ 
derechos de consumo de carnes y de Sanidad, se estableció un depósito mercantil en 
Santiago de Cuba, se reorganizó el ramo de aprendizaje de artes y oficios, la Real Junta 
de Fomento de Agricultura y Comercio comisionó al distinguido habanero D. José María 
de la Torre para estudiar en los países extranjeros todos los adelantos industriales, elec- 
ción acertada por la notoria capacidad y dedicación á trabajos útiles al país de la perso- 
na elejida, la que desempeñó cumplidamente su cometido: se publicaron reglamentos va- 
ra la introducción de colonos de Canarias y para el trato de los asiáticos, se abolieron los 
refrendos de los pasaportes y licencias de tránsito, con otras providencias para facilitar 
las comunicaciones y se dictaron otras medidas parciales. (1) 

En 11 de Noviembre de 1850 fué relevado el General Roncali por el Teniente Ge- 
neral D. José Gutiérrez de la Concha; pero como este jefe y aventajado administrador 
ejerció el mando en dos épocas distintas, trataremos de la primera junto con la segunda 
que vino á ser su continuación. 

XXXIX 

En 16 de Abril de 1852 relevó al General Concha el Teniente General D. Valentín 
Cañedo; habiendo sido el mando de éste de corta duración. 

En él se planteó en la Isla por primera vez y por disposición de aquel jefe el telégrafo 
eléctrico, dándosele su nombre á la estación de la capital y habiéndose ya hecho extensi- 
va esta vía rápida y asombrosa de comunicación hasta Santiago de Cuba. 

A este General sucedió en 3 de Diciembre de 1853 el Teniente General D. Juan de 
la Pezuela, Marqués de la Pezuela quien en los diez meses que ejerció su antoridad se 
condujo con justificación y puso grande esmero en el buen orden en los distintos ramos 
de la administración y en particular del de Hacienda pública, proponiéndose plantear 
mejoras que no llegaron á realizarse por la corta duración de su mando. 

XL. 

Notables han sido las dos épocas del gobierno del Teniente General D. José Gu- 
tiérrez déla Concha, que duraron la primera de 13 de Noviembre de 1850 hasta 16 de 
Abril del siguiente año, y la segunda desde 21 de Setiembre de 54 hasta igual dia de 
Noviembre de 59. Notables hemos dicho que fueron esas dos épocas por el conjunto de 
reformas radicales que en ellas se planteó; conforme con los adelantos de la ciencia de la 
administración; reformas fecundas en bienes para la Isla. Trataremos de esas dos épocas 
separamendate. 

Comenzando por la primera «El General Concha vino autorizado para promover 
cuantas reformas materiales y económicas reclamase el estado del país. Ansioso del bien 

(1) Sr.ArtoltjKObr» citada. 
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pdblioo y de corresponder i los deseos del Trono, dio pruebas de ello desde su ingreso 
en el mando, siendo sus primeras medidas establecer una comisión superior de policía 
pan que atendiese á la de la capital y administrase é invirtiese los fondos consagrados á 
obras públicas: nombrar otra comisión para entender en la. colocación de negros emanci- 
pados y otra para la revisión del Bando de Gobernación y Policía. (1) 

«A estos actos siguieron pronto importantes mejoras en el servicio de correos, que los 
hicieron mas importantes y rápidos, la reorganización de los presidios bajo un sistema 
puramente militar, la creación de un cuerpo de policía rural con el título de Guardia 
civil, la total reforma de la policía en las ciudades y villas y la creación de un cuerpo de 
Salvaguardias para servirla: otra reforma en la administración de justicia tocante á de- 
mandas verbales y juicios de menor cuantía; la creación de va rias juntas delegadas de la 
de Fomento: la supresión del departamento Central, dejando dividida la Isla en dos co- 
mo antiguamente: la reglamentación de las juntas de caridad en esta Isla y varias mejo- ' 
ras en los establecimientos piadosos: la ampliación de la escuela de maquinaria: la reor- 
ganización de la Sección de Industria y Artes de la Sociedad Económica y el estableci- 
miento en ella de talleres para el aprendizaje; la instalación de cuatro escuelas gratuitas 
de instrucción primaria en la Habana en lugar de una lancasteriaña y la de una normal 
de maestros; el establecimiento de clases de arquitectura y escultura en la Academia de 
dibujo de San Alejandro y el acometimiento de multitud de obras públicas tanto en la ca- 
pital como en las demás poblaciones.)» (2) 

Respecto á la segunda época es de notarse que las facultades administrativas de ac- 
ción y dirección que tenían las Juntas de Beneficencia, de Sanidad, de Propios, la de Fo- 
mento, de Agricultura y Comercio y la Inspección de estudios que coartaban á las atri- 
buciones del Gobierno Superior Civil, se atribuyeron á este, á indicación del General 
Concha, por los Reales decretos de 17 y 22 de Agosto de 1854, quedando dichas juntas 
como meramente consultivas de aquella Autoridad y suprimidas sus secretarías que fue- 
ron incorporadas á las del referido Gobierno Superior, cuya oficina vino á ser un centro 
para el despacho de los negocios. 

Con la creación de las alcaldías mayores los jefes locales administrativos, que son 
los Gobernadores y Tenientes Gobernadores, quedaron mas expeditos para el desempeño 
de sus facultades de acción con sus secretarios, y sin sujeción á consulta de los asesores. 
Fueron reorganizadas por aquel las Comisarías de Policía en las poblaciones y las 
capitanías de partido en los campos; habiéndoseles asignado sueldo; con lo cual cesaron los 
abusos á que daba lugar la percepción de derechos, asi como los servicios de rondas y 
conducción de presos y de {diegos £ que estaban sujetos los vecinos. 

Se reformó, como se ha dicho, la policía de seguridad: creóse una jefatura principal 
superior de toda la Isla y se dividió el cuerpo en tres secciones; la de Policía y Gobierno 
municipal, la de salvaguardias de la capital y la de serenos de la misma. Estableció igual- 
mente la guardia rural. 

Con arreglo á las leyes de Indias la Real Audiencia Pretorial conocía por apelación 
de los asuntos gubernativos, en los* cuales además daba su voto consultivo al Gobernador 
Superior, consultando á éste y á los Gobernadores y Tenientes Gobernadores sus asesores 
titulares. Este sistema ligaba la administración activa, daba lugar á dilaciones y embara- 
ña y contrariaba el principio de la división de poderes. La Real Cédula de 30 de Enero 
de 1855 sobre organización y competencia de los juzgados y tribunales, basada en aquel 
principio, á la cual cooperó con sus informes el General Concha, hizo desaparecer esa ano- 
malía y sus inconvenientes, quedando la autoridad judicial reducida á sus propias atribu- 
ciones de administrar justicia, y no conociendo el referido Tribunal Superior sino de lo 
contencioso-administrativo, de acuerdo con las doctrinas de esta ciencia, y sin facultad 
para entender en lo gubernativp los alcades mayores, reforma que se mejoró posterior- 
mente con la creación del Consejo de Administración. 

Pero donde descolló mas el laudable y enérjico celo de aquel Capitán General fué en 
la administración municipal, la cual desde la anterior época de su mando habia llamado 
su atención, habiendo proparado las reformas que después llevó á ejecución. 

Deplorable era el estado en que este ramo Be encontraba y asaz defectuosa la organi- 

(1) XI rcmltado de los trabajo» de esta eomiaion fué la redacción de la» mmym ordenanza» monicipale» que deapoe» 
foerón aprobada» por el Gobierno 8nperlor. 
(S) Ir. Arboleya. Kasoal de UUüe de feo», página 63. 
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zacion de los Ayuntamientos, careciendo éstos de los fondos necesarios para sus turgente 
atenciones y no observándose el mejor método en el manejo de aquellos. 

El Real Decreto de 27 de Julio de 1860, que desde años atrás se estaba elaborando 
oon presencia de los informes dé aquel jefe, reorganizó las corporaciones municipales en 
esta Isla calcando la reforma en la ley de Ayuntamientos en la Península; si bien con las 
modificaciones que las circunstancias de la localidad demandaban. 

Respecto al método de recaudación y contabilidad las cuentas del Ayuntamiento de 
la capital, cuyo resumen se publicó en los estados comparativos de los años de 1854 y 
1858 presentan un comprobante inequívoco de lo expuesto. En dichas cuentas del primer 
período se presentaron confundidas con la existencia efectiva las cantidades que aun es- 
taban por cobrarse, apareciendo á primera vista hallarse los fondos en el mejor estado. 
pero disipábase esta ilusión con solo reparar que figurando como ingresos la soma de 
G71.737 pesos, los gastos satisfechos no pasaban de 156.021, consistiendo la diferencia ea 
el enorme déficit de los créditos no realizados y que habían venido aumentándose hacia 
algunos años, poniéndose como efectivo, lo cual equivalía á una mal encubierta bancar- 
rota. (1) # . 

Para remedio del mal el Gobernador Superior se impuso la prolija tarea de practicar 
por sí mismo la liquidación, á fin de cerciorarse del verdadero estado de esos Caudales. 
logrando al fin poner en claro y realizar en cuanto fué posible las sumas adeudadas. 

Y con esto, y con el buen método introducido en la recaudación y contabilidad y los 
arbitrios creados se logró saldar el déficit, cubrir las vastísimas atenciones del municipio. 
y que quedara un sobrante. 

Por otra parte las regías prescritas para la gestión de los fondos de propios y arbi- 
trios en toda la Isla fueron tan sencillas como acertadas, teniendo por base U imprescindi- 
ble obligación de los presupuestos anuales de ingresos y gastos, la mas exacta contabili- 
dad, la asidua vijilancia por parte de la administración y la publicidad del resumen de 
las operaciones que debían insertarse en los diarlos ó periódicos oficiales. 

Y por lo concerniente á la creación de fondos por medio de moderados impuestos 
sobre la propiedad rustica y urbana y sobre las industrias, notoria fué la incansable per- 
severancia del General Concha y conocidos los satisfactorios resultados que Be obtuvieron. 

Cotejados los estados que se publicaron de los fondos municipales de la Isla corres- 
pondientes á los citados años de 1854 y 58 (2) resulta en las entradas la cuantiosa dife- 
rencia en favor del último 4o 2.133,121 pesos, cuya suma se invirtió con manifiesta utili- 
dad de los pueblos en los ramos de policía de seguridad, de Beneficencia, Instrucción 
y Obras públicas en la manera que pasamos á reseñar. 

Policía de seguridad', de ornato y comodidad. En estos ramos en que hubo un au- 
mento de inversión de mas de 134,000 pesos en el año de 1858 respecto al de 1854, como 
lo demuestran los referidos estados, se hicieron en la Habana en aquel año 50.000 varas 
de adoquinado en las calles con nuevas aceras y se repararon algunas antiguas, se mejo- 
raron los mercados, el rastro y la plaza de San Francisco y pudo emprenderse la importante 
obra del Canal de Isabel II para el abastecimiento de agua en la capital de los manantia- 
les da Vento. En Santiago de Cuba se plantearon grandes mejoras urbanas: en Matan»* 
también se verificaron algunas, entre otras el hermoso teatro Esteban, que aunque costeado 
por una sociedad anónima, le prestó su apoyo el Gobernador Brigadier D. redro Este- 
ban que le dio su nombre. 

En las demás poblaciones de la Isla se construyeron también en ese año obras de 
utilidad pública, á saber: siete cárceles, y reunidos los fondos para catorce mas: se cons- 
truyeron doce casas consistoriales, seis hospitales, diez mercados, trece mataderos, seis 
cementerios, ocho plazas de recreo, un acueducto con sus fuentes en Güines, habiéndo- 
se practicado en Matanzas, Trinidad, y Cienfuegos los estudios de acueductos é instán- 
dose por último el alumbrado de gas en Cuba, Trinidad, Cienfuegos y Villa-Clara. (3) 

Beneficencia. Comparado lo empleado en ella en 1854 con lo invertido en 1858, se 
nota un exceso en el último de 61.000 peSos en favor de la humanidad doliente y de b* 
clases menesterosas; habiéndose además alcanzado el beneficio de haber quedado sentado 



i 



) Memoria sobre el gobierno del General Concha publicada á tu conclusión. 
2) I tuerto* con otro* detalles en la memoria ya citada. 
|8) Memoria ya citada. 
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para lo sucesivo que la asistencia de aquellas clases fuese cargo obligatorio de los presu- 
puestos municipales. 

La casa de dementes de San Dionisio en la Habana no correspondía á su piadoso 
objeto; pues en ella solo eran admitidos los locos de la capital y su jurisdicción, perma- 
neciendo los de las demás poblaciones de la Isla en las cárceles y en los hospitales, har- 
to descuidada su asistencia, y como era impracticable la construcción y sostenimiento de 
hospicios* en cada pueblo, el Capitán General comprendió que para aliviar la suerte de 
aquellos desgraciados era necesario dar al establecimiento de San Dionisio ' la amplitud 
debida para que albergase y fuesen mejor asistidos todos los de la Isla. Con estas miras 
se hizo trasladar á un local mas extenso cercano á la capital, que fué el potrero de Fer- 
ro á la inmediación del ferro-carril de aquella á Güines, cuyo terreno se compró con los 
fondos de emancipados y con otros arbitrios, donde se levantó un amplio edificio con las 
divisiones convenientes, capaz de alojar con holgura á los dementes de ambos sexos de 
toda la Isla, quedando la casa de Beneficencia y Maternidad, que en su edificio contenía 
las locas y que costeaba el sostenimiento de San Dionisio, 'libre de todas estas cargas. 

Las mismas casas de Beneficencia y Maternidad tuvieron otra disminución en los 
gastos con la salida que dispuso el General Concha de los jóveues antes de la edad seña- 
lada, mejorando éstos su suerte con la reorganización de la dependencia llamada de artes 
y oficios, no solo por haber desaparecido la traba de las escrituras obligatorias para el 
aprendizaje, sino por haber creado dos establecimientos correccionales para jóvenes, uno 
en la Habana titulado de San José y otro en Santiago de Cuba. 

Igualmente se estableció en la capital la piadosa Asociación do Beneficencia Domi- 
ciliaria compuesta do señoras, á impulso del Gobernador Superior bajo la presidencia de 
su esposa la Exina. Sra. Marquesa de la Habana, la que desempeñó su encargo cotí el 
mas ferviente celo, secunda da por las caritativas señoras de la capital distribuidas en juntas 
parroquiales, además do la General y con los auxilios del vecindario. A ejemplo de estas 
scerijió en Santiago de Cuba una asociación benéfica de señoritas bajo la advocación de 
las hijas de María, y en la Habana otra titulada la Juvenil para el socorro de niños 
pobres. 

Instrucción pública. En este ramo tan importante y trascendental ala civilización y 
prosperidad de los pueblos el gobierno del General Concha presenta un cuadro lisonjero 
por los grandes progresos que en su época se lograron, y que nos limitaremos á com- 
pendiar . 

A su entrada en el mando la primera enseñanza no se hallaba en el mejor estado, ape- 
sarde los esfuerzos de las autoridades, de las sociedades económicas y de algunos vecinos 
filantrópicos. Basta saber que en 1854 solo contaba la Isla veinte y una escuelas, sostenidas 
por los fondos públicos, cuyos gastos importaban 12.143 pesos y que al terminar su go- 
bierno aquel jefe había 283, in virtiéndose en ellas 189.602 pesos. (1) 

Respecto á la segunda enseñanza y la de facultades asi como la profesional, excep- 
tuando la déla Universidad y la de los Seminarios de la Habana y Santiago do Cuba, 
las demás estaban reducidas á colejios privados. El celo de la Autoridad Superior, y una 
bien combinada distribución de los fondos municipales, sacó el mejor partido de estos re- 
cursos. El colejio de los padres de la Compañía de Jcsub. que aunque existia en la capi- 
tal antes del gobierno del Marqués de la H abana, recibió grandes socorros en su tiempo 
y los padres Escolapios en Guanabacoa y en Puerto-Príncipe prestaron buenos servicios 
y contribuyeron mucho á dicha enseñanza y mas aún los de Guanabacoa por haberse 
establecido allí la escuela normal, cuyos alumnos en número de cuarenta, costeados por 
los fondos de los Ayuntamientos, habiande produch; grandes; ventajas, formando maes- 
tros de instrucción y moralidad. * 

Además, la juventud cubana es deudora al General Concha de un plantel creado por 
su constante empeño por difundir los conocimientos útiles y proporcionarle carreras que 
asegurasen su bienestar. Aludimos á las dos escuelas preparatorias establecidas por aquel 
jefe, una en la Habana y otra en Santiago de Cuba con aprobación de S. M. 

También fundó en (a Habana con parte de los fondos de la Beneficencia Domiciliaria 
y otros arbitrios el colejio de Santa Isabel, en el antiguo convento de San Felipe donde 
se da albergue y educación á60 niñas pobres, admitiéndose igualmente externas. 

(1) Memoria citada sobre el gobierno del General Concha. 
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Penetrado de la necesidad de arquitectos en la Isla, dispuso que por cuenta de los 
fondos municipales se trasladara a Madrid cierto número de jóvenes aptos para ingresar 
en aquella escuela de arquitectura, los cuales obtenido el título, serian maestros de obras 
de los Ayuntamientos. Esta última medida mereció la Real aprobación. 

Inició el pensamiento de la erección del observatorio meteorológico en la Habana. 
que se planteó después y continúa sus interesantes trabajos. 

Por último, la Real Universidad literaria de la Habana le debió una protección de- 
cidida y eficasísima, acojiendo y prestando su apoyo á cuantas mejoras le fueron pre- 
sentadas por su dignísimo Rector el ilustrado patricio 1). Antonio Zambrama, y dando á 
sus laboriosos profesores una importancia que tintes no habían tenido, manifestándose 
empeñado por los adelantos de la juventud estudiosa, dictando por sí aquellas disposicio- 
nes comprendidas en sus facultades ordinarias y elevando al Gobierno con su informe fa- 
vorable el proyecto de reforma radical que le presentó el Claustro. Es innegable que 
aquel cuerpo científico se elevó á, un estado brillante que produjo los mas sazonados 
frutos. (1) f 

OÍras públicas. La Dirección de ellas, sustituida á la Junta de Fomento de Agri- 
cultura y Comercio, dio resultados favorables en beneficio de la Isla; pues se emplearon 
sumas mas crecida! con los arbitrios señalados y se construyó mayor número de obras, (2) 
Diremos solo en resumen, por no traspasar los límites de este bosquejo, que además de 
las carreteras se hicieron dragas y muelles para algunos puertos y seis faros; que las lí- 
neas telegráficas recibieron notable aumento, habiéndose construido, sí bien por empre- 
sas particulares varios ferro-carriles, algunos subvencionados por el Gobierno y todos con 
la protección del General Concha. 

Como Vice- Real Patrono siempre se esmeró por el esplendor del culto y que fuesen 
cubiertas las atenciones del clero. 

La Hacienda pública fué bien administrada en su época y aumentados sus ingre- 
sos, como se demostró en los estados comparativos que vieron la luz pública, prosperando 
el comercio, en cuyo alivio y beneficio público dictó varias providencias, como la libre 
introducción del pescado vivo, de las casas de madera, el permiso para importar ganados 
del extranjero y otros artículos de general consumo. 

El celo del General Concha en el ramo militar fué constante, llevando o- cabo mejo- 
ras de consideración, entre otras en los hospitales, principalmente en el de la capital: 
mostró grande empeño en la instrucción y disciplina del ejército, al cual le proporcionó 
una reserva poderosa con la organización de los cuerpos de voluntarios, que sin costo de 
la Hacienda han prestado y continúan prestando importantes servicios. 

La comisión militar fué suprimida durante su gobierno. 

En cuanto ú, la administración civil es de notarse que en la bien meditada reforma 
que queda bosquejada ganó mucho la Isla, habiendo además publicado varias ordenanzas 
ó reglamentos de que se carecía, tales como las de carreteras, policía rural, de contratas y 
remates para obras públicas y de faros, telégrafos, portazgos y otras de notoria utilidad. 

En el mando político-militar se condujo con firmeza, actividad y previsión en las 
difíciles circunstancias que ocurrieron entonces en la Isla. 

Para reprimir los salteamientos ó robos & mano armada y homicidios en los campos 
estableció en ellos los somatenes, que aunque atenuaron el mal, no lo extinguieron del 
todo. 

Se ha visto que antes de sú ingreso en la primera época de su gobierno había de- 
sembarcado en esta Isla en Mayo de 1850 por el puerto de Cárdenas una expedición pre- 
parada en los Estados-Unidos por una junta de naturales de la misma Isla que trabajaba 
hacia algún tiempo por sustraerla de la dependencia de la Metrópoli y anexarla á 1» 
Union americana. 

En Junio de 51, gobernando ya el General Concha hubo movimientos de re- 
belión en Puerto-Príncipe y Trinidad, los cuales fueron prontamente reprimidos por 

(1) Después el Marqnta do la Habana, siendo Miniatro de Ultramar presentó á 8. M. y fué aprobado el nnevo plan 
general de instrucción pública hoy vijente en la Isla asimilado en lo posible al de la Península. 

(2) En la memoria citada sobre el gobierno del General Concha se espresan pormenor no solo las obras hechas por la 
Junta de Fomento y las de la Dirección, sino la diferencia que resultó en cada ramo respectiramente entre los fon*» 
recaudados y su aplicación á carreteras, limpia de puertos, muelles y faros; sin que por aquella diferencia se pretend» 
hacer cargos ni amenguar el celo y probidad délos individuos que hablan sido de la extinguida Jnnta do Jómente 
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laa acertadas disposiciones de aquel jefe, y escarmentados sus autores, los mas culpables 
con la última pena y los demás con la de presidio y destierro. 

En Agosto del mismo año repitió López la invasión desembarcando en las Pozas, al 
norte de la Isla con 450 hombres casi todos Norte-americanos, que en pocos dias fueron 
derrotados, dispersos ó hebos prisioneros, quedando completamente destruida la expedi- 
ción y sufriendo el cabecilla López la pena capital y cincuenta de los de la expedición 
invasora, que en su fuga fueron aprehendidos y conducidos á la Habana. 

En el segundo período del gobierno de que nos ocupamos á fines de 1854 la referida 
junta revolucionaria de Nueva- York y sus partidarios reiteraron sus esfuerzos para orga- 
nizar otra expedición y que en la Isla estallara una revolución con el objeto indicado, y 
ya se consideraba próxima la ejecución de aquellos temerarios planes. Mas el General 
Concha desplegló entonces la mas incansable enerjía, á merced de la cual, y de su pru- 
dente tacto, secundado por las autoridades y por la sensatez de los leales habitantes de la 
Isla, fueron desechas para siempre las maquinaciones de aquel partido, quedando afian- 
zada la tranquilidad de la Isla con dos ejemplares de riguroso escarmiento délos que apa- 
recieron mas comprometidos y algunos destierros impuestos á los otros; bien que mas 
adeiante se concedió á estos y á los que habían tomado parte en las anteriores revolucio- 
nes completa amnistía. 

De tanta importancia fueron estos servicios prestados por aquel celoso jefe y tales 
las muestras de adhesión dadas al gobierno de S. M. por las autoridades y el vecindario , 
que las Cortes constituyentes en 1854 declararon «que el Teniente General D. José Gu- 
tiérrez de la Concha, Capitán General de la Isla de Cuba, habia merecido bien déla Patria 
en las difíciles circunstancias porque acababa de atravesar esta rica Antilla, así como las 
Autoridades, el ejército, la Milicia voluntaria que le secundaron y los habitantes que se 
le presentarou con la oferta de sus bienes para sostener la integridad nacional.)» Demos- 
tración altamente satisfactoria, á la cual se adhirió el Gobierno de S. M. que le concedió 
el titulo de Marqués de la Habana. 

A la terminación de su gobierno y embarque para la Península recibió los nía» ho- 
noríficos testimonios de las Autoridades, del cuerpo de voluntarios y demostraciones ex- 
traordinarias del vecindario del sentimiento que les causaba que hubiese cesado en el 
mando por haberse cumplido el término.' 

Basta para formar juicio del gobierno del General Concha la exposición que se ha 
hecho de las reformas radicales que con buenos resultados planteó en casi todos los ra- 
mos, tanto mas ventajosas cuanto que no consistieron en su mayor parte en providencias 
aisladas, sino en un dbnjunto ó sistema arreglado á la ciencia déla administración, paralo 
cual sé valió' de auxiliares versados en ella; pues los secretarios del gobierno superior eran 
letrados, asi como algunos de los demás empleados en la secretaria j los secretarios de 
los gobiernos y tenencias de gobierno. A todo atendió el General Concha; pero en lo que 
cifró mas sus esfuerzos fué en la conservación del orden y unión de la Isla á la Me tropo - 
poli y en el réjimen municipal, que mejoró sobre manera en beneficio de los pueblos. 

No debemos pasar en silencio que la Administración del General Concha fué agria- 
mente censurada por la funesta crisis que produjo el permiso que concedió para un cre- 
cido número de sociedades anónimas para distintas clases de empresas, con harto lamenta- 
ble abuso del crédito, que trajo consigo el desenfreno del agio, crisis de trascendentales 
consecuencias; pues subsiste todavía el alza que tuvieron los precios de algunos de los ar- 
tículos de general consumo. 

Aunque los hechos son innegables, hay que tener presente que aun en otros puntos 
de Europa y América en diferentes épocas, y aun en aquellos países en que ha siao mas 
conocida la teoría del crédito que en esta Isla, y en los que su uso era general, no han ■ 
podido precaverse los abusos por el desordenado deseo del lucro inherente á la condición 
humana, de lo cual presentan un ejemplo los sucesos de Madrid de 1848 y otros. 

Además; si bien es verdad que se sintieron grandes estragos de esa multitud de em- 
presas, es igualmente innegable que el país reportó utilidad, por los buenos resultados de 
algunas de aquellas y por el desarrollo del crédito, que hasta entonces habia medrado po- 
co en la Isla. 

Todo bien considerado en materia tan ardua, entre las dos opiniones, una en pro y 
otra en contra de la libertad de las empresas industriales y de crédito, la primera, cuan- 
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do menos tiene en su abono ser mas conforme al principio del libre y desembarazado ejer- 
cicio de la acción individual sustentados por economistas de gran nombradla. 

Tampoco es de olvidarse que el General Concha al decretar aquellas concesiones no 
tan solo procedió sujetándose en la instrucción de las expedientes á las disposiciones le- 
gales, sino de conformidad con el dictamen del Real Acuerdo de la Audiencia Pretorial 
y del Tribunal de comercio, corporaciones respetables llamadas á ilustrarlo y que le acon- 
sejaron la aprobación de las sociedades. 

Sobre todo, aun los menos imparciales no dejarán de hacer justicia á las buenas in- 
tenciones de aquel jefe, ni desconocer que su deseo fué el aumento de la riqueza y pros- 
peridad de la Isla; siendo una prueba de ello la prontitud y la franqueza con que se 
apresuró, tan luego como se hicieron ostensibles los síntomas del mal á convocar los ha- 
cendados y comerciantes para que lo aconsejasen y ayudaran á remediarlo, adoptando las 
medidas que aquellos le propusieron, oyendo al Real Acuerdo, las cuales, sin embargo de 
ser muy sabidas, se espresarán mas adelante, atajaron las desastrosas consecuencias de 
la crisis y sirvieron para evitar su repetición. 

Reasumiendo lo expuesto sobre los gobiernos mas notables diremos: que al conquis- 
tador de esta Isla y su primer Adelantado Diego Velazquez no puede negarse la actividad 
y empeño con que llevó á cabo la empresa de la conquista y colonización que se le encar- 
gara. El Marqués de la Torre se hizo notable por su esmero en las obras públicas y poli- 
cía urbana. El General las Casas se consagró con asiduidad, inteligencia y entusiasmo al 
fomento de los intereses materiales, en particular al de la agricultura, esforzándose tam- 
bién con igual decisión en el desarrollo de los morales é intelectuales, adelantos en las 
ciencias y en las artes y á todo lo conducente al progreso, hasta donde lo permitían las 
circunstancias de su época, habiendo dado repetidas muestras de la bondad de pu cora- 
zón y de su simpatía á los habitantes de esta A n tilla. A la iniciativa y desvelos de este 
ilustre jefe se deben la Sociedad Económica, el Tribunal de Comercio, la Junta de 
Fomento, la Casa de Beneficencia, la Biblioteca pública y el primer periódico de esta 
capital. : Cuantos gérmenes de prosperidad y progreso contienen todas estas institucio- 
nes ! El historiador Pezuela después de sostener que en menos de siete años que doró el 
gobierno del General las Casas logró el país mas mejoras y reformas que en los tres siglos 
trascurridos desde la conquista, le dá el título bien merecido de Civilizador de la Isla. 
El General Vives se distinguió por su esquisita sagacidad y consumada prudencia en re- 
primir los diferentes planes de revolución, mas ó menos adelantados, que se fraguaron en 
su época, logrando conservar la Isla unida á la Metrópoli sin medidas estremas de rigor, 
á las cuales tenia una marcada repugnancia y en la organización de un plan de defensa y 
publicación del gran mapa de esta Antilla. El General Tacón encaminó sus esfuerzos con 
enérjica perseverancia á afianzar la seguridad individual y el orden público, mostrándo- 
se incansable en perseguir los atentados contra la vida y propiedades, que al encargarse 
del mando habían llegado al desenfreno mas escandaloso, atacando estos crímenes en sus 
principales raices, que eran el vicio d J juego y la vagancia hasta obtener la mas comple- 
ta seguridad de las personas y bienes, recobrando su imperio las leyes, habiendo además 
reprimido abusos y mejorado algunos ramos de la Administración. También dotó la ca- 
pital de obras públicas de grande utilidad y ornato que trasmitirán su nombre á la poste- 
ridad., Por último, el General Concha se hizo notable per las reformas radicales que plan- 
teó en casi todos los ramos administrativos y especialmente en el réjimen municipal con 
manifiestos beneficios para los pueblos, dedicando un particular esmero á la Instrucción 
Beneficencia y Obras públicas con medios suficientes para mejoras sucesivas en estos ra- 
mos; y finalmente se distinguió en lo político y militar en la invasión de los anexionistas 
y en la última tentativa proyectada, la cual reprimió y no llegó á realizarse por sus opor- 
tunas medidas. 

XLI. 

INTENDENTES. 

» Habiendo ejercido los Intendentes y Superitcndentes como Jefes de Hacienda pú- 
blica no poca influencia en la administración de la Isla, no nos parece ajeno de esta re- 
seña dar ana pincelada acerca de estos altos funcionarios que mas se han distinguido. 
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En 1764 se cre¿ la intendencia en esta Isla, habiendo sido el primer nombrado para 
desempeñarla D. Miguel de Altarriba, empleado laborioso y de conocido celo, íjue planteó 
el nuevo sistema rentístico establecido entonces, llevando á efecto varios arreglos impor- 
tantes del ramo en sus distintas dependencias. 

Llama en seguida la atención el Sr. D. José Pablo Valiente, Oidor de Méjico que 
en 1787 fué comisionado por el Gobierno para que hiciera una pesquisa formal sobro In 
inversión de mas de treinta millones de pesos remitidos para las expediciones de Calvez y 
ejército de operaciones en la misma guerra contra la Gran Bretaña. También se le encar- 
gó que inspeccionase todas las diversas rentas del Tesoro é informase sobre el estado y 
manera de mejorarlas; que vijilase sobre la administración de justicia y propusiese los me- 
dios de reprimirlos abvsos del foro. Por último, fué nombrado Intendente propietario. 

El Sr. Valiente desempeñó con intelijencia, pureza y esmero este cargo y aquellas 
comisiones con notorio beneficio del país, y de la Hacienda pública, secundando eficaz- 
mente, en cuanto estuvo á su alcance, los grandiosos planes del General las Castis; y adop- 
tando cuantas medidas consideró conducentes á la prosperidad de la Isla, entre otras el 
permiso para el comercio extranjero, habiendo obrado constantemente é informado al 
Gobierno en ese sentido, (1) medida, que sin duda alguna, fué de las que principal y di- 
rectamente influyeron en el desarrollo de la agricultura y del tráfico, con notable aumen- 
to de las rentas. 

A propuesta de este ilustrado Jefe se decretó la habilitación del puerto de Nuevi- 
tas, por donde tuvieron salida los frutos de Puerto-Príncipe con* adelanto de su comercio. 

En conclusión; además de lo expuesto y de las disposiciones que dictó para el mejor 
orden délos caudales puestos bajo su dirección, se opuso en un extenso y razonado infor- 
me al Gobierno al proyecto de una medición general de todas las haciendas de la Isla 
para descubrir realengos, demostrando que seria ruinosa á los hacendados, siri utilidad del 
Tesoro. Decretó socorros individuales á los emigrados españoles de Santo Domingo, 
favoreciendo, en cuanto pudo, á los de la parte francesa de esa Isla 6 hizo un donativo de 
6.000 pesos de su propio peculio á favor de la casa de Beneficencia. 

Otro de los Jefes de Hacienda merecedor de particular mención y de los mas gratos 
recuerdos de los habitantes del país, por los grandes beneficios que reportaron en su ilus- 
trada administración, fué el Sr. D. Alejandro Ramirez. Acreditado ya por su instrucción, 
actividad y celo en los destinos que habia servido de secretario del consulado, y después 
del gobierno de Guatemala é Intendente de Puerto— Rico, fué nombrado para este empleo 
en la Habana y Superintendente de la Isla, habiendo comenzado á ejercerlo en Junio de 1816. 

La resolución acordada por este Jefe y la Junta Directiva de Hacienda declarando que 
las mercedes de tierras concedidas por los cabildos eran verdaderos títulos de dominio, y 
que á falta de éste se reputara como tal el de prescripción: que se admitieran á modera- 
da composición con la Hacienda pública á los que sin haber completado el término para 
la prescripción las poseyesen por mas de diez años: la prohibición de proceder de ofi- 
cio á averiguar terrenos realengos que no- estuviesen yermos y las garantías exiji- 
das á los denunciantes también como realengos de los que estuvieren ocupados; y por úl- 
timo la supresión de la medida circular que se había adoptado en la Isla para la men- 
sura y deslinde de las haciendas y concesión de los segmentos ó huecos que dejaba ej 
círculo, á los dueños de las haciendas inmediatas, son disposiciones que resumen un con- 
junto de beneficios de valor inestimable y de gran trascendencia en favor de los poseedo- 
res de terrenos y del fomento y prosperidad de la Isla, á cuya aprobación se prestó el 
Gobierno del Sr. D. Fernando VII acortando el término para la prescripción, y, justo es 
consignar aquí, que no fué esta la única muestra que dio aquel Monarca de su particu- 
lar predilección por esta Isla y sus habitantes. (2) 

La ReaJcédula de 21 de Octubre de 1819 expedida á propuesta del superintendente 
Ramirez sobre colonización y aumento de población blanca en la que se concedieron fran- 
quicias á los naturales y extranjeros que vinieran á avecindarse y ejercer su industria en 
la Isla, como ya se habia dispuesto para la de Puerto-Rico, fue otro 'de los notables bie- 
nes que proporcionó á la Grande An billa este ilustre Jefe. 

(1) Uno de caos informas h¿ sido tranacri toen la Biblioteca <Io lojislacion Ultramarina del Sr. Zamora, tomo 2.° pfi" 
gioa268. 

(3) Apuntes para la historia de las letras y de la instrucción pública on la* Isla de Cuba por el Sr. D. Antonio Bachiller 
7 Morales, tomo 3.° pagina 66. 
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A consecuencia del desestanco y libre cultivo y venta del tabaco dispuestos en Real 
decreto de 23 de Junio de 1817 se mostró propicio á los labradores de esta preciosa ho- 
ja que cultivaban las márgenes de los rios, salvando de su ruina un crecido número de 
familias pobres. 

En la Real cédula de 30 de Agosto de 1815 se habia alzado la prohibición de repar- 
tir los terrenos de las haciendas de crianza con facultad á los dueños de darles el destino 
que quisieran; mas el adeudo de la doble alcabala en la constitución del censo en los mis- 
mos terrenos dispuesto en Real cédula de 17 de Marzo de 1817 con derogación de la ley 
21, título 13, libro 10 de la Recopilación de Indias, era un obstáculo para la demolición 
de los fundos. El señor Ramírez suplicó á S. M. y obtuvo la revocación de aquella Real 
cédula y el restablecimiento de la citada ley con manifiesta utilidad de los propietarios, 
que pudieron, removido el obstáculo, aumentar el valo» de sus tierras, fomentándose tam- 
bién la agricultura y el bienestar de los que se ocupaban en esta industria. 

Como ya lo habían hecho antes otros funcionarios celosos é ilustrados abogó por el 
permiso para el comercio extranjero en esta Isla y tuvo la satisfacción de haber puesto 
en ejecución el Real decreto de 10 de Febrero de 1818, en que se abrieron las puertas á 
ese comercio, medida altamente beneficiosa y que mas ha contribuido al desarrollo de la 
agricultura y del tráfico y á la riqueza y prosperidad de esta Antilla. 

«Los planes de Ramírez (dice el acreditado autor de su biografía) (1) no podían 
quedar circunscritos á la seguridad de la propiedad territorial, al aumento de la población, 
ni á sostener prácticamente los principios mas avanzados de economía política en sus dis- 
posiciones: en la época en que fué Presidente de laRoal Sociedad y de la sección de edu- 
cación, de que fue fundador, animó constantemente todo género de enseñanzas, empezan- 
do por la primaria, principalmente de niñas, muy abandonada antes, hasta la que debia 
ser universitaria, y que no se daba en sus clases, merced al plan antiguo que rigió hasta 
muchos años después. Las escuelas de primeras letras, como las cátedras de anatomía, ci- 
rujía y química, la de economía política, el museo de anatomía, el jardin botánico; la es- 
cuela de dibujo y pintura, á que se acordó denominar de San Alejandro en su obsequio, 
ó se debieron á su iniciativa ó á su cooperación.» También propuso al Gobierno Superior 
que á los que se dedicasen á la enseñanza se les exijiesen las garantías tan necesarias de 
moralidad y capacidad, y así se decretó. 

Mas tan eminentes servicios y el cúmulo de bienes que proporcionó á la Isla tan en- 
tendido Jefe, su notoria probidad y la rectitud de sus intenciones no fueron bastantes pa- 
ra ponerlo á cubierto de los envenenados tiros de la calumnia y del desenfreno de la pren- 
sa en la segunda época que rijió la constitución de Cádiz, siendo de estrañarse que la me- 
dida mas benéfica debida á su incansable celo, que fue la declaratoria de que fuesen ver- 
daderos títulos de propiedad las mercedes de terrenos, tan conforme á las leyes de Indias 
y la represión de las maliciosas denuncias de realengos, se hubiesen tomado por pretesto 
para atacar su reputación inmaculada, repitiéndose tan ultrajantes ataques, hasta que uno 
de ellos hirió tan profundamente su sensibilidad que el 24 de Mayo de 1820 lo llevó al 
sepulcro. ¡Pérdida en todos sentidos dolorosa, en particular á esta rica Antilla, que tantos 
bienes esperaba de su ilustración y decidido empeño en hacerla prosperar! 

Varias corporaciones respetables, los pueblos de Gruantánamo, Sagua, Nuevitas y el 
Mariel que puede decirse le debían su existencia, así como Matanzas, que habia recibido 
del ilustre estadista grandes mejoras (2) y todos los apreciadores del verdadero mérito 
dieron sentidas muestras del pesar qué les causara su muerte á los 44 años de edad. Su 
nombre esclarecido y sus eminentes virtudes y altos merecimientos pasarán á las futuras 
generaciones. 

Al Sr. Ramírez sucedió en la Superintendencia general de la. Isla é Intendencia de 
la Habana el Excmo. Sr. D. Claudio Martínez de Pinillos, conde de Villanueva, que 
desempeñó su destino por largos años. Este Jefe se distinguió en particular por el 
grande incremento que bajo su administración tuvieron los ingresos de la Hacienda pú- 
blica, efecto en nuestro concepto principalmente de haberse franqueado las puertas al co- 
mercio extranjero. En el ramo de obras públicas prestó también señalados servicios, pues 
cooperó muy eficazmente á la construcción del acueducto de Fernando VII para proveer 
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8r. Bachiller y Morales en la obra, tomo y página citados. 
Biografía del Sr.Bamirez ya citada. 
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la capital de las aguas del Almendares desde el Husillo (1) y & la del ferro-carril de la 
misma a Güines que después entroncó con las que llegan á Matanzas y Cárdenas prolon- 
gándose hasta la Macagua, ambas obras importantísimas y de notoria utilidad, siendo la 
del ferro-carril la primera de esta clase en la Isla, que sirvió de estimulo para que se em- 
prendieran otras* iguales, facilitándose y abaratándose las comunicaciones en fomento de 
la agricultura y del comercio. Asimismo hermoseó el paseo de Isabel II de extramuros 
asteando la fuente de la India con la estatua y otros adornos de mármol de gran valor 
y contribuyendo con donativos y alivios de derechos en circunstancias apuradas; y esta- 
bleció en la Habana el Monte de Piedad, con otros beneficios en bien del país en que 
viola luz primera. 

XLII. 

OBSERVACIONES. 

Terminada la exposición de los actos de la administración en esta Isla y de los prin- 
cipales sucesos con ellos relacionados, cumple á nuestro propósito dar cima á este trabajo 
con algunas consideraciones que de esos mismos actos se desprenden. Mas como la mayor 
parte de ellos, ora por ser aislados y de poca importancia, ora por haber desaparecido los 
motivos de actualidad que pudieran escitar la atención, y en gracia también de la breve- 
dad, nos limitaremos á los mas graves, á los mas trascendentales y susceptibles de un es- 
tudio científico. 

Habiendo sido promulgadas las leyes de Indias para el gobierno de estas posesiones, 
y contándose entre ellas la Isla de Cuba, donde se halla vigente, si bien en una pequeña 
parte, este cuerpo legal, debemos consagrarle de preferencia algunas líneas. 

Dicho Código ha sido en todos'tiempos, y especialmente en nuestros dias, objeto de 
encomios y de censuras mas ó menos fundadas, nacidas á veces de la ofuscación de las 
pasiones. Nosotros creemos que para juzgarle con imparcialidad necesario es atender á la 
época y circunstancias en que se dictaron sus disposiciones, y á las de los paises en que 
habían de imperar. 

No nos detendremos en la historia de la redacción, ni en su análisis, por haberlo he- 
cho con erudición y buen criterio un jurisconsulto acreditado (2). Solo sí observaremos 
que, aunque se encargó á los compiladores que omitiesen las leyes inconvenientes, acla- 
rasen las dudosas, hiciesen las nuevas que creyesen oportunas y todas las coordinasen en 
libros y títulos, como quiera que fuese excesivo el número de disposiciciones que en cer- 
ca de dos siglos se habían ido dictando para tan diferentes y extensos territorios, según 
lo exijian sus vicisitudes ó cada uno requeria, la obra no podia menos que resentirse de 
tantas dificultades, como igualmente de los pocos adelantos de la época en materia de co- 
dificación. 

Aunque, ya por no existir aquí la raza indígena, para la cual se publicaron muchas de 
aquellas leyes, ya por haber variado las circunstancias y ya por los grandes progresos he- 
chos en los diversos ramos de la lejislacion y por el constante propósito d? nuestro Gobier- 
no en plantear en esta Isla y demás posesiones ultramarinas todas las mejoras que se han 
considerado convenientes, no tienen en el día aplicación un número considerable de las 
leyes de Indias, otras han caido en desuso, y otras han sido expresamente abrogadas-, sien- 
do en el dia muy pocas las que quedan vigentes, no por eso debemos dejar de ocuparnos 
de su mérito intrínseco. 

Innegable es que respecto á los individuos de la espresada raza preside en las leyes 
de Indias un espíritu de protección. Se procuró imbuirlos en los dogmas y prácticas de 
nuestra Santa Religión y en los principios de la sana moral; se les permitió conservasen 
sus usos y costumbres, en cuanto no fuesen opuestos á aquellas máximas y principios; 
se les mantuvo en el goce de sus tierras y siembras; se les otorgó, atendiendo á su escasa 
inteligencia y desvalimiento el beneficio de restitución en sus negocios, y se les dio un pro- 
tector nato que los defendiera, con otras varias concesiones. 

(1) En las primera» página» del Extracto de los acuerdo* generales de la Junta Superior Directiva de Hacienda pue- 
den vera» loa que se tomaron acerca de esto obra, como üimbien que sin embargo de que en Real orden de l.°de Marzo de 
18B3 se facultó al Superintendente para adoptar arbitrios para la construcción de la cañería, no biso uso de esta facultad. 
El Ayuntamiento se hizo cargo después de la obra, con calidad de reintegrar las anticipaciones hechas por la Hacienda, la 
que invirtió en la construcción lo devengado por el antiguo arbitrio titulado la Sisa de la Zanja. 
(2) El 8r. Dr. D. Antonio Prudencio lopea en bu ltesefia de la lejislacion ultramarina. 
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Por lo demás, en cuanto al derecho civil, al penal y & los procedimientos que gene- 
ralmente hablan de observarse, dichas leyes, salvas algunas excepciones, guardan armo- 
nía con las vigentes entonces en todo el Reino, habiéndose prevenido se estuviese á lo 
dispuesto en ellas en los casos no previstos por las especiales de estos paises. 

Cierto es que en lo coon óniic >, en lo tocante á la agricultura, comercio y otros ra- 
mos enlazados coo estas industrias, sus disposiciones son hoy insostenibles; pero esto mis- 
mo podria decirse da las lejislaciones de otras naciones en aquella época. 

Si en las leyes se reflejan los usos y costumbres y las opiniones reinantes en cada país 
al tiempo de su promulgación, y si el régimen colonial y el sistema restrictivo ó de la ba- 
lanza de comercio eran los que estaban en boga en la Europa cuando se promulgaron 
aquellas leyes ¿será justo manifestar estrañeza, ni menos censurar que en aquellos princi- 
pios se hubiera basado lalejislacion indiana? Apreciar esta lejislacion sobre esas materias 
por los actuales progresos de la ciencia económica, es tan absurdo como juzgar el sistema 
penal de las leyes de Partidas por las luminosas doctrinas de Filangieri, Beccaria, Rossi, 
Lardizabal, Pacheco y otros ilustrados criminalistas modernos que tanto han suavizado 
el antiguo rigor en esta parte tan interesante del derecho; seria en cierto modo irfeurrir 
en un indisculpable anacronismo. 

Concluiremos, pues, de acuerdo con el jurisconsulto antes citado, que no debe for- 
marse juicio del Código de Indias considerándolo bajo un solo aspecto ó sea él económico, 
y sin tenor en cuenta la época en que se publicaron sus disposiciones, impulsados sus au- 
tores por los mejores deseos del acierto y conforme á los adelantamientos que* hasta en- 
tonce* se habían alcanzado, «y que esa Recopilación es digna de un detenido estudio, ya 
se la considere como Código vigente ó ya como un monumento histórico de nuestro dere- 
cho especial.)) (1) 

Contrayéndonos ahora en particular á la administración de la Isla de Cuba, debe 
confesarse <jue este país tuvo pocos adelantos en los siglos 1,6, 17 y hasta mas de la mi- 
tad del 18. Siendo tan vasto en ese tiempo el territorio de la monarquía española, qnc 
en él no se ponia el sol, compuesta de pueblos distintos, de diferentes costumbres y que 
hablaban diversos idiomas, diseminados en varias partes del globo, consiguiente era 
que do las posesiones de América llamasen mas la atención del Gobierno-, y concretase 
éste mas sus esfuerzos á las mas importantes por su mayor extensión, población y riqueza 
como Méjico, el Perú, Buenos- Ayres y otras con preferencia á esta Isla, escasamente po- 
blada entonces, y cuya producción se limitaba al cultivo de los campos en menor escala y 
á la ganadería; no siendo en esa época conocidos los copiosos gérmenes de riqueza cfiic 
encerraba su suelo por su fertilidad y excelencia de sus productos, ni apreciadas las gran- 
des ventajas que para el comercio brindaban sus numerosos y cómodos puertos en un lito- 
ral de mas da seiscientas leguas. 

Tan cierto ei esto, que ni aun en lo concerniente á la defensa del exterior, siendo 
tan esencial para la conservación y seguridad de esta Antilla, se tuvo el mayor esmero; 
pues ya hemos visto los repetidos ataques de los piratas filibusteros que sufrieron las 
principales poblaciones y los terribles estragos que experimentaron sus habitantes. Kran 
tan escasas las fuerzas con que contaba la Habana para su defensa, que en el gobierno 
del Dr. Pérez Ángulo bastó una laucha tripulada solamente por doce hombres de la pon- 
te del pirata Sores, que hacia pocos días se había posesionado y salido de la plaza, para 
entrar en la bahía y apoderarse de un cargamento do 3.000 cueros que habia traído del 
interior una embarcación; y cuando vino á ejercer el mando el Gobernador Mazariegos. 
sucesor de Pérez Ángulo, todas las fuerzas que trajo consigo para defender su territorio 
de nuevos ataques fueron 20 hombres y 6 cañones. 

El sensible descalabro do la toma de la llábana por las armas de la Gran Bretaña 
y pérdidas inmensas que tan desastroso acontecimiento ocasionó á España en el último 
siglo hicieron conocer al Gobierno la urgente necesidad de proveer á la defensa de esfa 
capital, dotándola de fuertes castillos y otras obras de fortificación, de una guarnición 
respetable y do los' demás elementos necesarios para resistir los ataques de los enemigos. 
La Habana con aquellas grandiosas obras levantadas durante el mando del Conde de 
Biela, con la tropa y pertrechos de guerra que trajo el mismo Jefe y las milicias que 
por comisión especial organizó «1 Mariscal de Campo D. Alejandro O-Keilly quedó des- 

(1) Obra citada, págijmñS 



1 



XLEK 

de entonces elevada á la categoría de una plaza militar de primer orden, y ya vimos tam- 
bién que 4 esa reforma se agregó en seguida el arreglo del ramo de Hacienda para la 
recaudación de las rentas con la creación de una Intendencia, de la Contaduría y Teso- 
rería y de las administraciones generales y locales. 

Has en cuanto al desarrollo de su riqueza y prosperidad, la Isla puede decirse que 
permanecía estacionaria. Los Capitanes Generales, es verdad, obtenían permisos parcia- 
les para la introducción de esclavos africanos con miras de favorecer la agricultura, y con 
el auxilio de estos brazos se afanaban los hacendados en el cultivo de la caña y en la fa- 
bricación del azúcar; pero sus esfuerzos no daban gran resultado: la producción agrícola 
medraba poco y el comercio nada adelantaba. Tan perjudicial entorpecimiento de aque- 
llas dos industrias era debido á la funesta influencia del sistema restrictivo ó mercantil, 
que imperaba en toda su extensión y neutralizaba los esfuerzos empleados en hacerlas 
florecer. Cerrada enteramente la puerta al comercio extranjero, y reducido el que se ha- 
cia con la Península, á dos expediciones anuales de los puertos de Sevilla ó de Cádiz en 
épocas determinadas,, lo que además de la causa ya indicada traia también su oríjen, se- 
gún qneda dicho, dé haber tenido el Sr. D. Carlos V que otorgar privilegios á algunos 
comerciantes flamencos é italianos por haberle anticipado fondos para las guerras que sos- 
tuvo, no solamente habia de ser mezquino semejante tráfico, basado en el monopolio y re- 
ducido á un círculo tan estrecho; sino que no teniendo salida los frutos de la Isla, por ser 
tan escasa la exportación y carecer aquellos de mercados, no era posible que "prosperase 
1& agricultura, ni se aumentase la riqueza, ni el tesoro contase con ingresos suficientes pa- 
ra los gastos de la Isla. 

Dicho sistema mercantil, por no sor aun conocidos los verdaderos principios de la 
Ciencia económica, fundado en el error de que cada país debía bastarse á sí piismo, era el 
Líe prevalecía generalmente en Europa en aque^s tiempos, y la consiguiente exclusión 
leí cóinercio extranjero adoptada por nuestro Gobierno en las colonias, se tenia como una 
máxima dé derecho internacional, reconocida por las demás potencias, de lo cual es una 
prueba el tratado' celebrado entre Españ?t y las provincias Unidas de Holanda de 1648 y 
el dé 28 de Junio de 1714, por cuyos' artículos 31 y 34 debían abstenerse de navegar y 
traficar en todos los puertos y costas de las Indias por una y otra de las partes contra- 
tantes, y lo es igualnienté el artículo 8<? del de Madrid de 18 de Julio de 1670 ajustado 
con la Gran Bretaña, én el qué se prohibió á los subditos de esta potencia el comercio y 
navegación en los puertos y dominios que la España poseía en las Américas y á los de 
la nación Española en los de la Gran Bretaña, prohibición ratificada por el tratado 
de Ütrech én 13 dé Julio de 1743. (1) 

Felizmente en el glorioso reinado del Sr. D. Carlos III los sabios consejerbs de esto 
Monarca fijaren su consideración en lo poco que al Tesoro rendían en esta Isla las. rentas 
públicas por la escasez de la producción. Comenzaban además á difundirse las luminosas 
doctrinas económicas, y esto sin duda influyó en que se tratase de mitigar el rigor del as 
restricociones y de dar mas extensión al comercio nacional, único permitido entonces, 
como en efecto se le dio. Dos fueron las principales medidas con este fin adoptadas, como 
hemos indicado antes; la primera aumentar las dos Únicas expediciones anuales que se despa- 
chaban en Sevilla 6 Cádiz, á una mensual para esta Isla y la segunda la publicación de las 
ordenanzas <& 1778 para el libre comercio de las colonias, en las cuales se habilitaba pa- 
ra el comercio de las Américas los principales puertos de la Península con otras franqui- 
cias de poca entidad, no pudiendo menos que reconocerse que con esc ensanche dado al 
tráfico en estas dos providencias se obtuvieron notables adelantos en la agricultura y la 
Hacienda aumentó sus.ingrésos. 

Pero laí principal remora al mas átnplio desarrollo 'de aquellas industrias, verdade- 
ras fuentes de la publica prosperidad, que era la prohibición del comercio extranjero, 
subsistía en su' fuerza y vigor; de manera que ni la agrícola podía extenderse por la falta 
de pedido 6 de consumidores, ni era dable a la mercantil tomar vuelo, porque la estrechez 
del círculo á que «e la tenia reducida no permitía la multiplicidad de los cambios. Ta en 
el dia es un axioma la solidaridad de los diferentes ramos del trabajo del hombre y que 
la prosperidad de unos trae consigo el incremento de los otros. 

Conocedores de estas verdades á fines del siglo pasado los celosos jefes que se halla- 

(1) Sr. Zamora. Biblioteca deLajtoladon Ultramarina en 1* palabra comercio extranjero. 



ban al frente de la Administración de esta Isla y otras personas ilustradas se condolían 
de aquellos males, y anhelaban ardientemente su remedio. El Capitán General las Casas, 
el intendente Valiente y sus inmediatos sucesores no solo repetían sus informes al Go- 
bierno inculcando la imperiosa necesidad de que se hiciese desaparecer una traba tan fu- 
nesta, sino que aprovechaban cualquiera ocasión favorable que se les presentaba de abrir 
las puertas, siquiera temporalmente y sobre determinados artículos, al comercio extran- 
jero, en el que bien comprendían se hallaba cifrado el porvenir y el engrandecimiento de 
esta Antilla. Asi hemos visto que interrumpidas las comunicaciones con la Madre Patria 
por las guerras con Inglaterra y después con la Francia, concedieron varias veces permi- 
so aquellas Autoridades para la introducción en la Isla de harinas y otros comestibles de 
loa Estados-Unidos y para la exportación de frutos del país en buques neutrales. 

El Sr. D. Francisco de Arango se distinguió por su constancia en abogar por la li- 
bertad del comercio extranjero y por el desestanco del tabaco en sus exposiciones al Go- 
bierno como apoderado del Ayuntamiento de la Habana, y como Síndico de la Real 
Junta de Fomento de Agricultura y Comercio y en otros escritos. En el luminoso infor- 
me titulado «Axiomas sobre el libre tráfico*, (I) demostró con razones concluyentes la con- 
veniencia y necesidad de abolir aquella restricción, añadiendo que era indispensable adoptar 
un nuevo sistema rentístico y que con el libre comercio, además de cubrirse las atencio- 
nes naturales de esta Isla, quedaría un sobrante suficiente para asegurar los réditos y la 
amortización de un capital de veinte millones de duros. ¡Sabio pronóstico que se vio á la 
vuelta de pocos afios realizado 1 

El Gobierno Supremo por su parte no dejaba de manifestarse propicio á mitigar el 
rigor de la prohibición del tráfico extranjero, ora aprobando los permisos parciales ya 
mencionados, ora concediéndolos á individuos particulares, no por miras económicas, sino 
por especial favor al agraciado, de los cuales fué el mas importante el que se dio al Conde 
de Jaruco y de Mopox para la extracción de asacares en buques extranjeros neutrales, j 
hasta llegaron á expedirse varias disposiciones generales autorizando el comercio con los 
extranjeros; si bien no llegaban á sazonarse los frutos de estas acertadas providencias, 
porque las repetidas quejas de ios comerciantes que estaban medrando con el monopolio 
á expensas del procomunal y con menoscabo de las rentas, infundiendo al Gobierno el 
vano temor de que se arruinase el comercio nacional, obtenían su revocatoria y el resta- 
blecimiento del sistema prohibitivo. (2) 

Mas por último prevalecieron los sanos principios económicos para el bien general de 
la Nación y en particular de esta preciosa Antilla. En el reinado del Sr. D. Fernan- 
do VII, que como ya hemos dicho, la miró siempre con especial predilección, se conce- 
dió en 1818 definitivamente el permiso para el comercio extranjero oon sujeción al pago 
de los derechos del arancel que se mandó redactar. 

Todo desde entonces mudó de aspecto en poco tiempo. La espaciosa bahía de la 
Habana, visitada solamente por algunas naves españolas, se trasformó como por encanto, 
presentando la vista de un bosque los mástiles de numerosas embarcaciones, en las 
cuales ondeaban los pabellones de las principales naciones del globo, que venían & traer 
toda clase de mercancías y á exportar los esquisitos frutos tropicales de la Isla: los ingre- 
sos del Tesoro, que apenas alcanzaban para los gastos públicos, se contaron por millones 
de pesos, rindiendo para cubrir aquellas erogaciones y los considerables recargos que pos- 
teriormente tuvieron y dejando un sobrante enorme: la cifra de las importaciones y ex- 
traciones subió proporcionalmente á una suma elevadísima, que antes hubiera parecWjo 
fabulosa: la agricultura y el comercio, que solo progresaban lentamente, tomaron el gran 
desarrollo consiguiente; pues de los altos precios de los frutos y de la multiplicación de 
su venta para sostener la exportación dimanó oue se repartieron los terrenos y se aumen- 
taron los injenios, los cafetales y las siembras ae tabaco de una manera prodijiosa, for- 
mándose capitales cuantiosos, lo cual no se limitó al distrito de la Habana; sino que Tri- 

(1) Puede leerse este informe en el tomo 2.° página 286 de la Biblioteca de Legislación Ultramarina 4*1 Sr. Bajea* 
Zamora. 

(2) En estas concesiones, mas o menos amplias, hubo algunas alternatrv as. Por lia Reales órdenes de 20 de Octafarsj 
18 de Noviembre de 1707 se dio entrada al comercio extranjero; mas fueron revocadas por la de 20 de Abril de 1TW. B 
Capitán General Marqués de Someruélos, por consejo del Intendente Valiente, represento al Gobierno demostrando Isi 
grandes ventaja» de la libertad del tráfico, 7 habilito el puerto de la Habana para la Introducción da electos del extranje- 
ro, medida que fué aprobada por el Gobierno: pero revocada después, restableciéndose la absoluta prohibición del trauco. 
Con posterioridad se dictaron varias disposiciones ya en na sentido, ja en et contrario basta que por Altfao en 1811 •* 
concedió amplio permiso para dicho comercio. 



LI 
nidad, Cienfuegos, Matanzas y últimamente Cárdenas y Sagua la Grande y hasta algunos 
puntos en el departamento Oriental se han fomentando. En euma,el comercio extranjero 
trajo consigo el engrandecimiento de la rica Antilla, que ha seguido en progreso; pues la 
población en los últimos diez y seis años se ha aumentado, según los censos en mas de 
50 por 100, y la producción que en 1846 importó 43.707,481 pesos, en el de 62 montó á 
87.582,726 pesos, es decir, que ha tenido un aumento de mas del duplo. (1) ¡Que triun- 
fo tan refulgente y decisivo de las ideas libre-cambistas! Y eso que no se concedió una 
libertad completa ó exención de todo impuesto, sino el mero permiso para el comercio 
general, abonándose los derechos de entrada y salida. 

Aunque no fuera de innegable verdad que con la absoluta libertad del trafico, dedi- 
cándose cada país á la producción para la cual se hallase en condiciones mas ventajosas, 
seria mas abundante, de mejor calidad y mas barata que la obtenida artificialmente por 
el sistema restrictivo ó proteccionista, convirtiendo el mundo en un mercado universal; 
ni frieran tan convincentes las demás raiones que abonan aquella libertad; y aun cuando 
no se hallase confirmada su conveniencia por loe favorables resultados de los ensayos par- 
ciales que con el alivio ó la exención total de derechos se han alcanzado, ofreciendo entre 
otras muchas una prueba evidente el éxito del último tratado celebrado entre la Inglater- 
ra y Francia por medio de los insignes libre-cambistas Gobden y Ghevalier, lo ocurrido 
en esta Isla, conocido de todos ó sean las consecuencias palpitantes del comercio extran- 
jero, constituyen por sí solas un argumento concluyente y sin réplica de las ventajas de 
la extensión y libertad del tráfico. 

Por esa misma época tuvo la Isla otro adelanto que no podemos omitir. Este fué la 
completa garantía y firmeza, que á moción del Superintendente D. Alejandro Ramírez 
se impartió á la propiedad territorial, sacándola del estado precario en que se encontraba 
y libertándola de los enormes quebrantos á que se hallaba sujeta. 

Desde principio del siglo dies y seis se dispuso el repartimiento á los nuevos pobla- 
dores en las Indias de solares y tierras, de las cuales adquirían el dominio á los cuatro 
años, (2) con facultad de disponer de ellas como de cosa suya propia; habiéndose autori- 
zado á los cabildos en esta Isla, según está consignado en sus ordenanzas municipales (3) 
para otorgar concesiones de tierras para sitios y estancias y solares para casas en las po- 
blaciones, cuyas concesiones llamadas mercedes eran verdaderos títulos de propiedad, 
como lo fueron en los demás puntos de América; pudiendo disponer de esos terrenos los 
concesionarios conforme á las mismas ordenanzas (4) y habiendo declarado S. M. que no 
pertenencian á la clase de realengos. 

Sin embargo se habia negado, bajo especiosos pretextos, á los eme habian obtenido 
las mercedes la calidad de dueños, no considerándoseles otra facultad que para la crianza 
de ganados, y aunque trasmitían los terrenos ñor sucesión y por los demás medios que 
conoce el derecho, cuando se proponían repartirlos para el cultivo se les obligaba á pedir 
licencia, previo informativo de testigos de no servir ya para la crianza, ni sus maderas 
para la construcción de bajeles de la armada, lo cual mantenía á los hacendados en la in- 
eertidnmbre sobre la propiedad de las tierras en que invertían su trabajo y sus ca- 
pitales. 

Por otra parte, como desde los tiempos mas remotos se habia adoptado para la men- 
sura y deslinde de las haciendas la figura circular, que dejaba entre ellas huecos ó seg- 
mentos, los cuales eran denunciados como realengos, estas denuncias que se repetían tam- 
bién bajo ottos protestos, obligaban álos propietarios á sostener pleitos costosísimos y á su- 
frir los perjuicios consiguientes, según se ha indicado antes. 

El ilustrado Superintendente Ramírez, conociendo estos males y con el laudable in- 
tento de remediarlos, en acuerdo de la Junta Directiva de Hacienda (5) fijó ciertas reglas 
que sacasen la propiedad territorial del estado de inseguridad en que se hallaba y la die- 
sen toda la firmeza necesaria en beneficio de los dueños j de la riqueza publica, declarán- 
dose que las mercedes de tierras, concedidas por los cabildos, eran verdaderos títulos de 
dominio con facultad para hacer de ellas los propietarios lo que tuvieren por convenien- 

(1) Noticia» estadísticas recojldaa y publicadas oon aquel titulo por tes oficinas de Hacienda en asta Isla por orden da 
la intendencia general. 
fl> Lejesl.*y2.« ttiüo 12 libio 4 de te Reoopfladon de India*. 
mOrdsoaiuaol de las de 1674. 
(4) Ordeoansaflo. 
(•) OcJeodon de acuerdos generales de la Junte Directiva de Hacienda por el Sr. D. José Francisco Piax, página 408. 



te, y que & falta de este ú otro título se respetase el de justa prescripción, entendiéndose 
por tai la posesión por el término señalado. 

Además, prohibióse para lo. sucesivo la medida circular, concediéndose la propiedad 
de los huecos ó segmentos que quedaban entre los círculos á los duefLos de las asciendas 
inmediatas. Y por último, se prohibió también proceder de oficio á la averiguación de 
realengos sobre terrenos ocupados y se dispuso que para las denuncias acerca de éstos se 
exijiese la fianza competente á los denunciantes para responder de las resultas de su de* 
nuncia. 

Son tan sólidas las razones económicas en que está fundado aquel acuerdo, <jue cree- 
mos un deber reproducirlas ya que no se insertaron en el Real Decreto cjue le impartió 
su aprobación. (1) «En plena intelijencia de todo lo referido, dice, habiendo meditado 
este asunto particular y detenidamente cada uno de lossenores vocales y teniendo presentes 
las, saludables máximas de la economía pública que S. M. (que Dios guarde) ha eanmo- 
nado en el Real Decreto de 1? de Julio de este ano sobre el derecho de propiedad que 
debe conservarse en toda su plenitud, por que su libre ejercicio, es el estímulo del trabajo, 
el móvil del interés individual y el principio que asegura sobre el interés común la perma- 
nencia, del orden y bien estar &e la sociedad, sucediendo por el contrario que todas las 
disposiciones que mas ó menos atacan este derecho destruyen en otro tanto el beneficio del 
propietario, extinguen su anhelo por aumentar y mejorar las producciones de su industria, 
y de consiguiente se oponen á la riqueza de lospueJ>los y los imposibilitan de contribuir al 
Estado con lo que necesita para su mantenimiento y decoro. Aplicando estas luminosas 
verdades al estado precario de la propiedad de los terrenos de la Isla y para restituirle la 
firmeza que es su mas esencial carácter, poniéndola á cubierto de injustos ataques j de 
violentas interpretaciones; acordó (la Junta Directiva) que las siguientes reglas confor- 
me á la letra y tenor de las leyes y al espíritu de la Real Orden de 28 de Junio de 
1814 se publiquen y circulen para su exacta observancia.» 

Éste justificado y beneficioso acuerdo fué aprobado por S. M. concediéndose aun mas 
favor á los poseedores de terrenos; pues habiéndose exijido en él para la prescripción la 
posesión de cien años para los incultos y de cincuenta en los cultivados, se redujo 4 la 
de cuarenta años para unos j otros en la Real cédula aprobatoria de 16 de Julio de 
1819. (2) . . * . 

Tras las expuestas garantías á la propiedad territorial y Ja concesión del comercio 
extranjero, ambas medidas provechosas á la agricultura y al tranco de la Isla, vino un ac- 
to diplomático que no podemos menos de calificar de dañoso á aquellas industrias. Este 
fué ej tratado celebrado en Madrid en 23 de Setiembre de 1817 entre la (rran Bretaña y 
el Rey de España por el cual se obligó este Monarca á que la trata ele esclavos de África 
quedase abolida en Mayo de 1820, 

Hasta entonces el medio principal, y que había dado resultados positivos, de surtir- 
se la Isla de brazos para la agricultura, habia sido la introducción de esclavos africanos; 
de manera que de. la supresión de este tráfico habia de resentirse necesariamente aquella 
industria con sensible menoscabo de la producción y atraso de la riqueza. 

Así es que miradas, las cosas bajo el aspecto de los intereses materiales, no hay duda 
que el trataoot les fué perjudicial; pero mediaban consideraciones mas poderosas y de maa 
elevada esfera, que no era posible desatender. Aquel ominoso tráfico, reprobado como 
contrario á la religión santa del Divino Mártir del (jólgo ta,mo4do de bondad y manse- 
dumbre, y á los sentimientos de humanidad, está estigmatizado por la moral, por la jus- 
ticia y por la civilización 4^1 ^iglo XIX, y no pudiendo sostenerse por solo el mezquino 
interés del lucro, era ya imprescindible y urjente la supresión. 

Bn la imperiosa necesidad de cumplir un deber religioso y humanitario y un com- 
promiso solemne, necesario es neutralizar los efectos de aquel tratado en menoscabo déla 
producción, aplicando con empeño y perseverancia los medios conducentes. 

- El primero que ocurrió dosde luego, y aue ha tratado de inculcarse en diferentes escri- 
tos, es procurar el aumento de la población blanca que reemplace los brazos africanos, 
como se ha hecho, permitiéndose la introducción de asiáticos con la condición sábiamen- 

(1) Sr. Bachiller y Morales. Apuntos para la historia de las letras 7 de la instrucción pública en la Isla, tamo 3.° 

(2) Véale el capitulo 1.°, parto tercera, sección primera de este tomo sobre la propiedad territorial en esta Isla. 



LUÍ 
te exijida á los que hayan de traer naturales de Cochinchina, & saber, que sean mujeres 
á lo menos la tercera parte, para que puedan reproducirse los que vengan. 

Aun seria de desear que, ya fuese por empresas particulares 6 ya de otro modo, se 
hiciesen venir, no simples operarios 6 jornaleros comprometidos, como se ha hecho hasta 
ahora, sino verdaderos colonos ó agricultores, que aunque en menor escala, tuviesen esta- 
blecimientos propios que cultivasen por sí mismos, dándoles terrenos y otros auxilios in- 
dispensables bajo condiciones equitativas y provechosas á ambos contratantes, como se 
ha practicado en otros territorios. 

$1 segundo consiste en utilizar los grandes adelantamientos en las ciencias naturales 
como la química y la física, así en los métodos agrícolas de los abonos, drenaje, riegos y 
otros, como en las industriales ó necesarias para la fabricación del azúcar, es decir, ins- 
trumentos, mejoras de máquinas, nuevos, económicos y mas ventajosos procederes, sin 
despreciar ninguno de estos medios; sino por el contrario á fuerza de experimentos cons- 
tantes y & costa de algún trabajo y sacrificios llegar á la perfección posible. Mucho se ha 
hecho ee verdad y se está haciendo, aprovechando los adelantos é invenciones recientes; 
pero estamos persuadidos <jne podría hacerse aun mas, y así debe esperarse. 

Por último, la aplicación del gran principio económico que tanto sirvió á los estu- 
dios del profundo Adam Smith, y que tan eficaz ha sido para ahorrar fatigas al hombre, 
j multiplicar su fuerza productiva, queremos decir, la división del trabajo, lo considera- 
mos, tan activo, ten poderoso, y tan fecundo en buenos resultados, que á nuestro juicio es- 
ta división y la inmigración blanca son el áncora de la esperanza para la producción del 
azúcar. La siembra y el cultivo de la oaña y la fabricación del azúcar, son dos ramas del 
trabajo enteramente distintas: lo son tanto que, corresponden á dos clases diferentes de 
industria. ¿Y por qué no han de ejercerse con separación y por diversas manos ú opera- 
rios? ¿Qué obstáculo insuperable, ó qué inconveniente grave y difícil de allanar se opone 
& tan útil segregación? 

Propónganse los dueños de terrenos con voluntad decidida desechar las andaderas 
de la rutina y el apego á continuar abarcando las dos industrias, quizás por creer que no 
cultivando la caña no se les tendría por verdaderos propietarios de los ingenios y adopten 
con entusiasmo el sistema de la separación de las dos operaciones industriales, y de segu- 
ro que el éxito mas satisfactorio coronará su resolución y su constancia. Sabemos que se 
han, hecho ensayos acerca del método que proponemos que no han dejado de corresponder 
con buenps resultados (1); pero nada se adelantará mientras no se generalice el referido 
sistema, tanto mas digno de aceptarse y ponerse por obra, cuanto que él traería, entre 
otras ventajas incalculables, la de que dividiéndose la propiedad territorial, aumentándo- 
se el número de los propietarios que regaran la tierra y la hicieran fructificar .con su su- 
dar, serí^ mayor el número de personas acomodadas; también habria mas elementos de 
moralidad en la gente ,dedieada al cultivo de los campos y seria mas hacedera la in- 
troducción de verdaderos colonos blancos; los dueños de los ingenios se verian aliviados 
en gran parte déla carcoma de la refacción, la riqueza de la Isla tomaría un asombroso 
incremento, y estaría mas bien repartida. 

No nos detendremos en otro medio, harto trivial, de llenar el hueco de la falta de la 
introducción de brazos africanos, fomentando los matrimonios entre los esclavos para el 
aumento de sus dotaciones, porque los hacendados que conocen su* intereses así lo practican. 

Al hacer referencia en esta reseña de las soberanas resoluciones derogatorias de las 
leyes 4* y 5 a , título 14, librj» 5.° de la Recopilación de Indias nos reservamos ocuparnos 
de los fundamentos que para esas providencias se tuvieron presentes. 

p) Nuestro Gobierno ha dado favorable acogida A tan beneficio*» y trascendental mejora proponiéndose sa plantea- ' 
miento y desarrollo. Bada cuenta A S. M. con el informe de la comisión nombrada por el Gobierno Superior Civil para el 
eximen de los ensayos que con el objeto de realizar la separación del trabajo agrícola del fabril en la producción del azú- 
car, en loa ingenios Tinguaro y Santa Siena de D. Francisco Diago, asi como ol establecimiento del drenaje en la deseca- 
ción de loa campos: considerando las grande» ventajas que a la industria azucarera ofrecen los dos sistemas y especialmen- 
te el primero, cuy a aplicación en grande escala parece destinada A remediar la escasez de brafeos de que la Isla se resiente, 
y contribuir A resolver un importante problema económico 6 industrial, se sirvió disponer y se comunicó por Real orden 
de 12 de añero do 1864 al dicho Gobierno Superior Civil, se signifique al expresado Diago, el agrado con que S. M. ha 
too sa celo y constancia en llevar adelante mejoras de tanta importancia, esperando sean adoptadas atendido el resulta- 
do obtenido; siendo «demás la voluntad do S. M. que el Gobierno Superior Civil continué estudiando y dando cuenta al Go- 
bierno de los progresos que hagan los referidos sistemas, consultando al Consejo de Administración acerca de los medios de 
aplicación de los mismos entre los hacendados, y como uno de ellos las reformas de que son susceptibles las disposiciones 
■Dbreoeloniaaaion blanca A fin de desarrollar la inmigración on esta Ida, pidiendo informe antes A las Juntos jurisdiccio- 
"*!«■ de agricultura, industria y comercio, y que está soborana resolución se publique en la Gaceta de ítladria-y en la deja 
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El privilegio concedido en las mencionadas leyes de no poder ser rematados los in- 
genios por las deudas de su* dueños, con prohibición de renunciar esta gracia, tuvo por 
objeto estimular y favorecer esa clase de producción, como se conoce á primera vista y se 
expresa terminantemente en la segunda de dichas disposiciones; diciéndose que habia si- 
do para que no dejasen aquellas fincas de fructificar para el bien común. Este estímulo 
ó protección era conveniente en aquellos tiempos primitivos subsecuentes á la conquista 
en que la industria rural, por falta de capitales y de población estaba, por decirlo así, en 
mantillas en la América y principalmente en esta Isla, donde con las propias miras dis- 
puso el Emperador D. Carlos V se anticipasen fondos del Tesoro á los que fundasen in- 
genios para que pudiesen fomentarlos dando fianza del oportuno reintegro. Mas al concluir 
el primer tercio del presente siglo, cuando se habia desarrollado tanto y tomado colosales 
proporciones la industria azucarera en esta Isla, por efecto de la acción individual y délas 
franquicias acordadas á la agricultura y al comercio, existiendo un crecido número de 
ingenios y aumentándose cada dia mas por el indisputable crédito de aquel fruto, ya no 
se necesitaban estímulos artificiales, bastando el interés de los particulares por sí solo 
para que se sostuviese y continuase en progreso la misma industria. 

Lejos de ser ya un favor ó un verdadero beneficio la gracia acordada á los dueños 
de ingenios, la experienoia habia demostrado que mas bien redundaba en su perjuicio, 
porque ese obstáculo para hacerse pagar los acreedores con el remate de estas fincas, di- 
ficultaba á aquellos encontrar quien les prestase las cantidades qué necesitaban para sos- 
tenerlos y adelantarlos, y disminuyendo su crédito los compelia á sacrificios costosos por 
el subido interés, que en consideración á aquella dificultad del reintegro se les exijfa. 

No habian por otra parte faltado ejemplares de que los deudores abusasen de la gra- 
cia, que por el bien público se les habia otorgado, envolviendo á sus acreedores en con- 
cursos perjudiciales, quienes en la imposibilidad de hacerse pagar, se yeian obligados i 
aceptar largas moratorias para abonos parciales con los frutos ó á negociar sus alcances 
con notable pérdida. Tan grave mal demandaba el conveniente remedio, que no podía ser 
otro que la supresión del privilegio, tanto mas justa; cuanto que habia cesado el objeto 
• con que se concedió. 

Necesario era por consiguiente que desapareciera esa exención, y que los ingenios, 
como las demás propiedades inmuebles quedasen sujetos alas reglas comunes; habiéndose 
antes acordado las providencias oportunas y el término suficiente para conciliar los inte- 
reses creados, una de las cuales fué permitirse la renuncia del privilegio, disponiéndose 
además con anticipación de algunos años en la Real cédula de 21 de Abril de 1852 que 
los ingenios antiguos entrasen en el derecho común en el año de 1865. 

Digna es de ocupar nuestra atención por su importancia, una medida adoptada por 
la administración local de Hacienda acerca de la moneda. 

Hacia ya algún tiempo que, sin duda por cierta ventaja que brinda el oro para la 
circulación, venian corriendo en el comercio de la Habana las onzas españolas y sus frac- 
ciones á razón de 17 pesos una, siendo su verdadero valor el de 16, cuyo precio estimati- 
vo llegó á hacerse general. 

Compréndense á primera vista los males que habrian de sobrevenir de este agio oca- 
sionado á graves perturbaciones en el mercado y á otros inconvenientes que muy pronto 
se palparon, pues el espíritu de especulación hizo que por la afluencia de la moneda de 
oro de cuño español desapareciera la de plata tan necesaria en el uso diario, habiendo su- 
bido ese agio en algunas épocas hasta á dos pesos por onza con gravísimo daño del pú- 
blico, así por la pérdida que experimentaba, como por la dificultad de realizar las com- 
pras al por menor, dificultad de que sabia aprovecharse el traficante. Este mal demandar 
ba desde el principio el conveniente remedio para atajar su» perniciosos efectos. 

Así es que sabedor de él el Gobierno, se expidió la Real orden de 14 de Abrí) de 
] 829, en que se previno la reducción de las onzas de oro españolas á su valor intrínseco 
de 16 pesos fuertes. Mas la Junta Superior Directiva de Hacienda acordó en 12 de 
Agosto del mismo año, que sin embargo de esa soberana disposición subsistiese sin alte- 
ración el precio que la costumbre habia dado á la moneda de oro en cada pueblo, y que 
aunque la Junta se inclinaba á creer, como estremo de menos inconvenientes, el que 
lejos de reducirse' en la provincia de la Habana, el valor de la onza á 16 pesos, se ge- 
neralice para el resto de la Isla el de 17, no se atrevia & proponer exclusivamente esa 



opinión, limitándose i recomendar al Superintendente pusiese' en conocimiento de S. Af- 
tas dificultades del asunto. (1) T en efecto, conforme á aquella opinión acordó posterior- 
mente la misma Junta se admitiesen las onzas de oro españolas por 17 pesos, tanto por la 
Administración de Rentas de Trinidad, como en las demás de la Isla donde no estuviese 
establecido ya este tipo. (2) 

Ese valor ficticio dado al oro, ya lo hemos indicado, es un mal de trascendentales con* 
secuencias, no solo por los perjuicios y entorpecimientos que resultaban eu los negocios, 
por la falta de moneda de plata española, sustituida hoy accidentalmente por la de los Estados- 
Unidos; sino también por el demérito del oró con notorio quebranto de los que tengan 
que trasladar cantidades en metálico ó por medio del giro fuera de la Isla; siendo tan di- 
fícil el remedio de aquel mal después de haberse generalizado, que el Gobierno hace al- 
gunos afios se ocupa de esta delicada cuestión sin haberla resuelto, quizás por no encon- 
trarle una solución satisfactoria que concillando los estreñios logre la estincion del agio. 

Así como eH lamentable la medida expuesta respecto á la moneda de oro de cufio es- 
pañol, aplaudimos como muy conveniente la admisión que se dispuso de la de los Estados- 
hispano-americanos, dando mas ensanche á las transacciones con esa amplitud en la cir- 
culación de la moneda, la' cual no solo es en sí una mercancía, sino al mismo tiempo un 
instrumento de los cambios, cuya multiplicación es una de las fuentes de la riqueza. 

Muy antigua fué. la práctica de las tasas y posturas para la expendicion de los artí- 
culos de general consumo y en la ordenanza 38 de las municipales de 1574 se prevenía 
que el Regidor Diputado de mes hiciese todas las posturas. Este sistema contrario á los 
principios de la ciencia económica, fué abolido por el Sr. D. Carlos III (3) como perju- 
dicial y vejatorio á los pueblos; pero posteriormente se derogó esa disposición (4) resta- 
bleciéndose las tasas y posturas. 

Al fin triunfaron las luminosas doctrinas de aquella ciencia que reprueban todo mo- 
nopolio, y conforme & las cuales la libre concurrencia de compradores y vendedores es la 
que produce la abundancia y la baratura de los efectos de consumo de buena calidad, co- 
mo lo demuestra la experiencia. De acuerdo con esta máxima el Real Decreto de 20 de 
Marzo de 1834 declaró libres en todos los pueblos del Reino el tráfico, comercio y venta 
de los objetos de comer, beber y arder, quedando exentos de posturas, tasas y aranceles, 
y sujetos únicamente á los derechos que se les hayan impuesto y sin restrinjirse el ejer- 
cicio de la Autoridad municipal en lo relativo á la verificación de las pesas y medidas y 
á la salubridad de los alimentos. 

Ya hemos visto que en la Isla con arreglo á las antiguas ordenanzas municipales 
estaba adoptado el sistema de las posturas y tasas, proveyéndose el abasto en los prime- 
ros tiempos por medio de la rueda 6 pesa, el cual consistía en la obligación impuesta en 
la Habana á todos los dueños de haciendas de crianza de llevar las carnes al mercado 
cuando les correspondiera por turno, debiendo expenderlas por los precios fijados por el 
Concejal Diputado de mes. 

No obstante la disposición general ya mencionada que concedió amplia libertad en la 
venta de comestibles y bebidas, se habia introducido en la Habana para el abasto de carnes 
el método llamado de alta y baja, ó sea la concesión exclusiva para venderlas hecha al 
abastecedor que presentara en pliego cerrado la postura ú oferta de verificarlo á precios 
mas bajos. El Regidor Diputado con vista de los pliegos comprensivos de las proposicio- 
nes admitía la mas ventajosa al público, y su autor era el abastecedor exclusivo en los 
dias señalados. 

Aunque con este método se atendía al parecer á la pública conveniencia; pues que 
se abria licitación j se acordaba la preferencia para el abasto al que se comprometía á 
vender á precios mas moderados, era realmente contrario al Real Decreto de 20 de Mar- 
zo ya citado, que otorgando la mas completa libertad en la venta de los artículos de con- 
sumo y prohibiendo las tasas y posturas, suprimió los abastecedores necesarios ó exclusi- 
vos; no desapareciendo por la licitación los graves inconvenientes y perjuicios que se ha- 
bia tratado de precaver por aquella disposición, por que el abastecedor podía abusar de 

' (1) Colección de acuerdos general» de la Junta Superior Directiva de Hacienda, publicada por el Sr. Asesor del ramo 
D. Jes» Francisco Dias, pag. 864. 

(2) Acuerdo de la misma Junta Directiva de 21 de Marzo de 1841 colección citada pág. 368. 

í«l Bn U ley 14. titulo 17, UbrovnNoriitmeRecopilacioo. 

[4] Por la ley 18 del mismo titulo y libro. 
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la facultad que obtenía llevando al mercado carnes de mala calidad; también podía faltar 
& su compromiso y perjudicar al público de otra manera, disfrutando siempre de un ver- 
dadero monopolio. 

Por lo cual las Autoridades superiores considerando que aquellas .trabas eran perju- 
diciales á los consumidores, ¡L la Hacienda pública y á la industria pecuaria, en junta ce- 
lebrada en 12 de Setiembre do 1848 (1) acordaron la supresión de aquel sistema, decre- 
tando la franquicia mas amplia para el abasto y venta de carnes, permitiéndose ésta no 
solo en los mercados, sino también en las casas particulares y hasta por las calles. Providen- 
cia acertada y conforme al Real decreto ya citado, á las doctrinas de la ciencia económi- 
ca y sumamente beneficiosa al público, como se acreditó por los efectos favorables que 
produjo. 

La historia de la administración de la Isla registra una época de tanto interés pan 
la ciencia por los graves sucesos que ocurrieron y por las medidas á que dieron lugar, 
que no podemos menos que ocuparnos de esa época memorable, no remota por cierto. Alu- 
dimos á las sociedades anónimas y encomandita por acciones en 1857 y á la desastrosa 
crisis que acarrearon. 

Estas sociedades y las instituciones de crédito no babian sido prácticamente conoci- 
das entre nosotros hasta que durante el Gobierno del General Vives se estableció en la 
Habana el Banco de Fernando VII, el cual por no haber tenido resultado fué suprimido. 
Vino la ley de Compañías anónimas y comenzaron á plantearse en la Isla algunas de éstas 
para ferro-carriles tan convenientes á la agricultura. En cuanto á las de crédito,, la caja 
de ahorros y descuentos fundada en 1841 y posteriormente la de seguros tuvieron, buen 
éxito: después de la publicación del Real decreto de 1853 sobre dichas empresas se fun- 
daron en 1856 la del Crédito industrial, el Banco Español y la de Seguros mutuos de 
esclavos. Es decir, que las instituciones de crédito. hasta entonces habían medrado poco 
en la Isla. 

Mas ya en el año de 1857 el número de aquellas fué exhorbitante; pues se encon- 
traban 57 aprobadas, cuyo capital ascendía a setenta y nueve millones de pesos, con fa- 
cultad de aumentarlo casi al duplo; siendo incomparablemente mayor el número y los 
capitales de los que con cualquier objeto se habían proyectado y se estaban instruyendo 
los expedientes; pero las acciones de unas y otras se cotizaban al contado y á plazoe, sien- 
do incalculables las negociaciones que diariamente se hacían en la plaza, pues una espe- 
cie de vértigo dominaba a casi todas las clases de la sociedad, que abandonaban sus ocu- 
paciones ordinarias para entregarse á las especulaciones del agio, que con tanta facilidad 
les proporcionaban enormes ganancias; llegando á tal estremo el desenfreno que se proyec- 
taban sociedades, no para llevar á efecto las empresas, sino para tener un pretesto para 
el agio con la venta y circulación de las acciones, resultando de aquí la tirantez del mer- 
cado y una crisis que amenazaba la destrucción de casi todas las fortunas. 

¿Cuáles fueron las causas de esta multitud de sociedades y del desarrollo súbito del 
crédito antes desconocido en la Isla? ¿Podía el Gobierno Superior haber cerrado la 
puerta evitando el exceso y los males consiguientes? ¿Cuáles fueron las providencias con 
este objeto adoptadas? En la solución de estas cuestiones está cifrado principalmente el 
estudio de esta importante materia. 

Habiéndolas dilucidado y resuelto con tal tino y maestría, que nunca podremos al- 
canzar, un sabio Majistrado en cierto documento oficial, (2) lo reproduciremos en lomas 
esencial. 

En cuanto á la afluencia de los capitales á las sociedades anónimas y á los estable- 
cimientos de crédito la atribuye con razón Á que (dos altos precios que nuestros frutos 
obtuvieron en los morcados extranjeros en 1856 dieron por resultado una ganancia con- 
siderable á los hacendados y especuladores y un saldo satisfecho en metálico á favor de 
las exportaciones: que el año de 57 empezó bajo mas favorables auspicios habiendo as- 
cendido los frutos á un precio nunca antes imaginado: que como sobraba el dinero^el 
interés disminuyó, y la especulación en frutos alentada por la ganancia del año anterior 
y por la excesiva reducción de aquel interés recibió, como era consiguiente, notable au- 
mento.» Pero no bastaba (continúa aquel Majistrado), para ocupar los capitales sobran- 

(4) Arboleya. Manual de la Isl<t de Cuba. 

(2) El lUmo. Sr. Bejento de la Real Audiencia Pretorial O. Ignacio González Olivares en el discurso de apertura de es- 
te Tribunal del afío de 1858. 



tes; fué necesario crear medios de utilizarlos coa mas ventajas que las que producían los 
préstamos y descuentos, y se recurrió para conseguirlo á las sociedades anónimas: como 
los primeros pasos 1 que se dieron en este camino fueron tan provechosos, todos se agol- 
paron precipitados para participar de la ganancia: surjió entonces ui enjambre de socie- 
dades, circulando de mano en mano el paptd creado por ellas y multiplicándose las tran- 
sacciones aplazo y al contado, lo que convirtió la Habana en un vasto mercado de accio- 
nes y trajo el juego de bolsa, habiendo sido notorias las funestas consecuencias de este 
verdadero delirio, agravadas con las bajas de los azúcares y quiebras en los Estados- 
Unidos é Inglaterra: que no por esto puede decirse que sean perjudiciales las sociedades 
anónimas, cuando ellas constituyen uno de los mayores adelantos.de nuestros tiempos; 
pues por medio de los títulos de sus acciones, no solo circula el capital con mas facilidad 
que el producto mismo; sino que reuniéndose de pequeñas fracciones, que probablemen- 
te quedarían improductivas, grandes capitales, se consigue realizar obras superiores á las 
fuerzas del individuo aislado, y hasta á la de los gobiernos, habiendo podido por este me- 
dio las naciones modernas llevar á cabo obras muy superiores á los célebres monumentos 
de la antigüedad. Pero se abusó de aquella institución, como sucede aun con las mas úti- 
les y sagradas, consistien4o el abuso en el agio que á manera del juego, no solo es abso- 
lutamente estéril, puesto que los capitales no hacen con él mas que variar de mano, sino 
que causan la pérdida positiva del tiempo, y lo que hubieran producido aplicados á una 
empresa útil. Es inmoral además (añade) porque fomenta el lujo extravagante y al cual 
sigue, como la sombra al cuerpo, la corrupción de las costumbres: distrae alimentando 
esperanzas ilusorias, y cuando llega la época del desengaño, el crimen ó el suicidio sue- 
len ser sus temibles consecuencias. Tal fué el verdadero oríjen, justo es confesarlo, de 
un gran número de sociedades que se formaron: no se proponían ciertamente sus autores 
realizar las empresas que les servían de pretesto, sino negociar sus acciones con mas ó 
menos ventajas, y los que las adquirían verificaban á su vez otro tanto, pasando de mano 
en mano por medio de transacciones al contado y á plazo que recargaron la plaza de un 
papel hasta entonces desconocido. Esta es la forma mas sencilla del agio, á la cual se- 
guirían las jugadas á la baja ó 4 la alza.» 

Resuelta de este modo la primera cuestión, pasamos á la segunda, ó sea si debía el 
Gobierno de la Isla intervenir para contener este abuso, tanto mas perjudicial, cuanto 
era mayor en ella la ignorancia quizás feliz en estas materias. El Autor del discurso ya 
citado se decide por la afirmativa, respetando la opinión de los que creen que es mejor 
dejar al interés individual guiarse en dichas materias por sí mismo; bien que añade que 
si aquella intervención se estendiese hasta anular ó restringir demasiado la libertad legal 
de asociación y de acción en las sociedades anónimas, el remedio seria peor que el mal; 
pues no porque aquellas traigan consigo el inconveniente del agio deberán suprimirse ó 
cortarse con esceso para que dicho mal no exista. «Creemos, (continúa) que en esto, co- 
mo en muchas otras cosas los estreñios son viciosos, y que tanto faltaría la autoridad á su 
deber de protejer los intereses de los administrados, si los dejara caer en el precipicio, 
como si restrinjiese demasiado la libertad en las negociaciones: su misión es dirijir, pre- 
i caver, cortar los males; pero no paralizar la acción individual.» 

i Por último, aunque son sabidas las providencias dictadas para remediar el mal y evi- 

! tar la catástrofe de que se veían amagadas las fortunas de un crecido número de fami- 
lias, consideramos conveniente consignarlas aquí para complemento del examen de un pun- 
to de tanto interés. 

Dichas medidas fueron en primer lugar el decreto del Gobernador Superior de 31 
de Julio en que se sometió al Gobierno de S. M. la resolución definitiva de los expedien- 
tes sobre sociedades anónimas, y encomandita-por acciones, exceptuándose aquellas cuyo 
capital no excediese de 500.000 pesos, sobre las cuales se reservaba conceder su aproba- 
ción el mismo Gobernador Superior, conforme al Real Decreto de 29 de Noviembre de 
1853, siempre que el Tribunal de Comercio, la Junta de Fomento y el Real Acuerdo de 
la Audiencia las calificasen de notoria utilidad pública. 2.° Convocar á una junta de 
hacendados y comerciantes para que en vista de la tirantez del mercado, por haber de- 
saparecido el metálico y por la enorme suma de papel circulante, se tratase de proveer de 
remedio, y el Gobernador de acuerdo con la Junta y el Director del Banco Español y 
oido al Real Acuerdo autorizó á aquel establecimiento para contratar un empréstito de 

8 



A I 



LVIII 
seis millones de pesos, emitiendo bonos al portador pagaderos á plazos con el interés de 
un 10 por 100, con el objeto de atraer al Banco el metálico y hacerlo volver á la circu- 
lación garantizando los bonos los hacendados y comerciantes que componían la Junte, 
personas muy respetables por su posición y moralidad (1) y en efecto; tomadas aquellas 
sumas por los otros establecimientos de crédito y por los particulares que las necesitaban 
salieron de la apurada situación en que se hallaban. 3.° Las sociedades anónimas en 
proyecto y las encomandita por acciones fueron rechazadas, siendo crecidísimo su núme- 
ro y no pocas para objetos los mas insignificantes y aun ridículos, se^gun el catálogo que 
se publicó en la Gaceta Oficial de 8 de Agosto, resultando de, aquí la devolución de las 
cantidades satisfechas por precio de las acciones y las primas. 

Disminuida en su mayor parte con estas medidas la gran suma de papel que existía, j 
vuelto al mercado el metálico, se reanimaron los negocios, y en Setiembre las acciones de las 
sociedades aprobadas tomaron algún valor, esperándose ya la bonanza, ouando la espan- 
tosa crisis de los Estados -Unidos que invadió las principales naciones de -Europa, produ- 
jo la ruina de centenares de acreditadas casas de comercio y los azúcares sufrieron una 
baja considerable en circunstancias de haber grandes existencias aquí y en el extranjero, 
pertenecientes en su mayor parte á comerciantes de la Isla, y como esta imprevista catás- 
trofe coincidió con los vencimientos de pagarés procedentes de negociaciones de accio- 
nes, se renovaron los apuros, y de aquí la quiebra de algunos honrados comerciantes. (2) 

Convocada nuevamente la junta de hacendados y comerciantes se acordó de confor- 
midad con ella y con el parecer del Real Acuerdo que reunidos los accionistas de las so- 
ciedades, cuyo capital no habia sido totalmente satisfecho deliberaran sobre su continua- 
ción ó liquidación, sobre suspensión del pago de dividendos pasivos; reducción del capital, 
subdivisión en diferentes emisiones y fusión con otras sociedades. 

Estas juntas no dejaron de producir buenos resultados; pies aunque fueron poca* 
las que acordaron la liquidación, algunas disminuyeron el capital ó lo dividieron en nue- 
vas emisiones y casi todas aplazaron los dividendos pasivos no satisfechos. Hasta aquí el 
discurso citado. 

Colíjese de k> expuesto que la inexperiencia én esta Isla del uso del crédito y el in- 
moderado deseo de la ganancia por medio del agio ocasionaron la crisis que experimentó 
la Habana en aquella época y el aumento en los precios de algunos de los artículos necesa- 
rios para la vida que desde entonces se han mantenido poco mas ó menos elevados, y que 
el patriotismo y desprendimiento de los propietarios y comercio de esta capital prepo- 
niendo la emisión de bonos hajo su garantía, (3) para lograr la circulación del metálico 
con las otras medidas acertadas que adoptó el Gobierno Superior, salvaron la plaza de la 
catástrofe que la amenazaba; debiendo observar por último que si el abuso del crédito 
produjo el mal, el recto uso del mismo crédito sirvió de remedio, que fué el empréstito 
contratado con el Banco Español y la emisión de bonos para el objeto ya referido; lo 
que demuestra que aquella institución manejada con intelijencia y moralidad lejos de ser 
perjudicial ofrece grandes ventajas. 

Otra de las disposiciones de que no debemos prescindir es el Real Decreto de 5 de 
Noviembre de 1863 en el cual se declararon vijentes en las provincias de Ultramar las 
leyes sobre desvinculaciones civiles ó extinción de los mayorazgos y fideicomisos de 11 
de Octubre de 1820 y sus aclaratorias que en el mismo decreto se espresan, sin hacerse 
novedad en cuanto alas fundaciones eclesiásticas de Obras-pías, de Beneficencia, Caridad 
é Instrucción pública y demás de análoga naturaleza. 

Por la citada ley quedaron suprimidos todos los mayorazgos, fideicomisos, patrona- 
tos y cualquiera otra especie de vinculaciones de bienes, censos, juros, foros ó de cual- 
quiera otra naturaleza, los cuales se restituyen á la clase de bienes absolutamente libres, 
pudiendo los actuales poseedores desde luego disponer libremente, como propios de la 
mitad de los bienes en que dichas vinculaciones consistieren, y pasando después de au 
muerte la otra mitad al que debiere suceder le inmediatamente en el mayorazgo, si sub- 
sistiese, para que pueda disponer de ella libremente como dueño. Los títulos, prerroga- 
tivas de honor y cualquiera otras preeminencias que los poseedores actuales de las vincu- 



íl) Discurso de apertura do la Real Audiencia, ya citado. 

(2) Discurso de apertura de la Keal Audiencia, ya citado. 

(3) En Real Orden de 8 de Diciembre de 1857 te dieron laa gracia* en nombre dt S. H. á lot hacendados y comerciM- 
te» por eete rasgo de patriótico desprendimiento. 



liciones disfruten, como anexo á ollas, habrán de subsistir bajo el mismo pié y seguir el 
orden de sucesión prescrita; prohibiéndose para lo sucesivo la fundación de mayorazgos, 
fideicomisos, ni alguna otra vinculación sobre ninguna clase de bienes ó derechos, y 
prohibir directa ni indirectamente su enajenación. 

Las ventajas económicas de tan acertada y benéfica resolución en favor de esta Isla 
y de las demás posesiones de Ultramar son manifiestas, pudiendo decirse que la opinión 
de las personas ilustradas acerca de tan impórtente asunto es ya unánime; por no ser posi- 
ble desconocer los grayes y trascendentales perjuicios que los mayorazgos y demás vin- 
culaciones ó sea la amortización de la propiedad acarrean á la riqueza públioa, y priva- 
da, á vista de los escritos luminosos de nuestros jurisconsultos y economistas, debiendo 
convenirse con el ilustre Sr. Jovellanos (1) que «conceder á un ciudadano el derecho de 
trasmitir su fortuna á una serie infinita de poseedores, dejando las modificaciones de es- 
ta trasmisión á su sola voluntad, no solo con independencia de los poseedores, siuo tam- 
bién de las leyes; quitar para siempre á su propiedad la comunicabilidad y la trasmi- 
sibilidad, que son sus dotes mas preciosas; librar la conservación de las familias sobre la 
dotación de un individuo en cada generación, á costa de la pobreza de tolos los demás, 
concediendo esta dotación á la casualidad del nacimiento, prescindiendo del mérito y la 
virtud, son cosas tan repugnantes á la razón y á los sentimientos de la naturaleza, como 
á los principios del pacto social, y á las máximas generales de lejislacion y política.)» A 
todo lo cual debe agregarse que la experiencia ha demostrado que no se cuida ni procu- 
ra adelantar los bienes de cualquiera manera amortizados, como lo hacen los propietarios 
de bienes libres de aquella traba, lo que es un obstáculo para el incremento de la riqueza. 

Por último, la disposición mas reciente digna por su importancia de que le dedique- 
mos algunas observaciones es la Real Orden de 21 de Julio del año próximo anterior 
por la cual se hace extensiva á esta Isla la ley de 14 de Mayo do 1856. En aquella que- 
dó abolida toda tasa sobre el interés del capital en numerario dado en préstamo, pudiendo 
pactarse libremente el que se tenga por conveniente, con tal que sea por escrito; pues de 
otro modo seria nulo el pacto, y debiendo* el Gobierno Superior, oido el Consejo de Ad- 
ministración al principio de cada año fijar el interés legal, que sin estar estipulado haya 
de abonarse por el deudor legitimante constituido en moray en los demás casos determinados 
por la ley; y mientras no se fije este interésse considerará legal el seis por ciento al año, con 
otras oportunas prevenciones para la mayor claridad y firmeza de estas convenciones. 

• La abolición de la tasa del interés es una medida altamente reclamada por los prin- 
cipios de la ciencia económica. Nada mas justo que permitir la percepción de intereses en el 
simple mutuo, .y dejar la fijación de la cuota ala libre voluntad de los contrayentes, como se 
ha dejado la de la renta en la locación, conducción y otros contratos análogos. Esta libertad 
facilita las transacciones, precave los innumerables ardides y pretestos con que se paliaba 
la infracción de la tasa, naciéndola siempre ilusoria: influye en la baja del interés, cuyo 
importe, como en todas las cosas, está sujeto á la relación entre la oferta y el pedido, 
teniendo también en cuenta el crédito del tomador y por medio de esta libertad, multi- 
plicándose las negociaciones de buena fé, en utilidad de ambas partes, con la mayor cir- 
culación de los capitales y consiguiente progreso de las' industrias, tendrán aquellas in- 
cremento, como ha sucedido en los estados en que la tasa es desconocida. Indudable- 
mente esta ley evitando los inconvenientes de la tasa del interés, contribuirá á aumentar 
la riqueza en la Isla. 

Pero como la relación entre la oferta y el pedido, sometida á circunstancias eventua- 
¡ les es de suyo variable, por esto en la disposición de que nos ocupamos se ha prevenido 
que en los casos en que por falta de convención sea necesario que los tribunales determi- 
nen la cuota del interés, se fije esta de antemano anualmente por la Autoridad, para que 
pueda apreciarse aquella relación ó sea el tipo corriente en la plaza, oyendo al Consejo de 
Administración. 

Exfjese también en la ley que la estipulación sobre la cuota del interés sea por es- 
I crito, conforme á lo dispuesto en el Código de Comercio (2) con el objeto de evitar dudas 
i y litigios. 

Ya lo hemos dicho; llamada la Isla de Cuba por la fertilidad de sus vastos terrenos 

Q) Kn in informe sobre la ley agraria citado, por Eecricbe en su Diccionario de Lejislacion y Jurisprudencia. 
W Articulo 804 del Código de Oomereio. 
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y 1» excelencia de sus frutos al ejercicio de la agricultura, como también al del comercio 
por su ventajosa posición geográfica en el centro de las dos Américas á la entrada del se- 
no mejicano, con crecido número de cómodos puertos, nuestro Gobierno no podía menos 
que encaminar sus providencias, como ha venido practicándolo, al desarrollo de aquellas 
industrias que babian de elevar la Isla á un estado floreciente de riqueza y consiguiente 
engrandecimiento. Be lamentarse es sin embargo, que la escasez de población principal- 
mente no baya permitido fuese mas amplio ese desarrollo y el de las fábricas y manufactu- 
ras. Para que desaparezca ese obstáculo se han dictado y es natural se dicten las mas 
eficaces medidas conforme á los mismos principios de la ciencia económica y de )a admi- 
nistrativa; pues si bien estas no han alcanzado, 6 pertenezcan á la categoría de las exac- 
tas, no puede desconocerse y se ha demostrado en el estudio que acabamos de hacer délas 
disposiciones adoptadas en beneficio de eata Antilla con suejcion á las doctrinas funda- 
mentales d3 aquellas ciencias que su recta aplicación produce los mas felices resultados, 
y que ejercen una poderosa influencia en la ventura y perfeccionamiento 'de los pueblos. 



TOMO II. 

ADMINJSTRICfON B»!1LDB Ll ISLA DB CDBJL 
PARTE PRIMERA. 



SECCIÓN ÚNICA. 

DE LA ADMINISTRACIÓN SUPREMA, DE LA PROVINCIAL O SUPERIOR, 
DE LA DEPARTAMENTAL Y LOCAL. 

capitulo' I. 

n LA ADMINISTRACIÓN SUPREMA EN LO RELATIVO A TOBAS LAS POSESIONES ULTRAMARINAS. 

Sumario. — Ministro de Ultramar. — Consejo de Ministros. — Sección dé Ultramar 
en el Consejo de Estado. — Casos en que informan los Gobernadores Superiores Civiles. 
— Capitanes Generales. 

Bosquejada la organización de la Administración activa general, 
provincial y local del Reino, así como la consultiva en cuanto basta 
para concer lo mas interesante, pasaremos á acuparnos de la especial 
de la Isla de Cuba, conforme sustancialmente con la dft las demás pose- 
siones de Ultramar. 

Incorporada^ éstas legítimamente á la Corona de Castilla, con ma- 
nifiestas ventajas de sus indígenas, pues se les hizo partícipes de los bie-. 
nes inmensos de la Religión Católica y de la civilización, poniéndolos 
en contacto con la culta Europa y con el resto del mundo, del cual vi- 
vían ignorados, y declarádose que debian permanecer dichas posesiones 
perpetuamente unidas á aquella Corona (1), se dedicaron nuestros Mo- 
narcas á gobernarlas en paz y justicia nombrando al efecto jefes y otras 

(1) Ley 1?, titulo 1?, libro 3? de la Recopilación de Indias. 
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autoridades de acción y corporaciones consultivas y expidiéndose las 
disposiciones generales y particulares conducentes á su prosperidad y 
engrandecimiento. 

Se creó en consecuencia el Real Consejo de Indias, que á la vez 
que como Tribunal Supremo fallaba los últimos recursos en la Sala de 
Justicia, en la de Gobierno y Cámara y en pleno acordaba y presentaba 
su dictamen razonado al Rey sobre todo lo concerniente á estas pose- 
siones en los diversos ramos de gobierno y administración y le propo- 
nía en terna las personas mas dignas para los empleos, despachándose 
con su acuerdo las Reales Cédulas. 

La Casa de contratación de Sevilla se estableció para la protección 
del comercio en las Indias. Conocía* de los pleitos de los traficantes en 
ellas, mantenía en depósito los caudales que se remitían á la Península 
con cuenta y razón, llevándola también de los efectos que de allí erau 
enviados á aquellas posesiones y elevaba al Gobierno consultas sobre 
todos estos negocios. 

Cada ministro de la Corona despachaba por lo respectivo á. la ad- 
ministración central los de su atribución, habiéndose agregado después 
todos á la Secretaría de Marina, y hubo época en que los tuvo á su 
cargo el Ministerio universal de Indias, pasando después al de la Go- 
bernación, hasta que últimamente se han encargado al de Ultramar, ex- 
cepto los de Estado. Guerra y Marina que continúan á cargo de estos 
ministerios 

Corresponde al Consejo de ministros adoptar las resoluciones que 
tengan por objeto: 1.° Alterar la organización ó réjimen administrativo 
de las provincias de Ultramar en sus bases fundamentales. 2P Fijar ó 
variar el presupuesto anual de ingresos y gastos y el número de las 
fuerzas de mar y tierra. 3.° Disponer de los productos sobrantes de 
Ultramar, lo cual deberá siempre verificarse á propuesta del Ministro 
de Hacienda; pero comunicándose las libranzas por el del ramo. 4.° 
Adoptar cualquiera disposición relativa al establecimiento ó supresión 
de impuestos. 5.° Proponer á S. M. personas para los empleos de Go- 
bernadores, Capitanes Generales, Intendentes, Rejentes de las Au- 
diencias y Presidentes de los Tribunales de cuentas. 6 9 Conceder Gran- 
dezas de España y títulos de Castilla á empleados ó personas residen- 
tes en las provincias de Ultramar. 7.° Adoptar cualquiera disposición 
que en ellas afecte el réjimen exterior de la Iglesia ó el Real Patronato. 
8 9 Decidir sobre cualquier asunto que juzgue de gravedad el Ministro 
del ramo. 

Por el Ministerio de Hacienda habrán de dictarse todas las reso- 
luciones que den lugar á gastos ó anticipación de fondos por parte del 
Tesoro público en la Península; pero los respectivos expedientes serán 
instruidos por el de Ultramar. 

Por este Ministerio deberán dirijir sus comunicaciones á las auto- 
. ridades de estas provincias los Ministerios de Estado, de Guerra y de 
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Marina, recibiendo de la misma manera las que de aquellas proce- 
dan. (1) ' 

Se comunican por Reales Cédulas las disposiciones generales y se 
publican en la Gaceta de Madrid y en los periódicos oficiales de las pro- 
vincias á que se refieren, igualmente que los nombramientos, cesantías, 
jubilaciones y separaciones de los empleados, (2) haciéndose la comuni- 
cación de los Reales Decretos, reglamentos y Reales Ordenes por el 
Ministerio de Ultramar. 

También da su dictamen sobre estos negocios la sección de Ultra- 
mar del Consejo de Estado ó el mismo Consejo pleno en su caso, con ar- 
reglo á lo prevenido en la ley orgánica de este alto cuerpo y demás 
prescripciones vijentes. 

Para dictarse disposiciones ó medidas generales, aun á propuesta 
del Consejo de Ministros, se ha de oir precisamente al Gobernador Capi- 
tán General respectivo, pudiendo todas las corporaciones y autoridades 
de Ultramar promover aquellas medidas y mejoras de interés público y 
de la administración que estimen convenientes por conducto de aquel 
Jefe, quien después que instruya el oportuno expediente con arreglo á 
las leyes de Indias y demás disposiciones y oyendo al Consejo de Ad- 
ministración, lo dirijirá todo con su informe al Ministerio de Ultramar 
para que recaiga la resolución que corresponda en Consejo de Mi- 
nistros. (3) 



CAPITULO II. 

11 LA «VISIÓN TmiWBIAL 

Sumario.— Departamento Occidental. — ídem Oriental, respecto & loa asuntos de 
Gobierno y administración.— Ramo judicial. — ídem de Marina. — De Haoienda.— Eole- 
«iaitioo. 

Antes de tratar de la organización y atribuciones del Jefe y demás 
empleados de gobierno y administración de la Isla, conviene dar á co- 
nocer como está dividido su territorio, con relación á los distintos ra- 
mos del servicio público. 

En el orden gubernamental y administrativo la Isla debe conside- 

(1) Real Decreto de 26 de Hayo de 1868. 

(2) Real Decreto de 1.° de Octubre de 1866. 
(I) Real Decreto de 80 dcDleieabre de J86L 
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rarse una sola provincia á cargo de su Gobernador Superior Civil, Jefe 
de Hacienda pública, Presidente nato del Consejo de Administración, de 
los Ayuntamientos y de todas las juntas y corporaciones administrati- 
vas y al mismo tiempo Capitán General. 

El territorio de la Isla está dividido en dos departamentos, el 
Occidental, cuya capital la Habana lo es también de toda la Isla, y el 
Oriental, su capital Santiago de Cuba, constituyendo la línea divisoria 
de los dos departamentos los limites del Gobierno jurisdiccional de 
Puerto-Príncipe respecto al Oriental. Este se halla sujeto al Coman- 
dante General Gobernador de Santiago de Cuba, bajo las órdenes del 
Capitán General Gobernador Superior Civil de toda la Isla, que reúne 
la Comandancia General del departamento Occidental. 

Cada departamento está dividido en territorios de Gobiernos y Te- 
nencias de Gobiernos jurisdiccionales, dependientes estos Jefes del Co- 
mandante General Gobernador del departamento respectivo. Aquellos 
territorios se hallan subdivididos en partidos y estos en cuartones. 

En cuanto al ramo judicial el distrito de la Real Audiencia Preto- 
rial de la Habana comprende toda la Isla, y en cada territorio 6 distri- 
to jurisdiccional hay alcaldes mayores para la administración de justi- 
cia en primera instancia en lo civil y en lo criminal, con apelación á aquel 
Tribunal Superior, y además jueces locales, que son los alcaldes munici- 
pales en las poblaciones donde hay Ayuntamientos y los capitanes de 
partido en los pueblos y caseríos del campo. 

Respecto á la Marina hay una comandancia general para toda la 
Isla, estando dividida en cinco provincias, cada una de las cuales se ha- 
lla á cargo de su Comandante, cuyas provincias se subdividen en ayu- 
dantías y subdelegaciones. La Comandancia general del Apostadero que 
reside en la capital tiene bajo su autoridad la comandancia de provin- 
cia de Puerto-Rico. 

En lo rentístico ó de Hacienda pública toda la Isla está bajo la 
autoridad del Gobernador Superior. Civil, existiendo un Intendente 
general y ademas de las oficinas de la Administración Central las de- 
pendencias de la local en diferentes puntos de la Isla. 

Y por último, en lo concerniente á lo eclesiástico la Isla contiene 
dos diócesis, la del Arzobispado de Santiago de Cuba y la del Obispado 
de la Habana sufragáneo de aquel con su clero catedral, ambas repar- 
tidas en curatos ó parroquias. 



CAPITULO III. 

M LOS JIRS BE FEOVHCU U IRMAS T BOUS IIPUAM8 AMIRI8RAn?M U Uí H81M. 

Sumario. — Vireyes. — Gobernadores Superiores Civiles. — Capitanee Generales. 
— Superintendentes. — De los empleados y sus categorías. 

Ejerciendo la autoridad Superior en estos dominios los Jefes de. 
administración activa en los diferentes ramos del servicio publico, con* 
vendrá dar una idea general de sus atribuciones para cont raemos des- 
pués en particular al de la Isla de Cuba, cuyo Jefe sustancialmente tie- 
ne las mismas facultades, las que desempeñan conforme á las leyes, re- 
glamentos y disposiciones especiales. 

El mando superior político-administrativo^ militar y rentístico de 
cada provincia se confirió en los territorios mas extensos y de mas ri- 
queza y población á Vireyes y en los demás á Gobernadores Capita- 
nes Generales, que son los que hoy existen á semejanza de los Gober- 
nadores de provincia del Reino, de que se ha tratado; pero con mas atri- 
buciones y facultades mas amplias, como lo requieren las circunstancias 
particulares de estas posesiones y la gran distancia á que se hallan del 
alto Gobierno. (1) 

Estos Jefes son Capitanes Generales, Gobernadores Superiores, 
Directores é Inspectores de todas las armas, Superintendentes Delega- 
dos de Hacienda Pública y Vice-Reales Patronos en lo eclesiástico con 
las funciones propias de eada uno de estos cargos y la presidencia de to- 
das las juntas ó corporaciones administrativas. 

Como Capitanes Generales les corresponde el mando superior mi- 
litar, y están facultados para disponer como lo juzguen conveniente de 
la fuerza armada en sus distritos. Son Directores é Inspectores de to- 

(1) La ley 2 título 8 libro 3? de la Recopilación de Indias dice asi: «Los que hubieren de ser 
proveídos para Vireyes del Perú y Nuera España tengan las partes y calidades que requiere 
Ministerio de tanta importancia y graduación; y luego que entren á ejercer pongan su primero y 
mtyor cuidado en procurar que Dios Nuestro Señor sea servido y su Santa ley predioada y dila- 
tada en benetfoio de las almas de los naturales, habitantes en aquellas provincias y las gobier- 
nen en toda paz, sosiego y quietud, procurando que sean aumentadas y ennoblecidas; provean 
todas las cosas que convengan 4 la administración y ejecución de justicia, conforme á las fa- 
cultades que se les conceden por las leyes de este libro, y asimismo tengan la Gobernación y 
defensa de su distrito y premien y gratifiquen álos descendientes y sucesores por los servicios 
hechos en el descubrimiento, pacificación y población de las Indias y tengan muy especial cui- 
dado del buen tratamiento, conservación y aumento de los Indios, y especialmente del buen re- 
caudo, administración, cuenta y cobrante de nuestra Real Hacienda, y en todas los cosas y ne- 
gocios que se ofrecieren hagan lo que les pareciere y vieren que conviene, y provean todo aque- 
llo que poéismos hacer y proveer de cualquier calidad y condición que sea en las provincias de 
so cargo, si por nuestra persona se gobernasen en lo que no tuviesen especial prohibición.. Y se 
encarga á las Reales Audiencias! Gobernadores, Justicias y subditos de cualquier estado y con- 
dición obedezcan y respeten álos Vireyes, como que representan la Real Persona, guarden, cum- 
plan y ejecuten sus cartas, órdenes y mandatos, como si S. fi. lo mandase, bajo las penas en 
que incurren los que no obedecen las Reales cartas. Por las tres leyes siguientes e el es constituye 
Presidentes, Gobernadores y Capitanes Generales. 
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¿as armas é institutos militares: (1) presiden las juntas de Guerra y dr 

Fortificación, hallándose sujetas á su autoridad todas las dependencias 
de la fuerza armada, y los individuos que gozan del fuero militar; y 
por último con consulta del Auditor de Querrá ejercen la jurisdicción 
del ramo con apelación á las Reales Audiencias en su sala de Guerra y 
Marina. (2) 

En virtud de su carácter de Gobernadores Superiores Civiles les 
compete por regla general (3) la publicación en la forma acostumbrada 

Ír la ejecución en la parte, que les concierna de todas las leyes, Rea» 
es Decretos y órdenes que se les comuniquen y tu circulación á los 
funcionarios administrativos sujetos á su autoridad para que tengan su 
debido cumplimiento, dando el oportuno aviso de haberlo verificado por 
medio del Ministro de Ultramar, del cual dependen en lo relativo A la 
Administración civil, y deben consultarlo en los puntos mas graves, so- 
metiendo á su aprobación lasresoluciones que acerca de ellos hayan dic- 
tado, paralo cual han de darle cuenta en cada correo por medio de índi- 
ces breves y razonados de todas las determinaciones que dicten en de- 
finitiva. (4) 

Están autorizados estos jefes para suspender la ejecución de las 
leyes y demás disposiciones del Supremo Poder, y suplicarlas en los ca- 
sos en que así lo exijan el bien y tranquilidad del territorio de su man- 
do, la conservación del orden público y de la unión con la Metrópoli, 
pudiendo para el efecto adoptar cuantas medidas estimen conducentes, 
hallándose revestidos de las mas amplias facultades, á fin de que su au- 
toridad tenga todo el prestijio y vigor que conviene á tan larga distan- 
cia del Gobierno Supremo, que no puede tener presentes, ni apreciar 
las circunstancias locales, ni ocurrir prontamente á los casos que de- 
mandan urgente remedio. (5) Tienen también á su cargo, además de la 
buena gobernación y policía y la facultad de publicar bandos, el cuidado 
de los intereses morales é intelectuales y el fomento de los materiales 
como la agricultura, industria, comercio y cuanto sea conducente al au- 
mento de la riqueza, ejerciendo las funciones de la Administración ac- 
tiva superior en todas sus dependencias, á saber: la Beneficencia, Sani- 
dad, Corrección é Instrucción pública y el ramo de Correos; con facultad 
para el nombramiento interino de todos los empleados, y en propiedad 
páralos de la Administración civil y económica, cuyo sueldo no exce- 
da de mil pesos en la Isla de Cuba y ochocientos en las demás pose- 
siones. 

Tienen asimismo los Gobernadores civiles Capitanes Generales la 
facultad de indultar los delincuentes concedida á los Vireyes Presiden- 



tt) Real Decreto de 26 de Octubre de 1853. 

(2) Artículo 47 de la Real Cédula de 80 de Enero de 1856, sobre organización y competencia de 
los juzgados y tribunales, oomunioada últimamente y mandada observar por loe ministerios de 
Guerra y de Marina. 

(8) Real Orden de 18 de Noviembre de 1842. 

(4) Real Orden de 4 de Enero de 1854. 

\5) Reales órdenes de 28 de Mario de 1825 y 21 y 26 de Hayo de 1884, contraídas á los Ca- 
pitanes Generales 4e la Isla de Cuba> 



téif en la ley dé Indias, (1) limitada k los casos siguientes: 1* Al de 
imposición de pena capital: 2.° k los estraordinarios en que la tran- 
quilidad pública exija que se haga uso desde luego de aquella prero- 
gativa; y 3.° á los de incomunicación con la Península; debiendo oírse 
previamente el informe del Juez 6 Tribunal que haya dictado la sen- 
tencia y el dictamen del Consejo de Administración; dando cuenta do- 
cumentada al Gobierno. Guando no haya recaído sentenoia de pena de 
muerte, la facultad queda reducida á suspender la ejecución del fallo, 
después de oido el referido Consejo y proponer y recomendar el indul- 
to en exposición motivada y documentada. Esta propuesta y la conce- 
sión del indulto en los casos expresados, nunca puede tener lugar sin 
previa sentencia ejecutoria, excepto los casos en que está autorizado el 
Capitán General para conceder desde luego el indulto por exijirlo la 
tranquilidad pública, y cuando por la gravedad y circunstancias de 
estos mismos casos consideren conveniente ejercer las prerogativas del 
indulto sin los requisitos expresados, pueden verificarlo, haciendo uso 
de la facultad que les concede la Real Cédula de 25 de Mayo de 1823, 
sin quedar sujeto á otra responsabilidad que las que el Gobierno les 
exija. (2) 

Colíjese de lo expuesto que á estos jefes administrativos competen 
las mismas atribuciones que á los Gobernadores de provincia; pero de- 
biendo sujetarse en su ejercicio á las disposiciones especiales de estos 
dominios, consultando al Consejo de Administración en los casos que 
previene el Real Decreto orgánico de este alto cuerpo y siempre que lo 
tengan por conveniente. 

Como Superintendentes ejercen la autoridad superior en el ramo 
de Hacienda pública, con las atribuciones de gobierno marcadas en las 
disposiciones vigentes. 

Los empleados en la Administración civil en las posesiones de Ul- 
tramar están divididos en cinco categorías: 1* Jefes de Administración 
de 1> clase, ¿ la cual corresponden los Intendentes de Ejército y Ha- 
cienda: 2* Jefes de Administración de 2? .clase, á la que pertenecen 
aquellos que disfrutan el sueldo anual de cinoo mil pesos en adelante. 
3* Jefes de Administración de 3* clase, en la que se comprenden aque- 
llos cuya dotación sea de cuatro mil á menos de cinco mil pesos. 4* Je- 
fes de negociado, que solo tienen de dos mil pesos 4 menos de cuatro 
mil. 6 a Oficiales, en cuya clase están aquellos cuyo sueldo exceda de 
mil pesos en esta Isla y de ochocientos en las demás posesiones hasta 
menos de dos mil. 

Los que disfruten sueldo menor que el de la 5 a categoría no son 
considerados mientras lo obtengan como funcionarios públicos. 

Para ingresar en los destinos de la 5 a categoría es indispensable 
la edad de 18 años y acreditar buena conducta y aptitud para el cargo. 

(U Ley 27, titulo 8.° Recopilación de Indias. ' 

(2) Real orden de 27 de Mayo de 1866, 1» oual puede verse en el tomo 8? pagina 97 4' ios Au* 
toe acordados de la $*al Audiencia Pretoria). 



, £s de advertirá© que no se comprenden en aquella* categoría» los 
empleados facultativos y profesionales, ni cualesquiera otros especial- 
mente reglamentados, debiendo sujetarse en cuanto al método de los 
nombramientos y orden de los ascensos á los respectivos reglamentos. 
Tampoco se comprenden en las mismas categorías y demás que queda 
establecido los funcionarios de la administración de justicia, ni los del 
ministerio fiscal, los cuales son de Real nombramiento. (1) 



CAPITULO IV. 
m munm superior civil t be las juntas consultivas. 

Sumario. — Antigua organización del Gobierno. — ídem actual. — Secretaria de go- 
bierno. — Director de Administración. — Sub-direccion de obras públicas y ordenación de | 
pagos. — Junta de autoridades superiores. — Consejo de Administración. — Otras juntas 
especiales. — Otros empleados administrativos. 

El primer Gobernador de la Isla fué su conquistador Diego de . 
Velazquez con el titulo de Adelantado (2), quien residió en primeras 
en Baracoa y después en Santiago de Cuba. En esta última ciudad 
continuaron sus sucesores en el mando politico y militar hasta que en 
1607 se incorporaron al Gobierno de la Habana, como capital, la Capi- 
tanía General y el Gobierno Superior Civil de toda la Isla, quedando 
en Santiago de Cuba un Gobernador, que aun existe bajo la dependen- 
cia de aquella autoridad, ejerciendo sus funciones y las de Comandan- 
te General del departamento Oriental. 

£1 Gobernador Superior Civil Capitán General de la Isla desem- 
peña en ella todas las atribuciones propias de estos Jefes enlas posesio- 
nes de Indias que quedan expresadas y las demás de la Administración 
activa superior; pues aunque anteriormente las compartia con algunas 
juntas especiales sobre diferentes ramos del servicio público, por Real 
Decreto de 17 de Agosto de 1854, se mandó qué dicho Gobernador 
Superior reuniese todas las de la Administración activa, quedando 
aquellas juntas con el carácter de consultivas; sin embargo, habiendo 

(1) Real Decreto de 9 de Julio de 1860, el cual contiene además las reglas para los ascensos, 
honores, suspensión, separación, eorreocion y destitución de los funcionarios de la Administra- 
ción civil. 

(2) Pueden verse detalladas todas las atribuciones de los Adelantados con arreglo a las leyee 
de Indiaseii Ja reseña histórica del derecho de Ultramar del Dr. D. Antonio Prudencio Lopeí, 
pagina 11. 
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permanecido algunos ramos sin la dependencia directa del infamo Jefe, 
no habiendo respondido plenamente la reforma al plan dé unidad qne 
tuyo por objeto, para llevarlo á cabo completamente se dictó la actual 
organización, que regularizando y haciendo mas expedito el despacho, 
facilita el mejor desempeño de loa servicios administrativos bajo la de- 
pendencia directa del Jefe Superior. (1) 

Ya se ha dichc que en virtud de lo dispuesto en el Real Decreto 
citado el Gobierno Superior Civil reúne la gestión superior de todos los 
servicios administrativos en los ramos de gobierno y fomento, ejercien- 
do además respecto de ellos las atribuciones de gestión inmediata que 
le están encomendadas por los reglamentos. 

También ejerce en los ramos de justicia y Real Patronato las funcio- 
nes que le atribuyen las disposiciones legales y en el de Hacienda es 
Superintendente Delegado con las facultades que últimamente se le 
han conferido; 

Todos los empleados del distrito de su mando deben estar subor- 
dinados á la autoridad del Gobernador Superior Civil y cumplir sus ór- 
denes, sin que por su obediencia incurran en responsabilidad, hallán- 
dose aquél facultado para revocar dé oficio 6 á instancia de parte en la 
vía gubernativa las providencias de I03 dichos funcionarios, pudiendo 
corregirlos, suspenderlos y removerlos, si asi lo estima justo y conve- 
niente al servicio del Estado, dando cuenta al Supremo Gobierno y 
aun someterlos á un procedimiento criminal, cuando el esceso cometido 
constituya un delito. 

Compóoese dicho Gobierno Superior de dos departamentos, á saber: 
Secretarla, Dirección de Administración y de una Ordenación especial 
de pagos. 

La Dirección de Administración se halla dividida en secciones, y 
éstas, la Secretaria y la Ordenación de pagos en negociados, constando 
todas estas oficinas de los Jefes de sección, oficiales, escribientes y da- 
más empleados y subalternos necesarios. Forma además parte de la Di- 
recciCm la Sub-direccion de obras públicas. 

Se despachan por la Secretarla los asuntos que afectan á la polí- 
tica interior de la Isla ó á la exterior del Estado y los de Hacienda. 
El Secretario ejerce en todos estos asuntos las atribuciones que el Go- 
bernador Superior Civil le delegue y por la Dirección de Administración 
se despachan los propios de los ramos de Gobernación, Fomento, Justi- 
cia y Real Patronato, excepto los asignados á la Secretaría. 

Compete al Director de Administración dictar las disposiciones ne- 
cesarias para la preparación y tramitación de los espedientes que perte- 
necen á las secciones de la Dirección, menos los que están á cargo del 
Sub-director de obras públicas, y las resoluciones definitivas en los ca- 
sos previstos por los reglamentos y disposiciones generales, comunican- 
do dichas resoluciones á quien corresponda, asi como las órdenes que 

'■ I ■ ■- I I . ■ ■ I ■ ■ I . I I I I ■ I I I I ■■! ....■«,... [ .11» ) j| 

(1) Esta organización se dispuso en el Real Decreto de 26 de Noviembre de 1868, mandado 
fwnplir en 21 de Enero siguiente- y puMíoad* en la Gaceta Oficial d*28 del misma me* 
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Seañ forzosas para llevarlas á ejecución; siendo de advertir que ellas can- 
san estado para los efectos de la interposición déla via contencioso admi- 
tranistiva ante el Consejo de Administración en la sección de lo con- 
tencioso y que las reclamaciones que se eleven contra las expresadas 
providencias por la via gubernativa, en los casos en que ésta proceda, 
deben someterse por el Director con su informe á la resolución del Go- 
bernador Superior Civil. 

Asimismo es del cargo del Director proponer a) dicho Gobernador 
Superior las reformas que juzgue convenientes en los servicios depen- 
dientes de su departamento, como también las disposiciones de carác- 
ter reglamentario que puedan exijir la ejecución de las orgánicas exis- 
tentes, y la gestión de los servicios asignados á la dirección y proponerle 
por último la resolución que corresponda en todos los demás negocios en 
que entiende el departamento expresado, despachando directamente con 
aquel Jefe en todos los que propone á su Autoridad para la decisión. 

Los jefes de sección de la Dirección de Administración se consti- 
tuyen en Junta bajo la presidencia del Director para emitir su dicta- 
men en aquellos expedientes que éste ó el Gobernador Superior Civil 
sometan á su informe. 

La Subdireccion de Obras públicas está dividida en las secciones 
de vias de comunicación, de puertos, faros y construcciones civiles y 
en la de telégrafos. £1 Subdirector, bajo la dependencia inmediata del 
Director de Administración, ejerce las atribuciones de preparación, ins- 
trucción y tramitación necesarias para la marcha de los expedientes 
que corresponden á dichas secciones y propone las resoluciones defini- 
tivas que en ellos deben dictarse al Director de administración ó al Go- 
bernador Superior Civil por conducto de aquel, según la naturaleza de 
la materia, conforme á las reglas que quedan sentadas respecto á dicha 
Dirección en los dos párrafos precedentes. El Inspector central de obras 
públicas con los Jefes de sección de la subdireccion de las mismas obras 
se constituyen en Junta bajo la presidencia del Subdirector para dar 
su dictamen en los asuntos de estos ramos que deban ser sometidos á 
su informe. 

La ordenación de pagos entiende en todo lo concerniente á la li- 
quidación de los pagos y aprobación de cuentas de los servicios depen- 
dientes del Gobernador Superior Civil. 

Hay una Junta de autoridades superiores que consulta al Goberna- 
dor Superior Civil. Compónese de este Jefe, como Presidente, del Co- 
mandante General de Marina del Apostadero, del Intendente, del Re- 
gente de la Audiencia y del Reverendo Obispo Diocesano. Esta Junta 
se reúne para deliberar sobre los asuntos mas graves, y oído su dicta- 
men, resuelve el Gobernador Superior. 

Asimismo consulta al Consejo de Administración, bien en pleno 6 
en las secciones en que se halla dividido este alto cuerpo, el cual des- 
pués de instruidos los expedientes con arreglo al Real deoreto de suor- 
gaitfjaíion, emite su parecer, como so dirá mps adelante. 
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Poi último, presenten su dictamen al Gobernador Superior, cier- 
tas juntas especiales sobre determinados ramos, á saber: la Junta Su* 
perior de Sanidad, la de Instrucción pública, la dp Beneficencia, la de 
Agricultura, Industria y Comercio y otras. El referido Jefe con presen- 
cia de los informes de aquellas corporaciones resuelve y hace ejecutar 
lo que estiipa mas acertado, y cuando no se conforma con la opinión de 
las mismas eleva el expediente al Gobierno de S. M. con su informe* 

El cuerpo de Policía, constituido bajo la dependencia del Gobier- 
no Superior, desempeña las obligaciones propias de su instituto para el 
mqjor servicio. 

También ejercen el de su incumbencia los comisarios y celadores 
y la guardia civil. 

En las diferentes poblaciones de la Isla hay otros Jefes locales de 
administración activa, como el Gobernador Comandante General del de- 
partamento Oriental, Gobernadores de distrito, Tenientes Gobernadores 
y otros auxiliares de administración, cuyas funciones serán la materia 
del siguiente capítulo. 



CAPITULO V. 

n m wmwm n dipabtaumo, gobernadores t tenientes gmimawres u nhbiio, 

CAPITANES SE PABHDO T SEMAS EMPLEAOS ADMINISTRATIVOS. 

Sumario. — Gobernador del departamento Occidental.— ídem del Oriental.— Go- 
bernador político Corregidor de la Habana.-— ídem militar. — Gobernadores y Tenientes 
Gobernador** da detrito.— Capitanes de partido.— Jueoes locales y raí «uUfcna>~ 
Guardas rurales. 

Dividida la Isla en dos departamentos, el Occidental, cuya capital 
es la Habana, y el Oriental del que lo es Santiago de Cuba, se ha cons- 
tituido á. la cabeza de cada uno de ellos un Comandante General Gober- 
nador de departamento, cuyas funciones por lo que concierne al primero 
están unidas á las del Gobernador Superior Civil Capitán General, que 
las desempeña con la amplitud de facultades inherentes á su autoridad de 
Jefe superior; pero en cuanto al Gobernador del departamento Oriental* 

I oe lo e* también de la ciudad de Santiagcule Cuba, se h¡30 necesaria 
jar con precisión sus atribuciones por medio de una instrucción espe- 
cial. (1) 

(1) Instrnoeiondsl Gobierno Superior Cítü dt 21 de Julio de 1866. 
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Conforme á su tenor le corresponde: 1.° Publicar y circular en el 
territorio de su mando las disposiciones que le comunique el Gobernar 
dor Superior Civil de la Isla y trasmitir á ésta las instancias, oficios y 
reclamaciones que á él dirijan las autoridades, funcionarios y corpora- 
ciones administrativas, dependientes del Gobierno del departamento 
2° Ejecutar y hacer ejecutar en el mismo territorio las resoluciones que 
el Gobernador Superior Civil le comunique, sin que por su obediencia 
quede sujeto á responsabilidad; y dictar, si se tratase de disposiciones 
generales las instrucciones necesarias para su cumplimiento. 3.° Propo- 
ner al Gobierno Superior Civil todas las medidas de utilidad pública, 
que conceptúe dignas de plantearse en el departamento. 4.° Represen- 
tar al mismo Gobernador, cuando lo entendiere conveniente, sobre laa 
medidas que de él emanaren y que afecten, bien al departamento enge- 
neral, bien á una, ó mas de sus jurisdicciones. 5.° Adoptaren casos ex- 
traordinarios, y sin perjuicio de las facultades que competen á los Goberna- 
dores territoriales en sus respectivas jurisdicciones, las medidas que hicie- 
ren necesarias la conservación del orden público y la seguridad de las 
personas y propiedades, de cuyas medidas dará cuenta al Gobierno 
Superior Civil. 6.° Resolver directamente los asuntos, cuya decisión en 
esta forma le esté encomendada por las leyes, decretos, reglamentos y 
demás disposiciones vigentes, á reserva del derecho de reclamación que 
competa al interesado ante el Gobernador Superior Civil. 7 9 ' Resolver 
en la misma forma y condición expresadas en el párrafo anterior todos 
los demás negocios de interéá general del departamento, con excepción 
de aquellos cuya decisión pueda afectar á la organización administrati- 
va y á la seguridad de la Isla, los que se-hallen encomendados expre- 
samente al Gobernador Capitán General por las disposiciones vigentes 
ó le sean privativos en virtud del carácter especial que en él reside 
como Vice-Real Patrono de las Iglesias de la Isla, como Jefe en el ra- 
mo de Instrucción pública, Subdelegado del de correos, Protector de co- 
lonos &, y aquellos cuya resolución deba expedirse con arreglo á la* 
disposiciones superiores á consulta del Consejo de Administración; de- 
biendo informar en todos estos negocios exceptuados el Gobernador del 
departamento. 8 9 Instruir por sí mismo ó por medio de los funcionarios 
administrativos que están bajo su autoridad, las diligencias indispensa- 
bles para hacer constar la existencia de los delitos, cuya averiguación se 
deba á sus disposiciones, entregando al Tribunal competente los dete- 
nidos ó presos con las diligencias practicadas en el término de veinte y 
cuatro horas. 9 ? Aplicar gubernativamente á los particulares las penas 
correccionales señaladas por contravenciones á las disposiciones de po- 
licía y bando de buen gobierno, é imponer asimismo por via de correc- 
ción, multas, cuyo importe no exceda de trescientos pesos y en caso de 
insolvencia la pena de detención á lo mas por dos meses (1). 10.° Nom- 
brar, suspender y separar los capitanes de partido del departamento. 
11,° Ejercer la necesaria inspección y vigilancia sobre los actos de los 

(1) Circular del Gobierno Superior Ciril de 24 de Diciembre de 1854. 
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Gobernadores, Tenientes Gobernadores y corporaciones administrativas 
del territorio de su mando, asi como sobre los establecimientos que de 
ellos dependen. 12.° Suspender, revocar ó modificar de oficio^ y por 
apelación ó reclamación de parte, las providencias de los referidos Go- 
bernadores y Tenientes Gobernadores, á reserva del derecho que con- 
tra la nueva providencia competa al interesado según las leyes y regla- 
mentos en los casos graves y siempre que el Gobernador Superior Civil, 
ó el Gobernador del departamento, hubiesen procedido de oficio. 13. ° Rot 
solver interinamente y dando cuenta á aquel Jefe, las consultas que acerca 
de la aplicación de los reglamentos y demás disposiciones generales dic- 
tadas por el mismo Gobierno Superior Civil le propongan los Goberna- 
dores y Tenientes Gobernadores. 14.° Presidir las solemnidades públi- 
cas civiles y religiosas que tengan lugar en el punto donde se halle. 
15 9 Presidir asimismo las juntas ó corporaciones encargadas de alguno 
de los ramos de la Administración de Santiago de Cuba y las de todo 
el departamento de su mando siempre que lo juzgue conveniente. 

Cuando ocurriere duda sobre si la resolución de un asunto es de la 
competencia de la autoridad Superior del departamento ó de la del Go- 
bernador Superior ó del Gobernador ó Teniente Gobernador que le están 
subordinados, puede la primera pedir el expediente y someterlo al Go- 
bernador Superior Civil para que decida la cuestión de atribuciones, y 
que la decisión sirva de regla en lo sucesivo. 

En ausencia del Gobernador de la capital del departamento debe 
encargarse del despacho ordinario el Jefe militar de mas graduación re- 
sidente en ella, y si saliere del departamento ó de otra manera se impo- 
sibilitare para ejercer su cargo, lo habrá de reemplazar en todas sus fun- 
dones el mismo J^fé, ínterin el Gobernador Superior Civil no designe 
el que haya de sustituirlo. 

El Gobernador del departamento Oriental tiene su secretario con 
los oficiales y demás empleados necesarios para el despacho de los ne- 
gocios de su atribución. 

«OBHMAMR POLÍTICO COULEUDOK M LA HABANA. 

Este Jefe de Administración activa está encargado de la vioe- 
presidencia del ayuntamiento, con facultad de hacer ejecutar sus acuer- 
dos y ejercer las funciones de la municipal en la capital y su distrito 
en ciertos ramos de dicha administración activa bajo la dependencia del 
Gobernador Superior Civil de la Isla, correspondiéndole el cumplimien- 
to y aplicación del bando de. buen gobierno y demás disposiciones ge- 
nerales en lo que no se hubiese reservado aquel Jefe, estando autoriza- 
do para imponer las correcciones gubernativas establecidas en las mis- 
mas disposiciones; bien que cuando la reprensión exceda de los lími- 
tes fijados por regla general á los Gobernadores y Tenientes Goberna- 
dores de distrito, deberá obtener la aprobación previa del Gobernador 
Superior Civil, 
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Corresponde adémáá al Gobernador, Corregidor de la Habana, re- 
solver, mientras no se haga reforma en este ramo: 1.° Los expedientes 
y licencias para abrir toda clase de establecimientos privados: 2* La 
automación para dar espectáculos públicos en la capital y su distrito. 
8.° El permiso para bailes y otras reuniones que requieran la anuencia 
de 1a autoridad local. 4.° El establecimiento y celebración de cabildos de 
negros. t>.° La autorización para el uso de armas. 6.° Lá licencia para 
cafar. 7.° La de la profesión de vendedor ambulante dentro del distri- 
to. 8.° El establecimiento de carruajes públicos. 9.° Las licencias de 
dependientes de comercio é industria. 10.° Toda otra autorización de 
mera policía dentro del mismo distrito; y también deben expedirse por 
ditího Gobernador las boletas de dependientes de establecimientos. 
II. 9 Expedir los pasaportes para fuera de la Isla y refrendar los de los 
Viajeros que llegan al puerto de la Habana y despachar también los pa- 
sea de domicilio, las licencias de tránsito 6 las de viajes en el interior 
de la Isla hasta por un aKo. 

Por último, el Gobernador de la Habana desempeBa todos los en- 
cargos y comisiones que le confiera el Jefe Superior de la Isla. 

Hay una secretaría del Gobierno Político y Corregimiento de la 
Habana y otra de la presidencia del Ayuntamiento de la misma con los 
empleados necesarios. 

«OBIIBIO MILITA* n LA RABANA. 

Este Gobierno está unido á la Sub-Inspeccion General de la Isla 
con las atribuciones correspondientes en el ramo de Guerra. 

flOBttRDMns t mmm gobernadores »b distrito. 

fistos Jefes de acción en su respectiva localidad ejercen las atri- 
buciones gubernativas y de Policía propias de los funcionarios de esta 
clase y tienen á su cargo el cumplimiento de las leyes y demás dispo- 
siciones que le comunique el Gobernador del departamento de quien 
dependen inmediatamente, y al que habrán de consultar cuando lo es- 
estimen oportuno, la conservación del orden y tranquilidad pública y 
seguridad de las personas y bienes, así como la policía municipal y de 
las demás dependencias administrativas, siendo Vice-Presidentes del 
ayuntamiento y demás Juntas administrativas de su distrito, cuyos 
dictámenes oirán para el mejor acierto en sus resoluciones. 

Los Gobernadores y Tenientes Gobernadores necesitan la aproba- 
ción superior pré^áa para llevar á efecto toda disposición general per- 
manente de su competencia (1) no debiendo admitir los Tribunales re- 
damación alguna contra estas disposiciones; pues solamente podrán ocur- 
rir los interesados por la via gubernativa al Gobernador del departa- 
mento, y en su caso, al Gobernador Superior Civil quien resolverá, oyen- 
do al Consejo de Administración y de c uya providencia podrá recnrrir- 

(1) Artículo US de la Real Cédala de 80 de Enero de 1865. 
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se al Gobierno de S. M. por conducto de dicho Gobernador Superior, 
que habrá de elevar el expediente con el recurso para la determinación 
soberana. (1) 

Asimismo deben los Gobernadores y Tenientes Gobernadores vigi- 
lar por el buen desempeño de los funcionarios que les están subordi- 
nados con facultad de corregirlos y aun formarles causa, si fuere pro- 
cedente. 

También les compete aplicar gubernativamente las aspen correc- 
cionales por infracciones del Bando de buen gobierno y órdenes vigen- 
tes: imponer multas y castigar gubernativamente las faltas, no exce- 
diendo las multas en los casos no previstos de cien pesos, y por insol- 
vencia de un mes de arresto y formar la sumaria por sí ó por sus subal- 
ternos para hacer constar la existencia de los delitos, cuya averigua- 
ción se deba á sus disposiciones, entregando dentro de 24 horas al tri- 
bunal competente los detenidos ó presos con las diligencias que tengan 
instruidas. 

Estas serán las meramente indispensables para hacer constar el 
hecho criminal y el delincuente, á saber: tomar declaración á los que Be 
supongan instruidos de los hechos, recojer y reconocer* el cuerpo del 
delito, apoderarse y hacer constar los indicios materiales del mismo de- 
lito; aprehender á aquellos contra quienes resultasen racionales sospe- 
chas de haberlo cometido 6 cooperado á su ejecución y tomarles las 
primeras declaraciones, actuando con testigos de asistencia á falta de 
escribano con papel de oficio y remitir las diligencias con el reo ó reos 
aprehendidos al Alcalde Mayor, juez competente, en el término de 24 
horas. [2] 

Por ultimo, está cometido á estos Jefes todo lo demás correspon- 
diente á la Administración activa en su distrito; pero sin exceder dé 
los limites que les están señalados, pudiendo dirigirse á su inmediato 
superior para todo aquello á que no alcancen sus facultades, ó cuando 
les ocurran dudas. 

En los casos de licencia, suspensión ó comisión de los Gobernado- 
res ó Tenientes Gobernadores, el Gobierno Superior de la Isla 6 del de- 
partamento que la decretare debe designar la persona que se ha de en- 
cargar del Gobierno 6 Tenencia de Gobierno; pero si ocurriese muerte ó 
enfermedad grave que los inhabilite para ejercer el mando se encanga- 
rá de él el Jefe ú oficial de mas graduación que hubiere en la jurisdic- 
ción y si hubiere dos ó mas del mismo grado, el mas antiguo, Ínterin no 
se haga la designación por el Gobierno Superior Civil ó por el del de- 
partamento Oriental en su caso, á cuyo Jefe habrá de darse cuetita. 

CAPITANES H PA&T1B0 PIDAMOS Y SUS AUXILIARES. 

Los agentes encargados de las funciones administrativas en las 
poblaciones de corto vecindario 6 casorios del Campo son los capitanes 



1) Articulo 119 de la misma Real Cédala. 

2) Real orden de 19 de Setiembre de 1856. 
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do partido, que también son jaeces locales de nombramiento del Go- 
bernador Superior del departamento, quien puede suspenderlos y se- 
pararlos. 

Las obligaciones de estos funcionarios (1) son: l 9 Ejecutar las órde 
nes que el Gobernador, Teniente Gobernadory demás autoridades de su dis- 
trito les comuniquen. 2 o Hacer que tengan cumplimiento las disposicio- 
nes del bando de Gobernación y policía y cualquiera otros reglamentos 
ú órdenes. 3° Velar sobre la conducta de los vecinos de su partido para 
que vivan en paz y subordinados. 4.° Remitir al Gobierno ó Tenencia 
de Gobierno de que dependan un padrón de la población, informe sobre 
el estado de la agricultura y sus productos de todas clases, una noticií 
en Abril y Octubre sobre las lluvias y cosechas y el dia último de cada 
mes un parte sobre las novedades que hubiesen ocurrido durante, el 
mismo mes, conforme al modelo que se circuló por el Gobierno Supe- 
rior en 23 de Setiembre de 1855, sin perjuicio del instantáneo aviso de 
los sucesos graves. 5 9 Impedir el contrabando é introducción de efectos 
de ilícito comercio: 6.° Vigilar por la conservación de los caminos y ser- 
ventías. 7° Asentar en un libro y autorizar las ventas de animales, des- 
pachando los correspondientes certificados, como también las reseñas 
para su conducción. 8.° Autorizar con dos testigos de asistencia, ade- 
más de los tres instrumentales, donde no hay escribano, los testamentos 
y poderes archivándolos en la cabecera de la jurisdicción, y las licencias 
que se concedan á los menores para contraer matrimonio. (2) 9.° Ins- 
truir las primeras diligencias de inventario y recolección de llaves délos 
que fallecen abintestato en su demarcación, remitiéndolo actuado á la 
autoridad competente. 10 ° Evacuar los informes que les pidan las au- 
toridades, sin omitir circunstancia alguna conducente. 11.° Expedir las 
licencias y pases de los que se ausentan ó transitan por su partido con 
arreglo á las disposiciones vigentes. 12 9 Rondar en sus partidos para 
perseguir y aprehender á los criminales, á los desertores, esclavos pró- 
fugos, jugadores y vagos, ó indiciados con fundamento de pertenecer á 
estas clases. 13 9 Cuando se cometan delitos en su demarcación deberán 
instruir las diligencias del sumario indispensables para hacer constar, así 
como aprehender el delincuente y á aquellos contra quienes resulten 
fundadas sospechas y recoger Jios indicios materiales, recibiendo las de- 
claraciones á los presuntos reos, remitiéndolos con la sumaria al Alcal- 
de mayor del territorio en la manera ya explicada respecto de los Go- 
bernadores y Tenientes Gobernadores. 14 9 Como jueces locales les cor- 
responde oir y determinar enjuicio verbal demandas cuyo valor no ex- 
ceda de treinta pesos, y sobre injurias y faltas que no merezcan mas que 
una ligera corrección que no pase de diez pesos de multa y en defecto de 
pago por falta de bienes, diez dias de arresto (3). 15 9 Ante los peitá- 

(1) Están contenida» en la instrucción de capitanes de partido agregada al bando de gober- 
nación y policía^vigente . 

(2) Real orden de 20 de Diciembre de 1855. 

(3) Artículo 2.° de la Real Cédula de 80 de Enero de 1855, y reglamento de juicios verbales de 
21 de Febrero de 1858. 
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Be celebran los juicios de paz ó de conciliación (1) que deben.prece- 
i todo litigio. Y por último, desempeñan en su partido las demás 
uciones contenidas en la instrucción de estos funcionarios' agregada 
.ndo de Gobernación y policía ya citado y las demás propias de los 
tes de ejecución, con cuanto se les cometa por su inmediato su- 
r. 

Los tenientes de partido tienen á, su cargo los respectivos cuarto- 

n que aquellos están divididos; auxilian & los capitanes pedáneos 

liendo las órdenes que éstos les comunican y uno de ellos hace sus 

en caso de impedimento 6 vacante, mientras no se haga el nom- 

jív iento por la autoridad competente. 

Se ha formado una fuerza armada con el título de guardas rurales 
para prestar el auxilio debido á los pedáneos, ejerciendo el servicio de 
la policía en el campo, conforme al reglamento especial de 26 de Febre- 
ro de 1857. 



CAPITULÓ VI. 

DE LOS CONEJOS DE ADMIM8TRACI0M EN ULTK4IAR. 

Sumario. — Coveniencia y necesidad de estos cuerpos y objeto de su creación. — 
Organización. — Presidente. — V ice-Presidente. — Consejeros natos. — Consejeros de Real 
nombramiento. — Secciones «l que está dividido el Concejo; de lo contencioso, de Ha- 
cienda y de Gobierno. — Presidentes de cada una de estas secciones. — Requisitos para 
ser nombrado de la sección de lo contencioso. — Consejeros de las demás secciones.* — 
Requisitos para obtener este cargo. — Ponentes de las secciones. — Secretario general. — 
Oficial primero y demás empleados de la Secretaría. — Consejo pleno. — Atribuciones de 
la sección de lo contencioso en los negocios comunes. — ídem como tribunal contencioso— 
administrativo. — Atribuciones del V ice-Presidente del Consejo y de los de las secciones. 
— Obligaciones del Secretario. — Oficiales de la Secretaría. 

Desde que se plantearon las Reales Audiencias en estas posesio- 
nes de Indias no solamente tuvieron á su cargo la Administración de 
justicia con el carácter de Tribunales superiores, sino que constituidos 
en Acuerdo le daban su voto consultivo al Virey y al Gobernador Su- 
, perior Civil Capitán General su Presidente, quien debía pedírselo en 
los negocios graves de gobierno. . Esta reunión de atribuciones de índo- 
le tan distinta exijia en los magistrados una suma de conocimientos de 
nuestra jurisprudencia y de la s ciencias administrativa y económica, y 

(1) Artículo 2.° de la misma Real Cédula y Reglamentos de juioios de paz de 21 de Febre- 
¿o de 1868. 
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ademáa ciaba margen 4 desavenencias y conflictos con aquellos Jefes su- 
periores, que á veces amenguaban la independencia de la magistratura. 
Reconocida en España la separación del poder judicial del adminis- 
trativo, deslindadas las funciones meramente consultivas de las del poder 
de acción y resolución y reducidos los tribunales únicamente á administrar 
justicia en la Península, ya era insostenible y quedaba minado por sus 
oimientos el método que de antiguo venia observándose en las posesio- 
nes ultramarinas de intervenir las Audiencias en lo gubernativo y de- 
terminando también las apelaciones que en estos asuntos interponían 
los interesados. 

Así es que nuestro ilustrado Gobierno íntimamente persuadido de 
que el progreso moral é intelectual que han alcanzado las mismas pose- 
siones, por consecuencia á la solicitud soberana en procurar constante- 
mente la prosperidad de estos fieles subditos por un conjunto de medi- 
das discretamente combinadas, no podia dejar de reconocer las ventajas 
que á las posesiones ultramarinas acarrearía una mejora de tanta tras- 
cendencia como lo es la separación de poderes y cuyos felices resultados 
se habían experimentado en la Metrópoli; y en su decisión el mismo 
Gobierno por asimilar en lo posible al régimen que alli observa el de estas 
provincias, decretó la supresión del Real Acuerdo de las Audiencias, y 
que quedaran con las atribuciones propias del poder judicial, creando en 
su lugar los Consejos de Administración, para que emitiesen su dic- 
tamen ó informe razonado al Gobernador Superior sobre los asuntos 
gubernativos, y que una Sección de este alto cuerpo como tribunal co- 
nociese y fallase sobre las cuestiones contencioso-administrativas, pre- 
vio el procedimiento análogo: reforma importantísima y que como se 
ha dicho, no podia menos de producir en estas posesiones grandes bie- 
nes, ora se la considere como una mejora administrativa, ora se la juz- 
gue eficaz garantía de orden y moralidad (1) 

Se ha establecido, pues, en cada una de las provincias de Ultramar 
y con residencia en la capital un Consejo de Administración, para que 
con sus informes y consultas, previa la instrucción de los expedientes 
y madura deliberación, auxilie al Gobernador Superior, y que consti- 
tuido en tribunal falle las reclamaciones contra la Administración. 

El Gobernador Superior Civil de cada provincia es el Presidente 
nato del Consejo respectivo. Son Vice-Presidentes el Comandante Ge- 
neral del apostadero en Cuba y Filipinas, y el Regente de la Real Au- 
diencia en Puerto-Rico. 

Compónese este alto Cuerpo de Consejeros natos y de Real nombra- 
miento. De la clase de los primeros son el Gobernador Superior Civil Pre- 
sidente, el Reverendo Obispo Diocesano respectivo y en la Isla de Cuba, 
además del de la Habana, el muy Reverendo Arzobispo Metropolita 
no; el Comandante General del apostadero, donde lo hay, el Rejente de 

(1) La» consideraciones expuestas en este párrafo y en el anterior te hallan consignadas ea 
la «notición del ministerio á S. M. precedente al Real Decreto eobre oreaeion de los Cornejos 
de Aaninjftraoion. 
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la Real Audiencia, eí Intendente General de ejército y Hacienda el Fis- 
cal de la Real Audiencia y el Presidente del Tribunal de Cuentas. 

El Consejo está dividido en tres seccciones denominadas de lo 
Contencioso, de Hacienda y de Gobierno. 

Es Presidente de la 1* el Regente de la Real Audiencia; de la de 
Hacienda el Intendente General, y de la de Gobierno, el Fiscal de la 
Audiencia. 

La Sección de lo contencioso se compone en la Isla de Cuba, ade- 
más del Presidente, de seis consejeros, cuatro de éstos letrados, y de 
cuatro consejeros en las demás provincias, tres de ellos letrados, perci- 
biendo todos el sueldo de Magistrados de las respectivas Audiencias. 

Para ser nombrado Consejero en la sección de lo contencioso es 
indispensable haber pertenecido á cualquiera de las categoría** siguien- 
tes: Magistrado de alguna de las Audiencias de la Península ó de Ul- 
tramar; Juez de primera instancia, Alcalde Mayor 6 funcionario del or- 
den judicial ó fiscal que tuviere la categoría de juez de término; Jefe 
de Administración de la Península con las mismas condiciones; Jefe de 
segunda clase de Ultramar; Ministro 6 Fiscal de los Tribunales de Cuen- 
tas en Ultramar, todos excepto los magistrados con dos años de ejerci- 
cio; Catedrático de derecho en las Universidades de la Península ó de 
Ultramar con diez años de ejercicio; advirtiéndose que estos Consejeros 
no pueden ejercer ningún cargo en sociedades industriales 6 mercantiles. 

Las secciones de Hacienda?/ de Gobierno se componen de sus res- 
pectivos Presidentes y de consejeros de Real nombramiento, que se de- 
signarán siempre de orden de S. M. cuyo número podrá ser hasta de 
veinte y dos en la Isla de Cuba y de doce en las otras posesiones. 

Estos cargos son honoríficos, gratuitos é incompatibles con to- 
da función pública retribuida, corresponden á la primera categoría de 
la Administración de Ultramar y solo podrán recaer en personas en que 
además de llevar seis años por lo menos de residencia en la provincia, 
se hallen en alguna de las circunstancias siguientes: título de Castilla; 
propietario comprendido entre los cincuenta mayores contribuyentes en 
la provincia donde fuere posible esta calificación ó en otro caso notoria- 
mente acaudalado; Director y Sub-director de los Bancos; Prior ó Cón- 
sul de los Tribunales de Comercio^ individuo de la Junta de Fomento y 
Comercio; Alcalde de la capital. Sin embargo el Gobierno puede nom- 
brar fuera de estas categorías, y dentro del número que queda marcado, 
cuatro consejeros para la la Isla de Cuba y dos para las otras posesio- 
nes, que á la residencia de seis años reúnan las circunstancias de .noto- 
ria ilustración ó de conocimientos especiales. 

En cada una de las secciones de Hacienda y Gobierno habrá un 
Ponente designado por orden de S. M. entre los consejeros de la sec- 
ción de lo contencioso, los que serán sustituidos en ausencias y enfer- 
medades por los demás consejeros de esta sección, en la cual será 
Ponente en cáela negocio el consejero que designe el Presidente de la 
misma. 

II 
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Todos los consejeros al tomar posesión de sus cargos deben jurar 
ser ñeles á la Reina, desempeñar lealmente su cometido y consultar con 
arreglo á las leyes. Reales órdenes y démas disposiciones del Gobierno 
en los negocios que se sometieren á su informe. 

Para el despacho de los negocios hay un Secretario general. Para 
obtener esta plaza se necesita haber cumplido 30 años de edad ser le- 
trado y haber obtenido cualquiera de las categorías siguientes: Juez 
de primera instancia en la Península, Alcalde Mayor en Ultramar; te- 
niente Fiscal en estas posesiones ó abogado Fiscal en la Península;- 
Secretario de Gobierno en la misma; Jefe de sección de cualquiera de 
los Gobiernos superiores de Ultramar; oficial del Consejo de Estado con 
dos anos de ejercicio; Jefe de negociado de 1* y 2^ clase de la Penín- 
sula con igual tiempo de servicio ó Decano de los colejios de abogados 
de las capitales en que haya Audiencia. 

El Secretario no puede desempeñar cargo alguno en sociedades 
industriales ó mercantiles. 

Ha de haber en cada Secretaría un oficial primero precisamente 
letrado y los demás oficiales, ugieres y subalternos necesarios. 

ATRIBUCIONES PE LOS CONSEJOS. 

El Consejo despacha los negocios de su cargo en pleno ó en 
secciones. 

Informa en pleno: l 9 Sobre los presupuestos generales de ingresos 
de cada provincia y sobre los de gastos de todos los servicios de Ha- 
cienda, de Gobernación y de Fomento. 2? Sobre los presupuestos pro- 
. vinciales y municipales. 3 9 Sobre la reforma fundamental de los regla- 
mentos é instrucciones generales para cualquier ramo de Administra- 
ción que los Gobernadores superiores civiles hayan de proponer al Go- 
bierno Supremo. 4 9 Sobre los asuntos del Real Patronato, y recursos 
de protección en que antes consultaba el Real Acuerdo. 5 9 Sobre crea- 
ción de nuevos Ayuntamientos 6 traslación ó supresión de los existen- 
tes. 6 9 Sobre las exepciones para rehusar cargos concejiles; 7 9 Sobre 
las inclusiones indebidas ú omisiones en las listas para elecciones mu- 
nicipales. 8 o Sobre conceder ó negar á los pueblos ó establecimientos 
públicos el permiso que soliciten para enagenar ó cambiar sus bienes y 
para contraer empréstitos. 9 9 Sobre todos los asuntos que las leyes» 
reglamentos ó disposiciones especiales sometan al examen de dichos 
consejos; y por último cuando lo determine el Gobierno. 

Además puede informar el Consejo pleno ó en secciones, á juicio 
del Gobernador Superior Civil: 1.° Sobre la reforma parcial de los re- 
glamentos ó instrucciones en cualquier ramo de la Administración. 
2.° Sobre los proyectos de reforma, ó mejoras de cualquier ramo del 
servicio público que dicho Gobernador Superior hubiese de someter 
al Gobierno de S. M. 3.° Sobre expedición de títulos provisionales de 
los oficios enagenados. 4.° Sobre los acuerdos que tomen las munici- 
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palidades, cuya aprobación corresponda al mismo Gobernador Superior. 
o.° Sobre los demás negoeios en que consultaba el Real Acuerdo ó in- 
formaban las juntas de varios ramos que quedaron suprimidas por la 
instalación de los Consejos de Administración. 

Estos no podrán deliberar sin la concurrencia de la mitad, mas 
uno de los consejeros que habitualraénte residan en la capital, y en to- 
dos los casos sin la mayoría de la sección que haya preparado el dic- 
tamen. 

Las sesiones del Consejo pleno y do las secciones son secretas, y 
sus actas no pueden publicarse sin autoridad expresa del Gobernador 
Superior, 

Pueden pedir por medio del Secretario general los antecedentes 
que juzguen necesarios para la instrucción de los expedientes someti- 
tídos á su informe. 

SECCIÓN DI LO CONTENCIOSO. 

Esta sección informa: l 9 Sobre las competencias positivas y negativas 
de jurisdicción y atribuciones entre las autoridades y agentes de la Admi- 
nistración. 2.° Sobre conceder ó negar, autorización á los pueblos 6 es- 
tablecimientos públicos para litigar. 3.° Sobre conceder ó negar, con- 
firme á derecho, la autorización competente para procesar á los emplea- 
dos y corporaciones dependientes de la Administración por hechos rela- 
tivos al ejercicio de sus funciones. 4 9 Sobre la validez de l?ts presas 
marítimas. 5 9 Sobre las licencias para contraer matrimonio los títulos de 
Castilla y sus inmediatos sucesores. 6.° Sobre la procedencia ó impro- 
cedencia de la via contenciosa contra las resoluciones del Gobernador 
Superior Civil ó de los Jefes de Administración. 7.° Sobre los demás 
asuntos de gracia y justicia en que consultaba el Real Acuerdo de las 
Audiencias. 

La sección de lo contencioso se constituye en Tribunal, y conoce 
en la forma prevenida en el reglamento especial sobre estos procedi- 
mientos, determinando sobre las demandas contencioso- administrativas, 
como se verá al tratar de esta jurisdicción. 

En las vacantes, ausencias ó enfermedades de los Consejeros de es- 
ta sección serán reemplazados por el Consejero de Real nombramiento 
que designe el Gobernador Superior Civil, debiendo concurrir en el 
nombrado la cualidad de letrado, si la tuviere el que causare la va- 
cante ó ausencia, y se abstendrá de formar parte del Tribunal conten- 
cioso cuando tuviere participación 6 interés en el negocio sometido 
á su fallo. 

ATRIBUCIONES DEL PRESIDENTE DEL CONSEJO ¥ DE LOS DE LAS SECCIONES. 

Corresponde al Presidente del Consejo: l 9 Hacer el señalamiento 
de los negocios que deban verse en • pleno. 2P Recibir las excusas de 
los consejeros. 3.° Llevar en estrados la palabra, de la que nadie po- 
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Todos los consejeros al tomar posesión de sus cargos deben jurar 
ser fieles á la Reina, desempeñar iealmente su cometido y consultar con 
arreglo íi las leyes, Reales órdenes y démas disposiciones del Gobierno 
en los negocios que se sometieren á su informe. 

Para el despacho de los negocios hay un Secretario general. Para 
obtener esta plaza se necesita haber cumplido 30 años de edad ser le- 
trado y haber obtenido cualquiera de las categorías siguientes: Juez 
de primera instancia en la Península, Alcalde Mayor en Ultramar; te- 
niente Fiscal en estas posesiones ó abogado Fiscal en la Península;- 
Secretario de Gobierno en la misma; Jefe de sección de cualquiera de 
los Gobiernos superiores de Ultramar; oficial del Consejo de Estado con 
dos anos de ejercicio; Jefe de negociado de 1* y 2^ clase de la Penín- 
sula con igual tiempo de servicio 6 Decano de los colejios de abogados 
de las capitales en que haya Audiencia. 

El Secretario no puede desempeñar cargo alguno en sociedades 
industriales ó mercantiles. 

Ha de haber en cada Secretaría un oficial primero precisamente 
letrado y los demás oficiales, ugieres y subalternos necesarios. 

ATRIBUCIONES QE LOS CONSEJOS. 

El Consejo despacha los negocios de su cargo en pleno ó en 
secciones. 

Informa en pleno: l 9 Sobre los presupuestos generales de ingresos 
de cada provincia y sobre los de gastos de todos los servicios de Ha- 
cienda, de Gobernación y de Fomento. 2P Sobre los presupuestos pro- 
. vinciales y municipales. S 9 Sobre la reforma fundamental de los regla- 
mentos é instrucciones generales para cualquier ramo de Administra- 
ción que los Gobernadores superiores civiles hayan de proponer al Go- 
bierno Supremo. 4 9 Sobre Jos asuntos del Real Patronato, y recursos 
de protección en que antes consultaba el Real Acuerdo. 5 9 Sobre crea- 
ción de nuevos Ayuntamientos ó traslación ó supresión de los existen- 
tes. 6 9 Sobre las exepciones para rehusar cargos concejiles. 7 9 Sobre 
las inclusiones indebidas ú omisiones en las listas para elecciones mu- 
nicipales. 8 o Sobre conceder ó negar 4 los pueblos ó establecimientos 
públicos el permiso que soliciten para enagenar ó cambiar sus bienes y 
para contraer empréstitos. 9 9 Sabré todos los asuntos que las leyes, 
reglamentos ó disposiciones especiales sometan al examen de dichos 
consejos; y por último cuando lo determine el Gobierno. 

Además puede informar el Consejo pleno 6 en secciones, á juicio 
del Gobernador Superior Civil: 1.° Sobre la reforma parcial de los re- 
glamentos ó instrucciones en cualquier ramo de la Administración. 
2.° Sobre los proyectos de reforma, ó mejoras de cualquier ramo del 
servicio público que dicho Gobernador Superior hubiese de someter 
al Gobierno de S. M. 3.° Sobre expedición de títulos provisionales de 
los oficios enagenados. 4.° Sobre los acuerdos que tomen las munici- 
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palidades, cuya aprobación corresponda al mismo Gobernador Superior. 
o.° Sobre los demás negocios en que consultaba el Real Acuerdo ó in- 
formaban las juntas de varios ramos que quedaron suprimidas por la 
instalación de los Consejos de Administración. 

Estos no podrán deliberar sin la concurrencia de la mitad, mas 
uno de los consejeros que habitualménte residan en la capital, y en to- 
dos los casos sin la mayoría de la sección que haya preparado el dic- 
tamen. 

Las sesiones del Consejo pleno y de las secciones son secretas, y 
sus actas no pueden publicarse sin autoridad expresa del Gobernador 
Superior, 

Pueden pedir por medio del Secretario general los ;=atecedentes 
que juzguen necesarios para la instrucción de los expedientes someti- 
tidos á su informe. 

SECCIÓN DE LO CONTENCIOSO. 

Esta sección informa: l 9 Sobre las competencias positivas y negativas 
de jurisdicción y atribuciones entre las autoridades y agentes de la Admi- 
nistración. 2.° Sobre conceder ó negar, autorización á los pueblos 6 es- 
tablecimientos públicos para litigar. 3.° Sobre conceder ó negar, con- 
firme 4 derecho, la autorización competente para procesar á los emplea- 
dos y corporaciones dependientes de la Administración por hechos rela- 
tivos al ejercicio de sus funciones. 4 ? Sobre la validez de las presas 
marítimas. 5 9 Sobre las licencias para contraer matrimonio los títulos de 
Castilla y sus inmediatos sucesores. 6.° Sobre la procedencia ó impro- 
cedencia de la via contenciosa contra las resoluciones del Gobernador 
Superior Civil ó de los Jefes de Administración. 7.° Sobre los demás 
asuntos de gracia y justicia en que consultaba el Real Acuerdo de las 
Audiencias. 

La sección de lo contencioso se constituye .en Tribunal, y conoce 
en la forma prevenida en el reglamento especial sobre estos procedi- 
mientos, determinando sobre las demandas contencioso- administrativas, 
como se verá al tratar de esta jurisdicción. 

En las vacantes, ausencias ó enfermedades de los Consejeros de es- 
ta sección serán reemplazados por el Consejero de Real nombramiento 
que designe el Gobernador Superior Civil, debiendo concurrir en el 
nombrado la cualidad de letrado, si la tuviere el que causare la va- 
cante <5 ausencia, y se abstendrá de formar parte del Tribunal conten- 
cioso cuando tuviere participación 6 interés en el negocio sometido 
á su fallo. 

ATRIBUCIONES DEL PRESIDENTE DEL CONSEJO ¥ DE LOS DE LAS SECCIONES. 

Corresponde al Presidente del Consejo: l 9 Hacer el señalamiento 
de los negocios que deban verse en • pleno. 2? Recibir las excusas de 
los consejeros. 3,° Llevar en estrados la palabra, de la que nadie po- 
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drá usar sin su permiso, y autorizar todos los Acuerdos y providencias 
que el mismo Consejo dicte. 4 9 Oir las quejas que le dieren los intere- 
sados sobre cualquier abuso que merezca providencia, tomar la que es- 
tuviere en sus atribuciones y promoverlo íjue respectivamente corres- 
ponda al Consejo ó á las secciones. 

Estas mismas atribuciones desempeñará el Vice-Presidente del 
Consejo, y en su caso los Presidentes de cada sección y los que les sus- 
tituyan respectivamente. 

ATKBIC1M1S NL SECBJTAE10 MMáL. 

El Secretario tiene á su cargo todo lo concerniente al Consejo ple- 
no, á las secciones y su organización; distribuye los trabajos; debiendo 
manifestar los antecedentes que puedan convenir para la consulta ó in- 
forme del punto de que se trate y está á su cuidado la correspondencia. 
Ha de llevar un libro de registro de entrada y salida de los negocios, 
otro de los acuerdos y providencias del Consejo y de las secciones y vo- 
tos particulares, otro de las resoluciones definitivas del Consejo y los 
demás que éste ó las secciones prescribieren; debiendo el Presidente 
del Consejo 6 áe las secciones rubricar todas las hojas de este libro, 
firmando en la primera una nota expresiva del número de hojas de que 
conste, y en los de acuerdos, providencias y resoluciones se guardará lo 
prevenido por las leyes acerca de los protocolos ó registros de las escri- 
turas públicas. 

El Secretario ha de dar cuenta por el orden riguroso de entrada, 
á no ser que el Presidente del Consejo ó los de las secciones dispusie- 
ren otra cosa. 

En defecto del Secretario hará sus veces el oficial primero de la 
secretaria. 

Los oficiales del Consejo auxilian al secretario y al fiscal del mo- 
do y forma que lo dispongan el Presidente del Consejo ó el de la sec- 
ción de lo contencioso, y ejereerán además el oficio de relator cuando 
no lo desempeñe el Secretario, tomando en este caso asiento en el Con- 
sejo pleno y en las secciones al lado del mismo Secretario. 
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CAPITULO VII. 
M LOS ATÜWAIIHTOS. 
Sumario. — Su creación. — Organización. — Junta electoral. — Listas electorales. — 
Atribuciones de los Ayuntamientos. — Atribuciones cbl Gobernador Superior Civil, Pre- 
sidente de todos los Ayuntamientos. — ídem del Gobernador ó Teniente Gobernador Pre- 
sidente Delegado. — ídem del Alcalde. — Teniente de Alcaide. — Regidores electivos y 
perpetuos. — Síndico. — Secretario. — Propios y Arbitrios. — Junta municipal. — Mayordo- 
mo. — Contratas y remates. — Contaduría municipal.— Cuentas del Mayordomo.— Cuen- 
tas del Gobernador 6 Teniente Gobernador Presidente. 

Tan arraigada se hallaba en España' la institución de los Ayunta- 
mientos, tan benéficos resultados había producido y tan necesarios se 
consideraban para el buen réjimen y policía municipal de los pueblos, 
que incorporados los dominios de Indias á la corona de Castilia, en las 
reglas primordiales que se dictaron para la fundación y fomento de las 
nuevas poblaciones, se estableció como base principal la creación del 
Concejo 6 Cabildo en cada ciudad ó villa designándose el número de al- 
caldes y regidores de que había de componerse (1) con los oficiales y 
subalternos necesarios: conforme á estas disposiciones debieron esta- 
blecerse las corporaciones municipales, asi en la capital como en las de- 
rruís ciudades y otras poblaciones de la Isla de Cuba. 

En la época de los Reyes Católicos se concedían los cargos de 
Concejales de merced á las personas beneméritas en premio de señala- 
dos servicios; pero después, para aumento de la Hacienda pública y pa- 
ra atenderá las necesidades del Estado, se beneficiaron aquellos oficios 
que no tenían propiamente jurisdicción, enagenándose de la Corona, 
según iban vacando con calidad de poderlos vender y renunciar los po- 
seedores, (2) á cuya clase tían correspondido los cargos de regidor, es 
decir, que se adquirían por renunc ia del poseedor (3), lo que ha conti- 

(1) Ley 2? título 7? Libro 4? Recopilación de Indias. . 

(2) Ley 1* título 20. Libro 8 de la misma Recopilación. 

(3) Para obtener estos oficios de regidor por renuncia se instruye expediente ante la Autori- 
dad local de Hacienda pública respectiva y en la Habana ante la Intendencia General á petición 
del interesado, que debe presentar la Real confirmación del título del renunciante, certificación 
del escribano ante quien se hubiese heeho la renuncia de haber sobrevivido éste veintenas y 
testimonio de la misma renuncia. La Administración de rentas terrestres nombra peritos quejus- 
tiprecien el oficio, y con vista de la tasación se liquidan los Reales derechos, que son la mitad 
del valor del oficio en la primera renunoia, y la tercera parte en las ulteriores, cen mas la me- 
diannata, que es el dos y medio por ciento, y el diez y ocho por ciento de conducción a la Penín- 
sula. Practicado el entero en las arcas del Tesoro se aprueban por la Intendencia general las 
diligencias, si se han cumplido los requisitos legales, y se remite el expediente al Gobernador 
Capitán General, que despacha al renunciatario un título provisional, siempre <iuc en él concur- 
ran las circunstancias necesarias de limpieza de sangre y buenas costumbres, de cuyo título ha 
de presentar Real confirmación en el .término de cinco afios, bajo pena de caducidad del oficio, 
si no lo verifica, bien que si el valor de ésto no llega á quinientos pesos, se solicita la confirma- 
ción por medio del Intendente, entregándole el interesado testimonio del expediente dentTo do 
un año, y pasado este término sin haberlo hecho, debe él mismo acudir en solicitud de la Ucnl 
confirmación con el testimonio dentro de cinco años. Con el título provisional toma posesión el 
que lo ha obtenido del cargo de regidor. Cuando estos oficios corresponden á personas? incnpi- 
ees, comonn menor 6 demente, proponen sus representantes tres individuos, de los cuales eli- 
ge uao el Gobernador Superior Civil, para que lo sirva: si ninguno de los de esta terna lucre 
•probado, se presenta segunda propuesta y si sucede lo mismo, hace aquel Jefe por sí el nombra- 
miento. Si algún dueño de oficio tratare de renunciarlo en favor del que no sea hijo 6 inmediato 
sucesor, debe tantearlo la Hacienda, rebajándose la parte que le hubiera cabido por virtud de la 
renuncia. Real Deereto de 21 de Julio de 1844. 
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nuado en observancia hasta la época presente respecto 4 los que no ha- 
bían caducado. Los demás concejales que eran los alcaldes ordinarios y 
Síndicos eran elegidos por los mismos Ayuntamientos, debinndo apro- 
bar la elección el Gobernador Capitán General, quien nombraba los Re- 
gidores cuyos oficios habian revertido á la Corona ó eran de nueva 
creación. 

Ya se ha visto, cuando se trató de estas corporaciones do la Pe- 
nínsula, que según la ley vigente en ella, los cargos municipales se ob- 
tienen por elección de una junta compuesta de los mayores contribu- 
yentes, y de otros vecinos, á quienes por su capacidad profesional y por 
su posición se ha otorgado esta facultad, nombrando los Gobernodores 
de provincia el Alcalde y Tenientes de alcalde entre los concejales ele- 
gidos, con cuyo método se ha conciliado el uso de los derechos de los 
vecinos á intervenir en el régimen municipal de los respectivos pueblos 
con las garantías de acierto en la elección. 

El Gobierno de S. M. reconociendo que en la aplicación de esta 
ley á la Isla de Cuba se satisfacía una necesidad legítima, atendiendo á 
su desenvolvimiento moral y material, se propuso que sus habitantes 
disfrutaran de los beneficios de aquella organización de los ayuntamien- 
tos y régimen municipal, teniendo mayor participación en la gestión local 
de sus intereses. Con este objeto llamó para la formación de estas cor- 
poraciones á la inteligencia y á la fortuna, adoptando por base para el 
derecho electoral el impuesto municipal directo sobre los capitales, so- 
bre la industria y la capacidad profesional, respetando al mismo tiempo 
los derechos adquiridos para los poseedores de oficios de regidor vendi- 
bles y renunciables y dejando los medios necesarios á la autoridad gu- 
bernativa para evitar todo conflicto ó perturbación. (1) 

En tan sólidos fundamentos está basado el Real Decreto vigente 
(2) sobre organización y régimen de los ayuntamientos en la Isla, en 
el cual se hace extensiva á ella le ley que hoy rige en la Península so- 
bre estos cuerpos con las modificaciones que la pública conveniencia y 
las circunstancias locales han hecho indispensables, cuya soberana dis- 
posición fué puesta en observancia, y conforme á su tenor se expondrá 
lo conveniente sobre la organización y régimen de los cuerpos munici- 
pales en la Isla y al gobierno y administración de sus fondos. 

Ea cada pueblo cabecera ó Tenencia de Gobierno hay Ayunta- 
miento. En los que no lleguen á cinco mil almas, se compone éste de 
un Alcalde, un Síndico y seis Regidores: en los que la población exce- 
de de aquel número, de un Alcalde, dos Tenientes de Alcalde, un Sín- 
dico, y diez Regidores y en la Habana de un Alcalde, siete Tenientes 
de Alcalde, en consideración á igual número de barrios en que eetá re- 
partida la capital y sus caseríos anexos, de dos Síndicos y de diez y seis 
Regidores, siendo Presidente nato de estas corporaciones el Gobernador 

(1) Exposición del Consejo de Ministros que precede al P.eal Decreto orgánico de los Ayun- 
tamientos en la Isla do Cuba. 

(2) Real Decreto mencionado de 27 de Julio de 1859. 
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Superior Civil y á su nombre en cada una de ellas el Gobernador 6 "te- 
niente Gobernador de la jurisdicción. 

Para la creación de nuevos Ayuntamientos, y supresión y trasla- 
ción de los existentes se debe instruir expediente, en que se oiga al 
Consejo de Administración y á las oficinas superiores de Hacienda, re- 
mitiéndolo para su resolución al Gobierno el Gobernador Superior Ci- 
vil, quien en caso de crearse el Ayuntamiento nombra sus Concejales 
entre los mayores contribuyentes hábiles de aquel distrito, según el im- 
puesto municipal, lo mismo que cuando se suspenda á todos los Vocales 
de la corporación. 

Los cargos de Alcalde, Teniente de Alcalde, Regidor y Síndico 
son gratuitos, honoríficos y obligatorios, y solamente podrán escusarse 
de ejercerlos los mayores de sesenta años, los físicamente impedidos y 
los que acaban de servir estos mismos cargos al tiempo de verificarse 
la elección. 

Los concejales son electivos ó perpetuos: los primeros son elegi- 
dos por dicho Gobernador Superior entre los prppuestos en lista, doble 
por la junta electoral; y perpetuos los regidores de oficios vendibles y 
renunciables, los cuales, mientras no caduquen sus oficios, continúan 
formando parte de los Ayuntamientos y en el ejercicio de sus funcio- 
nes. Si el número de estos Regidores afectos á cada Ayuntamiento 
fuere igual ó mayor que el de Jos individuos de que deba componerse, 
todos constituyen parte de la corporación y en las que no los tengan de 
esta clase ó si los existentes fueren en menor número, se hará el nom- 
bramiento de todos ó de los que falten para completar el número cor- 
respondiente en la forma dispuesta para los electivos. 

No pueden ser concejales; l. 9 Los extranjeros, á no ser que hayan 
obtenido carta de naturaleza. 2.° Los menores de veinte y cinco años. 
3.° Los que no estén avecindados dentro del término del respectivo 
ayuntamiento. 4.° Los que hayan sufrido penas aflictivas. 5.° Los es- 
pulsados de algún ayuntamiento. 6.° Los que se hallen sujetos á la vi- 
gilancia de las autoridades. 7.° Los que no sepan leer ni escribir, á 
menos que sea imposible encontrarlos con estas circunstancias dentro 
del término municipal. 8 ? Los ordenados in Sacris. 9.° Los militares 
y empleados públicos en activo servicio. 10 9 Los empleados municipa- 
les. 11.° Los contratistas y arrendatarios de ramos ó rentas municipa- 
les y sus fiadores. 12 9 Los que no sean habidos y reputados p.or blancos. 
Además cuando fuere disuelto un Ayuntamiento no pueden ser nom- 
brados en la primera elección, ni en la ordinaria inmediata los indivi- 
duos que ío hubiesen compuesto. 

JUNTA ELECTORAL. 

Constituyen la Junta electoral los Concejales del respectivo Ayun- 
tamiento y el número de mayores contribuyentes, doble en las poblacio- 
nes que no pasen de 10.000 almas; triple en la que excedan de este 
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número , y cuádruple eu la Habana. Este número de electores ha <ie 
componerse de la tercera parte de los mayores contribuyentes de cada 
distrito por razón del impuesto municipal directo sobre la propiedad 
territorial, rústica y urbana; de otra¿ tercera de los mayores contribu- 
yentes por razón de la industria y comercio, y la otra tercera será de 
las capacidades mayores contribuyentes por razón de su profesión: si 
para la división exacta de los electores por tercias partes faltare uno, se 
agregará de la clase de propietarios; y si fueren dos, uno será de esta 
clase y otro de la de industria y comercio. 

Para el cómputo de la cuota que cada contribuyente satisface, se 
deben acumular las cantidades qué pague dentro y fuera del pueblo por 
un mismo concepto; considerándose bienes propios respecto de los ma- 
ridos los de sus mujeres, mientras subsista la sociedad conyugal; en 
cuanto á los padres, los de sus hijos mientras sean legítimos adminis- 
tradores de ellos, y por lo concerniente á los hijos, los suyos propios de 
que por cualquier concepto sean sus madres usufructuarias. 

Las capacidades que se requieren en los mayores contribuyentes 
por razón de su profesión son: Los doctores y licenciados; los abogados j 
con dos años de estudio abierto; los médicos y farmacéuticos con título j 
obtenido en los dominios españoles, y que cuenten dos años de ejerci- 
cio, y los arquitectos é ingenieros con titulo de algunas de sus escuelas 
ó academias de la Península ó de Ultramar. 

No pueden ser electores:! 9 Los procesados criminalmente al tiem- 
po de hacerse las elecciones. 2P Los que por sentencia judicial hayan 
sufrido penas corporales aflictivas ó infamatorias y no hayan obtenido I 
rehabilitación. 3 9 Los que se hallen bajo intervención judicial por in- ! 
capacidad física ó moral. 4 9 Los que estuviesen fallidos 6 en suspen- 
sión de pagos 6 con sus bienes intervenidos. 5.° Los que se hallen apre- 
miados como deudores á la Hacienda ó á los fondos comunes de los 
pueblos. 6° Los que en virtud de sentencia judicial se hallen bajo la 
vigilancia de las autoridades. 7 9 Los que no sean habidos y reputados 
por blancos. 

LISTAS ELECTORALES. 

Los Gobernadores ó Tenientes Gobernadores asociados de tres 
Concejales y de tres mayores contribuyentes de cada clase designados 
por el Ayuntamiento forman las listas de electores con sujeción ala vi- 
gente para los impuestos directos, cuyas listas quedan permanentes y 
sirvetí para las elecciones sucesivas, haciéndose sin embargo por los mis- 
mos que las formaron las debidas rectificaciones, excluyendo á los que 
hubiesen fallecido ó mudado de vecindad; pero la exclusión por otro con- 
cepto no se lleva á efecto sin ser citados y oidos los interesados, si se 
presentan á impugnarla. 

Las listas rectificadas y firmadas por el Gobernador ó Teniente 
Gobernador y sus asociados deben exponerse al público todos los años 
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en que haya de hacerse elección general desde el 15, hasta el 3l de 
Agosto para que en en este tiempo se hagan las reclamaciones por omi- 
sión ó inclusión indebidas, las cuales resolverá el Gobernador ó Te- 
niente Gobernador bajo su responsabilidad, oyendo á los asociados. 

El 10 de Setiembre se exponen otra vez al público las listas con 
las nuevas rectificaciones, y los que no se conformen con la decisión 
del Gobernador ó Teniente Gobernador, podrán acudir antes del 20 de 
dicho mes al Gobernador Superior Civil, quien oyendo al Consejo de 
Administración, decide definitivamente y sin ulterior recurso antes del 
15 de Octubre; y comunicadas estas resoluciones antes del 27 del mis- 
mo mes al Gobernador ó Teniente Gobernador, hará éste con sujeción 
á ellas las nuevas publicaciones de las listas definitivamente rectificadas, 
las cuales servirán durante dos años para las elecciones generales y 
parciales, no pudiendo votar sino los inscritos en ellas. 

ELECCIONES. 

Formadas y aprobadas las listas electorales en la manera explica- 
da, deberán verificarse el primer domingo de Noviembre, si el Gober- 
nador no fijase ofcrt> dia, las elecciones para las propuestas de conceja- 
les electivos en reemplazo de los que hayan de cesar á fines del si- 
guiente Diciembre, sin poder excusarse ningún elector de asistir á la 
elección, sino por enfermedad ó ausencia autorizada, que se hará cons- 
tar en él acto; y si por tales motivos faltare la tercera parte de los elec- 
tores, se diferirá la elección para el domingo mas inmediato en (jue pue- 
dan reunirse las dos terceras partes mas uno. 

El acto de la elección será presidido por el Gobernador ó Teniente 
Gobernador del distrito, actuando como secretarios un concejal y un 
elector, designados separadamente, el primero por el Ayuntamiento, y 
el segundo por los demás electores, para cuyos actos entregará el Pre- 
sidente á cada uno una papeleta rubricada por él, quedando electos los 
que obtengan mayoría de votos. 

Constituida la mesa, el Presidente entregará á cada elector una 
papeleta rubricada, en la cual escribirá éste los nombres de las perso- 
nas que proponga, sin poderse votar mas que para la mitad del número 
total de las que hayan de poneráe, depositándose en la urna las pape- 
letas: en seguida se procede al escrutinio, sacándolas el Presidente, le- 
yéndolas en alta voz un Secretario, y tomando nota de ellas el otro; 
siendo de advertir que si contuvieren mas nombres de los precisos, se- 
rán nulos los votos dados á los últimos, sobrantes; pero valdrán las pape- 
letas que contengan menos nombres que los precisos. 

Concluida la anotación, los electores podrán exponer lo que ten- 
gan por conveniente sobre la validez de las papeletas, ó sobre la apti- 
tud legal de los candidatos, y en caso de duda resolverá la junta á plu- 
ralidad de votos la admisión 6 exclusión de la candidatura impugnada, 
expresándose simplemente en el acta de elecciones los votos contrarios 
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á esta decisión, si asi lo pidieren los votantes respectivos. Hecho el es- 
crutinio se quemarán las papeletas y se estenderá el acta, incluyendo 
. en ella por orden de mayorías todos los candidatos admitidos y el Go- 
bernador ó Teniente Gobernador la elevará al Gobernador Superior Ci- 
vil por el primer correo, con las solicitudes de excusas, informando acer- 
ca de ellas y sobre la legalidad del acta, y proponiendo para los cargos 
de Alcaldes y Tenientes de Alcalde. 

El Gobernador Superior Civil decidirá sobre las excusas. Si hu- 
biere motivo suficiente, declarará nulas las elecciones, oyendo en am- 
bos casos al Consejo de Administración. Declarada la nulidad se desig- 
nará el dia en que haya de repetirse le elección debiendo siempre dar 
cuenta al Gobierno con remisión del expediente. 

Los elegidos habrán de tomar posesión de sus cargos el primero 
de Enero; y si por cualquier causa no estubiere aprobada la renovación 
para este dia, continuarán sirviendo los salientes hasta la aprobación de 
la elección, y las vacantes que ocurran de una elección á otra no se lle- 
nan sino cuando falte la tercera parte de los c oncejales, menos uno, cu- 
ya elección parcial se verificará del mismo modo que las generales el 
dia prefijado por el Gobernador Superior de la Isla y entrando los elec- 
tos solamente á servir por el resto de aquel ano y otro mas. 

DE US SESIONES. 

Los Ayuntamientos celebrarán en la Sala Consistorial cabildo or- 
dinario los viernes de cada semana para el despacho de los negocios de 
sus atribuciones, y para la sesiones extraordinarias convocará el Pre- 
sidente, sin que pueda tratarse en ellas mas asunto que el que las mo- 
tive. 

Para constituirse en Cabildo ordinario ó extraordinario se requiere 
que sea presidido por el Gobernador Superior Civil ó en su nombre por 
el Gobernador ó Teniente Gobernador, y á falta de éste por el Alcalde 
ó por el que haga sus veces; y que asista la mitad mas uno de los con- 
cejales. 

La asistencia á los Cabildos es obligatoria á todos los Vocales, y 
el qué sin justa causa no concurra, advertido de su primera falta por el 
Gobernador respectivo, satisfará ocho pesos de multa. (1) 

Las sesiones son secretas y los acuerdos á pluralidad absoluta de 
votos, teniendo todos los concejales concurrentes voz y voto y facultad 
de iniciativa dentro del círculo de las atribuciones de la Corporación. 

Asi en los Cabildos como en los actos públicos, ocupará el primer 
lugar después del Gobernador ó Teniente Gobernador Presidente, el 
Alcalde, siguiendo los Tenientes de Alcalde, según el número ordinal 
de sus nombramientos; los Regidores perpetuos por su antigüedad, los 
electivos por el mismo orden, y de los nombrados en una misma fecha, 

(1) Orden del Gobierne Superior Civil de la lila aprobada en Real 6rden de 80 de Setiem 
far* de 1860. 
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por aquel en que los coloque el Gobernador Superior Civil al hacer el 
nombramiento, exceptuándose los Síndicos que tendrán el último lugar. 
Por lo regular aquel Jefe dá la preferencia en la colocación de los nom- 
brados Regidores á los que en las propuestas han obtenido mayor nú- 
mero de votos. 

ATRIBUCIONES. 

Es privativo de los Ayuntamientos: 1.° Nombrar bajo su respon- 
sabilidad, los depositarios y encargados de la intervención de los fondos 
del Común donde sean necesarios, y exigirles la competente fianza. 
2. 9 Admitir, bajo las condiciones prescritas en las leyes ó reglamento», 
los facultativos de cualquiera clase que estén retribuidos de los fondos 
municipales. 3.° Nombrar los empleados y dependientes de su inmedia- 
to servicio, cuyo sueldo no pase de trescientos pesos anuales, y propo- 
ner en terna al Gobernador del Departamento para aquellos cuyo sueldo 
exceda de esta suma. 

Son también atribuciones de estos cuerpos arreglar por medio de 
acuerdos, conformándose con las leyes y reeglamentos: 1.° El sistema 
de administración de los propios y arbitrios y de los demás fondos del 
Común. 2.° El disfrute de los pastos, aguas y demás aprovechamien- 
tos comunes en donde no haya un régimen especial autorizado compe- 
tentemente. 3.° El cuidado, conservación y reparación de los caminos 
y serventías, puentes y pontones, que estén á cargo del Común. 4.° Las 
mejoras materiales de que sea susceptible el pueblo, cuando su costo no 
pase de doscientos pesos en las cabeceras de Tenencia de Gobierno, de 
quinientos en las de Gobierno y de mil en la Habana. Los acuerdos de 
ios Ayuntamientos sobre cualquiera de estos objetos son ejecutivos; sin 
embargo, los Presidentes respectivos están facultados para decretar su 
suspensión, si los hallare contrarios á las leyes, reglamentos ó disposicio- 
nes superiores, dictando en su conformidad las providencias oportunas, 
de las cuales han de dar cuenta al Gobernador Superior Civil. 

Además deliberan las corporaciones municipales, conformándose á 
las leyes y reglamentos: 1.° Sobre la formación de las ordenanzas mu- 
nicipales y reglamentos de policía urbana y rural. 2.° Sobre las obras 
de utilidad pública que se costeen de los fondos del Común. 3.° Sobre 
las mejoi % as materiales de que sea suceptible el pueblo, cuando su costo 
pase de las cantidades que quedan señaladas. 4.° Sobre la formación y 
alineación de las calles, pasadizos y plazas. 5.° Sobre los arrendamien- 
tos de fincas, arbitrios y otros bienes del Común. 6.° Sobre el plantío, 
cuidado y * aprovechamiento de los montes y bosques del Común, y la 
corta, poda y beneficio de sus maderas y lenas. 7.° ¡jlobre la suspensión, 
reforma y sustitución y creación de arbitrios, repartimientos, derechos 
municipales y modo de su recaudación. 8.° Sobre los establecimientos 
municipales que convenga crear ó suprimir. 9.° Sobre la enagenacion 
de los bienes muebles é inmuebles y sus adquisiciones, redención de 
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censos, préstamos y transacciones de cualquier especie que tuviere que 
hacer el Común. 10 9 Sobre establecimiento, supresión ó traslación de 
ferias y mercados. 11.° Sobre la aceptación de las donaciones y legados 
que se hicieren al Común ó á algún establecimiento municipal. 12° So- 
bre entablar ó sostener algún pleito á nomhre del Común. 13 9 Sobre 
conceder socorros, ó pensiones individuales, á los empleados del Común 
en recompensa de sus buenos servicios, igualmente que á sus viudas y 
huérfanos; y por último, sobre los demás suntos que las leyes y regla- 
mentos determinen; debiendo estos acuerdos comunicarse al Gobernador 
del Departamento respectivo, sin cuya aprobación no pueden llevarse á 
efecto; y el Gobernador del Oriental debe dar cuenta razonada y justifi- 
cada en cada mes al Gobernador Superior Civil. Respecto de la crea- 
ción, modificación y suspensión de arbitrios se guardarán las disposicio- 
nes especiales que rijan acerca del particular. 

Creadas las Juntas de Agricultura, Industria y Comermercio en 
cada jurisdicción para ocuparse de estos importantes ramos, cada Ayun- 
tamiento nombra uno ó dos de sus individuos para ejercer las funciones 
de vocales de aquellas corporaciones. 

Los Ayuntamientos deben por último evacuar las consultas é infor- 
mes que les pidan los Gobernadores ó Tenientes Gobernadores siempre 
que crean conveniente oírlos ó cuando las leyes, reglamentos y disposi- 
ciones superiores lo prevengan. 

No pueden estos cuerpos deliberar sobre nías asuntos que los que 
quedan expresados, ni hacer por si, ni prohijar, ni dar curso á exposi- 
ciones sobre materias del Gobierno y Administración general, ni publi- 
car, sin permiso del Gobernador Superior Civil, las exposiciones que 
hicieren dentro del círculo de sus atribuciones. 

GOBERNADOR SUPERIOR CIVIL PRESÍDEME. 

Este Jefe es, según queda dicho, el Presidente nato de todos los 
ayuntamientos de la Isla, y le competen las atribuciones siguientes: Ha- 
cer los nombramientos de los concejales entre los propuestos en las lis- 
tas votadas en la Junta electoral: nombrar el Alcalde y Tenientes de 
Alcalde: admitir ó desechar las excusas: aprobar los acuerdos y los pre- 
supuestos municipales: suspender los ayuntamientos: promover la crea- 
ción de estas corporaciones en los pueblos en que deban establecerse y 
nombrar los concejales que han de componerlo entre los mayores con- 
tribuyentes del distrito. 

GOBERNADOR TÉMEME GOBERNADOR VICE--PRESIDENTE. 

• Ya se ha visto que este es el jefe inmediato del Ayuntamiento de 
la Cabecera de su territorio, y en ese concepto le corresponde: l 9 Pre- 
sidir y dirigir los Cabildos. 2 9 Decidir la votación en caso de empate. 
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3° Convocar á cabildo extraordinario; requerir á los concejales para su 
asistencia y autorizar su ausencia del pueblo hasta por un mes. 4 o Lle- 
var toda la correspondencia del Ayuntamiento con la autoridad Superior 
del Departamento y de la Isla, con los de la jurisdicción, y también con 
las corporaciones y particulares en los asuntos privativos del municipio. 
También es de la atribución del Gobernador ó Teniente Goberna- 
dor Vice-Presidente la ejecución de los acuerdos de la misma Corpora- 
ción, y bajo este respecto le incumbe: l 9 Autorizar los libramientos 
contra el depositario de los fondos municipales, y disponer la forma- 
ción de los padrones y presupuestos. 2 9 Llevar el turno de casas para 
alojamiento de la tropa transeúnte y proporcionarlo sin demora, lo mis- 
mo que los bagajes y demás auxilios. 

DE LOS ALCALDKS. 

A falta de Gobernador ó Teniente Gobernador Presidente, ejerce- 
rá el Alcalde las facultades de aquellos Jefes que acaban de exponerse, 
teniendo el Alcalde, cuando desempeña la presidencia, además de su 
voto como concejal, el decisivo en caso de empate como Presidente. 

Asimismo tienen los Alcaldes las atribuciones judiciales que les 
concede el artículo segundo de la Real Cédula de 30 dp Enero de 1 855, 
y son las siguientes: 1* Conciliar á los que intenten promover algún li- 
tigio, y llevar á efecto lo convenido en el juicio de paz, cualquiera que 
sea el fuero de los que ante 61 comparezcan, determinando según su 
leal saber y entender, y sin consulta de letrado. (1) 2* Oir y fallar las 
demandas verbales que no excedan de cincuenta pesos. (2) 3^ Cono- 
cer igualmente en juicio verbal de las demandas de injurias ó de las fal- 
tas livianas que no merezcan mas pena que alguna reprensión ó correc- 
ción ligera que podrá extenderse hasta treinta pesos de multa ó treinta 
dias de arresto, advirtiéndose que á estos juicios, ya sean de los civiles 
á que se refiere el número precedente ó ya criminales no deberá asis- 
tir asesor; pues si el Alcalde encontrase duda ó se suscitasen cuestio- 
nes de derecho, habrá de cesar en el conocimiento y remitir la actua- 
ción al Alcalde mayor competente mandando comparezcan ante él las 
partes para la continuación ó celebración del juicio (3), 4* Admitir to- 
da clase de informaciones que ante él se promuevan pertenecientes á 
la jurisdicción voluntaria hasta el auto de aprobación exclusive, que de- 
berá dictarse por el Alcalde mayor. 5* Proceder de oficio ó á instan- 
cia de parte á formar las primeras diligencias del sumario, siempre que 
en su distrito municipal se cometa algún delito ó se encuentre algún de- 
lincuente, arrestándolo, si hubiere algún fundamento racional bastante 
para considerarlo ó presumirlo tal. 6* Sustituir al Alcalde mayor á fal- 
ta del Gobernador ó Teniente Gobernador ó Teniente Alcalde mayor; y 



a 



Auto acordado por la Real Audiencia Pretorial de 2"> de Febrero de 18f>0. 
Reglamento expedido por S. M. de 21 de Febrero de 1853. 
(3) Auto acordado por la Real Audicndia Pretorial de 25 de Febrero de 1859. 
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si alguno de los Tenientes de Alcalde municipal fuese letrado, será pre- 
ferido al Alcalde y demás Tenientes para sustituir á aquel Juez. 

Además, el Alcalde ordinario 6 municipal por su carácter de Juez 
local, es considerado como delegado j auxiliar de los Alcaldes mayores 
y subordinado á ellos en la formación de las primeras diligencias crimi- 
nales, en las que practiquen en virtud de despachos que aquellos le di- 
rijan y siempre que emitan informes 6 instruyan alguna sumaria, (i) 

TENIENTES DE ALCALDE. 

Corresponde á estos funcionarios: l 9 Sustituir al Alcalde en sus 
ausencias y enfermedades por el orden de su nombramiento, y reempla- 
zarse unos á otros por el mismo orden. 2.° Desempeñar las comisiones 
y servicios municipales que el Gobernador ó Teniente Gobernador les 
encargue. 

Mas, teniéndose en consideración las necesidades y conveniencia 
pública, y lo mucho que ganaría la administración en los ramos munici- 
pal y judicial, confiriéndose á estos funcionarios delegaciones perma- 
nentes, dándose una amplia interpretación al Real Decreto sobre Ayun- 
tamientos, se ha dispuesto, que cada uno de los Tenientes de Alcalde 
ejerza en el territorio que se les señala las mismas atribuciones que el 
Alcalde, siendo delegado ó dependiendo de la autoridad gubernativa en 
cuanto á los servicios municipales, y del respectivo Alcalde mayor en 
lo concerniente á los negocios judiciales'en que según las leyes deban in- 
tervenir, conceptuándoseles Jueces locales con iguales funciones y de- 
beres que á los Alcaldes atribuye la Real Cédula de 30 de Enero de 
1855. (2) 

Por la gravedad de los negocios administrativos que pesan sobre 
el Alcalde ordinario de la Habana está éste facultado para eximirse de 
las funciones judiciales, cuando no le permitan desempeñarlas sus ocu- 
paciones gubernativas y ejerciéndolas. en su distrito los Tenientes Al- 
caldes, que quedan expresados. (3) 

ALCALDES PEDÁNEOS. 

Lo son los capitanes de partido en las parroquias, poblaciones ó 
caseríos apartados entre sí, en que no resida un Teniente de Alcalde, 
ejercrciendo con el carácter de Alcalde pedáneo las obligaciones de juez 

(1) Artículo 2.° de la citada Real Cédula de 30 de Enero de 1855. 

(2Í Orden del Gobierno Superior de la Isla de 10 de Marzo de 1860. 

(S\ La Habana está dividida en siete distritos, «iendo los cinco primeros los mismos de las al- 
caldías mayores, á saber: el de San Cristóbal, al que se ha agregado el caserío de Casa Blanca, 
el de Belén, el de Jesús María, el de Colon y el del Cerro; constituyendo el 6.° el pueblo de Re- 
gla, y el 7.° las Puentes Grandes, los Quemados y Marianao. En cada uno de ellos reside un Te- 
niente de Alcalde, ejerciendo las atribuciones de Alcalde, siendo delegado del Gobierno Superior 
en todo lo relativo á servicios municipales, y dependiendo del respectivo Alcalde mayor en cuan- 
to a la administración de justicia, cosas y casos en que deba entender 6 intervenir. Orden del 
Gobierno Superior de la Isla de 10 de Marzo de 1860. En las demás poblaciones esta señalado á 
eada Teniente de Alcalde su demarcación respectiva. 
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local que les están conferidas en el artículo 13 de la Real Cédula orgá- 
nica ya citada. 

BE IOS REGIDORES. 

Ya se ha visto que éstos son perpetuos ó electivos: los primeros 
son los poseedores de oficios vendibles y renunciables, á quienes se ha 
conservado en el ejercicio de sus funciones y títulos, inclusos aun los 
de oficios dobles, ó de vara, mientras no se declaren extinguidos, previa 
indemnización de su valor, ó mientras no los pierdan por alguna causa 
legal, y también perciben los emolumentos y obvenciones de ellos 
hasta que les sean satisfechas las sumas que se determinen en el expe- 
diente que ha de instruirse al efecto, pasando dichos emolumentos á la 
la clase de arbitrios municipales. 

Se entiende que ha renunciado el oficio el Regidor perpetuo qué 
deja de asistir á los cabildos por seis meses consecutivos sin auto- 
rización competente; bien que en este caso se le indemnizará el valor 
del oficio de los fondos municipales. 

Con el objeto de que con el discurso del tiempo queden extingui- 
dos estos oficios, si antes no se adoptase para ,ello una medida general, 
en todos los casos de reversión de ellos al Estado no vuelven á sacarse 
á la subasta, sino que quedan incorporados al mismo Estado. 

Entre estos Regidores perpetuos unos son de oficios dobles ó de 
vara, porque tienen ciertas atribuciones y prerogativas especiales, ade- 
más de las correspondientes á los otros que eran llamados sencillos. Los 
de vara que hoy se conocen son el Alférez Real, que se reputa el mas 
antiguo y hace la proclamación de los Reyes y Príncipes, conduciendo 
en ellas el estandarte Real: el Alguacil mayor que hace ejecutar por sí 
ó por sus delegados las sentencias y órdenes de los Tribunales, tenien- 
do á su cargo la inspección económica de las cárceles, á cuyas visitas he- 
chas por la autoridad judicial podrá asistir; así como visitar las tiendas 
y demás establecimientos en que se usen pesas y medidas para exami- 
nar su exactitud, y el fiel Ejecutor que vigila por la buena calidad de 
los comestibles, aseo y limpieza de las calles y plazas, legalidad de 
pesas y medidas, las cuales debe hacer sellar anualmente para que no 
h^ya fraude. 

Los Regidores electivos son los nombrados por el Gobernador Su- 
perior Civil á propuesta de las juntas electorales. 

Todos los Regidores perpetuos y electivos componen los Ayunta- 
mientos con voz y voto en los cabildos, teniéndolo también en las elec- 
ciones para la renovación parcial ó general de sus miembros, y en parti- 
cular ejerce cada uno las atribuciones que les marcan las leyes, las que 
determine la Corporación y las que les comunique el Gobernador ó Te- 
niente Gobernador Vice-Presidente, haciéndose el nombramiento de las 
comisiones y diputaciones con sujeción á los Reglamentos vigentes, sin 
poderse excusar de su desempeño los Regidores, sino por causa muy 
jusüfioada que graduará el mismo Vice-Pesidente., 
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Conforme á las antiguas ordenanzas municipales de la Habana se 
destina un Regidor Diputado de mes para el rastro, y otro para cada 
mercado, á cuyos puntos deben concurrir á las horas competentes para 
cuidar en ellos del orden, aseo, abasto, buena calidad de los manteni- 
mientos, y de la exactitud de las pesas y medidas y de hacer cumplir 
las ordenanzas y reglamentos con facultad de imponer á los contraven- 
tores las multas que en ellos se determinan. 

Asimismo se eligen en todos los Ayuntamientos á principio de año 
dos comisarios encargados como representantes de la corporación de 
redactar los acuerdos, celebrar las contratas del interés de la misma, á 
la que han de dar cuenta de su cometido, evacuar los informes que por 
lo regular se les piden, llevar la correspondencia en ciertos casos á nom- 
bre del cabildo; despachar los títulos á los tasadores públicos de alba- 
Silería y carpintería y de fincas rurales, y son Diputados natos de la 
Junta de Beneficencia. 

En la Habana se nombra un Regidor Inspector de cada barrio, un 
diputado anual de fuentes, quien vigila por su conservación, otro que 
asiste á los sorteos de la Real Lotería; dos inspectores de alumbrado, 
otro de obreros y bomberos, y el Gobernador Superior nombra dos Re- 
gidores que con el Síndico concurren á la Junta Superior de Sanidad, 
y otro vocal de la Junta provincial de Instrucción primaria. 

DE 108 SÍNDICOS. 

Los Síndicos son nombrados anualmente entre los Regidores por el 
Ayuntamiento respectivo á pluralidad (Je votos. Son iguales en atribu- 
ciones á los Regidores y además del voto en los Cabildos tienen las si- 
guientes: 1. a Denunciar á la Corporación los abusos que adviertan en 
los ramos sobre que deba acordar ó deliberar la misma, y reclamar el 
cumplimiento de las leyes, órdenes y bandos de buen gobierno que ten- 
gan relación con las atribuciones municipales. 2 a Vigilar sobre que no 
se distraigan los fondos del Común y entren oportunamente en la de- 
positaría. 3. a Intervenir en los libramientos que contra la depositaría 
expida el Gobernador ó Teniente Gobernador Presidente. 4. a Censu- 
rar las cuentas del depositario. 5.° Intervenir en la formación de los 
presupuestos y padrones, é ilustrar al Ayuntamiento en los asuntos de 
las comisiones respectivas, y con especialidad sobre reclamaciones de 
los contribuyentes. 

También son los Síndicos defensores natos de los esclavos en las que- 
jas (1) y pleitos con sus amos y en las causas criminales que se sigan á 
los mismos esclavos cuando aquellos los cedan á la noza, 6 rehusen defen- 
derlos, ejerciendo las funciones de promotores fiscales donde no exis- 
ten estos funcionarios. 

(1) El Gobierno Superior Civil publicó un reglamento con fecha 28 de Enero de 1863, al que 
habían de sujetarse los Síndicos en la capital en los casos de quejas de los esclavos contra so* 
dueños, el cual se ha hecho extensivo a algunas otras poblaciones de la Isla. 
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H LOS SECRETAMOS- 

El Secretario es nombrado por el Gobernador Superior á propues- 
ta del Gobernador 6 Teniente Gobernador respectivo, y no tiene voz ni 
voto en las deliberaciones. Sus atribuciones son: 1.* Redactar con sen- 
cillez y claridad los acuerdos del Ayuntamiento en un libro en el papel 
sellado que corresponda á pliego metido, encuadernado y foliado en la 
forma prescrita para los protocolos de los escribanos. 2.* Suscribir los 
acuerdos después de firmados por el Gobernador ó Teniente Goberna- 
dor Presidente y los Síndicos y dar, bajo su sola firma, los certificados 
que de ellos mandare expedir el Presidente por acuerdo de la corpora- 
ción. 3.* Suscribir los libramientos que expidiere el Gobernador ó Te- 
niente Gobernador Presidente, intervenidos por el Síndico contra el 
Depositario de los fondos comunes, y que han de servir de comproban- 
tes en las cuentas de dichos depositarios. 4.* Ordenar y cuidar bajo su 
responsabilidad, el archivo y todos los papeles que se dirijan al Ayun- 
. tamiento, igualmente que las Gacetas de Gobierno de la Isla, que custo- 
diará encuadernadas por años. Al hacerse cargo del archivo deberá for- 
mar inventario de todo lo existente en él, por el cual hará la entrega .al 
que le reempíaze, aumentándolo con un apéndice de los papeles de 
su tiempo. - 

PROPIOS T ARBITRIOS. 

Para las atenciones y gastos de los pueblos y sus Ayuntamientos, 
tienen estos ciertos fondos llamados «propios y arbitrios». Constituyen 
los primeros los bienes y rentas que han adquirido dichas corporacio- 
nes; y arbitrios son los impuestos establecidos con la debida autoriza- 
ción por no ser suficientes los propios. 

La dirección superior de estos fondos estuvo á cargo de las Reales 
Audiencias conforme á las leyes de Indias. Después con arreglo á las 
ordenanzas de Intendentes se encomendó en la Isla de Cuba ala supe* 
rintendencia, que la desempeñó con auxilio de la Junta Superior de 
Propios, entendiéndose con las municipales de cada Ayuntamiento com- 
puestas del Alcalde Primero, dos Regidores y el Síndico, é intervinien- 
do en todo una oficina central titulada Contaduría General de Propios. 
Dedicada la Superintendencia al Gobierno de la Hacienda, absorbía és- 
ta su principal atención, y estando separada del Gobierno Superior Ci- 
vil no le era posible á dicho Gobierno Superior, ni á los Gobernadores 
y Tenientes Gobernadores Vice-Presidentes de los Ayuntamientos ejer- 
cer la influencia tan propia de su autoridad en ramos tan importantes y de 
tanta trascendencia al bien estar y fomento de los pueblos, hasta que en 
el ano de 1854 reasumieron aquellos Jefes administrativos sus natura- 
les atribuciones, reforma que ha produoido los mas beneficiosos resulta- 
dos en la capital y eu las localidades. 

Al Gobernador Superior Civil corresponde la direocion Suptrior 
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de los propios y arbitrios: la administración y vigilancia es de la incum- 
bencia de los Ayuntamientos y el manejo inmediato está á cargo del 
Gobernador ó Teniente Gobernador respectivo con la Junta municipal 
de que es Presidente. Un mayordomo de propios y la Contaduría mu- 
nicipal con los empleados necesarios se ocupan en la recaudación de los 
fondos, en la contabilidad é inversión arreglada á los presupuestos, de- 
biendo procederse en todo con sujeción á los reglamentos. 

Los ingresos de estos fondos son de dos clases: ordinarios y ex- 
traordinarios. Los ordinarios son: 1.° Los productos de los propios y 
arbitrios y derechos de toda especie legalmente establecidos. 2.° Los ré- 
ditos de censos ó de capitales puestos á interés. 3.° La parte que las 
leyes y ordenanzas municipales conceden á los Ayuntamientos en las 
multas de todas clases. 4.° Y en general todo impuesto que las leyes 
autorizen. 

Son ingresos extraordinarios: 1.° Los repartimientos vecinales he- 
chos legalmente. 2.° El producto de los empréstitos. 3.° El precio en 
venta de los predios rústicos y urbanos y el de los derechos que seena- 
genen. 4.° Los rendimientos de cortas extraordinarias de toda clase de 
arbolado del Común. 5° Los donativos, legados y mandas. 6.° Cualquier 
otro ingreso accidental. 

Cada Ayuntamiento debe tener con las debidas formalidades, y 
conservar en su archivo un libro registro que autorizará, en el cual es- 
tarán insertos todos los bienes, rentas, censos y derechos municipales 
con refefrencia á sus títulos de adquisición, así como los arbitrios é im- 
puestos, expresándoselas órdenes con que se hubiesen establecido. 

Las cantidades en metálico de estos fondos se han de guardar en 
una arca de tres llaves colocada en la Casa Consistorial ó en la Tesorería 
de Hacienda pública, teniendo una de las llaves el Vicepresidente del 
Ayuntamiento, otra el contador municipal y otra el Mayordomo de pro- 
pios; siendo los tres llaveros responsables mancomunadamente de las 
existencias que debe haber en la caja. En ella habrá de ingresar todos 
los sábados lo recaudado en la semana ó extraerse lo que fuere necesario, 
conforme á la nota que presentare el Mayordomo, y no alcanzando las 
existencias se estimarán de pago preferente el alimento de los presos, 
las asignaciones por servicios personales y otros gastos de igual natura- 
leza, verificándose los pagos por medio de libramientos expedidos por el 
Presidente con las formalidades debidas. 

Los gastos son obligatorios y voluntarios. Los obligatorios son: 1 ? 
Los necesarios para la conservación de las fincas del Común y para los 
reparos ordinarios de la Casa Consistorial ó el pago de su alquiler. 2.° 
Los gastos de oficina y pago de sueldo á toda clase de empleados y de- 
pendientes que lo cobran de los fondos del Común. 3.° La suscricion al 
periódico oficial. 4° Los gastos que ooasionen los establecimientos lo- 
cales de Instrucción y Beneficencia. 5.° La impresión de l|ts cuentas 
del Común. 6 9 La cantidad que deben adelantarlos Ayuntamientos 
para socorro de los presos potasa. 7.° El pago de las deudas y ré- 
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ditos de censos. 8? Todos los demás gastos que están prescritos por las 
leyes. 

Son gastos voluntarios los nó comprendidos en el párrafo anterior. 

JWTAIUMCIPAL. 

El dia 1 ? de cada ano nombra el Ayuntamiento los individuos que 
constituyen la Junta municipal y son el Presidente ó Vice-Presidente 
del Ayuntamiento, el Alcalde, dos Regidores por turno y el Síndico; 
siendo de la atribución de la Junta la inmediata administración de estos 
fondos. La misma Junta debe formar para el dia 15 de Julio dé cada 
año el presupuesto ordinario de ingresos y gastos, y aprobado por el 
Ayuntamiento, ha de pasar el 15 de Agosto á la aprobación del Gober- 
nador del departamento, dando el del Oriental cuenta razonada de los 
de su territorio al Gobernador Superior Civil, acompañándole copia de 
todos ellos. Y si por cualquier causa no se hubiere aprobado el nuevo 
presupuesto al principio del año, continuará rigiendo el del anterior. 

El Gobernador del departamento puede reducir ó desechar cual- 
quier partida de gastos voluntarios incluidos en el presupuesto; pero no 
hacer aumento alguno, á no ser en la parte relativa á gastos obliga- 
torios, i 

Puede incluirse en dicho presupuesto para gastos imprevistos una 
partida proporcionada, de la cual dispondrá el Gobernador ó Teniente 
Gobernador Presidente, previo el correspondiente acuerdo del Ayunta- | 

miento, haciéndose mención especial de su iuversion 0n la cuenta gene- I 

ral; y si aprobado el presupuesto se reconociese la necesidad de un au- I 

mentó de gastos, se seguirán para la aprobación de este presupuesto 
adicional los mismos trámites que para el ordinario. 

Siempre que para las obras de utilidad pública ú otro objeto cor- 
respondiente á gastos voluntarios votados por el Ayuntamiento y apro- ! 
bados por la superioridad, fuese necesario ocurrir.á un impuesto extraor- j 
dinario por medio de repartimiento ó de arbitrios se agregará al Ayun- | 
tamiento para la discusión y votación, un número igual al de los conce- j 
jales, de mayores contribuyentes. Esto mismo deberá practicarse siem- | 
pre que hayan que votarse empréstitos 6 enagenaciones. 

El Ayuntamiento cada tres años por mayoría de votos elige un de- 
positario ó Mayordomo de propios, previo anuncio de la vacante, y ooñ ¡ 
vista de las proposiciones que hagan los pretendientes sobre el tanto 
por ciento que ha de recibir por retribución; prestando el nombrado 
fianza de un 10 por 100 de los ingresos, la cual podrá consistir en nu- 
merario, que sé depositará en las arcas de la Tesorería ó en acciones de 
compañías anónimas por el precio que les designe el Gobernador ó Te- 
niente Gobernador constituidas en igual depósito 6 en hipoteca de bie- 
nes Inmuebles, libres de gravamen, cuya tasación exceda en la mitad 
de la suma fijada para las fianzas, sometiendo la calificación de éstas á 
la aprobación del Gobernador del departamento. 
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El Mayordomo debe cobrar en la oficina del ramo todas las oanti- 
<lt les que figuren en el libro talonario y documentos que le pase la 
Contaduría; pagar los libramientos del Gobernador ó Teniente Goberna- 
dor en el orden correspondiente, siendo responsable de todo pago que 
no estuviese arreglado á la partida del presupuesto y cumplir las demás 
obligaciones que le impone la instrucción á que debe sajelarse, entre 
ellas la de participar á la Corporación todas las vicisitudes que ocurran 
en los propios y arbitrios; debiendo rendir cuenta, la que con la censu- 
ra de aquella, se pasa por conducto del Gobernador Superior Civil al 
Tribunal Superior de Cuentas para su ultimación; y si resultare algún 
alcance y el interesado quisiere ser oido en justicia, habrá de depositar 
previamente su importe, resolviendo los recursos el mismo Tribunal de 
Cuentas. 

Además, cada Ayuntamiento nombra un Contador municipal, de 
cuyo cargo es formar el libro registro de bienes y rentas, si no lo hubie- 
re; promover las reclamaciones que procedan para el descubrimiento 
que hiciere de cualquier propiedad perteneciente al Común y llevar, 
además de los libros de contabilidad, el del personal de los empleados 
del ramo con expresión de la fecha de su nombramiento, sus haberes y 
alcances, el del material ó de gastos y el de las deudas activas con el 
nombre y vecindad de los deudores y la debida especificación, exami- 
nando también los documentos de gastos para poner en ellos la nota de 
conformidad con los presupuestos y acuerdo del Ayuntamiento. 

Para hacer efectivos los créditos de los bienes de propios estable- 
cerá el Mayordomo las acciones legales ante los tribunales competen- 
tes; mas para las que dimanan de arbitrios ó impuestos municipales, 
se procederá gubernativamente contra los deudores, sin excepción de 
fuero alguno, por la vía de apremio que acordará el Presidente, coa 
apelación al Consejo de Administración en la sección de lo contencioso: 
valiéndose los comisionados sucesivamente; 1.° De conminación de em- 
bargo, con imposición de las dietas y apremios. 2? Del embargo de bie- 
nes muebles y semovientes, y á falta de éstos de inmuebles; y 3* De la 
venta en almoneda de los bienes embargados para el pago del débito y 
costas; y si resultare no tenerlos el deudor, se hará con audiencia del 
Síndico, la declaratoria de insolvencia y cancelación del crédito. 

Cuando se proyecte alguna obra nueva ó se intenten reparos 6 
mejoras de consideración en las antiguas, se pasarán los presupuestos 
de su coste y los planos, si fuere necesario, á la aprobación del Gober- 
nador del Departamento. 

El Ayuntamiento acordará las contratas de arbitrios y servicios 
municipales en el mes de Julio del año anterior al que corresponde el 
mismo arbitrio ó servicio, formándose el expediente en todo Agosto si- 
guiente y haciéndose constar: l 9 Su importe, con arreglo á los padro- 
nes y matrículas, 2.° El resultado de la contrata del año anterior. 
3-° El producto de arbitrios ó el costo del servicio del último quinque- 
nio. Y 4.° El pliego de condiciones que han de regir en la administra- 
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«ion del arbitrio ó carga, y en el pago de la cantidad en que se ha de 
contratar con expresión circunstanciada de los derechos del rematador, 
sus obligaciones, garantías y demás necesario para el exacto cumpli- 
miento de la contrata. Este expediente seremitiiá en Setiembre al Go- 
bernador del Departamento para su aprobación, si correspondiere á su 
autoridad, ó en otro caso para que lo remita al Gobernador Superior Civil. 
Obtenida la aprobación, el Presidente del Ayuntamiento hará fijar 
edictos con intervalos de siete dias en la puerta de la Gasa Consistorial 
y demás lugares públicos de costumbre, anunciándose en el periódico 
local y en el de la capital. Las posturas se harán en pliegos cerrados, con 
cuya entregase acompañará constancia de haberse depositado en la mayor- 
domia de propios la suma fijada en el pliego de condiciones, la cual sirve 
para la responsabilidad de los postores, pasándose ala caja municipal; pu- 
diendo admitirse como equivalente al depósito un documento de abono 
de las mismas cantidades suscrito por persona de suficiente garantía, á 
juicio de la Junta municipal, la que constituida en el lugar, dia y hora 
que se hayan fijado, procederá el Presidente en público á la apertura de 
los pliegos y á declarar con acuerdo de la Junta cual de las posturas es 
mas beneficiosa, admitiendo en seguida en el acto ó á la llana y por es- 
pacio de 15 minutos las mejoras que sobre ellas se hagan únicamente 
por los que hubiesen presentado proposiciones escritas, y transcurrido 
el término, se cerrará el remate a favor del que hubiese hecho la mas 
ventajosa, remitiéndose el expediente al Gobernador del Departamento 
para su aprobación, á fin de que pueda quedar terminado á mediados 
de Noviembre. 

El Gobernador ó Teniente Gobernador Presidente presentará al 
Ayuntamiento en el mes de Enero de cada año las cuentas del anterior, 
las cuales examinará la misma corporación, remitiéndose con su dicta- 
men al Gobernador Superior Civil para su aprobación. Guando se haga 
el examen, si continuase la misma persona que ha rendido las cuentas 
ejerciendo el cargo de Gobernador ó Teniente Gobernador, presidirá la 
sesión el Alcalde ó Teniente de Alcalde, á quien en su defecto correspon- 
da la presidencia; bien que podrá asistir el interesado á las deliberacio- 
nes; pero se retirará en el acto de la votación. Estas cuentas se impri- 
mirán y publicarán, si los gastos llegaren á cinco mil pesos, y si no lle- 
gasen á esta cantidad, quedará al arbitrio del Ayuntamiento la publica- 
ción; teniéndose en todo case de manifiesto en la Casa Consistorial di- 
chas cuentas por el término de un mes con los documentos justificativos. 
Si del examen de las cuentas hechas por el Ayuntamiento y reso- ' 
lucion del Gobernador Superior Civil resultase algún alcance, será in- 
mediatamente satisfecho, y el interesado que quiera ser oido en justicia 
podrá ocurrir al Tribunal Superior de Cuentas, previo el depósito del 
jm porte de dicho alca nce. (1) 

(1) Todo lo que queda expuesto sobre los propios y arbitrios es conforme al Real Decreto sobre 
Ayuntamientos y a la instrucción del Gobierno Superior Civil de 10 de Julio de 1836, donde 
pueden verse mas pormenores. 8obre presupuestos hay otra instrucción especial de 8 de Diciem- 
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CAPITULO VIII. 

h ios mitms n umm mim 

Sumario. — Ministerio de Hacienda.— ídem de Ultramar.— Organizado» antigua. — 
ídem actual. — Dependencias de Hacienda pública y su división. — Dependencia* da Go- 
bierno. — Gobernador Superior Civil, Superintendente Delegado y sus funciones en el ra- 
mo. — Dependencias de Administración. — Su división. — Administración Central.- — In- 
tendente General y sus funciones. — Secretaría de la Intendencia. — Administrador Cen- 
tral de Rentas y Estadística. — ídem de Aduanas. — ídem de Loterías. — Contaduría. — 
Tesorería. — Consejo del Intendente. — Administradores locales de Rentas. — Colecturías 
y Subcolecturías de Rentas. — Administraciones de Aduanas. — Colecturías de Aduanas. 
— Dependencias de examen y fenecimiento de cuentas. — Tribunal Superior Territorial 
de Cuentas. — Su organización y atribuciones. — Juez de Hacienda en la capital. — ídem 
en las demás poblaciones. — Ministerio Fiscal. 

Una de las principales atenciones de la Administración es la recau- 
dación, inversión ó distribución, conforme á los presupuestos y á las 
disposiciones vigentes, de los caudales destinados á hacer frente á las 
necesidades del Estado- £1 Ministerio de Hacienda tiene á su cargo 
este ramo en lo relativo á la Administración Suprema ó general de lá 
Península, auxiliado de varias juntas y direcciones, y en las provincias 
está encomendado á sus Gobernadores. 

Respecto á las posesiones ultramarinas está encargado de él el Mi* 
nisterio de Ultramar. 

En las mismas posesiones, conforme á las leyes de Indias tuvieron 
el mando superior de Hacienda los Vireyes Presidentes y Capitanee Ge- 
nerales, bajo cuya dependencia estaban ios Oficiales Reales, que efran el 
Contador y el Tesorero, y cuando se crearon los Intendentes de Nueva 
España por las ordenanzas de los mismos, quedaron dichos funcionarios 
bajo la autoridad de aquellos Jefes Superiores que tenían el carácter de 
Gobernadores Político- Militares con facultades déla Administración acti- 
va, asi como en lo correspondiente á la Hacienda, ejerciendo la juris- 
dicción en primera instancia en lo judicial y por tener á su cargo estos* 
ramos se les llamó jueces de las cuatro causas. 

En esta Isla se erigió la Intendencia en el año de 1764 con resi- 
dencia del Intendente en la capital y se expidió una instrucción espe- 
cial (1) para el régimen económico de la Hacienda^ el cual estuvo en 
observancia con algunas modificaciones basta el de 1812, eá el que se 
crearon dos intendencias mas, dividiendo la Isla en tres provincias, la 
de la Habana, la de Santiago de Cuba y la de Puerto-Principe con las 
atribuciones marcadas en las Ordenanzas de Intendentes ya citadas; 
dictándose ademas varias disposiciones sobre las facultades de estos 
jefes, entre las cuales se enumeraba el conocimiento privativo de todas 

(1) Puede verse esta instruoion al folio 507 de la Lejielaoion Ultramarina del Sr. Zamora. 
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las dependencias de la Hacienda y de lo económico de Guerra, y se 
mandó al mismo tiempo que el Intendente de la Habana fuese también 
Superintendente general Delegado, estándole subordinadas aquellas dos 
intendencias. Estas fueron suprimadas en 1853, constituyéndose Supe- 
rintendentes á los Gobernadores Superiores Civiles Capitanes Genera- 
les, quedando un solo Intendente general para dirijir la gestión de 
la Hacienda bajo la autoridad Superior del Superintendente. 

En la actualidad, según la organización vigente (1) las dependen- 
cias de Hacienda pública, á cuyo cargo está el gobierno y administra- 
ción se dividen en dependencias de Gobierno, en las de administración 
y en las de examen y fenecimiento de cuentas. Constituyen las prime- 
ras el Gobierno Superior Civil de la Isla, Superintendencia Delegada 
en sus relaciones con la Hacienda: son dependencias de la administra- 
ción la intendencia y las demás oficinas especiales de administración de 
la misma Hacienda y las de examen y fenecimiento de cuentas el Tri- 
bunal dé Cuentas. 

El Jefe Superior de Hacienda publica en la Isla es el Gobernador 
Superior Civil Superintendente Delegado. Corresponden á este Jefe 
Superior las funciones siguientes: 1. a La comunicación directa con el 
MudsterÍ9 de Ultramar. 2 a £1 nombramiento y separación de emplea- 
dos que con arreglo k las disposiciones vigentes corresponde á los Gro- * 
bemadores Superiores Civiles. 3 a La prepuesta al Ministerio de Ultra- 
mar de los empleados de Real nombramiento en los casos y en las forma 
que está prevenida en las disposiciones vigentes sobre esta materia. 4 a £1 
nombramiento interino y la pro^Mstade separación al Supremo Gobierno 
con arreglo á lo que estuviere dispuesto, de los empleados de Real nom- 
bramiento y la declaratoria de suspensión gubernativa de los mismos á pro- 
puesta del Intendente. 5. a La concesión de licencias á los empleados de 
Hacienda para ausentarse dentro y fuera de la Isla en los casos y por 
el tiempo que puedan hacerlo les Gobernadores Superiores Civiles de Ul- 
tramar. 6 a La remisión al Gobierno con su informe de los proyectos de pre- 
supuestos generales de gastos é ingresos, después de haber oidoal Consejo 
de Administración de la Isla. 7 a La aprobación definitiva delapropuesta de 
distribución mensual de fondos hecha por la Intendencia. 8 a La autorización 
para librar contra el Tesoro en casos urgentes y en la forma que dis- 
pongan las leyes de contabilidad pública cuando falten ó sean insufi- 
cientes los créditos abiertos en él presupuesto. 9 a La adopción á pro- 
puesta del Intendente, de todas las disposiciones de carácter legislati- 
vo ó reglamentario que exija la ejecución de las leyes y buena gestión de 
la Hacienda, cuando el Gobierno de S. M. lo autorice expresamente. 
10. a La alta inspección del sistema y de la gestión general de Hacien- 
da. 11 a La interposición del veto á la ejecución de las providencias del 
Intendente, que por su carácter ó importancia puedan producir una per- 
turbación en el orden moral ó materialmente comprometer de una ma- 

(1) Dispuesta en Real Decreto de 26 de Noviembre de 1803, mandado cumplir por el Gobier- 
no Superior de la Isla en 21 de Enero liguiente y publicado en la Gaceta de esta capital 
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llera grave los intereses públicos; atacar las facultades de Gobierno que 
corresponden al Gobernador Superior Civil, y para el ejercicio de esta 
atribución y de la Inspección á que se refiere el número anterior debe- 
rá el Intendente remitir al mismo Gobernador Superior estados trimes- 
trales del resultado de la gestión de Hacienda pública y un índice se- 
manal de las resoluciones que haya adoptado en la semana anterior, ex- 
presando las principales razones en que. se funden; y cuando aquel Je- 
fe Superior crea conveniente examinar si ha llegado el caso de ejercer 
el veto, reclamará el expediente original á la intendencia y resolverá la 
cuestión por medio de la Secretaría de gobierno y oyendo las autorida- 
des que juzgue oportuno. 12. a La propuesta al Ministerio de Ultramar 
de todas las disposiciones de carácter lejislativo 6 reglamentario que juz- 
gue convenientes para mejorar la administración y el sistema de im- 
puestos. 

Las providencias que dicte el Gobernador Superior Civil en el ejer- j 

*cicio de sus funciones de gobierno no son apelables por la via contencio- | 

sa, y solo podrá pedirse su reforma ó revocación al Ministerio de Ultra- i 

mar por la via gubernativa. I 

El Superintendente despacha con el Intendente todos los asuntos en 
que aquel deba ejercer sus funciones, excepto la comunicación y pro- 
puestas al Ministerio de Ultramar, como también cuando ejerce la alta 
inspección del sistema y de la gestión general de Hacienda y la inter- 
posición del veto á la ejecución de las providencias del mismo Intenden- 
te, cuando se trate de éste y propuesta de su separación y en los asun- 
tos en que el Gobernador Superior Civil Superintendente deba ejercer 
las funciones de gobierno. En todos estos casos despachará por medio 
del Secretario del Gobierno Superior Civil, instruyendo éste y el Inten- 
dente los expedientes que respectivamente les incumbe presentar al des- 
pacho de aquel Jefe. 

Las dependencias de Administración de Hacienda se dividen en 
Administración central y de Administración local. Componen la prime- 
ra el Intendente, la Secretaría de la Intendencia, la Administración 
central de rentas y estadística, la central de aduanas, la de loterías, la ¡ 
contaduría y la tesorería; y la segunda las Administraciones de ren- i 
tas de las Aduanas y las colecturías y subcoleturías establecidas en di- 
ferentes poblaciones de la Isla, conforme al Real Decreto orgánico y ¿ 
las disposiciones vigentes. 

El Intendente General es el Jefe inmediato de la Hacienda pública, 
y en este concepto le corresponden las funciones administrativas siguien- 
tes: 1. a La dirección inmediata y la gestión de la misma Haciénda- 
la La aplicación de todas las leyes, reglamentos y disposiciones del ra- 
mo que no se refieran á las materias que son objeto de las funciones de 
gobierno. 3. a La formación de los proyectos de presupuestos generales 
de gastos é ingresos y de la distribución mensual de fondos 4. a La or- 
denación general de pagos. 5. a La suspensión de los empleados de Ha- 
cienda ; asi por via de corrección disciplinaria, como de hecho cuando 



lo reclame con urgencia él servicio, debiendo dar ótiéúta al Gobernador 
Superior Civil Superintendente para la declaratoria gubernativa y de- 
más resoluciones que procedan. 6. a La concesión de licencias á los em- 
pleados dependientes de bu autoridad para ausentarse detftro de la Isla 
por el tiempo que puedan darla los Intendentes de Ultramar. 7.* El nom- 
bramiento de los empleados del servicio de las oficinas administrativas á 
propuesta desús inmediatos Jefes. 8. a La propuesta al Gobernador Supe- 
rior de todas las medidas qué puedan mejorar el estado de la Hacienda 
y su administración para que aquella Autoridad dé cuenta' de ellas al 
Gobierno Supremo. ' f C 

£1 Intendente despacha los asuntos de su competencia por medio 
de la Secretaria y de las oficinas especiales que están á sus órdenes. f> 
Las providencias del Intendente en materias administrativas de 
Hacienda causan estado y sbn apelables ante el Consejo de Administra- 
ción de la Isla, siempre que la materia y el carácter de lae mismas pro- 
videncias permitan la via contenciosa; y cuándo este recurso no proceda 
puede pedirse su reforma ó revocación al Ministerio de Ultramar 
por la viagubernativa; » 

El Intendente como . Jefe de la Administración central tiene á 
su cargo y á sus inmediatas órdenes la Secretaria de la Intendencia, la 
Administración central de rentas y estadística, la de aduanas, la de lo- 
terías, la contaduría y la tesorería, despachando los jefes de estas oficinas 
con el Intendente presentando personalmente los expedientes, después 
que los hayan instruido en sus respectivas oficinas, para la resolución 
definitiva y aun para las providencias de instrucción que puedarr dausttr 
algún perjuicio irreparable 4 los particulares ó á la Hacienda pública'. 

Los expresados jefes de Administración central, 4 saber: el Admi- 
nistrador dé rentas y estadística, el de aduanas, el de loterías, el Con- 
tador, el Tesorero y el Jefe de la sección de lo contenciosa de la Se- 
cretaria de la Intendencia constituyen el Consejo del Intendente en to- 
dos les asuntos en que 'debe oir su pareoer conforme al reglamento, ac- 
toaadd como Secretario el espresado Jefe de sección de lo contencioso:' 
Incumbe al Intendente ordenar por sí mismo los pagos de .la Ad- 
ministración central y delegar en los jefes de los servicios especiales y en 
los administradores locales, la facultad' de ordenar dentro de :lofe- limi- 
tes de la distribución inensual de fondos y de los créditos abiertos á cada 
uno-de ellos, los pagos que exijan feus respectivos servicios'. ^ -i 

£1 Administrador central, de rentas y estadística, sustituye al In- 
tendente cuando éste se halle ausente ó imposibilitado, y á falta de di- 
cho Administrador central el ds igual clase de Aduanas y estadística; 
pero cuando la ausencia 6 imposibilidad del Intendente durare mas de 
dos meses el Gobierno por si, á propuesta del Gobernador Superior Ci- 
| vil, hará el nombramiento de la persona que desempeñe este cargo! j 
j Las administraciones locales de bentas establecidas en las diferen- 

tes poblaciones de la Isla con! arreglo al Real Decreto orgánico de Ha- 
cienda pública en ella son de 1.% 2¿, S> y 4.* clase, y en los mismos 

14 
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temtorío» se tan «reado W coleeturía* y subcóleturías de ventas ne- 

Cesarías. . ' ' 

Estos Colectores, ne tienen el carácter de empleados públicos; pues 
' se provteen p&t -subasta púWica, administran al tanto por cíente las ren- 
.tas.pnestas á au cargo bajo la dependencia inmediata de los respectivos 
Administradores locales y con aprobación de éstos, nombran en cada uno 
de los pueblos, de su jurisdicción los Subeolectoiles necesarios, los que 
deráb retribuidas por los Colectores que los hayan nombrado. 

Hay Administraciones locales de aduanas, que son desde 1. a hasta 
6/ clase en los pueblos que señala el referido decreto orgánico de Ha~ 
deada pública, y también subcoleturías de aduanas donde se ha estima- 
do conveniente de 1. a y .2. a clase. Los Colectores tienen el carácter de 
empleados y perciben sueldo del Estado. 

La competencia de cada uaa de las dependencias administrativas 
¿Le Hacienda y las relaciones que tienen entre sí se hallan determinadas 
por reglamentos especialjea bajo las bases contenidas. en el citado Seal 
Decreto orgánico, en el cual se expresan las atenciones que cada uno 
tiene á su cargo y su número, categoría y sueldo. 

Constituye la Dependencia de examen y fenecimiento de cuentas el 
Tribunal Superior Territorial de Cuentas, el cual, se rije por las orde- 
n&iuas ¡é instrucción especial de 30 de Abril de 1855. Según estas dis- 
poaioiones componen aquel Tribunal, un Presidente, dos Ministros, un 
Fiscal; un Temeíi te fiscal, loa contadores necesarios de l, a y2.» dase, un 
Secretario general coa el suficiente número de oficiales y escribientes y 
un archivero», portero &\ Se le considera oomo Delegado del Tribunal 
del Reino del eual depende; su autoridad es privativa para el examen, 
Aprobación y fenecimiento dje cuentas de la administración, recaudación 
y distribución de las rentas y pertenencias del Estado y de las relati- 
vas al manejo de los fondos iwinioipales,. asi domo dé los administrados 
por eualesftuieara dependencias ó establecimientos públicos. 

Corresponde al Gobernador Superior Civil como Superior del Tri- 
bunal en }o disciplinario, entre otras atribuciones que expresa la orde- 
nanza ya citada, vigilar los trabajos y la marcha del Tribunal. 

Bl Presidente tiene á su cargo el gobierne interior y demás fun- 
ciones que determina el reglaimento. 

Son atribuciones del Tribunal de Cuentas: 1.° Requerir la presen- 
tación de toda* lfts cuentas qué deban, sometérsele, compeliendo á los 
morosos per los medió* establecido*. 2.° Examinar las mismas cuentas 
y exigir de quien corresponda tos documentos necesarios, poner los re- 
pelos, q*e, se, ofreweft 'en cada una, oyendo lis contestaciones de los in- 
teresados y proveer el fallo <Ju* faJaya lugar. 3.° Hacer efectivos loe al- 
cances gue «exulten' tte. tos, falles pqr:ioa medios coiírespondienJbcs de 
apremie.. 4,° V^lansobflelop jefes encargados de la cftfarania 3e alcan- 
ces dft ¿maleados descnlñertoSi antes >de< la* cuentas, coñocriendo de los 
recurres, j*évi* lacenaiiptoetanl del deafelno* 6.°: Decdarar&abBtdqcám 
de f eapon^abilidad y Oan^el^cm «te ftanató. 6.° Ejercer lá autoridad 
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disciplinaria que concede el reglamento, el cual y la ordenanza ya cita- 
da contienen todo lo demás concerniente á las facultades del Tribunal 
y forma de proceder en su ejercicio. 

En la capital el Juez de Hacienda, y con este carácter los Alcaldes 
mayores en las demás cabeceras, conocen y fallan en primera instancia 
en lo contencioso del ramo, tanto civil, como criminal, con apelación á la 
Real Audiencia Pretorial. 

El Ministerio fiscal en aquel Juzgado está desempeñado por un 
Promotor especial, en las Alcaldías mayores por sus Promotores fiscales 
y en la Audiencia por el Fiscal de la misma con un Teniente fiscal del 
ramo. Dicho Ministerio debe defender los intereses y derechos de la 
Hacienda pública con arreglo á derecho. 
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MATERIAS ADMINISTRATIVAS; 

SECCIÓN PRIMEEA ,:. , 

INTERESES SOCIALES CONSERVADORES, 

m ma púnico t mMn swutrtu: 

1 Sumario. — Necesidad de la conservación del orden público.^ Autoridades éfccaV-, 
_ lai de este ranio. — Medidas Dará 4icho orden, y seguri ' 
tránsito.— Vagancia y mendicidad.— -Juegos prohibidos. 



Manifiesta es la necesidad dé conservar el orden público, y ya que- 
dan expresadas las disposiciones dictadas con tan importante dbjépój las 
cuales están vigentes én esta Isla, inclusas las concernientes á reptíqiir 
los motines y cualquiera otra perturbación del sofcie¿o público*, hallan- . 
doee contenidas en gran parte esas prescripciones, en las ordenanzas 
municipales y en el bando de gobernación y policía. ' j ;" ';'' 

Este ramo está á cargo de las Autoridades y funcionarios de la ad- 
ministración activa con auxilio del cuerpo de Policía y de la Guáraia 
ciirtl y rural. ' •' ' ' . . •• -I . : -' '/ . ; ;i < -'' 

FASAWim TUIÜMlil. . - mí ' < ' • ' ■' >¡: ' '[ 

v •.'• ■ ::/ ! ' ... \ « " ' ■ .: • '• '■> •'■ -".'í:.' 
Para ausentarse á Ultramar ift necesito pappporte, dpi QobjerA^4w 

Político del distrito ep . que resida eí interesad^ ¡*ar% qiiy» expedición 
ta de acreditarse la identidad de la persona que lo pretende con certi- 
ficación del Comisario de Policía ó del Pedáneo respectivo. 7 . ' 
^¡¡¡Todo el que viaje sin Ucencia dentro de ta Jala ó venga de filara 
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sin pasaporte debe ser detenido hasta que se depure su procedencia, es- 
tando prohibido bajo la multa de 25 pesos que los capitanes de buques 
admitan á bordo pasajero alguno para trasladarlo á otro punto, sin que 
le presente aquel documento, que deberá recojer y conservar para en- 
tregarlo á la autoridad del lugar en que desembarcare. 

Los capitanes de. buques que lleguen á la Habana, Santiago 
de Cuba ú otro puerto habilitado deben presentar al Ayudante del re- 
conocimiento una relación firmada de los pasajeros que conduzcan con 
los pasaportes para su examen, y encontrándolos arreglados, les permi- 
tirá desembarcar bajo la condición de' presentarse á recojer la boleta de 
desembarque dentro de 24 horas. Los que no entregasen sus pasapor- 
tes arreglados necesitan para desembarcar permiso especial que se les 
otorgara en su caso. Dicíba pa¿ip^rtesliá¡ki^a: de^r expedidos por la 
Autoridad del lugar de donde procedan^ siendo 'españoles; y si fuesen 
extranjeros han de estar visados por el Cónsul español del mismo 
lugar. y i i j? ■• ; i.» • 5 ' \ 

Tamb^h¿dU^i«seiit&r l el^pita^d4>bu4ú« dación 1 dfe tos pa- 
sajeros firmada, y previa su compreb^cioj^^i: el Ayudante del recono- 
cimiento; pero sin recojer lospteáporte&, pueden desembarcar todos los 
que lleguen en lps, vapores y. otros «buques. w# hace* qsml* en la Ha- 
bana ó en San1fe¿#ttg0iib&, »dÍr¿bto < de«ákkito.''(l> ' ' 

Los extranjeros que hayan d e perman ecer en la Isla- deberán sacar 
carta de domicilio, excepto los 0119 vengan, por tiempo que no exceda 
de cuatro meses; pero para obtener' éstos licencia para internarse han de 
prestar fianza que resp^qdaide flty #eygena<y rqggoeeen el término seña- 
lado en la autorización; debiendo acompañar con la petición certificación 
del Consol rfespaotivo. Todos los ¡que; skr hallarse en este censo W inter- 
nénp]Mffl r, de 1 saea!P'earta d¿ 4ott4cíIid ; y tós T c(úé ^nnatiézcah en.lá Isla 
mas de tres meses. 

fo apa^^pm^d^PP^ M J* WW*'W* no pu^ehfl&erstfsin 



Hce^pfy^^'^^ Tendientes Gobernado* 

Te *" t : íro l tí^ IÍ P- ÍP^^tffe^'Eñl' IW^ '¿^ Cto\Wuaji*fitoB ds armas enoargsdWde 
la Pfw$fyf v ^W^eaáneos^ no.xesi4ie*4Q en ellugp álgvna.de.díh 
chq^ ^pjri^aes.- A$ en.estap lice^ias cqiuq .en lqs pasaporté^ h^b^ 
de anotarse las señas ii^divi^^^.d^ 
el ?fl!¡^^ 8 ft^ ** dirjjft..v . /» . 

, ; X¿ft]jCjep^^ se^daa»/ por. iftSr Gemir 

sarios de policía y por los Pedáneos; pero despachadas á nombw?y eofy 
la autorización del Gobernado; ó Teniente Gobernador del territorio, 
pudiendo expedirse hasta por Utt/áBbi (8)1' '. ' 

Para despachar licencia de tránsito á los individuos de la Mijicia 
urBáátf'V *tim *e' necesite' A permiso dé j«xs jéfed. j 

r ' Nd sé ^fi9é tetíi^oéo á !ós ésckvofe. sjh 1* liqehcia dé sps' amos, 

: ,, •• ■ ¡ . i ; ¿4. : l_, . 

(1) Orden del Gobtoriko SvMidor QM1 de^ de Noviembre de 18*8; tijst&tídí,'al *Kj<rt*o IB 

{^m^é^i^i^uíSit eiiú de lt de Octubre d6 1855; ■ ' 
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y éstos ó «ufe^toajfoofialeÉUs darán por escrito ¡*tal&fBrtL A%t»ittftui 
gubernativa Ó poor Iob Pedáneo^ á bu que teii^ui'^^a^ake'tt^' de 
tres leguas de las haciendas áe erianaa ó'de íe^ua yte^diít de ldé «tifos 
clases de fincas, bajo la pena de ser detenidos cbW' tíííM^toes 7 de 
pagar la captura. * - ^ /'^ : ' • 

Toda persona que recibiese & feoivN> 6 trasládate 4 ¿tro {tarto 4fl- 
gun esclava sin autorización de • &u déetto, kumrte éb & drtrftadé'60 
pesos, sin peijuirio del procedimiento á<^ : " 

No se permite desembarcar ^rri permanecer eb la ífiílá Aúpete tfrrte úe 
color, libres ó esclavas, próceSdefates déjpkigfó éxtauñjettte. I&Sqtt&Ile- 
gareb serán puestas en el depósito *qnfeWa e«te>€ífetító M dé°tíaber en 
cada pntrto hasta su Reembarque; pu<Mea<io ^tóañe^er eíi ^f btíqtte, 
siempre que la caaa conBignataria /afiatde £égaHá : ttttlt*í tfé^$éiíos 
si saleta a tievra. Si se introdujeren, se fa'itortó41rá-W y 

los que hayan verificado ó protegido la introducción inettffiíáSi ^m'la 
multa de 200 pesos, sin perjuicio <íelpro^dkoiento Aijtie^i'elugar 
la conducta del individuo introducido- (!)• .• — ' - -** \ ¡ \*\ 1 ,T 

Los que mudaren de habrteoion en las ^poW**i^i^fe ,; débeiír ^acar el 
pase del Gratásaiki sespeotlVo j presentarlo <íen*rOMÍe '^ hót^ al^dtrtfio 
de la casa en que se¡ mudaren, para que di(Ao>Cfetlii^tio'bágató¿o^és- 
pondienteá anotaciones en el padrón, q\ie ha ><fe ti^íW^db 1 ^^ 1<^ *ue 
residen en cada demarcación, de efcyas¡att*s «y bajas httbráii de datar- 
te diario al Gobernador ó Teniente Gobemador, y á fin de que estos 
padrones sean mas exactos, los dueños de casas cuando las alquilen lo 
participarán á los comisarios, y también las demás persona? qps. reciben 
huéspedes ó alqjajdos en sus, casa?. (2) , . <M •., ■ ;. ., 

Está prevenido % lofe Ooihis^rios de policía eil'ltó poblaciones y á 
los Pedáneos en. los pirtidqs del eampo no «onsiénfcn en suá demárca- 
nos los Vagos* ni las personas escandalosas de túaíqüfer'sexd que 
sean, y <jne precedan de oficio á- la ave^igimtíon^exkiinaiido'dos ó mas 
testigos dé conocidb arraigo y probi (fofl'gtfJre el €^pbrtámie¿to ,} de 
aquellas, y resültiandó mérito las redttcMtt iá prista* y fes ^eúiítirán 
con latuínaria ala Butoridad competente. (#)¡ • ' ' 

Con aírelo álá /ley vidente (4) sem c^í*WadW diMplémieUte 
vagos: 1.° Los que: 110 tienen oficio, profesión, rebta, ^üéWti, ocupación 
6 medios lícitos con que vivir. 2.?i Los qttétebitenllfréte^ 
ó industria, no trabajan habitotalmente -en ellas, y he ' s* íes conocen 
ofros medios licites de adquirir su aubemtenbia. 8.° Lc« qt»e óútt^ renta, 
peno insuficiente para snbsiséfayra se dedican á alguna ocupaciotr lfoi- 

(1) Artículo 28 del bando ya citado. 

(2) Articulo 16 del mismo bando. 

(8) Articulo 16 de la Instrucción de Pedáneos. 

(4) Ley de Yagos de 9 de Mayo de 1846 dictad* para la Península, la que se hiso extensiva 4 
esta Isla en Iteal érden de ¿4 de SetiomWe de 1*48, inserta en la Colección de' los Autos aborda* 
dos de la Real Audiencia Pretorial. 
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ta,,y;jQ0&ctaTOB diariamente á casas de juego; tabernas ó lugares sospe- 
chosos. 4<? Loa que. pudiendo, no se dedican ái ningún oficio ni indus- 
tria y se ocupan habitualmente en mendigar. . 

- Spn, considerados vagos con circunstancias agravantes los que aca- 
ban de referirse que hubieren entrado en alguna casa, habitación, al- 
macén, ú. oficina sin' permiso del dueño 6 de otra manera sospechosa: los 
que lo hubieren verificado usando d* engaño ó amenazas: los que se dis- 
fracen ó tengan aunas 6 ganzúas d otrofc instrumentos propios para oo- 
m^tqr algún hurto ó penetrar en las casas; y los vagos contra quienes 
aparezca alguna otra, sospecha fundada de delito. 

, Los simplemente vagos deben ser destinados por el tiempo de uno 
& tres, afy>8, álos talleres de los establecimientos que el Gobierno tn- 
yiere ^signados al efecto^ y los vagos con circunstancias agravantes, 
4 los ^establecimientos ó presidios correccionales por el tiempo de dos á 
> qufttfO a&os. 
• ,,¡ Estas causas se sustancian por un procedimiento especial dispues- 
to por el Gobierno Superior Civil. 

, Está prohibido pedir limosna por las calles y á la puerta de las ca- 
sa*;, estando! autorizados los vecinos para detener y presentar al Comisa- 
rio del distrito ó á la autoridad inmediata al que lo verifique, á fin de 
auesea conducido al departamento destinado á esta clase de personas 
¿V la Real; Casa de Beneficencia. (1) 

\ ! DÍ LOS JEMOS PROHIBIDOS. 

La Real Pragmática sobre esta materia, que es la disposición vigen- 
te, impone á los infractores la multa de 50 ducados, y en su defecto diez 
dias de prisión, duplicándose la pena á los dueños de las casas en que se 
juegue, asi como á los jugadores en caso de reincidencia. Por la terce- 
ra vez se añade &n año de destierro y dos álos dueños de las casas. (2) 

A lap autoridades gubernativas, y especialmente á .los Comisarios 
de policía en las poblaciones, y i los Capitanes de los partidos del cam- 
po está encargado que con el mayor celo persigan y extirpen el vicio 
del juego: el Comisario de un barrio y el Pedáneo de un partido en que se 
sorprenda un juego ó se justifique que se ha jugado, deben ser exhonera- 
dos de su destino, sin perjuicio de la pena que merezcan, si resultare 
. que para la tolerancia fueron cohechados (3). A las autoridades ordina- 
rias que permitan el juego en su territorio se les debe exijir la respon- 
, sabjlidad cQn arreglo á las leyes. (4) 

Están prohibidos todos los juegos de embite y azar, los de treinta 
y una y chirimbolos y eldt caracoles, asi como el de loterías en cartones 
$U V>s billares, oafós y demás casas públicas, bajo las penas de la Prag- 
mática. 
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1) Articulo H5 del bando citado. 

2} Ley. 15, titulo 28, libro 12 de la Novísima Recopilación. 

*j Articulo 24 de la instrucción de Pedáneos y 45 del bando d* gobernación y policía, 

4) Articulo 46 ya citado del bando. 
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Artículo 45 del citado liando de gobernación. 
x # Artículo 46 del mismo bando. 

(8) Real Orden de 20 de Julio de 1836 y otras insertas en la Biblioteca de Legislación Ul- 
tramarina. 

15 
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£1 aprehensor de cualquiera de estos juegos debe tomar los nom- 
bres y apellidos de los individuos que hubiere aprehendido ante el Es- 
cribano 7 testigos que le acompañaren; 7 en el caso de que alguno se 
negare á manifestar sn nombre 6 si fuere desconocido, lo detendrá en 
calidad de arrestado hasta que por medio del Comisario de su barrio se 
averigüe quien es. El que se variase el nombre 6 apellido ó lo alterase 
en cualquier manera, 7 el Pedáneo, Escribano ó testigo que contribu- 
yese á ello, serán juzgados como reos de falsedad. Las multas se paga- 
rán en el papel sellado correspondiente. 

Las determinaciones que recaigan contra los jugadores deben pu- ¡ 

blicarse por la Gaceta ó periódico Oficial, 7 de la alteración que al ve- 
rificarlo se hiciere en sus nombres 7 apellidos será responsable el autor i 
con la multa de 500 pesos, á menos que fuere el escribano á quien se i 
juzgará por infidelidad en su ministerio, Y en el caso de ser los apre- 
hendidos empleados con nombramiento Real, militares ó personas nota- 
bles por su carácter, se dará cuenta á S. M. por conducto del Gobier- 
119 Superior Civil psyra que dicte las providencias oportunas. 

Los nombres de los jugadores penados como tales se insertarán por 
orden alfabético sin distinción de clases en un libro que ha de llevarse 
reservado en la Escribanía de Gobierno para certificar las reinciden- 
cias. 

Siempre que en alguna casa notada de haber en ella juego prohi- 
bido se sorprendiese algún número considerable de personas, que por su 
calidad ó porque al llegar la Autoridad hubiesen emprendido fuga 6 en 
otro cualquier concento semejante haga presumir que se ocupaban en 
el juego, se formará sumaria en averiguación de los fines de dicha reu- 
nión sospechosa, reduciéndose á prisión á cuantos fueren aprehendidos, 
y procurándose la captura de los que hubieren emprendido fuga. (1) 

Están prohibidos los juegos lícitos de todas clases en las tabernas, 
bodegas, confiterías y demás casas públicas, excepto en los billares 7 
cafés, donde se permiten los de damas, ajedrez, tablas reales 7 dominó, 
bajo los mismas penas á los dueños de las casas impuestas á los que 
consienten en ellas los juegos prohibidos 7 separación á los Pedáneos 
y Comisarios por la tolerancia de aquellos juegos. (2) 

Finalmente, están asimismo prohibidas por las leyes las rifas, y so- 
lo podrán celebrarse con Real permiso; no concediéndose éste sino cuan- 
do sean con destino de los productos á los establecimientos de Benefi- 
cencia, únicamente, mientras el estado de la nación no permita atender 
á las necesidades de este ramo. (3) 
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CAPITULO II. 

H LA POLICÍA URBANA, 91 ABASTOS Y RURAL. 

Ya se han expuesto al tratar de la Administración general del 
Reino las principales reglas de Policía urbana, que son las que están en 
observancia en la Isla, consignadas en las ordenanzas municipales en 
las de construcción para la Habana y su término, en el bando de gober- 
nación y en otras disposiciones. 

En cuanto á la Policía de abastos, en la resena histórica de la Ad- 
ministración de la Isla se ha dicho haber quedado abolidas las tasas, 
posturas y otras trabas que impedian la libre concurrencia de comprado- 
res y vendedores, siendo permitida la expendicion en los mercados de 
todos los artículos de general consumo; conteniendo además las ordenan- 
zas municipales de 1855 las prevenciones oportunas para el abasto y 
para evitar abusos perjudiciales al vecindario, de cuyo cumplimiento asi 
en los rastros, como en los mercados está encargado de vigilar el Regi- 
dor Diputado todos los meses por el Cabildo con facultad de imponer á 
los infractores las multas señaladas. 

Y respecto á la Policía rural, ademas de las disposiciones genera- 
les, se han dictado otras adecuadas á las circunstancias particulares de 
la Isla comprendidas algunas en el bando de gobernación y policía que 
se expondrán. 

Ségun estas, para demoler 6 repartir los terrenos de un hato ó cor- 
ral ó cualquiera otra finca debe cuidar el dueño de fijar de una manera 
clara y duradera los lindes y mojones de las partes en que hubiese sido 
dividida aquella; y la autoridad gubernativa ha de determinar antes del 
repartimiento los caminos reales, trasversales y servidumbres 6 serven- 
tías que han de cruzarla; y sin permiso previo de la misma autoridad 
nadie puede cerrrar los dichos caminos y serventías, ni aun en el caso 
de proporcionar otros por el propio fundo. 

El dueño ó colono de cualquier finca por donde pasen estos cami- 
nos está obligado á mantenerlos transitables por todo el frente de su po- 
sesión, haciéndoles echar tierra, cascajo ú otros materiales que llenen los 
hoyos causados por el tránsito y dar curso á las aguas; pero siendo los 
reparos de gran consideración concurrirán todos los vecinos. (1) 

Para las quemas de montes, malezas ó yerbas, que se acostumbran, 
en la Isla antes de sembrar el campo, debe darse previo aviso al Capi- 
tán ó Teniente del partido y á los vecinos colindantes para que tomen 
las precauciones necesarias, no practicándose la quema sino en día cal- 
moso y de modo que corra el fuego en dirección del viento de la parte 
mas baja á la mas alta, y de las orillas al centro. (2) 
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Artículo! 75, 186, 187 y 189 del Bando. 
Artículo 151 del mismo Bando. 
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En cfimpo abierto ó sin cercas deben tenerse los animales á soga y 
no sueltos ni maniatados, bajo una multa y lá indemnización de los da- 
ños y perjuicios que aquellos causaren, á juicio de peritos; bien que en 
los terrenos en que la crianza de animales se verifica en h^ciend^s co- 
muneras están estos sueltos y cercadas las labranzas. (1) 



CAPITULO III. 

II LOS KUBUaiUSNS INSALUBRES, PHM08M 1 U0UOM8 

Sumario. — Clasificación de estos establecimientos. — Los insalubres. — Peligrosos. — 
Incómodos. — Disposiciones comunes en la instrucción de los expedientes para obtener el 
permiso para ellos. — Requisitos para este permiso que concede él GobernaaQr. — Recursos 
que pueden interponerse, — Casos en que se mandan cerrar: — Indemnización de los per- 
juicios que causen y recursos que se admiten. 

Aunque es innegable la utilidad de estos establecimientos por su 
influencia en el desarrollo de la industria, como al mismo tiempo ofre- 
cen inconvenientes por los daños y molestias que pueden .causar, para 
evitarlos se requiere el. permiso de la autoridad para su instalación, 
previas las oportunas precauciones, revocándose la autorización y dispo- 
niéndose el cierre en los casos de abuso. 

Se consideran insalubres aquellos establecimientos, cuya clase de 
industria pueda afectar la salud pública, como almidonerías de yuca, 
depósitos de basuras ó inmundicias y de los carretones destinados á 
trasportarlas, establecimientos de vaciadores y sus carros, fabricación 
del carbón animal, mataderos, extracción y fusión de sebo, establos de 
cerdos, tenerías y otros semejantes, los cuales deberán situarle fuera de 
las poblaciones a la distancia prevenida. 

Son establecimientos peligrosos, los susceptibles de causar daños 
materiales, como los alambiques, fabricaciones de barnices, velas ¿e ce- 
ra y sebo, de fórforos, fuegos artificiales, máquinas de vapor,iábricas de 
pieles, tafetanes, encerados, de papel, fundiciones grandes y otros que 
presentan iguales inconvenientes, los cuales se colocarán dentro ó fuera 
de las poblaciones en pnntos poco habitados y -alejados de los centros de 
las mismas. 

Repútanse establecimientos incómodos los que producen molestias 
ó incomodidades á las habitaciones contiguas; tales como albeiterías al- 
farerías, caldererías, herrerías, establecimientos de carretones y otros 

(1) Artículo 73 del Pando. " 
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que produzcan incomodidad al vecindario; debiendo fijarse todos en Id 
ulterior 6 exterior de las poblaciones con las condiciones que determi- 
nare la autoridad. 

Todo el que intentare abrir un establecimiento de cualquiera de 
estas tres clases acudirá al Gobernador ó Teniente Gobernador del terri- 
torio por medio de solicitud acompañada de los recaudos respectiva- 
mente determinados para cada uno de ellos. Este Jefe después de ha- 
ber cumplido con los requisitos prevenidos, de oir los informes de la 
Junta de Sanidad y del Ayuntamiento, cuando se trate de los insalu- 
bres 7 peligrosos, y del ingeniero de Obras públicas, y si no lo hubiere 
en el pueblo, de los peritos que designe, decretará la concesión ó nega- 
tiva de la licencia, si su opinión fuere conforme con la de aquellos cuer- 
pos: pero si hubiere oposición de tercero, la determinación no será defi- 
nitiva; sino que se someterá á la aprobación del Gobernador del Depar- 
tamento y también se remitirá el expediente para que resuelva, si la 
opinión del Gobernador ó Teniente Gobernador no fuere conforme coi* 
aquellas corporaciones. 

Los interesados á quienes se hubiere negado el permiso por el 
Teniente Gobernador ó Gobernador del Departamento, según su caso, ó 
que no estén conformes con la concesión, podrán ocurrir ante el Gober- 
nador Superior Civil, lo mismo que cualquiera persona, empresa ó cor- 
poración que se creyere perjudicada; debiendo fundarse estas reclama- 
ciones, ya sea contra la concesión ó contra las prescripciones conteni- 
das* en ellas, precisa y respectivamente en los estremos de insalubridad, 
peligro ó incomodidades. 

El Gobernador Superior Civil dictará la decisión que estime pro- 
cedente, oyendo á la Sección de Ciencias de la Junta Superior de Ins- 
trucción pública y los dictámenes profesionales oportunos. Contra esta 
resolución podrán recurrir ante la Sección de lo contencioso del Conse- 
jo de Administración, que es el Tribunal competente, los terceros inte- 
resados, ora sea para pedir que se deniegue el permiso, ora para obte- 
ner la reforma de las condiciones bajo las cuales se concedió éste, pu- 
diendo el que lo pretenda hacer uso de este recurso. Estas solicitudes 
deben presentarse ante la autoridad que expidió la determinación que 
se reclama. 

Las traslacionas de esta clase de establecimientos están sujetas á 
las mismas reglas que la licencia para abrirlos nuevamente. 

Los dueños de los establecimientos insalubres y peligrosos, son res- 
ponsables de los daños y perjuicios materiales y apreciables ocasionados 
pbr el ejercicio de la industria respectiva y por la contravención á las 
condiciones con que se dio la licencia, conociendo los tribunales comu- 
nes de estas cuestiones por ser de derecho civil. 

Compete al Gobernador 6 Teniente Gobernador vigilar acerca del 
cumplimiento de las prescripciones impuestas al concederse la licencia, 
y si hubiere motivo para dudar de su observancia mandarán se reconoz- 
ca el establecimiento por dos individuos de la Junta local de sanidad; 
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sí se tratase de los insalubres, y si de las otras clases, por el ingeniero 
de Obras públicas, ó en su defecto por dos peritos, cuyos honorarios en 
caso de infracción, serán de cargo del dueño del establecimiento, y 
apareciendo mera falta del cumplimiento de dichas prescripciones, será 
cotnp elido inmediatamente á su ejecución, bajo una multa igual á la mi- 
tad de las que imponen las ordenanzas municipales á los que abren estos 
establecimientos sin el permiso correspondiente. Y si resultaren insufi- 
cientes las expresadas prescripciones para su objeto de garantir respecti- 
vamente la salubridad, seguridad 6 comodidad del público, dictarán aque- 
llos jefes las adicionales que crean necesarias y no estecen contradic- 
ción con las impuestas en la concesión, pudiendo los dueños y los ter- 
ceros interesados acudir en queja de las resoluciones al Gobernador 
Superior Civil, y contra la decisión de éste al Tribunal contencioso-ad- 
ministrativo ya dicho. 

Siempre que algún establecimiento insalubre ó peligroso presente 
graves é irreparables inconvenientes para la salubridad pública 6 para 
la seguridad del vecindario, se mandará cerrar por el Gobernador Su- 
perior Civil: mas para adoptar esa resolución han de observarse los re- 
quisitos siguientes: I o . Formación de expediente en que se hará cons- 
tar la existencia de los peligros expresados y la imposibilidad de evitar- 
los ó impedirlos por medidas precautorias. 2.° Oir el informe de la Sec- 
ción de ciencias, déla Junta Superior de Instrucción Pública y del Con- 
sejo de Administración. 3.° La tasación de daños y perjuicios, entendién- 
dose únicamente por tales las pérdidas reales y positivas ocasionadas. 4.° 
Siendo urgente el cierre del establecimiento, puede decretarse antesde la 
tasación é indemnización; pero nunca se omitirán los requisitos l 9 y 2?. 

Las tasaciones se practicarán por peritos nombrados respectiva- 
mente por el Gobernador Superior Civil y por el interesado, debiendo 
éste hacer el nombramiento por su parte dentro de ocho dias después 
de recibido el aviso oficial, y ambos peritos, previo juramento ante el 
Gobernador ó Teniente Gobernador de la jurisdicción, procederán á la 
tasación; en caso de discordia nombrarán un tercero que la dirima. Si 
requerido el interesado no designase perito, se entenderá, que se con- 
forma con el nombrado por la Administración. 

De la tasación se comunicará vista al interesado para que mani- 
fieste su conformidad 6 exponga sus agravios; y el Gobernador Supe- 
rior Civil, oyendo á la Junta Superior de Instrucción pública, determi- 
nará, fijando el tanto de la indemnización. De esta resolución procede 
el recurso ante la sección de lo contencioso del Consejo de Administra- 
ción por la vía contencioso-administrativa. 

La decisión en que se mande cerrar el establecimiento no es suscep- 
tible del recurso en aquella via; pero podrá el interesado acudir al Go- 
bierno Supremo, sin que por esto se suspenda la ejecución de la medi- 
da; pero si es admisible la via contenciosa contra la providencia pre- 
ventiva de la indemnización. 

Las licencias para estos establecimientos caducan; 1.° Por no ha- 
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cerse uso de ellas en tres meses. 2r Por mtemjmpirse los trabajos por 
mas de un ano. 3 9 Por levantar el establecimiento en lugar distinto del 
designado en la concesión. Llegando cualquiera de estos tres casos el 
Gobernador ó Teniente Gobernador impedirá el uso de las licencias, cu- 
ya resolución es reclamable ante el Gobernador Superior Civil, y de su 
decisión podrán recurrir en via contencioso-administrativa ante el Tri- 
bunal ya mencionado, así el dueño ó concesionario como el tercero in- 
teresado. 

Por abrirse estos establecimientos sin la correspondiente Ucencia ó 
en paraje distinto del expresado en ella se decreta el desalojo y se im- 
pone la multa prevenida en las ordenanzas municipales. 

En casos de infracción de las prescripciones contenidas en la licen- 
cia, se incurre en la mitad de la multa mencionada y en el cierre del 
establecimiento hasta que dichas prescripciones se hagan efeotivas, y 
por las reincidencias graves y repetidas podrá el Gobernador Superior 
Civil revocar las licencias, concediéndose en estos tres casos al dueño 
y á los terceros recurso por la via contencioso-administrativa. 

Las licencias que estaban concedidas hasta la fecha del nuevo re- 
glamento á los establecimientos quedan en su fuerza y vigor; pudiendo 
los concesionarios traspasados por cualquiera de los modos legales de 
adquirir. (1) 



CAPITULO IV. 

BE LA POLICÍA SANITARIA. 

Sumario. — Autoridades y funcionarios del ramo. — Gobernador Superior Civil.— 
Gobernadores y Tenientes Gobernadores. — Juntas de Sanidad. — Superior, Provinciales 
y de distrito. — Subdelegados. — Prevenciones de higiene pública. — Enfermedades conta- 
giosas y epidémicas. — Vacunación. — Ejercicio de las ciencias médicas. — Expendieron de 
medicamentos. 

Ya se ha dicho que el objeto de la Policía Sanitaria es conservar 
la salud pública, precaviendo las enfermedades, y en particular las 
contagiosas y epidémicas con el auxilio de la higiene; y cuando por des- 
gracia esto no se consigue, y el mal se presenta, combatirlo hasta lograr 
su extinción ó al menos atenuar en lo posible sus funestos efectos. 

(1) Reglamento aprobado en Real Orden de 7 de Mayo de 1859, que comenzó & regir en 1? de 
Agosto del mismo »&>. 
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Tan importante ramo en toda la Ish está encargado al Gobernador 
Superior Civil bajo la dependencia del Ministro de Ultramar, y en cada 
población y su territorio á los Gobernadores y Tenientes Gobernadores 
respectivos, auxiliados por las Juntas de Sanidad y por los Subdelega- 
dos de medicina y cirujía. 

Las principales funciones de dichas Juntas, asi en la Isla como en 
todo el Reino, son consultar á las autoridades, proponiéndoles los me- 
dios mas eficaces para precaver cuanto pueda perjudicar & lá salubri- 
dad pública en sus demarcaciones, indagando además todas las necesi- 
dades y mejoras que reclame una buena policía sanitaria para proponer 
lo conducente á satisfacer las primeras y plantear las segundas. 

Deben asimismo procurar estas» corporaciones se excite á los Ayun- 
tamientos y demás autoridades locales para que por su parte cooperen 
4 cuanto concierna á la mayor limpieza y salubridad de las poblaciones, 
evitando que se acuínulen principios de infección, como aguas estanca- 
das, amontonamiento de materias animales y vegetales en putrefacción, 
la reunión de muchos pobres 6 gente, vaga en estrechos Recintos, enter- 
ramientos dentro de las poblaciones, y otras causas semejantes, encare- 
ciendo el mayor aseo y ventilación en las cárceles y hospitales, sobre 
todo en tiempo de calor, dé fiebres estacionales ó de otras enfermedades, 
especialmente las epidémicas. También está á cargo de laá mismas 
Juntas la conservación y propagación de la vacuna. 

Pueden y deben ser consultadas por la autoridad civil, siempre que 
se trate de erección de hospitales, cárceles, hospicios, mercados, rastros, 
talleces ó fábricas de objetos, cuyas emanaciones puedan ser ofensivas 
á la salud del vecindario y encotnendárseles la inspección y examen de 
las comidas y bebidas qme se expenden en las tiendas y otros estableci- 
mientos y puedan alterarse, especialmente las carnés y pescados sala- 
do? que se introducen por mar. Formar la Junta Superior la estadísti- 
ca de la mortalidad en la diócesis de la Habana y la provincial de San- 
tiago de Cuba la de aquel arzobispado. 

También deben saber el estado de la salud pública de sus distritos, 
y la Superior el de toda la Isla, dando esta Junta un parte mensual al 
Gobernador Superior Civil, expresivo de las enfermedades mas gene- 
ralmente observadas y de caráctei* alarmante, valiéndose de las noticias 
que les deben remitir las subalternas, con vista de las que le dieren los 
facultativos en sus partes mensuales, los cuales en las poblaciones don- 
de no haya juntas ó estén distantes entregarán á los Subdelegados, y 
á los Secretarios de las mismas juntas donde las haya. Los Subdelega- 
dos deben dirigir ésíos jiártes con un extracto fiel y circunstanciado de 
ellos' á la Junta del distrito; dtebiendo hacer lo mismo los Secretarios 
dé éstas, enviando el extracto y partes individuales á la Provincial en 
losjíropi'os términos, para que el de éstapráétíque igual remesa ala Supe- 
rior, verificándose con la debida anticipación, á fin de que el Secreta- 
rio de aquella, con presencia de todos estos datos y de los partes déla 
capital, formule el general, que ya se ha dicho debe dar mensualmente 



— 58— 
at Gobernador Superior para que lo eleve al Gobierno. JEn los partes 
no habrán de referirse los facultativos á las certificaciones de defunción, 
designando, además de lo que por regla general está prevenido, las lo- 
calidades en que mas se observen ciertas enfermedades, y mientras no 
hubiere otras que llamen la atención, tomarán el mayor interés en los 
datos relativos á la fiebre amarilla. (1) 

La Junta Superior de Sanidad de la Isla es en ella la primera y 
principal Corporación del ramo. Se compone del Gobernador Capitán 
General Presidente, del Director de Administración Vice-Presidente, 
del segundo Jefe del apostadero, del Jefe de Sanidad Militar, del Ad- 
ministrador de rentas marítimas, del Presidente 6 Vocal mas antiguo de 
la Sección de Ciencias Médicas, de la Junta Superior de Instrucción 
pública, del Alcalde Municipal del Ayuntamiento de la Habana, de dos 
Diputados del comercio, un Profesor de medicina y un Secretario. 

Esta corporación es consultiva del Gobierno Capitanía General en 
los negocios del ramo, ejerciendo aquel Gobierno Superior las atribucio- 
nes activas que antes estaban concedidas á la referida Junta por el re- 
glamento de 1848 y otras disposiciones. 

En la Habana hay además una Junta local compuesta del Goberna- 
dor Político Corregidor, Presidente, del Capitán del puerto, del Oficial 
primero de la Administración central de rentas marítimas, de un Re- 
gidor del Ayuntamiento, un Vocal de la Junta jurisdiccional de Agri- 
cultura, Industria y Comercio, del médico primero de Sanidad Militar 
y del médico segundo de la misma en calidad de Secretario. Esta Jun- 
ta ejerce las funciones de las de su clase. N 

Las Juntas subalternas se dividen en provinciales y locales 6 ter- 
ritoriales. De la primera clase son las de Cuba, Trinidad y Puerto- 
Príncipe, existiendo las demás no solo en los puertos habilitados; sino 
en todas las poblaciones en que haya Ayuntamiento: no siendo en el lito- 
ral se subroga un propietario al Capitán del puerto, y no se da repre- 
sentación al resguardo, 

Además de las atribuciones comunes á todas las Juntas de Sani- 
dad, las subalternas deben dar parte á la Superior por conducto de su 
Presidente, y á la Provincial respectiva, siempre que en su distrito 
aparezca alguna enfermedad epidémica, contagiosa ó sospechosa de tal, 
ó se tenga noticia de haberse presentado 6 reinar en alguna comarca 
inmediata, 6 se llegue á saber el mal estado sanitario de algún punto 
ultramarino. 

La Diputación del Puerto, que existe en todos los habilitados, es 
una comisión de la Junta local. Se compone del Capitán de los mismos 
puertos, del Secretario de la Junta, del facultativo de visita en la capi- 
tal y del Comandante del resguardo ó del que ejerza estas funciones. 
Es de cargo de la Diputación acordar en los casos urgentes lo que con- 
venga al servicio sanitario, poniéndolo en conocimiento de la respectiva 
Junta. • 

(1) Orden del Gobierno Superior de 8 de Ootnbre de 1846, 



La visita de los buques á su entrada se hace por el Capltart del 
puerto ó su ay uncían te, por el facultativo de visita y el ayudante del 
reconocimiento, agregándose el intérprete cuando íuere extranjero el 
buque. 

En la visita se exije el diario de la navegación, se inspeccionan la 
tripulación y los pasajeros, por si hubieren ocurrido enfermedades du- 
rante la navegación, y se pide la patente de Sanidad, no permitiéndoles 
la comunicación y sujetando el buque á observación por el térniiáo que 
se considere suficiente, si hubiere motivo para ello. 

Las patentes de S iniciad deben ser despachadas por lá Junta y'púer- 
tor de la procedencia de los buques y de aquellos en qué hubiere tocado 
en la travesía, y visada por el Capitán del puerto con las anotaciones 
de las ocurrencias de la navegación, comprobadas! además las despacha- 
das en paises extranjeros por el Cónsul español. En ellas ha dé eerti» 
ficarse el verdadero estado del pueblo y puerto en qué se despacha, y 
que se preserva de cualquier otro insalubre, el destino del . barco, su 
nombre, el del capitán, el de todos sus oficiales de mar y dé los pasaje- 
ros, asi como la cantidad y cualidad del cargamento (1) Y en los que 
se despachan en esta Isla desde l 9 de Junio hasta fin de Setiembre, 
debe expresarse que en ella se observa la fiebre amarilla (2) 

Las Juntas subalternas dependientes de la Superior, y cuyos 
acuerdos aprobados por su Presidente, deberán cumplir, se componen 
del Gobernador ó Teniente Gobernador, donde los hubiere y en su de» 
feoto del Comandante de armas en calidad de Presidente, del empleado 
Superior de Hacienda pública, del Administrador de la aduana marlti* 
nía, dé bi principal Autoridad Civil de la población, de un Regidor, don* 
de haya Ayuntamiento, de un propietario, de un individuo dé la Junta 
dé Agricultura, Industria y Comercio y del Subdelegado de medicina, 
facultado para hacer las visitas de Sanidad á los buques y que ejerce 
fufaoione* de Secretario, en cuyo caso se agrega el facultativo de tnos 
nota de la población. 

ftt8CMKI0JM M DHttl POItlC*. 

Está prohibido arrojar á la calle agua que hubiese servido para él 
jabonado de ropas y cualquiera otra que estuviere sucia, como también 
animales muertos y otras inmundicias, bajo- una multa á loé contraven» 
torea. (3) 

Las casas y accesorias deben tener uno 6 mas sumideros cubiertos, 
que sean necesarios para tecojer Ihs aguas inmundas. (4) 

Para establecerse hospitales 6 enfermerías particulares, se necesi» 
ta licencia del Gobierno Político, b»jo la multa de cien pesos y el cierre 
del establecimiento. Estos hospitales deben situarse fuera de la ciudad,* 

(1) Re*l Orden- dé l$d« Julia de 1817. 

(2) Real Orden de 16 de Enero de 1841. 
(8Í Antonio 111 del Bando de gobernación- 
[i) Artículo 112 del mimo Bando, 

i* 
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tener uno ó mas faculta ti wb de dotación fijn, y hallarse construidos y 
dispuestos para su objeto á satisfacción de Ja misma autoridad. Puede 
sin embargo haber enfermerías dentro de la ciudad únicamente páralos 
aUicudus'do la fiebre amai illa, (l) 

MEDIDAS SOBRE IKFERIIDADES CONTAGIOSAS T EN1IIIC18. 

S¡ á pesar de las precauciones referidas para evitar las enfermeda- 
des contigiosas y pestilenciales, apareciere alguna sospechosa, la autori- 
dad local administrativa debe dar cuenta al Gobernador del distrito, é 
informarse del médico y de la cabeza déla familia de los síntomas del 
mal, de sus progresos, método curativo; si ha muerto el enfermo, 6 se 
espera que sane, su complexión, edad, y sexo, procedencia y trato en 
los qninco dias anteriores á la enfermedad; si so rozaba ó negoció con 
extranjeros susceptibles de contagio, no habilitados por Sanidad; si vi- 
sitó alguno ó algunos enfermos, donde, como y si éstos padecieron la 
misma enfermedad. Se ordenará á los domésticos la mas cautelosa asis- 
tencia del enfermo, aconsejando que en su estancia, solo entre aquella 
persona que *e haya encargado primero ó con mas frecuencia de su ser- 
vicio. Si el enfermo no tubiese medios para una asistencia cómoda, ge 
le proporcionarán de los fondos públicos ó se le colócala en una sala se- 
parada del hospital del pueblo, si fuere posible, dándose cuenta de todo 
á la Jnnta provincial de Sanidad, ó en su caso á la Superior; y mien- 
tras no se disipen estas sospechas, se hará mención de ellas en las pa- 
tentes de Sanidad. 

Si no qiifdare duda de la existencia del contagio 6 epidemia, la 
misma autoridad debe comunicarlo á la Junta, y dec'awrseusí; también 
dispondrá que la correspondencia se despache con aberturas empapadas 
en vinagre, y que en las patentes de Sanidad se exprese la enfermedad 
que reina en l.i población; adoptándose las demás medidas prevenidas 
para rstos casos en los reglamentos vigentes. 

Debe procurar la misma autoridad alentar al vecindario con su 
ejemplo en tan criticas circunstancias: que se asista esmeradamente á 
los pobres en sus casas ó en hospitales: quelos facultativos estén re par* 
lid os en tos barrios, sin permitirles se ausenten de la población: que se 
observen cuidadosamente las reglas de policia urbana y salubridad, aseo 
y limpieza de las mismas poblaciones, buena eslidad de los comestibles 
y bebidas, haciendo examinar y limpiar las cañerías: que se evite toda 
reunión numerosa de perdonas y todo motivo de aflicción al vecindario, 
practicándose la conducción de los cadáveres sin aparato, ni toque de 
campanas: excitarla piedad de las Corporaciones y Juntas de Benefi- 
cencia, para que cooperen al alivio de la humanidad doliente: que los 
enfermos no carezcan de los auxilios espirituales; y por último, dictar 
cuantas providencias le sugiera su celo por el bien público, si ebtán en 

(1¿ Articulo 113 del mismo liando de gobernación. 
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sus facultades, y no estándolo, proponerlos 6 la Superioridad com- 
petente, 

TACU3ACI0J. 

La inoculación del virus vacuno es una de las medidas mas eficaces 
en favor de la humanidad y de la salud pública. Ya se ha expuesto que 
las Juntas de Sanidad están encargadas en esta Isla de su conservación 
y propagación, lo que deben practicar por todo3 los medios posibles, 
nombrando los facultativos que hagan la vacunación gratuitamente ni 
pobre, al rico, al hombre de color, al blanco, al esclavo y al libre, para 
lo cual se han dictado oportunas disposiciones. (1) 

Todo niño vacunado en los parajes públicos señalados al intento, La 
de volverse á presentir en ellos á los ocho dias para suministrar el pus 
virulento, bajo la multa de 25 pesos al padre 6 persona do quien de- 
penda (2), é igual multa se impone al que dé señas falsas 6 de intento 
equivocadas del punto de residencia de los vacunados para eludir aque- 
lla prevención. 

Los encargados de las escuelas, colegios, Universidades, talleres y 
establecimientos públicos y demás no deben admitir los que se presen- 
ten sin hacer constar que están vacunados, B«jo la multa de 100 pesos 
por la primera v-z, 200 por ),i segunda, y de recojérseles el título por la 
tercera. Solamente hacen fé las certificaciones de los facultativos auto- 
rizados para este servicio por la Junta , # excepto cuando la vacunación se 
ha verificado en el campo, y dichas certificaciones se despacharán gra- 
tis extendidas en una cuartilla de papel común, y del modo mass»scinto 
incurriendo los pi ofesores que las diesen falsas, ó llevasen derechos por 
ellas, eri las mismas penas que las señaladas á los encargados délos es- 
tablecimientos de enseñanza que admiten niños sin la debida constan- 
cia de estar vacunado?; debiendo practicarse visitas eu estos estableci- 
mientos cada seis mese*, para que tengan cumplimiento estas medidas; 
siendo de advertir que los ya vacunados de mas de diez jiBos, á pe>ar 
de que conserven las cicatrices de lo* granos vacuno*, deben someterse 
¿ la revacunación, para que puedan obtener el atestado necesario. (3) 

Por último, se han decretado otras medidas para que conste con 
seguridad los que realmente son vacunados ó revacunados. Debe llevarse 
un libro eu que se asienten éstos con toda especificación, y remitir á la 
Junta respectiva los facultativos de las fincas rurales relación mtnSual 
de loa que vacunen en ellas, para que las dirijan a la Superior, después» 
de revisadas y tomada razón de ellas, y á las certificaciones que aque- 
llos expidan se Jes dará ascenso. Fuera de este caso, el que las despa- 

(1 ) Informe de la Junta Suprema de Sanidad sobro el establecimiento do la Superior en esta 
?sl<t, comunicado por el Gobierno en 2 de Julio de 1841. 

C>) Articulo 123 del Bando de gobernación y policía, cuyo cumplimiento se recordó en orden 
del Gobierno de la Isla de 31 de Mayo de 18J6. 

(3) Resolución del mismo Gobierno Superior do 18 do Octubre de 1844, mandada cumplir en 
la de 81 de Mayo do 1846 
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dure sin estar autorizado para este servicio, i&ourreen la multa de dea 
pesos, lo mismo que si en la expedición de los atestados de los facultati- 
vos de las fincas, cometiesen alguna falta, la cual deben denunciar á las 
juntas los encargados del ramo. (1) 

MI UUflCIO DI 118 CUMIAS IEMCA3. ' 

Para que ia Administración desempeñe sus importantes atribucio- 
nes de vigilar sobre la Sanidad pública debe ocuparse del arreglo de la 
enseñansa, y ejercicio de las ciencias médicas, á fin de precaver que 
personas ignorantes ó destituidas de conocimientos y de la autorización 
correspondiente, se entrometan á ejercer cualquier ramo de esta facul- 
tad con grave daño de la salud pública. Para esto se han dictado las 
disposiciones conducentes, imponiendo multas á los contraventores, y 
señalando los años de estudios, exámenes y requisitos de les que se 
dedican á la carrera, y fijando los deberes de los profesores. 

Por lo que concierne á la ensefiapza de estas ciencias en la Isla de 
Cuba, en el plan de instrucción pública se expresan el orden en que 
han de hacerse estos estudios, y las demás circunstancias indispensables 
para obtener los títulos que son necesarios; y en cuanto al ejercicio de 
estas facultades, el reglamento especial vigente marca con precisión los 
deberes respectivos. \2) 

Conforme á este reglamento, la dirección y gobierno de los profe- 
sores de medicina y oirijuía, de los dentistas, sangradores y parteras, 
por lo pue hace al ejercicio de estas facultades, corresponde al Gober- 
nador Superior Civil de esta Isla, con consulta de la Junta Superior de 
Instrucción públ'ea, exceptuándos 3 los de la Sanidad militar y de la Armada. 

Corresponde á dicha Junta Superior: l. Q ftroponer en terna, previa 
consulta de su sección médica, & las autoridades y Corporaciones com- 
petentes los profesores que hayan do nombarse para los hospitales ci- 
viles, casas de Beneficencia, de Maternidad, y de Dementes, y destinos 
para I» propagación del virus vacuno, de Sanidad de los puertos y de- 
mas plazas de dotación fija. 2.° Dar á los tribunales y autoridades, los 
informes y declaraciones que pidieren para resolver las dudas que se 
ofrezcan en toflos los litíjios médico-legales, ó causas canónicas, ci- 
viles ó criminales. 3.° Practicar en los mismos términos los reconoci- 
miento* que se le pidieren sobre la elefantiasis y demás enfermedades. 
4.° Ilustrar á las autoridades en todos los asuntos de higiene pública y 
en los expedientes que se sometan á su consulta, sobre la construcción 
de edificios públicos, como hospitales civiles, lazaretos, cárceles, &c. y 
la situación de las fábricas, manufacturas y almacenes de Objetos qvte 
puedan perjudicar á la salud pública. 5.° Entender en el arreglo del 
buen uso de las aguas y baños minerales. 6.° Examinarlos títulos, iden- 

• r ■ i ■ ■»■ i, .i i ■■ - ■ ■ . . „ .. 

(1 } Resolución citada de 81 de Majo de 1846. 

(2) Reglamento de medicina yoiryia, formado por la Inspección de estudio* délas islas de 
Cuba y Pnerto-Rieo, aprobado por S. M. en Real orden de 8 de £ne¿o do 1844 



tidad de las personas, é inoorporacion de los profesores que no sean pro* 
ttdeptes de la Universidad de la Habana. 7? Proponer al Gobernador 
Superior Jas medidas conducentes para la corrección ó castigo que baya 
de imponerse i loa profesores que falten á los deberes de su facultad ó 
al decoro de su clase. 8.° Regular los honorarios que correspondan ¿ 
Ipjs mismos profesores, siempre que sea consultada por los tribunales. 
9.° Acordar, á expensas de los fondos de Instrucción pública, la impre- 
sión de aquellas obra* de medicina y cirijía, siempre que las estime úti- 
les, y que deseando el autor su publicación, no le fuere posible por fal- 
ta de numerario. 10. Y por último, proponer premios, cuando lo per- 
mitan sus fondos, i los autores de las mejores memorias sobre enferme- 
dades endémicas en esta Isla, medicamentos indígenos y otros puntos 
qae al efecto se comunicaren por programas. (1) 

Para ejercer las facultades de medicina y cirujía y los ramos de 
dentista, sangrador y partera, se necesita tener el correspondiente títu- 
lo, el cual debe ser presentado al subdelegado respectivo y á la autori- 
dad local. A los que ejercen sin estos requisiakos, ó se excedieren de 
la facultad que este título les confiere, se les impone por primera vez, 
previa información sumaria, cien pe*o$ de multa, y no pudiendo pagar- 
la, un mee de prisión; por la segunda doscientos pesos de multa, ó dos 
meses de prisión, y por la tercera la multa de trescientos pesos, ó tres me- 
aos de prisión; sin perjuicio de que, si en cualquiera de los tres casos se 
siguiere algún funesto resultado, se proceda á la formación de causa 
para el condigno castigo. (2) 

Los facultativos procedentes de las Universidades y colejios de la 
Psfiínsula que quieran ejercer en esta Isla, para verificarlo ban de 
presentar sus títulos al Gobierno Superior para su examen. Lo mismo 
deben practicar los extranjeros, previa la identidad de su persona, para 
acordar su habilitación han de ser examinados en la Universidad, en la 
forma prevenida en el plan de estudios. (3) ' 

Los deberes de los profesores de medicina y cirujía son: 1* Redac- 
tar sus recetas en latín ó en castellano, sin valerse de signos, abrevia- 
tura» ó cifras para expresar las sustancias y las cantidades, anotando al 
fia el modo de usar el medicamento y la fecha, bajo la multa de cuatro 
pesos. 2 9 Acudir con toda preferencia al llamamiento de las autoridades 
pera practicar reconocimientos, curaciones, autopsias ú otras diligencias 
de bu profesión, bajo la multa de cincuenta pesos, si se resistieren ó pro- 
testasen frivolas excusas. 3? Los llamados para reconocer casos de muer- 
ta violenta, herida ó contusión grave, dispensarán al paciente los pron- 
tos auxilios que hubiere menester, y acto continuo darán parte al peda- 
zo del barrio ó al juez mas inmediato, bajo la mas estrecha responsabi- 
lidad. 4 9 Poner en conocimiento de la Junta de Sanidad y del subdele- 
gado de m partido todo caso de enfermedad epidémica ó contagiosa que 

\) Articulo 10 y siguientes hasta el 18 del regUtte*t* eü*<U. 
2) Artículos 14, 15 y 1S de Ídem. 
,8) Artículos 16 y 17 de idem. 
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se les presente* 5.° Comunicar el Subdelegado cualquiera caso de vi- 
ruela que les ocurra, en que la erupción sea precedida de fiebre, para 
que reconozca si los enfermos están 6 no vacunados. 6.° Dar á la Junta 
de Sanidad respectiva, y donde no la hubiere á los Subdelegados en la 
manera explicada, los partes mensuales sobre las afecciones médicas 
que hayan observado en su práctica durante el mes anterior, señalando 
con escrupulosidad su carácter y terminaciones felices y funestas, con 
expresión del número exacto de unas y otras. 7 9 Practicar los recono- 
cimientos y curaciones de heridos, socorros de ahogados y otros actos 
de la facultad, que sean de oficio, según el turno que señale el Subde- 
legado en cada población; de cuyo servicio están exceptuados los profe- 
sores vocales de la Junta Superior de Instrucccion pública, los cátedra- , 
ticos de la Real Universidad, los Subdelegados, los facultativos de Ejér- 
cito y Marina, los de hospitales y los encargados de las visitas de Sani- 
dad con plaza efectiva. 8 ? Participarlo al Subdelegado de su partido, 
siempre que muden de habitación, 6 se trasladen á otras poblaciones, j 
bajo la multa de 8 pesos. 9 ? Arreglarse en sus honorarios al arancel (1) | 
todos los que ejercen cualquier ramo de la facultad. 10. Y finalmente, 
participarlo al subdelegado, si tuvieron noticia de que personas extra- 
ñas á la facultad toman á su cargo la curación de algún enfermo ó admi- 
nistran medicamentos á título de específicos. (2). 

Ademns, los profesores de medicina y cirujía no pueden establecer ¡ 
boticas, tener ninguna parte de interés en ellas, ni expender medicamen- ¡ 
tos por ningún pretexto, bajo las penas impuestas á los que ejercen sin 
título, y al anunciarse en los periódicos no pueden manifestar que po- 
seen métodos especiales, remedios secretos 6 procedimientos operatorios 
para la curación de enfermedades determinadas, debiendo limitarse á in- 
dicar sus grados literarios, la Universidad ó colejio donde los obtuvie- 
ron, empleos ó comisiones que hayan tenido del Gobierno, y si se han 
dedicado particularmente á alguno de los ramos de la ciencia. (3) 

El Gobernador Superior Civil á propuesta de la Junta Superior de 
Instrucción pública, nombra los subdelegados de medicina y cirujía en 
todas las ciudades, poblaciones y partidos, del campo donde lo considere 
necesario. Los de la Habana, Puerto-Príncipe y Santiago de Cuba, se 
titulan Subdelegados de distrito y los demás de partido. Deben los sub- 
delegados celar la observancia del reglamento y demás disposiciones 
Superiores relativas á los ramos de la ciencia de curar. Asi es que han 
de dar parte á la autoridad local siempre que algunos ejerzan sin título 
ó se excedan de lo que en este se les permite: deben cuidar que los fa- 
cultativos ejérzanla profesión con la legalidad y decoro correspondientes, 
participando á la autoridad competente cualquier falta grave que come- 
tan: llevar el turno para los reconocimientos y demás actos de oficio: re- 
mitir á la Junta Superior de Instrucción pública anualmente en el mes 

(1) El arancel corre agregado al regí amonto. * 

(2) Artículos 20. 22 y siguientes hasta el 26, 31, 32 y 88 del reglamento. 

(3) Artículos 19 y -1 del. mismo reglamento, 
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de Noviembre un estado general de todos los profesores, parteras, den- 
tistas y sangradores de su distrito, y remitir ala misma Corporación los 
títulos de los que fallecieren, lo que verificarán los de partido por conduc- 
to de los de distrito de que dependan: imponer las multas por infraccio- 
nes del reglamento 6 de otras disposiciones: cuidar los subdelegados de 
distrito que los de partido de quienes son jefes inmediatos, cumplan 
sus deberes, dirigiéndoles las órdenes comunicadas por el Gobierno Su* 
perior Civil, las que observarán también por su parte. (1) 

IXPHDICIM H MEDICAMENTOS. 

La expendicion de medicamentos compuestos, solo puede hacerse 
en las oficinas de farmacia y con receta de facultativos, bajo la inulta 
de 25 pesos para cortar abusos perjudiciales á la salud. (2) 

Y para precaver los que pudieran cometerse en la venta de los me- 
dicamentos secretos se han dictado las medidas convenientes; permi- 
tiéndose sin embargo su uso, y aun premiándose á los descubridores, 
probada que sea su utilidad. 

Por regla general está prohibido en la Isla el anuncio y expendi- 
cion de medicamentos secretos, exceptuándose los que ya están admi- 
tidos y muy experimentados, los cuales se hallan insertos en el regla- 
mento [3] bajo las penas impuestas á los que ejercen sin titulo; siendo 
de cargo de los subdelegados y profesores participar á la autoridad 
competente las infracciones de que tengan conocimiento. 

' Se consideran medicamentos nuevos los que anteriormente no se 
hayan empleado ó se preparen de un modo muy distinto. Solamente los 
profesores de medicina y ciiujía pueden presentarlos. Si el que no fue- 
re facultativo hiciere algún descubrimiento y deseare publicarlo y op- 
tar á las ventajas que le correspondan, deberá entregarlo á uu profe- 
sor para que, asegurado de su eficacia, lo presente al Gobernador Su- 
perior Civil, expresando el nombre de su descubridor, y en pliego cer- 
rado se explicarán las substancias, el modo de componerlo y el de ad- 
ministrarlo. La sección de ciencias médicas de la Junta superior de ins- 
trucción pública debe hacer los expedimentos convenientes calificando 
los medicamentos: l 9 De perjudiciales. 2 9 De equivalentes á los ya co* 
nocidos. 3.° De mas eficaces que los ya conocidos. Los primeros son 
prohibidos absolutamente: se permitirá el anuncio y venta de los segun- 
dos y á los autores de los terceros ó de los que merezcan la califica- 
ción de mas eficaces que los conocidos se les concederá privilejio ex- 
clusivo para su venta por cierto tiempo, durante el cual habrá de re- 
servarse el secreto de la composición, como un premio de su descu- 
brimiento. (4) 

(1) Artíauloe 84 y siguientes haeU el 50 del mismo reglamento. 

(2) Articula 125 del bando de gobernación y polioía. 

(8) Reglamento sobre medicamento» secretos y nuevos en la Isla de Cuba aprobado por S. M. 
y comunicado en 12 de febrero de 1844. 
(4) Artículos 1 y siguientes hasta el 10 del reglamento citado sobre medicamentos lecrtttl» 
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Si se presentare algtm específico de suma importancia, la antedi- 
cha Junta propondrá á la superioridad el premio honorífico ó pecunia- 
rio que á su juicio merezca el descubridor, y luego que lo haya obteni- 
do, se hará publicar la composición del remedio para bien de la fauna» 
«¿dad. (1) 



CAPITULO V. 

H t A BENEFICENCIA. 

Sumario.— Establecimientos públicos de Caridad.— Su división en generales j mu- 
nicipales — Dirección general del ramo & cargo del Gobernador Superior Civil. — Sai 
atribaciones.-^Jutota de Caridad ó Beneficencia. — Junta General. — Junta Departamen- 
tal.— Juntas municipales.— Contratas. — Presupuestos de ingresos y gastos.— Cuenta*.-*- 
Asociación de Beneficencia Domiciliaria. 

El importante ramo de Beneficencia se gobierna por un reglamento 
especial (2), y según sus disposiciones, los establecimientos de Caridad 
6 Beneficencia son públicos, y solo se consideran privados los que se 
costean exclusivamente con fondos propios, donados ó legados por par- 
ticulares, cuya dirección y administración corresponde á los patronos 
designados por el fundador. 

Los establecimientos públicos se dividen en generales, que son 
aquellos en que se admiten individuos de todas las poblaciones de k 
Isla (3) y municipales, que únicamente reciben loa de las poblaciones 
de su radio respectivo. 

La dirección general del ramo está á cargo del Gobernador Supe- 
rior Civil, y en este concepto le competen las atribuciones siguientes, que 
ejerce con sujeción á los reglamentos: 1* Dictar las disposiciones que 
exija el servicio. 2. a Formar reglamentos para el régimen de los estar 
blecimientos. 3. a Entender en lo concerniente á la dirección de los ge- 
nerales y aprobar los arrendamiento* de sus finras. 4 a Kesolver sobre 
las enajenaciones de los bienes de la Beneficencia, autorizar los estable- 
cimientos para adquirir bienes, censos y derechos, así como para litigar. 
5. a Aprobar los presupuestos y las cuentas, sin perjuicio, en cuanto i 
éstas, de la resolución definitiva del Tribunal superior territorial de cuen- 



1) Artículo 10 del mismo reglamento. 

Aprobado en Real Urden de 29 de Agosto de 1860. 

Be ést» elau 4 U publicación del Ke«Umento solo'ettistitl* ©**'d*dette1rte* 



fó 
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tas» 6. a Instruir y elevar al Gobierno Supremo los expedientes relativos 
á la creación y supresión de loe establecimientos generales y á los fa- 
cultativos de todos, como también ejercer respecto de loe mismos las 
funciones propias de la inspección y vigilancia que le competen, girán- 
doles visitas. 

Las juntas de calidad son de tres clases: la general establecida en la 
Habana para auxiliar al Gobernador Superior Civil en la dirección del 
ramo, la Departamental residente en Santiago de Cuba; y las Munici- 
pales existentes en las poblaciones donde haya algún etftableeiinietato, 
dividiéndose las juntas en tres secciones, á saber: la de gobierno, de ad- 
ministración y la de contabilidad. El cargo de vocal es gratuito y ho- 
norífico y dura cuatro años, renovándose cada dos aiiós por mitad. Las 
juntas procurarán poner en conocimiento del Gobierno Superior Civil 
las taitas y defectos que advirtieren en los establecimientos de su car- 
go, promoviendo los medios de remediarlos; asimismo deben cuido? de 
la buena administración de aquellos, y de que se establezca la mas ri- 
gurosa economía en la inversión de los fondos, claridad en las cuentas 
y el buen desempeño de los empleados. 

Componen la junta general constituida en la Habana, el Gobernar 
dor Superior Civil, Presidente, el Prelado Diocesano, ó quien haga sus 
veces en ausencia ó vacante, Vice-Presidente, dos capitulares del ca- 
bildo catedral, dos miembros de la Junta Superior de Instrucción Pú- 
blica, uno de la Junta Superior de Sanidad, dos Regidores del Ayunta- 
miento y cuatro individuos mas, todos de nombramiento del Goberna- 
dor Superior Civil; bien que el de los capitulares será á propuesta del 
Prelado; y ejercerá las funciones de Secretario el oficial de la Secreta- 
ria del Gobierno Superior Civil que éste designe. Son asimismo voca- 
les natos los que hubiesen donado á la Beneficencia mas de seis mil 
pesos en dinero ó en especies. 

Corresponde á la Junta general: 1.° Proponer al Gobernador Supe- 
rior Civil las disposiciones generales que considere convenientes para el 
buen servicio del ramo y los reglamentos de los establecimientos gene- 
rales. 2.° Consultar al mismo Gobernador sobre k enajenacioii y aran* 
¿amiento de bienes, censos 6 derechos y su adquisición, como también 
sobre la autorización para litigar (1), sobre presupuestos y cuentas, 
creación y supresión de toda clase de establecimientos, agregación y se- 
gregación de sus rentas. 3.° Proponer en terna, en vista de la propues- 
ta que á su vez le hagan las juntas municipales y las especiales que 
taya del establecimiento, previo anuncio de la vacante, para la provi- 
sión de los cargos facultativos de todos ritos. 4.° Consultar en todos 
loa asuntos del tamo de carácter grave ó general y en los demás casos 
en que stt Presidente les pida su dictamen. 

Cuando éste no se conformare con el parecer de la Junta en los 



i 



1) La Cas» de Benefioenoia de la Habana y demás establecimiento! análogos, no necesiten 
toa entorisaeion pera entablar inicio* ejeeutiTCs en «obro de rédito* da tantee: Real Orden 
»4*Jaü»delS6*. 

17 
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expedientes instruidos para dictar disposiciones generales 6 sobré ena 
jenaciones de bienes, creación, supresión' de establecimientos Ó agrega- 
ción y separación de rentas, dará cuenta al Gobierno Supremo con re- 
misión del expediente para la resolución definitiva. Para llevar á efec- 
to lo determinado sobre la dirección de los establecimientos se necesi- 
tan las dos terceras partes de I03 votos y la conformidad del Gobierno 
Superior: y á falta de esta circunstancia se dará cuenta á S. M. 

Además del axilio que ha de prestar la Junta General al Gobier- 
no Superior Civil, ejerce respecto de los establecimientos del Departa- 
mento Occidental de la Isla las mismas atribuciones señaladas á la De- 
partamental respecto al Oriental 

El Gobernador del Departamento Oriental ejerce la autoridad di- 
rectiva en el ramo de Beneficencia bajo la dependencia del Goberna- 
dor Superior Civil de la Isla. Sus atribuciones son: 1.° Servir de órgano 
de comunicación entre el Gobernador Superior y las juntas municipales 
de su Departamento, consignando su dictamen en todos los que eleve á 
la resolución de aquel Jefe. 2 9 Adoptar las medidas generales de ca- 
rácter urgente que puedan hacer mejor el estado del ramo en el Depar- 
tamento, dando cuenta al Jefe Superior. 2.° Nombrar y separar los 
empleados de los establecimientos municipales del mismo Departa- 
mento, cuando por disposición especial no se atribuya esta facultad á 
otra autoridad ó Corporación, 4.° Ejercer la inspección y vigilancia so- 
bre el ramo en el Departamento y girar visitas. 

A la Junta departamental de Santiago de Cuba, presidida por el 
Gobernador del Departamento y organizada de un modo análogo á la 
general, incumbe: 1° Proponer al Gobernador del Departamento las 
disposiciones generales y los reglamentos de los establecimientos mu- 
nicipales que crea convenientes. 2.° Consultar al mismo Gobernador las 
medidas graves de carácter urgente que se juzguen necesarias en el 
Departamento, emitiendo también su dictamen en los expedientes sbbre 
adquisición, enajenación y arrendamiento de bienes, censos y derechos 
de los establecimientos del Departamento, autorización para litigar, 
creación, supresión, agregación y segregación de los mismos estableci- 
mientos y sus bienes y en los demás casos en que el Gobernador estime 
conveniente pedirles consulta. No conformándose con el dictamen de la 
Junta dará cuenta al Gobernador Superior Civil. 

Costituyen las Juntas municipales, que hay en cada distrito, el 
Gobernador ó Teniente Gobernador, Presidente, el Cura Párroco, y en la 
Habana, el Vicario General, un Regidor, el Subdelegado de medicina 7 
cirujía y dos vocales mas, si el número de los vecinos llegare á dos mil, 
y uno si fuesen menos, todos de nombramiento del Gobernador del De- 
partamento á propuesta del Gobernador ó Teniente Gobernador respec- 
tivo. Son vocales natos de estas Juntas los patronos de los estableci- 
mientos del distrito municipal. 

Las atribuciones de las Juntas municipales son: 1.° Ejecutar los 
acuerdos del Gobierno Superior y del Departamento, relativos á lose»- 
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tablecimientos municipales de su distrito. 2* Proponer sus reglamen- 
tos y cuantas medidas crean conducentes al mejor servicio de los mis- 
mos establecimientos y entender en todo lo concerniente á su dirección. 
3.° Instruir los expedientes sobre enagenacion y adquisición de bienes, 
censos y derechos, creación ó supresión de establecimientos, autoriza- 
ción para litigar y agregación de los mismos y de sus bienes. 4 9 For- 
mar los presupuestos de ingresos y gastos y las cuentas anuales. 
5.° Recibir é informar, previa la publicación de la vacante, las solicitu- 
des para cargos facultativos. 6.° Suspender en casos urgentes, dando 
cuenta al Gobernador del Departamento, los empleados de dichos esta- 
blecimientos, nombrando interinamente en caso de vacante. Y por úl- 
timo, proponer la reunión en uno, de dos 6 mas hospitales de Caridad 
con separación de salas para hombres y mujeres. 

Las contratas para el servicio y obras de Beneficencia están sujetas 
4 las reglas establecidas para los de los fondos de propios y arbitrios, con 
la diferencia de que las Juntas de Gobierno de los establecimientos ge- 
nerales instruyen los expedientes para los de esa clase, y las Juntas 
municipales para los demás, presidiéndose los remates del mismo modo; 
7 las reclamaciones y dudas que ocurran en el acto del remate, se re- 
solverán por el que lo presida. El Gobernador Superior aprueba los 
expedientes de subasta y su definitiva en cuanto á los establecimientos 
generales, y de los municipales cuando la obra ó servicio excediere de 
mil pesos, y no excediendo de esta suma, corresponden esta» atribucio- 
nes al Gobernador del Departamento. 

Para la enagenacion de los bienes de los establecimientos que tam- 
bién practican las juntas se requiere: 1.° Deliberación del Ayuntamien- 
to respectivo á cerca de la necesidad y utilidad de la enagenacion. 2.° 
Audiencia de la Junta general del ramo. 3.° Tasación en venta y ren- 
ta de la finca y su publicación para que los vecinos puedan reclamar 
contra ella. 4.° Autorización del Gobernador Superior Civil. 5 9 Públi- 
ca y doble subasta en el pueblo en que está la finca y en la . cabecera 
del Departamento, observándose los mismos trámites dispuestos para 
las contratas de servicios. 

.Los establecimientos deben tener un Director y un Contador con 
sueldo fijo, y un Administrador, cada uno de los cuales conservará una 
llave de las tres que ha de tener la caja. 

Los administradores forman el presupuesto de ingresos y gastos 
que ha de regir en el siguiente año, remitiéndose al Gobernador Supe- 
rior Civil, si fueren para los generales, y á la Junta municipal, siendo 
para los de esta clase; y oido el Ayuntamiento, determinará el mismo 
Gobernador Superior sobre su aprobación. 

Por cada establecimiento se deben rendir tres cuentas una el Di- 
rector y dos el Administrador, comprendiendo la primera de éstas las 
entradas y gastos, y la otra la administración de las fincas, censos, con- 
signaciones y rentas fijas, cuyas cuentas remitidas al Gobernador Supe- 
rior Civil, si fueren de establecimientos generales, ó á la Junta municipal, 
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si correspondieren 6 los de ésta clase, aprobada* por el Jefa se deben 
pasar al Tribunal superior dementas para su ultimación. 

Se advierte que en loe establecimientos públicos de Beneficencia» 
ni en loe particulares deben admitirse los pobres ó mendigos válidos. . 

No teniendo recursos el pueblo para orearse establecimientos tan 
vtstos eomo convenga, remitirán sus enfermos pobres al hospital mili- 
tar, abanando las dictas <5 contratarán su asistencia en casas de salud ó 
montarán establecimientos reducidos para las necesidades pasajeras ó 
repentinas y mantenerlos mientras se pasan á lpe municipales o gene- 
reíos. 

Cuando se trate de la reunión de establecimientos se procurará: 
1.° que si las atenciones son análogas se agreguen, y de lo oontrario 
se separen. 2.° Que los de Maternidad y expósitos se reúnan; pero con 
la separación interior conveniente. 3.° Que no pase de doscientas ca- 
nas cada hospital» 4 o Que los enfermos contajiosos estén separados de 
los que no lo son, estableciéndose aparte delosde cirujíay los hospitales 
de convalecencia donde estén fuera de los enfermos; debiendo ser com- 
pleta la separación de les de distinto sexo, y que se pongan al cuidado 
de las hijas de San Vicente de Paul los establecimientos, y se utilicen 
los servicios da toda asociación religiosa de caridad, ya sea en favor de 
los ¡enfermos, ya en U dotación de huérfanos, y desamparados. 

Se halla establecida en la Habana, bajo la protección del Gobier- 
no, la Asociación de Beneficencia Domiciliaria, compuesta do seSoras, 
con el piadoso objeto de contribuir al socorro y protección de los indi- 
gentes de la capital, y distribuir ordenadamente los productos de la ca- 
ridad p&büca 

Ootupónese de una Junta General y de las, parroquiales cada una 
con su Presidenta y demás encargadas de las funciones respectivas, 
todo lo cual se ha d¿tearminado en el reglamento especial de esta aso- 
cittáeon. De sus fondos como que son eventuales, no se forman presu- 
puestes; peto sí se rinde cuenta formal á la Junta municipal, después 
de aprobada por la general de la Asociación. 



CAPITULO VI. 

H US UMUMB Y PRKUM 

% Sumario. — Reglamentos de cárceles. — Presidios bajo el régimen militar, — Capitán 
General, Jeje del ramo, designa los pontos presidíales á los penados.— Juez de remate- 
dos. — Bebajasque pueden hacer hasta la tercera parte de las oondenas. 

Las cárceles se gobiernan por reglamentos basados en las dispo- 
siciones generales para la seguridad, orden interior y salubridad de los 
presos con los miemos empleados, sin conocerse en la Isla las diferen- 
cias de prisiones establecidas en el Código penal. 
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Los presidios, se hallan sujetos al régimen militar y á un reglamen- 
to especial, existiendo una inspección de presidios. Los hay páralos pe- 
nados por delitos gravo?, y correccionales para los vagos y demás á quie- 
nes 06 considere por los tribunales conveniente destinar á ellos, según la 
calidad de los hechos que dieren lugar á la condena (1). Se ha dictado 
un reglamento para los presdios que determina las recompensas y casti- 
gos á los presidiarios. 

El Jefe de éstos, así en la Isla, como en las demás posesiones de Ul- 
tramar, lo es el Capitán General, y le corresponde hacer la designación 
de los presidios en que deban los penados extinguir sus condenas, es- 
tando prohibido fijarlos ala autoridad judicial. Dichas condenas habrán 
de ser de ocho ó mas anos para que pueda destinárseles á los de fuera 
de la Isla por delitos comunes; pero por los políticos ó perjudiciales á 
la tranquilidad pública pueden ser remitidos fuera déla Isla, cualquie- 
ra que sea el término de la condena. 

Ademas, es juez de rematados dicho Capitán General, conociendo 
de las causas de aquellos con apelación al Tribunal Supremo de Querrá 
y Marina (2); estando revestidos estos jefes con la facultad de rebajar 
á los presidiarios que han observado buena conducta, sirviendo de ca- 
bos ó sobrestantes, el tiempo de su condena que estimen conveniente, 
previo informe del Comandante de presidio, siempre que no exceda la 
rebaja de la tercera parte de dicha condena; bien que si ésta contuvie- 
re la calidad de retención, es decir, la de no poder salir del presidio sin 
licencia del Rey ó del tribunal que ha pronunciado la sentencia, no 
puede usar de aquella facultad sin consultarlo antes á S. M. ó acor- 
darlo con él Tribunal que debía conceder la licencia. (3). 
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Disposición del Gobierno Superior Civil de 10 de Mano de 1867. 

Real orden de 14 de Junio de 1816. 
,. , , Real orden de 8 de Agosto de 1798 transcrita por Colon en la obra titulada Juxgados Mi- 
to*». 



SECCIÓN SEGUNDA. 

INTERESES MORALES £ INTELECTUALES. 



CAPITULO I. 

»I LA INSTRUCCIÓN PUBLICA. 

Sumario. — Ministro de Ultramar. — Gobernador Superior Civil. — Junta Superior 
de Instrucción pública. — Su organización. — Expedientes y casos en que debe ser oída. — 
Juntas locales.— Su organización y atribuciones. — Comisiones auxiliares, su organiza- 
ción y atribuciones. — Facultades de las autoridades administrativas en sus resp activas 
demarcaciones. — Inspectores. — Primera enseñanza y sus escuelas. — ídem normales. — Se- 
ganda enseñanza y sus institutos públicos. — ídem privados. — Enseñanza doméstica. — 
Colegios de Jesuítas y Escolapios. — Profesorado público, sus derechos y remuneración.— 
Maestros de primera enseñanza. — ídem de segunda. — Profesores de institutos y sus obli- 
gaciones. — Catedráticos de facultad, su nombramiento, requisitos y obligaciones. — Divi- 
sión de los mismos en numerarios y supernumerarios. — Los primeros son de entrada, as- 
censo y término. — Real Universidad literaria de la Habana y enseñanza en ella de facul- 
tades. — Atribuciones del Gobernador Superior Civil respecto & la Universidad. — ídem 
del Rector, Vice-Rector y Decanos. — Secretario de la Universidad. — ídem de faculta- 
des.-^Consejo Universitario, de Decanos, de disciplina y de profesores. — Estudios de fa- 
cultades. — Examenes de prueba de curso, para optar á premios y para grados académi- 
cos-r—Cláustros. — Incorporación de estudios hechos en países extranjeros. — Enseñanzas 
Superiores y profesionales. — Academias. — Bibliotecas. — Archivos y Museos. 

Solícito siempre el Gobierno porque se difunda la enseñanza en to- 
dos sus ramos en la Isla, ha dictado un nuevo plan de estudios que 
comprende, no solo la enseñanza y todo lo demás concerniente ala ins- 
trucción primaria y secundaria, sino también á las facultades y profe- 
siones para distintas carreras. De este plan y del reglamento de la 
Universidad de la Habana se expondrá lo mas interesante. 

Al Ministro de Ultramar corresponden las mismas atribuciones y 
facultades en los asuntos de instrucción pública en la Isla que al de 
Fomento en la Península. 
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131 Real Consejo de Instrucción pública debe ser oido en los casos 
y en la forma qué previene el artículo 256 de la ley general de ins- 
trucción pública. 

£1 Gobernador Superior Civil de la Isla, como Delegado del Mi- 
nistro de Ultramar en ella, es el Jefe Superior del ramo: por su con- 
ducto habrán de comunicarse las órdenes del Gobierno Supremo, ejer- 
ciendo las atribuciones que le están encomendadas en el plan y regla- 
mentos. 

Se ha establecido en la Habana una Junta Superior de Instruc- 
ción pública compuesta de dicho Gobernador Superior Civil Presiden- 
te nato, de un Vice-Presidente, que lo es el Regente de la Real Au- 
diencia Pretorial y doce vocales mas, nombrados por S. M. á propues- 
ta del mismo Gobernador. 

El nombramiento de vocales de esta junta podrá recaer; l 9 En los que 
hayan sido consejeros de Instrucción pública. 2.° En los que son ó hayan 
sido consejeros de administración, secretarios del Gobierno Superior Ci- 
vil ó Rectores de Universidad. 3? En dignidades eclesiásticas que ten- 
gan el grado de doctor. 4? En individuos de las Reales Academias. 5 o 
En Inspectores generales de los cuerpos facultativos del Estado en el 
orden civil. 6.° En catedráticos propietarios de facultad ó enseñanza 
superior que salieren del profesorado con buena reputación científica. 
7.° En personas, que aunque no pertenezcan á las categorías expresa- 
das, hayan dado por sus escritos ó trabajos científicos ó literarios prue- 
bas de saber en cualquiera de los ramos que comprende la Instrucción 
pública. 

Son vocales natos de esta junta el Consejero de Administración mas 
antiguo, el Rector de la Universidad, el Director del colegio seminario 
de San Carlos y el Vicario general eclesiástico. 

Los vocales ordinarios se renuevan por mitad cada dos años, lo 
que no comprende á los ponentes; pero pueden ser reelegidos indefi- 
nidamente. 

El cargo de vocal es honorífico y gratuito; á excepción del Ponen- 
te que es remunerado, siendo aquel cargo incompatible con el de cate- 
drático en activo servicio. 

La Junta está dividida en tres secciones: 1* De primera enseñanza, 
bellas artes, filosofía y letras y derecho: 2* De segunda enseñanza, de 
enseñanzas superiores preparatorias y profesionales: 3* De ciencias mé- 
dicas. Pueden los vocales pertenecer a mas de una sección, debiendo 
haber en la primera y segunda un Ponente retribuido de nombramiento 
del Gobierno. EL Jefe de Sección de la Secretaría de Gobierno de la 
Isla que corresponda al negociado del ramo es el Secretario de la Junta. 

Esta debe ser oída: 1* En la formación de los reglamentos que se 
expidan para el cumplimiento del plan. 2.° En la creación y supresión 
de cualquier establecimiento público de enseñanza y en las autoriza- 
ciones para los privados. 3*° En la creación y supresión de cátedras. 
4.° En la provisión de plazas de auxiliares facultativos déla enseñan». 
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5.° En la aprobación de libros de testo propuestos por residentes en la 
Habana. 6? En los expedientes de separación de maestros de instruc- 
ción primaria. 7 9 En los casos en que el Gobernador Superior Civil 
debe conforme al plan informar al Gobierno Supremo. 8.° En los demás 
casos prevenidos en el plan ó en los reglamentos. 

En cada distrito ó jurisdicion existe una Junta local dé Instruc- 
ción pública compuesta de la autoridad superior gubernativa del dis- 
trito, en calidad de Presidente, de un catedrático de facultad, de insti- 
tuto ó de escuelas superiores, de un individuo de la Junta local respec- 
tiva de Agricultura, Industria y Comercio, de un regidor, de un eclesiás- 
tico nombrado por el Diocesano, de dos padres de familia de reconoci- 
do arraigo y probidad y de un vocal mas, que será al mismo tiempo 
el Secretario de la Junta. 

En la Habana son doce los vocales, cuatro de los cuales por lo me- 
nos habrán de ser catedráticos supernumerarios de facultad y dos de 
institutos ó escuelas superiores y profesionales, ademas del Presidente 
y Secretario; y en las poblaciones importantes en que no sea suficiente 
aquel número, se nombrarán á propuesta de la Junta los auxiliares ne- 
cesarios. 

El cargo de vocal es gratuito y honorífico y su nombramiento cor- 
responde al Gobernador Superior Civil. 

Estas juntas son en sus distritos delegadas del Gobierno, para el 
ejercicio de la inspección de una manera activa é inmediata en cuanto á 
la enseñanza pública ó sea la sostenida con los fondos del Estado ó de los 
pueblos, y respecto á la costeada por obras-pias ú otras fundaciones 
análogas se limitaran á la vigilancia sobre el exacto cumplimiento de 
las disposiciones del fundador, y á dar cuenta al Gobierno Superior Ci- 
vil de todo lo que encuentren digno de enmienda ó reforma, proponien- 
do las mejoras que sean oportunas. 

En la enseñanza privada deben proponer al mismo Gobernador 
Superior cuanto crean digno de mejora 6 corrección. 

Son atribuciones de las juntas locales: 1.° Presidir por comisio- 
nes de dos individuos, á lo menos, los exámenes de los establecimien- 
tos públicos de primera y segunda enseñanza, dando cuenta del resul- 
tado al Gobernador Superior Civil con su informe cada dos meses.' 2? 
Visitar en la misma forma los referidos establecimientos públicos, ele- 
vando informe de su estado al Gobernador Superior Civil. 3? Presidir 
los exámenes de los establecimientos privados, cuando lo estimen con- 
veniente, informando al mismo Gobernador. 4 9 Vigilar la buena admi- 
nistración de los fondos de los dichos establecimientos públicos. 5.° 
Instruir el expediente gubernativo requerido para la remoción de los 
maestros, remitiendo aquel al Gobernador Superior Civil para su deci- 
sión. 6 o Suspender á los maestros en casos graves, dando cuenta al mis- 
mo Gobernador Superior Civil. 7.° Vigilar el pago exacto y puntual á 
los maestros, y que se de dique á la enseñanza toda la cantidad presu- 
puestada. 8 o . Promover el adelanto de la instrucción primaria en su dis- 
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frito, proponiendo la creación: de nuevas escuelas y estimulando á los 
maestros y alumnos por cuantos medios estén á su alcance. 9 o Vigilar 
el exacto cumplimiento de todas las disposiciones del plan de estudios 
y reglamentos en lo relativo á la primera y segunda enseñanza. 10. 
Evacuar todos los informes que se la pidan por el Gobierno Superior 
Civil; y por último, practicar todo lo que ordenen los reglamentos, en 
los cuales se determinará el modo y forma de sus sesiones y demás de- 
talles sobre el ejercicio de sus funciones. 

Los vocales de estas Juntas pueden también visitar aisladamente 
los establecimientos públicos, informando en la primera sesión lo que 
les parezca digno de atención. 

Para las escuelas de corto vecindario ó de los partidos rurales de- 
be haber una comisión auxiliar compuesta de la autoridad administrati- 
va del partido, del cura y de un vecino designado por la Junta local, 
cuya comisión ejerce sus funciones de inspección inmediata bajo la de- 
pendencia de la local en las escuelas respectivas. 

Las autoridades administrativas tienen en sus demarcaciones, 
como delegadas del Gobierno, ademas de las atribuciones ya ex- 
presadas, las mismas de las Juntas locales, excepto la relativa á la 
instrucción del expediente para la remoción de los maestros, pudiendo 
en casos urgentes adoptar las medidas necesarias, dando cuenta ó. la 
Junta y á las autoridades superiores. 

Sin perjuicio de lo expuesto, el Gobierno ejerce también su inspec- 
ción y vigilancia en los establecimientos de instrucción así, públicos co- 
mo privados. 

Y es un deber de las autoridades administrativas cuidar no se pon- 
ga impedimento alguno á los Reverendos Prelados Diocesanos para ve- 
lar, como lo exije su ministerio, sobre la pureza de la doctrina de la 
fé y de las costumbres, y sobre la educación de la juventud; y si di- 
chos prelados advirtieren que en los libros de testo ó en las explicacio- 
nes de los profesores se emiten doctrinas perjudiciales á la buena edu- 
cación relijiosa de la juventud, darán cuenta al Gobietno Superior Ci- 
vil, el cual instruirá el oportuno expediente, oyendo á la Junta Superior 
y dando cuenta igualmente, si lo creyese necesario, al Gobierno Supremo. 
Los vocales Ponentes de la Junta Superior de Instrucción pública, 
son inspectores de la enseñanza, y por medio de ellos la vigila el Go- 
bierno, en todos los ramos, debiendo dichos vocales visitar las escuelas 
de Instrucción primaria durante las vacaciones escolares, y cuando el 
Gobierno Superior lo determine, practicar visitas especiales á todos los 
establecimientos de la Isla que convenga indemnizándoseles los gastos 
de viaje con la cantidad de mil pesos asignados al efecto en el presu- 
puesto, y dando cuenta de la suma que inviertan. 

PRIMERA INSBSiHA. , 

Esta divide en elemental y Superior, no estando sus estudios suje- 
tos á determinado número de cursos. 
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La elemental comprende: doctrina cristiana y nociones de historia 
Sagrada, lectura, escritura, principios de gramática castellana con ejer- 
cicios de ortografía, principios de aritmética con el sistema legal de 
pesas, medidas y monedas, breves nociones de agricultura, industria 
y comercio. La enseñanza que no abraza todas estas materias se con- 
sidera incompleta para los efectos marcados en el plan. La primera en- 
señanza superior abraza, además de una prudente ampliación de las ma- 
terias expuestas, las siguientes: principios de geometría, dibujo lineal y 
agrimensura, de historia y geografía, especialmente de España, nocio- 
nes generales de física y de historia natural. 

La primera enseñanza elemental es obligatoria á todos los españo- 
les. Los padres y tutores ó encargados deben enviar á las escuelas 
públicas á sus hijos y pupilos, desde la edad de seis años hasta la de 
nueve, á no ser que les proporcionen esta clase de instrucción en sus 
casas 6 en un establecimiento, particular; los que no lo hicieren así, ha- 
biendo escuelas á distancia tal que puedan los niños ocurrir á ellas cómo- 
damente, serán amonestados y compelidos por la autoridad y castiga- 
dos en su caso con la multa de dos á veinte reales fuertes. 

Esta enseñanza se dará gratuitamente en las escuelas á los niños, 
cuyos padres, tutores ó encargados no puedan suplirla, mediante certi- 
ficación del respectivo cura párroco, visada por la autoridad local ad- 
ministrativa. 

Son escuelas de primera enseñanza las que se sostienen en todo 6 
en parte con fondos públicos, obras-pías ú otras fundaciones destinadas 
al efecto, cuyas escuelas están á cargo de los respectivos pueblos, los que 
habrán de incluir en sus presupuestos municipales como gasto obligato- 
rio, la cantidad necesaria para atender á ellas. El gobierno consigna 
además anualmente diez mil pesos, por lo menos, para auxiliar á los 
pueblos que no puedan costear por sí este gasto, disponiendo el Gro- 
' bernador y la Junta Superior la equitativa distribución de estos 
fondos. 

Las escuelas son elementales ó superiores, según que abracen las 
materias señaladas á cada uno de estos dos grados. 

Corresponde al Gobernador Superior, previo informe de la Junta 
Superior y de los Ayuntamientos respectivos, designar el número de 
escuelas públicas elementales de niños y niñas que debe haber en cada 
población y en los partidos rurales, asi como donde hayan de establecer- 
se incompletas y de temporada, que podrán ser desempeñadas por ayu- 
dantes ó. pasantes. 

En las de niñas, además de las otras asignaturas que expresa el 
plan, se les enseñarán las labores propias de su sexo, elementos de dibu- 
jo aplicados á las mismas labores y lijeras nociones de higiene doméstica. 
En las capitales de Departamento y en las poblaciones que lleguen 
i diez mil almas, una de las escuelas públicas será superior, pudiendo es- 
tablecer las demás los Ayuntamientos en pueblos de menor vecindario, 
sin perjuicio del sostenimiento de la elemental. 
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El Gobernador Superior Civil debe procurar que los respectivos 
curas párrocos tengan repaso de doctrina y moral cristiana para los 
niños de las escuelas elementales, lo menos una vez cada semana. 

También habrá escuelas de párvulos y de noche 6 dominicales para 
adultos, y clase de dibujo lineal ó de adorno con aplicación á la me- 
cánica. 

Es á cargo del Gobierno Supremo promover el establecimiento de 
enseñanzas para sordomudos y ciegos, procurando que haya por lo 
menos una escuela de esta clase en la Habana y que en las públicas de 
niños se atienda en cuanto sea posible, á aquellos desgraciados. 

En cada población, según su importancia, debe haber una ornas escue- 
las públicas para niños de color, con objeto de que éstos reciban la pri- 
ra enseñanza elemental, dirigida esencialmente ala parte moral y religio- 
sa, dándose dicha enseñanza á los niños de ambos sexos con la separa- 
ción conveniente. 

En cuanto á los esclavos, es de cargo del Gobierno Superior Civil 
y de los respectivos párrocos inculcar á los amos la obligación en que 
están de instruir á sus siervos, sobre todo en lo relativo á la parte mo- 
ral y religiosa. 

Para que los que intenten dedicarse al majisterio de primera en- 
señanza adquieran la instrucción necesaria habrá una escuela normal 
en cada capital de Departamento, que será la superior correspondiente 
á la localidad, costeándose á prorata del importe total de sus respecti- 
vos presupuestos municipales de cada Departamento, pudiendo el Go- 
bierno auxiliar su sostenimiento y promover el establecimiento de es- 
tas escuelas de maestras para niñas. 

SEGUNDA INSlfiANZA. 

Esta comprende: 1.° Estudios generales. 2 9 Estudios de aplicación 
á las profesiones industriales. 

Los primeros se hacen en cinco años por lo menos y abrazan la 
gramática latina y castellana, doctrina cristiana é Historia Sagrada, 
principios y ejercicios de aritmética, nociones de geografía descriptiva; 
principios y ejercicios de geometría, rudimentos y ejercicios de traduc- 
ción de lengua griega, nociones de historia general y particular de Es- 
paña, aritmética y álgebra hasta ecuaciones de 2? grado inclusive, ele- 
mentos de retórica y poética, elementos de geometría y trigonometría 
rectilínea, sicología, lógica y filosofía moral, de física y química, nocio- 
nes de historia natural y lengua francesa é inglesa. Son asignaturas de 
aplicación á la agricultura, artes industriales y comercio, el dibujo lineal 
topográfico de adorno y de figuras, nociones teórico-prácticas de agri- 
cultura, de mecánica industrial y de química aplicada á las artes, estu- 
dio elemental de topografía, medición de superficies, aforos y le- 
vantamiento de planos, la aritmética mercantil, teneduría de libros, 
práctica de contabilidad, correspondencia y operaciones de comercio, 
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nociones de economía política y de lejislacion mercantil, de comercio y 
de geografía, estadística comercial, los idiomas ingles, alemán, é italia- 
no, topografía y lectura de letra antigua. 

El plan determina la edad de los alumnos, orden de las asignatu- 
ras, duración de los cursos y demás concerniente á estos estudios, los 
cuales habilitan, previo examen, para obtener respectivamente los títu- 
los de agrimensores y peritos tasadores de tierra, perito mercantil, me- 
cánico ó químico. 

En el mismo plan se ordena que para esta enseñanza haya institu 
tos públicos en la Habana, Santiago de Cuba, Matanzas, Puerto-Príncipe 
y en las demás poblaciones en que el Gobierno Supremo estime opor- 
tuno establecerlos, costeándose con las rentas que posean, con el pro- 
ducto de las matrículas y demás derechos académicos; y no bastando 
estos ingresos, con los fondos municipales á prorata, no pudiendo for- 
marse ni suprimirse estos establecimientos sin autorización del Gobier- 
no Supremo. 

Puede haber colegios privados para la segunda enseñanza, par acu- 
yo establecimiento se requiere autorización del Gobierno, que la conce- 
derá oido el Gobernador Superior y previa justificación de los requisi- 
tos siguientes: 1° Que el empresario es mayor de veinte y cinco años, 
de buena vida y costumbres, que no está incapacitado civilmente y que 
se halla dispuesto á prestar la fianza pecuniaria prevenida. 2? Que el 
director tiene título de licenciado en cualquiera facultad ó su equiva- 
lente en carrera superior. 3 ? Que el local reúne las convenientes condi- 
ciones higiénicas, atendido el número de los alumnos internos y exter- 
nos. 4^ Que el reglamento interior no contiene disposiciones contrarias 
á las generales dictadas por el Gobierno ó perjudiciales á la educación 
física é intelectual de los alumnos. 5 9 Que el colegio tiene los profeso- 
res necesarios autorizados con el correspondiente título académico. 6.° 
Que hay en el colegio los medios materiales que requiere la enseñanza. 

Para que los estudios hechos en los colegios privados tengan vali- 
dez académica han de concurrir las circunstancias siguientes: 1.° Que 
lotf profesores tengan la edad y el título según el plan para ser cate- 
dráticos de instituto. 2.° Que se remitan anualmente al instituto públi- 
co á que esté incorporado el colejio las listas de las matrículas, satis- 
faciendo la mitad de los derechos. 3.° Que los estudios se hagan por 
los testos designados por el Gobernador, en el mismo orden y con su- 
jeción á los mismos programas que en los establecimientos públicos. 4.° 
Que los exámenes anuales se celebren en el instituto á que esté incor- 
porado el colegio y si estuviere en distinta población y á la distancia 
prevenida, que se verifiquen con asistencia de un catedrático de aque- 
lla escuela. 

Las sociedades y corporaciones debidamente autorizadas por las 
leyes pueden establecer colegios privados para la primera y segunda 
enseñanza, previo permiso del Gobernador, quien lo concederá con suje- 
ción álos requisitos que quedan expuestos, pudiendo relevarlos de la fianza. 
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Los Padres Jesuítas y Escolapios deberán sujetarse en lo relativo 
á la segunda enseñanza á lo dispuesto en el plan, así en cuanto á las 
asignaturas como en el orden, distribución y duración de los cursos; 
sin perjuicio de que en el método que se siga, en la importancia relati- 
va, y la mayor ó menor ampliación que se le dé á las materias respec- 
tivas, se observen las reglas que las direcciones de . aquellos colegios 
acordaren. En ellos puede darse á la par que las enseñanzas espresa- 
das ó en años posteriores, según lo exija la conveniencia de los alum- 
nos, y el buen orden del establecimiento, aquellos estudios de apli- 
cación ó especiales que la misma dirección acuerde y apruebe el 
Gobierno Superior Civil; continuando subsistente y aplicable á los 
referidos colegios lo dispuesto para el de Padres Jesuítas por las 
Reales órdenes de 30 de Setiembre de 1856 y 15 del propio mes de 
1861 relativas al modo de celebrar los exámenes y la incorporación de 
los estudios en la Universidad (1). 

Está permitida la primera y segunda enseñanza en establecimien- 
tos privados y la doméstica bajo las condiciones establecidas en el plan. 

PKORSOKAM PUBLICO. 

Para ejercer el profesorado en todas las enseñanzas se requiere 
ser español (cuya circunstancia puede dispensarse á los profesores de 
lenguas vivas y á los de música vocal é instrumental) y justificar buena 
conducta religiosa y moral, no pudiendo desempeñarlo los que padez- 
can enfermedad física ó moral que imposibilite para la enseñanza, ni 
los que hubieren sido condenados á penas aflictivas ó que lleven con- 
sigo la inhabilitación absoluta para cargos públicos y derechos políticos, 
á no obtener una rehabilitación especial para la enseñanza. 

El nombramiento de profesores para los establecimientos públicos 
corresponde al Gobierno ó á sus delegados, previas las formalidades 
respectivamente prescritas. 

Ningún profesor podrá ser separado sino en virtud de sentencia 
judicial que le inhabilite para ejercer su cargo ó de expediente guber- 
nativo, en el cual se declare que no cumple sus deberes, que infunde 
en sus discípulos doctrinas perniciosas ó que es indigno por su conduc- 
ta moral de pertenecer al profesorado, oyéndose al interesado y consul- 
tando al Real Consejo de Instrucción pública, si fuere de nombramiento 
del Gobierno Supremo ó á la Junta Superior del mismo ramo en la Is- 
la, si fuere del Gobernador Superior. Este podrá suspenderlos por los 
expresados motivos, oida aquella Junta, dando cuenta sin dilación al 
Supremo Gobierno con el expediente. La separación de un catedrático 
por causas distintas de las expresadas solo podrá acordarse en Consejo 
de Ministros. ! 

Los profesores que no se presentaren á servir su§ cargos en los ¡ 
términos prescritos en los reglamentos ó permanezcan ausentes delpun- 

(1) Real decreto de 20 de Febrero de 1864. 
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to de su residencia sin la debida autorización, se entiende que renun* 
clan sus destinos, y si alegaren haber tenido justa causa, se formará ex- 
pediente en los términos expuestos. 

El ejercicio del profesorado es compatible con el de cualquier pro- 
fesión honrosa que no perjudique al exacto desempeño de la enseñanza, 
é incompatible con todo otro empleo ó destino público. 

Está prohibido á los profesores de establecimientos públicos en- 
señar en los privados sin expresa licencia del Gobierno Superior Civil. 

Los que dejen la enseñanza después de diez años de servicio pa- 
ra pasar á otros destinos públicos pueden ser nombrados de nuevo pa- 
ra cargos del profesorado de igual clase, con la antigüedad y categoría 
que antes tenían. 

Los profesores que por supresión ó reforma queden sin colocación 
recibirán las dos terceras partes del sueldo que disfrutaban hasta que 
vuelvan á ser colocados. 

Los catedráticos de los establecimientos sostenidos por el Estado 
gozan de jubilación y sus viudas y huérfanos la pensión concedida á 
las clases pasivas. 

Los maestros de primera enseñanza, además de los requisitos ya 
expresados, han de tener veinte años cumplidos y el título correspon- 
diente, excepto los de las escuelas elementales incompletas, los cuales, 
lo mismo que los de párvulos pueden ejercer, mediante un certificado 
de aptitud y moralidad despachado por la Junta local, y visado por el 
Gobernador Superior Civil. 

Los dichos maestros de primera enseñanza son nombrados ' por el 
Gobernador Superior á propuesta de los Ayuntamientos que los sostie- 
nen, bien que en las escuelas de Patronato se debe hacer la provisión 
con arreglo á lo dispuesto por el fundador en personas que tengan los 
requisitos prevenidos en el Plan y aprobados por la autoridad á quien 
correspondiere el nombramiento; no siendo de aquella calidad; y no ha- 
ciéndolo los patronos pierden el derecho de elegir por aquella vez y se 
traslada á la Administración. 

Siempre que ocurra una vacante de las plazas de maestros de es- 
cuelas públicas de primera enseñanza se anunciará por el Ayuntamien- 
to respectivo, fijando un término para presentar las instancias, prove- 
yéndola en el aspirante de mas mérito. 

El Gobierno Supremo establecerá, cuando lo estime oportuno, el 
orden de oposiciones para la provisión de dichas plazas. 

En las escuelas elementales incompletas pueden agregarse las fun- 
ciones de maestros á las de cura párroco, secretario de Ayuntamiento 
ú otras compatibles con la enseñanza, lo cual no se verificará en las 
completas sino por especial permiso del Gobernador Superior, y solo en 
los pueblos de escaso vecindario. 

Los maestros de escuelas elementales completas deben disfrutar 
habitación decente y capaz para ellos y su familia, el sueldo fijo que 
determine el Gobierno Superior, y además el producto de las retribu- 
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clones de los niños que pueden pagarlas, las cuales se' fijarán por la 
Junta local respectiva. 

Se consideran catedráticos ele instituto los de escuelas generales 
de segunda enseñanza y los de aplicación de que trata el artículo 21 
del Plan. • 

Para aspirar á estas cátedras se requiere tener veinte y cuatro anos 
cumplidos y el título correspondiente, el cual habrá de ser en los estu- 
dios generales de segunda enseñanza el grado de bachiller en la fa- 
cultad á que corresponda la asignatura, y en las de aplicación la que 
determine el reglamento. 

Los profesores de lenguas vivas, dibujo, música vocal é instru- 
mental y de declamación no necesitan título. 

Los catedráticos de instituto, cuyas plazas se proveen por oposi- 
ción, se dividen según su antigüedad y servicios, en tres categorías, 
de entrada, de ascenso y de término. 

De cada dos plazas de ascenso ó\de término habrá de proveerse, 
mediante concurso, una en catedráticos de instituto de la Península 
y la otra en los de igual clase de las Islas de Cuba y Puerto Bico cuan- 
do los hubiere de esta última Antilla. 

Los de la Isla de Cuba habrán de ser admitidos á concurso con loe 
demás de su clase en los institutos y demás establecimientos públicos 
de la Península. 

Son considerados catedráticos de enseñanza profesional loe de 
aquellas para cuyo estudio se exija á los alumnos la preparación de 
que trata el artículo 36 del Plan. 

Para aspirar á cátedras de estas esouelas se requiere tener 25 
años cumplidos y el grado de licenciado en la facultad á que corres- 
ponda la asignatura ó el título profesional término de la respectiva 
carrera. 

Estos catedráticos están divididos en las mismas categorías que 
las de Instituto, proveyéndose las cátedras del propio modo. 

Se consideran catedráticos de facultad: 1.° Los de la Universidad. 
2. # Los de las enseñanzas que no pueden comenzarse sin haber obte- 
nido el título de bachiller en artes ó la preparación de que trata el ar- 
tículo 35 del Plan. 3.° Los que desempeñan asignaturas preparato- 
rias para las facultades y escuelas superiores comprendidas entre ios 
estudios de facultad con arreglo al Plan. 

Para ser catedrático de facultad se necesita tener 26 años de edad 
y el título correspondiente, el cual debe ser en las enseñanzas superio- 
res el que se obtenga al terminar los estudios en la facultad de cien- 
cias, y en las demás el de doctor en ellas, ó las de ingeniero ó arqui- 
tecto. 

Los catedráticos de facultad se dividen en numerarios y supernu- 
merarios: las plazas de estos últimos, que no excederán de una tercera 
parte de los primeros, se proveen por oposición. 

Las obligaciones de los catedráticos supernumerarios son: sustd- 
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tuir á los numerarios en ausencias, enfermedades y vacantes; enseñar las 
asignaturas que los reglamentos pongan á su cargo y desempeñar las de- 
más funciones facultativas que les estén prescritas. 

Los catedráticos numerarios de facultad se hallan también dividi- 
dos en las tres categorías ya expresadas, á saber: de entrada, ascenso y 
término, conforme al reglamento, el cual designa los requisitos propios 
de cada una. 

De cada tres plazas vacantes de estos catedráticos deben proveer- 
se dos mediante concurso y una por oposición, las dos primeras por tur- 
no en catedráticos supernumerarios de facultad de la Isla ó supernume- 
rarios de la misma clase de la Península, pudiendo aspirar en las va- 
cantes en la Universidad y escuelas de enseñanzas superiores los de 
instituto que tengan la edad y título científico competente y los demás 
requisitos que expresa el plan, entrando en el turno los de instituto de 
Puerto- Rico, luego que los haya. 

Los catedráticos numerarios y supernumerarios de facultad de es- 
ta Isla habrán de ser admitidos á concurso con los de su clase en la Pe- 
nínsula en los casos prevenidos en los artículos 222, 226 y 227 de la 
ley de Instrucción pública. 

REAL UNIVERSIDAD LITERARIA DE U HABANA T ENSEÑANZA IB FACULTADES. 

La enseñanza es también de facultades, como se ha dicho, y su es- 
tudio se hace en la Universidad de la Habana, en la cual se confieren' 
los grados académicos necesarios para las distintas carreras. 

Las facultades son seis: de filosofía y letras, de ciencias exactas 
físicas y naturales, de farmacia, de medicina, de derecho y de teolojía. 

Al Gobernador Superior Civil respecto de la Universidad le com- 
pete: 1.° Adoptar las medidas que crea conducentes al fomento y me- 
jora de la misma Universidad, si fuesen de sus atribuciones, y consul- 
tarlas en otro .caso al Gobierno. 2? Firmar los títulos de licenciado y de 
doctor. 3.° Proponer al Gobierno la terna para los cargos de Rector, 
Vice-Rector, Decanos y Secretario, y todo lo demás que le concede el 
plan de estudios y reglamento de la Universidad» 

El cargo de Rector es de Real nombramiento á propuesta del Go- 
bernador Superior Civil y deberá recaer en personas que se hayan dis- 
tinguido por sus conocimientos ó servicios en los altos cargos de la Isla 
y notablemente en Majistrados jubilados ó cesantes, canónigos de ofi- 
cio, dignidades eclesiásticas ó catedráticos de facultad ó enseñanza 
superior* 

El Rector es el Jefe inmediato de la Universidad; como tal le cor- 
responde: l 9 Cumplir y hacer que se cumplan las disposiciones soberanas 
que se le comuniquen por orden del Gobernador Superior Civil. 2? Ha- 
cer conservar el orden y disciplina ecolástica. 3.° Velar para que la en- 
señanza se dé con el esmero debido y no falten los auxilios materiales 
que exija cada asignatura, para lo cual visitará las cátedras cuando lo 
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crea oportuno. 4.° Convocar y presidir el Consejo Universitario, el 
Claustro general ordinario y extraordinario, la Junta de Decanos, y 
presidir también la de profesores y los ejercicios literarios á que asistiere 
con voto en las facultades en que sea doctor y los Consejos de discipli- 
na á que asista, en los cuales tendrá voto, y ejecutar los acuerdos de ee- 
te Consejo ó elevarlos á la superioridad para la aprobación, si la necesi- 
taren*. 5.° Conferir el grado de licenciado y eLde doctor. 6 9 Nombrar 
•los profesores que han de representar la Universidad en las solemni- 
dades á que asista. 7.° Nombrar los dependientes y distribuirlos. 8.° 
Amonestar á los profesores y dar cuenta de sus faltas al Consejo Uni- 
versitario cuando hubiere reincidencia ó fueren de gravedad. 9.° Dis- 
pensar por justas causas una tercera parte de faltas de asistencia de los 
alumnos, oido el catedrático. 10° Imponer las demás penas para que se 
le faculta en el reglamento de la Universidad; indultar ó conmutar por 
otras inferiores las impuestas por los decanos y catedráticos, oyendo 
antes su dictamen. 11.° Suspender á los dependientes y empleados que 
no sean de su nombramiento, dando cuenta á la superioridad y suspen- 
der y separar á los que lo sean. 12.° Autorizar las certificaciones que 
se expidan por la Secretaria general. 13 9 Elevar con informe al Su- 
premo Gobierno las instancias de los catedráticos, alumnos y depen- 
dientes, en la inteligencia que no sé dará curso á las que no se dirijan 
por su conducto, á menos que sean en queja contra él mismo. 14.° Di- 
.rigir la administración económica de la Universidad. 15.° Proponer lo 
conducente á la mejora y fomento de la Universidad, cuando no estuvie- 
re en sus atribuciones. 16.° Nombrar los empleados cuyo sueldo no pa- 
se de quinientos pesos. 17.° Conceder hasta un mes de licencia á los 
empleados y dependientes, y diez y seis dias á los jefes y profesores. 
18.° Expedir los títulos de Bachiller. El Rector goza además de cier- 
tas prerogativas y está sujeto á algunos otros deberes expresados en 
el reglamento. 

Para suplir al Rector en caso de vacante, enfermedad ó ausen- 
cia de éste y por su delegación, si el Gobierno lo autoriza, hay un Vi- 
ce-Rector nombrado por S. M. entre los catedráticos de ascenso ó de 
término, á propuesta del Gobernador Superior Civil. Los decanos sus- 
tituyen al Vice Rector por orden de antigüedad. 

A las inmediatas órdenes del Rector está el Secretario general; 
sus obligaciones son: 1. a Dar cuenta al Rector de los asuntos que ocur- 
ran en el gobierno y administración de la Universidad. 2. a Instruirlos 
expedientes y extender las consultas y comunicaciones, como también 
las actas del Claustro general ordinario y extrrordinario. 3* Hacer los 
asientos en los libros de matriculas, exámenes de prueba de curso y 
grados. 4 a Pedir y despachar las acordadas para la comprobación de 
documentos presentados por los alumnos. 5. a Firmar las cédulas de 
aviso para los actos á que convoque el Rector. 6* Expedir en papel 
sellado, previa la orden correspondiente, las certificaciones que recla- 
men los interesados de los documentos que obren en su archivo, del 
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cual cuidará, asi como de la clasificación metódica de los documentos. 
Al Secretario le están impuestos otros deberes que detalla el Regla- 
mento. 

La Secretaría tiene dos oficiales y tres escribientes. El oficial pri- 
mero que debe ser licenciado sustituye al Secretario. 

Son jefes inmediatos de cada facultad los Decanos que nombra el 
Goberdador Superior Civil, siendo sus atribuciones velar por el cumpli- 
miento del Reglamento y demás disposiciones relativas al orden de los 
estadios y régimen interior de la facultad: velar para que la enseñanza 
se dé cumplidamente y que no se viertan doctrinas perniciosas 6 mani- 
fiestamente erróneas, para lo cual visitarán las cátedras cuando lo ten- 
gan por conveniente: convocar, poniéndolo en conocimiento del Rector, 
y presidir la Junta de profesores y el Consejo de disciplina: designar 
los jueces para los exámenes señalando los dias y horas en que hayan de 
verificarse, con otras atribuciones que expresa el reglamento. 

También tiene cada facultad un Secretario de nombramiento del 
Gobernador Superior, á propuesta del Rector entre los supernumerarios. 
El Reglamento determina los deberes de dichos secretarios. 

Además de los claustros ordinarios y extraordinarios se reúne la 
Junta de profesores, el Consejo de disciplina y la Junta de facultad en 
la forma y con las atribuciones que designa el Reglamento. 

En él se detalla todo lo concerniente á la enseñanza, al régimen 
interior y económico de la Universidad, apertura y duración del curso 
á l- r s academias, exámenes de prueba de curso y para los grados, in- 
vestidura de éstos, premios, á la recepción de los catedráticos nombra- 
dos, correcciones, matrículas, designación de testos, bibliotecas, museos 
y todo lo demás concerniente á la Universidad. 

Son admitidos á incoporacion en los establecimientos, literarios de 
la Isla los años académicos cursados en país extranjero, en universida- 
des y escuelas sostenidas por el Gobierno, siempre que se acredite ha- 
ber sido hechos con buena nota los estudios requeridos en el plan y en 
igualdad y extensión de tiempo, completándose en caso necesario las 
materias ó el tiempo que faltaren, previo un examen de cada asignatu- 
ra, necesitándose para la admisión una autorización del Gobierno Supe- 
rior y pagando los derechos de matrícula fijados para esta Isla. 

MSIRANMS SUPERIORES Y PROFESIONALES. 

En el plan general de estudios se trata también de las enseñanzas 
superiores y profesionales. Las primeras son las de ingenieros de cami- 
nos, canales y puertos, de minas y de montes, ingenieros agrónomos, 
industriales, las enseñanzas de bellas artes, diplomacia y Notariado. 
Estas se reciben en los establecimientos creados al efecto en la Pe- 
nínsula. 

Las profesionales son la de veterinaria, la de profesores mercanti- 
les, de náutica, la de maestros de obras, aparejadores y agrimensores 
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y la de maestros de primera enseñanza, la cual se da en la escuela 
normal. 

Debe establecerse en la Habana una escuela de pintura, una de es- 
cultura, una de grabado, una de Notariado, otra profesional de comer- 
cio, otra de náutica y otra de maestros de obras, aparejadores y agri- 
mensores y de esta última clase ha de haber una en Santiago de Cuba, 
y cuando el Supremo Gobierno lo estime oportuno, otra enseñanza su- 
perior industrial. 

En el Observatorio meteorológico de la Habana se da la enseñanza 
propia de su instituto. 

Igualmente habrán de establecerse en los puntos de la Isla que se 
estime mas conveniente una escuela de veterinaria, otra práctica de agri- 
cultura y otra de ayudantes de obras públicas, subsistiendo, ínterin no 
se creen en la misma Isla las escuelas superiores y profesionales, las ge- 
nerales preparatorias y especiales existentes en la Habana y Cuba y la 
academia de dibujo y pintura de San Alejandro. 

Deben crearse en la Habana las enseñanzas preparatorias no com- 

Í rendidas en las asignaturas de las escuelas superiores especiales de la 
sla que sean necesarias para el ingreso en las escuelas superiores de la 
Península; celebrándose anualmente en la Habana los ejercicios para el 
examen de aspirantes al ingreso de dichas escuelas de la Península. 

Los ayuntamientos pueden consignar en su presupuesto la canti- 
dad que estimen conveniente para el sostenimiento de los alumnos de 
la Isla en las escuelas superiores ó profesionales de la Península. 

ACABEKAS, BIBLIOTECAS, AMIVOS T IV8M8. 

Las academias, bibliotecas, archivos y museos se consideran depen- 
dencias del ramo de Instrucción pública. 

El Gobierno establecerá academias de Jurisprudencia, de Medici- 
na y Farmacia. 

Para el establecimiento de academias ú otras corporaciones, quo 
tengan por bbjeto discutir 6 estudiar cuestiones de cualquier ramo del 
saber humano, se necesita autorización especial del Gobierno Supremo. 

Es á cargo del mismo Gobierno promover el aumento y mejora de 
las bibliotecas existentes y de cuidar que en ninguna población de im- 
portancia deje de haber á lo menos una biblioteca pública, asi como 
museos y archivos. 
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CAPITULO II. 

II U IIKHIA. DtMNCaH T CIBCDLACIOH Hl LAS P08K8I0XCS U CLTRAMAE U LIBROS 

T PAPELES IMPRESOS. 

8u MARIO. — Ventajas de una moderada libertad de imprenta. — Obras exentas de 
censura,— Obras sujetas á ella. — Atribuciones de los Gobernadores. — ídem de los censo- 
reí. — Periódicos. — Obligaciones de los editores. — ídem de los impresores. — Introducción 
de libros y papeles impresos. 

A la invención del arte tipográfico, á merced del cual se trasmi- 
ten y difunden rápidamente las luces, se debe el maravilloso estado de 
progreso á que ha llegado en estos últimos tiempos el saber humano en 
las ciencias, artes y literatura; y nuestro ilustrado Gobierno ha favore- 
cido tan poderoso elemento de civilización y mejora social, estimulado 
y premiacLo los talentos y laboriosidad de los escritores, asegurándoles 
la propiedad de^sus producciones y contribuido á la propagación de los 
conocimientos útiles y demás ventajas de la prensa periódica; pero no 
pudiendo existir la absoluta é ilimitada libertad de imprenta, publica- 
ción y circulación de libros y papeles sin ofensa de la pureza de nues- 
tra religión católica, y sin detrimento del bien general, ni todas las tra- 
bas y restricciones que antes había sufrido, sin menoscabo de la ilus- 
tración tan necesaria para la prosperidad de los pueblos, á fin de evitar 
ambos escollos se han dictado prudentes reglas que se hallan hoy vigen- 
tes en la Isla de Cuba y demás posesiones de Indias. 

Están declarados libres de censura y licencia, todos los libros y 
les que traten puramente de oficios mecánicos y artes, ¿le literatu- 
ra, matemáticas, astronomía, navegación, agricultura, comercio, geogra- 
fía, materia militar, botánica, mediciua, cirujía, anatomía, farmacia, fí- 
sica, química, mineralogía, zoología y demás ciencias naturales y exac- 
tas, y de materias económicas y administrativas, y las traducciones de 
estos mismos libros, siempre que no se añadan notas políticas, históri- 
cas ó filosóficas. Es libre asimismo la reimpresión de aquellas obras, que 
aunque no traten de las materias expresadas, se hayan impreso con la 
correspondiente licencia, ó que por su uso general, antiguo y frecuente, 
sin oposición alguna de las autoridades eclesiástica y Real, se supone 
que la tengan; á menos que se intente la reimpresión con adiciones 6 
comentarios, en cuyo caso, éstos y aquellos se someterán A la censu- 
ra. (1) Y gozan por último de igual exención las memorias, discursos, alo- 
cuciones de las academias y cuerpos científicos, los reglamentos, orde- 
'unzas, constituciones, estatutos de colegios, hermandades y otras cor- 
poraciones aprobadas por la autoridad Real; los fueros y privilegios de 

(1) Artículos 1?, 2? y 8? del Real decreto de 4 de Enero de 1884, comunicado á la Isla de 
Cuba en 2 de Diciembre del mismo afio y publioado por bando en 7 de Febrero de 1885. Tomo 
'• ¿el Eegiitro de Legislación Ultramarina página 408, y 4? de la Biblioteca, página 168. 
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dichos cuerpos 6 de particulares, examinados y aprobados por la mis- 
ma; los bandos, edictos y carteles de los tribunales y autoridades y las 
pastorales exhortaciones de los Reverendos Obispos; bien que éstos 
habrán de remitir al Gobierno diez ejemplares de ellas. (1) 

Debiendo sin embargo reprimirse el abuso que pudiera cometerse 
de la exención de censura, si en cualquiera de estas obras hubiese in- 
troducido su autor doctrinas impías, anti-católicas, inmorales, sediciosas 
y suversivas, ó contrarias á las regalías de la Corona y leyes funda- 
mentales del Estado; habrá de ser procesado en estos casos y castiga- 
do como autor de aquellos delitos con arreglo á las leyes. Si los libros 
y papeles contuvieren injurias 6 insultos á cualquiera persona 6 corpo- 
ración, serán recogidos y no podrán volver á circular, quedando ade- 
más expedito su derecho á los interesados para deducir sus quejas y re- 
cursos ante los tribunales competentes, así como á los fiscales de éstos 
para perseguir de oficio á los culpables. (2) 

Están sujetas á previa censura y licencia, las obras que traten de 
religión, materias sagradas y eclesiásticas; pero siendo de las conteni- 
das en la sesión cuarta del Concilio Tridentino De usu et editione sacro- 
rum librorum y de liturgia y devoción, está cometida la censura y cali- 
ficación á la Autoridad Episcopal, con encargo de no dilatarla, y de que 
los censores especifiquen los fundamentos de su censura, de la cual se 
da copia al autor, si la pidiere, y si no obstante su contestación fuere 
reprobada la obra, puede ocurrir al Supremo Tribunal de Justicia, quien 
resolverá si ha habido ó no agravio. Si la censura Episcopal fuere favo- 
rable, no puede usarse en ella de la palabra imprímase, cuya facultad 
corresponde á la potestad civil. (3) 

Igualmente necesitan censura y licencia las obras, folletos y pape- 
les que versen sobre materias de moral, política y gobierno, en cuya 
palabra se comprende cuanto tenga relación directa ó inmediata con 
nuestra legislación; y las obras que traten de geología, historia y viajes; 
las de recreo ó pasatiempo, como poesías, novelas y composiciones dra- 
máticas y los periódicos que no sean puramente técnicos ó traten úni - 
camente de artes ó de ciencias naturales ó de literatura. (4) 

Si los libros ó pápelas tuvieren conexión con la Real Persona y fa- 
milia, ó materias de Estado, como tratados de paces, negociaciones, y 
convenios con otras potencias, presas de mar y otros semejantes, no 
pueden imprimirse, aunque la censura fuese favorable, sin el Real per- 
miso expedido por la Secretaría de Estado á que pertenezca la materia 
de dichas obras (5); y las bulas, breves y todos los rescriptos pontifi- 
cios que han de presentarse al Consejo de Estado para obtener el Regium 
exequátur sufrirán exclusivamente la censura de los fiscales. 

Los discursos, alegaciones forenses, memoriales ajustados y cua- 

(1\ Artículo 4.° del mismo Real Decreto 

? 2V Artículo 6.° de ídem. 

?8) Artículo 6.° y 17.° del mismo Real decreto. 

í4J Artículos 7.° y 9.° del mismo Real decreto. 

(5) Artículo 8.° de idem. 
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lesquiera otros papeles pendientes de los tribunales continúan bajo la 
inmediata censura é inspección de éstos; siendo de advertir que cuando 
las Audiencias de Indias • diesen licencia á las partes para escribir en 
derecho, no se imprimirán las alegaciones sin licencia por escrito del 
Regente. (1) 

Los autores de obras no sujetas á censura están obligados á poner 
en ella indispensablemente su verdadero nombre, y los impresores ade- 
mas de su nombre, el año y lugar de todas las ediciones que hagan, ba- 
jo la pena de pérdida de éstas y de cien ducados de multa, á dichos im- 
presores, debiendo éstos y los libreros, bajo igual multa, dar parte al 
Jefe ó Gobernador de la Provincia del pueblo, sitio, calle y casa donde 
establezcan su imprenta ó librería, lo mismo que cuando muden de loca- 
lidad. A ningún impresor es licito imprimir, sin que preceda la corres- 
pondiente licencia, libro, ni papel alguno de los que están sujetos á es- 
ta formalidad, bajo la pena de dos cientos ducados de multa y dos años 
de destierro del pueblo, la cual se aumenta según el grado de malicia; 
aplicándose la misma pena á los autores de tales obras; y antes de la 
venta ó publicación délas que se han impreso con licencia debe presen- 
tararse el original con un ejemplar para su cotejo y agregación al expe- 
diente y quedará archivado, destinándose otro ejemplar á la Bibliote- 
ca Real. (2) 

A los Gobernadores superiores en la capital, y á la respectiva au- 
toridad gubernativa en las demás ciudades y pueblos, corresponde dar cur- 
so alas solicitudes que han de presentársele para la impresión, publicación 
y circulado» de los libros y papeles sujetos á licencia y previa censura, 
siempre que en ellas exprésenlos autores su verdadero nombre y apellido: 
pasarlas á los censores por turno, facilitando á aquellos copia de las 
censuras, si la solicitan para satisfacer los reparos puestos por el censor, 
y no si los piden con distinto objeto; someter á otro censor en caso de 
duda la calificación de la censura y repuesta, y sin mas trámites conce- 
der ó negar la licencia para la impresión ó circulación de la obra presen- 
tada, sin poder retenerla á menos que fuese contraria á nuestros sagra- 
dos dogmas y al pudor y honestidad. Es de cargo también de los Go- 
bernadores proponer á S. M. para censores, personas ilustradas y ex- 
peditas; no detener el curso y remedio de las quejas que se les presen- 
ten sobre entorpecimiento de la impresión 6 introducción de libros y 
obras no sujetas á censura, y velar muy diligentemente sobre el cum- 
plimiento en las disposiciones soberanas expedidas sobre licencia, im- 
presión y circulación de libros y sobre las obligaciones y responsabili- 
dades de los censores, autores, impresores y demás, cuidando con par- 
ticularidad que no se vendan y circulen libros y papeles ofensivos á la 
pureza de nuestra religión y sana moral. (3) 

Deben los censores: 1.° Examinar cada uno separadamente las 



(1) Artículo 10 del mismo Real decreto y 80 de la Real instrucción de Regentee de 1776. 
'° Artículos del 23 al 26 del mismo Real decreto. 
Artíoulo 50 del Real decreto citado. 
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obras que se les remitan y devolverlas con la prontitud posible, los pe- 
riódicos dentro del dia, con su dictamen, del que quedarán responsables; 
debiendo especificar en él las razones que tengan para aprobar ó repro- 
bar cualquiera obra sin obligación de contestar la respuesta del autor, 
no debiendo ponerse obstáculo á las comunicaciones ó conferencias que 
quieran tener entre sí los censores y los autores. 2.° Dar parte al Go- 
bernador, en el dia mismo de la publicación de los periódicos sujetos á 
su revisión en que se hayan insertado artículos alterados ó no aprobados, 
bajo la multa en el primer caso de cincuenta pegos y ciento en el se- 
gundo. 3.° Formar y remitir cada cuatro meses al Gobernador una su- 
cinta memoria sobre el estado de la prensa con especialidad manifestan- 
do las medidas que la experiencia les haga conocer como oportunas pa- 
ra promover la verdadera ilustración y evitar los abusos de la imprenta. 
En el inesperado evento que aprobaren alguna obra que contenga co- 
sas contrarias á nuestra santa fé, buenas costumbres y á las regalías 
de la Corona, ó algún libelo infamatorio, calumnias ó injurias contra al- 
gún cuerpo ó individuo, además de perder su empleo el censor sufrirá 
las penas impuestas por las leyes contra los fautores de estos delitos. 

En cuanto á la publicación de periódicos se han dictado reglas es- 
peciales. Los editores de ellos necesitan Real licencia que solicitarán de 
S. M. dirigiéndose al Ministerio de ultramar por conducto de los respec- 
tivos Gobernadores Superiores Civiles, los cuales manifestarán su parecer 
sobre la utilidad de la concesión y sobre las circunstancias de los que 
la pretendan como editores responsables de cada periódico, y ademas ob- 
tenida la gracia, depositar, en calidad de fianza en poder del Goberna- 
dor de la provincia quinientos pesos en metálico, ó el duplo en crédi- 
tos de la deuda consolidada, cuyo depósito servirá para hacer efectivo 
el pago de las multas en que incurran. Solo están exentos de licencia 
los técnicos ó que traten únicamente de artes, ciencias naturales 6 
literatura. (1) 

A excepción de éstos, todos los demás periódicos, sean nacionales 
ó extranjeros, y sus prospectos, para su impresión ó reimpresión que se 
pretenda en distinto pueblo, están sujetos á censura, y los censores, 
no solo han de permitir publicar en ellos los artículos sobre las mate- 
rias, cuyos libros ó escritos ya se ha dicho están exentas de licencia, 
sino también lo relativo á la moral, administración y política; pero no 
permitirán se inserten: 1.° Los artículos en que se viertan máximas 6 
doctrinas que conspiren á destruir ó alterar la religión, el respeto á los 
derechos y prerogativas del trono y leyes fundamentales de la Monar- 
quía. 2.° Los dirigidos á excitar ala rebelión ó á perturbarla tranqui- 
lidad pública. 3.° Los que inciten directa ó indirectamente á infringir 
alguna ley ó á desobedecer á alguna autoridad legítima por medio de 
sátiras ó invectivas, aun cuando la autoridad contra la cual se dirijan, 
y el pueblo de su residencia se disfracen L con alusiones ó alegorías, 

(1) Artículos 1?, 2?, 8°, 4? y 5? del Reglamento de 1? de Junio de 1884, injerto en el tomo 
1? del Jlegiitro página 418, y en la página 169. tomo 4? de la Biblioteca. 



siempre que los censores opinen que se designan de este modo deter- 
minadas personas, ó autoridades y corporaciones constituidas. 4 9 Los 
escritos licenciosos y contrarios á las buenas costumbres. 5 9 Los inju- 
riosos y libelos infamatorios que tachen ó vulneren la reputación y con- 
ducta privada de los individuos, bien sean particulares ó empleados públi- 
cos, aun cuando no se les designe con sus nombres, sino por anagramas, ale- 
gorías ó en otra cualquiera forma, siempre que los censores se convenzan 
de que se alude apersonas determinadas. 6 9 Los que injurien á los sobera- 
nosygobiernos extranjeros, ó exciten ásus subditos álarebelion. (1) 

Son obligaciones de los editores: 1* Insertar íntegros los artículos 
comunicados por las autoridades, cuya conducta haya sido censurada 
por los mismos periódicos, al siguiente dia de su comunicación á mas 
tardar, sin suprimir ni alterar una sola palabra de su contenido. 2. a 
Presentar á la censura sin enmiendas ni añadiduras los artículos que 
versen sobre materias políticas ó administrativas, en los cuales hará . el 
censor las modificaciones que estime oportunas, salvándolas al final, y 
rubricando todas las hojas que servirán precisamente para la impresión, 
las conservarán los editores en su poder, y las presentarán siempre 
que se les mande para su comprobación. 3. a No pueden publicarse los 
periódicos con ninguna parte de sus columnas en blanco; y los editores 
de aquellos en que por este medio, el de líneas de puntos ó cualquiera 
otro semejante se indique la supresión de artículos presentados á la 
censura, pagarán por la primera vez, la multa de cien pesos, el duplo 
por la segunda, y á la tercera serán suprimidos los periódicos. 4 a Re- 
mitir á su censor un ejemplar del periódico, en el diamismo de su publica- 
ción, y otro al Gobernador Civil, ó autoridad superior gubernativa del 
pueblo. 5 a Se consideran como producciones de los editores del perió- 
dico en que se publiquen para la responsabilidad establecida, los artí- 
culos remitidos á las redacciones, sean ó no anónimos. 

Los impresores deben sujetarse al manuscrito aprobado por la cen- 
sura, y los que impriman un artículo que no esté enteramente confor- 
me á él pagarán una multa de veinte y cinco á ciento cincuenta pesos, 
que graduará el Gobernador asociado de dos censores, atendida la gra- 
vedad de la alteración: en caso de reincidencia será doble la multa; y 
á la tercera un año de destierro á veinte leguas á lo menos del pueblo 
de su residencia. Si el artículo no estuviere aprobado, la multa será de 
cincuenta pesos por la primera vez, ciento por la segunda, y á la ter- 
cera dos años de destierro á veinte leguas de su residencia: entendién- 
dose estas multas sin perjuicio del derecho de los particulares en los 
casos de injurias para reclamar la reparación y castigo de estos, con ar- 
reglo á las leyes, y ante el tribunal competente (2) 

Cuando el Gobernador Civil considerare un periódico ó un artícu- 
lo capaz de excitar á la sedición ó conmoción popular, está facultado 
para suspender la circulación de aquel número bajo su responsabilidad, 



t 



1) Artículos 11 y 12 del mismo Real decreto. 

2) Artículos 19, 20 y 21 de ídem. 

20 



— 92 — 

remitiendo dos ejemplares por el primer correo al Ministro de Ultra- 
mar con expresión de los motivos de su providencia, para que re- 
caiga la resolución de S. M; y el impresor ó librero por cada ejemplar 
que venda de un número prohibido pagará el importe de quinientos al 
precio de venta. (1) 

INTRODUCCIÓN DE LIBROS T OTROS PAPELES IMPRESOS EN LA ISLA. 

Los libros y papeles que traten de introducirse en la Isla de Cu- 
ba, así de los otros puntos dé la Monarquía, como del extranjero, ne- 
cesitan licencia del Gobernador, quien la concede, previo examen de 
dos revisores nombrados, uno por S. M. y otro por la autoridad episco- 
pal: á los introductores de aquellas obras ó escritos que necesitan licen- 
cia para su impresión, si no la obtienen para su introducción*, además 
de perder dichas obras se les impone la multa de doscientos ducados; 
y £i contuvieren doctrinas ó máximas contrarias á la religión, buenas 
costumbres, regalías de la Corona, leyes fundamentales ó de otro modo 
subversivas, ó fueren estampas 6 láminas deshonestas, quedan sujetos 
á las penas impuestas por derecho, según el grado de malicia. (2) Es- 
taba ya de antemano rigorosamente prohibida en esta Isla la introduc- 
ción de tan perniciosa clase de escritos, bajo la pena de doscientos pesos 
de multa á los capitanes de buques y dueños, y de la pérdida de los 
libros y folletos, que deben recojerse y quemarse, con encargo de 
la mayor vigilancia á los subalternos: en caso de reincidencia la 
multa deberá ser doble, sin perjuicio de formar procedimiento con- 
tra los culpables. (3) 

Y respecto á los papeles impresos en la Península, que el Go- 
bernador Superior de la Isla estimare perjudiciales, se le dijo de Real 
orden. (4) que en las leyes de Indias tenia el medio de poder reprimir 
las demasías de los criminales, pues que en la 2. a y 5. a del título 24 li- 
bro 1.° se dispuso que los impresos no pueden pasarse á estos domi- 
nios sin la competente licencia y aprobación, poniéndose específicamen- 
te en los registros, y que por no existir el Consejo de Indias, á quien 
correspondían por la primera de dichas leyes aquellas atribuciones, to- 
caba al mismo Gobernador Capitán General no permitir que sin su li- 
cencia y aprobación se introduzcan libros, folletos ó impresos que tra- 
ten materias de Indias; y por la segunda estaba en su mano impedir la 
introducción por cualquiera de los puntos de la Isla de los que no con- 
vengan. También se mandaron recordar por bando ú orden de buen go- 
bierno las prevenciones sobre impresión é introducción de los libros y 
papeles sujetos á censura y licencia: y que no siendo esto bastante, la 
aprehensión del escrito subversivo y el castigo del culpable retraería 
á los demás de este exceso. (5) 

(1 ) Artículos 24 y 25 de ídem. 

(2) Articulo 36 del citado decreto de 4 de Enero de 1834: 

(3) Acuerdo de los dos jefes superiores de Gobierno y Hacienda de 10 de Abril de 1826 teni- 
do en cumplimiento de las Reales órdenes de J 1 de Noviembre y 20 de Diciembre anteriores. 

í4) En 7 de Octubre de 1837. 

^5} Biblioteca de legislación Ultramarina tomo 4.° páginas 171 y 172. 



SECCIÓN TERCERA. 

INTERESES MATERIALES. 



CAPITULO I . 
N LA PROPIEDAD fllllfftliu. 

Sumario.— Repartimientos de terrenos á los nuevos pobladores. — Adquisición del 
pleno dominio de los terrenos concedidos. — Concesiones iguales en esta Isla. — No se te- 
nían por títulos de propiedad. — Permisos para dedicar las tierras al cultivo. — Denuncias 
da realengos. — Estado precario de los poseedores y perjuicios á que estaban sujetos. — Re- 
glas para la garantía y firmeza de la propiedad territorial. 

Desde los primeros tiempos subsecuentes al descubrimiento y pa- 
cificación de la América dispusieron nuestros Monarcas se repartiesen 
las tierras entre los nuevos pobladores para fomento de la crianza de 
ganados y labranza, autorizando al efecto á los Virreyes y Gobernado- 
res de cada comarca, con intervención de los cabildos; pero sin perjui- 
cio de los terrenos ocupados por los naturales, y aquellas porciones que 
no fueron repartidas, llamadas realengos por pertenecer á la Corona, se 
fueron enagenando por la Hacienda ó admitiéndose á moderada com- 
posición á los poseedores sin legítimo titulo (1) 

De este modo se adquiría la propiedad de los terrenos en esta Is- 
la. Según las antiguas ordenanzas municipales, (2) los cabildos tenian 
facultad de hacer concesiones de tierra llamadas mercedes con la obliga- 
ción de poblarlas de ganado en el término de tres anos, pasado el cual, 
si así no se verificaba, quedaba sin efecto la gracia. Estas mercedes por 
lo regular se otorgaban con la carga de reconocer á censo una módica 
cantidad en favor de los fondos de Propios, y aveces gratuitamente, 
. i . i ■ . ■ .. ' — > . ' ■■ . i * » 

Véanse las Uyes del título 12 Iftro 4 r Q de la Recopilación de Im}ias. 
De la ordenanza 63 6 la 73. 
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haciéndose el señalamiento por un Diputado del cabildo con citación 
de los vecinos colindantes, y eran ó de hatos ó haciendas para crianza 
de ganado mayor ó de corrales para la de ganado menor ó de cerda. Los 
primeros comprendían cuatro leguas de diámetro ó dos á cada rumbo, 
partiendo del centro, y los segundos dos leguas de diámetro ó una á 
cada rumbo, también desde ei centro. (1) 

Los cabildos usaron de esta facultad desde el año de 1550 hasta 
el de 1729, en que por Real Cédula de 23 de Noviembre de ese año se 
les privó de ella. 

Estas mercedes, no obstante lo dispuesto en las leyes de Indias, 
no eran consideradas como verdaderos títulos de dominio, sino limitadas 
á la facultad de criar ganado, que era lo que se solicitaba, pues cuando 
los concesionarios pretendían roturar el terreno y destinarlo á otro be- 
neficio y cultivo, necesitaban hacer información ante el cabildo de la 
imposibilidad de continuar la crianza y de no ser útiles ya las made- 
ras de sus montes para la construcción de bajeles de la Real armada, y 
en su vista la Junta de maderas autorizada por S. M. les concedía li- 
cencia para demoler, que era la palabra que se usaba, destinándose en 
consecuencia esas haciendas, así demolidas y repartidas en lotes para 
ingenios, cafetales y potreros, dejándose su valor muchas veces acenso 
sobre las miomas tierras. 

Sin embargo, siempre se respetó el derecho de los poseedores de 
terrenos mercedados, quienes los enagenaban por contrato ó trasmitían 
por herencia, como pudieran haberlo hecho de cualquiera propiedad le- 
gítimamente adquirida, y en ningún tiempo fueron dichos terrenos re- 
putados realengos ó pertenecientes en pleno dominio á la Corona, ni su- 
jetos á las disposiciones dictadas para su venta en almoneda pública en 
favor del Tesoro ó para una moderada composición; por el contrario, 
S. M. declaró que cierta comisión que habia conferido para la subasta 
ó composición de terrenos se limitaba á los baldíos y realengos, "de cu- 
ya clase no eran los poseídos por mercedes hechas por las ciudades en 
virtud de las facultades que les concedieron las leyes y las ordenanzas 
municipales de la Habana.)) 

La medida circular de los hatos y corrales adoptada muy de anti- 
guo en la Isla, ocasionó graves errores en las mensuras, lo que unido á 

(1) Corral es una hacienda para la cria de ganado menor 6 de cerda mercedado por los 

Ayuntamientos Compónese el corral de un polígono regular de 72 lados 6 de 64, que fué el 

primero que se usó, y cuyo radio recto en ambos polígonos es de una legua. El centro de un 
corral es la puerta de la pocilga que llaman recogedor, regularmente en los inmediaciones de 
una aguada fértil. Hato es una hacienda destinada para la cria de ganado mayor mercedado con 

ese objeto por los ayuntamientos Compónese el hato de un polígono regular de 72 lados ó 

de 64. que era el único usado por los antiguos agrimensores, y su radio recto consta de dos le- 
guas, duplo del del corral y cuadruplo en superficie. £1 centro del hato es el palo que se ha- 
lla en el corral de las vacas, y se llama bramadero; y tanto al conjunto de las fábricas del hato, 
como á las del corral se llama atiento, cuyas fábricas están defendidas de la incomodidad de los 
animales por un vallado de estantería que llaman Vatey. Herresa, Agrimensura plicada al siste- 
ma de la Isla, página 156. En cabildo celebrado en la Habana en 16 de Junio de 1719 se declaró 
que las mercedes concedidas con nombre de sabana sollamaran hatos. Habia también mercedes 
extraordinarias de dos y media á tres leguas de diámetro, y otras, cuyos límite* eran sierros, 
ríos Ó montaflas, y para estancias da Ubor. 
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la dificultad de fijar el verdadero centro de cada fundo, porque fre- 
cuentemente se variaba el primitivo, de donde habia de partir la linea 
para completar las dos leguas en los hatos, y una en los corrales (1) y 
á la concesión de mercedes en mayor número del que permitían los ter- 
renos, haciendo forzoso el enlace de los círculos respectivos; todo esto 
fué un germen de intrincados y costosos litigios. 

Además, la figura circular dejaba precisamente entre los fundos 
segmentos, huecos ó sobrantes, los cuales se consideraban realengos, 
por hall jrse fuera del área mercedada, y eran denunciados como tal- 
les, multiplicándose con facilidad estas denuncias admitidas sin garan- 
tías, de esos segmentos y de otros terrenos ocupados por vecinos, que 
aunque no podían presentar títulos de su adquisicicion, los habian poseí- 
do ellos y sus causantes por una larga serie de años. 

Por lo expuesto se comprende que no podía ser mas triste y pre- 
caria la suerte de los poseedores de tierras, que ni tenían un. título re- 
conocido de propiedad, ni seguridad en sus derechos posesorios, ni po- 
dían tranquilamente dedicarse á la crianza y al oultivo, envueltos 
siempre en pleitos, sujetos á denuncias ruinosas y temerosos de verse 
despojados. Situación tan deplorable, que era un obstáculo para el de- 
sarrollo de la industria agrícola y por "consiguiente para la prosperidad 
de la Isla, sin utilidad la Hacienda, llamó la atención de un Jefe 
celoso é ilustrado (2), y con miras de poner término á tan graves males 
propuso á la Junta Superior directiva de Hacienda y fueron adoptadas 
las medidas conducentes á restituir la firmeza á la propiedad territorial 
que es su mas esencial carácter, y á ponerla á cubierto de injustos ata- 
ques y de violentas interpretaciones, medidas que se mandaron llevar 
á efecto en acuerdo de 27 de Noviembre de 1816 hasta la Soberana re- 
solución, la cual fué mas amplia y benéfica, quedando fijada para siem- 
pre la suerte de los poseedores de terrenos y garantida la propiedad 
por las siguientes reglas que se mandaron observar en la Isla como 
propias y peculiares de ella en Real Cédula de 16 de Julio de 1819. (3) 

1* Las mercedes de tierras concedidas por los cabildos hasta el 
nno de 1729, se respetarán como títulos legítimos de dominio, con li- 
bertad en sus poseedores de enajenarlas ó destinarlas á los usos que 
juzguen convenirles. 

2^ A falta de otro título se admitirá y respetará el de justa pres- 
cripción probada conforme á derecho. 

3^ Los que por merced, compra, composición ó prescripción ha- 
yan adquirido terrenos pueden disponer libremente de ellos, estén in- 
cultos ó cultivados. 

(1) Por la dificultad de fijar los verdaderos centros se dispuso en circular de la Intendencia 
ae 8 de Agosto de 1777, que habiendo linderos conocidos se tomasen por guia, como las menos 
«quWocas para deducir y poner en claro la periferia del fundo. Registro de Legislación Ultra- 
marina* tomo 2? página 99. 

(2) £1 Sr. Superintendente D. Alejandro Ramírez; de quien se ha dado noticia en la resé* 
Qa histórica de la administración en esta Isla. 

(*) Biblioteca de legislación Ultramarina tomo 6.° página 56. 
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4* Excepto en los casos relativos á terrenos yermos ó valdíos, 
sin ocupador, nunca se procederá de oficio, sino por denuncia legal he- 
cha por escrito; la cual tendrá lugar en la misma clase de terrenos y 
en los que se posean sin ningún título de los expresados en la regla an- 
terior, entendiéndose que los de la primera especie deben considerarse 
de la Real Hacienda, disponiéndose de ellos como se estime convenien- 
te; y los de la segunda se deben componer con los mismos poseedores 
que lo sean de diez años; y si lo fueren de menos tiempo, dispondrá 
también de ellos la Real Hacienda en favor de los denunciantes 6 de 
otros cualesquiera. 

5^ Los denunciantes de tierras que tengan poseedores deberán 
obligarse á seguir y probar sus denuncias, respondiendo á las resultas, 
conforme á lo prevenido en Real orden de 19 de Mayo de 1780; y solo 
de este modo se admitirán, calificada previamente la aptitud de las 
personas para satisfacer en su caso esta responsabilidad. 

6* Antes de darse curso á los expedientes de denuncias y tam- 
bién cuando tengan estado de determinarse definitivamente, se oirá el 
informe del Ministerio fiscal de Real Hacienda, y en los pertenecientes 
á la jurisdicción de la Habana se oirá también el del Tribunal de 
Cuentas. 

7* Se prohibe en lo sucesivo la medida circular, y los segmentos, 
huecos y sobrantes de la que se ha practicado hasta ahora en la Isla, 
que no estuvieren ocupados por el tiempo necesario para la prescrip- 
ción ó composición, se repartirán con igualdad entre los hacendados co- 
lindantes. 

8^ Los expedientes que se formen en virtud de estas reglas, se- 
rán meramente instructivos; las dudas que resulten se consultarán y 
decidirán de oficio, asi en las Intendencias, como en las respectivas su- 
perioridades, y siempre se procurará la mayor simplificación de trámi- 
tes que sea posible. 

9* A los* subdelegados y administradores de rentas Reales perte- 
necerá formar estado de los terrenos baldíos y yermos de cada partido 
que no tengan poseedores y se les remitirá formulario é instrucción pa- 
ra que de toda la Isla se adquieran en este punto los oportunos conoci- 
mientos, con la mira de procurar el mayor cultivo y el aumento de la 
población y de la industria rural. 

10* Con acuerdo de la Junta Superior directiva de Real Hacienda 
se determinarán las cuotas para las moderadas composiciones que se 
hayan de hacer con la misma mira del mayor beneficio y fomento de la 
agricultura y la consideración que es debida á la clase mas útil de los 
subditos. 
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CAPITULO II. 

W U EXPROPIACIÓN FORZOSA POR GAD8A DB ÜWL1DAD PUBLICA, OCDPACIOI I1IPORA1 01 1 IMAB 
T iPROVSCIAIISlfl» n IAHRIAUS PARA OBRAS PUBLICAS. 

Sumario. — Declaratoria de que una obra es de utilidad pública y permiso para em- 
prenderla. — Convocatoria por los diarios y por edictos á, los interesados y audiencia que 
ha de dárseles. — Tasación. — Entero del precio precedente & la expropiación. — Reclama- 
ciones contra la resolución en lo gubernativo y en la via contencioflo-administrativa. — Li- 
quidación de las cargas de la finca. — Depósito del precio. — Requisitos para la ocupación 
temporal de una finca en todo ó en parte.— /Tasación é indemnización. — Requisitos para 
el aprovechamiento de materiales, su tasación y abono del precio. — Recurso contra las 
resoluciones. 

En esta Isla, según la disposición vigente, en los casos en que por 
no ser de necesidad imponerse una contribución que grave una ó mas 
provincias, la declaratoria de que una obra es de utilidad pública y el 
permiso para emprenderla no son objeto de una ley, corresponde al Go- 
bernador Superior Civil, debiendo preceder la publicación en el Diario 
de la capital para que los habitantes del pueblo ó pueblos que se su- 
pongan interesados puedan hacerle presente lo que se les ofrezca y pa- 
rezca, y que pida informe al Ayuntamiento ó Ayuntamientos respecti- 
vos y al Consejo de Administración. 

Declarada la obra de utilidad pública, se procederá al reconoci- 
miento y tasación de las propiedades que sean necesarias para su eje- 
cución, y luego que conste quienes sean los dueños, se les dará cono- 
cimiento por las respectivas autoridades locales administrativas, pasán- 
dose nómina al Gobernador ó Teniente Gobernador, quienes darán las 
órdenes convenientes á las mismas autoridades locales para que facili- 
ten á los ingenieros las noticias y auxilios necesarios 

El Gobernador ó Teniente Gobernador de la jurisdicción hará in- 
sertar en el Periódico Oficial del pueblo de su residencia, y por edictos 
en el que radique la finca, la nómina de los interesados en la expropia- 
ción, prefijándoles un término perentorio é improrogable, que no baje 
de diez dias, para que presenten sus reclamaciones, y decidirá sobre la 
necesidad de que el todo ó parte de la propiedad debe ser cedido para 
la ejecución de la obra, y no conformándose aquellos con la resolución 
podrán apelar para ante el Gobernador Superior Civil, quien con vista 
del expediente, y previos los informes que juzgue oportunos, decidirá 
definitivamente lo que corresponda. 

Transcurrido el término prefijado y resueltas las reclamaciones, se 
procederá á la tasación, y á este fin los mismos Gobernadores ó Tenien- 
tes Gobernadores 6 sus delegados intimarán á los interesados que den- 
tro del término que se les señale nombren peritos que en unión con el 
que eligiere el ingeniero, asistiendo en el dia y al lugar que éste desig- 
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ne verifiquen dicha tasación. En caso de no hacerse el nombramiento 
por alguno de los interesados se entiende que se conforma con el desig- 
nado por la Administración. Los peritos han de ser examinados y no 
habiéndolos, serán prácticos del país ya acreditados en estas operacio- 
nes, debiendo antes de proceder al avalúo prestar el juramento de ley. 
Dichos peritos procederán de acuerdo, y si discordasen, nombrarán am- 
bas partes un tercero, y no conviniéndose este nombramiento lo hará el 
Alcalde mayor del distrito, que procederá de oficio y sin causar costas, 
quedando á ios interesados el derecho de recusar hasta por dos veces 
al nombrado. 

En la tasación do toda finca se especificará su clase, calidad, situa- 
ción y dimensiones legales representadas éstas por plano ó figura de la 
parte ocupada arreglada á la escala de ¿5, y con vista de estos datos se 
fijará el valor en renta y venta de la finca con expresión de todas las 
circunstancias que se hayan tenido presentes, y si la tasación de las 
fincas fuere solamente para ser expropiada una parte de ellas, se ten- 
drá en cuenta el demérito que pueda resultar de la ocupación parcial j 
división de lo que no haya de expropiarse k fin de abonar su menor 
valor como daños y perjuicios, incluyéndose además en toda tasación 
los gastos que esta ocasionare, la cual se comunicará á los dueños para 
que manifiesten su conformidad ó expongan de agravios ante el Gober- 
nador ó Teniente Gobernador, en cuyo caso resolverá éste por si ó re- 
mitirá las reclamaciones con su informe á la Dirección de Obras públi- 
cas, cuidando el Ingeniero de que las 'operaciones se hagan legalmente, 
y si notare algún abuso lo participará al Gobernador Superior Civil. 

Para el pago del valor de las fincas se expedirán libramientos á 
favor de los interesados por mano de los Gobernadores ó Tenientes Go- 
bernadores respectivos, sin que pueda procederse á la expropiación ú 
ocupación de los terrenos hasta que conste que se ha verificado el pago. 

Si las fincas tuvieren cargas reales, se practicará liquidación para 
repartir el precio entre los que tengan derecho reconocido, y si promo- 
viere disputas el dueño ó se instaurare alguna reclamación por razón 
de enfiteusis, servidumbre, hipoteca, arriendo ú otro cualquier grava- 
men que afecte la finca, se depositará dicho precio, dejando á los tribu- 
nales ordinarios la declaración de los derechos respectivos; entendiéndo- 
se que los tutores, maridos, poseedores de vínculos y demás personas 
que tienen impedimento legal para vender los bienes que administran 
están autorizados para ejecutarlo en los casos de expropiación, sin per- 
juicio de asegurar con arreglo á las leyes las cantidades que reciban 
por indemnización en favor de sus menores ó representados. 

En caso de que alguno de los interesados se negare á percibir 
el precio de la tasación se consignará su importe en la Tesorería gene- 
ral 6 en la Depositaría de Hacienda de la jurisdicción á que pertenez- 
ca el terrerro y se procederá á la ejecución de la obra, dejandc á salvo 
cualquier derecho que se intente reclamar, sin que las traslaciones de 
dominio absten para continuar en las dilijencias de reconocimiento y ta- 
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sacion, subrogándose al nuevo dueño en las obligaciones y derechos del 
anterior. 

Asimismo se han determinado los requisitos con que ha de ha- 
cerse la ocupación temporal de cualquiera finca ó el aprovechamiento 
de materiales de construcción, que sean necesarios para la ejecución de 
las obras públicas, lo cual solo podrá verificarse en cuanto á los edifi- 
cios en la parte que los dueños no los habitan ó aprovechen, y de los 
materiales solo aquellos que no están destinados para usos particula- 
res. £1 ingeniero comunicará á los dueños la necesidad de esta ocupa- 
ción ó aprovechamiento, y si no se conformaren podrán acudir al Gober- 
nador ó Teniente Gobernador de la jurisdicción, quien tomando los in- 
formes convenientes resolverá lo que corresponda, y no estando confor- 
mes los interesados con la resolución podrán acudir al Gobernador Su- 
perior Civil por medio de la Dirección de obras públicas. 

El justiprecio de los materiales precederá al aprovechamiento, 
siempre que sea posible, verificándose la indemnización á los dueños 
antes de ocuparse la propiedad, y si ésta fuere indeterminada y su va- 
lor dependa del mayor ó menor acopio, se practicará la tasación por 
especie, medida ó pesada, haciéndose la indemnización mensualmente 
en los períodos en que se ajusten los demás gastos de la obra. No sien- 
do posible el avalúo, previo se notificará al dueño para que haga sus 
reclamaciones en el término de diez dias, pasados los cuales sin haber- 
las hecho se procederá á la ocupación de la propiedad ó materiales. - 

Todas las tasaciones que hayan de hacerse se verificarán por peri- 
tos y en la forma que ya se ha dicho respecto á las fincas, debiendo 
tener presente los peritos el derecho de los dueños que han de ser in- 
demnizados de las rentas que les hubiere podido producir su propiedad 
- mientras estuviese ocupada, el demérito que hubiere tenido la misma 
propiedad y los daños y perjuicios que aquellos justifiquen habérseles 
irrogado. 

Cuando se falte á los requisitos prevenidos en el decreto de 19 de 
Diciembre de 1841 é instrucción vijente podrán las partes, agotada que 
sea la via gubernativa, intentar la contenciosa ante la sección de este 
ramo del Consejo de Administración contra la decisión de las autorida- 
des administrativas sobre la necesidad de que el todo ó parte de una 
propiedad deba ser cedido para la ejecución de las obras declaradas ya 
de utilidad pública, y también podrán instaurar igual demanda en via 
contenciosa, si en la tasación de estas propiedades, en la ocupación mate- 
rial de terrenos y aprovechamiento de materiales se les perjudique en 
sus derechos, se hubiesen infrinjido las disposiciones vijentes ó cometido 
faltas que minoren el valor que los dueños le atribuyen ású propiedad, 
bien sea de terreno, edificio ó materiales. (1) 

(1) Decreto del Regente del Reino de 16 de Diciembre de 1841, en que se mandó cumplir en 
esta leíala ley de 14 de Julio de 1886, sobre expropiación forzosa, ó instrucoion de 10 de Julio 
de 1868, aprobada por S. M. para la ejecución del citado decreto. £0 de tenerse presente otra 
instrucción del Gobernador Superior CítíI de 20 de Julio de 1861. 

21 
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CAPITULO III. 
M LA AGRICULTURA. 

Sumario. — Medidas en favor de la agricultura. — Mercedes de tierras. — Su acota- 
miento ó libertad para aplicarlas al cultivo ó á cualquiera otro destino. — Introducciones 
de esclavos africanos. — Supresión de este tráfico. — Privilegio de los ingenios y su extin- 
ción. — Exención de ciertos derechos al oafó, azúcar, tabaco y otros frutos de la Isla, así 
como á los útiles para fabricar azúcar.— ídem de la alcabala en la venta de terrenos 
montuosos. — Reglamento para el deslinde y división de las haciendas comuneras. — Socie- 
dades económicas de amigos del país. — Escuela especial de agricultura. — Concesiones al 
cultivo del algodón.— -Junta de la cria caballar. 

Consistiendo la principal riqueza de la Isla en la gran feracidad 
de sus tierras é inestimable precio de sus frutos tropicales, algunos de 
ellos sin rival, era consiguiente que nuestro ilustrado Gobierno cifrase 
todo su conato en dispensar á la agricultura, como lo ha hecho, la mas 
decidida protección, no limitándose á las medidas generales, sino dic- 
tando otras especiales de las que expondremos las de mas importancia 
apropiadas al clima y otras circunstancias de la localidad que han pro- 
ducido los grandiosos resultados que desde el último tercio del pasado 
siglo se han venido palpando. 

Ya se ha visto que poco después de pertenecer la Isla á España, 
I os cabildos concedieron licencias ó mercedes de terrenos para hatos y 
corrales de crianza y para estancias, según se advierte en las antiguas 
ordenanzas municipales, mercedes que se mandaron respetar como títu- 
los de dominio, dispensándose las gracias mas amplias á los poseedora 
de terrenos, como queda dioho en el capítulo sobre la propiedad ter- 
ritorial. 

En otra disposición soberana (1) fueron anuladas y derogadss las 
leyes y ordenanzas de montes y plantíos en cuanto oonciernan á los de 
dominio particular, quedando los dueños en absoluta libertad de hacer 
en ellos lo que. mas les acomodase, sin sujeción á dichas leyes y orde- 
nanzas, con la facultad de cortar sus árboles y vender sus maderas á 
quien quisieran, sin que ni el Estado, ni corporación alguna ni persona 
particular puedan alegar para estas compras privilegio de preferencia 6 
tanteo, ú otros semejantes, debiendo hacerse los contratos por conven- 
ciones enteramente libres entre las partes; y por último, los terrenos des- 
tinados al plantío se declararon cerrados y acotados perpetuamente, pu- 
diendo sus dueños cercarlos y aprovechar los frutos y demás produccio- 
nes como quisieran, con tal que dejen libre el paso de caminos reales y 
de travesías', cañadas y abrevaderos, como también el uso de la caza 
y pesca. « 

(1) Real Cédulü de 80 de Agosto de 1816. Biblioteca da legislación ultramarina tomo 1? pi- 
gina 126. 
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A los ingenios de fabricar azúcar se concedió por las leyes de In- 
dias el privilegio de no poderse trabar ejecución en ellos, ni en otras co- 
sas necesarias á su aviamiento y molienda, á no ser por cantidades de* 
bidas al Tesoro público ó ascendentes á todo su valor, con prohibición 
de renunciarse esta gracia. Mas por haberse considerado innecesario y 
auu perjudicial este pretendido estímulo en favor de la agricultura han 
sido derogadas aquellas disposiciones, debiendo entrar esas fincas en el 
derecho común desde el l 9 de Enero de 1865. (1) 

Con objeto de acudir á la necesidad en que se hallaban esta Isla y 
otras posesiones de América de brazos para la agricultura, sin los cua- 
les no podia prosperar, ni producir las inmensas riquezas que prometía 
la fertilidad de sus terrenos, concedieron nuestros Monarcas permiso 
para la introducción de negros, desde el siglo diez y siete, favoreciendo 
á los introductores con franquicias: pero este comercio quedó abolido por 
el tratado que se ajustó con la Gran Bretaña en el año de 1817. A fin 
de suplir la falta de brazos se han dictado y están dictando medidas pa- 
ra su aumento, habiéndose expedido un reglamento para la introduc- 
ción y régimen de asiáticos en 7 de Junio de 1860. 

También se concedió exención de derechos, incluso el diezmo, al 
café, azúcar, tabaco y otros frutos de la Isla, si bien últimamente se ha 
mandado pagar el diezmo, reducido al dos y medio por ciento, y no lo 
pagan los que hayan planteado ó plantearen fincas de cualquiera clase 
en terrenos de nuevo rompimiento en quince años contados desde la 
primera cosecha. 

Se favoreció asimismo la agricultura con la exención de la doble 
alcabala de las ventas de terrenos, y aun de la simple en las primeras 
que se hiciesen de los montuosos á veinte y cinco leguas de la capital, 
cuyas circunstancias se acreditan con información de tres testigos pro- 
ducida ante el pedáneo del territorio con intervención del Administra- 
dor de Rentas Reales mas inmediato (2), estando fijado el término de 
un año después de hecho el reparto de las tierras para producir el in- i 

formativo y gozar de la excension (3). Tampoco se paga por entero la ! 

alcabala por los esclavos de la dotación de los injenios que se venden 
con estas fincas y se estiman para el rebajo al predio de trescientos cin- 
cuenta pesos cada uno, cualquiera que sea su edad y sexo. (4) 

Habiéndose propuesto las autoridades superiores el fomento de 
la ciudad y puerto de Nuevitas y aplicar las disposiciones sobre colo- 
nización blanca, sé tocó el inconveniente del disfrute en comunidad en ! 
que estaban los dueños de los hatos y corrales en la parte central de i 

(1) Real Cédula de 1 1 de Abril de 1S62. ' 

(2) Reales órdenes de 22 de Febrero de 1818 y 6 de Agosto de 1819, y articulo 18 del alca- 

balatorio inserto en la pagina 159 tomo I? de la Biblioteca de legislación ultramarina del Sr. • , 

Zamora. ! 

(3) Acuerdo de la Junta Superior directiva de Hacienda de 18 de Mano de 1887, citado en 

la nota 7* del aloabalatorio. ij 

(4) La Real orden de 18 de Febrero de 1816, oonoedió la exención; y el avalúo fijo de loe es- 
clavos se dispuso en aouerdo de la Junta Directiva de Hacienda de 11 de Setiembre de 1828. 
Véase el artículo 19 del aloabalatorio. 
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la Isla, sistema funestísimo al desarrollo de la agricultura y aun de la 
crianza por las trabas que ponia al libre ejercicio de las facultades do- 
minicas, sin poder ninguno de los dueños destinarlos al cultivo ó 4 lo 
que considerasen mas útil, por resistirlo los demás comuneros, lo que 
daba lugar á costosos pleitos. 

Para remover estos obstáculos y facilitar el libre uso y aprove- 
chamiento de las tierras, las mismas autoridades acordaron y mandaron 
se guardase y cumpliese el reglamento contenido en el voto consultivo 
de la Real Audiencia de Puerto-Príncipe de 1.° de Abril de 1819, 
formado para el deslinde de las haciendas comunes y división entre los 
dueños comuneros, aprobado por S. M. el cual está or observancia. (1) 

El establecimiento de las sociedades económicas de amigos del 
pais en Santiago de Cuba, aprobado con sus estatutos en Real Cédula 
de 13 de Setiembre de 1787, y en la Habana en 15 de Diciembre de 
1792, para promover la agricultura y comercio, la crianza de ganados é 
industria popular y la educación de la juventud fueron medidas de 
grande influencia en la prosperidad de la Isla. 

Para el mejor fomento de la industria agrícola se ha mandado es- 
tablecer en la Isla una escuela especial de agricultura bajo la depen- 
dencia del Gobernador Capitán General y la inmediata inspección de 
la Sociedad Económica de Amigos del País, teniendo por objeto la ins- 
trucción tecnolójica de la escuela: 1.° Enseñar la práctica del arte 
agrícola, fundado en el conocimiento de las reglas que lo constituyen. 
2 9 Formar por principios labradores, horticultores, agrícolas, arbolistas, 
capataces y mayorales. 3.° Propagar el uso de los métodos conocidos 
como ventajosos. (2) El Reglamento de la escuela acompañado con el 
Real decreto de creación, contiene todas las disposiciones sobre las 
atribuciones del Director, Inspector y demás empleados, asi como el or- 
den de la enseñanza y todo lo relativo al régimen de tan útil estableci- 
miento, que necesariamente influirá en el mayor desarrollo de la agri- 
cultura en la Isla. 

Está concedida excencion de derechos al algodón y libertad de to- 
da clase de derechos para la importación de máquinas, semillas, aperos, 
útiles y demás efectos, que se Acredite ser necesarios para el uso y 
objetos de la compañía anónima la Algodonera; y asimismo libertad de 
derechos para la exportación inclusos los derechos de tonelada de cual- 
quiera que sea el buque en que se extraigan (3), y también se favore- 
ce con la consignación de emancipados á los que hayan sembrado una 
ó mas caballerías de tierra de algodón. 

Se ha creado en la Isla una junta de la cria caballar, bajo la pre- 
sidencia del Gobernador Capitán General con el objeto de procurar la 

(1) Puede Terse en la página 496 de la Biblioteca de lejislaoion ultramarina del Sr. Zamora. 

(2) Real Decreto de 4 do Febrero de 1860. 

(3) Real orden de 6 de Febrero de 1860, que confirma las prescripciones de la de 6 de Enero 
de 181'-). En la primera se determina la forma de instruir los expedientes para obtener la gracia 
y se previene al Oobernador Capitán General proponga el término máximo de la duraoion dees' 
tas franquicias que no excederá de di.¿ años. 
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mejora y fomento de la raza de aquellos animales. La Junta se oom- 
pone de vocales hacendados, y es consultiva de aquel Jefe, al que le pro- 
pone cuanto estime conveniente al mejor desempeño de su encargo. (1) 



CAPITULO IV. 

n LA IMSTRIA. 

Sumario. — Disposiciones generales adoptadas en la Isla.— Sección de aprendizage de 
artes y oficios. — Privilegios de invención é introducción de máquinas, aparatos, pro- 
cederes &c. 

En esta Isla se hallan vigentes las disposiciones generales ya ex- 
puestas dictadas en favor de la industria, la cual no ha tenido en ellas 
gran desarrollo. 

Rijen también en la misma Isla algunas prescripciones ó regla* 
mentos especiales sobre determinados ramos, como el de la sección de 
aprendizage de artes y oficios, sobre los que se dedican á la elaboración 
del tabaco y otros. 

Ademas, lo dispuesto para lá Península, que queda ya esplicado 
sobre concesión, disfrute garantías, traspaso y cesación de los privile- 
gios de invención é introducción de máquinas, aparatos, instrumentos 
y operaciones mecánicas ó químicas, se halla vigente en esta Isla, y en 
las otras posesiones de Ultramar con ciertas modificaciones á cerca de 
la instrucción de los expedientes para obtener la cédula del privilegio, 
autoridad que lo concede y funcionarios que intervienen, cuyas modi- 
ficaciones pasamos á exponer. 

Los interesados pueden solicitar en esta Isla la Real cédula de 
privilegio por sí ó por medio de apoderado en memorial dirijido al Go- 
bernador Superior Civil presentado en la Habana al Director de Ad- 
ministración y en las demás poblaciones al Gobernador ó Teniente Go- 
bernador de la cabecera con las descripciones, modelos y nota explica* 
tiva, todo cerrado y sellado con su rótulo, el cual lo mismo que las ins- 
tancias para el Gobernador Superior Civil, y para el Gobernador ó Te- 
niente Gobernador de la jurisdicción serán conformes á los modelos nú- 
meros 1.°, 2.°, y 3.° que se hallan al final de este capítulo. 

El Director de Administración deberá poner debajo el rótulo; Pre- 
sentado y rubricar; fuera de la capital lo pondrá y rubricará el Gober- 
nador 6 Teniente Gobernador, haciendo cerrar la caja ó pliego, dando 

(1) Disposición del Gobierno Superior de 5 de Mayo de 1860. 
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á los interesados certificado de la presentación; y ademas estos últimos 
el oficio de remisión al Gobernador Superior Civil para que ellos ú 
otras personas en su nombre se 1q entreguen todo. 

Dicho Director de Administración lo pasa á la Junta de jefes de 
sección, y con su asistencia se abren las cajas y pliegos, y hallándose los 
documentos que quedan expresados, se acuerda por el Gobernador Su- 
perior Civil la concesión del privilegio, sin mas examen, despachándo- 
se la cédula en nombre de S. M. previo el entero de los derechos, la 
mitad con aplicación al progreso de las artos y la industria, guardán- 
dose en las arcas de la Junta de agricultura, industria y comercio, y 
la otra mitad se remite á Madrid con destino al Conservatorio de artes. 
Los documentos habrán de conservarse cerrados y sellados en la secre- 
taría de la expresada Junta y no se abrirán si no en caso de litigio ó 
de haberse cumplido el término del privilegio, asentándose la concesión 
en el registro de estas gracias que ha de llevarse en la misma secreta- 
ría, el que se manifestará á todo el que lo solicite. De cada concesión se 
debe dar cuenta al Gobierno dirigiéndose al Ministerio de Ultramar, 
enviándosele la mitad de los derechos destinados al Conservatorio de 
artes (1), y publicarse la misma concesión en el Diario Oficial de la ca- 
pital de la provincia en que se haya hecho y en la Gaceta de Madrid. 

Atendiendo al estado particular de esta Isla y constante aplica- 
ción de los adelantamientos en la agricultura y en la fabricación del azú- 
car y uso de máquinas, instrumentos y procederes, está limitado res- 
pecto de dicha Isla el privilegio á los inventores y perfeccionadores, j 
en cuanto á los introductores queda á disposición del Gobernador Su- 
perior Civil, oido el informe del Ayuntamiento y de la Junta de Agri- 
cultura, Industria y Comercio, señalar los ramos de agricultura é in- 
dustria y los distritos en que no ha de haber privilegio; debiendo para 
concederlo oir á la Sociedad Económica, y si lo tiene á bien, á las Cor- 
poraciones que sean competentes en la materia. 

El Gobernador Superior Civil declara la cesación del privilegio 
por haberse cumplido el término, en virtud de aviso que deberá pasarle 
la Secretaria que lleva el registro de estas concesiones. 

Los efectos de éstas cesan también, además de las casos que que- 
dan referidos, cuando se prueba que el objeto privilegiado como de in- 
troducción está en práctica en cualquier distrito de la Isla ó descrito 
en libros impresos ó en láminas, estampas ó modelos, planos 6 descrip- 
ciones que haya en los Ayuntamientos, Juntas de Agricultura, Industria 
y Comercio, Sociedades Económicas ó archivos de gobierno de la Isla* 
y no han pasado tres anos sin haberse practicado. 

(1) TARIFA DE DERECHOS EN CUBA, PUERTO-RICO Y FILIPINAS. 

PB80S. 

Por «1 prmlegio de cinco aBos 70 

Por el de diea afioe 210 

Por el de quince 240 

Por el de introducción 210 

Ademas se pagarán ocho peses por loo gastos de expodfoion de la sédala de prtrllegio. 
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MODELO N. 1* 
Memorial al Gobernador o Teniente Gobernador. 
Sr. Gobernador 6 Teniente Gobernador. 

N. vecino (ó residente) de (aquí se añadirá la profesión, ejer- 
cicio ó destino del interesado) á V. 6 á V S. con el debido respeto ex- 
pongo: que á fin de asegurar la propiedad de una máquina, [instru- 
mento, aparato, proceder ú operación según sea] que he inventado ó in- 
troducido de otro país] para [aquí se expresará el objeto de la máqui- 
na &c. arreglándome á lo que S. M. tiene mandado en esta materia, pre- 
sento á V. ó á V S. un pliego [ó caja, si lo fuere] cerrado, sellado y 
rotulado en esta forma [aquí se copiará el rótulo del pliego ó caja y 
por tanto: 

A V. ó áV S. suplico se sirva poner en dicho pliego ó caja [silo fuere] 
el Presentado, expedirme la correspondiente certificación y pasarlo todo 
al Excmo. Sr. Gobernador Superior Civil, ó entregarme el correspon- 
diente oficio para S. E. á fin de pasarlo todo á sus manos conforme es- 
tá prevenido. 

Aquí se pondrá el nombre del pueblo, el dia, mes y año. 

Firma del interesado 6 de su apoderado. 



MODELO NUMERO 2? 

Rotulo del pliego o caja que contenga los diseños planos y demás 
documentos sobre el objeto del privilegio. 

Solicitud de Real Cédula de privilegio que N vecino de tal 

parte presenta al Gobernador ó Teniente Gobernador del distrito [si 
fuere desde luego al Gobernador Superior Civil se expresará así] para 
tal objeto [expresará cual es á la letra, según lo diga en el memorial 
para el Gobernador Superior Civil] hoy, tantos de tal mes, de tal año, 
á tal hora. 

Firma del interesado 6 de su apoderado. 

Aquí pondrá el Gobernador ó Teniente Gobernador, ante quiep se 
presentare el memorial, ó el Director de Administración si fuera en la 
capital. 

Presentado. 
Y lo rubricará. 



A I 
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MODELO NUMERO 3.° 

Memorial al Gobernador Superior Civil. 
Excmo. Sr.: 

N. vecino ó [residente] de [aquí se añadirá la pfofesion, ejer- 
cicio ó destino del interesado] con el mayor respeto á V E. expone: 
que á fin de asegurar la propiedad de una máquina [instrumento, apa- 
rato, proceder ú operación, según fuese] que ha inventado ó ha intro- 
ducido de otro país] para [aquí se expresará el objeto de la máquina, 
instrumento &c. y se explicará clara, distinta'y únicamente la parte, 
pieza, movimiento, mecanismo, materia, operación ó proceder] confor- 
me á lo que S. M. tiene mandado en esta materia; Por tanto: 

A V. E. suplica se sirva mandar á nombre de S. M. se expida la 
Real Cédula correspondiente de privilegio por tantos años, en lo que 
recibirá merced: Aquí el pueblo, el dia, mes y año. 

Excmo. Sr. 

Firma del interesado 6 de su apoderado. 



MODELO NUMERO 4.° 

D. N. [aquí el nombre y títulos del gobernador:] Por cuanto, por 
parte de I). N. [aquí se pondrá el nombre, apellido, profesión y resi- 
dencia del interesado], se me ha hecho presente en memorial de 

de de que á fin de asegurar la propiedad de una [máquina, ins- 
trumento, aparato, proceder ú operación] que ha inventado [ó ha intro- 
ducido de otro país] para [aquí se pondrá el objeto, segnn lo haya ex- 
presado el interesado en su memorial á la letra], conforme á lo que es- 
tá mandado por S. M. se le conceda la correspondiente cédula de pri- 
vilegio para ello; y habiéndose cumplido con las formalidades estable- 
cidas. Por tanto, usando de las facultades que me competen, concedo á 
nombre de la Reina nuestra Sra. [Dios le guarde] por esta cédula de 
privilegio á N. la propiedad esclusiva para que pueda usar, fabricar ó 
vender el. mencionado [invento ó introducción] contada desde esta fe- 
cha, hasta tal dia, en que concluirá [según el tiempo porque hubiese 
pedido la cédula], cuya gracia es y se entiende sin perjuicio de terce- 
ro, en el caso de que este pruebe en los tribunales establecidos ser fal- 



sos los datos en qué se apoyó el interesado; pudiendo ceder, permutad, 
vender, ó de otra cualquier manera enagenar por contrato ó por últi- 
ma voluntad, en todo ó en parte, el derecho exclusivo que se le asegu- 
ra por la presente en los términos mandados por S. M. en esta materia, 
con prohibición á toda persona que no sea el referido N. ó los que de 
él tuvieren derecho del uso y ejercicio del objeto enunciado, bajo las 
penas establecidas. Y de esta cédula se ha de tomar razón en la Secre- 
taría en la Junta de Agricultura Industria y Comercio de esta capital 
donde ha de quedar copia á la letra; y satisfacerse los derechos estable- 
cidos, sin cuyo requisito ha de ser nula y de ningún valor ni efecto. Da- 
da en & de de. / 

Firma del Gobernador Superior Civil. 



22 
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CAPITULO V. 

DEL COMERCIO. 

Sumario. — Aranceles de aduanas. — De la moneda. — Medidas y pesas- — Socieda- 
des anónimas y de crédito. — Inspectores de las mismas. — Banco español de la Habana. 

Ei asombroso incremento que tomaron en esta isla las industrias 
agrícola y mercantil, por efecto de la libertad del comercio extranjero, 
prohibido antes con rigor; y que á fines del pasado siglo sé permitió á 
solicitud de Jefes ilustrados, (1) hizo necesaria la formación de nuevos 
aranceles de aduanas para el percibo de los derechos de importación 
y exportación, cuyo trabajo, según queda indicado, es sumamente difí- 
cil por la conveniencia de conciliar discretamente el bien del pais, cifra- 
do en el fomento de las referidas industrias con los intereses muy aten- 
dibles de la Metrópoli y aun de contemplar hasta cierto punto los de 
las naciones extranjeras que con nosotros trafican, para no alejarlas de 
nuestros puertos, ni que cierren directa ó indirectamente los suyos á 
nuestros frutos. Fij áronse, pues, aquellos derechos siguiéndose la prác- 
tica ya de antemano introducida de establecer un recargo por la impor- 
tación de los productos extranjeros con el objeto de proteger las in- 
dustrias nacionales, ó como derecho meramente diferencial de bandera; 
recargos que por lo regular traen consigo represalias sensibles. Tam- 
bién se hizo el aforo de las mercancías para el calculo del tanto por 
ciento de los mismos derechos. 

Para el mejor acierto de una obra tan complicada y de tanta tras 
cendencia y para las alteraciones y modificaciones periódicas indispen- 
sables por las frecuentes vicisitudes del comercio, especialmente en los 
aforos y sobre los nuevos productos, respetandp en lo posible las principa- 
les bases, existe una Junta ó comisión de aranceles, la cual somete anualmen- 
te sus observaciones ala Autoridad Superior de Hacienda, con cuya deter- 
minación é informe se da cuenta al Gobierno para la resolución definitiva. 

De los aranceles vigentes presentaremos una idea suscinta. 

Sin embargo de que en el arancel se fija el 33 y i y el 27 y i por 
100 por la importación de producciones extranjeras en bandera también 
extranjera, y el 23 y i y 19 y i por lOOporlos mismos efectos venidos en 
bandera nacional, con el aumento dispuesto del i por 100 para la reducción 
de pesetas, el del subsidio extraordinario y arbitrio para los fondos del Con- 
sulado ó Junta de Fomento de Agricultura y Comercio resulta que las prime- 
ras adeudan el 35 y i por 100 y el 29 y i y las segundas ó sean las 
extranjeras en bandera española, el 25 y i y el 21 y i por 100, y por 
las producciones españolas importadas en bandera nacional con el au- 
mento por la reducción de pesetas y el derecho del consulado satisfa- 
cen el 9 por 100 con algunas excepciones en ciertos artículos. 

(1) Véase lo que acerca de loe antecedentes de este permiso para el comercio extranjero se 
ha expuesto al principio de este tomo en la Reseña histórica de la Administración en esta Isla. 
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La harina nacional procedente de puertos españoles en bandera 
española es libre de derechos en su introducción. La nacional proce- 
dente de puertos españoles en bandera extranjera, paga por único de- 
recho dos escudos por barril: la extranjera en bandera, española proce- 
dente de puertos extrangeros, que no sean los Estados-Unidos, siete 
escudos por idem. la extrangera en bandera española procedente de los 
Estados-Unidos, ocho escudos, y por el de la extranjera en bandera ex- 
trangera, ocho escudos. (1) x 

En las aduanas de la Habana y Matanzas se cobra sobre los dere- 
chos fijados 50 centavos por cada pipa de vino. 

Ademas, también satisfacen todos los buques los derechos de puer- 
to, y el de toneladas; siendo el último el de un peso cincuenta centavos 
por cada una de las que mida la embarcrcion, de cuyo derecho están 
exentos los que vengan en lastre y salgan del mismo modo, y los que 
lleguen de arribada. 

En favor de la agricultura de la Isla está prohibida la introduc- 
ción de toda clase de azúcar y la del café extranjero, admitiéndose so- 
lamente á depósito el tabaco torcido y en rama. 

En beneficio de las industrias de la Isla en su mayor parte, y ade- 
mas por razones de pública conveniencia, se han declarado libres de de- 
rechos á su importación los efectos ó artículos siguientes: los aparatos 
para abrir pozos artesianos, los árboles para plantíos y las plantas vi- 
vas, las prendas para el armamento, vestuario y equipo de las tropas, 
los caballos enteros y las yeguas, las casas de madera, el carbón de pie- 
dra, la cascara para curtir, el kock, el huano de las islas de Jardines y 
Jardinillos para el consumo de esta Isla, las llamas, la nieve 6 hielo, el 
oro y la plata en pasta 6 moneda, las piedras para la composición de 
las calles, las sanguijuelas y las máquinas, aparatos y utensilios para 
la elaboración del azúcar y uso de los ingenios y algunos otros efectos, 
entre ellos todos los tejidos de algodón y de lana pura y los de mezcla 
de ambos materiales de fabricación nacional. 

No se adeuda el derecho de toneladas por los buques que salgan 
complejamente cargados de mieles. 

En cuanto á la exportación el arancel marca los derechos que de- 
ben satisfacerse por cada una de las producciones que en él se expre- 
san, y cuyo número asciende próximamente á treinta; por los demás? 
nada se fatisface. (2) 

DE LA MONEDA. 

Mientras la última reforma hecha en la ley de 26 de Juniq de 
1864 no se ponga en planta en la Isla (3), debe tenerse presente que 

(1) Real decreto de 27 de Junio de 1865. 

(2) En los Anales déla Isla de Cuba del Sr.' Erenchun pueden verse todas las disposicisnes 
relativas á aranceles, resguardo y otras sobre el comercio. 

(3) En las provincias de Ultramar desde el 1? de Julio de 1865, debe hacerse uso en las ofici- 
na* del Estado y en los documentos públicos solamente del escudo, equivalente 6 medio peso 
fuerte, como unidad monetaria. Real orden de 8 de Marzo de 1865. 
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en ella están actualmente en uso las mismas monedas de oro y plata que 
en la Península y por igual valor, con la diferencia que la onza de oro 
española corre por el de 17 pesos, y sus fracciones en la misma propor- 
ción; y las onzas de los estados hispano-americanos por 16 pesos. 

En cuanto á las de plata, cuatro pesetas columnarias españolas y 
de aquellos Estados, 6 bifen cinco sevillanas, llamadas sencillas, valen 
un peso fuerte, y proporcionalmente las fracciones. Se admite en la cir- 
culación la moneda de plata de los Estados-Unidos de América, que 
corre como sencilla desde un medio real ó cinco centavos de peso fuer- 
te hasta una peseta ó sean veinte y cinco centavos de peso fuerte. 

No corre en la Isla la moneda de cobre. 

MEDIDAS Y PESAS. 

Está mandado observar en esta Isla el sistema métrico decimal 
vigente en la Península, el cual se ha explicado en el capítulo corres- 
pondiente del primer tomo. El Gobierno Superior ha recibido la colec- 
ción de tipos de dicho sistema para que sean los patrones oficiales y au 
ténticos para la confrontación, y por disposición del mismo Gobierno se 
ha reorganizado la comisión creada para proponer los medios de llevar 
á ejecución el referido sistema métrico. 

Para ilustrar mas esta materia se inserta la tabla de medidas y 
pesas del nuevo sistema y su correspondencia con las antes conocidas 
ó adoptadas en la Isla. 

MEDIDAS LINEALES. 

El metro equivale á 1 vara y 7 pulgadas castellanas ó 1 y 6 pul- 
gadas 5¿ lineas cubanas. 

El miriámetro 10,000 varas ó á 2i leguas cubanas. 

Un kilómetro, igual á 1,000 metros ó l,179i varas cubanas. 

Cuatro kilómetros hacen una vara cubana. 

Un hectómetro, igual á 100 metros. 

Un decámetro, igual á 10 metros. 

Un decímetro, á la décima parte de un* metro ó á 4i pulgadas 
cubanas. 

Un centímetro, igual á la centésima parte del metro. 

El metro consta de 10 decímetros ó de 100 centímetros ó de 1,000 
milímetros. 

MEDIDAS DE SUPERFICIE 

El área, igual á un cuadrado de 10 metros de lado, ó sea 100 me- 
tros cuadrados y equivale á un cuadrado de 111 varas cubanas de lado. 

Una hectárea, igual á 100 áreas. Trece y dos quintas hectáreas 
hacen una caballería de tierra cubana. l 

Una cenüárea, igual á la centésima parte de un área, ó sea un me- 
tro cuadrado. 
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MEDIDAS DE CAPACIDAD T ARQUEO PARA ÁRIDOS Y PARA LÍQUIDOS. 

Un litro, igual 4 un decímetro cúbico ó 4 la capacidad de li bo- 
tella comuo. 

Un decalitro, igual 4 10 litros. 

Un hectroltto igual 4 100 litros. 

Un küolítro, igual 4 1,000 litros. 

(Se ha fijado con él la tonelada de arqueos). 

Un decilitro, igual 4 la décima parte de un litro. 

MEDIDAS CUBICAS Ó DE SOLIDEZ. 

El metro y sus divisiones. (El metro cubico 6 estério, es igual 4 un 
cubo, cuyo lado sea una vara y 7 pulgadas castellanas). 

MEDIDAS PONDERABLES Ó DE PESO. 

Un kilogramo, igual á 2 libras y 12 i adarmes españoles. 

Un quintal métrico, igual 4 100,000 gramos. 

La tonelada de peso , igual 4 un millón de gramos ó 212 siete tercios 
quintales españoles. 

El hectógramo, igual 4 100 gramos ó 3¿ onzas españolas. 

El decágramo, igual 4 10 gramos. 

El gramo, igual á 20 granos españoles. (Es el peso en el vacío de 
un milítro de agua destilada 4 4 grados del termómetro centígrado. (1) 

MEDIDAS CONVENCIONALES EN ESTA ISLA, DE CAPACIDAD PARA XRIDOS. 

Caja de azúcar, de 17 4 22 arrobas: si contiene menos, que regu- 
larmente es la mitad, se llama estuche. 
Saco de café, de 6 4 8 arroban. 
Bocoy de mascabado, de 40 4 60 arrobas. 
Carga de tabaco, 2 tercios. 

Tercio de ídem, de 50 4 80 manojos, según su clase. 
Saco de carbón de 6 4 8; y de 3 4 4 arrobas. 
Fanegas de maiz, 1000 mazorcas y en algunos puntos 966. 
Fanegas de ídem desgranado, 8 arrobas. 
Serón de maiz, 300 mazorcas. 

Barril de maiz, (en Santiago de Cuba) 1,000 4 1,200 mazorcas. 
. Serón 6 caballo cíe plátanos, 60 manos. 
Mano de plátanos, de 5 4 7 machos ó de 10 4 12 hembras. 
Carga de plátanos, 275 grandes ó 325 chicos. 
Tarea de leña, igual 4 10 caballos 6 varas cúbicas, 3 de largo, 1 de 
ancho y 2 de alto. 

Cuerda de leña, 21 varas de largo, 1 y 16 pulgadas de ancho y alto 
(5,73 varas cúbicas). 

(1) Sr. D. José Mariade la Torre en su opúsculo titulado el Indispensable página 57, donde 
pueden verse otras explicaciones sobre el sistema métrico decimal. 
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La carga legal de una carreta es 120 arrobas; de un carretón 40 

y de un caballo 8. 

PARA LÍQUIDOS. 

Bocoy de miel, de 25 á 33 barriles. 

Barril de miel, 5¿ galones americanos, equivalente el galón á 41 
botellas. 

Cuarterola de miel, i bocoy. 

Pipa de trino, 24 garrafones ó 600 botellas. 

Garrafón de ídem, 26 botellas. 

Barril de vino francés, 11 garrafones. 

Pipa de aguardiente, 180 frascos, 12 barriles ó 540 botellas. 

Frasco, 3 botellas ó 2,442 litros. 

Caneca, 10 frascos, 30 botellas ó 24, 42 litros. 

Barril de vino, 4 arrobas ú 80 botellas. 

Barril de aguardiente, 45 botellas. 

Barril de harina, 7é á 8 arrobas. 

Botija de aceite y de leche, i arroba (1). 

8043UAN8 ANÓNIMAS. 

Se rigen estas por la Real cédula de 29 de Noviembre de 1853, 
fundada en las mismas bases que las de la Península. 

El Gobernador Superior Civil instruye los expedientes para su 
constitución, y aprobada la escritura social por el Tribunal de Comercio, 
oido el Consejo de Administración los eleva al Gobierno con su infor- 
me para que resuelva sobre la autorización. (2) 

Las empresas concesionarias de obras públicas están facultadas pa- 
ra emitir obligaciones hipotecarias sobre las obras que construyan has- 
ta el límite del capital realizado é invertido en ellas, reputándose por 
tal las obvenciones que reciban del Gobierno ó de las municipalidades y 
las exenciones de derechos por los efectos empleados en las mismas. 
Estas obligaciones podrán ser á voluntad de las empresas, nominativas 
y endosables, ó al portador, uijas y otras con interés fijo y amortización 
determinada dentro de los períodos de la concesión, y si esta fuere per- 
petua, por 99 años; debiendo las empresas, cuando acuerden hacer uso 
de esta facultad, dar conocimiento del acuerdo al Gobernador Superior 
Civil, por medio del Director de Administración, sin poder realizar la 
negociación hasta pasados ocho dias, á cuyo fin obtendrán de la citada 
Dirección el resguardo correspondiente de haber cumplido con este requi- 
sito. Dicho Gobernador Superior, á propuesta de la misma Dirección y 
oyendo al Inspector de Sociedades, puede suspender la emisión cuan- 
do advirtieren que no han cumplido las disposiciones del Real Decreto 
sqbre esta concesión 6 lo prevenido en los estatutos de la sociedad, dan- 
do cuenta al Gobierno Surpemo sin demora. 

(1) Arboleya, Manual de la Isla de Cuba, página 245. 

(2) Real decreto de 5 de Diciembre de 1860. 
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También están facultadas las referidas empresas para suscribir pa- 
garés á, la <Srden y otros documentos de los autorizados por el Código 
de comercio para atender á su servicio diario, con tal que puedan satis- 
facerse con los rendimientos dentro de los períodos expresados de la con- 
cesión ó por 99 años si este hubiere sido perpetua; estando prohibida la 
emisión de obligaciones, cuyos intereses y cuota de amortización no 
puedan pagarse con los rendimientos en los mismos períodos. 

Las compañías establecidas antes del Real decreto que concede la 
autorización para estas obligaciones deben pedir y obtener, con acuerdo 
de sus juntas generales de accionistas, la reforma de sus estatutos ex- 
presando en ella la autorización para pedir y hacer la emisión, que no se 
otorgará sin este requisito; para cuyo efecto únicamente está facultado 
el Gobernador Superior Civil; á fin de aprobar definitivamente la 
reforma de sus estatutos que acuerden las empresas, dando cuenta in- 
mediatamente al Gtobierno Supremo. (1) 

Ademas se han' establecido inspectores para todas las sociedades 
anónimas á fin de que ejerzan sobre ellas el celo mas activo. (2) Estos 
inspectores coino órganos de vigilancia, instrucción y ejecución del Gobier- 
no Superior Civil, deben bajólas órdenes de la Dirección de Administración 
con la cual han de entenderse: l. G Asegurarse y procurar no se separen 
en manera alguna las sociedades de sus estatutos, reglamentos ó escri- 
turas, y de cuantas informalidades é infracciones tengan noticia y no 
puedan correjir por sí, dar cuenta á la ante-dicha Dirección. 2.° Visitar 
cuando lo crean necesario, las oficinas de las sociedades, sin perjuicio 
de verificarlo en las épocas en que precisamente han de intervenir y reco- 
nocer el detalle de las operaciones sociales y enterarse de sus libros y de 
la existencia de caudales. 3° Presidir las juntas generales y con frecuen- 
cia las directivas y consejos de vigilancia y asistir á los cortes de caja, 
autorizando para ello á los delegados especiales ó á los Presidentes 
de compañías, cuando otras atenciones del servicio se lo impidan; cui- 
dando, como lo hará también la Autoridad local cuando, asista como 
Presidente de orden, que en las juntas no se altere este, absteniéndose 
de tomar parte en las discusiones y de indicar opinión en los debates, 
salvo el caso de infracción de las leyes y disposiciones del Gobierno, en 
el que usarán de la palabra para hacer las observaciones oportunas; y 
si apesar de estas observaciones se adoptare algún acuerdo qué altere 
la escritura social ó fuere contrario á las leyes, estatutos ó reglamen- 
tos, los inspectores ó las autoridades locales que por delegación presi- 
den el acto, establecerán desde luego las protestas correspondientes. 
4.° Examinar las actas aunque no hayan asistido á las juntas y hacer á 
las compañías las advertencias y prevenciones á que su contenido diere 

(1) Real decreto de 8 de Febrero de 1866 publicado en la Gaceta de la Habana en Marzo sub- 
secuente; cuyo decreto contiene otros requisitos para realizar estas obligaciones, y la9 limitacio- 
nes que se han estimado convenientes; derogándole el artículo 45 del de 10 de Diciembre de 1858, 
que exijia la autorización del Gobierno para la emisión de cédulas hipotecarias; como también 
^dn las disposiciones que se opongan al ya mencionado de 8 de Febrero de 1865. 

(2) Real orden de 6 de Diciembre de 1860. 



-Í14- 

lugar, mandando suspender la ejecución de sus acuerdos si éstos con- 
tienen infracción de las leyes, reglamentos ó disposiciones vigentes hasta 
que la Dirección de Administración, á la cual dará cuenta con su in- 
forme, resuelva lo que corresponda. 5.° Dar curso con su informe á las 
consultas que las juntas crean oportuno elevar al Gobierno Superior y 
á las solicitudes ó reclamaciones que se les presenten sobre los acuer- 
dos de las mismas juntas. ft.° Dirigir á las Administraciones de las So- 
ciedades las observaciones á que puedan dar lugar las reclamaciones 
del público ó de los socios sobre servicios especiales, poniéndolo eo 
conocimiento de la expresada Dirección sino se consigue el cumplimien- 
to de las disposiciones vigentes ó de los estatutos para la determina- 
ción que proceda. 7.° Informar sobre cuantos asuntos de su incumben- 
cia tenga á bien oirlos la Dirección de Administración, instruyendo los 
expedientes que para estos informes sean necesarios, pidiendo ala Sub- 
direccion de obras públicas, á las sociedades y á los interesados los 
datos y noticias indispensables. 8? Formar y remitir mensualmente á 
la misma Dirección un estado mensual del resultado que arrojan los ba- 
lances, y a fin de cada año redactar una memoria acerca de La situación 
de las compañías, en la que se harán cargo del estado de las empresas 
y del porvenir que ofrezcan, así en particular como con relación á la ri- 
queza general del país, ilustrándola con cuantos datos y noticias pue- 
dan adquirir. 

Los Presidentes y Directores de compañías deben pasar aviso an- 
ticipado á los inspectores del local y objeto de las Juntas generales y 
remitir las copias de las actas, y semanalmente una nota del arqueo de 
caja, facilitándoles ademas, cuando se lo exíjanlos libros, de contabili- 
dad y cualesquiera otros documentos pertenecientes á dichas compañías 
con cuantas copias, informes y datos les pidan necesarios para el cum- 
plimiento de su cargo, considerándose la falta de contestación á las co- 
municaciones dirijidas por los inspectores por tercera vez á los Presi- 
dentes ó Administradores, como una infracción del reglamento; pudien- 
do ser correjidas todas las infracciones gubernativamente por el Gober- 
nador Superior Civil con una multa con arreglo á las facultades que le 
están conferidas. (1) 

BANCO ESPAÑOL BB LA HABANA. 

Este establecimiento, único de emisión existente en la Isla fué crea- 
do bajo las mismas reglas que los demás establecimientos de crédito, 
con un capital de tres millones de pesos que se aumentó á un millón 
mas representado por ocho mil acciones de á 500 pesos cada una, y 
aprobadas las .bases para sus estatutos en Real decreto de 6 de Febrero 
de 1855, se declaró por el Gobierno Superior de la Isla legalmente 
constituido en 9 de Abril del siguiente año, continuando desde enton- 

(1) Reglamento para la inspección de Sociedades mercantiles por acciones 7 de seguros mu- 
tuos del Gobernador Superior de la Isla de 18 dt Julio de 1864. 
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ees en ejercicio con ventajas para los accionistas y parad público y ha- 
biendo prestado importantes servicios al Estado. 

Sus operaciones son: 1? Descontar letras de cambio y pagarés á la 
5rden y otros documentos negociables, que tengan á lo menos dos fir- 
mas, pagaderos en un plazo que no ha de exceder de 90 dias, siendo el 
máximun del premio el 8 por 100 al ano. 2.° Hacer préstamos y antici- 
pos á una sola firma; pero garantida con el deposito de géneros de comer- 
cio, frutos del país y. otros documentos de fácil realización con plazo 
que tampoco exceda de 90 dias. 3.° Admitir depósitos voluntarios ó 
judiciales de moneda y barras de oro y plata. 4.° Recibir dinero por 
mi tiempo determinado, que no ha de bajar de tres meses, ni la cantidad 
de 500 pesos, abonando el interés que se convenga: 5.° Verificar co- 
branzas de cantidades fijas ó líquidas. 6 o Llevar cuentas corrientes á 
los accionistas y tomar parte en todas las operaciones de cambio' y 
giro; pero no 4 personas, sociedades ó corporaciones, efectuando gratui- 
tamente los pagos, sin quedar nunca en descubierto. 7.° Negociar y gi- 
rar letras de cambio. 8° Contratar con el Gobierno y sus dependientes, 
previamente autorizados al efecto, sin que quede nunca el Banco en des- 
cubierto. 

Cualquiera otra clase de operación le está prohibida. 

£1 Banco tiene facultad exclusiva en la Isla de emitir billetes pa- 
gaderos 4 la vista y al portador, cuyo importe no puede bajar de 50 
pesos, emitiéndolos hasta de 4 1000 pesos. 

Los otros pormenores sobre la forma y garantías de la emisión y 
demás operaciones, empleados &c. se determinan en los estatutos y en 
el reglamento. 



CAPITULO VI. 

*1 LOS F1BR0-CARRILI8. 

Sumario. — Sus ventajas. — Su clasificación. — Requisitos para obtener la autoriza- 
ción Real necesaria. — Lineas subvencionadas.— Concesiones. — Privilegios otorgados á las 
empresas. — Caducidad de las concesiones. — Condiciones á que están sujetas las construc- 
ciones. — Estudios. — Otros deberes de las empresas. — Constitución de las compañías. — Per- 
miso para contratar empréstitos. — Explotación con arreglo á, las tarifas. — Inspectores. 

Si las vías públicas en general son útiles y necesarias, mayores ven- 
tajas ofrecen aun los ferro-carriles por la rapidez y economía en los tras- 
portes y comunicaciones 4 impulso del vapor, lo que hace prosperar el 
comercio y las demás industrias, siendo al mismo tiempo causa y efeoto 
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del progreso, de la riqueza y de la civilización. Pero por esta grande 
importancia de los ferro-carrileB ha sido indispensable dictar reglas (1) 
para la concesión de obras tan costosas, su sólida construcción, conser- 
vación y explotación, estando vigentes en esta Isla las que pasamos á 
exponer. 

Los ferro-carriles están clasificados en lineas de servicio general de 
1.° 2.° y 3. er orden: So» de 1° las que partiendo de la Habana se diri- 
jan al centro de la Isla, auno y otro lado de los departamentos Orien- 
tal y Occidental; de 2.° las que partiendo de los puertos vengan á em- 
palmar can cualquiera de las de primer orden; y de 3.° las demás que se 
destinen á la comunicación de puntos especiales. 

Todas las lineas destinadas al servicio general son del dominio pú- 
blico y se las considera como obras de utilidad pública. 

La construcción puede verificarse por el Gobierno, y en su defecto 
por particulares y compañías. Para emprenderse habrá de preceder siem- 
pre autorización en un Real Decreto, debiendo acompañarse á la soli- 
citud que se presente los documentos siguientes, los cuales remitirá al 
Gobierno el Gobernador Superior Civil con su informe cuando se con- 
sidere conveniente ejecutar un ferro-carril con fondos públicos, á saber: 
1.° Una memoria del proyecto comprehensiva de la descripción del tra- 
zado y de las obras de mayor importancia, el número, clase y posición 
de las estaciones y un estado que exprese la longitud de las alineacio- 
nes rectas y curvas con explicación de sus radios y pendientes. 2.° El 
plano general y el perfil longitudinal y los trasversales. 3. Q £1 preso* 
puesto de construcción y el anual de conservación y reparación de la 
línea. 4 9 El presupuesto del material de explotación, debiendo sujetar- 
se tanto el plano, como los presupuestos á los formularios redactados 
por la Dirección de obras públicas. 5? La tarifa de los precios máximos 
por peaje y por trasporte, conforme al modelo que se acompañará al 
pliego de condiciones, á cuya tarifa precederá un examen de las circuns- 
tancias económicas del país, fijándose los tipos adoptados en su costo, 
tráfico anual, gastos de conservación y explotación y subvención que 
se hubiere de dar. 6.° Una información en que se oiga á las juntas ju- 
risdicionales de agricultura, industria y comercio, al Consejo de Admi- 
nistración y alas corporaciones y personas que, ajuicio del Gobernador 
Superior Civil, puedan ilustrar la materia para justificar la utilidad del 
proyecto. 

Los particulares 6 compañías que pretendan una linea de ferro-car- 
ril, aunque no sea subvencionada per el fletado, deberán presentar 
sus solicitudes al Gobernador Superior Civil, acompañando con ella los 
documentos expresados en el párrafo anterior, y en cuanto á la infor- 
mación, que no es necesaria en las lineas de primero y segundo orden, 
se deberá practicar por disposición de dicho Gobernador Superior. 

(1) Dichas reglas están contenidas en el Real Decreto de 10 de Diciembre de 1858. En 1» 
misma fecha fueron aprobadas por S. M. las disposiciones sobre las tarifas. Se está instruyendo 
un 4B4p*4ieftto «para ¿atroduoir reforma» en «1 régimen da loa ferro-earrilen. 
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Igualmente se requiere que los promoyentes depositen en ga- 
rantía de las proposiciones que hagan ó admitan en el curso del expe- 
diente el 1 por 100 del importe total de las obras y material de explo- 
tación. 

Admitido el proyecto, y aceptadas por las empresas las condicio- 
nes de la concesión con informe de la Dirección de obras públicas so- 
bre el proyecto y posibilidad de la obra, se remitirá una copia del tra- 
zado 4 los Tenientes Gobernadores de las jurisdiciones que recorra el 
camino para la información indicada, que abrirán sobre la utilidad pú- 
blica del camino y su dirección con arreglo á la Real Cédula de 19 de 
Abril de 1853, oyendo á los ayuntamientos de los pueblos interesados 
y á los particulares y corporaciones que crean conveniente* y admitien- 
do las reclamaciones que se presenten en pro 6 en contra del proyecto 
durante dos meses; pasando el expediente original el Teniente Gober- 
nador dentro del mes siguiente al Gobernador Superior Civil, con los 
datos estadísticos conducentes á formar juicio de los rendimientos 
del camino. 

Dicho Gobernador Superior lo pasará todo á la Dirección át Obras 
públicas, para que proponga la aprobación ó modificación del proyecto, 
presupuesto y tarifa. En su consecuencia propondrá aquel jefe, ademas 
,de las generales, las condiciones especiales con que puede otorgarse la 
concesión, las cuales deberán ser aceptadas cuando se trate de hacerse 
sin subveneion del Estado y cuando se haga con subvención, si se ha 
admitido para la licitación alguna proposición como tipo. Admitido el 
proyecto y aceptadas las condiciones, el Gobernador Superior Civil re- 
mitirá al Gobierno copia integra del expediente terminado, y siempre 
que las lineas no sean de las subvencionadas por el Estado ó por los pue- 
píos podrá dicho Gobernador Superior autorizar el principio de las obras, 
poniéndolo en conocimiento del Gobierno. 

La subvención ó auxilió de los fondos públicos parala construcción de 
las lineas de primero y segundo orden habrá de verificarse: 1.° Ejecutando 
en ellas determinadas obras: 2.° Entregando á las empresas en periodos 
determinados una parte del capital invertido conforme al presupuesto: 
3.° Asegurando á la empresa por el mismo capital un minimun de inte- 
reses 6 interés fijo. 

Fijado el máximun del subsidio ó del interés, se sacará bajo ese 
tipo á pública subasta la concesión otorgada, por término de tres meses 
y se adjudicará al mejor postor con obligación de reintegrar este el im- 
porte de los estadios fijado antes de la subasta, necesitándose para to- 
mar parte en ella depositar en garantía de las proposiciones el dos por 
ciento del valor total del ferro-carril, y para el despacho de los títulos, 
que el concesionario deposite también en garantía de sus obligaciones 
el cinco por ciento del valor de las obras presupuestadas, si se ha con- 
cedido subvención, y el tres, si no se ha otorgado; pudiendo las empre- 
sas disponer de estas sumas á medida que acrediten haber ejecutado los 
trabajos suficientes á cubrir su importe, quedando 1 hipotecadas esperad» 
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mente en reemplazo de aquellas garantías las obras del ferro-carril por 
las somas devueltas. 

Las concesiones de las líneas directamente subvencionadas por el 
Estado 6 por los pueblos, se deberán otorgar:' l 9 por término de 99 
años cuando mas, y las no subvencionadas serán á perpetuidad ó tem- 
poralmente. Al expirar el término adquirirá el Estado la línea concedi- 
da con todas sus dependencias, entrando en el goce completo del dere- 
cho de explotación. 

Los capitales extranjeros empleados en ferro-carriles ó en emprés- 
titos para los mismos quedan bajo la salvaguardia de] Estado y están 
exentos de represalias y confiscaciones ó embargos por causa de guerra. 

Están concedidas á las empresas: l 9 Los terrenos de dominio pú- 
blico ocupados por el camino y sus dependencias. 2.° El beneficio de 
vecindad para el aprovechamiento de leñas, pastos y demás que disfru- 
tan los vecinos de los pueblos, cuyos términos abrazare la línea para los 
dependientes y trabajadores y para la manutención de los ganados de 
trasporte empleados en los trabajos. 3 9 La facultad de abrir canteras, 
recojer piedras sueltas, construir hornos de cal, yeso y ladrillo, depo- 
sitar materiales -y establecer talleres para elaborar los terrenos conti- 
guos á la línea. Si los terrenos fuesen públicos se usará de esta facul- 
tad dando aviso á la autoridad local, y si fueren de propiedad particular 
se hará saber al dueño por medio de aquella autoridad, obligándose ¿ 
indemnizarle los empresarios los daños y perjuicios que le irroguen. 
4r La facultad exclusiva de percibir durante la concesión y con areglo 
á las tarifas aprobadas los derechos de peaje y de trasporte. 5.° El abo- 
no, mientras dure Ja construcción, y diez años después, délos derechos 
marcados en el arancel de aduanas y de los faros, portazgos y barcajes 
que deben satisfacer las primeras materias ú efectos elaborados, instru- 
mentos, máquinas, carruajes, maderas y todo lo que constituya el ma- 
terial fijo v móvil que se importe del extranjero que se aplique exclusi- 
vamente a la construcción y explotaciou del ferro-carril, debiendo fijar- 
se la equivalencia de estos derechos en el decreto de concesión (1), Y 
respecto de la explotación los fijará anualmente el Gobernador Superior 
Civil observando los trámites establecidos en el reglamento. 6.° La 
exención de los derechos de hipotecas por las traslaciones de dominio 
verificadas en virtud de la ley de expropiación forzosa. 

Caducan las concesiones sino se diese principio á las obras ó si no 
se concluyere el camino ó sus secciones dentro de los plazos señalados 
en ellas, salvo los casos de fuerza mayor de los cuales, justificado debi- 
damente alguno de ellos, podra el Gobernador Superior Civil prorrogar 
los plazos concedidos por el tiempo absolutamente necesario, dando 
cuenta al Gobierno; pero al fin de la prorroga caducará la concesión, si 
dentro de ella no se hubiere cumplido lo estipulado. 

También caducará si se interrumpiere total ó parcialmente el ser- 

(1) Para este reintegro se observarán los requisitos prevenidos en los artículos 16 y siguien- 
tes hasta el 19 del reglamento para la ejeeuoion del Keal Decreto de 10 de Diciembre de 1869. 
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vicio publico de la linea por culpa de la empresa, en cuyo caso el Go- 
bernador Superior Civil dictará desde luego las disposiciones necesa- 
rias para asegurar provisionalmente dicho servicio á costa de aquella, 
dando cuenta al Gobierno; debiendo la misma empresa justificar dentro 
de seis meses que cuenta con suficientes recursos para continuar la ex- 
plotación, pudiendo ceder á otra empresa ó tercera persona, previa au- 
torización especial del Gobierno; y no continuando el servicio ni aun por 
este medio se tendrá por caducada la concesión. 

De esta declaratoria de caducidad dictada por el Gobernador Supe- 

. rior Civil podrá el concesionario reclamar en la via contencio&o-adminis- 

trativa dentro de dos meses contados desde que se le participe, y no 

reclamando en este plazo, se tiene por consentida aquella resolución y 

no se admitirá contra elia recurso alguno. 

Siempre que se declare definitivamente caducada una concesión 
quedará á beneficio del Estado el importe de la garantía exijida, y se 
sacará á subasta la concesión anulada. 

El tipo para esta subasta será el importe según tasación de los 
terrenos comprados, las obras ejecutadas y los materiales de construc- 
ción y explotación existentes, con deducción de las subvenciones de to- 
do género. No habiendo postor dentro del plazo señalado se sacará á 
, nueva licitación por el término de dos meses bajo el tipo de las dos 
terceras partes de la tasación: si aun asi no se rematare, se anunciará 
la tercera y última subasta por término de un mes y por la mitad de 
dicha tasación; y si en este término no se efectuare el reñíate podrá 
proceder el Gobierno á construir y explotar la linea por administra* 
cion ó por contratos particulares. En caso de adjudicación en las expre- 
sadas subastas se deducirán del precio del remate el importe de la ga- 
rantía sacado del depósito para invertirla en las obras y el de los gas- 
tos de tasación y subasta, entregándose el resto al concesionario en 
quiebra ó á sus legítimos representantes. 

Los ferro-carriles deberán construirse con arreglo á las condicio- 
nes siguientes: I a El ensanche de la via ó distancia entre los bordes in- 
teriores de las barras carrileras de un metro, 44 ó 45 centímetros. 2* 
El ancho de la entrevia será de un metro 80 centímetros. 3. a Las de- 
mas dimensiones, asi como las de arte, se fijarán por el Gobierno en cada 
caso particular. 4 a Los ferro-carriles podrán construirse con una ó dos 
vías ó combinando ambos sistemas; pero la explanación en los caminos 
de primero y segundo orden se hará como para soportar la doble via. 

Todo ferro-carril tiene dos aprovechamientos, el de peaje y el de 
trasporte. El primero consiste en la retribución que ha de darse á la 
empresa concesionaria ó al Estado por el uso del camino; y el segundo 
en el tanto de conducción ó traslación por personas 6 efectos, siendo los 
precios de uno y otro los que señalen las tarifas que rijan en cada linea. 

En el pliego de condiciones de oada concesión se comprenderán no 
solo los servicios gratuitos que deban prestar las empresas, inclusos los 
correos ordinarios á las horas fijadas, sino también las tarifas. 
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Cada cinco afios de explotación se revisarán las tarifas, y si el 
Gobernador Superior Civil creyere que sin perjuicio de la empresa pue- 
den bajarse los preoios y ésta no conviniere en la reducción, podrá 
Iterarse á efecto en virtud de un Real Decreto, oyendo el Gobierno al 
Consejo de Estado, y garantizando á dicha empresa los productos tota- 
lea del últiíno año, y ademas el aumento progresivo que por término me- 
dio hayan tenido en el último quinquenio. 

, Las empresas pueden en cualquier tiempo reducir los precios de 
las tarifas, participándolo al Gobernador Superior Civil y anunciando 
al público las alteraciones; debiendo ser la rebaja proporcionalroente 
sobre el peage y trasporte y no pudiendo hacerla k empresa á uno 6 
á muchos, sino á todos en general. 

En todas las líneas debe establecerse un telégrafo eléctrico con 
loe hilos que se determinen en la concesión, corriendo el servicio de 
la comunicación oficial y privada á cargo del Gobierno, cuyos emplea- 
dos están obligados á desempeñar el especial de las lineas. 

También es un deber de las empresas mantener el servicio de 
conducción ó á procurarlo por contratos particulares. 

En eada concesión se determinará la manera en que el Gobierno 
ha de ejercer la intervención necesaria para matener en buen estado el 
servicio de los ferro-carriles y asegurarse de sus gastos é ingresos. 
Mientras no se publiquen los reglamentos sobre la policía de los ferro- 
carriles se observarán las disposiciones vigentes sobre las carreteras. 

Está prevenido que el Gobierno Superior Civil disponga se hagan 
desde luego los estudios ó se completen los comenzados sobre líneas de , 
primer orden por ingenieros nacionales ó extranjeros para que se pro* 
ceda á su construcción, consignándose en el presupuesto las cantida- 
des necesarias. 

También puede el mismo Gobernador Superior autorizar á los par- 
ticulares y compañías para que verifiquen estudios de una línea y reú- 
nan les datos para la concesión; pero sin que por esto se entienda con- 
ferido derecho alguno contra el Estado, ni limitada la facultad para 
cebceder iguales autorizaciones á los que pretendan el estudio de li 
misma linea. 

La oonatituoion de compañías por acciones para la construcción y 
explotación de ferro-carriles está sujeta á la Real Cédula de 19 de Oc- 
tubre de 1853 sobre aquella clase dé sociedades; pero con las modifica* 
cioaes siguientes: 1* El capital social será cuando menos igual al 
importe total de las obras de construcción y del material de explotación 
do la línea. 2 a Suscritos los (los tercios del capital social podrá el Go- 
bernador Superior Civil autorizar la constitución provisional de la com- 
pañía, 3. a Esta autorización la faculta para nombrar sus administrado- 
res, pedir la concesión de la línea, presentar sus proposiciones en la su- 
basta, si la concesioií se hiciere con este requisito y exijir de los accio- 
nistas hasta el 10 por 100 de sus acciones con destino exclusivo á 
los gastos de su establecimiento, los del estudio del proyecto y el depé- 
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sito que se exija como garantía de la concesión. 4* Hasta que la com- 
pañía se haya constituido definitivamente y obtenido la concesión de la 
línea no podrá emitir títulos de acciones ni otra clase de documentos 
transferidles, siendo nulas las que se hagan de las promesas de acciones 
ó de las acciones provisionales. 5 a Los primeros suscritores y sus con- 
cesionarios son responsables solidariamente al pago de los primeros di- 
videndos pasivos hasta que quede cubierta la mitad del valor nominal 
de sus acciones. 

El Gobernador declarará definitivamente constituida la compañía 
y aprobará sus estatutos luego que haya recaído la concesión. 

Si invertidas en las obras las dos terceras partes del capital so- 
cial, no pudiere la compañía hacer efectiva la otra tercera por medio de 
emisión de acciones no suscritas, podrá obtener autorización, conforme 
á lo expuesto en el capitulo precedente, para adquirir dicha tercera par- 
te por medio de empréstitos contraidos con hipoteca de los rendimien- 
tos del ferro-carril, con facultad de emitir cédulas de ínteres fijo y 
amortizable en el plazo que en aquella se determine. 

También la compañía podrá obtener autorización del Gobierno 
Superior Civil para aumentar el capital social cuando la inversión de 
este no hubiese bastado para poner toda la línea en estado de explota: 
cion, si el aumento no afectare los fondos públicos; pues en el caso <Je 
afectarlos ia autorización sera objeto de un Real Decreto. 

El Inspector de ferro-carriles, además de las atribuciones marca- 
das á los de sooiedades anónimas y de seguros mutuos en el reglamen- 
to del Gobierno Superior Civil de la Isla de 1.° de Julio de 1864, (1) 
tiene á su cargo la vigilancia de las compañías consecionarias de cami- 
nos de hierro en lo concerniente al servicio económico y administrati- 
vo, ejerciendo dichas funciones en cuanto tengan relación con el servi- 
cio públioo, como m*dio de comunicación general, aun cuando los oa- 
ninos correspondan á particulares y no estén explotados por empresas 
ó sociedades anónimas. 



(1) Se hftn expuesto las disposiciones de dicho reglamento de 1? de Julio de 1864- en el «e> 
{átalo procedente. 
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CAPITULO VII. 

DE LA G0L0KIMCI08 BLANCA. 

Sumario. — Objeto de la colonización blanca. — Cartas de domicilio á los extranje- 
ros y ventajas que les proporcionan. — Id. de naturaleza y sus ventajas. — Inmigración 
asiática. 

Siendo de interés vital para la riqueza de la Isla que haya brazos 
para los distintos ramos de industria, y especialmente para la agrícola, 
en que está cifrada en particular la producción, las autoridades supe- 
riores, con aprobación del Gobierno, promovieron la colonización blanca 
de españoles y aun de extranjeros, atrayéndolos con el aliciente de 
gracias y garantías que les brindase fundada esperanza de mejorar su 
suerte y adquirir con su inteligencia, laboriosidad y buena conducta 
propiedades que habian de contribuir á la prosperidad y engrandeci- 
miento del pais, supliendo al mismo tiempo la falta de brazos para el 
cultivo de los campos dimanada de la supresión de la trata de esclavos 
africanos. 

Asi es que los extranjeros que vengan á esta Isla con intención 
de establecerse en ella, pueden hacerlo obteniendo carta de domicilio, 
para lo cual deben hacer constar que profesan la religión Católica 
Apostólica Romana, manifestar al Gobernador respectivo el oficio ó ejer- 
cicio honesto y útil á que intentan dedicarse y los bienes propiedades y 
caudal que introduzcan. Calificadas estas circunstancias por el mismo 
Gobernador en expediente instructivo, en auto pronunciado con consulta 
de asesor, y prestado juramento de fidelidad, en que ofrezca el interesa- 
do cumplir las leyes y órdenes generales de Indias á que están sujetos 
todos los españoles, se les franqueará gratis por el escribano de Gobier- 
no el testimonio de ese auto, que es el que constituye la carta de do- 
micilio, de la cual debe tomarse razón en la Real Contaduría, con ex- 
presión de los bienes manifestados, como también en el Ayuntamiento y 
por el Comandante ó juez del distrito. 

Estas cartas autorizan á los colonos extranjeros: V- Para ser con- 
siderados como vecinos de la Isla, y sus personas y propiedades con la 
misma inviolabilidad que los antiguos habitantes. 2.° Para adquirir en 
ella toda especie de propiedades y fincas rústicas y urbanas con los 
mismos requisitos y goces. 3.° Pueden mudar de residencia ó pasar de 
unos partidos á otros, con conocimiento de las respectivas autoridades ter- 
ritoriales. 4.° Los que tuvieren oficio ó industria provechosa pueden es- 
tablecerse y ejercerla donde mas les conviniere; pero, no podrán antes 
de haber obtenido carta de naturaleza, ejercitarse personalmente en 
el comercio marítimo, ni tener tienda ó almacén, ni ser dueños de em- 
barcaciones; aunqye sí se les permite interesarse en compañías que se 
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hiciesen por españoles. 5 9 El los cinco años denfomicilio no están suje- 
tos á contribuciones de ninguna especie, ni á las cargas y gavelas de ve- 
cindad, excepto en el caso de calamidad pública, peligro de la tierra y 
defensa de las costas, sin constituirlos esta obligación en la clase de 
milicia reglada. 

Durante los cinco primeros aSos, asi los colonos españoles, como 
los extranjeros tienen libertad de volverse á su patria ó antigua resi- 
dencia, permitiéndoles sacar de la Isla los caudales ó bienes que hu- 
bieren aportado á ella sin pagar derecho alguno do extracción; pero de 
los que hubieren aumentado en este tiempo contribuirán con el 10 por 
100, brjo cuya regla pueden también extraer los herederos de los do- 
miciliados los bienes é intereses que éstos hubieren dejado. 

Pasados los cinco años, y queriendo carta de naturaleza los colo- 
nos extranjeros han de ocurrir al Gobernador de la provincia con la 
carta de domicilio manifestando que se obligan á permanecer perpetua- 
mente en la Isla, y resultando calificadas de un modo instructivo sus 
buenas circunstancias, residencia continua de los cinco años, arraigo 6 
industria, poniéndose de acuerdo con el Intendente, provee auto en que 
así se declara, del que se despachará testimonio, que será la carta de na- 
turaleza, también sin costos, y tomándose ra»on en los mismos términos 
que de las de domicilio, previo juramento de naturalización, en el cual 
han de prometer fidelidad á la religión católica, al Rey y á las ley ea, re- 
nunciando todo fuero, privilegio y protección de extranjería, y ofre- 
ciendo no mantener dependencia, relación ni sujeción civil al pais de 
su naturaleza, en que no se comprenden las de familia ni de intereses. 

Los extranjeros naturalizados gozan de todos los derechos y pri- 
vilegios de españoles y sus hijos y descendientes, pudiendo ser admi- 
tidos á los empleos honoríficos de república y de la milicia, según los 
talentos de cada uno. Las naves que tengan ó adquieran serán matri- 
culadas en la Isla y reguladas como españolas y se les permitirá fabri- 
carlas en ella. 

Asi los domiciliados como los naturalizados experimentarán de los 
jueces todo buen trato y buena administración de justicia, y de los de- 
mas vecinos el auxilio á que se hagan merecedores por sus cualidades 
y conducta, teniendo siempre francos los recursos al Gobernador, y se- 
gura su protección, si se les hiciere algún agravio ó perjuicio. Ademas 
pueden disponer de sus bienes por testamento ó en cualquiera otra for- 
ma auténtica: en caso de muerte deben ser cumplidas religiosamente 
sus últimas voluntades; y no constando estas ó falleciendo intestado, 
sus hijos ó parientes mas cercanos son sus herederos legítimos con los 
mismos derechos que sus causantes, en el concepto que jamás en la Is- 
la de Cuba el fisco se aplicará á los bienes de los extranjeros domicilia- 
dos ó naturalizados al tiempo de su muerte. (1) 

Unos y otros colonos y los españoles están exentos por 15 años del 



(1) Real cédula de 21 de Octubre de 1&17. 

24 
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pago de diezmos de los frutos que produzcan sus tierfas, y cumplido 
este término, solo satisfarán el 2¿ por 100. 

Tampoco se les impondrá la menor capitación ó tributo personal á 
los colonos blancos, y solo por sus esclavos después de diez años de 
establecidos* 

Asimismo encargó S. M. á las autoridades Superiores de la Isla 
se ocupasen en facilitar terrenos á los colonos, y en consecuencia se 
adoptaron las medidas convenientes concediéndoseles otras gracias, co- 
mo el nombramiento de protectores para los de cada nación, socorros 
pecuniarios, repartimiento de tierras y otras dictadas para determina- 
das localidades de la Isla, algunas de las cuales aun subsisten. 

Ningún extranjero puede permanecer en la Isla mas de tres mese* 
sin baber obtenido carta de domicilio, excepto los capitanes, sobre- 
cargos ó tripulaciones de los buques extranjeros en los puertos habili- 
tados, quienes podrán permanecer por el tiempo necesario, quedando su- 
jetos á las reglas generales de policia y Gobierno. (1) 

Por último, la suprimida Junta de Fomento, de Agricultura y Comer- 
cio dictó algunas medidas para el aumento de lapoblaeion blanca en la Isla. 

Se ha concedido permiso para la introducción de colonos asiáticos 
y publicádose un reglamento para las contratas con los colonos; (2) 
habiéndose ampliado aquella autorización á la introducción de colonos 
cochinchinos; pero quedando sujetas las empresas á traer en cada expe- 
pedicion un número de mujeres que no baje de la cuarta parte de los 
hombres. (3) 



CAPITULO VIII . 

ñ LAS JUNTAS JÜRISD1CGI0\ALi.S DE AGRICULTURA, INDUSTRIA Y COMERCIO. 

Sumario. — Motivos y objeto de su creación. — Su organización y nombramiento de 
los vocales. — Atribuciones de las Juntas. — La* del Presidente. — Régimen interior.— 
Votaciones, acuerdos é informes. — Secretario. 

Aunque en el Real Decreto en que se crearon los Consejos de Admi- 
nistración se suprimió la Junta de Fomento de Agricultura y Comercio 
que habia en la capital, corriendo la misma suerte las subalternas exis- 
tentes en las demás poblaciones de la Isla, el Gobierno consideró conve- 

1) Artículos 28 y 29 de la citada Real Cédula y 22 del bando de Gobernación 7 Policía. 

2) Real orden de 6 de Julio de 1860. 

3) Real orden de 28 de Junio de 1864. 
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niente la creación de juntas jurisdicionales de agricultura, industria y 
comercio en cada cabecera de distrito donde hubiese un Gobernador ó 
Teniente Gobernador para que los ilustrasen, lo mismo que al Goberna- 
dor del Departamento, al superior de la Isla, y al Gobierno de S. M. sobre 
aquellos importantes ramos y promoviesen los intereses délos mismos tan 
influyentes en la riqueza y prosperidad de !a Isla. Y en efecto, se estar 
blecieron por Real Decreto de 11 de Diciembre de 1863, dictándose en 
la misma fecha el oportuno reglamento sobre su organización y atri- 
buciones. 

Dichas juntas se componen de nueve vocales nombrados por el Go- 
bernador Superior Civil, á propuesta en doble lista del Ayuntamiento 
de la jurisdicion respectiva, debiendo recaer en los contribuyentes por 
razón de los tres ramos que constituyen la denominación de las juntas, 
avecindados en la misma jurisdicción: y habiendo en estas mas de un 
ayuntamiento, se dividirán entre estas las propuestas en la proporción 
que designe el Gobernador Superior Civil, teniendo en consideración la 
población relativa de los términos municipales, y si entre los contri- 
buyentes hubiese alguna sociedad 6 empresa, será elegible en su repre- 
sentación el socio gerente. 

Son Presidentes las autoridades locales de cada jurisdicción: el Go- 
bernador Superior Civil nombra el Vice-Presidente entre los vocales; 
el Secretario del Ayuntamiento de la cabecera lo es de las juntas, y 
donde la aglomeración de los trabajos lo impidiesen, uno de los emplea- 
dos de la Secretaría municipal, desempeñará la de la Junta. 

La elección de los vocales habrá de verificarse antes del 31 de Oc- 
tubre en la misma forma que para los cargos y oficios de provisión ó 
propuesta municipal, debiendo remitirse por la autoridad local al Go- 
bernador Superior Civil las listas de los elegidos en la primera semana 
de Noviembre y publicarse los nombramientos en la Gaceta, tomando, 
posesión los nombrados en primero de Euero. 

El cargo de Vocal es honorífico, gratuito y voluntario; dura cuatro 
a&os, y la totalidad de la Junta se renueva cada dos anos por mitad: uno 
de sus miembros ha de ser designado por ella para Vocal nato de la Junta 
de Sanidad de la cabecera. 

Estas corporaciones se comunican con el Gobernador Superior 
Civil y con el del Departamento por conducto de la autoridad local que 
las preside y con el Consejo de Administración para suministrarle los 
datos, noticias 6 informes que este les pidiere sobre las materias que 
está llamado á consultar. 

Pueden reunirse, previa autorización del Gobernador del Departa- 
mento, dos 6 mas juntes para los asuntos propios marcados en los artí- 
culos 15, 16 y 17 del reglamento, cuando fuesen de interés común 6 de 
mas de una jurisdicción. 

Las juntas son corporaciones consultivas del Gobierno Superior de 
la Isla y de la Autoridad Departamental y Local en los asuntos perte- 
necientes á aquellos ramos que afecten á la jurisdicción respectiva. 
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Asimismo deberán ser consultadas las de los mismos ramos como 
las provinciales de la Península sobre las materias expresadas en el ar- 
ticulo 23 de su reglamento de 14 de Diciembre de 1859, en cnanto ten- 
gan aplicación á esta Isla, á saber: l 9 Aprobación de ordenanzas muni- 
cipales en la parte que tengan contacto con la policía rural. 2 9 Autori- 
zación para nuevos riegos y aprovechamientos de aguas. 3 9 Mejora de 
toda clase de ganados, fomento de la cría caballar y establecimientos 
de los depósitos de caballos padres, secciones de los mismos y paradas 
particulares. 4 9 Extinción de plagas del campo. 5 9 Disposiciones que 
deban adoptarse con arreglo á la legislación vigente acerca de la im- 
portación de granos extranjeros y para evitar la carestía. 6.° Autoriza- 
ción para celebrar ferias y mercados. 7.° Establecimiento ó reforma de 
los derechos de corretaje 6 cualquier tro servicio mercantil ó indus- 
trial sujeto á tarifa. £ 9 Práctica y prórroga de los privilegios de inven- 
ción é introducción en los términos que -prevenga la lejislacion espe- 
cial referente á los mismos. 9.° Celebración de exposiciones provincia- 
les ó locales de agricultura é industria. 10 9 Cualquiera otra materia 
en las que los reglamentos ó disposiciones generales exijan el dieta 
men de dichas corporaciones. 

Habrán de ser también consultadas respecto de la formación del 
plan de obras públicas de la Isla prevenido en Real Decreto de seis de 
Octubre de 1863, en la forma establecida en su artículo tercero y en 
cuanto á la ejecución de las mencionadas en el quinto. 

Deben igualmente promover cuanto tenga relación con las mate- 
rias siguientes, en la parte que se refieran á su territorio: 1.° Introduc- 
ción y propagación de semillas (1), método de cultivo y propagación 
de nociones útiles a los agricultores. 2.° Mejora en los ganados exis- 
tentes y medios de protección conducentes á fomentar la cria de ani- 
males y mejorar sus razas. 3 9 Introducción y propagación de máquinas 
y aparatos destinados á facilitar las operaciones agrícolas é industriales 
y adopción de los procedimientos adecuados á suplir la escasez de bra- 
zos para la agricultura. 4.° Métodos aplicables á la mejora y beneficio 
de la propiedad agrícola, de la industrial que con ella se enlaza y muy 
especialmente de la división del trabajo en la producción y elaboración 
del azúcar. 5.° Fomento material del territorio, especialmente de las 
carreteras y otras vias de comunicación interior y exterior y plantea- 
miento de los demás medios que directamente tiendan al desarrollo de 
la agricultura industria y comercio. Compete á las juntas, como dele- 
gadas del Gobierno y de los ayuntamientos, inspeccionar y examinar el 
estado de las carreteras, puertos, embarcaderos, muelles y faros de su 
territorio; examinar las obras que necesiten y mejoras de que sean sus- 
ceptibles, así como promover su adopción y ejecución en su caso. 

La misma atribución ejercerán respecto á la conservación y ad- 

(1) Los ayuntamientos deben consignar anualmente en el presupuesto municipal á favor de 
estas juntas una cantidad para oostear la adquisición de semillas y demás objetos de su institu- 
to. Asimismo está mandado sé consigno en el presupuesto de la Isla para gastos del material de 
las juntas las cantidades que se babituí venido fijando en este concepto para las de fomento. 
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quisieron de utensilios para socorro de los buques, limpieza y repara- 
ción de los puertos y gastos de vijías y faros. 

Pueden ser consultadas las mismas corporaciones sobre las mate- 
rias á que se refiere» las atribuciones de los párrafos precedentes. 

También intervendrán, por medio de dos vocales de su seno, en la 
recepción de las obras públicas que se hagan por cuenta del Estado ó 
ayuntamientos de su territorio. 

Podrán igualmente, cuando lo tengan por conveniente para el ejer- 
cido de las atribuciones expresadas, visitar por medio de delegados las 
obras públicas de su jurisdicción y exponer á la autoridad competen* 
te cuanto crean oportuno sobre su estado y progreso, adoptando las au- 
toridades locales las disposiciones conducentes á fin de que aquellas vi- 
sitas se efectúen sin obstáculo. 

Tanto dichas autoridades, como sus dependientes y los vecinos á 
quienes se dirijan las juntas ó sus delegados deben suministrar los da- 
tos ó noticias que les pidan, estando autorizadas las mismas juntas para 
recibir y examinar los datos é informes que espontáneamente les diri- 
jan los vecinos de su jurisdicción sobre los objetas de su instituto y pa- 
ra promover en su vista cuanto estimen conveniente al buen servicio 
público dentro del círculo de sus atribuciones. 

Habrán de consultar igualmente al Gobernador Superior Civil, 
Gobernador del Departamento y autoridad local y Ayuntamiento, diri 
jiéndose á unos y otros respectivamente cuando bagan uso de ¿us facul- 
tades, según la naturaleza de la medida que promuevan, siempre por 
conducto de dicha autoridad local. 

Las juntas, del propio modo que las de la península, con arteglo al 
articulo 25 de su citado reglamento, podrán ser consultadas sobre los 
asuntos siguientes, en cuanto fueren aplicables á esta Isla: 1.° Arbitrios 
que hayan de establecerse y que afecten á la Agricultura, á la Indus- 
tria y al Comercio. 2.° Establecimiento y supresión de granjas modelos, 
de escuelas de agricultura, industriales, de comercio, de náutica, y de 
veterinaria. 3.° Conveniencia de la autorización para el establecimiento 
de algún Banco ó Sociedad mercantil por acciones ó mineral. 4.° Crea- 
ción de nuevos tribunales de comercio!. 5 9 Establecimiento de Bolsas, 
casas de contratación y creación ó aumento de agentes de cambio y cor- 
redores dé comercio. 6.° Organización del servicio de bagajes en lo que 
pueda afectar á la agricultura. 7 9 Reclamaciones acerca del impuesto 
del subsidio industrial y de comercio en los casos previstos por las dis- 
posiciones vigentes. 

Si las juntas estimaren algunos de los objetos de los correspon- 
dientes á sus atribuciones de tal importancia que exija dirgirse á S. M. 
para promover alguna medida propia de las facultades del Gobierno, po- 
drán hacerlo por oonducto del Gobernador Superior Civil. 

Las atribuciones de estas juntas no impiden el ejercicio de las de 
igual naturaleza que competen á loe ayuntamientos, si bien ilustrafáit 
previamente sus acuerdos con el parecer de las mismas en los asuntos 
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en que éstos son llamados k consultar ó á tomar la iniciativa conforme 

á ¿>us atribuciones. 

Por último, al final de cada año deben dirijir al Gobernador Supe- 
rior Civil una relación comprensiva de los asuntos en que se hayan oca* 
pado durante el mismo año, explicando el estado de cada expediente, 
las dificultades ó inconvenientes que prevean en su curso ó que hayan en- 
contrado enla ejecución de los proyectos aprobados, como también de los 
medios que deban adoptarse para allanar aquellos inconvenientes. 

Conforme al reglamento interior de estas corporaciones (1) deben 
reunirse una vez por semana en la Sala capitular de los respectivos ayun- 
tamientos, sin perjuicio de las sesiones extraordinarias que exija el 
despacho de los asuntos; debiendo durar dos horas las sesiones, si hubie- 
re asuntos en que ocuparse y pudiendó prorogarse al prudente arbitrio 
del Presidente en los casos que el servicio lo requiera. 

Los expedientes sobre los cuales se pida informe á las juntas par- 
sarán antes á un Vocal para su examen y preparación del dictamen que 
deba darse, como también para que formule la propuesta que haya de 
hacerse sobre las promociones para las cuales está facultada la Junta 
por el artículo 15 del decreto orgánico. 

Para que haya acuerdo es preciso que se hallen presentes á la dis- 
cusión cinco vocales; debiendo verificarse en votación ordinaria y por 
mayoría absoluta de votos, y no resultando esta mayoría, serán remiti- 
dos á la autoridad que hubiese pedido este informe el de la mayoría, el 
de la minoría y los votos particulares, pudiendo formarlo el Vocal 6 
vocales que lo deseen cuando se hubiere adoptado un acuerdo por ma- 
yoría absoluta, y en los* casos en que las juntas rechazaren el dictamen 
propuesto por el Vocal Ponente pasará el expediente á otro Vocal de- 
signado por el Presidente para que redacte nuevo informe con arreglo á 
las bases acordadas por la Junta. 

Los acuerdos deben anotarse en los expedientes con los fundamen- 
tos por el Vocal que haya redactado el informe admitido y rubricarse 
por el Presidente. 

A éste, y en su caso al Vicepresidente corresponde: 1.? Abrir y 
levantar las sesiones á la hora fijada y mantener el orden en ellas. 
2.° Señalarlas sesiones extraordinarias que deban celebrarse, disponien- 
do se haga la citación oportuna. 3 9 Nombrar el Ponente en los casos 
expresados y el que deba formular el informe y propuesta. 4.° Abrir, di- 
rigir y cerrar las discusiones. 5.° Conceder en ellas la palabra á los que 
la pidan. 6.° Llamarlos al orden y cerrar las discusiones, según los ca- 
sos. 7.° Señalar, oyendo al Secretario, los asuntos en que deba darse 
cuenta á la Junta, verificándolo siempre por el orden de antigüedad de 
los expedientes, salvo la preferencia que deba darse á algunos asuntos 
por su índole y naturaleza. 8.° Activar el despacho de los negocios en 
la Junta y ejercer en ellos la mas amplia inspección y firmar las actas 
de la Junta, después que ésta las haya aprobado y las comunicaciones 

(1) Publicado en 18 de Julio de 1864 pof el Gobierno 8uperior Civil. 
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como Presidente de ella con las autoridades y corporaciones. 

Guando se reúnan dos 6 mas juntas corresponderá la presidencia á 
la Autoridad local del punto donde se verifique la reunión. 

Los que no aceptaren el cargo de Vocal de estas juntas presenta- 
rán su renuncia por medio de la correspondiente solicitud al Goberna- 
dor Superior Civil, á la cual darán curso las autoridades locales respec- 
tivas con su informe* y admitida que sea, se procederá por los ayunta- 
mientos á nueva elección. 

Los vocales tendrán voz y voto en los asuntos que se someten á 
informe de las juntas y el derecho de proponer cuanto estimen con- 
veniente, dentro de los términos del reglamento orgánico, cuyas pro- 
puestas podrán hacerse por escrito y de palabra, nombrando el Presi- 
dente en este último caso otro Vocal que redacte la propuesta que la 
Junta haya de elevar á la autoridad correspondiente. 

Son atribuciones del Secretario: l 9 Extender las actas y comunica- 
ciones de las mismas. 2 ? Autorizar los acuerdos en los mismos expe- 
dientes á continuación del dictamen aprobado ó de los votos particula- 
res. 3.° Publicar, después de aprobada el acta, las excusas que reciba de 
los vocales que no puedan asistir á la sesión. 4 9 Dar cuenta á la Junta 
de las comunicaciones que se reciban. 5.° Custodiar el archivo y biblio- 
teca de la Junta, debiendo al cesar en su cargo hacer entrega al que lo 
reemplace por medio de inventario de los expedientes, libros y demás 
efectos de la Junta. 

Está obligado el Secretario á llevar, ademas del libro de actas, otro 
registro donde anotará por orden de fechas los expedientes que reciba 
la Junta para informar ó que se inicien por la misma, haciendo constar 
en él la tramitación que se dé á cada expediente. 

Cuando se reúnan dos ó mas juntas desempeñará las funciones de 
Secretario el que deba serlo por razón de la localidad en que se verifi- 
que la reunión. 

El cargo de Secretario es honorífico y gratuito cuando lo ejerza el 
del Ayuntamiento 6 en su defecto uno de los empleados de la Secreta- 
ria municipal. * 

Los porteros, que serán los mismos del Ayuntamiento de la locali- 
dad, llevarán las citaciones y expedientes á los' vocales y cumplirán to- 
das las órdenes que les dieren el Presidente ó el Secretario, relativas al 
despacho y servicio de las juntas. 
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CAPITULO IX. fc 

DI 1A INDUSTRIA MINERA. 

Sumario. — Objetos de la minería. — Calicatas. — Pertenencias de minas y deaa- 
síasi — Petición de pertenencias, investigación, registro ftc. — Demarcaciones y concaaoies 
de propiedad. — Galerías generales de investigación, desagüe y trasporte. — Terreros y es- 
coriales. — Condiciones generales de la minería, — Cancelación de expedientes, caducidad 
tie concesiones y trámites de nueva adjudicación. — Oficinas de beneficio. — Autoridad j ju- 
risdicción en minería. — Ingenieros de minas. 

En esta Isla rijen disposiciones especiales (1) conformes en lo 
esencial con las vigentes en la Península, siendo las variantes mas bien 
modificaciones que la diferencia de localidad y otras circunstancias par- 
ticulares han hecho necesarias, tales como las autoridades que instiu 
yen y resuelven los expedientes,, la cuota de los derechos, de las con- 
tribuciones y de las multas, así como otras especialidades, todo lo cual 
pasamos á exponer, entendiéndose en lo demás subsistente y aplicable 
á la Isla lo establecido para la Península, que queda explicado en el 
primer tomo. 

MJIT08 DI LA IINIUJL 

Lo son las substancias que expresa la ley : su propiedad correspon- 
de al Estado, y nadie puede disponer de ellas sin concesión expedida 
por el Gobernador Superior Civil. 

La autorización para explotar las producciones minerales, silíceas 
y calcáreas, las arenas, tierras arcillosas, magnesianas y ferruginosas y 
demás de esta clase la concede el Gobernador Superior Civil al que la 
solí cite con destino á la vasijería dé alfar, fabricación de loza ó porce- 
lana, cristal ó vidrio ú otro ramo de industria fabril, previo expediente 
instruido por el Gobernador ó Teniente Gobernador de la jurisdicción 
en que se hallaren dichas producciones, con audiencia del dueño del ter- 
reno y mediante informe de un ingeniero de minas y del Consejo de Ad- 
ministración. La petición se formulará con arreglo al modelo n.° 1. »• 
final de este capítulo. Si notificado el dueño del terreno no manifestare 
dentro de treinta dias hallarse dispuesto á hacer la explotación, se en- 
tenderá que renuncia su derecho preferente á verificarla. 

Apareciendo confundidas en las solicitudes las sustancias de qne 
trata el artículo 1.° del Real Decreto del ramo con las contenidas en el 
3.° el Gobernador ó Teniente Gobernador, y si se ofrecieren dudas, el 
del Departamento Oriental, despuesde oido un ingeniero, dispondrán lo 
conveniente para que se formule como corresponde. 

(1) Estas disposiciones son el Real Decreto orgánico de 18 de Octubre de 1868 y el regí*" 
mentó para su ejecución de 3 de Junio de 1864. Hasta la publicación de dicho Real Decreto, 
que derogó todas las disposiciones anteriores, el ramo se gobernaba principalmente por el *• * 
de Julio de 1826. 
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Si después de oído el parecer facultativo subsistiere la duda acer- 
ca de la naturaleza de la substancia que se trata de explotar, y siem- 
pre que los fluenos de los terrenos la suscitaren antes de esperar el 
período de la¿ oposiciones y de la demarcación en las de naturaleza ter- 
rosa, el Gobernador Superior Civil determinará lo que proceda, previos 
los informes del Inspector de minas y de la sección correspondiente del 
Consejo de Administración, de cuyas resoluciones dará cuenta al Go- 
bierno Supremo, y después de aprobadas por éste, se publicarán en la 
Gaceta para que formen jurisprudencia. 

CAIICATA8. 

Está prohibido emprender estas labores y ser propietarios de minas 
á las autoridades y empleados de orden administrativo y del judioial en 
las jurisdicciones en que aquellas radiquen ó se instruyen los expe- 
dientes de concesión. 

Las solicitudes se redactarán conforme al modelo n.° 2.° 

Las mismas solicitudes presentadas al Gobernador ó Teniente Go- 
bernador de la jurisdicción para estas labores en terrenos de secano que 
contengan arbolado de corta 6 estén dedicados á pastos ó labor, cuando 
el dueño se hubiere negado á consentirlos ó hubiesen transcurrido dos 
meses sin conceder el permiso, se le notificará desde luego que dentro 
de 30 dias exponga los motivos de su negativa ó silencio, y transcurri- 
do este término sin contestar, se entenderá que renuncia el derecho á 
ser oido. 

Los que hayan solicitado la licencia del duefio del terreno, lo pon- 
drán por escrito en conocimiento del Gobernador ó Teniente Goberna- 
dor, cuya autoridad en el escrito citado hará constar por letra y con 
claridad la fecha de su presentación, entregándoles el resguardo de ha- 
berse dado dicha noticia. 

Para obtener la concesión y propiedad minera, no podrá invocarse 
en ningún caso la prioridad de las referidas solicitudes ó de su presen- 
tación, ni con pruebas testificales ó de otra clase con que se intente 
acreditar el tiempo en que la calicata fué hecha. 

La fianza para indemnizar los menoscabos y ulteriores perjuicios 
será á satisfacción del Gobernador del Departamento. 

El artículo 18 del reglamento determina desde donde debe contar- 
se respectivamente la distancia de los 40 y 1400 metros para calicatas 
ú otras labores mineras, de los edificios, caminos de hierro, carreteras, 
canales, fuentes, abrevaderos y demás servidumbres públicas y puntos 
fortificados. Del permiso especial para las mismas labores á menos dis- 
tancia se dará parte al Gobernador Superior Civil, instruyéndose el opor- 
tuno expediente, en el cual se oirá al ingeniero de minas, y al Consejo 
de Administración en la sección respetiva, si se tratase de servicio ó 
servidumbres públicas, y si constituyesen éstas caminos ó canales, infor- 
ma además la Subdireccion de Obras Públicas. Si se negare la licen- 

25 
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cía, bien sea por la Autoridad militar, por el Gobernador Superior Ci- 
vil ó por el dueño de los edificios, de la negativa no se admitirá ulte 
rior recurso. 

PERTENENCIAS DE UNAS T DEMASÍAS. 

Cuando la concesión sea de dos ó mas pertenencias, pueden éstas 
separarse mediante aprobación del Gobernador Superior Civil. 

Los ingenieros al practicar las visitas y las demarcaciones de las 
minas, cuidarán de examinar si entre las concedidas existen fajas ó es- 
pacios francos, sin la extensión necesaria para formar pertenencia com- 
pleta, en cuyo caso, y siempre que por cualquier otro medio tengan no- 
ticia de dichos espacios 6 fajas, lo pondrán en conocimiento del Gober- 
nador Superior Civil con el plano correspondiente, y aquel Jefe dentro 
de 30 dias dispondrá que el Gobernador ó Teniente Gobernador donde 
se hallen los terrenos dentro de igugl término principie á instruir el 
expediente, notificándose al dueño de la mina colindante mas antigua ¡ 
para que diga si acepta ó no el terreno, que podrá adjudicársele como 
demasía, haciéndose saber á los demás colindantes y publicándose eo 
la tabla de anuncios y en el periódico oficial de la cabecera. Dentro de se- 
senta dias se presentarán las oposiciones, y el dueño de la mina mas antigua, 
dentro del mismo plazo, participará al Gobernador ó Teniente Goberna- 
dor si renuncia las demasías, entendiéndose su silencio como aceptación. 

En seguida se practicará la demarcación, remitiéndose el expedía- 
te sin ningún emplazamiento al Gobernador Superior Civil para la reso- 
lución. También se decreta la adjudicación de las demasías á solicitad 
de los dueños de las minas colindantes con arreglo al Real Decreto, pre- 
vio el reconocimiento del terreno y el plano topográfico. 

PETICIÓN H PERTENENCIAS ENERAS, INVESTIGACIÓN. REGISTRO Y COTOS MINEROS. 

Estas peticiones se presentarán al Gobernador 6 Teniente Gober- 
nador respectivo, quien en el acto decretará su admisión y hará la ano- 
tación en la forma ya expresada, con arreglo á la ley, entregándose al in- 
teresado, sin levantar mano el resguardo suficiente autorizado por el Se* 
cretario de la dependencia. 

Con la petición se acompañará el plano, y en su defecto un croquis 
del terreno solicitado, ó certificación del Alcalde ó de la Autoridad pedá- 
nea, de tener dicho terreno amojonado; y también exhibirá 60 pesos pa- 
ra los gastos del expediente. 

Al solicitarse investigación, registro, escorial ó terrero, galería ge- 
neral de investigación, trasporte ó desagüe y autorización para explo- 
tar productos de naturaleza terrosa, los interesados darán un nombre á 
la mina, labor ú objeto de su pretensión, el cual será rechazado, sin ul- 
terior repurso, por el Gobernador ó Teniente Gobernador, si fuere ofen- 
sivo ó mal sonante, obligando á los solicitantes á que elijan otro exen- 
to de tales inconvenientes. 
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Dichas peticiones se redactarán conforme á los modelos números 
3*, 4*, 5* y 6?. 

Cuando se pretenda investigar ó explotar en tierras sembradas de 
caña, café, algodón, tabaco, cacao ú otro cultivo mayor, como en los 
dedicados á prados artificiales, jardines, huertas y cualesquiera fincas 
de regadío, aunque para presentar las solicitudes no fuese necesaria la 
licencia del dueño, si este se negase á consentir el principio de las la- 
bores y formulase su negativa en el término de dos meses, no podrá in- 
tentarse recurso alguno y las solicitudes quedarán sin curso. Por su silen- 
cio durante aquel término se entenderá que consiente las labores. Al pre- 
tenderse el permiso del dueño, para las labores lo pondrán por escrito en 
conocimiento del Gobernador ó Teniente Gobernador, dándosele cons- 
tancia por el Secretario. 

El Gobernador ó Teniente Gobernador seguirá la instrucción del 
expediente, disponiendo que dentro de tercero, dia se publique la inves- 
tigación 6 el registro con sus designaciones (1) en la tabla de anuncios, 
en el periódico oficial de la cabecera y que se remitan edictos al Alcalde 
6 Pedáneo para su fijación en el pueblo en cuyo distrito se halle el ter- 
reno. Las oposiciones se producirán dentro de 20 dias, y en otros 20 
se evacuará te contestación, y oido un ingeniero de minas, se remitirá 
el expediente para la determinación al Gobernador del Departamento, 
que respecto al Occidental lo es el Gobernador Superior Civil. De la re- 
solución del Gobernador del Oriental cabe recurso dentro de 30 dias, al 
Superior Civil; mas la que este expida será firme. 

No habiendo oposiciones ó determinadas éstas, se remitirá el expe- 
diente al Gobernador del Departamento para que, siendo procedente, con- 
ceda el permiso para la investigación. También es de su atribución otor- 
garlo para convertir el registro en investigación, admitiéndose recurso 
de la resolución para ante el Gobernador Superior Civil, si la hubiere 
expedido el del Departamento Oriental. 

Todo particular ó sociedad podrá solicitar la concesión de un gran 
grupo ó coto minero, lo mismo de investigación que de registro, debien- 
do la sociedad acompañar la escritura de su constitución. Esta solicitud 
será con arreglo al modelo n.° 7.° y con las condiciones siguientes: 1* 
El grupo ó coto minero ha de contener 20 pertenencias y no exceder 
de CO. 2 a Acompañar un plano topográfico exacto, en que se tracen con 
separación todas las pertenencias unidaé, según mejor convenga, y uname- 
moria en que conste bajo el punto de vista científico é industrial la con- 
veniencia de conceder el grupo pretendido. 3. a Depositar 20 pesos por 
cada pertenencia. 4. a Los trámites habrán de ser iguales que para la 
investigación ordinaria; y lo mismo para los cotos, sin mas diferencia en 
éstos que la de hacerse la labor legal, en solo cuatro puntos del coto 
distantes entre si 400 metros, si se trazase de pertenencia de 300 me- 
tros de largo por 200 de ancho; y de 600, si fuere de las de 500 metros 
de largo sobre 300- 5 a Serán respectivamente aplicables á estos expe- 
lí) £1 modelo de las designaciones puede Terse al final n.° 12. 
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dientes todas las reglas, condiciones y garantías dispuestas para los de 
investigación y registro. 

•nmMiwng y cmckions h pmnim». 

Dentro de cuatro meses, después de la presentación y admisión de 
un registro, pedirá el registrador la demarcación de su pertenencia 6 
pertenencias, acompañando, excepto en el caso de caducidad, muestras 
del mineral que hubiere hallado de los referidos en el Real Decreto, sin 
cuyo hallazgo no podrá hacerse dicha demarcación. " 

El investigador que encuentre alguno de dichos minerales pedirá 
también la demarcación. 

Si para practicarla hubiere de incluirse en ella jardines, huertas, 
campos sembrados de caSa y cualquiera otra finca de regadío, á falta 
del consentimiento del dueño, precederá el permiso del Gobernador del 
Departamento, otorgándose la fianza prevenida para la indemnización 
de perjuicios y menoscabos. 

El mismo Gefe dispondrá en su caso la demarcación, citándose pre- 
viamente á los interesados y á los dueños de las minas colindantes. 

La demarcación dejará de hacerse por el ingeniero cuando no re- 
sultare terreno franco, no estubiere habilitada la labor legal, ó no se 
comprobare la existencia del mineral, en cuyo caso se devolverá el ex- 
pediente al Gobernador Superior Civil, ó al del Departamento Oriental, 
con nota expresiva de las causas de la devolución. 

Ni después de publicada la designación, ni en el acto del recono- 
cimiento y demarcación podrán los interesados variar la designación 
presentada con la solicitud, excepto cuando el ingeniero la hallare de- 
fectuosa ó mal hecha por inexactitud en las medidas ó por superposi- 
ción de alguna parte de pertenencias agenas que tuvieren mejor dere- 
cho, pues podrá entonces rectificarla al demarcar, de acuerdo ó no con 
el interesado, quien en este segundo extremo puede recurrir al Gobier- 
no Superior Civil, ó al del Departamento Oriental, debiendo interponer- 
se dicho recurso por conducto del ingeniero dentro de dos dias, y re- 
mitirlo oon su informe, en el concepto de que pasado aquel término se 
tendrá por consentida la operación. 

El acta de la demarcación se extenderá con toda expresión, clari- 
dad y minuciosidad, sin omitir ninguna circunstancia que dé idea cabal 
del terreno, de la orientación de la mina, de su amojonamiento y rela- 
ción con los puntos fijos y ciertos del sitio en que se establece, de la na- 
turaleza del mineral, de su conformidad ó diferencia con las muestras 
presentadas, del yacimiento, espesor y demás condiciones del criadero, 
de las protestas y observaciones de los convocados á presenciar la 
demarcación, contra la cual no se admitirán mas recursos que dichas 
protestas, reclamaciones y observaciones insertas en el acta. 

El ingeniero levantará el plano topográfico que presentará por duplica- 
do, debiendo practicar la demarcación en el término de seis meses,y confor 
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me al Real Decreto y reglamento, al dar cuenta de ella, expresará 
por oficio separado las condiciones particulares que, además de las gene- 
rales, deban imponerse al concesionario. 

Si por falta de asistencia de los interesados 6 sus representantes 
no fuese posible á ios ingenieros fijar el punto de partida de la demar- 
cación, quedará sin efecto la diligencia y sin curso el expediente. (1) 

Dentro de treinta dias de hecha la demarcación los interesados en- 
tregarán al Gobernador ó Teniente Gobernador en papel de reintegro 6 
pesos por cada pertenencia completa de mina, demasía, escorial y terre- 
ro por los derechos de titulo y el importe del papel sellado en que ha 
de extenderse. 

En el término de 40 dias después de la demarcación remitirá el 
Gobernador del Departamento el expediente acompañado de las oposi- 
ciones, si las hubiere, y con su informe motivado, al Gobernador Supe- 
rior Civil para su resolución, quien oirá al Consejo de Administración 
en su sección respectiva, y antes al ingeniero, si hubiere dudas sobre 
pantos periciales. 

Hecha la concesión (2), se expedirá al concesionario el titulo de 
propiedad de las pertenencias de minas, demasías, escoriales, y terreros 
por el Gobernador Superior Civil á nombre de S. M. conforme al mode- 
lo n.° 11.° insertándose en él las condiciones generales; como también 
las especiales que en cada expediente se hayan determinado, desglo- 
sándose uno de los planos, que se acompañará al título. 

Luego que el Gobernador 6 Teniente Gobernador haya recibido del 
Gobernador del Departamento dicho título, dispondrá su inmediata en- 
trega al interesado y comisionará á la Autoridad local pedánea para que 
en el preciso término de dos meses ponga en posesión de la pertenencia 
6 pertenencias al ya dueño de ellas por ante escribano ó Secretario de 
Ayuntamiento, y á falta de estos con testigos de asistencia. 

UUUA8 flMlUMS II IIIHfNIll, M8AWI T BUNIf I. 

El que intente la apertura de un socavón ó galería en terreno fran- 
co puede, si le conviene, solicitar la concesión de un grupo 6 coto mine- 
ro con las condiciones prevenidas. No siendo esto posible, por deber 
atravesar la galería terrenos ocupados en todo ó en parte por minas con- 
cedidas ó registradas ó en investigación, el empresario celebrará con- 
ciertos y estipulaciones previas con los interesados. 

Sin acompañarse testimonio en forma de esos conciertos no se ad- 
mitirán las solicitudes, las cuales se formularán con arreglo al modelo 
n.° 8.° y se presentarán al Gobernador ó Teniente Gobernador respecta 

(IV Disposición del Gobierno Superior Civil de 22 de Octubre de 1864.' 
(2) Las concesiones y autorizaciones otorgadas conforme al Real Decreto orgánico de 1825 
con las aclaraciones posteriores subsistirán en pu actual estados siempre que se cumplan exac- 
tamente las condiciones con que fueron expedida*, entrando desde luego en el goce de todas las 
ytntajas que les proporciona el Real Decreto de J8 de Octubre de 1868, con tal que sea sin per- 
jtieio de tercero. Disposición S* de las generala* del citado Real Decreto de 1868. 
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vo, acompañándose el plano en que se determinen los registros ó minas 
que comprenda la galería. 

Este dispondrá la publicación y hará notificar á los interesados y 
remitirá el expediente al Gobernador del Departamento; quien lo ele- 
vará con su informe al Superior Civil para la resolución. 

Para la variación de la línea ó líneas señaladas para las galerías 
generales se habrá de instruir el expediente por los mismos trámites 
que el primitivo de concesión. 

El Gobernador Superior Civil, hecha la concesión de galerías ge- 
nerales, mandará librar orden especial en la que se exprésenlas condi- 
ciones facultativas y cuantas convenga imponer en cada caso, y recibi- 
da la mencionada orden por el Gobernador 6 Teniente Gobernador; ha- 
rá éstense dé la posesión en la forma prevenida. 

TERREROS Y ESCORIALES. 

Las solicitudes para esta clase de explotaciones deberán presen- 
tarse al Gobernador ó Teniente Gobernador con sujeción al modelo n.° 
9.° La tramitación de los expedientes será la misma que para los regis- 
tros, y luego que se hayan instruido, se remitirán al Gobernador del 
Departamento á fin de que con su informe los dirija al Gobernador Su- 
perior Civil, para la resolución. 

C0HNCI0M8 fllHllALN M LA URINA. 

Las multas por las faltas de los mineros á sus deberes y á las con 
diciones, así generales, como particulares de la minería, no ecxederán de 
100 pesos, ni de 200 en caso de reincidencia. 

Cuando los mineros encontraren en sus labrados minerales bene- 
ficiables distintos del que fué objeto de su concesión, lo pondrán en co- 
nocimiento del Gobernador 6 Teniente Gobernador, y éste en del Go- 
bierno del Departamento, como dato para la estadística minera. 

La acumulación de trabajadores, autorizada en el artículo 52 del 
Real Decreto, solo podrá tener lugar sin permiso especial, cuando se 
verifique en las labores de las diferentes pertenencias de una sola con- 
cesión; mas cuando haya de efectuarse en pertenencias que haa sido ob- 
jeto de distintas concesiones, se necesita el permiso previo del Gober- 
nador Superior Civil, y para obtenerlo, los interesados presentarán sus 
solicitudes á los Gobernadores ó Tenientes Gobernadores con un plano 
de la situación de las minas que hayan de gozar de aquel beneficio. 
El Gobierno Superior Civil 6 el del Departamento Oriental en su caso, 
oirá al ingeniero, y con su informe remitirá el expediente al Gobernador 
Superior Civil para la resolución. El permiso solicitado no se concederá 
sino cuando las minas, objeto de diversas concesiones, sean colindantes. 

La participación á que están obligados con 15 dias de anticipa- 
ción el registrador ó investigador que desisten de su empresa, deberán 
hacerla al Gobernador ó Teniente Gobernador, bajo una multa que no 
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bajará de 100 pesos. Y el propietario de minad que quiera retirarte ¿Q 
su laboreo y abandonarlas, cerrando sus pozos, debe ponerlo en cono- 
cimiento del Gobernador del Departamento con un mes de anticipación 
bajo una multa que no pasará de aquella cantidad. 

CAMILACION M IIFRN1NS8; CADDCnAD W COHESIONES T TRAMITES 11 ÜÜK7A AI1UNCACI0II. 

La declaratoria de fenecimiento de expedientes en tramitación 
por algunas de las causas contenidas en el artículo 64 del Real 
Decreto ya citado, que son las mismas determinadas en la ley que 
quedan expresadas, como también por lo últimamente dispuesto por 
el Gobierno Superior Civil, cuando por no concurrir el interesado 
á la demarcación no puede ésta efectuarse, es de la atribución del Go- 
bernador del Departamento; y la declaratoria de caducidad de las con- 
cesiones en los cinco casos señalados en el artículo 65 del mismo Real 
Decreto, que son los contenidos en igual artículo de la ley, correspon- 
de al Gobernador Superior Civil, previa la instrucción de los expedien- 
tes, ya de oficio, 6 ya á instancia de parte por medio de registro. 

De la resolución del Gobernador del Departamento en los expe- 
dientes sobre registros de minas que hubiesen sido labradas en lo anti- 
guo ú obtenido título de propiedad en los tiempos modernos, puede re- 
currirse por el que se considere agraviado al Gobernador Superior Ci- 
vil en la via gubernativa, y de la determinación de este Jefe á la sec- 
ción de lo contencioso del Consejo de Administración dentro de 30 dias, 
con apelación al Consejo de Estado del fallo que se pronuncie. 

Ejecutoriada la caducidad dé una concesión 6 el fenecimiento de 
un expediente de registro, el Gobernador respectivo declarará libre- 
mente registrables los terrenos, y lo hará anunciar al público. 

No debe darse curso á las solicitudes de registro ó investigación 
de terrenos ya registrados ó en investigación, después de admitidas las 
solicitudes y publicada la designación, para no perjudicara! primer pro- 
movente, excepto los casos en que se alegue que dichos expedientes 
contienen vicios de nulidad que los invaliden. Si hubiere mérito para 
declararla con arreglo á las disposiciones vigentes, lo resolverá así el 
Gobernador Superior Civil ó el del Departamento Oriental en su caso, 
continuando el nuevo expediente por los trámites que corresponda; mas 
no habiendo lugar á la nulidad, la solicitud sobre investigación ó regis- 
tro, sobre la cual recayó el recurso, será desestimada, quedando sin 
curso ni valor alguno y el expediente primitivo seguirá su tramitación 
ordinaria. 

En los expedientes de caducidad los Gobernadores ó Tenientes 
Gobernadores, ademas de practicar las diligencias que estimen conve- 
nientes, admitirán las informaciones que los interesados hayan hecho 
ante la autoridad judicial y las remitirán con los documentos, al Gober- 
nador Superior Civil ó, si fuere procedente, al del Departamento 
Oriental. 



— 138 — 

OriCIlfAS K BENEFICIO. 

Las solicitudes para estas oficinas se ajustarán al modelo n.° 10. 

Guando el beneficiador de establecimientos fijos no se aviniere con 
el dueño del terreno, acudirá aquel al Gobernador del Departamento 
para la aplicación de la ley de expropiación forzosa. 

Si hubieren de establecerse altos hornos 6 cualquiera oficina de 
beneficio que requiera combustible vejeta! ó salto de agua, se necesita 
la autorización del Gobernador Superior Civil, previo expediente instrui- 
do por el Gobernador del Departamento en el término de seis meses con 
audiencia de los interesados, de un ingeniero de minas, del ingeniero 
de montes si lo hubiere, ó de quien desempeñe sus funciones, del Go- 
bernador ó Teniente Gobernador del territorio de donde haya de ex- 
traerse el combustible y del Consejo de Administración. 

ACTttIU» Y JURISDICCIÓN M IIMRIA. 

Respecto á la Administración Suprema ó General el ramo está á 
cargo del Ministro de Ultramar. 

En esta Isla el Gobernador Superior Civil es el jefe del mismo 
ramo, ejerciendo el Gobernador del Departamento Oriental y los Go- 
bernadores y Tenientes Gobernadores las atribuciones qué respectiva- 
mente les están encomendadas. 

Los expedientes son también puramente gubernativos, y gratuitas 
las diligencias, sin exijirse por ellas mas derechos que los que quedan 
expresados, debiendo ademas pagarse por los mineros los impuestos es- 
tablecidos á esta industria. (1) 

- (1) CONTRIBUCIONES DEL RAMO DE MINAS. ' 

Pobos. 

Por cada perteuenoia minera de 1* clase 6 sea de las seflaladaa en el pár- 
rafo 1? del artloulo 1? del Real Decreto, se pagara anualmente el canon fijo de...~ 30 

Por las pertenencias de que trata el párrafo 2? del misino Real Decreto, 
aunque de mayor extensión que las demás, solo se pagara el canon fijo anual de.. 20 

Por Iob escoriales y terreros se satisfará por canon anual de cada 1,000 me- 
tros cuadrados de superficie 1 

Por las pertenencias incompletas y las demasías se pagará en proporción de 
la superficie respectiva -», 

Por los permisos para investigación sean de una 6 dos pertenencias se pa- 
garan al año » 20 

Por las galerías generales se pagará el oánon correspondiente á las pertenencias que les es- 
tuvieren reservadas en la cqnoesion desde el diaen que atan registradas 6 puestas en investiga- 
ción. 

Las pertenencias que estaban concedidas al tiempo de la publicación del Real Decreto ya 
citado disfrutan del beneficio que éste les otorga y pagan el canon ya expresado, abonándose los 
mismos derechos por los expedientes en tramitación. 

Las pertenencias de minas de hierro y combustible están exentas por veinte affos del canon 
anual. 

Todos los minerales y metales pueden exportarse déla Isla libremente mientras otra cosa no 
se determine. 

También esta exento del pago de dereohos de importación, con igual reserva, el carbón de 
piedra introducido para las necesidades de la minería y de la metalurgia. 

Bn los aranceles se fijarán los derechos que deban satisfacerse por la importación de lo* 
produotos minerales extranjeros. 

Se pagará además el 3 por 100 de los productos totales de las minas, sin deducoion de costos 
de ninguna clase, exceptuándose la ménade hierro por espacio de veinte affos, contados desde 
la publicación del Real Decreto y los combustibles minerales. 
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No se agregarán en copia, sino originales los documentos y demás 
datos, salvo cuando obrando en un expediente sea necesario que cons- 
ten en otro. 

Después de instruidos dichos expedientes se resuelven en defini- 
tiva por el Gobernador Superior Civil, menos en los casos en que la de- 
terminación corresponda al Gobernador del Departamento Oriental. 

El Gobernador Superior Civil, cuando lo estime conveniente y 
siempre que se trate de concesión de propiedad habiendo oposición, oi- 
rá al Consejo de Administración, en pleno ó en su sección de Gobierno 
y Fomento, informándose solamente por esta sección en los casos en 
que los negocios consultados puedan llegar á ser contenciosos. 

Por ningún motivo se entregarán los expedientes originales á las 
partes; pero con orden del Gobernador ó Teniente Gobernador se les da- 
rá vista de ellos cuando proceda en las oficinas. 

De todas las disposiciones dictadas por los Gobernadores ó Tenien- 
tes Gobernadores 6 por el Gobernador del Departamento Oriental pue- 
de el interesado que se considere agraviado representar gubernativa- 
mente (1) ante la autoridad superior inmediata dentro de treinta días, 
por conducto de la que hubiere expedido la providencia reclamada, cu- 
ya autoridad deberá dar curso á la instancia con su informe y proveer 
al recurrente del resguardo correspondiente, como también de todo es- 
crito, solicitud ó aviso, por cuya falta de presentación hubiesen de 
perjudicarse las partes. Únicamente podrán estas ocurrir directamente 
en queja al Superior cuando la autoridad que dictó la providencia recla- 
mada no hubiere dado curso á la instancia en que se estableció la recla- 
mación. 

De las resoluciones finales expedidas por el Gobernador Superior 
Civil procede recurso en la via contencioso-administrativaante el Con- 
sejo de Administración en la sección de lo contencioso dentro' de 90 
(lias, y si el interesado estuviere en la Península dentro de seis meses, 
contados ambos términos desde la notificación: 1.° A los interesados á 
quienes se negare la investigación ó explotación minera. 2.° Cuando se 
interponga por los interesados que en tiempo hábil hubiesen presentado 
sus oposiciones á los Gobernadores ó Tenientes Gobernadores. 3.° Por 
los que hubiesen protextado en el acto de la demarcación contra esta 
operación . 4.° Por los concesionarios en cuyo terreno, ignorándose la 
existencia de su derecho, se hubiese otorgado nuevamente otra concesión. 
o.° Por los interesados que no se conformasen con las tasaciones de in- 
demnización, en los casos en que á instancia de los mineros haya lugar 
á la expropiación forzosa. 6.° Y por último, á los concesionarios que re- 
sistiesen las condiciones particulares ó promovieren cuestiones sobre la 
inteligencia y cumplimiento de las establecidas en la concesión, siem- 

(1 ) Téngase presente que el Gobernador Superior Civil reúne el Gobierno del Departamento 
Occidental; por lo oual en los expedientes que en este Departamento se instruyen, de lo determi- 
nado por el Gobernador 6 Teniente Gobernador de distrito se ocurre al Gobernador Superior 
Civil como Superior inmediato, resolviendo también éste en los demás casos en que correspon- 
de hacerlo al Gobernador de Departamento. 

26 
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pre que estas cuestiones se hayan determinado definitivamente en la via 
gubernativa. 

Las reclamaciones, tanto en esta via, como en la contenciosa, no in- 
terrumpirán las labores, ni la tramitación de los expedientes. 

No se adquieren derechos en minería si se prescinde 3el estricto 
cumplimiento del Real decreto y del reglamento del ramo. 

Los plazos son improrogables y fatales, y las faltas de la Ad- 
ministración no irogarán perjuicio álos interesados, siempre que dentro 
de sesenta dias, desde que el plazo expire para ella, reclamen contra su 
descuido ó negligencia, en el concepto de que no haciéndolo asi, por 
esta omisión se entenderá que desisten de sus pretensiones, y que 
abandonan la prosecusion del expediente, el cual se dará por cancelado 
para todos los efectos ulteriores, publicándose en el periódico oficial. 

Solo el Gobernador Superior Civil podrá dispensar los efectos que 
produzca la cancelación de los expedientes de minería, previo informe 
del Inspector de minas y de la sección de Gobierno y Fomento del Con- 
sejo de Administración, con tal que no se cause pejjuicio á tercero. 

Los tribunales ordinarios conocen y fallan todas las cuestiones que 
sobre las minas, escoriales, terreros, socavones ó galerías y oficinas de 
beneficio se suscitaren entre partes sobre propiedad, participación en los 
gastos de explotación y sus productos y dudas que ocurran, como tam- 
bién de los delitos comunes que se cometieren en los mismos estableci- 
mientos y sus dependencias; mas ésta intervención de los tribunales 
ordinarios no entorpecerá el curso ó tramitación de los expedientes, ni 
la marcha de las labores mineras. En los mismos juicios, sometidos á los 
tribunales ordinarios, los ingenieros del cuerpo de minas serán los úni- 
cos peritos para todos los efectos legales. 

A los Gobernadores de Departamento y á los Gobernadores y Te- 
nientes Gobernadores de cada jurisdicción está encargada la vigilancia, 
para que en las minas embargadas y en las que se haya trabado ejecu- 
ción, por orden de los tribunales ordinarios, no infiera perjuicio el pro- 
cedimiento al laboreo de las mismas. 

IXGKRHROS DE UNAS. 

Estos facultativos continuarán prestando sus servicios, desempe- 
ñando las comisiones científicas de su profesión, y ejerciendo las atribu- 
ciones que les corresponden, conforme al Real decreto y reglamento, 
con sugecion á las disposiciones orgánicas del cuerpo, siendo de cargo 
del Gobernador Superior Civil, con arreglo áellasdistribuirlosenlalsla, 
según las necesidades del servicio. , 

A los ingenieros incumbe redactar la estadística de los expedientes 
de minas en que intervengan, y una memoria anual sobre el ramo; de- 
biendo remitirse copia de uno y otro trabajo al Gobierno Supremo. 
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MODELO NUM. 1* 



SOLICITUD PARA EXPLOTAR 8USTANCIAS DE NATURALEZA TERROSA. 

D. N., vecino de y habitante de (1) de profesión y 

de edad de á V. S. digo: Que en la jurisdicción de par- 
tido de terrenos llamados del (2) sitio llamado 

hay una tierra de la pertenencia de D. N. vecino la cttal lin- 
da (3) El exponente desea emplear 20.000 metros cuadrados de 

este terreno con la figura de ó la que pareciere mejor en su dia 

al Ingeniero; relacionando el perímetro con el punto (4) Dicho 

terreno se destina á la fabricación de dando á esta explotación 

el nombre de (5) ; pero el citado dueño se opone á prestar su 

consentimiento, á pesar de haberle ofrecido todas las indemnizaciones y 
garantías convenientes al respeto de su derecho de propiedad. En esta 
atención, el que dice: 

Suplica á V. S. que habiendo por presentado este escrito y la can- 
tidad de 60 pesos, que al mismo tiempo consigna, se sirva instruir el 
oportuno expediente en la forma que procede con arreglo al Real de- 
creto y reglamento de minas, á fin de que por el Gobierno Superior 
Civil se le conceda la conducente autorización para la explotación in- 
dicada. 

Dios etc. 

(Fecha y firma.) 



(1) Aquí se especificará la calle y el número, ó el partido y el sitio si no habitare en poblado. 

(2) Aqui expresará si es ingenio, potrero, hacienda, cafetal &o. 

(3) Se expresarán los linderos á todos rumbos y con toda especificación, como lo previene el 
articulo 30 del reglamento. 

(4) £l punto que se fije ha de ser un objeto inmutable 6 invariablemente relacionado por el 
nimbo y la distanoia con otros fijos de las inmediaciones. 

(6) Téngase presaste el artículo 88 del reglamento que rechaza los nombres ofensivos 6 ma) 
•onantes. 
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MODELO NUM. 2P 



SOLICITUD PARA CALICATA. 



D. N. vecino de y habitante en (1) de profe- 
sión y de edad de á V* S. digo: que eu la jurisdicción 

de partidode terrenos del (2) sitio llamado 

hay una tierra (3) de la pertenencia de D. N vecino de 

. . . , la cual linda (4) El exponente desea abrir calicatas pa- 
ra descubrimiento de mineral de y habiendo solicitado licencia 

del citado dueño con fecha (5) este se opone á prestar su con- 
sentimiento, á pesar de haberle ofrecido todas las indemnizaciones y ga- 
rantías convenientes al respeto de su derecho de propiedad (6). En es- 
ta atención el que dice: 

Suplica á V. S. que habiendo por presentado este escrito, se sirva 
instruir el oportuno expedienté en la forma que proceda con arreglo al 
Real decreto y reglamento de minas, á fin de que por el Gobierno Su- 
perior Civil se le conceda la conducente autorización para los trabajos 
indicados. 

Dios etc. 

(Fecha y firma.) 



(1) Aquí especificará la calle y el número ó el partido y el sitio si no habitare en poblado. 

(2) Aquí expresará si es ingenio, potrero, hacienda, cafetal etc. 

(a) Se expresará si es de secano y si hay en ella arbolado de corte, pastos 6 prado artificia! 
con arreglo á los artículos 0? y 10? del Real decreto. 

(4; Se expresarán los linderos con toda especificación, como lo previene el artículo 30 del 
Reglamento. 

f5) Véase el artículo 9 o del Real decreto. 

(6) Si el dueBo del terreno no hubiere contestado, lo expresará asi en ves de lo que se h» 
puesto. 
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MODELO NUM4 3* 



SOLICITUD DE REGISTRO. 

D. N. vecino de esta y habitante en (1) de profe- 
sión y de edad de á V. 8. digo: Que en la jurisdicción 

<le partido de terrenos del (2) sitio llamado 

Hadante (3) deseo adquirir (4) pertenencia mi- 
nera con el título (5) de mineral que ya se halla al des- 
cubierto en una calicata (6.) Verifico la designación de este registro en 

la siguiente forma: se tendrá por punto de partida el (7) Desde 

el (8) 

Por lo tanto suplico á V. S. que habiendo por presentada esta so- 
licitud de registro con la cantidad de 60 pesos que á la vez consigno, 
se sirva dar al expediente la instrucción del Real decreto y de regla- 
mento, á fin de que en su día se expida por el Gobierno Superior Civil 
el correspondiente título de propiedad. 

Dios etc. 

[Fecha y firma.] 



(\) Aquí se especificará la calle y el número 6 el partido y el sitio si no habitare en poblado. 

(2) Aqui expresará si es ingenio, potrero, hacienda, cafetal &. 

(3) Se expresarán los linderos á todos rumbos con toda especificación, como lo previene el 
articulo 30 del reglamento. 

(4) Una 6 mas pertenencias con arreglo al articulo 16 del Real deereto; pero en el caso de re- 
presentar á una compañía el que firma expresará que tiene poder para ello y acompañará la es- 
critura de sociedad. 

(5) Téngase presente el artículo 33 del reglamento que rechasa los nombres ofensivos 6 mal 
sonantes. 

(6) Si no estuviere descubierto el mineral, se omitirá esta circunstancia y podrá decirse 
en su lagar de mineral que me propongo descubrir dentro del plato legal. Si el terreno fuere de pro- 
piedad particular se expresará el nombre del dueño, como también si el terreno es de los que se- 
gún la ley exijen permiso del dueño para haoer labores. Del mismo modo se dirá si se ha hecho 
o ao calicata, y si en el primer caso se ha obtenido licencia del propietario, acompañando el do- 
cumento que lo acredite según lo prevenido en el articulo 27. 

(7) El que sea\ marcando en lo posible la dirección y distancia en que se halle de cualquier 
otro punto indubitado y fijo. 

(8) Póngase con arreglo á uno de los modelos del número 12. 
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MODELO NUM. 4P 

SOLICITUD DE REGISTRO DE MINAS ABANDONADAS Ó CADUCADAS. 

D. N. vecino dé esta y habitante en [1] depro- 

fesion y de edad fie á V. S. digo: Que en la jurisdic- 
ción de partido de terrenos del [2]... sitio llamado 

existe una mina [3] que hallándose abandonada ó en cir- 
cunstancias evidentes de caducidad [4] deseo, previa declara- 
ción de aquella, adquirir [5] pertenencia minera con el título 

[6] cuya designación verifico en la siguiente forma: Se 

tendrá por punto de partida el [7] Desde el [8.] . 

Por lo tanto suplico á Y. S. que habiendo por presentada esta so- 
licitud de registro con la cantidad de 60 pesos que á la vez consigno, 
se sirva dar al expediente la instrucción del Real decreto y de regla- 
mento á fin de que en su dia se expida por el Gobierno Superior Civil 
el correspondiente titulo de propiedad. 

Dios etc. 

[Fecha y firma.] 



Íl] Aquí s e especificarte 1» odie y el número 6 el partido y el sitio si no habitare en poblado. 
2] Aquí expresará si es ingenio, potrero, hacienda, cafetal *o. 
8] Se expresara no solo de que es la mina, sino también su nombre y el del dueño si se 

[4] Se indicarán con toda expresión las faltas por las cuales ha incurrido en ella sega* lo 
previene el artículo 79 del reglamento. 

[6] Una 6 mas pertenencias con arreglo al artículo 16 del Real decreto; pero en el caso de re- 
presentar a una compañía, el que firme expresara que tiene poder para ello y acompasará la es- 
critora de sociedad. . . 

[6] Tengase presente el artículo 88 del reglamento que rechasa los nombres ofensivos 6 mti 

[7] El que sea, marcando en lo posible la dirección y distancia en que se halle de cualquier 
otro punto indubitado y fijo. 
[8] Póngasela designación con arreglo al modelo numero 12. 
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MODELO NÜM. 5<? 

SOLICITUD DE PERTENENCIA INCOMPLETA. 

D. N. vecino de esta.... y habitante en [1] de 

profesión y de edad de áV. S, digo: Que en la jurisdic- 
ción de partido de terrenos del [2] sitio llamado 

existe un espacio comprendido entre las minas [3] di- 
cho espacio forma [4] donde puede demarcarse una pertenencia 

de [5] metros de largo y de ancho, según se expresa en 

el adjunto plano; cuya pertenencia deseo adquirir con el nombre de [6] 
y designo en la forma siguiente: Se tendrá por punto de parti- 
da el [7] Desde el [8]. 

Por tanto suplico á V. S. que habiendo por presentada esta soli- 
citad de registro con la cantidad de 60 pesos que á la vez consigno, se 
sirva dar al expediente la instrucción del Real decreto y de reglamen- 
to, á fin de que en su dia se expida por el Gobierno Superior Civil el 
correspondiente título de propiedad. 

Dios etc. 

[Fecha y firma.] 



Aquí se especificar & la calle y el numeró 6 el partido y el sitio si no habitare en poblado. 
Aqni expresará si es ingenio, potrero, hacienda, cafetal &c. 

Especificara los nombres -de todas las minas que cierran el espacio 6 forman la faja de ter- 
reno franco y también los nombres de los poseedores. 
[41 pira si oh faja 6 la figura del polígono que cierran las minas colindantes, 
Toj Téngase presente lo que previene el artículo 14 del Real decreto. 

[6 j Téngase presente el artículo 33 del i eglamento que rechaza los nombres ofensivos 6 mal 
sonantes. 

¡7] El punto de partida ha de ser fijo é indubitable ó relacionado con alguno ó algunos de los 
mojones de las minas colindantes, adaptándose á éstas de la manera mas regalar que fuere dable. 
[8] Póngase con arreglo a uno de los modelos del número 12. 
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MODELO NUM. 6* 



SOLICITUD DE INVESTIGACIÓN. 



D. N. vecino de esta habitante en (1) de pro- 
fesión y de edad de á V. S. digo: Que en la jurisdicción 

de partido de terrenos del (2) sitio llamado 

lindante (3) deseo adquirir (4) pertenencia minera con 

el título de (o) para explotar y reconocer el terreno en busca de 

minerales (6)....' por medio de labores mas extensos que las de ca- 
licatas, cuya designación verifico en la siguiente forma: Se tendrá por 
punto de partida el (7) Desde el (8). 

Por lo tanto suplico 4 V. S. que habiendo por presentada esta so- 
licitud de investigación con la cantidad de 60 pesos que á la vez con- 
signo, se sirva dar al expediente la instrucción del Real decreto y de 
reglamento, á fin de que en su dia se expida por el Gobierno Superior 
Civil el correspondiente título de propiedad. 

Dios etc. 

(Firma y fecha. 



II) Aquí se especificará la calle y el número 6 el partido y el sitio si no habitare en poblado. 

(2) Aquí expresará si es ingenio, potrero, hacienda, cafetal &c. 

(3) Se expresarán los linderos á todos rumbos y con toda especificación como lo previene ?1 
articulo 30 del reglamento. 

(4) Una 6 mas pertenencias con arreglo al articulo 16 del Real deereto; pero en el caso de 
representar á una compañía, el que ti r rae expresará que tiene poder para ello y acompañará la 
escritura de sociedad. 

(5) Téngase presente el artículo 38 del reglamento que rechaza, los nombres ofensivos 6 mal- 
sonantes. 

(6) Dirá cual es la naturaleza del mineral. Si el terreno fuere de propiedad particular, se ex- 
presará el nombre del dueño, como también si el terreno es de los que según el Real decreto 
exigen permiso del dueño para hacer labores. Bel mismo modo se dirá si sé ha hecho 6 nó cali- 
cata, y si en el primer caso se ha obtenido licencia del propietario acompañando el documenta 
que lo acredite, según lo prevenido en el artioulo 27. 

(7) £1 que sea, marcando en lo posible la dirección y dÍHtancia en que se halle de cualquier 
otro punto indubitado y fijo. 

(8) Póngase con arreglo al modelo número 12. 



— 147 — 



MODELO NÜM. 7? 



SOLICITUD DE UN COTO MINERO. 

D. N. vecino de esta y habitante en (1) de pro- 
fesión y de edad de 4 V. S. digo: Que en la jurisdicción 

de partido de terrenos del (2) sitio llamado 

lindante (3) deseo adquirir (4) pertenencias que formen 

un grupo ó coto minero con el título (5) de mineral que se 

halla al descubierto en una calicata (6). Tanto la designación de este 
grupo como la conveniencia y ventajas de su concesión constan en el 
plamo y memoria adjuntos del Ingeniero D 

Por lo tanto suplico á V. S. que habiendo por presentada esta so- 
licitud con los documentos que la acompañan y la cantidad de (7) 

..que & la vez consigno, se sirva dar al expediente la instrucción 

del Real decreto y de reglamento, á fin de que en su dia se expida por 
el Gobierno Superior Civil el correspondiente título de propiedad. 

Dios etc. 

(Firma y fecha. 



@ 



Aquí se especificará la calle y el número 6 el partido y ej sitio si no habitare en poblado. 
Aquí expresara si es ingenio, potrero, hacienda, cafetal &c. 

(3) Se expresarán los linderos á todos rumbos y con toda especificación como lo previene el 
articulo 30 del reglamento. 

(4) 20 pertenencias á lo menos, sin exceder de 60, c onforme á la condición 1? del artículo 
42 del reglamento. En el caso de representar á una compañía el que firme expresará que tiene 
poder para ello y acompasará la escritura de sociedad. 

(5) Téngase presente el artículo 33 del reglamento que rechaza los nombres ofensiTos ó mal- 
sonantes. 

(6) Cuando el terreno fuere de propiedad particular se expresará el nombre del dueño y si 
fuese además de aquellos en que si exije licencia del mismo, se anotará esta circunstancia con 
expresión de si ha dado 6 nó la oportuna licencia para los efectos que en tal caso son conducen- 
tes en la tramitación. 

Cuándo no estuviere descubierto el mineral debe expresarse en esta parte de la solicitud 
que el coto minero se pide para hacer investigaciones sustituyendo á las palabras subrayadas 
qiíe se suprimirán las siguientes: " que se propone descubrir con labores extensas. » 

(7) 20 pesos por cada una de las pertenencias que se solicitan según la condición 3* del ar- 
tículo 42 del reglamento. 

27 
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MODELO NUM. 8<? 



SOLICITUD DE GALERÍA GENERAL. 



D. N. vecino de esta y habitante en [1] de 

profesión y de edad dé á V.S. digo: Que deseo hacerlas 

obras conducentes á la apertura de una galería general de [2] 

que se nombrará (3)... en la jurisdicción de partido de 

terrenos del [4] sitio llamado lindante [5] con ar- 
reglo en un todo á la memoria y plano que presento i del Ingenie- 
ro D 

En esta atención y habiendo hecho los oportunos convenios par- 
ticulares con I) y D dueños de las minas [6] que 

se hallan dentro del terreno que ha de comprender la citada galería, 
según consta de los adjuntos documentos; 

A V. S. suplico á que habiendo por presentada esta soli- 
citud con los documentos que la acompañan, se sirva dar al expe- 
diente la instrucción del Real decreto y reglamento, á fin de que en 
su dia se expida por el Gobierno Superior Civil la autorización que so- 
licito para la apertura de dicha galería. 

Dios etc. 

[Fecha y firma.] 



;>nant 

[4] Aquí expresará si es ingenio, potrero, hacienda, cafetal &c. 
«i " 



{11 Aqui se especificará la calle y el número ó el partido y el sitio sino habitare en poblado. 
2] Investigación, desagüe ó trasporte. 
3 J ' Téngase presente el articulo 33 del reglamento que rechaza los nombres ofensivos 6 mal- 
sonantes. 



^ Se expresarán los linderos á todos rumbos con toda especificación como lo previene el 
artículo 80 de este reglamento. Cuando el terreno fuere de propiedad particular se expresará el 
nombre del dueño y si fuese además de aquellos que se exige licencia del mismo, se anotará esta 
circunstancia con expresión de si ha dado ó no la oportuna licencia para los efectos que en tal 
caso son conducentes en la tramitaoion. 

[6] O los interesados en los registros según se previene en el capitulo 6? del Real decreto j 
def reglamento. , 
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MODELO NUM. 9 9 

SOLICITUD PARA BENEFICIO DE TERREROS Ó ESCORIALES. 

D. N. vecino de esta...' y habitante en (1) de profe- 
sión y de edad de á V. S. digo: que en la jurisdicción 

de partido de terrenos del (2) sitio llamado 

de la propiedad de D. N vecino de lindante (3) de- 
seo adquirir (4) metros cuadrados de este terreno para explotar 

los (5) :... procedentes de (6) abandonada... (7) Veri- 
fico la designación en la forma en que lo expresa el adjunto plano. 

Por lo tanto suplico á V. S. que habiendo por presentada esta so- 
licitud con la cantidad de 60 pesos que á la vez consigno, se sirva 
dar al expediente la instrucción del Real decreto y del reglamento á 
fin de que en su dia se expida por el Gobierno Superior Civil ¡el corres- 
pondiente título de propiedad. 

Dios etc. 

(Fecha y firma.) 



(1) Aquí'especificará la calle y e l número 6 el partido y el sitio si no habitare en poblado. 

(JO Aquí expresará si es ingenio, potrero, hacienda, cafetal etc. 

(j>; Se expresarán los linderos á todos rumbos y con toda especificación, como lo previene el 
ámenlo 80 del reglamento 

(4) Se indicará la superficie que se desee obtener sin pasar de 300.000 metros cuadrados 
con arreglo al artículo 47 del Real decreto. 

(j>) Terreros 6* escoriales. 

(6) De una mina ú oficina de beneficio. 
M JtJ) Se expresará el tiempo así como los nombres de lamina ú oficinas de beneficio y de su 
Muño dueño si se supieren. 
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MODELO NUM, 10? 



SOLICITUD PARA OFICINAS DE BENEFICIO. 

D. N. vecino de esta y habitante en (1).... de profe- 
sión y de edad de á V. S. digo: Que en la jurisdicción 

de partido de terrenos del (2)... sitio llamado 

hay una tierra de la pertenencia dé D. N vecino 

la cual linda (3) El exponente desea adquirir en ella 

metros cuadrados (4) para el establecimiento de oficinas de be- 
neficio de mineral de pero el citado dueño se opone aprestar su 

consentimiento á pesar de haberle ofrecido todas las indemnizaciones y 
garantías convenientes al respeto de su derecho de propiedad. En esta 
atención el que dice: 

Suplica á V. S. que habiendo por presentado este escrito, se sirya 
instruir el oportuno expediente en la forma que procede con arreglo al 
Real decreto y reglamento, á fin de que declarado de pública utilidad 
el establecimiento, con arreglo al artículo 72 del Real decreto, se le 
conceda por el Gobierno Superior Civil la conducente autorización para 
el beneficio indicado. 

Dios etc. 

[Fecha y firma.] 



(1) Aquí se especificará, la calle y el número 6 el partido y el sitio si no habitare en poblado. 

!2J Aquí expresara si es ingenio, potrero, hacienda, cafetal &. 
3) Se expresarán los linderos á todos rumbos con toda especificación. 
(4) Téngale presente lo dispuesto en el articulo 56 del Real decreto que no concede siso lo 
extrictamente indispensable para las nccesidade de la industria. 
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MODELO NÚM. IV 

título de propiedad. 

D. N. , Gobernador Superior Civi 1 

En virtud de las facultades que me concede el Real decreto de 13 
de Octubre de 1863 sobre el régimen de la minería en la Isla de Cuba 

y por cuanto á se ha otorgado ya la concesión de en la 

jurisdicción de partido de he venido en resolver á nom- 
bre de S. M. la Reina (Q. D. G.) que con esta fecha se le expida el 
presente título de propiedad conforme á lo prescrito en el artículo 37 
de dicho Real decreto de pertenencias que componen.. me- 
tros cuadrados de estension, en la forma que se fija en el adjunto pla- 
no levantado por el Ingeniero D y fechado en. á 

de,.. de con la obligación de cumplir las condiciones gene- 
rales siguientes. 

I a La de beneficiar. conforme á las reglas del arte, some- 
tiéndose- él y sus trabajadores á las de policía que señalen los regla- 
mentos. 

2 a La de responder de todos los daños y perjuicios que por oca- 
sión de la explotación puedan sobrevenir á tercero. 

3 a La de resarcir también á sus vecinos los perjuicios que les oca- 
sione por las aguas acumuladas en sus labores, si requerido no las achi- 
case en el tiempo que se señale. 

4 a La de contribuir en razón del beneficio que reciba por el desa- 
güe de las minas inmediatas y por las galerías generales de desagüe ó 
de trasporte, cuando por autorización del Gobierno Superior Civil se 
abran para un grupo de pertenencias 6 para el de toda la comarca mi- 
nera donde se halla situada la mina. 

5 a La de dar principio á los trabajos desde" el acto de la toma de 
posesión de esta concesión, á no impedirlo fuerza mayor. 

6 a La de tener poblada ó en actividad con cuatro trabajado- 
res en razón de cada pertenencia durante la mitad de cada año. 
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7* La de fortificar la mina en el tiempo que se le señale, cuando 
por mala dirección de los trabajos amenace ruina, á no ser que lo impi- 
da fuerza mayor. 

8* La de no dificultar ó imposibilitar el ulterior aprovechamiento 
del mineral por una explotación codiciosa. 

9 a La de no suspender los trabajos de la mina con ánimo de aban- 
donarla sin dar antes conocimiento al Gobernador 6 Teniente Goberna- • 
dor y la de dejar su fortificación en buen estado. 

10* La de satisfacer por y sus productos los impuestos que 

establece el Real decreto. 

Y 11 a La de llenar en fin todas las prescripciones, que se contienen 
en el Real decreto y reglamentos para las concesiones de la naturaleza 
de la presente. (1) 

Por tanto, en virtud de este título, concedo á la propiedad 

de por tiempo ilimitado, mientras cumpla con las condiciones 

precedentes, para que pueda hacer su explotación, aprovechar-sus pro- 
ductosy disponer libremente de ellos, enagenándola según fuere su volun- 
tad, con sujeción á las leyes, disfrutando al mismo tiempo de todos los 
derechos y beneficios que por el Real decreto y reglamento de minas se 
otorgan á los concesionarios. Y para que lo contenido en las expresa- 
das condiciones se cumpla y observe puntualmente, así por dicho con- 
cesionario como por las Autoridades, Tribunales, Corporaciones y parti- 
culares á quienes corresponda, he mandado despachar el presente títu- 
lo de propiedad. 

Al dorso del título. 

Gobierno Superior Civil de la Isla de Cuba. 

Tomada razón en de de 18 

El Ordenador general de pagos. 
t Registrado en la Sección de Agricultura, Industria y Comercio. 
Folio. 



(1) Se pondrán á continuación las condiciones- especiales que pueda haber. 
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MODELO NUM. 12? 

/ 

DESIGNACIONES. 

i» 

Desde el (1) se medirán en dirección N. (ó la que sea) 

metros y en dirección opuesta ó sea al 8 metros: desde 

el mismo punto y en dirección E. se medirán metros, y en direc- 
ción opuesta, ó sea al O metros: quedando así fijados los límites 

de la pertenencia por los cuatro vientos. 

2 a 

Desde el (2) en dirección N. E. (ó la que sea) se medirán 

metros y se fijará la I a estaca; desde ésta, en dirección E. se 

medirán metros y se fijará la 2 a estaca; desde ésta en dirección 

S. sé medirán metros y se fijará la 3 a estaca; y desde ésta en di- 
rección O. se medirán metros y se fijará la 4 a estaca, quedando 

así completamente cerrada la pertenencia solicitada. 

3 a 

Desde el (3) en dirección NO. (6 la que sea) se medirán 

metros y se fijará una estaca auxiliar: desde ésta en dirección 

NE. se medirán metros y se fijará la I a estaca y en dirección 

opuesta 6 sea al SO. se medirán metros; desde cuya línea se to- 
marán hacia el SE. los 200 metros de ancho ó los 300 si fuere el largo 
que ha de tener la pertenencia. 

4 a 

Desde el (4) se medirán metros en dirección SE. (ó 

la que sea) y metros en dirección opuesta ó al NO. desde cuyos 

extremos se levantarán dos perpendiculares de metros en direc- 
ción NE. y de en dirección SO. quedando así fijados los cuatro 

ángulos de la pertenencia. 

(1) Se tomará por punto de partida uno relacionado á rumbo y distancia con cualquier otro 
indubitado y fijo de las inmediaciones. 

(2) Hágase lo expresado en la nota precedente. 



(3) ídem idem. 

(4) ídem idem. 
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CAPITULO X. 

DE LA ESTADÍSTICA. 

Para la formación del censo de población y demás trabajos estadís- 
ticos en la Isla se creó en 1838 una comisión compuesta de un Jefe en 
calidad de Presidente, de oficiales y auxiliares necesarios, llevándose á 
cabo el censo en 1841, y continuando en sus tareas aquella comisión 
hasta que se dispuso que dichos trabajos constituyeran un ramo espe- 
cial de la Administración activa, formando parte de los de la Secreta- 
ría del Gobierno Superior Civil. 

POBLACIÓN. 

El censo general de la Isla formado de Real orden en Marzo de 
1861, con inclusión del ejército, de la marina y población transeúnte, 
dio el resultado siguiente. 

BLANCOS. DE COLOR. TOTAL. 



793,484 603,046 1.396,580. 

De los individuos de color son esclavos 370,650. 

Últimamente el Centro general de estadística se ha unido á la Ad- 
ministración central de rentas, habiéndose publicado en 1864 las noticias 
estadística que ha redactado aquella Dependencia, cuyos resultados mas in- 
teresantes se expondrán; advirtiéndose que, como se expresa en la intro- 
ducción de este importante trabajo, todos los datos en que están basa- 
dos proceden de fuentes oficiales y resultan de investigaciones direc- 
tas hechafe por las autoridades locales, y sin la prevención de que fue- 
sen »para fines fiscales. 

Según el cómputo formado en 1862 por el referido Centro de es- 
tadística, sin incluir el ejército, la marina ni los transeúntes, ascendió 
la población á 1.359,238 habitantes, resultando en un ano trascurrido 
del anterior un exceso de nacimientos sobre el número de defunciones 
de 11,605. 

Es de notarse que como en el segundo censo no se incluyó la po- 
blación flotante, no es de extrañarse la diferencia de uno á otro; antes 
bien esta diferencia confirma la exactitud de ambos, en cuanto puede 
esperarse en esta clase de operaciones. 

Conforme al censo de 1846 ascendió el total de individuos á 
898752, y arrojando el de 1862 1.359238, resulta un aumento en los 
dies y seis años trascurridos de una á otra época, de 460486 habiten- 
tes ó sea 51,23 por ciento. 
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Siendo la superficie de la Isla de 3973 leguas cuadradas, qué com- 
ponen 35,757-millas cuadradas geográficas, y ascendiendo el total de la 
población, según el primer censo á 1.396,530 habitantes, resulta tener 
la Isla 39 habitantes por milla cuadrada. 

KI4UIIA. 

VALOR DE LAS PRODUCCIONES AGRÍCOLAS EN 1862. 



PB80S. 



CTS. 



Azucares y sus aprovechamientos de aguardientes 

y mieles ascendentes á 1.035.461,100 libras 

4 6 centavos la libra 62.127,666 26 

Café: 741,624 arrobas á 3 pesos 60 centavos una.. 2.595,396 

Tabaco: 305,626 cargas á 60 pesos una 16.281,300 

Importe total de las demás producciones 42.220,966 

Suma total 124.225,315 25 

Valor del producto de la ganadería 5.285,200 

Valor del producto de la riqueza urbana conforme 

al cual se paga la contribución municipal 22. 720,057 73 

Valor de la riqueza mueble ó productos de la in- 
dustria, comercio, artes, oficios, profesio- 
nes &c, calculado prudencialmente el que cor- 
responde á dichos productos anualmente 153.689,299 30 

El Resumen de los valores de los precedentes ra- 
mos de la producción presenta el gran total.. 305.919,875 33 



CUADRO COMPARATIVO DE LAS PRODUCCIONES AGRÍCOLAS EN 1846 y 1862. 





IMS. 


1802. 


Aumento. 


Diminución. 


Por ciento. 


Azúcares arrb. 


17729589 


41418444 


23688865 


99 


133,61 


Café, arrobas... 


1470754 


741542 


99 


739212 


50,26 


Tabaco, cargas 


168094 


305626 


137528 


JJ 


82,91 


Maíz, fanegas. 


942491 


21799721 


12372331 


99 


131,26 


Arroz, arrobas. 


929858 


1747474 


817616 


99 


87,93 


Cera, arrobas.. 


32326} 


68420 


36093 


99 


114,62 



Estas producciones se avaluaron en 1846 en 43.707431$ 25 cents. 

Y en 1862 en 87.582816 
Diferencia á favor de este último año 43.875234$ 75 cents. 

Este aumento corresponde á 100,38 por 100, habiendo aumentado 
el producto principal, que es el azúcar 133'61 por 100 y el tabaco 
82/41 por 10O. 

28 



PARTE TERCERA. 



JWDKM ADKINISTItATIVA. 

SECCIÓN ONICA. 

BB LO CONTENCIOSO AltMIMSTRUIVO. 

CAPITULO i 

H LO C6NTB NCIOS0 ADMINISTRATIVO EN GENERAL IR ESTA ISLA T MÍAS POSESIONES DE ULTRAMAR 

Sumario. — Conocimiento y decisión del Real Acuerdo de las Audiencias de los ne- 
gocios gubernativos. — Jurisdicción contencioso-administrativa en Ultramar. — Casos y 
circunstancia» en que tiene lugar. — Sección de lo contencioso en el Consejo de Adminis- 
tración.— Asuntos de la jurisdicción ordinaria. — Id. déla extraordinaria. 

La jurisdicción contencioso-administrativa introducida para venti- 
lar y resolver de un modo conveniente y equitativo las reclamaciones 
de los particulares contra el Estado, ya se ha visto que fué una conse- 
cuencia de la división de poderes inherentes al Gobierno representativo, 
que no hace largo tiempo fué adoptado en España; por lo tanto no po- 
día conocerse aquella jurisdicción ni su enjuiciamiento especial en las 
posesiones de Indias. En ellas los Virreyes Gobernadores y Capitanes 
Generales ejercían el mando Superior gubernativo en sus respectivos 
territorios, desempeñándolo con auxilio del Real Acuerdo de las Au- 
diencias que presidian; pues debian pedirle su dictamen ó voto consul- 
tivo en los negocios graves de gobierno. Mas las atribuciones de éstos 
tribunales en lo administrativo no se limitaban á una mera consulta á 
su Presidente; sino que las tenian también decisivas con autoridad su- 
perior á la de aquel Jefe cuando por considerarse agraviada una parte 
legítima de las providencias que dictaba en los mismos asuntos guberna- 
tivos, que no fuesen de gracia ó provisión de oficios, apelaba para ante 
la Real Audiencia, en cuyos casos, no solo estaba facultada ésta para 
revocar dichas providencias, sino que le correspondía ademas la califi- 
cación del grado ó determinar si la alzada procedia ó no libremente. Es- 
te recurso, si bien era una garantía para los administrados, no consti- 
tuía en manera alguna la via contencioso-administrativa como se ha es- 
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tablecido y formulado últimamente conforme á los principios de la cien- 
cia de la administración. 

La jurisdicción contencioso-administrativa no vino á inaugurarse 
en la Isla de Cuba y demás posesiones ultramarinas hasta la publica 
cion de la Real Cédula de 30 de Enero de 1855, que tuvo por objeto la 
organización y competencia de los tribunales, introduciendo mejoras de 
gran trascendencia en la administración de justicia, y entre otras, la 
muy importante de fijar las atribuciones del poder judicial, deslindán- 
dolo del administrativo y estableciendo, como se ha dicho, la via conten- 
cioso-administrativa, conocida ya en la Península, contra las providen- 
cias de la autoridad gubernativa dictadas en aplicación de las leyes y 
reglamentos con ofensa de los derechos de los particulares, designando 
los casos y las circunstancias en que había de tener lugar, así como el 
tribunal competente para resolver estas cuestiones suscitadas entre los 
individuos y el Estado. 

Tan acertado sistema, á la vez que sirve de escudo contra las de- 
masías del poder que administra, deja á éste libre y expedita su acción 
en aquellos negocios en que no convendría entorpecerla en menoscabo 
del interés general, y marca el orden en que han de 'nstaurar sus re- 
clamaciones los que se sientan perjudicados por las medidas de la Ad- 
ministración. 

Natural era que tales prescripciones se nivelasen á las reglas y 
doctrinas establecidas en la Metrópoli. En efecto; salvas la% autoridades 
á las cuales se atribuye el conocimiento y alguna diferencia accidental 
de forma, en su letra y espíritu consagra la Real Cédula las mismas má- 
ximas y estatuye los mismos principios que quedan explanados en el 
primer tomo al tratarse déla jurisdicción contencioso-administrativa en 
general. 

Contra las resoluciones del Supremo Gobierno expedidas por el Mi- 
nisterio de Ultramar procede el recurso en la via contencioso-adminis- 
trativa para ante el Consejo de Estado con arreglo á lo establecido res- 
pecto á las determinaciones de los demás ministerios; debiendo instaurar- 
se dentro de seis meses en los negocios de las Antillas, si los interesar 
dos residiesen en ellas, y dentro de un ano, si estuvieren en las Islas 
Filipinas ó emanaren de las mismas los expedientes (1) 

Esta asimilación á las instituciones de la Madre-Patria se perfec- 
cionó mas con la creación de los Consejos de Administración en las pro- 
vincias de Ultramar; pues éstos altos cuerpos, según el Real decreto de 
bu organización, no solo ejercen las funciones de los consejos provincia- 
les de la Península, sino que en ciertos casos desempeñan las del Con- 
sejo de Estado, hallándose constituida la sección de lo contencioso en 
tribunal especial para conocer y fallar en esta clase de litigios, así como 
fiados con mas precisión que en la citada Real Cédula, los asuntos sobre 
los cuales podían suscitarse las controversias y determinada en un re- 
tí ) Roal ór4en comunicad* al Gobierno 4* la Iala. 4» C«fc% e» 26 4* Febrtro 4e 186& 
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glmmeuto la tramitación que habia de observarse, todo sustancialmente 
conforme á las reglas vigentes en la Península. 

Así es que para que tenga lugar esta via en las posesiones ultrama- 
rinas se requieren las mismas circunstancias que en el resto de la Mo- 
narquía; á saber: I o Que la providencia que la provoque pertenezca á 
la esfera de la administración y sea aplicatoria de leyes y reglamentos. 
2? Que se impugne por haberse violado un derecho que debiera respe- 
tarse. 3.° Que la misma providencia sea definitiva ó cause estado, y que 
para obtener su enmienda se hayan agotado los recursos ante la auto- 
ridad administrativa que la hubiere dictado y sus respectivos Superio- 
res por su orden gerárquico. 4.° Que no haya recaído aquella sobre asun- 
tos correspondientes al orden político, civil y penal, á no ser en los ca- 
sos excepcionales que expresamente haya establecido la ley. 

De las disposiciones, ya sean generales ó particulares de la admi- 
nistración puramente gubernativas, dictadas en uso de la potestad re- 
glamentaria y de la discrecional, solamente podrá reclamarse en la mis- 
ma via económica .ante el Superior inmediato hasta llegar al Goberna- 
dor Superior Civil. En esta Isla, por ejemplo, de las resoluciones de un 
Teniente Gobernador del Departamento Oriental procede el recurso pa- 
ra ante el Gobernador de Santiago de Cuba, Comandante General del 
mismo Departamento: de lo que este Jefe resuelva áe recurre al Gober- 
nador Superior Civil. De las determinaciones de éste en los negocios 
radicados ante los Gobernadores ó Tenientes Gobernadores del Depar- 
tamento Occidental que están inmediatamente subordinados á aquel Je- 
fe ó en los que haya coincido desde el principio únicamente el Gober- 
nador Superior, no cabe mas recurso que al Gobierno de S. M. debien- 
do remitirle el expediente con el recurso, acompañado de su informe; 
estando prohibido á los tribunales ordinarios por el artículo 19 de la 
Real Cédula de 30 de Enero de 1855 admitir reclamación alguna contra 
las providencias de las autoridades gubernativas. 

Al enumerar esta soberana disposición los asuntos en que tiene lu- 
gar la via contenciosa guardó silencio acerca de los demás análogos que 
pudieran ocurrir; por lo cual se suscitó duda sobre si en estas habia de 
admitirse también el recurso. La consideración de que hubiera sido fun- 
dado el reclamo cuando concurrieran las mismas circunstancias com- 
prendidas en la citada Real Cédula y la de que los que fueren espresa- 
dos se presentarían como ejemplo, por ser las mas frecuentes, dieron 
margen á que en la práctica se admitiera la via contenciosa, siempre que 
se presentaran casos de la misma índole. 

Mas el Real Decreto orgánico de los Consejos de Administración' 
de Ultramar ha resuelto la cuestión; pues en el artículo 37 declara que 
la sección de lo contencioso de dichos Consejos, constituida en tribunal 
conozca de los asuntos administrativos que tuvieren aquel carácter, 
es decir, de todas las reclamaciones en que concurran los requisitos pre- 
venidos para calificarlos de contencio so-administrativos. 

Otra duda surjió de dicha Real Cédula de 1856, respecto á la au- 
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toridad que había dictado la providencia reclamada. En su artículo 12 
so dispuso que conociese el Real Acuerdo en la via contenciosa, des- 
pués de agotada la gubernativa ante las autoridades administrativas 
por su orden gerárquico, de los agravios que se causaren á los particu- 
lares. Parecía á primera vista por los términos en que se explica la 
Real Cédula, contraída á las autoridades de la administración solamen- 
te, que si la providencia que agraviaba á las partes había sido expe- 
dida por autoridades de distintos ramos, que no fuese el de la adminis- 
tración Civil ordinaria, como del de Guerra, de Marina ú otros, no pro- 
cedía el recurso. 

Pero el Real Decreto orgánico de los consejos de Administración 
en Ultramar y el reglamento sobre el orden de proceder ante la sección 
de lo contencioso han disipado toda dificultad; pues en el artículo 26 de 
dicho Real Decreto se espresa que la persona que se considere agravia- 
da por alguna resolución del Gobernador Superior Civil 6 de las autori 
dades superiores administrativas podía reclamar contra ellas en la via 
contenciosa, y en el artículo 2P del reglamento sobre estos procedimien- 
tos se declara que son autoridades administrativas para que se dé en- 
trada de sus providencias á la via contenciosa, el Capitán General, el 
Comandante General de Marina y cualquiera otra autoridad superior 
que lo sea esclusivamente competente para entender y resolver sobre 
estos mismos asuntos. 

Por consiguiente, las providencias de toda autoridad superior, aun 
de las administraciones especiales, facultada para conocer de los asun- 
tos de la Administración, dan lugar 4 la contienda administrativa. 

Es de advertirse -que, según queda dicho, cuando se han ra- 
dicado los expedientes solamente ante el Gobernador Superior Civil y 
este ú otro Jefe que no tenga superior en la provincia que pueda de- 
cretar su enmienda, dicte. la determinación, con ella queda ultimada la 
via gubernativa y expedito el uso de la contenciosa, si fuere procedente 
te. Sin embargo aun en estos casos es conveniente y aconseja la pruden- 
cia que el interesado represente ante la misma autoridad superior mani- 
festándole las razones en que se funde para solicitar la reforma; pues 
pudiendo obtenerla por este medio tan sencillo, se evitaría la contienda 
administrativa. 

De las providencias que en asuntos de Hacienda pública dicte el 
Gobernador Superior Civil Superitendente en uso de sus funciones de 
Gobierno no tiene lugar la via contencioso- administrativa, pudiendo 
únicamente pedirse su revocación por la via económica ante el Ministe- 
rio de Ultramar; pero en cuanto á las disposiciones del Intendente en 
materias administrativas del mismo ramo de Hacienda que causan Esta- 
do puede reclamarse contra ellas ante el Consejo de Administración en 
su sección de lo contencioso, siempre que el carácter y la materia de 
las providencias permitan la via contenciosa. [1] 

Tiempo es ya de tratar de los asuntos sobre que han de versar las 

f2) Artículos 80 y 31 del Real decreto de 26 de Noviembre de 1868. 



cuestiones con la Administración para que proceda la via contenciosa, 
El articulo 27 del Real Decreto orgánico de los Consejos de Administra- 
ción es bastante explícito. Con arreglo á su tenor, la reclamación pue- 
de instaurarse en cualquier asunto administrativo siempre que tenga, 
según las reglas ya sentadas, el carácter de contencioso. 

Con todo, para mayor claridad inserta el mismo artículo aquellos 
mas frecuentes en la práctica ó en que resalta mas señaladamente el 
mismo carácter, de los cuales corresponden unos á la jurisdicción ordi- 
naria de la Administración y otros á la extraordinaria. 

Expondremos antes los de la primera y después los de la segunda 
ó sean los pertenecientes á la jurisdicción extraordinaria. 

Corresponden á la ordinaria. 1.° Las reclamaciones sobre la desi- 
gualdad de los repartimientos individuales de toda clase de contribucio- 
nes. 2.° Sobre inobservancia de las formalidades prescritas por la ley ó 
por los reglamentos acerca de los establecimientos peligrosos, incómo- 
dos ó insalubres. 3.° Sobre la aplicación de las ordenanzas ó reglamen- 
tos generales de policía de aguas, caminos, ferro-carriles, y demás ob- 
jetos de policía urbana y rural y también sobre su parte penal mientras 
el hecho no constituya un delito. 4.° Sobre caducidad de concesiones 
de privilejios industriales y sobre revocación de las licencias otorgadas 
para otras fábricas y artefactos. 5? En los negocios de minas en los ca- 
sos dispuestos por derecho. 

Los asuntos de la jurisdicción extraordinaria son: l 9 Las reclama- 
ciones sobre cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos de los con- 
tratos y remates celebrados con la Administración en todos los ramos 
dtel Estado para cualquier servicio ú obra pública. 2:° Sobre resarci- 
miento de los daños y perjuicios ocasionados por la ejecución de obras 
públicas. 3 ? Sobre el deslinde y amojonamiento y posesión de los mon- 
tes y terrenos pertenecientes al Estado ó álos pueblos y establecimien- 
tos públicos, sin perjuicio de que las cuestiones de propiedad hayan de 
ventilarse en los tribunales comunes. 4 ? Sobre cumplimiento, inteligen- 
cia, rescisión, efectos é incidencias de los arrendamientos, ventas y mer- 
cedes de los bienes del Estado, cuando en estos últimos casos se trate 
del acto primitivo de adquisición, y salvo el pleito de propiedad. 

La competencia de la administración para conocer y fallar las con- 
troversias que ocurran entre los particulares y la administración en uso 
de su jurisdicción ordinaria, no ofrece en lo general duda alguna, por 
ser estos negocios propios dé sus atribuciones. Ademas, el designar el 
decreto orgánico de los Consejos de Administración los casos en que 
cabe la via contenciosa, como lo hace tan esplícitamente y con tanta 
precisión, no necesita mas explicaciones para comprender cuales son 
aquellos en que procede la contienda, siempre que concurran las otras 
circunstancias requeridas. 

Pero en la aplicación de la parte penal de las ordenanzas ó regla* 
mentos generales de policía urbana y rural, podría objetarse que no 
corresponde á la autoridad administrativa,, sino á la judicial, que es á 
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la que compete la averiguación y castigo de los delitos. Mas hay que 
atender á que en estos casos no se trata de verdaderos delitos, como lo 
expresa el mismo Real Decreto, que exijan un procedimiento formal y 
la aplicación de la pena marcada por la ley, sino de simples faltas ó con- 
travenciones, dignas tan solo de una leve corrección "Esta facultad, dice 
un escritor acreditado, atribuida en todos los países á la autoridad ad- 
ministrativa, no se opone á ningún principio, sino que es hasta cierto 
punto necesaria. La administración, á la cual está encomendada la ges- 
tión de los negocios públicos tiene el deber de cvelar sobre la policía y 
conservación de todos ellos, facultad que no podia ser eficaz si no fue- 
se acompañada de atribuciones cohercitivas." (1) 

En Iqs expedientes de minas,, como queda sentado en el capítulo 
sobre esta industria, tiene lugar la via contenciosa conforme á derecho 
contra las resoluciones de concesión ó negativa de la propiedad de aque- 
llas, del permiso para investigación, para abrir socavones ó galerías ge- 
nerales, contra las declaraciones de caducidad y en las cuestiones entre 
los concesionarios y la Administración acerca de la inteligencia y cum- 
plimiento de las condiciones impuestas para la concesión de la propie- 
dad. Estas cuestiones son con el Estado, á quien pertenecen primitiva* 
mente las minas, haciendo á su nombre las concesiones la Administrar 
cion, bajo las condiciones establecidas en beneficio público y privado. 

Respecto á los asuntos correspondientes á la jurisdicción extraor- 
dinaria de la Administración el Real Decreto coloca en ( primer lugar 
las controversias suscitadas sobre el cumplimiento, inteligencia, (resci- 
sión y efectos de los contratos y remates celebrados por la Adminis- 
tración en todos los ramos del Estado para cualquier servicio ú obra 
pública. 

La materia de contratos pertenece indudablemente al dominio del 
derecho civil, que es el que arregla lo concerniente á su celebración, á 
las acciones y obligaciones que de ellos dimanan, su interpretación, 
cumplimiento y efectos; y cuando la Administración los ajusta, obra 
en representación del Estado ejerciendo» tan solo atribuciones de 
mera gestión mas bien que de poder ó jurisdicción; por lo cual se 
halla en el mismo caso que los individuos, styeta á las disposiciones j 
principios de aquel derecho, teniendo que conparecer ante los tribu 
nales ordinarios á usar de sus acciones ó excepciones. Esta es la regla 
general; pero se ha hecho una excepción de aquellos contratos celebra- 
dos por la Administración para aquel servicio ú obra pública, excep- 
ción muy justa, fundada en la necesidad de atender en estos casos á la 
pública conveniencia. Compréndese fácilmente que si los litigios coa la 
Administración sobre estos contratos quedaran sujetos á la tramitación 
lenta y solemne, de que no es dado prescindir á la autoridad judicial, 
permaneciendo entre tanto en suspenso las obras, y desatendido el sor- 
vicio público, ocasionaría ésto un trastorno y graves perjuicios ala causa 
pública. 

(1) Dr. Vicente y enrayantes, Febrero reformado, tomo 6 pajina 580. 
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Por tan poderosas razones se ha atribuido por medida extraordina- 
ria el conocimiento de estos negocios á la jurisdicción contenciosa de 
la Administración, como se ha indicado antes, la que está en aptitud 
de conocer mejor y apreciar lo que convenga á las necesidades de la 
comunidad, sin contravenir por eso á lo que dicta la justicia. Aloque 
se agrega que si los tribunales comunes estuviesen facultados para in- 
terpretar aquellos contratos, decidir sobre las cuestiones que acerca 
de ellos se promuevan 6 bien dejarlos sin efecto por medio de inter- 
dictos ó bajo cualquier otro pretesto, se les daría una intervención in- 
debida en los negocios déla Administración y desaparecería la división 
de poderes. 

Entiéndase sin embargo, que para que proceda el debate administra- 
tivo es indispensable que los contratos celebrados con la Administración 
tengan por objeto inmediato y directo un servicio ú obra pública, como 
el alumbrado de una población que contrate el Municipio, el abasteci- 
miento de artículos de primera necesidad, la reparación de un camino, 
la construcción de un puente, la limpia de una calle ú otros servicios 
públicos semejantes; (1) pues no perteneciendo á esta clase, aunque 
tengan alguna relación ó de cualquier modo afecten el interés público, 
corresponderá el conocimiento á los tribuuales ordinarios. Así es que 
no es del resorte de la autoridad administrativa conocer sobre el inqui- 
linato de una casa para establecer en ella sus oficinas, pues este con- 
trato no tiene por objeto inmediato un servicio ó la satisfacción de una 
necesidad pública, y si cumplido el término estipulado se negare dicha 
autoridad á dejar la casa, entenderán en esta reclamaccion los funciona- 
rios del poder judicial, (2) así como de las demás cuestiones que se hallen 
en iguales circunstancias, por faltar el fundamento de la excepción he- 
cha en favor de la autoridad administrativa. 

Bebe también advertirse que no es necesario que el contrato que 
dé lugar á la contienda haya sido ajustado por la administración civil ó 
la autoridad gubernativa, pues para que conozca del debate la jurisdic- 
ción administrativa, basta que el servicio 6 la obra tenga por objeto un 
servicio público en los términos explicados, aunque haya sido celebra- 
do el contrato por la administración provincial ó municipal ó por algu- 
na dependencia encargada de un servicio especial, porque el artículo 
26 del Real Decreto citado, abraza expresamente todos los ramos del 
servicio. 

En cuanto á las reclamaciones sobre resarcimiento de los daños 
y perjuicios ocasionados por la ejecución de las obras públicas, el mis- 
mo Real Decreto con sobrada razón las declara de la competencia de la 
jurisdicción administrativa, correspondiendo en este caso á la extraor- 
dinaria. Aunque la acción que tiene todo el que sufre un daño á que 
se lo indemnice el causante, sea de justicia conforme al derecho común, 

(1) Decisión del Consejo de Estado de 26 de Enero de 1848, recaída en cuestiones suscitadas 
*n la Península. Dr. Vicente y Caravantcs, Febrero reformado tomo 6 libro 4, título 3, páj. 696. 

(2J Dr. Vicente y Caravantes en la obra y lugar citados pajina 59? fundándose en decisiones 
del Consejo de Estado. 

29 
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es manifiesta la conveniencia, como observa tm jurisconsulto recomen- 
dable, de que no se paralicen los medios de proveer á las públicas ne- 
cesidades, como sucedería si conociesen de éstas cuestiones los tribu- 
nales ordinarios. «La Administración, añade, tiene á su exclusivo 
cargóla construcción de las obras públicas, y en su consecuencia posee una 
facultad discrecional para imponer á las propiedades particulares conti- 
guas á las carreteras el gravamen transitorio que este servicio exija». (1) 
Por lo tanto hay fundamento bastante para atribuirle el conocimien- 
to y fallo de las reclamaciones sobre indenizaciotí del gravamen* 

Las contiendas que surjen de este deber de la Administración por 
la obligación de resarcir el perjuicio irrogado á los particulares por di- 
chas, obras y por la expropiación forzosa por causa de utilidad pública 
dan lugar á la via contenciosa: 1.° Cuando se falte á los requisitos pre- 
venidos para la misma expropiación en la decisión gubernativa de que 
el todo ó parte de una propiedad debe ser cedida para la ejecución de 
una obra declarada ya dé utilidad pública. 2* Siempre que en la 
tasación de esta propiedad, en la ocupación temporal de terrenos ó apro- 
vechamiento de materiales se hubiese infringido el reglamento especial 
vigente (2) ó cometldose faltas que minoren el valor que los dueños les 
atribuyen. Mas como en la declaratoria de que una obra es de utilidad 
pública procede la administración activa á apreciar los intereses colec- 
tivos de la agricultura, del comercio y de la industria y con facultad 
discrecional, no tiene cabida la via contenciosa, excepto en los casos 
referidos, ni sobre la designación de los terrenos necesarios para un ferro* 
carril, por ser asunto de plano ó trazado puramente facultativo y en que 
sé atiende á la pública conveniencia. (3) 

También dan lugar á la contienda administrativa las cuestiones so- 
bre el deslinde/ amojonamiento y posesión de los montes y terrenos per- 
tenecientes al Estado, á los pueblos y á los establecimientos públicos; 
sin perjuicio de que las que se susciten sobre la propiedad se ventilen 
ante los tribunales comunes. 

Sabido es que el deslinde y posesión de terrenos y montes corres- 
ponden á la ley civil, la que, como se ha dicho, regula la propiedad y los 
derechos que de ella emanan, conociendo la autoridad judicial de los li- 
tigios que acerca de estos particulares se susciten. Empero, cuando esas 
propiedades rústicas pertenecen al Estado, á los pueblos ó á los estable- 
cimientos públicos es innegable el grande interés que la comunidad tie- 
ne en la pronta y acertada resolución dé las controversias á que dan lu- 
gar, mucho mas, cuando recaen sobre la posesión, por el daño que ala 
causa pública irrogaría el entorpecimiento de las operaciones del deslin- 

■■■'-■■■'■■ ■ ■■■> - y 1 ■ ■ ■ , i ■ 

(1) Dr. Vicente y Caravantcs en la obra citada. 

(2) Reglamento de 10 de Julio de 185S aprobado por SL M. pata el cumplimiento del Real 
Decreto de 15 de Diciembre de 1841 que hiio ostensivo 6 la Iflla de Cúbala ley de expropiación 
fon osa, cuyo reglamento puede verse en la Revista de Jurisprudencia y Administración qu* se 
publica en la Habana tomo 2? del año de 1858 pajina 361. 

(8) Resolución del Gobierno Superior déla Isla de Cuba de 3 de Mayo de 1856 denegando 
•1 recurso interpuesto á nombre del Conde de Vegamar contra la providencia que aprobó el ca- 
mino de hierro de Sftgua. Revista de Jurisprudencia y Administración único tomo de 1856 paj. 129. 
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de 6 que en las providencias posesorias de los tribunales ordinarios no 
se tuviesen en cuenta las exigencias del bien general, como puede hacer- 
lo mejor la Administración. Así pues por razones tan atendibles se ha 
atribuido á la jurisdicción administrativa el conocimiento de aquellas 
cuestiones, en lo cual no se perjudica realmente á los propietarios par- 
ticulares, porque cuando se trate del dominio conocerá y fallará la au- 
toridad judicial con arreglo á las leyes civiles. 

Y os de tenerse presente que como el arreglo de los limites de unos 
pueblos con otros forma parte de la división territorial, obra de lle- 
no la Administración en estos arreglos en uso de su facultad discrecio- 
nal y no procede eu manera alguna la via contenciosa. 

£1 Real decreto enumera entre los asuntos sometidos á la juris- 
dicion contenciosa de la Administración las cuestiones que ocurran 
sobre el cumplimiento, inteligencia, rescisión, efectos é incidencias de 
los arrendamientos, ventas y mercedes de los bienes del Estado, cuan- 
do en estos dos últimos casos se trate del acto primitivo de la adquisi- 
ción, y salvo del pleito dq propiedad. Se ha sentado como principio 
inconcuso que las controversias sobre el dominio, su adquisición, tras- 
lación y derechos que derivan de él, pertenecen á la esfera de la legis- 
lación civil y son de la competencia de los tribunales comunes. Sin 
embargo, como en las concesiones, arriendos y enajenaciones de los bie- 
nes nacionales, obra la Administración por miras de general interés 
para obtener la desamortización de estos bienes en beneficio de la ri- 
queza pública, se ha estimado que las cuestiones relativas á aquellos 
actos deben someterse á la misma Administración y á su9 tribunales 
especiales, los que sin faltar á la justicia podrán apreciar en sus .fallos 
las consideraciones de pública conveniencia, de que no es posible pres- 
cindir, conocimiento que está limitado al acto primitivo de adquisi- 
ción y á cuanto tenga relación directa con el mismo acto; pues los plei- 
tos acerca de la propiedad ó sobre derechos reales, como servidumbres, 
hipotecas ú otros fundados en títulos anteriores á la enajenación hecha 
por el Estado 6 referentes á épocas eu que correspondían esos bienes á 
las comunidades religiosas, deben ventilarse ante la autoridad judi- 
cial, comprendiéndose á primera vista* que lo que se ha sustraído del 
conocimiento de esta autoridad es la adquisición de los bienes ó dere- 
chos ó sea el contrato con el Estado y sus inmediatas consecuencias, 
por ser un acto administrativo, siendo de notarse que cuando en estos 
litigios tenga un ínteres directo la Hacienda pública, conoce de ellos 
el juez especial de ésta, en virtud de la jurisdicion privativa que por 
re gla general le compete en estos casos. 
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CAPITULO II. 

U LA HNHUi W LO CONTENCIOSO DE LOS CONSEJOS H AMHIOTUaON 0010 THBUIAL BPMUL 

Sumario. — Necesidad de este tribunal. — Su organización. — Negocios sujetos a su 
jurisdicción. — Presidente. — Vista de los pleitos. — Numero de consejeros par» ésta, y vo- 
tos necesarios para que haya sentencia. — Ministerio fiscal.— Secretario.— Oficiales.— Abo- 
gados. — Ujieres. 

Establecida la jurisdicción contencioso-administrativa para conocer 
de las reclamaciones instauradas contra las providencias de la Adminis- 
tración, necesario fué crear un tribunal especial que fallase sobre las 
mismas reclamaciones, previa una tramitación sencilla y análoga á la 
índole de los negocios de su competencia. Este tribunal en las posesio- 
nes de Ultramar es la sección de lo contencioso de los consejos da Adminis- 
tración, la cual expide la resolución en primera instancia con apelación 
al Consejo de Estado. 

Háse dicho que esta sección se compone del Rejente de la Audien- 
cia respectiva en calidad de Presidente, de seis consejeros de Real 
nombramiento en la Isla de Cuba, cuatro de los cuales han de ser pre- 
cisamente letrados, y en las demás provincias de cuatro, tres de ellos 
también letrados. 

En las vacantes, ausencias y enfermedades de los consejeros el Go- 
bernador Superior Civil designa entre los de Real nombramiento los que 
deban reemplazarlos, debiendo concurrir en el designado la cualidad de 
letrado, cuando la tuviere el que produce la vacante 6 ausencia. 

Este tribunal conoce y determina sobre las reclamaciones estable- 
cidas contra las providencias de la Administración, conforme á las re- 
glas y doctrinas y en los casos explicados en el precedente capítulo. 

El Presidente de la sección, ademas de ejercer las atribuciones pro- 
pías de este cargo, tiene la de nombrar el Ponente en cada negocio J 
dictar las providencias de mera sustanciacion, que no hayan de moti- 
varse. En su defecto lo hará el Consejero que le sustituya por su orden 
de precedencia. 

Las vistas de los pleitos son públicas, salvo si la publicidad pudie- 
ra causar escándalo, y aun en este caso no podrán verse á puerta cerra- 
da sino lo acordare el tribunal, oyendo in voce al Ministerio fiscal. 

Para que haya sentencia se necesita la concurrencia á la vista de 
todos los consejeros que compongan el tribunal y el acuerdo de la ma- 
yoría absoluta de votos. Los que disintieren de la mayoría podrán sal- 
var su voto, consignándolo en un libro destinado al efecto. 

En este tribunal ejerce el Ministerio fiscal el Teniente fiscal de la 
Audiencia respectiva, que para cada caso designe el Gobernador Supe- 
rior Civil. No recibirán estos funcionarios para desempeñar su *~ ! ~ 
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mas instrucciones que las que le comunique dicho Gobernador Supe- 
rior ó el Jefe del ramo contra cuya providencia se reclame en la via 
contenciosa. Es deber del Fiscal representar y defender por escrito y de 
palabra á la Administración; y aun cuando no fuere parte en el pleito, 
será oido siempre que lo determinen las leyes, reglamentos y disposicio- 
nes del Gobierno ó lo acuerde como conveniente el tribunal. 

También debe representar y defender á los Ayuntamientos y es- 
tablecimientos públicos, cuando no litiguen entre sí ó con la Adminis- 
tración 6 contra providencia déla misma. -.»i-u de ia Autoridad 

El Secretario del Consejo, que lo es tanA 4 ^ P or conducto de aquel 
dar cuenta de las comunicaciones ó escritos de 1 ?! .recurso. 
las otras partes litigantes, autorizar laq providencia^jede Ja via conten- 
chos y exhortes, así como las copias que hubieren de franwnicará á la 
da de la custodia de los expedientes, ejerce las funciones débito lo que 
cuantas obligaciones se le impongan en lo sucesivo. ^itivo 

En defecto del Secretario hará, sus veces el Oficial primero de *, 
Secretaría del Consejo; y los oficiales de la misma auxiliarán al Secre- 
tario y al Oficia] primero en el ejercicio de sus respectivos cargos, en el 
modo y forma que lo disponga el Presidente, y desempeñará ademas el 
mismo Oficial primero las funciones de relator, cuando no lo haga el Se- 
cretario. 

Las partes contrarias ó coadyuvantes de la Administración habrán 
de ser representadas y defendidas en los negocios contenciosos por los 
abogados del Consejo; que son todos los que ejercen la profesión en las 
Audiencias respectivas. Sin embargo, el tribunal puede permitir que las 
partes actúen y se defiendan por sí mismas en los casos en que no cre- 
yere necesario el Ministerio de los abogados. 

El tribunal tiene sus ujieres: las obligaciones de éstos son: 1.° Ha- 
cei los emplazamientos, citaciones, notificaciones y demás diligencias 
que hubieren de practicarse por orden del tribunal. 2 9 Asistir á las au- 
diencias públicas y hacer se guarden en ellas el orden y compostura de- 
bidos. 3' Asistir al Presidente para cumplir las órdenes que les diere 
relativas al servicio. 

El tribunal actúa en los asuntos de su competencia con sujeción al 
reglamento especial que determina la forma de sus procedimientos co- 
mo se verá en el capítulo siguiente. 



CAPITULO III 

' >S LOS PR0CHHJM9NS AITS U 8ICCHN H 10 NHHHMM m Wffll» M AílHBBACItt. 

Sumario. — Necesidad de una tramitacipn especial en estos negocios. — Preparación 
deJ^Qa cojitencios^administrativa. — Requisitos de la demanda. — Trámites anteriores ¿ 
tos necesarios para que nata z¿^P ce dinrientos en rebeldía. — Providencias de sustancia- 
gados. — Ujieres. ^ k» autos y sentencias. — De la reposición, rescisión 

d 1 S 1 m*^^ * a * s * a ^ e ^ U ^ a y lernas provincias de Ultramar la 
e as rec *^5!a¿ m inistrativa para obtener la enmienda de los agravios 
? c ^J¡J^es Superiores de la Administración pudieran inferir en sus 
, -Sruencias á los particulares con violación de un derecho que deba 
espetarse, y establecido el tribunal que ha de conocer de estas recla- 
maciones, como también en los casos en que son admisibles, era nece- 
sario fijar el orden de estos procedimientos especiales, en lo que se ha 
procurado conciliar el interés individual con el general permanente y 
colectivo de la sociedad. El reglamento expedido para estos juicios en 
la misma fecha que el Real Decreto de la creación dé los consejos en 
las provincias de Ultramar, marca con claridad y precisión toda la trami- 
tación que ha de observarse, de la cual pasamos a exponerlo mas esencial. 

PttPmCIOS H U HA GOSWWIMO-AIlIiNKffKinTA. 

El que se considere agraviado en sus derechos por alguna provi- 
dencia de la Administración que cause estado, es decir, que sea defini- 
tiva ó que irrogue perjuicio irreparable conforme á las disposiciones y 
doctrinas que quedan explanadas, puede introducir demanda contra 
ella ante el Consejo de Administración en su sección de lo contencioso, 
á fin de que, oídas las partea interesadas, una de las cuales es la mLs»a 
Administración, representada por uno de los Tenientes Fiscales de la 
Eeal Audiencia respectiva, pueda obtenerse la enmienda del agravio. 

La demanda ha deducirse dentro del término de 90 días en las pro- 
vincias de América, y 120 en Filipinas, á contar desde aquel en que se 
hubiere hecho saber administrativamente al interesado la resolución ob- 
jeto del recurso; pero si éste se hallare en la Península, se entenderá 
de seis meses respecto á las provincias de América y de un ano respec- 
to á Filipinas. 

Son autoridades administrativas, como se ha dicho antes, para que 
de sus resoluciones pueda intentarse la via contenciosa, ademas del Go- 
bernador Superior Civil de la provincia, el Capitán General, el Coman- 
dante General de Marina del apostadero y cualquiera otra Autoridad 
Superior, que sea exclusivamente competente para entender y resol- 
ver sobre los asuntos administrativos. 
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La interposición de la demanda no suspenda la ejecución de lo 
mandado; pero si en algún caso pudiere esto producir perjuicios graves 
é irreparables al interesado, podrá suspenderse, sin ulterior recurso, 
siempre que de ello no resultase inconveniente para los intereses de la 
Administración, ajuicio de la Autoridad que hubiese dictado la provi- 
dencia reclamada. 

Presentada la demanda á la sección, debe ésta reclamar el expe- 
diente gubernativo del Gobernador Superior Civil 6 de la Autoridad 
que haya dictado la providencia de que se trate, por conducto de aquel 
para emitir su dictamen sobre la procedencia del recurso. 

En el caso de que la sección opinare que no procede ]a via conten- 
ciosa, habrá de extender su parecer motivado y lo comunicará á la 
parte, para que en el término de diez días exponga por escrito lo que 
tuviere por conveniente, y en su vista formulará su dictamen definitivo 
y lo remitirá con el expediente al Gobernador Superior Civil. 

Si la inadmisión del recurso se fundare en falta de providencia que 
cause Estado, la sección deberá consultar al mismo tiempo sobre la proce- 
dencia 6 improcedencia del mismo recurso; atendida la naturaleza del 
asunto. 

Cuando la improcedencia tuviere por fundamento el no hallarse 
agotada la via gubernativa, el Gobernador Superior Civil remitirá el 
expediente á la Autoridad á quien corresponde examinar 6 revisar la 
providencia, para que así se verifique con devolución de aquel ó resol- 
Terá por sí directamente si le correspondiese la decisión; y dictada ésta 
en los casos respectivos, resuelve el Gobernador Superior Civil inme- 
diatamente si ha lugar ó no la via contenciosa. 

Cuando la sección hubiere informado la proeedencia del recurso y 
el Gobernador Superior Civil no le comunique su resolución dentro de 
30 dias, se entiende concedido dicho recurso. 

Siempre que el Gobernador Superior Civil se conformare con la 
pocedencia de la via contenciosa, su resolución causará Estado y será 
irrevocabl e. 

Cuando disintiere del dictamen de la sección en sentido 'favorable 
ó adverso á la procedencia del recurso, remitirá el expediente al Go- 
bierno para la resolución, la cual recaerá, oyendo previamente al Con- 
sejo de Estado, en la forma prevenida en los artículos 57 y siguientes 
de su ley orgánica de 17 de Agosto de 1860. 

Si el Gobernador Superior Civil, de conformidad con el dictamen 
de la sección declarase improcedente el recurso, queda á la parte el de 
queja al Supremo Gobierno, pudiendo establecerlo en el término de 20 
dias ante dicho Gobernador Superior, quien remitirá el expediente por 
el primer correo, y el Gobierno resolverá lo que estime conveniente, 
oyendo al Consejo de Estado en la forma ya expresada. 

La resolución del Gobierno, ya sea en caso de inconformidad del 
Gobernador Superior Civil, con el dictamen de la sección de lo conten- 
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cioso ó de recurso de queja del interesado, por habérsele negado la vía 
contenciosa, será irrevocable, 

Declarada definitivamente la procedencia de la via contencioso-ad- 
ministrativa, el Gobernador Superior Civil devolverá el expediente á la 
sección para la sustanciacion oportuna, designando al mismo tiempo el 
Teniente Fiscal de la Real Audiencia que ha de representar á la Admi- 
nistración; y también devolverá* el expediente y hará igual designación 
del Teniente Fiscal á excitación del Presidente de la sección ó Tribunal 
de lo contencioso, cuando por haber dejado de comunicar la resolución 
en el término de treinta dias sobre la procedencia del recurso, se en- 
tiende éste admitido. 

REQUINTOS DE LA DEMANDA 

Demanda es la reclamación por escrito que cualquier interesado 
puede instaurar ante el tribunal contencioso contra las providencias de 
la Administración que perjudiquen ú ofendan sus derechos, para obtener 
la enmienda del agravio. 

La demanda debe comprender numerados los puntos de hecho y de 
derecho, y la designación del domicilio del demandante para los efectos 
de las notificaciones sucesivas, acompañándose copia simple de ella, y 
de los documentos que se presenten, autorizada con. la firma de la mis- 
ma parte. (1) 

Tanto las que fueren contrarias como las coadyuvantes de la Ad- 
ministración habrán de estar representados y ser defendidas por aboga- 
dos del Consejo; bien que el tribunal podrá permitir á los interesados 
que actúen por si mismo en los negocios en que no estimasen nece- 
sario el ministerio de los abogados. 

£1 demandante puede ampliar, aclarar ó modificar su demanda en 
cuanto sea procedente. Con este objeto autorizada la via contenciosa, y 
devuelto el expediente al tribunal, mandará éste se le ponga de mani- 
fiesto al actor en la Secretaria por término de diez dias. 

TRAMITES ANTERIORES A LA PRUHM. 

No versando la demanda sobre negocios en que no estuviere dis- 
pensado el ministerio de letrado, y si no estuviere suscrita por alguno 
de los de la capital, deberá la parte actora en el término de 8 dias con- 
ferir su poder al que haya de representarla en el resto del juicio. 

De la demanda se conferirá traslado al representante y defensor de 
la Administración, y se instruirá á las demás partes, si las hubiere, or- 
denándose su citación y emplazamiento. (2) - 

La citación y emplazamiento se efectúan de tres maneras: 1* Por 
cédula. 2 a Por despacho. 3* Por medio de anuncio en el Periódico Ofi- 
cial. 



í 



1) Puede redactarse conforme al modelo número 1? al final de este capitulo. 

2) Véase al final del capítulo modelos de contestación & la demanda números 2? y 3.° 
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Se practica por cédula cuando la persona citada 6 emplazada nó 
sest vecina de la capital; debiendo contener la cédula: 1 ? El nombre y 
apellido, domicilio y profesión del citante y del citado. 2.° La solicitud 
que haya hecho el primero. 3r La providencia que haya recaído. 4 9 El 
nombre y apellido del ugier encargado de entregarla. 5.° El término 
dentro del cual deberá usar el citado del derecho que en virtud de ella 
pueda ejercitarse. La cédula autorizada por el Secretario del Consejo se 
entregará al ugier, quien habrá de sacar de ella tantas copias simples 
cuantas fueren las personas citadas ó emplazadas. Si al solicitarlas, no 
se encontraren éstas después de haberse presentado tres veces en su do- 
micilio; dejará una copia á su mujer, familiares, personas que con ella 
vivieren ó en su defecto al vecino mas inmediato, para que la haga lle- 
gar á manos del citado, debiendo extenderse en la cédula original, que 
devuelta á la Secretarla, se unirá á los autos, el recibo de la copia sim- 
ple por la persona á quien se hubiere entregado firmado por éste si su- 
piere, ante dos testigos; no sabienilo hacerlo suscribirá uno de dichos 
testigos; no sabiendo alguno de éstos, suscribirán unos por otros; y si 
ninguno supiere, ni tampoco la parte citada, ni la persona que recibió 
la copia, firmará un tercero. 

Por medio de despacho deberán ser citados los que estuvieren au- 
sentes de la capital, en el cual se insertará el escrito ó solicitud que 
motive la citación, la providencia que hubiere recaido, el plazo que pa- 
ra usar de su derecho se conceda al citado y la forma en que deba ve- 
rificarlo. Cuando el citado ó emplazado tuviere su domicilio fuera de la 
provincia respectiva, se dirigirá al Alcalde Mayor ó Juez del distrito 
en que residiere, siempre por conducto del Regente de la Audiencia 
del territorio, y si residiere en el extranjero, por conducto del Ministe- 
rio de Estado, se dirijirá al punto donde se hallare el que haya de ser 
citado. 

Se verificará la citación ó emplazamiento por anuncio en el Perió- 
dico Oficial cuando se ignore el paradero de la persona que se cita ó 
emplaza, conteniendo el anuncio las mismas inserciones que cuando se 
haga la citación por despacho. 

Al demandado se conferirá vista de la demanda por el término de 
veinte dias y la contestación deberá ser articulada y documentada como 
la demanda; debiendo las partes comunicarse mutuamente copia de to- 
dos los escritos y documentos que presentaren, á escepciotn de la de- 
manda, y ningún libelo tendrá curso, si no consta á su pié el recibo de 
dichas copias firmadas por la parte contraria. 

Las excepciones del demandado, como en los negocios comunes, 
pueden ser perentorias, que destruyen la acción ó demanda, ventilándo- 
se en todo el curso del juicio hasta el fallo definitivo, ó dilatorias, cuyo 
efecto es suspender la marcha del procedimiento hasta la decisión del 
artículo en que se establecen. Como la disposición reglamentaria no mar- 
ca Ihs perentorias que precisamente hayan de usarse en estos juicios, es 
claro que el demandado se halla en aptitud de valerse de todas las co- 

30 
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nocidas por derecho. Mas no sucede así respecto á las dilatorias; pues 
solo se permiten las siguientes: 1* Falta de personalidad en el actor ó 
en el abogado para comparecer en juicio. 2. a Litispendencia. 3r Fianza 
de arraigo, la cual podrá exigir el demandado cuando el demandante 
sea transeúnte ó extranjero no domiciliado, quedando en tal caso escu- 
sado aquel de contestar á la demanda mientras que el actor no dé fian- 
za de pagar las costas y los gastos y perjuicios que ocasionare el pro- 
ceso, ó no deposite la suma equivalente. 

Las excepciones dilatorias deben interponerse antes de la contesta- 
ción de la demanda y se resolverán sin mas trámites que el escrito en 
que se deduzcan y su contestación, la cual deberá evacuarse en el tér- 
mino de seis dias. 

Con la demanda y contestación se dará cuenta al tribunal, y solo 
cuando pos terror mente á la presentación de la demanda hubieren apa- 
recido hechos ó documentos desconocidos hasta entonces, podrá admi- 
tirse otro escrito á cada parte, concediéndose para presentarlos el térmi- 
no de seis dias respectivamente. 

Con estos escritos en cada uno délos casos designados se habrá el 
negocio por concluso para la vista, á menos que sea procedente la 
prueba. 

DE LAS PRUEBAS. 

Habrá lugar á las pruebas siempre que, á juicio del tribunal, hay* 
hechos pertinentes que justificar. 

Tanto las partes, como el Ministerio Fiscal habrán de solicitar las 
pruebas en otro si, de los escritos de demanda y contestación. 

Las pruebas pueden hacerse por medio de posiciones, declaraciones 
de testigos, comprobación de los documentos presentados, inspección 
ocular ó cualquiera otra dilijencia conducente al descubrimiento de la 
verdad. El término se fijará por el tribunal, según fuere la naturaleza ó 
las circunstancias de la misma prueba. 

Las que hayan de evacuarse en las capitales se delegarán en cual- 
quiera de los jueces del Tribunal y fuera de aquellas se cometerán á los 
Alcaldes Mayores de los distritos respectivos. 

Evacuadas las pruebas, y agregadas al proceso se habrá el pleito 
por concluso y permanecerá en la Secretaría durante quince dias, á fin 
dé que las partes ó sus abogados puedan tomar la instrucción necesa- 
ria para el informe verbal el día de la vista. 

DEL PROCEDIMIENTO EN REBELDÍA. 

No compareciendo el litigante citado ó emplazado, 6 no contestan- 
do á la demanda en el término legal se fallará el proceso en rebeldía. 

Acusada que- sea la rebeldia, se resolverá de conformidad con lo 
pedido por el actor, en cuanto no fuere injusto. Si dicho actor no hu- 
biere comparecido en forma, después de autorizada la via contenciosa, 
será absuelto el demandado. 
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Para mejor proveer en rebeldía se puede practicar prueba de ofi- 
cio, no siendo la de testigos. 

Cuando la cédula de emplazamiento resultare nula, no se declarará 
la rebeldía contra el demandado, y se le mandará emplazar de nuevo. 

En el caso en que por fuerza mayor notoria, no pudiere alguna de 
las partes comparecer en el término del emplazamiento, se suspenderá 
la declaración de rebeldía, y podrá dictarse nuevo emplazamiento. 

Cuando fundándose la demanda en un mismo título, y teniendo un 
mismo objeto contra diferentes personas, las unas incurren en rebeldía 
y las otras nó; puede el tribunal suspender la decisión hasta pronunciar 
la definitiva respecto á todos los demandados. 

El fallo pronunciado en rebeldía se notifica por medio de anuncio 
en el Periódico Oficial, del cual se agregará un ejemplar al proceso. 

Al contumaz no se concede otro recurso contra la sentencia que el 
de rescisión por nulidad de la Cédula de emplazamiento ó por fuerza ma- 
yor notoria que le hubiera impedido comparecer en el término que se 
le señaló en el mismo emplazamiento, cuyo recurso será objeto de un 
juicio previo y especial. 

DE LAS PROVIDENCIAS DE SUSTANCIARON Y DE LA VISTA Y FALLO DE LOS NEGOCIOS. 

Los autos de mera sustanciacion serán dados por el Presidente de 
la sección de lo contencioso aun en los dias y horas que ésta no funcio- 
ne; y las providencias interlocutorias corresponden á la misma sección, 
debiendo expedirlas en el término de seis dias. 

El Tribunal debe fundar todas sus resoluciones definitivas y las 
providencias interlocutorias por las cuales se conceda ó deniegue la re- 
posición de otras. 

Las sentencias definitivas se dictarán después # de la vista pública 
del proceso. El Ponente propondrá y extenderá en su caso las provi- 
dencias interlocutorias y los fallos definitivos, y después de discutido 
el asunto en el tribunal se procederá á la votación, comenzando por el 
Ponente, siguiendo los mas modernos hasta terminar por el Presiden- 
te, á cuyas deliberaciones y votaciones no podrá hallarse presente el 
Fiscal. 

El fallo habrá de dictarse dentro de diez dias después de la vista 
definitiva del pleito, debiendo firmarse y publicarse en las veinte y 
cuatro horas después de haberse acordado, y se remite copia certificada 
de ella para su ejecución al gobernador Superior Civil, quien la manda- 
publicar con su autorización. 

. RECUR808 COMA LOS AUTOS Y SENTENCIAS. 

Contra los autos y sentencias expedidas en estos procedimi entos 
pueden interponerse los recursos de reposición, aclaración, resci cion, 
nulidad y apelación. 
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SIN8ÍCI0R. 

El de reposición tiene -lugar contra los autos interlocu torios, y de- 
be interponerse dentro de tres dias, contados desde la notificación. La 
reposición se decidirá sin mas trámites que la Cédula previa de empla- 
zamiento y un solo traslado por otros tres dias. De la providencia que 
recaiga no podrá pedirse reposición. 

ACLARACIÓN. 

La aclaración solamente procede de las sentencias definitivas, 
cuando su parte dispositiva es anbígua ú obscura en sus clausulas y 
debe establecerse dentro de cinco dias después de la notificación. 

La demanda sobré aclaración se introduce por cédula de emplaza- 
miento; pena de nulidad, instruyéndose por los mismos trámites que 
otra demanda cualquiera; mas su interposición no suspende la ejecu- 
ción de la sentencia; bien que, atendidas las circunstancias del caso 
podrá sobreseerse en dicha ejecución bajo fianza. 

No procede la aclaración: 1' Contra una difinitiva sobre la cual se 
hubiere interpuesto una vez este recurso: 2 9 Contra la definitiva mis- 
ma de aclaración. Si el tribunal estimare la aelaracio i admitirá el re- 
curso y aclarará la duda ú obscuridad que ofreciese la definitiva, sin 
variar en el fondo sus disposiciones, y esta decisión se tomará en la for- 
ma prevenida para las resoluciones finales. 

RESCISIÓN. 

Este recurso puede interponerse por el condenado en rebeldía con 
el objeto de que se mande quedar sin efecto la sentencia. 

Debe interponerse dentro de quince dias, contados desde que se hu- 
biere hecho la notificación por medio de anuncio en el Periódico Oficial, 
y aun después de esté plazo, si se acredita que no pudo tener noticia 
de la demanda, ni de la sentencia ó que no le fué posible solicitar la 
rescicion por ausencia, enfermedad grave ú otro motivo semejante: así 
es que trascurrido dicho plazo y quince dias después de haber cesado 
aquel impedimento no se admitirá recurso, ni en ningún caso, un ano 
después de ejecutada la sentencia, si fuere dictada en las provincias de 
América ó de dos en Filipinas. 

El recurso se comunicar^ á la parte contraria, pena de nulidad, 
por cédula de emplazamiento, en la cual ha de fijarse el término de seis 
dias para comparecer. 

Deducido en forma el recurso, se suspenderá la ejecución de la 
sentencia en rebeldia, á no ser que al dictarse se hubiere ordenado su 
ej ecucion, con fianza ó sin ella, no obstante el reenrso. En el caso de es- 
tablecerse éste por no haberse tenido noticia de la demanda ni de la 
sentencia por los impedimentos que quedan expresados, no se suspende 
la ejecución, si así no se ordenare al admitirse el recurso. 
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Rescindida la sentencia, continuará la actuación desde el trámite 
en que se hallaba antes del incidente de rebeldía. 

La sentencia que declara Ja rescisión, cuando fundándose la de- 
manda en un mismo título y teniendo un mismo objeto contra diferen- 
tes personas, las unas incurran en rebeldía y las otras nó, aprovechará 
á las partes condenadas en juicio contradictorio: 1.° Si la sentencia des- 
cansare en fundamentos comunes; pero desconocidos á dichas partes 6 
cuya prueba haya dependido de los contumaces. 2 o Si la condena fuese 
indivisible. 

Ce ando una parte fuere condenada por segunda vez en rebeldía no 
podrá deducir el recurso de rescisión en el mismo negocio. 

APELACIÓN T NULIDAD. 

De las sentencias definitivas puede epelarse para ante el Consejo 
de Estado, siempre que el ínteres del litigio pueda apreciase, y su cuan- 
tía fuere de mil pesos á lp menos; debiendo interponerse el recurso en 
el término de diez días, coatados desde la notificación de la sentencia. 

También debe interponerse contra el fallo definitivo juntamente 
con el recurso de apelación, el de nulidad, dentro del mismo término 
de diez dias. Este recurso cabe únicamente contra los fallos en los plei- 
tos de menor cuantía 6 cuyo valor no llegue á mil pesos. 

Para que se estime procedente el recurso de nulidad, deberá con- 
currir alguno de los defectos siguientes: l 9 Que la sentencia no se haya 
dictado por el número nle votos necesario para formarla. 2r Que la sen- 
tencia sea contraria en su tenor al texto expreso de las leyes, decretos 
y órdenes vigentes 3. c Que alguna de las partes carezca de poder bas- 
tante ó de capacidad para litigar. 4.° Que alguna de las partes no haya 
sido emplazada en tiempo y forma. 5.° Que no se hubiere citado á al- 
guna de las partes para prueba 6 sentencia. 6° Que se hubiere denegado 
la prueba necesaria para dictar sentencia; advirtiendo que para que pro- 
ceda el recurso en los cuatro casos últimos es indispensable haberse re- 
clamado en primera instancia en tiempo y forma contra la nulidad. 

De la providencia en que se declare inadmisible el recurso de nu- 
lidad puede también apelarse para ante el Consejo de Estado dentro de 
diez dias, contados desde la notificación, debiendo admitirse siempre en es- 
tos casos la alzada y remitirse los autos citadas y emplazadas las partes. 

Luego que se reciban los autos en el Consejo de Estado procede- 
rá éste á su sustanciacion y fallo, como en las demás apelaciones que 
por la ley le están cometidas, observándose el orden del procedimiento 
del mismo Consejo. 

El término, sim embargo, para mejorar, así las apelaciones; como 
los recursos de nulidad ante el Superior, será el de seis meses para las 
pr3vincias de América, y de un año para Filipinas, contados desde el 
dia en que fué notificada su admisión. (1) 

(1) Todo lo contenido on este capitulo está dispuesto en el reglamento sobre procedimientos 
ante la sección de lo contencioso de los Consejos de Administración de 4 de Julio de 1851. 
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NUMERO 1.° 

MODELO Ó FORMULARIO DE UNA DEMANDA EN LA VIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. 

Excmo Sr\ 



D. N, abogado de la Real Audiencia Pretorial (1) domiciliado en 
esta ciudad en la casa n.° calle á nombre y con poder bas- 
tante, de que acompaño testimonio (2) de D. N. reciño de pa- 
rezco ante V. E. y como mejor proceda de derecho, digo: que. en el ex- 
pediente instruido en el Gobierno Superior Civil á instancia de D. N. 
rematador del arbitrio de carruajes no solamente se ha declarado res- 
ponsable á mi parte al pago de los derechos por las carretas de una es- 
tancia nombrada que posee en las inmediaciones del caserío de 

al otro lado de la bahía, apesar de hallarse exentas de esa con- 
tribución; sino que bajo el pretesto de no haber llevado dichas carrete 
al pumo designado por el rematador en el término que señaló para po- 
nerles la marca de costumbre se le ha condenado al pago del doble 
derecho. 

Esta providencia en sus dos extremos agravia á mi parte, sujetándo- 
lo á una responsabilidad á que no está obligado; y conforme al artícu- 
lo 26 del Real decreto de 4 de Julio de 1861 sobre organización y atri- 
buciones de los Consejos de Administración en estas provincias de Ul- 
tramar y al artículo 1.° del Reglamento de los procedimientos en los 
negocios contenciosos de la Administración tiene lugar el recurso con- 
tra la expresada providencia en la via contenciosa ante V. E. para ob- 
tener la reparación ó enmienda del agravio, recurso que es de admitir- 
se por concurrir todos los requisitos prevenidos. 

Trátase de una resolución dict&da por la Administración en apli- 
cación de disposiciones y reglamentos administrativos con ofensa de un 

(1) Aunque con arreglo álos artículos 1.° y 13? del reglamento sobre estos procedimiento* 
basta que la parte firme la demanda, convendrá que la redacte y autorice un letrado, excepto 
cuando por la sencillez del negocio se espere que el tribunal dispensará del ministerio de aqn^ 
para lo cual está facultado por el ya citado artículo 10 del reglamento, toda vez que declarad* 
la procedencia de la via contenciosa ha de prevenírsele apodere un abogado que la represente en 
el resto del juicio. 

(2) No solo es de asboluta necesidad acompañar con la demanda el poder del demandante 
cuando éste no la firma, sino que si gestionare en representación de otro, como curador, síndico 
6 albaoea ha de agregar el documento que acredite su personalidad. Artículos 58 y 60 del re- 
glamento vigente en' el Consejo de Estadp de 30 de Diciembre de 1846. 
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derecho que debe representarse, y se ha agotado ya la via gubernati- 
va &. (1) 

Poseyendo mi parte una estancia en (2) 

Expónganse después las razones en que se funde la demanda ci- 
tando las disposiciones conducentes para deducir que la parte demandante 
no es responsable á las cantidades que se le han mandado satisfacer. 

Y por último, se expresarán con precisión y claridad los puntos de 
hecho y de derecho separadamente numerados y en párrafo uparte ca- 
da punto. 

Por tanto, concluyo proponiendo demanda en forma en la via conten- 
ciosa, con protesta de ampliarla ó modificarla en lo que fuere proceden- 
te. — En cuya virtud 

A. V. E. suplico se sirva habiéndola por interpuesta en tiempo, 
revocar en su oportunidad la determinación reclamada, declarando á mi 
parte exento del pago del arbitrio por sus carretas y del doble derecho, 
y que en consecuencia debe restituirle el rematador de aquel arbitrio 
las cantidades que le ha satisfecho; por ser asi de justicia que espera 
obtener de la notoria rectitud de V. E. (Aquí la fecha y firma del de- 
mandante. (3) 

l w - Otrosí: acompaño copia de la demanda que V. E. se servirá ha- 
ber por presentada para los efectos de justicia. (4) 

2 9 Otrosí: versando esta demanda sobre hechos, se servirá V. E. 
recibirla á prueba sobre los contenidos en ella. Pido como antes. (5) 



(1) Aunque no sea de necesidad insertar en la demanda los fundamentos de la procedencia 
de la vía contenciosa, pues cuando el tribunal fuere de opinión contraria habrá de oirse sobre 
este punto al demandante, según el articulo 5.° del reglamento, parece conveniente que al formar 
enjuicio dicho tribunal lo haga con presencia de las razones en que se apoye la admisión del 
recurso, y que podrán sucintamente exponerse en este lugar. 

(2) Aquí se referirán con brevedad los antecedentes del caso. 

(3) En ninguno de los escritos que se producen en estos juicios se presta juramento. Artícu- 
los 50 y 62 del reglamento del Consejo de Estado de 30 de Diciembre á 1846 y artículos 7 y 8 del 
Real Decreto de 19 de Octubre de 1860. 

(4) No solo debe acompasarse con la demanda copia literal de ella firmada por la parte ó su 
representante, Bino también de todoB los documentos en que se funde la misma demanda. 

Las partes deben asimismo comunicarse entre si copia de todos los escritos y documentos 
que presenten á excepción de la demanda, no teniendo curso ninguno de ellos sino consta á su 
pié el recibo de dichas copias firmado por la parte contraria. Articulo 14 del reglamento sobre 
procedimientos ante los Consejos de Administración de Ultramar. 
(6) Artículo 25 del citado reglamento de estos juicios. 
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MODELO NUM. 2.° 



DE CONTESTACIÓN A LA DEMANDA POR EL REPRESENTANTE DEL4 ADMINISTRACIÓN. 



Exento. Señor: 



El Teniente Fiscal domiciliado en esta ciudad en la casa n ? 

calle nombrado representante de la Administración en el recur- 
so establecido en la via contenciosa por D. N. para que se le exima del 
pago del arbitrio municipal por las carretas de una estancia de su propie- 
dad y del doble derecho á V. E. dice: 

Aquí se hará una exposición de los antecedentes. 

Después se expondrán las excepciones con los fundamentos ó razo- 
nes contra la demanda. 

Se expresarán en seguida con precisión los puntos de hecho cada 
uno en párrafo aparte y numerado. 

Se hará lo mismo con los de derecho. 

Se acompañarán los documentos conducentes ó en favor de la Ad- 
ministración. (1) 

Y se concluirá pidiendo la confirmación de la providencia adminis- 
trativa, reclamada. — Fecha y firma. 

Por otro sí se pedirá, si fuere procedente se reciba el pleito á 
prueba 

Al final se hará constar el recibo de una copia de este escrito y de 
los documentos presentados con él, firmado por la parte contraria. 



(1), Aunque los documentos en favor de la Adniinititracion por lo regular obran en el expe- 
diente gubernativo, si acaso necesitare el Teniente Fiscal algunos otros, podrá pedirlos ala mis- 
ma Administración, de la cual únicamente habrá de recibir instrucciones, conforme al artículo 
80 del Real decreto orgánico citado. 
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iMODELO N.° 



DE CONTESTACIÓN DE LA PARTE COADYUVANTE DE LA ADMINISTRACIÓN. 



Excmo. Sr. 



Ldo. D. N. abogado de la Real Audiencia Pretorial domiciliado en es- 
ta ciudad en la casa n 9 .. calle á nombre y oon poder bastan- 
te, del cual presento testimonio deD. N. vecino de rematador del 

arbitrio de la marca de carruajes en la misma ciudad en el expediente 
promovido contra D. N. sobre el pago del expresado arbitrio por unas 
carretas ante V. E. como sea mas conforme á derecho parezco y digo: 
que se me ha conferido vista de la demanda propuesta en la via con- 
tenciosa por dicho D. N. contra la providencia dictada por el Exorno. 
, Sr. Gobernador Superior Civil en que se le declaró responsable al pago 
del derecho ó arbitrio referido y á otro tanto por su omisión en llevar 
las carretas para que se les pusiera la marca. 

Mi parte espera que V. E, obrando con su notoria justificación se 
sirva desestimar la demanda. 

Expresión de los antecedentes. 

De las excepciones con las disposiciones y razones en que se fun- 
den para apoyar la providencia reclamada. 

Expresión con claridad y precisión de los puntos de heoho y los 
de derecho que constituyen el objeto de este escrito, cada punto en pár- 
rafo aparte y numerado. 

Se acompañarán los documentos conducentes. 

Se concluirá pidiendo la confirmación en todas sus partes de la 
providencia reclamada — Fecha y firma* 

Por otro sí se pedirá, si conviniere á la parte, se reciba el pleito á 
prueba sobre los hechos que se hubieren fijado en la demanda y con- 
testación. 

Al final del escrito se extenderá firmado por la parte demandante 
recibo dé ty, copia que se haya entregado de esta contestación y de los 
documentos presentados. 
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CAPITULO IV. 

• I LAS COIPBf IHGIA8. 

Sumario. — Autoridades entre las cuales pueden suscitarse. — Forma en que se pro- 
mueven. — 'JPara ello solamente están facultados los Gobernadores superiores Civiles. — 
Casos en que está prohibido. — Orden que ha de observarse en la instrucción y decisión 
de las competencias. — Prohibición á la Autoridad Judicial de promoverlas, y de admitir 
interdictos posesorios contra las providencias de la Administración. — Las audiencias y los 
agentes administrativos deben declararse incompetentes de oficio, si asf procediere. — Sus- 
pensión de todo procedimiento durante la sustanoiaoion de las competencias. — Obliga- 
ción del Ministerio Fiscal de participar al Gobernador Superior Civil la incompetencia 
de la Autoridad Judicial. — Instrucción y decisión por el Gobierno. — Declinatoria. — 
Conflicto negativo. 

Las contiendas de Competencia pueden suscitarse entre dos autori- 
dades del poder judicial, entre una del mismo orden judicial y otra del 
administrativo ó entre dos funcionarios de la Administración. Prescin- 
diendo de las primeras, que corresponden al derecho común, trataremos 
solamente de las demás, como propias del administrativo. 

En estas debe exponer con sencillez y claridad cada una de las 
autoridades contendientes, por medio de atento oficio, los fundamentos 
en que apoyen su pretensión, así como á la que incumbe la decisión, 
declarando ésta á cual de las dos compete el conocimiento. El interés 
de la causa pública y el de los particulares demandan la brevedad en 
la sustanciacion y resolución; porque mientras no se dirime la compe- 
tencia queda en suspenso el curso de los expedientes, como se ha dicho. 

Los Gobernadores Superiores Civiles en las provincias de Ultra- 
mar son las únicas autoridades que pueden promover competencias de 
jurisdicción y atribuciones, y las suscitarán solamente dirijiendo siem- 
pre sus requerimientos en forma de oficio, fundándolos y citando la dis- 
posición ó principio que en su concepto le atribuya el conocimiento del 
asunto á la Administración. Los Capitanes Generales, los Comandan- 
tes Generales de Marina de los apostaderos y demás autoridades supe- 
riores se limitarán á dar conocimiento á dichos Gobernadores, cuando 
conceptuasen invadidas sus atribuciones en materia administrativa por 
los procedimientos de los tribunales ó juzgados 

Los mismos Gobernadores Superiores Civiles no pueden suscitar 
competencias: l 7 En los juicios criminales, á no ser que el castigo del 
delito ó falta haya sido reservado por las leyes ó disposiciones emana- 
das del Gobierno 6 aprobadas por 61, ét los funcionarios de la adminis- 
tración. 2.° Cuando en virtud de dichas disposiciones deba decidir la 
Autoridad Administrativa alguna cuestión previa, de la cual dependa 
el fallo que los tribunales hayan de pronunciar. 3.° En los pleitos fene- 
cidos por sentencia ejecutoriada, aunque podrá provocarse el conflicto 
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cuando la cuestión versare solamente á cerca del cumplimiento de una 
ejecutoria, si dicho cumplimiento 6 aplicación fuere de la competencia 
administrativa. Cuando se provocase competencia sobre uno de estos 
asuntos en que está prohibido instaurarla á los Gobernadores Superio- 
res, ó el requerimiento no fuere diríjido en debida forma, ó fuera de los 
plazos prevenidos, la autoridad judicial sustanciará el conflicto hasta pro- 
nunciarse competente o incompetente, consignando en el auto en que 
asi lo declare la infracción cometida. 

Si la competencia hubiese sido provocada por una autoridad admi- 
nistrativa no facultada para suscitarla por si, la judicial se limitará á 
rechazarla por medio de un oficio dirijido al requirente dentro del tér- 
mino de ocho dias; y lo mismo harán las autoridades administrativas, si 
contra las disposiciones vigentes las requiriese, sin ser de fu atribución, 
un tribunal ó juzgado. 

La Autoridad judicial no tiene facultad para promover competen- 
cias de atribuciones á la Administración, ni admitir interdictos poseso- 
rios contra las decisiones dictadas por las autoridades ó corporaciones 
administrativas. Sin embargo, podrá elevar al Supremo Gobierno los 
recursos de abuso de poder, ó de incompetencia, para cuya decisión 
será oido necesariamente el Consejo de Estado. (1) , 

Tanto las Reales Audiencias, oido el Ministerio Fiscal, como las 
autoridades superiores administrativas deben declararse incompetentes 
de oficio ó aun cuando no intervenga reclamación de Autoridad extraña, 
siempre que fuere sometido á su decisión algún negocio, cuyo conocí* 
miento no le pertenezca, consultando los juzgados ordinarios y espe- 
ciales á la Real Audiencia y los agentes de la Administración á sus 
superiores y obrando en el sentido que el superior respectivo les orde- 
nare. 

Los funcionarios del Minieterio Fiscal en sus diversos grados, tanto 
en la jurisdicción ordinaria, como en las especiales, siempre que estima- 
ren que el conocimiento de algún asunto, pendiente ante el tribunal ó 
juzgado á que estén asignados, corresponde á la Administración, están 
obligados á dar aviso al Gobernador Superior de la provincia con ex- 
presión de las razones en que se apoyen. 

El tribunal ó juzgado requerido de inhibición suspenderá todo pro- 
cedimiento! mientras no se termine la contienda por desistimiento del 
requirente ó por decisión definitiva, pena de nulidad de cuanto des- 
pués se obrare y del pago de las costas causadas en las diligencias 
practicadas desde aquel momento; sin perjuicio de cualquiera otra res- 
ponsabilidad civil 6 penal en que incurriere. Acto continuo acusará el 
recibo del oficio al Gobernador Superior Civil y comunicará los autos 
al Ministerio Fiscal y á las partes por término de ocho dias respectiva- 
mente, con lo que expongan, dictará providencia motivada dentro de 
diez dias declarándose competente 6 incompetente, la cual por parte 

(1) Artículo 4.° j. 10 de 1» ley orgánica del Consejo de Estado de 17 de Agosto de 1860. 
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del juez requerido es irrevocable; debiendo remitirse los autos por el mis- 
mo juez dentro de ocho días, haciendo poner al escribano actuario en un 
libro destinado al efecto, estracto de ellos y certificación de su remesa. 

El Gobernador Superior Civil luego que lleguen á su poder los 
autos acusará el recibo/y si el juez se hubiere declarado incompetente, 
continuará en el conocimiento de ellos. Cuando por el contrario el juez 
se hubiere declarado competente, remitirá los autos á la Sección de lo 
contencioso del Consejo de Administración, la cual le dará su dictamen 
sobre el caso, en el término de ocho dias, y en otro igual resolverá lo 
que estimare procedente. 

Si dicho Gobernador, conformándose con el dictamen de la Sección 
de lo contencioso, hubiese desistido de la competencia, devolverá los 
autos al juez, á cuyo favor se ha decidido la contienda, quedando des- 
de luego expedita la jurisdicccion de éste sin mas trámites: cuando por 
el contrario insistiere el Gobernador Superior en oonsiderarse compe- 
tente, de conformidad también con el parecer de la referida Sección, 
causará estado su providencia, y la decisión motivada deberá publicar- 
se en el Periódico Oficial en el término de quince dias. 

Si el mismo Gobernador disintiere del parecer de la sección de lo 
contencioso en cuanto á la competencia ó incompetencia, deberá remitir 
el expediente por el primer correo al Gobierno, el cual expedirá la re- 
solución que corresponda por el Ministerio de Ultramar, oyendo previa- 
mente al Consejo de Estado. (1) 

Cuando la resolución hubiere de afectar á los Ministerios de Guer- 
ra ó de Marina, el Consejo de Estado dirijirá á estos Secretarios copia 
literal de sus consultas, y estos deberán conformarse ó no con ellas, 
manifestándolo así en el término de veinte dias al Ministerio de Ultra- 
mar y transcurrido dicho plazo sin haber manifestado su disentimiento, 
el Departamento de Ultramar dictará la resolución que proceda, 
dentro de diez dias. En caso de manifestar su inconformidad el Minis- 
terio de Guerra 6 el de Marina, se someterá el asunto al Consejo de Mi- 
nistros, cuya decisión deberá expedirse dentro de otros veinte dias por 
el Departamento de Ultramar, lo mismo que cuando la dicte este Mi- 
nisterio. 

La resolución será definitiva extendiéndose motivada y en forma 
de Real Decreto, publicándose en la Gaceta de Madrid y, dirijiéndolo 
al Gobernador Superior Civil á quien corresponda por el primer correo 
posterior al plazo referido, quien igualmente publicará la decisión en el 
Periódico Oficial de la provincia y lo comunicará á los contendientes 
dentro de quince dias, contados desde que lo hubiere recibido. 

Tanto la decisión de la compotencia que adopte el Gobierno, 
como la que dictare en su caso el Gobierno Superior Civil son ir- 
revocables y no podrá intentarse de nuevo la contienda en el mismo 
asunto. 

(1) Articulo 45 y J. 1? del 52 de la citad» ley orgánica del Consejo de Estado. 
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•BCLIHAf ORIA. 

Siempre que una parte interesada en un expediente, en que esté 
conociendo cualquiera autoridad administrativa, creyere que no es la 
competente, puede proponer ante la misma la declinatoria para que se 
inhiba de su conocimiento 

L& autoridad ante la cual se interpusiere este recurso deberá sus- 
pender todo procedimiento y elevarlo dentro de ocho dias al Goberna- 
dor Superior Civil respectivo, remitiéndole también el expediente con 
su informe. 

El Gobernador Superior debe oir á la sección de lo contencioso del 
Consejo de Administración, la cual evacuará su informe en el término 
de ocho dias, y dentro de otro plazo igual adoptará dicho Gobernador 
la resolución que estime procedente, la que, siendo de conformidad con 
el parecer de aquella sección causará estado, llevándose desde luego á 
efecto, y en caso contrario remitirá el expediente al Gobierno, cu- 
ya resolución se dictará oyendo al Consejo de Estado y observando to- 
do lo que queda expuesto respecto á la decisión las competencias; sien- 
do irrevocable esa resolución. 

CONFLICTO RMAflVO. 

Cuando llegare el caso de haberse inhibido sucesivamente de cono- 
cer en un asunto la Autoridad administrativa y la Judicial podrán las 
partes acudir al Gobernador Superior Civil para que determine á cual 
de ellas corresponde el conocimiento. Este Jefe reclamará todas las ac- 
tuaciones y las remitirá á la sección de lo contencioso del Consejo de 
Administración, la que dará su dictamen en el término de ocho dias, 
dictando su resolución, dicho Gobernador en otro plazo igual. Siendo 
er a de conformidad con la expresada sección será irrevocable, y no ha- 
biendo conformidad, remitirá el Gobernador las actuaciones al Gobier- 
no por el primer correo; para que resuelva lo que fuere procedente, 
oyendo al Consejo de Estado y observándose lo mismo que se ha ex- 
puesto sobre la decisión de las contiendas de competencia. 

L* decisión definitiva expedida por el Supremo Gobierno ó por el 
Gobernador Superior Civil en su caso, se publicará en el Periódico Ofi- 
cial, remitiéndose las diligencias incoadas ante las autoridades que en- 
tendieron en el negocio á aquella á quien se hubiere declarado com- 
petente para que las sustancie y determine. Dicha decisión será irrevo- 
cable y producirá los mismos efectos que en los conflictos positivos. 

Se advierte que todos los términos señalados en este capítulo son 
improrogables. (1) 



(1) Lo que se ha expuesto esta prevenido en el reglamento especial para dirimir las compe- 
tencias entre las Autoridades judiciales y administrativas de las provincias de Ultramar de 4 
de Julio de 1861. 
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